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Décima Época

Interpretación del Poder Judicial de la Federación

Artículo 1º

Registro: 2009545 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 20, julio de 2015, Tomo I, p. 822, aislada, constitucional. 

2a. LVI/2015 (10a.)
prinCipio de interpretaCión más Favorable a la persona. presupuestos para su 

apliCaCión.
Si bien es cierto que en términos del artículo 1º de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, las autoridades deben interpretar las normas relativas a 
los derechos humanos de conformidad con el principio indicado, también lo es que 
dicha obligación se actualiza cuando el operador jurídico advierte que dos o más nor-
mas son aplicables al caso y debe elegir la que otorga la protección más amplia a la 
persona, o bien, cuando sólo existe una norma aplicable, pero que admite diversas 
interpretaciones que se traducen en mayor o menor protección a los derechos funda-
mentales; lo que implica que no es necesario que exista un conflicto entre normas, 
ni que éstas sean de la misma naturaleza y finalidad para que sea aplicable el principio 
de interpretación más favorable a la persona. Ahora bien, en este supuesto, antes de 
hacer la interpretación, el juzgador debe determinar que efectivamente la o las nor-
mas en cuestión son aplicables al caso concreto, es decir, que el derecho reconocido 
se encuentre tutelado en diversas normas o que la que lo tutela admite distintas inter-
pretaciones. En este tenor, la obligación de resolver conforme al principio en cuestión 
se traduce en la elección de la norma o la interpretación más favorable para la persona, 
de entre las que resulten aplicables al derecho reconocido, pero no de todo el universo 
normativo.

Registro: 2009329 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo III, p. 2363, 
aislada, constitucional, común.

I.5o.C.9 K (10a.)
prinCipio pro persona. su apliCaCión no JustiFiCa que en la tutela de un dereCHo 

Fundamental se vulneren otros.
En las sentencias de amparo, conforme al actual sistema para la protección de los 

derechos humanos, el análisis de las cuestiones planteadas debe realizarse tomando 
en consideración el ámbito de competencia que corresponde a los operadores jurídicos 
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II que han intervenido en el acto de autoridad, al así establecerse, conforme a su texto en 

el artículo 1º de la Ley Fundamental, por lo que si bien deben acatarse los parámetros 
contenidos en dicho precepto, de manera destacada el principio interpretativo pro 
homine o pro persona, tal labor debe hacerse sin que su aplicación conduzca a la vul-
neración de otros derechos previstos a favor de personas diversas al impetrante. Es así, 
porque este principio hermenéutico no implica que se dejen de observar las normas 
que regulan la actuación de los juzgadores, en la instancia que les corresponda, pues 
en su justa dimensión implica que si en los instrumentos internacionales existe una 
protección más benéfica para la persona respecto de la institución jurídica analizada, 
sea ésta la que se aplique, cumpliendo desde luego con los principios rectores de la 
labor jurisdiccional que a su vez son previstos como derechos humanos y desarrollados 
en la legislación secundaria, porque si no se hiciera, se generaría una vulneración a la 
seguridad jurídica, principio básico en todo Estado constitucional y democrático de 
derecho.

Registro: 2009179 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judi cial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 186, jurisprudencia, común, 
constitucional.

1a./J. 38/2015 (10a.)
Control de ConstituCionalidad y ConvenCionalidad ex officio. no es una Cuestión 

de subsidiariedad, por lo que debe llevarse a Cabo aun Cuando el dereCHo Humano de 
que se trate esté Contenido en la ConstituCión Federal.

La obligación de ejercer el control ex officio de constitucionalidad y convenciona-
lidad de una norma se actualiza aun en aquellos casos en los que el derecho humano 
de que se trate esté regulado en la propia Constitución federal. Lo anterior, porque el 
Tribunal Pleno, al resolver el expediente Varios 912/2010, no hizo esa acotación, ni 
determinó que el control ex officio fuera una cuestión de subsidiariedad, sino que más 
bien recalcó que los jueces y todas las autoridades del país estaban obligados a velar 
por los derechos humanos y que esa vigilancia se traducía, en el caso de los juzgadores, 
en un problema interpretativo; para ello, se requiere que lleven a cabo efectivamente 
ese control en aquellos casos en los que la norma que se va a aplicar despierte sospe-
chas para la autoridad aplicadora o sea señalada por el interesado como violatoria de 
derechos en el juicio de amparo; en esos supuestos, deberá además llevar a cabo el 
ejercicio en los tres pasos que indica el expediente Varios 912/2010: interpretación 
conforme en sentido amplio, interpretación conforme en sentido estricto y, en su caso, 
inaplicación.

Registro: 2009095 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 458, aislada, constitucional. 

1a. CLXV/2015 (10a.)
violenCia y disCriminaCión Contra la muJer. deber de reparar.
En relación con la violencia y discriminación contra la mujer, el sistema de justicia 

debe ser capaz de reparar el daño realizado por parte de las autoridades y de impulsar 
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a un cambio cultural. Al respecto, el artículo 8 de la Convención del sistema universal 
establece como deber progresivo del Estado el que por medio de sus autoridades adopte 
medidas progresivas específicas para modificar los patrones socioculturales y fomentar 
la educación y capacitación del personal en la administración de justicia en temas 
relacionados con la igualdad entre el hombre y la mujer y la equidad de género. Por 
tanto, la respuesta por parte del Poder Judicial ante este tipo de violaciones debe 
no sólo puntualizar la violación específica por parte de una autoridad y cambiarla, sino 
que también debe buscar disuadir un cambio de conducta en la sociedad y de poten-
ciales actores, mejorando las relaciones socialmente establecidas, en aras de cumplir 
con las obligaciones de respeto y garantía, así como de reparar las violaciones a los 
derechos humanos, reconocidos en el artículo 1º constitucional.

Registro: 2009055 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 2189, 
aislada, constitucional, administrativa.

I.15o.A.11 A (10a.)
igualdad. al estableCer el programa de veriFiCaCión veHiCular obligatoria para 

el segundo semestre del año 2014 en el distrito Federal disposiCiones Contrarias 
a ese prinCipio, todo su Contenido es inConstituCional.

El principio de igualdad previsto en el artículo 1º de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos debe entenderse como la exigencia de tratar igual a los 
iguales y desigual a los desiguales. Así, cuando la ley distingue entre dos o varios hechos, 
sucesos, personas o colectivos, debe analizarse si dicha distinción descansa en una 
base objetiva y razonable o si, por el contrario, constituye una discriminación vedada. 
En ese sentido, si el Programa de Verificación Vehicular Obligatoria para el Segundo 
Semestre del año 2014, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 30 de 
junio de 2014, tiene como propósito el cuidado del medio ambiente con fines de pro-
tección a la salud y, para ello, establece disposiciones contrarias al principio de igual-
dad, como su numeral 7.4.1., que nada tiene que ver con la finalidad perseguida cuando 
señala que únicamente los vehículos modelo dos mil seis en adelante podrán acceder 
al holograma cero que les permita circular todos los días, se concluye que todo su 
contenido es inconstitucional.

Registro: 2009154 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 2296, 
aislada, constitucional, común. 

XVII.1o.P.A.2 K (10a.)
prinCipio pro persona Como Criterio de interpretaCión de dereCHos Humanos. 

test de argumentaCión mínima eXigida por el Juez o tribunal de amparo para la 
eFiCaCia de los ConCeptos de violaCión.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a. 
CCCXXVII/2014 (10a.), de título y subtítulo: “prinCipio pro persona. requisitos mínimos 
para que se atienda el Fondo de la soliCitud de su apli CaCión, o la impugnaCión de su 
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Federación del viernes 3 de octubre de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 11, Tomo I, octubre de 
2014, página 613, estableció que la aplicación del principio pro persona como criterio 
de interpretación de derechos humanos, es aplicable de oficio, cuando el juez o tribu-
nal considere necesario acudir a este criterio interpretativo para resolver los casos 
puestos a su consideración, y que es factible que el quejoso en un juicio de amparo se 
inconforme con su falta de aplicación, o bien, solicite al órgano jurisdiccional llevar a 
cabo ese ejercicio interpretativo y esta petición, para ser atendida de fondo, requiere 
del cumplimiento de una carga mínima. Luego, ese test de argumentación mínima 
exigida para la eficacia de los conceptos de violación es el siguiente: a) Pedir la apli-
cación del principio o impugnar su falta de aplicación por la autoridad responsable; 
b) señalar cuál es el derecho humano o fundamental cuya maximización se pretende; c) 
indicar la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más 
favorable hacia el derecho fundamental; y, d) precisar los motivos para preferirlos en 
lugar de otras normas o interpretaciones posibles. Los anteriores requisitos son nece-
sariamente concurrentes para integrar el concepto de violación que, en este supuesto, 
debe ser resuelto.

Registro: 2008935 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 240, jurisprudencia, constitucional. 

1a./J. 29/2015 (10a.)
dereCHos Humanos reConoCidos tanto por la ConstituCión polítiCa de los esta-

dos unidos meXiCanos, Como en los tratados internaCionales. para determinar su 
Contenido y alCanCe debe aCudirse a ambas Fuentes, FavoreCiendo a las personas 
la proteCCión más amplia.

Acorde con lo sostenido por el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la tesis de jurisprudencia P./J. 20/2014 (10a.),* las normas de derechos 
humanos contenidas en los tratados internacionales y en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos no se relacionan entre sí en términos jerárquicos, ya 
que se integran al catálogo de derechos que funciona como un parámetro de regularidad 
constitucional. Por tanto, cuando un derecho humano esté reconocido tanto en la Cons-
titución federal, como en los tratados internacionales, debe acudirse a ambas fuentes 
para determinar su contenido y alcance, favoreciendo en todo tiempo a las personas 
la protección más amplia; en el entendido de que cuando exista en la Constitución una 
restricción expresa al ejercicio de un derecho humano, se deberá estar a lo que indica 
la norma constitucional.

Registro: 2008936 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 485, aislada, constitucional. 

1a. CXXXV/2015 (10a.)
ConstituCión. su ConCepCión Como norma JurídiCa.
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha ido construyendo la doctrina de 

que la Constitución es, ante todo, una norma jurídica. Tal situación implica el recono-
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a cimiento de las siguientes premisas: (i) en primer término, todo el contenido de la 
Constitución tiene un valor normativo inmediato y directo, teniendo la posibilidad de 
facto de desenvolverse en todo su contenido; (ii) adicionalmente, la Constitución 
requiere de un esquema idóneo que la proteja frente a actos o disposiciones que la 
pretendan vulnerar, pues su fuerza normativa radica tanto en su capacidad de adaptarse 
a los cambios de su contexto, así como en su permanencia, la cual no se refiere a una 
inmutabilidad, sino a su cabal aplicación; y (iii) la Constitución es el fundamento de 
validez del resto del ordenamiento jurídico, de lo cual se desprende la posibilidad 
de llevar a cabo un control de regularidad normativa respecto de aquellas disposiciones 
que la contraríen.

Registro: 2008815 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo II, p. 1451, 
jurisprudencia, constitucional, común.

XXVII.3o. J/14 (10a.)
dereCHos Humanos y sus garantías. su distinCión.
Antes de las reformas constitucionales de 6 y 10 de junio de 2011, las voces “de-

rechos humanos y sus garantías”, eran términos que solían confundirse, ambigüedad 
que posiblemente derivaba de la anterior denominación del capítulo I de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, titulado “De las garantías individuales”. Sin 
embargo, el Poder Reformador de la Constitución, con las citadas reformas, elevó a 
rango constitucional su distinción, como deriva de las siguientes menciones: i) el ca-
pítulo I cambió su denominación a “De los derechos humanos y sus garantías”; ii) en 
el artículo 1º se especificó que todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales “así como de las ga-
rantías para su protección”, y iii) en el numeral 103, fracción I, se especificó que los 
Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite por infracción 
a los derechos humanos y las “garantías otorgadas para su protección”. Luego, para el 
Constituyente Permanente los derechos y sus garantías no son lo mismo, ya que éstas 
se otorgan para proteger los derechos humanos; constituyen, según Luigi Ferrajoli, los 
“deberes consistentes en obligaciones de prestación o en prohibiciones de lesión, según 
que los derechos garantizados sean derechos positivos o derechos negativos”, es decir, 
son los requisitos, restricciones, exigencias u obligaciones previstas en la Constitución 
y en los tratados, destinadas e impuestas principalmente a las autoridades, que tienen 
por objeto proteger los derechos humanos; de ahí que exista una relación de subordi-
nación entre ambos conceptos, pues las garantías sólo existen en función de los derechos 
que protegen; de tal suerte que pueden existir derechos sin garantías pero no garantías 
sin derechos. Así, a manera de ejemplo, puede decirse que el derecho humano a la 
propiedad tiene, entre otras garantías, las de audiencia y legalidad, pues prohíbe a 
la autoridad molestar a un particular sin mandamiento escrito en el que funde y 
motive la causa legal del procedimiento, y que los gobernados sean privados de la 
propiedad sin previa audiencia.
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II Registro: 2008915 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo II, p. 1788, 
aislada, constitucional. 

(IV Región)2o.1 CS (10a.)
prinCipio pro persona. úniCamente es apliCable para interpretar la norma, Con 

el obJeto de estableCer el Contenido y alCanCe de los dereCHos Humanos, y no para 
instaurar un Criterio sobre la valoraCión de las pruebas.

El principio pro persona previsto en el artículo 1º de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es un criterio hermenéutico que informa todo el derecho 
internacional de los derechos humanos, en virtud del cual debe acudirse a la norma 
más amplia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos 
protegidos e, inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida cuando 
se pretenda establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su 
sus pensión extraordinaria. Luego, dicho principio tiene dos variantes, la primera, como 
preferencia interpretativa, conforme a la cual ante dos o más interpretaciones de la 
norma válidas y razonables, el intérprete debe preferir la que más proteja al individuo 
u optimice un derecho fundamental y, la segunda, como preferencia normativa, conforme 
a la cual si pueden aplicarse dos o más normas a un determinado caso, el intérprete 
debe preferir la que más favorezca a la persona, independientemente de la jerarquía 
entre ellas. En consecuencia, este principio no se encuentra referido al alcance demos-
trativo de las pruebas, esto es, no opera para instaurar un criterio sobre su valoración 
—como podría hacerlo el diverso principio in dubio pro reo—, sino únicamente para 
la interpretación de normas con el objeto de establecer el contenido y alcance de los 
derechos humanos y, de este modo, otorgarles un sentido protector a favor de la persona 
humana.

Registro: 2008584 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo I, p. 117, jurisprudencia, constitucional. 

P./J. 1/2015 (10a.)
prinCipio de interpretaCión más Favorable a la persona. es apliCable respeCto 

de las normas relativas a los dereCHos Humanos de los que sean titulares las per-
sonas morales.

El artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 
disponer que en los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los de-
rechos humanos reconocidos en dicha Constitución y en los tratados internacionales 
de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, 
no prevé distinción alguna, por lo que debe interpretarse en el sentido de que com-
prende tanto a las personas físicas, como a las morales, las que gozarán de aquellos 
derechos en la medida en que resulten conformes con su naturaleza y fines. En conse-
cuencia, el principio de interpretación más favorable a la persona, que como imperativo 
establece el párrafo segundo del citado precepto, es aplicable respecto de las normas 
relativas a los derechos humanos de los que gocen las personas morales, por lo que 
deberán interpretarse favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia, a condi-
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a ción de que no se trate de aquellos derechos cuyo contenido material sólo pueda ser 
disfrutado por las personas físicas, lo que habrá de determinarse en cada caso concreto.

Registro: 2008714 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 1102, aislada, constitucional. 

1a. CXIV/2015 (10a.)
personas Con disCapaCidad. el modelo soCial de asistenCia en la toma de deCi-

siones entraña el pleno respeto a sus dereCHos, voluntad y preFerenCias.
De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 1º de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1 y 12 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, se deriva el igual reconocimiento de las personas con discapacidad 
ante la ley y la obligación del Estado para adoptar las medidas pertinentes para que 
puedan ejercer plenamente su capacidad jurídica. En ese contexto, en el sistema de 
apoyo en la toma de decisiones basado en un enfoque de derechos humanos, propio 
del modelo social, la toma de decisiones asistidas se traduce en que la persona con 
discapacidad no debe ser privada de su capacidad de ejercicio por otra persona que 
sustituya su voluntad, sino que simplemente es asistida para adoptar decisiones en 
diversos ámbitos, como cualquier otra persona, pues este modelo contempla en todo 
momento la voluntad y preferencias de la persona con discapacidad, sin restringir su 
facultad de adoptar decisiones legales por sí mismas, pero, en determinados casos, se 
le puede asistir para adoptar sus propias decisiones legales dotándole para ello de los 
apoyos y las salvaguardias necesarias, para que de esta manera se respeten los derechos, 
voluntad y preferencias de la persona con discapacidad.

Registro: 2008663 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo III, p. 2507, 
aislada, constitucional. 

XXVII.3o.6 CS (10a.)
“soFt law”. los Criterios y direCtriCes desarrollados por órganos internaCio-

nales enCargados de la promoCión y proteCCión de los dereCHos Fundamentales son 
útiles para que los estados, en lo individual, guíen la práCtiCa y meJoramiento de 
sus instituCiones enCargadas de vigilar, promover y garantizar el apego irrestriCto 
a los dereCHos Humanos.

De conformidad con el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y su alcance protector en materia de derechos humanos, los agentes del 
Estado mexicano no sólo deben observar la normativa internacional de carácter obli-
gatorio y la jurisprudencia interamericana, sino que en virtud de las máximas de univer-
salidad y progresividad que también contempla, debe admitirse el desarrollo de prin-
cipios y prácticas del derecho internacional de carácter no vinculante previstos en 
instrumentos, declaraciones, proclamas, normas uniformes, directrices y recomenda-
ciones aceptados por la mayoría de los Estados. Dichos principios son identificados por 
la doctrina como “soft law” —en inglés—, cuya traducción corresponde a ley suave, 
normas ligeras, dúctiles o blandas y es empleado dado (i) el sentido de falta de eficacia 
obligatoria y (ii) en oposición al “hard law” o derecho duro o positivo. Ahora bien, con 
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los Estados, en lo individual, guíen la práctica y mejoramiento de sus instituciones 
encargadas de vigilar, promover y garantizar el apego irrestricto a los derechos humanos. 
Sin que ello implique desconocer la observancia primigenia del orden jurídico nacional, 
ni el principio de subsidiariedad de las normas supranacionales, según el cual, la pro-
tección internacional de los derechos humanos es aplicable después de agotada la 
tutela interna y, sólo en su defecto, debe acudirse a aquélla, pues más allá de que 
la Constitución federal y los tratados no se relacionen en términos jerárquicos, según 
definió el Máximo Tribunal del país en la jurisprudencia P./J. 20/2014 (10a.)(*), la 
consulta de directrices no vinculantes sólo reporta efectos prácticos derivados de 
la experiencia acogida por órganos internacionales encargados de la promoción y pro-
tección de los derechos fundamentales.

Registro: 2008545 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1397, aislada, constitucional. 

1a. LXXIX/2015 (10a.)
impartiCión de JustiCia Con perspeCtiva de género. debe apliCarse este método 

analítiCo en todos los Casos que involuCren relaCiones asimétriCas, preJuiCios y 
patrones estereotípiCos, independientemente del género de las personas involu-
Cradas.

Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación 
por razones de género, previstos en los artículos 1º y 4º de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, respectivamente, deriva que todo órgano jurisdic-
cional debe impartir justicia con base en una perspectiva de género. Ahora bien, la 
utilización de esta herramienta de análisis para verificar si existe una situación de 
vulnerabilidad o prejuicio basada en el género de una persona, no es exclusiva para 
aquellos casos en que las mujeres alegan una vulneración al derecho a la igualdad, en 
virtud de que si bien es cierto que históricamente son las que más han sufrido la dis-
criminación y exclusión derivadas de la construcción cultural de la diferencia sexual 
—como reconoció el Constituyente en la reforma al artículo 4º de la Constitución 
Federal publicada el 31 de diciembre de 1974, en la que incorporó explícitamente la 
igualdad entre hombres y mujeres—, también lo es que los estereotipos de género que 
producen situaciones de desventaja al juzgar, afectan tanto a mujeres como a hombres. 
De ahí que la perspectiva de género como método analítico deba aplicarse en todos los 
casos que involucren relaciones asimétricas, prejuicios y patrones estereotípicos, 
independientemente del género de las personas involucradas, con la finalidad de 
detectar y eliminar las barreras y los obstáculos que discriminan a las personas por su 
pertenencia al grupo de “mujeres” u “hombres”.

Registro: 2008551 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1409, aislada, constitucional. 

1a. LXXXIV/2015 (10a.)
prinCipio de igualdad y no disCriminaCión en la ConvenCión sobre los dereCHos 

del niño.
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a Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
la igualdad jurídica debe traducirse en la seguridad de no tener que soportar un per-
juicio o privarse de un beneficio desigual e injustificado, pues el valor superior que 
persigue este principio consiste en evitar la existencia de normas que, llamadas a 
proyectarse sobre situaciones de igualdad de hecho produzcan, por su aplicación, la 
ruptura de esa igualdad, al generar un trato discriminatorio entre situaciones análogas, 
o bien, propicien efectos semejantes sobre personas que se encuentran en situaciones 
dispares, lo que se traduce en desigualdad jurídica. Ahora bien, en particular, los me-
nores tienen derecho a la no discriminación, lo cual implica que, sin excepción, deben 
disfrutar de su derecho a la protección eficaz, esto es, que ninguno sea víctima de actos 
discriminatorios por motivos de raza, religión, color de piel, idioma, nacionalidad, 
origen étnico o social, condición económica, discapacidad o de cualquiera otra índole. 
En ese sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño —específicamente en su 
artículo 2º— retoma el principio de igualdad y no discriminación, y establece para los 
Estados la obligación de garantizar todos los derechos para las niñas y los niños sin 
distinción alguna, principio general que, junto al del interés superior del menor (artículo 
3º), deben considerarse para interpretar, aplicar y hacer respetar todos los demás dere-
chos de la propia convención. Así, la convención referida reafirma el principio general 
de no discriminación, el cual se proyecta en dos ámbitos: la no discriminación por 
cualidades de los menores y de sus padres, aspectos que implican la obligación de los 
Estados de evitar prácticas discriminatorias dirigidas hacia niños o niñas y, entre otras, 
las que pretendan fundamentarse en las características de sus padres o tutores.

Registro: 2008515 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo III, p. 2254, 
jurisprudencia, constitucional. 

XXVII.3o. J/24 (10a.)
dereCHos Humanos. obligaCión de garantizarlos en términos del artíCulo 1º, 

párraFo terCero, de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.
El párrafo tercero del artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos dispone como obligaciones generales de las autoridades del Estado mexicano 
las consistentes en: i) Respetar; ii) Proteger; iii) Garantizar; y, iv) Promover los derechos 
humanos, de conformidad con los principios rectores de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad. De ahí que para determinar si una conducta especí-
fica de la autoridad importa violación a derechos fundamentales, debe evaluarse si se 
apega o no a la obligación de garantizarlos; y como la finalidad de esta obligación es 
la realización del derecho fundamental, requiere la eliminación de restricciones al 
ejercicio de los derechos, así como la provisión de recursos o la facilitación de activi-
dades que tiendan a lograr que todos se encuentren en aptitud de ejercer sus derechos 
fundamentales. La índole de las acciones dependerá del contexto de cada caso en 
particular; así, la contextualización del caso particular requiere que el órgano del 
Estado, encargado de garantizar la realización del derecho, tenga conocimiento de las 
necesidades de las personas o grupos involucrados, lo que significa que debe atender 
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sus derechos. Para ello, el órgano estatal, dentro de su ámbito de facultades, se encuen-
tra obligado a investigar, sancionar y reparar las violaciones a derechos humanos que 
advierta, de forma que su conducta consistirá en todo lo necesario para lograr la resti-
tución del derecho humano violentado. Por tanto, su cumplimiento puede exigirse de 
inmediato (mediante la reparación del daño) o ser progresivo. En este último sentido, 
la solución que se adopte debe atender no sólo al interés en resolver la violación a 
derechos humanos que enfrente en ese momento, sino también a la finalidad de estruc-
turar un entorno político y social sustentado en derechos humanos. Esto implica pensar 
en formas de reparación que, si bien tienen que ver con el caso concreto, deben ser 
aptas para guiar más allá de éste.

Registro: 2008516 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo III, p. 2256, 
jurisprudencia, constitucional. 

XXVII.3o. J/25 (10a.)
dereCHos Humanos. obligaCión de protegerlos en términos del artíCulo 1º, 

párraFo terCero, de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.
El párrafo tercero del artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos dispone como obligaciones generales de las autoridades del Estado mexicano 
las consistentes en: i) Respetar; ii) Proteger; iii) Garantizar; y, iv) Promover los derechos 
humanos, de conformidad con los principios rectores de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad. De ahí que para determinar si una conducta espe-
cífica de la autoridad importa violación a derechos fundamentales, debe evaluarse si 
se apega o no a la obligación de protegerlos. Ésta puede caracterizarse como el deber 
que tienen los órganos del Estado, dentro del margen de sus atribuciones, de prevenir 
violaciones a los derechos fundamentales, ya sea que provengan de una autoridad o de 
algún particular y, por ello, debe contarse tanto con mecanismos de vigilancia como 
de reacción ante el riesgo de vulneración del derecho, de forma que se impida la con-
sumación de la violación. En este último sentido, su cumplimiento es inmediatamente 
exigible, ya que como la conducta estatal debe encaminarse a resguardar a las personas 
de las interferencias a sus derechos provenientes de los propios agentes del Estado 
como de otros particulares, este fin se logra, en principio, mediante la actividad legis-
lativa y de vigilancia en su cumplimiento y, si esto es insuficiente, mediante las accio-
nes necesarias para impedir la consumación de la violación a los derechos. De ahí que, 
una vez conocido el riesgo de vulneración a un derecho humano, el Estado incumple 
su obligación si no realiza acción alguna, sobre todo, porque, en el caso de sus propios 
agentes, está obligado a saber todo lo que hacen.

Registro: 2008517 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo III, p. 2257, 
jurisprudencia, constitucional. 

XXVII.3o. J/23 (10a.)
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a dereCHos Humanos. obligaCión de respetarlos en términos del artíCulo 1º, 
párraFo terCero, de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.

El párrafo tercero del artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone como obligaciones generales de las autoridades del Estado mexicano 
las consistentes en: i) Respetar; ii) Proteger; iii) Garantizar; y, iv) Promover los derechos 
humanos, de conformidad con los principios rectores de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad. De ahí que para determinar si una conducta espe-
cífica de la autoridad importa violación a derechos fundamentales, debe evaluarse si 
se apega o no a la obligación de respetarlos, y ésta puede caracterizarse como el deber 
de la autoridad que le impide interferir con el ejercicio de los derechos o ponerlos en 
peligro, ya sea por acción u omisión; es decir, la autoridad, en todos sus niveles (fede-
ral, estatal o municipal) y en cualquiera de sus funciones (ejecutiva, legislativa o ju-
dicial), debe mantener el goce del derecho y, por ende, su cumplimiento es inmedia-
tamente exigible puesto que, aun cuando primeramente está dirigida a los órganos del 
Estado, también incluye la conducta de los particulares, que igualmente se encuentran 
obligados a no interferir con el ejercicio de los derechos; por tanto, esta obligación 
alcanza la manera en que las autoridades entienden las restricciones a los derechos, 
tanto en su formación (a cargo del Poder Legislativo) como en su aplicación (Poder 
Ejecutivo) e interpretación (Poder Judicial).

Registro: 2008518 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo III, p. 2258, 
jurisprudencia, constitucional, común.

XXVII.3o. J/20 (10a.)
dereCHos Humanos y sus garantías. si del análisis de las ConstanCias del JuiCio 

de amparo, se advierte que por aCtos diversos al reClamado, aquéllos se vulnera-
ron en perJuiCio del terCero interesado o de una persona aJena a la litis Constitu-
Cional, los órganos de amparo, en Cumplimiento al artíCulo 1º, párraFo terCero, 
de la ConstituCión, están FaCultados para dar vista Con los HeCHos a las autorida-
des que direCtamente, de aCuerdo a su CompetenCia, tengan la obligaCión de res-
petar, proteger, garantizar o promover el dereCHo que se estimó violado.

Los órganos jurisdiccionales que conocen del juicio de amparo tienen que cumplir 
con las obligaciones previstas en el artículo 1º, párrafo tercero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin embargo, las relativas a proteger y ga-
rantizar los derechos humanos son las que constituyen su función preponderante, pues 
dicho juicio tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas ge-
nerales, actos u omisiones de autoridad que violen derechos humanos o sus garantías 
y, a través de él, se restituye a los quejosos en el goce del derecho infringido. En este 
sentido, es frecuente que del análisis de las constancias que integran los juicios se 
advierta la violación a derechos humanos o sus garantías en perjuicio de terceros per-
judicados o personas ajenas a la litis constitucional, por actos diversos a los reclamados; 
en ese supuesto, el Poder Judicial de la Federación no debe permanecer pasivo ante 
tales violaciones, pues no solamente transgrede derechos quien despliega el acto u 
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necesarias para detener la violación, resarcir el derecho y asegurar que se llevan a cabo 
medidas de no repetición. En ese tenor, los órganos jurisdiccionales de amparo, en 
cumplimiento a sus obligaciones de proteger y garantizar los derechos humanos y ga-
rantías de los gobernados, están facultados para dar vista con los hechos a las autori-
dades que directamente, de acuerdo a su competencia, tengan la obligación de respe-
tar, proteger, garantizar o promover el derecho que se estimó violado, para que sean 
ellas quienes tomen las medidas necesarias para detener la violación, resarcir el dere-
cho y evitar la repetición de la infracción. Así, las obligaciones de proteger y garantizar 
los derechos por los tribunales deben cumplirse no sólo cuando lo solicite la persona 
titular de los derechos vulnerados, sino también en el caso de que, sin mediar dicha 
petición dentro de la controversia, la autoridad jurisdiccional advierta la contravención 
de los derechos fundamentales; de ahí que ante esta violación está en aptitud de actuar 
oficiosamente, esto es, independientemente de que el afectado invoque la transgresión.

Registro: 2008308 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, p. 754, aislada, constitucional, civil. 

1a. XXXIII/2015 (10a.)
disCriminaCión en el ámbito laboral. ante su aCtualizaCión, el Juzgador deberá 

deClarar la nulidad del aCto.
A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

ante la presencia de un acto discriminatorio, la primera consecuencia que ello acarrea 
será la declaración de nulidad que sobre el mismo debe realizarse. En el ámbito laboral, 
lo anterior se traduce en que el acto discriminatorio debe ser declarado nulo, pues 
de lo contrario, se tendría que aceptar que a pesar de haber calificado un acto como 
discriminatorio y, por tanto, como violatorio de la Constitución, el mismo deba subsis-
tir solamente por provenir de la libertad de contratación de que gozan las personas, ello 
a pesar de que los derechos de igualdad y no discriminación sí gozan de eficacia entre 
las relaciones entre particulares. Es por ello que la consecuencia directa e inmediata 
de la calificativa de un acto como discriminatorio, es la nulidad del mismo. Lo anterior 
no significa que el acto en su totalidad debe ser declarado nulo, sino solamente aquellas 
porciones que resulten discriminatorias, mismas que tendrán la consecuencia de te-
nerse por no puestas, o en su caso sustituirse según lo establezca oportuno el juzgador 
correspondiente. Sin embargo, debe resaltarse que un acto discriminatorio, dentro 
del contexto de la libertad de contratación, si bien acarrea una nulidad del mismo, ello 
no se traduce necesariamente en una obligación de contratación. Lo anterior es así, 
pues el único aspecto cuya nulidad se decreta es aquel que ocasionó la discriminación, 
mismo que no podrá convertirse en un dato válidamente aplicable para evaluar las 
aptitudes que permitirán una contratación, sin que ello llegue al extremo de necesa-
riamente contratar a la persona que se inconformó de la convocatoria laboral respectiva, 
al existir un margen para evaluar las aptitudes profesionales. En efecto, debe señalarse 
que la nulidad de los actos de los particulares es de naturaleza distinta a la nulidad de 
los actos emanados por el Estado, ya que en ocasiones, la nulidad de los primeros 
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a únicamente puede tener efectos declarativos, dependiendo del caso en concreto. Así 
las cosas, debe precisarse que los efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad 
del acto discriminatorio se encontrarán determinados en gran medida por el momento 
en el cual se lleve la impugnación correspondiente. Por tanto, en el supuesto de que 
aún no hubiese concluido el proceso de selección y contratación, la declaratoria de 
inconstitucionalidad del acto podrá acarrear una orden de retiro de la convocatoria o 
su supresión al encontrarse en medios impresos o electrónicos. Sin embargo, en el caso 
de que el proceso hubiese concluido, la declaratoria de inconstitucionalidad no podrá 
afectar los derechos adquiridos de terceros involucrados, esto es, no podrá anularse 
una contratación ya realizada, ni el efecto podrá consistir en una orden de contratación 
en favor del demandante, pues en la mayoría de estos supuestos, cuando se lleva a cabo 
la impugnación de la convocatoria, el proceso respectivo de selección y contratación 
ha concluido, pero ello no puede implicar que el acto discriminatorio no genere efecto 
alguno, ya que en estos escenarios, por un lado se producen efectos declarativos, que 
implican un reconocimiento de que las convocatorias laborales fueron discriminatorias 
y, por tanto, contrarias a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pero 
por el otro, se permite el análisis de la posible actualización del resto de consecuencias 
que una discriminación puede acarrear.

Registro: 2008259 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, p. 756, aislada, constitucional, 
civil, laboral.

1a. IV/2015 (10a.)
disCriminaCión en el ámbito laboral. el Juzgador podrá imponer medidas repa-

ratorias de CaráCter disuasorio para prevenir Futuras aCtuaCiones Contrarias al 
prinCipio de igualdad de trato.

A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
ante la presencia de un acto discriminatorio en el ámbito laboral, aunado a la indem-
nización surgida a partir del daño que en su caso se presente en el asunto concreto, 
es posible que el juzgador establezca determinadas medidas que tengan un efecto 
disuasorio en quien emitió el acto discriminatorio para que en un futuro se abstenga 
de realizar ese tipo de actos. La justificación de tales medidas consiste en las implica-
ciones no sólo respecto a la persona concreta, sino también sociales que produce la 
discriminación y, por tanto, en la necesidad de erradicar los actos de tal índole. 
Las medidas reparatorias pueden ser de diversa naturaleza, pero deben ser medidas 
suficientemente eficaces para alcanzar el objetivo trazado, sin que impliquen un ale-
jamiento de la función resarcitoria de las sanciones impuestas por los jueces, ya que 
responden a la necesidad de prevenir futuras actuaciones contrarias al principio de 
igualdad de trato. La posibilidad de imponer este tipo de medidas responderá a un 
análisis emprendido por el juzgador en cada caso concreto, evaluando los elementos 
de convicción que deriven de la secuela procesal, y tomando en consideración, acorde 
a los hechos concretos, la necesidad de imponer una medida ejemplar a quien emitió 
el acto discriminatorio, la intencionalidad mostrada, la posible existencia de diversos 
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tos que pudiesen revelar un contexto agravado de discriminación. Entre las medidas 
que es posible imponer, destaca la fijación de una suma dineraria adicional, debiendo 
responder el monto a los parámetros indicados con anterioridad, por lo que no solamente 
se castigan conductas de especial gravedad, sino que se busca prevenir la reiteración 
de situaciones semejantes en el futuro, tanto por parte de quien emitió el acto en con-
creto, como el resto de personas que podrían hacerlo, es decir, también se satisface una 
función ejemplarizadora. Sin embargo, en caso de que se opte por imponer una sanción 
disuasoria de índole económica, debe señalarse que la cantidad fijada deberá respon-
der a las características y elementos que deriven del caso en particular, sin que la 
necesidad de imponer una medida ejemplar deba traducirse en un monto insensato que 
carezca de conexión lógica con la secuela procesal, esto es, la discrecionalidad a la 
que responde la medida disuasoria no debe confundirse con una arbitrariedad por parte 
del juzgador. Es importante señalar que los jueces civiles podrán imponer medidas 
reparatorias, las cuales pueden estar dirigidas tanto a inhibir futuras conductas o prác-
ticas discriminatorias, como a resarcir las consecuencias derivadas de la vulneración. 
En el ámbito de las convocatorias laborales, tales medidas pueden consistir en la 
exigencia de una disculpa pública por parte de la empresa empleadora o la publicación 
de la sentencia que determina la inconstitucionalidad de la convocatoria discrimina-
toria. Lo anterior, sin perjuicio de la posible procedencia del daño moral.

Registro: 2008260 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, p. 757, aislada, constitucional, 
civil, laboral.

1a. III/2015 (10a.)
disCriminaCión en el ámbito laboral. la FiJaCión de una indemnizaCión por parte 

del Juzgador estará CondiCionada a la eXistenCia de un daño.
La indemnización constituye la consecuencia tradicional en contra de actos que 

han generado un daño. En el caso de los actos discriminatorios, al contener una viola-
ción constitucional directa, es posible que el juzgador correspondiente establezca una 
cantidad monetaria que deberá ser cubierta para resarcir a la persona que ha resentido 
el daño en cuestión. En tal supuesto, resulta claro que el criterio de imputación atiende 
a una responsabilidad objetiva, en la medida en que la eventual culpa o negligencia 
en la conducta de la persona que llevó a cabo la discriminación no es relevante a efecto 
de calificar la situación, pues el dato clave es la producción de un escenario en el cual 
no se respetaron los principios de igualdad y no discriminación. Sin embargo, a consi-
deración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que 
nazca la consecuencia de indemnización, es imprescindible la existencia de un daño, 
al tratarse del elemento constitutivo de la misma y presupuesto ineludible en cualquier 
sistema de responsabilidad civil, por lo que una pretensión indemnizatoria no podría 
prosperar a menos de que exista un daño por el cual se deba responder. En el caso de 
que concurra un riesgo de discriminación, que constituye una amenaza, pero que no 
ha llegado a producir un daño efectivo, no existirá obligación de indemnizar, pues un 
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a simple riesgo no puede tener el alcance que sí tiene la existencia de daños materiales 
y morales, toda vez que ante la ausencia de un daño el juzgador no contaría con un dato 
objetivo a partir del cual se pueda fijar un monto indemnizatorio, cuestión que se tra-
duciría en la improcedencia de tal consecuencia respecto del acto discriminatorio. En 
otras palabras, la calificativa que se realice respecto de un acto, en el sentido de que 
el mismo ha resultado discriminatorio, no necesariamente implicará que se haya gene-
rado daño alguno y que proceda por tanto una indemnización, con independencia de 
que sí proceda la nulidad del acto y, en su caso, la imposición de medidas reparatorias 
de carácter disuasorio y la actualización de sanciones penales. En efecto, el alcance del 
resarcimiento debe responder a una reparación integral del daño generado y probado, 
mismo que sea consecuencia directa del acto discriminatorio, esto es, deberá advertirse 
una reparación efectiva y proporcional a la afectación sufrida, sin que exista un límite 
máximo al que pueda responder la compensación, ya que el monto dependerá de las 
circunstancias específicas del caso, esto es, deberá existir una adecuación entre monto 
y menoscabo sufrido. Al hablar de una adecuación, la indemnización otorgada debe 
ser comparable con la gravedad del daño sufrido a consecuencia del acto discrimina-
torio, compensando íntegramente tal situación, sin que la previa nulidad declarada 
respecto del acto cuestionado implique de manera necesaria y forzosa que se deba 
imponer una indemnización monetaria, pues ello será una consecuencia directa de las 
constancias que obren en el expediente y que sean valoradas por el juzgador competente.

Registro: 2008261 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, p. 760, aislada, constitucional, 
civil, laboral.

1a. II/2015 (10a.)
disCriminaCión en el ámbito laboral. las ConseCuenCias que ello puede generar 

son independientes entre sí y requieren ser analizadas por el Juzgador en Cada 
Caso en ConCreto.

Contrario a lo que sucede con los daños físicos o tangibles, el estudio de los daños 
de índole moral en un caso concreto tiene ciertas particularidades, precisamente por 
el componente de abstracción del que gozan los mismos. Sin embargo, y a pesar de los 
diversos criterios que se han emitido en torno al daño moral, la manera de probar y 
evaluar el daño en cuestión, los intereses que deben ser protegidos y los elementos que 
deben ser tomados en consideración para cuantificar el monto de la indemnización 
—en caso de que la misma proceda—, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación considera que cuando el daño moral alegado provenga de un acto 
discriminatorio y, por tanto, de una violación directa al derecho fundamental a la no dis-
criminación contenido en el artículo 1º constitucional, es posible advertir cuatro tipos 
de consecuencias que puede acarrear tal discriminación: (i) la nulidad del acto; (ii) la 
indemnización de los daños causados; (iii) la imposición de medidas reparatorias de 
carácter disuasorio; y (iv) en caso de que la legislación aplicable lo prevea, el estableci-
miento de sanciones penales. Al respecto, es necesario indicar que tales consecuencias 
gozan de plena justificación en nuestro sistema jurídico, pues tal y como lo establece 



24 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II el artículo 63 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ante la existencia 

de una violación a un derecho protegido por la propia Convención —como lo es el de-
recho a la no discriminación contenido en su artículo 1º— se garantizará el goce del 
mismo, y si resulta procedente, se repararán las consecuencias generadas, así como 
el pago de una justa indemnización a quien hubiese sufrido una lesión. Adicionalmente, 
las cuatro consecuencias antes indicadas gozan de independencia entre sí; esto es, a 
pesar de que las mismas se originan ante la existencia de un acto discriminatorio, lo 
cierto es que cada una responde a una determinada intención en torno a dicho acto, y 
son diversos los elementos que generan su actualización. Por tanto, si bien ante la 
presencia de un acto discriminatorio y, por ende, violatorio del artículo 1º constitu-
cional, el órgano jurisdiccional deberá dejar sin efectos el mismo, lo cierto es que ello 
no implica que deba decretar la procedencia de una indemnización por daño moral 
o la imposición de una medida disuasoria, toda vez que cada consecuencia responde 
a una dinámica específica y requiere del estudio de elementos diversos.

Registro: 2008310 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, p. 761, aislada, constitucional, civil. 

1a. XXXIV/2015 (10a.)
disCriminaCión en el ámbito laboral. lineamientos para el Juzgador Frente a 

soliCitudes de trabaJo Fraudulentas Cuyo úniCo obJetivo sea la obtenCión de una 
indemnizaCión.

A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en nuestro ordenamiento jurídico, el juzgador deberá estar atento respecto a aquellas 
solicitudes de trabajo fraudulentas, cuyo único objetivo sea la obtención de una indem-
nización dineraria. Si bien la primera consecuencia que traen aparejados los actos 
discriminatorios consiste en la declaración de que los mismos sean nulos, lo cierto es 
que ello no debe llevarse al extremo de considerar que siempre procederá una indem-
nización, pues dicha postura generaría el surgimiento en nuestro país de estrategias de 
búsqueda de empleo y posterior litigio, con el único objetivo de obtener ciertas canti-
dades de dinero, tergiversando así los fines para los cuales se ha establecido en nues-
tro país el derecho fundamental a la no discriminación. El derecho de no discriminación, 
contenido de manera expresa en nuestro texto constitucional y la observancia que del 
mismo se encuentran obligados a realizar los órganos del Estado así como los particu-
lares, no puede llevarse al extremo de generar escenarios que permitan el litigio des-
medido con la única finalidad de obtener indemnizaciones monetarias. El litigio en 
contra de actos discriminatorios y, por ende, violatorios de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, no debe ser utilizado como una herramienta para obte-
ner un lucro desmedido por parte de quienes se encargan de tales estrategias ante los 
tribunales, ya que ello desnaturalizaría no sólo la búsqueda de empleos, al basarse en 
la intención de rechazo y no de contratación, sino también la labor de los tribunales 
frente a actos discriminatorios, consistente en proteger derechos fundamentales y evi-
tar la vulneración del texto constitucional, y no en la fijación de cantidades monetarias 
ante escenarios de oportunismo litigioso.
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a Registro: 2008092 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 225, aislada, constitucio-
nal, laboral.

1a. CDXXXIV/2014 (10a.)
disCriminaCión por razón de edad en el ámbito laboral. elementos para deter-

minar si una oFerta de trabaJo es disCriminatoria.
El concepto de discriminación no implica, necesariamente, una conducta inten-

cional específicamente orientada a producir discriminación. Esto es así porque las 
desigualdades en razón de edad, como también sucede con las de género, no son sólo 
producto de actos deliberados de discriminación, sino más bien el resultado de diná-
micas sociales que funcionan de manera automática reproduciendo las desigualdades 
de partida. Así, a consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, algunos elementos que permiten determinar si una oferta de trabajo es dis-
criminatoria por razón de edad —principalmente en supuestos de discriminación múl-
tiple que conllevan diferenciaciones de género e imagen—, son la nomenclatura de los 
puestos, la asignación de las funciones y la definición del salario para trabajos de igual 
valor y nivel de responsabilidad. En lo que hace a la nomenclatura de los puestos de 
trabajo, existen categorías profesionales o puestos de trabajo con denominación en 
femenino o masculino, y más concretamente, que exaltan un ideal de juventud en de-
trimento de la madurez. En estos casos subyace la consideración del puesto en relación 
directa a la asignación tradicional de roles y no en relación con las características pro-
fesionales. En lo que respecta a la asignación de las funciones, no siempre están defi-
nidas de forma precisa y clara, lo que lleva, en la práctica profesional cotidiana, a la 
asignación de otras funciones que no están incluidas en la descripción del puesto de 
trabajo. En estos casos, el intérprete deberá analizar si en la reasignación de funciones 
puede haber sesgos de discriminación por edad o género, recayendo sobre las personas 
más jóvenes tareas para las que se les presupone más “capacitadas” sin que exista nin gún 
criterio objetivo. Así, habrá que preguntarse si la asignación de funciones está definida 
de forma clara y precisa, respondiendo a criterios objetivos y transparentes, relacionados 
con las características del puesto a desempeñar o, si por el contrario, las funciones 
responden a lo que “cabe esperar” de jóvenes y maduros, con la consiguiente valoración 
desigual de las tareas desarrolladas por jóvenes y por maduros. Por último, en lo que 
respecta a la determinación del salario para trabajos de igual valor y nivel de respon-
sabilidad, implica cuestionar los actuales sistemas de remuneración y explicitar los 
criterios sobre los que valoramos más unas funciones que otras. Esta desigual valoración 
salarial está marcada por la desigual valoración que se hace de las tareas que tradicio-
nalmente han desempeñado hombres y mujeres y, a su vez, mujeres jóvenes y mujeres 
maduras, lo cual se traslada al ámbito laboral.

Registro: 2008093 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 226, aislada, constitucional, 
laboral.

1a. CDXXXII/2014 (10a.)
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II disCriminaCión por razón de edad en el ámbito laboral. JuiCio de razonabilidad 

para determinar si un aCto Contiene una diFerenCia de trato ConstituCional.
La discriminación por edad es, por definición, el trato diferencial hecho a una 

persona por motivos de su edad sin considerar de antemano sus capacidades y aptitudes. 
En materia laboral se producen casos de discriminación por edad positiva o negativa, 
es decir, discriminación por edad a jóvenes y adultos respectivamente. Así las cosas, 
cuando respecto a la edad no se tienen en cuenta las características profesionales del 
trabajador ni el rendimiento, la dedicación o la aptitud por él desarrollada, sino úni-
camente el factor cronológico aislado del tiempo vivido, supone un actuar arbitrario 
que actualiza la prohibición constitucional y legal de no discriminar. Ahora bien, el 
principio de igualdad no postula la paridad en esta materia, sino la razonabilidad de 
la diferencia de trato. Esto quiere decir que la prohibición de no discriminación esta-
blecida en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no obliga a con-
tratar o a mantener en un puesto de trabajo a una persona que no sea competente, no 
esté capacitada o disponible para desempeñar las tareas fundamentales del puesto; pero 
al mismo tiempo, y en razón de la libertad de contratación, el empresario puede hacer a 
un lado estas virtudes y excluir a un candidato por los motivos que sean —descabella-
dos e insensatos—, siempre y cuando la razón que motive esa exclusión no sea una de 
las categorías establecidas en el artículo 1º constitucional, tal como la edad. En esta 
lógica, a consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
una diferencia de trato puede estar justificada cuando la edad, debido a la naturaleza 
de la actividad profesional concreta de que se trate o al contexto en que se lleve a cabo, 
constituya un requisito profesional esencial y determinante en el puesto de trabajo, 
siempre y cuando, además, el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado. Lo esen-
cial o determinante de un requisito profesional deberá ser analizado en cada caso 
concreto; sin embargo, estos requisitos pueden ser confrontados con las condiciones 
necesarias para mantener el carácter operativo y el buen funcionamiento de un servicio. 
En este tipo de casos será posible fijar una frontera biológica que esté conectada di-
rectamente con la aptitud profesional exigible al empleado, ya que hay trabajos que 
por sus condiciones extenuantes exigen condiciones físicas o intelectuales que por el 
transcurso del tiempo pueden minorarse. Ahora bien, los operadores jurídicos, a fin de 
evitar caer en un prejuicio, deberán tener en cuenta que no de forma inexorable el 
cumplimiento de una edad supone la merma irremediable y progresiva de las aptitudes 
personales exigidas para un empleo, a lo que se debe añadir que la edad también 
conlleva la acumulación de experiencia y de conocimiento que pueden llegar a ser más 
valiosos en el caso concreto.

Registro: 2008094 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 228, aislada, constitucional, 
laboral.

1a. CDXXX/2014 (10a.)
disCriminaCión por razón de edad en el ámbito laboral. no eXiste una relaCión 

direCta entre Cierta edad y la pérdida de CapaCidad en los trabaJadores.
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a A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
los estereotipos son generalizaciones acerca de los miembros de un grupo, pero en la 
mayoría de las ocasiones son negativas, falsas y resistentes al cambio, por lo que faci-
litan el prejuicio y la discriminación. En esta lógica, es necesario tener en cuenta que 
la noción de edad es una creación cultural. El hecho de contabilizar el tiempo que ha 
transcurrido desde nuestro nacimiento y el modo en que se lleva a cabo dicha medición 
no son aspectos de la vida instintiva, sino creaciones culturales. La cronometría es 
análoga a otros tipos de mediciones y sistemas de clasificación (por estatura o peso, 
por ejemplo). Podemos asumir que las personas de determinada estatura, peso o com-
plexión tienden a ser de una determinada manera o tienen un cierto tipo de actitud, o 
nos pueden parecer más o menos atractivas, según nuestras preferencias personales. 
Pero siempre serán generalización y prejuicios. Por el contrario, y aunado a lo que nos 
demuestra la mera observación de nuestro entorno, es posible identificar una serie de 
estudios que demuestran que no se produce una pérdida de capacidad en los trabaja-
dores de edad. Algunos muestran un ligero declive de capacidad de los trabajadores 
de edad para determinados puestos, pero de ningún modo un declive pronunciado y 
general, como habitualmente se tiende a asumir. De hecho, algunos estudios empíricos 
dan mejores resultados para los trabajadores de edad que para los jóvenes (por ejemplo, 
en nivel de productividad, precisión y constancia en el nivel de productividad). Otros 
han apuntado a que es meramente la expectativa de una pérdida de aptitudes lo que 
lleva a los responsables de un lugar de trabajo a tomar decisiones discriminatorias 
que acarrean una pérdida de motivación por parte del trabajador. En cualquier caso, 
algo en lo que todos los estudios coinciden es en la existencia de una enorme variabi-
lidad, que debería medirse mediante pruebas individualizadas de aptitud, y en lo 
erróneo de aplicar medidas basadas tan sólo en prejuicio y en generalización sin fun-
damento en la realidad. En pocas palabras, la enorme variabilidad individual es inde-
pendiente de la edad.

Registro: 2008095 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 229, aislada, constitucional, 
laboral.

1a. CDXXXI/2014 (10a.)
disCriminaCión por razón de edad en el ámbito laboral. se aCtualiza una dis-

CriminaCión múltiple Cuando diCHo FaCtor se Combina Con otros aspeCtos Como el 
género y la aparienCia FísiCa.

A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en un buen número de casos, de la mano de la discriminación por razón de edad se 
suele actualizar la denominada discriminación múltiple, es decir, cuando se combinan 
varios factores discriminatorios en un mismo supuesto. Especialmente grave por sus 
efectos en la exclusión en el mundo laboral, y relevante para la resolución de este caso, 
es la conjunción de la edad, el género y la apariencia física. En este sentido, como 
los estudios lo demuestran, la fijación de un determinado límite de edad en una oferta 
de trabajo va dirigida, en el imaginario del empresario y de buena parte de nuestra 
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determinada apariencia y estado físico se utiliza, desgraciadamente, en muchas oca-
siones, como un simple reclamo comercial, haciendo a un lado cualquier referencia a 
su valía profesional, lo que provoca que aquellas trabajadoras que no cumplen con ese 
estándar se consideren no aptas para un puesto de trabajo, independientemente de su 
preparación, y bajo la excusa de tener una determinada edad y no cumplir con los re-
quisitos de buena imagen. Debe señalarse también, que el prejuicio en torno a la edad 
del trabajador normalmente está relacionado con una concepción de rentabilidad eco-
nómica que parte de premisas no del todo ciertas. Si el patrón presume que el trabaja-
dor maduro es menos apto que el trabajador joven para ciertos puestos de trabajo, piensa 
que su empresa, antes o después, sufrirá pérdidas económicas por su contratación. Y 
en similar sentido, si parte de la premisa de que las ausencias al trabajo de las perso-
nas maduras alcanzan un mayor índice por entender que éstas son quienes asumen las 
responsabilidades familiares, pensará que le generarán costes, que no existirían si 
contratara a trabajadores jóvenes. Si además, por último, añadimos el género del tra-
bajador, el empresario piensa que la mujer madura dedicará una buena parte de sus 
esfuerzos a las tareas familiares y que por ello abandonará tarde o temprano su empleo, 
por lo que deja de ser para él económicamente rentable invertir en su formación. Todas 
estas consideraciones llevan a la conclusión de que la mujer madura trabajadora no es 
valorada como un activo desde el punto de vista profesional, sino como un coste.

Registro: 2008113 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 243, aislada, constitucional. 

1a. CDXXVI/2014 (10a.)
prinCipio de la autonomía de la voluntad. FaCtores para medir la inCidenCia de 

los dereCHos Fundamentales en las relaCiones entre partiCulares.
A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

al reconocer la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre par-
ticulares, es siempre en el entendido de que dicha eficacia es matizada, es decir, con 
un alcance que tendrá que ser graduado o modulado en cada caso atendiendo al peso 
relativo de los derechos o intereses con los que aquéllos entran en colisión. Asimismo, 
al establecer la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el principio de 
igualdad, no pretende imponer rígidamente a cada individuo que trate a los demás con 
exquisita igualdad en sus relaciones recíprocas, obligándole a justificar de forma obje-
tiva cualquier desviación de esa regla. Es decir, un ordenamiento jurídico como el 
nuestro —que se aleja de los paradigmas totalitarios—, permite un espacio de espon-
taneidad y hasta de arbitrariedad en las relaciones que se suceden entre particulares. 
Así, es indudable que existe una esfera de actuación puramente privada, que queda 
fuera del alcance de las normas constitucionales, en el que los individuos son libres 
de discriminar a la hora de seleccionar las personas con las que van a relacionarse 
(pueden contraer matrimonio con quien gusten, invitar a su casa a quienes crean con-
veniente, asociarse con quienes deseen y negarse a entrar en un determinado estable-
cimiento, por los motivos que sean); de regular esas relaciones (determinando el con-
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a tenido de los contratos, de los estatutos sociales o de las disposiciones testamentarias) 
y de comportarse, en general, de una manera que le está vedado a los órganos públicos 
regular. En pocas palabras, cuanto más cercana es una relación interpersonal, más li-
mitada debe ser la interferencia en la autonomía individual. Por el contrario, cuanto 
más nos alejamos de esa esfera íntima de proximidad, mayor alcance tendrá el princi-
pio de igualdad. Así, previo al juicio de ponderación y razonabilidad, el intérprete tendrá 
que analizar el tipo de relación que se está sucediendo entre los particulares y contex-
tualizarla de forma adecuada. En esta lógica, existen tres factores que, a juicio de esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resultan útiles a la hora 
de medir la incidencia de los derechos fundamentales, y en particular la prohibición de 
no discriminación en el tráfico jurídico-privado, cuando se ve enfrentado con el prin-
cipio de autonomía de la voluntad. En primer lugar, la presencia de una relación asi-
métrica, en la que una de las partes ostenta una posición de clara superioridad frente 
a la otra. Cuanto mayor sea la desigualdad de facto entre los sujetos de la relación, 
mayor será el margen de autonomía privada cuyo sacrificio es admisible. Dicho de otro 
modo, cuanto menor sea la libertad de la parte débil de la relación, mayor es la nece-
sidad de protección. El segundo factor a tomar en cuenta es la repercusión social de la 
discriminación, es decir la existencia de un patrón de conducta generalizado o bastante 
extendido, desde un punto de vista sociológico. Cuando concurre esta circunstancia, 
la decisión discriminatoria deja de ser un asunto estrictamente privado y pasa a ser un 
asunto de relevancia pública. El tercer factor, por último, es valorar la posible afectación 
al núcleo esencial de la dignidad de la persona discriminada. Por tanto, asumida la 
necesidad de que los órganos judiciales deben dilucidar en cada caso y mediante 
la correspondiente ponderación del derecho en el concreto conflicto surgido entre 
particulares, se evita el riesgo que algún sector de la doctrina advierte respecto a la 
supuesta desaparición de la autonomía de la voluntad como consecuencia de las posi-
ciones que defienden la eficacia de los derechos fundamentales entre particulares. No 
se trata sólo de declarar en abstracto que un derecho es eficaz entre particulares, sino, 
más bien, determinar la medida o intensidad de esa eficacia.

Registro: 2007981 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo I, p. 714, aislada, constitucional. 

1a. CDV/2014 (10a.)
dereCHos Humanos. su Contenido no se limita al teXto eXpreso de la norma que 

lo prevé, sino que se eXtiende a la interpretaCión que los órganos autorizados 
Hagan al respeCto.

La interpretación del contenido de los derechos humanos debe ir a la par de la 
evolución de los tiempos y las condiciones actuales de vida, pues los textos que reco-
nocen dichos derechos son “instrumentos permanentes” a decir de esta Suprema Corte 
de Justicia, o “instrumentos vivos” de acuerdo con la jurisprudencia interamericana. 
Dicho de otra manera, el contenido de los derechos humanos no se limita al texto expreso 
de la norma donde se reconoce dicho derecho, sino que se va robusteciendo con la 
interpretación evolutiva o progresiva que hagan tanto los tribunales constitucionales 
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interpretación que hagan los organismos internacionales, intérpretes autorizados en 
relación con tratados específicos, en una relación dialéctica.

Amparo directo en revisión 496/2014. 8 de octubre de 2014. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero de García Ville-
gas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quienes reservaron su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de noviembre de 2014 a las 9:20 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.

Registro: 2007923 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo I, p. 719, aislada, constitucional. 

1a. CCCLXXXV/2014 (10a.)
igualdad y no disCriminaCión. FunCiones y ConseCuenCias en el uso del prinCipio 

de razonabilidad.
La razonabilidad como principio aplicado al derecho, funge como herramienta: 

a) interpretativa, directiva o pragmática, en cuanto orienta la actividad de los creadores 
de las normas; b) integradora, en tanto proporciona criterios para la resolución de la-
gunas jurídicas; c) limitativa, ya que demarca el ejercicio de determinadas facultades; 
d) fundamentadora del ordenamiento, en cuanto legitima o reconoce la validez de otras 
fuentes del derecho; y, e) sistematizadora del orden jurídico. Además, dicho principio 
exige una relación lógica y proporcional entre los fines y los medios de una medida, 
por la cual pueda otorgársele legitimidad. Así, de dicha relación derivan las siguientes 
consecuencias: I) la razonabilidad reestructura la base de una serie de criterios de 
análisis que integran todos los juicios necesarios para comprender la validez de una 
medida; II) opera como pauta sustancial de validez y legitimidad en la creación nor-
mativa, en su aplicación e interpretación, y para esto, los juzgadores que tienen esta 
potestad deben analizar la norma de modo que ésta guarde una relación razonable 
entre los medios y los fines legítimos o constitucionales; además, para que la norma 
sea válida, es necesario que esté de acuerdo con las finalidades constitucionales o de 
derechos humanos y con sus principios. En este sentido, un completo control de razo-
nabilidad debe incluir el examen acerca de la afectación a los derechos fundamentales 
y su contenido esencial; y, III) busca trascender la idea de que el control de razonabi-
lidad es una mera ponderación o análisis de proporcionalidad, entre principios, ya que 
si bien ésta puede ser una propuesta plausible para la razonabilidad en la interpretación, 
en cuanto control material de constitucionalidad y derechos humanos, se trata más bien 
de una herramienta que pretende examinar la relación entre los medios y fines media-
tos e inmediatos de una medida, que debe ser proporcionada, pero no se limita únicamente 
a esto; además, debe analizarse la legitimidad de la finalidad, pues no cualquier fina-
lidad propuesta es compatible con la esencia y los fines de los derechos humanos de 
fuente nacional e internacional y el logro de sus objetivos. Luego, para un análisis 
acabado, resulta imprescindible examinar si el medio afecta, limita, restringe o altera 
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a el contenido esencial de otros derechos fundamentales, de acuerdo con la finalidad de 
máxima eficacia de la Constitución y lograr la armonización de los derechos, conforme 
a los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, lo 
que se opone a entender que los derechos están en conflicto. En ningún caso puede 
postergarse un derecho, ya que quien tiene derecho merece protección.

Registro: 2007924 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo I, p. 720, aislada, constitucional. 

1a. CCCLXXXIV/2014 (10a.)
igualdad y no disCriminaCión. notas relevantes que el operador de la norma 

debe Considerar al eXaminar la ConstituCionalidad de una medida a la luz de diCHos 
prinCipios, Frente a las llamadas “Categorías sospeCHosas”, a Fin de no provoCar 
un trato diFerenCiado o una disCriminaCión instituCional.

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que 
las distinciones basadas en alguno de los criterios enunciados en el último párrafo del 
artículo 1º constitucional, también conocidas como “categorías sospechosas” (el origen 
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil 
o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas), requieren que el operador de 
la norma realice un escrutinio estricto de la medida para examinar su constitucionali-
dad a la luz del principio de igualdad. Al respecto, es de señalar que tanto la Constitu-
ción como los tratados internacionales en materia de derechos humanos suscritos por 
el Estado mexicano, prevén la posibilidad de otorgar un trato desigual a quienes no se 
encuentran en una paridad frente a los otros sujetos, si dicho trato implica una distin-
ción justificada; pero si, por el contrario, la medida adoptada carece de razonabilidad, 
entonces será excluyente y, por ende, discriminatoria. Esto es, si bien la igualdad de 
trato implica la eliminación de distinciones o exclusiones arbitrarias prohibidas por 
la Constitución, lo cierto es que determinadas distinciones pueden ser favorecedoras 
y encontrarse justificadas, como ocurre con las acciones positivas, que buscan dar 
preferencia a sectores históricamente marginados y vulnerables para compensar las 
desventajas que sufren. De ahí que la interpretación directa del artículo 1º constitu-
cional, en torno al principio de igualdad, no sólo requiere una interpretación literal y 
extensiva, sino que, ante su lectura residual a partir del principio pro persona, como 
aquella interpretación que sea más favorable a la persona en su protección, subyace 
como elemento de aquél, el de apreciación del operador cuando el sujeto implicado 
forma parte de una categoría sospechosa, para precisamente hacer operativa y funcio-
nal la protección al sujeto desfavorecido con un trato diferenciado; de lo contrario, esto 
es, partir de una lectura neutra ante supuestos que implican una condición relevante, 
como la presencia de categorías sospechosas, constituiría un vaciamiento de tal pro-
tección, provocando incluso un trato discriminatorio institucional, producto de una 
inexacta aplicación de la ley.
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II Registro: 2007932 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo I, p. 768, jurisprudencia, común. 
2a./J. 119/2014 (10a.)
agravios inoperantes. lo son aquellos que pretenden la desapliCaCión de una 

restriCCión, proHibiCión, limitaCión o eXCepCión ConstituCional, Con apoyo en una dis-
posiCión de CaráCter ConvenCional.

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
los derechos humanos previstos en los tratados internacionales se encuentran al mismo 
nivel que los reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
conformando un mismo catálogo sin hacer referencia a una cuestión jerárquica; pero 
que cuando se esté en presencia de una restricción, prohibición, limitación o excepción 
constitucional, prevalece o tiene aplicación directa el texto de la Ley Fundamental 
frente a cualquier norma de carácter internacional. En ese tenor, los agravios en los 
que se pretenda la desaplicación de una restricción, prohibición, limitación o excepción 
constitucional con apoyo en una disposición de carácter convencional resultan inope-
rantes, al tratarse aquéllas de una expresión del Constituyente que prevalece, en todo 
caso y condición, frente a cualquier otra norma derivada, con independencia de que 
ésta tenga el mismo nivel que la Constitución federal.

Registro: 2008034 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo I, p. 859, jurisprudencia, común. 

2a./J. 123/2014 (10a.)
Control de ConstituCionalidad y ConvenCionalidad. su eJerCiCio debe satisFaCer 

requisitos mínimos Cuando se propone en los ConCeptos de violaCión.
El ejercicio de control de constitucionalidad y convencionalidad tiene como pro-

pósito fundamental que prevalezcan los derechos humanos contenidos en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos o en los tratados internacionales de los 
que el Estado mexicano sea parte, frente a las normas ordinarias que los contravengan; 
de ahí que la sola afirmación en los conceptos de violación de que las “normas aplicadas 
en el procedimiento” respectivo son inconvencionales, o alguna expresión similar, sin 
precisar al menos qué norma en específico y cuál derecho humano está en discusión, 
imposibilita a los jueces de Distrito y a los magistrados de Circuito, según corresponda, 
a realizar ese control, debido a que incluso en el nuevo modelo de constitucionalidad 
sobre el estudio de normas generales que contengan derechos humanos, se necesitan 
requisitos mínimos para su análisis; de otra manera, se obligaría a los órganos juris-
diccionales a realizar el estudio de todas las normas que rigen el procedimiento y dic tado 
de la resolución, confrontándolas con todos los instrumentos internacionales sobre de-
rechos humanos, labor que se tornaría imposible de atender, sin trastocar otros princi-
pios como los de exhaustividad y congruencia respecto de los argumentos planteados.

Registro: 2007717 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo I, p. 272, jurisprudencia, común, 
constitucional.

1a./J. 64/2014 (10a.)
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a dereCHos Humanos reConoCidos en tratados internaCionales. su interpretaCión 
Constituye un tema propiamente ConstituCional para eFeCtos de la proCedenCia del 
reCurso de revisión en JuiCios de amparo direCto.

Los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales ratificados por 
el Estado mexicano forman parte del ordenamiento jurídico interno, de modo que am-
plían el catálogo de aquéllos, lo que fue uno de los objetivos de las reformas constitu-
cionales publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 6 y el 10 de junio de 
2011. Así, en la primera reforma se amplió expresamente la procedencia del juicio 
de amparo a aquellos casos en los cuales se hubiesen violado derechos previstos en los 
tratados internacionales, con independencia de que estén reconocidos o no en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; mientras que en la segunda, se reco-
noció que en México todas las personas son titulares de los derechos reconocidos en 
la Constitución federal y en los tratados internacionales ratificados por el Estado mexi-
cano. Ahora bien, en atención a que el juicio de amparo es un mecanismo jurisdiccional 
creado para proteger los derechos humanos, los temas propiamente constitucionales 
—interpretación directa de preceptos constitucionales— planteados en los juicios de 
amparo directo y, especialmente, en los recursos de revisión promovidos contra las 
ejecutorias que resultan de ellos, se referirán a la interpretación de derechos funda-
mentales. Por lo anterior, sería imposible impugnar en un recurso de revisión la falta o 
indebida interpretación de un derecho humano reconocido en los tratados internacio-
nales si dicha interpretación no se considera como un tema propiamente constitucional, 
lo cual resultaría contrario al funcionamiento del amparo directo y del recurso de re-
visión, así como del propio texto constitucional, pues aun cuando el principio rector 
del recurso de revisión prevé un campo de acción limitado para su procedencia contra 
las sentencias de amparo directo, la Constitución se reformó para incluir expresamente 
a los derechos reconocidos en los tratados internacionales como parte del catálogo de 
derechos que gozan de protección constitucional, lo cual se armonizó con la reforma 
en materia de amparo que reconoció la procedencia del juicio para reparar las posibles 
violaciones cometidas a dichos derechos. En ese sentido, si bien esa ampliación de los 
derechos tutelados vía juicio de amparo no se incluyó expresamente en el artículo 107, 
fracción IX, constitucional, ello no puede interpretarse aisladamente del resto de los 
principios constitucionales, especialmente de aquéllos recién modificados. Consecuen-
temente, el recurso de revisión en amparo directo procede para conocer de la inter-
pretación que los tribunales colegiados de circuito hagan de los derechos reconocidos 
en los tratados internacionales, independientemente de su reconocimiento en la Cons-
titución, por ser un tema propiamente constitucional.

Registro: 2007798 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo I, p. 603, aislada, constitucional. 

1a. CCCLXXIV/2014 (10a.)
disCriminaCión indireCta o por resultados. elementos que la ConFiguran.
Del derecho a la igualdad previsto en el artículo 1º de la Constitución federal y en 

diversos instrumentos internacionales en materia de derechos humanos ratificados por 
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II el Estado mexicano, se desprende que la discriminación puede generarse no sólo 

por tratar a personas iguales de forma distinta, o por ofrecer igual tratamiento a perso-
nas que están en situaciones diferentes; sino que también puede ocurrir de manera 
indirecta cuando una disposición, criterio o práctica aparentemente neutral ubica a un 
grupo social específico en clara desventaja frente al resto. En este sentido, los elemen-
tos de la discriminación indirecta son: 1) una norma, criterio o práctica aparentemente 
neutral; 2) que afecta de manera desproporcionadamente negativa a un grupo social; 
y 3) en comparación con otros que se ubiquen en una situación análoga o notablemente 
similar. De lo anterior se desprende que, a fin de que un alegato de discriminación 
indirecta pueda ser acogido, es indispensable la existencia de una situación compara-
ble entre los grupos involucrados. Este ejercicio comparativo debe realizarse en el 
contexto de cada caso específico, así como acreditarse empíricamente la afectación o 
desventaja producida en relación con los demás. Por su parte, a fin de liberarse de 
responsabilidad, el actor acusado de perpetrar el acto discriminatorio debe probar que 
la norma no tiene sólo una justificación objetiva sino que persigue un fin necesario.

Registro: 2007561 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo I, p. 613, aislada, constitucional, 
común. 

1a. CCCXXVII/2014 (10a.)
prinCipio pro persona. requisitos mínimos para que se atienda el Fondo de la soli-

Citud de su apliCaCión, o la impugnaCión de su omisión por la autoridad responsable.
El artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impone 

a las autoridades el deber de aplicar el principio pro persona como un criterio de in-
terpretación de las normas relativas a derechos humanos, el cual busca maximizar su 
vigencia y respeto, para optar por la aplicación o interpretación de la norma que los 
favorezca en mayor medida, o bien, que implique menores restricciones a su ejercicio. 
Así, como deber, se entiende que dicho principio es aplicable de oficio, cuando el juez 
o tribunal considere necesario acudir a este criterio interpretativo para resolver los 
casos puestos a su consideración, pero también es factible que el quejoso en un juicio 
de amparo se inconforme con su falta de aplicación, o bien, solicite al órgano jurisdic-
cional llevar a cabo tal ejercicio interpretativo, y esta petición, para ser atendida de 
fondo, requiere del cumplimiento de una carga mínima; por lo que, tomando en cuenta 
la regla de expresar con claridad lo pedido y la causa de pedir, así como los conceptos 
de violación que causa el acto reclamado, es necesario que la solicitud para aplicar 
el principio citado o la impugnación de no haberse realizado por la autoridad respon-
sable, dirigida al tribunal de amparo, reúna los siguientes requisitos mínimos: a) pedir 
la apli cación del principio o impugnar su falta de aplicación por la autoridad respon-
sable; b) señalar cuál es el derecho humano o fundamental cuya maximización se 
pretende; c) indicar la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que 
resulta más favorable hacia el derecho fundamental; y, d) precisar los motivos para 
preferirlos en lugar de otras normas o interpretaciones posibles. En ese sentido, con el 
primer requisito se evita toda duda o incertidumbre sobre lo que se pretende del tri-
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a bunal; el segundo obedece al objeto del principio pro persona, pues para realizarlo 
debe conocerse cuál es el derecho humano que se busca maximizar, aunado a que, como 
el juicio de amparo es un medio de control de constitucionalidad, es necesario que el 
quejoso indique cuál es la parte del parámetro de control de regularidad constitucional 
que está siendo afectada; finalmente, el tercero y el cuarto requisitos cumplen la función 
de esclarecer al tribunal cuál es la disyuntiva de elección entre dos o más normas o 
interpretaciones, y los motivos para estimar que la propuesta por el quejoso es de mayor 
protección al derecho fundamental. De ahí que con tales elementos, el órgano jurisdic-
cional de amparo podrá estar en condiciones de establecer si la aplicación del principio 
referido, propuesta por el quejoso, es viable o no en el caso particular del conocimiento.

Registro: 2007597 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo III, p. 2839, 
aislada, constitucional. 

XXVII.3o.4 CS (10a.)
dereCHos Humanos. obligaCión de promoverlos en términos del artíCulo 1º, 

párraFo terCero, de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.
El párrafo tercero del artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos dispone como obligaciones generales de las autoridades del Estado mexicano 
las consistentes en: i) Respetar; ii) Proteger; iii) Garantizar; y, iv) Promover los derechos 
humanos, de conformidad con los principios rectores de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad. De ahí que para determinar si una conducta espe-
cífica de la autoridad importa violación a derechos fundamentales, debe evaluarse si 
se apega o no a la obligación de promoverlos. Dado que esta obligación tiene como 
objetivos que las personas conozcan sus derechos y mecanismos de defensa, así 
como ampliar la base de realización de los derechos fundamentales, entonces, la auto-
ridad debe concebir a éstas como titulares de derechos cuya obligación correlativa 
corresponde a las propias autoridades. Su cumplimiento es, desde luego, progresivo 
y consiste en proveer a las personas de toda la información necesaria para asegurar 
que sean capaces de disfrutarlos.

Registro: 2007338 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo I, p. 579, aislada, constitucional. 

1a. CCCVI/2014 (10a.)
igualdad y no disCriminaCión por Cuestiones de género. para analizar si una ley 

Cumple Con este dereCHo Fundamental, debe tenerse en Cuenta que la disCriminaCión 
puede ser direCta e indireCta.

Para analizar si una ley ordinaria cumple o no con el derecho humano a la igualdad 
y no discriminación por cuestiones de género, reconocido en el artículo 1º de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se robustece con el numeral 
4º, párrafo primero, de la propia Constitución, debe considerarse que dicha discrimi-
nación puede ser directa e indirecta. La directa se presenta cuando la ley da a las 
personas un trato diferenciado ilegítimo; mientras que la indirecta se actualiza cuando 
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II la discriminación se genera como resultado de leyes, políticas o prácticas que, en apa-

riencia, son neutrales, pero que impactan adversamente en el ejercicio de los derechos 
de ciertos grupos o personas. Así, el legislador debe evitar el dictado de leyes que 
puedan crear una situación de discriminación de jure o de facto. Por tanto, al realizar 
el análisis en cuestión, debe verificarse que tanto el hombre como la mujer tengan las 
mismas oportunidades y posibilidades de obtener iguales resultados y, para ello, no 
siempre basta con que la ley garantice un trato idéntico, sino que, en ocasiones, deben 
tenerse en cuenta las diferencias biológicas que hay entre ellos y las que la cultura y 
la sociedad han creado para determinar si el trato que establece la ley para uno y otra 
es o no discriminatorio, considerando que en ciertas circunstancias será necesario que 
no haya un trato idéntico precisamente para equilibrar sus diferencias; sin embargo, 
en esos casos, el trato diferenciado deberá ser lo suficientemente objetivo y razonable 
y no atentar directa o indirectamente contra la dignidad humana; de ahí que no debe 
tener por objeto obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, 
goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades.

Registro: 2007057 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 9, agosto de 2014, Tomo I, p. 529, aislada, constitucional. 

1a. CCLXXXVI/2014 (10a.)
dereCHos Humanos. naturaleza del ConCepto “garantías de proteCCión”, inCor-

porado al artíCulo 1º de la ConstituCión Federal, vigente desde el 11 de Junio de 
2011.

El texto del artículo 1º, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, vigente desde el 11 de junio de 2011, establece que las personas 
gozarán de los derechos humanos reconocidos en dicho ordenamiento fundamental y 
en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de 
las garantías para su protección. Conforme a dichos términos, en el contenido de los 
derechos humanos residen expectativas de actuación por parte de los entes de autoridad, 
por lo que las personas deben contar con los medios que garanticen la realidad de tales 
aspiraciones. Para ello, las garantías de protección de los derechos humanos son téc-
nicas y medios que permiten lograr la eficacia de los mismos; en su ausencia, el goce 
de los derechos que reconoce nuestro orden constitucional no puede materializarse en 
las personas.

Registro: 2006224 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 202, jurisprudencia, constitucional. 

P./J. 20/2014 (10a.)
dereCHos Humanos Contenidos en la ConstituCión y en los tratados internaCio-

nales. Constituyen el parámetro de Control de regularidad ConstituCional, pero 
Cuando en la ConstituCión Haya una restriCCión eXpresa al eJerCiCio de aquéllos, 
se debe estar a lo que estableCe el teXto ConstituCional.

El primer párrafo del artículo 1º constitucional reconoce un conjunto de derechos 
humanos cuyas fuentes son la Constitución y los tratados internacionales de los cuales 
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a el Estado mexicano sea parte. De la interpretación literal, sistemática y originalista del 
contenido de las reformas constitucionales de 6 y 10 de junio de 2011, se desprende 
que las normas de derechos humanos, independientemente de su fuente, no se relacio-
nan en términos jerárquicos, entendiendo que, derivado de la parte final del primer 
párrafo del citado artículo 1º, cuando en la Constitución haya una restricción expresa 
al ejercicio de los derechos humanos, se deberá estar a lo que indica la norma consti-
tucional, ya que el principio que le brinda supremacía comporta el encumbramiento 
de la Constitución como norma fundamental del orden jurídico mexicano, lo que a su 
vez implica que el resto de las normas jurídicas deben ser acordes con la misma, tanto 
en un sentido formal como material, circunstancia que no ha cambiado; lo que sí ha 
evolucionado a raíz de las reformas constitucionales en comento es la configuración del 
conjunto de normas jurídicas respecto de las cuales puede predicarse dicha suprema-
cía en el orden jurídico mexicano. Esta transformación se explica por la ampliación 
del catálogo de derechos humanos previsto dentro de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el cual evidentemente puede calificarse como parte del 
conjunto normativo que goza de esta supremacía constitucional. En este sentido, los 
derechos humanos, en su conjunto, constituyen el parámetro de control de regularidad 
constitucional, conforme al cual debe analizarse la validez de las normas y actos que 
forman parte del orden jurídico mexicano.

Registro: 2006225 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 204, jurisprudencia, común. 

P./J. 21/2014 (10a.)
JurisprudenCia emitida por la Corte interameriCana de dereCHos Humanos. es 

vinCulante para los JueCes meXiCanos siempre que sea más Favorable a la persona.
Los criterios jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

con independencia de que el Estado mexicano haya sido parte en el litigio ante dicho 
tribunal, resultan vinculantes para los jueces nacionales al constituir una extensión de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda vez que en dichos criterios se 
determina el contenido de los derechos humanos establecidos en ese tratado. La fuerza 
vinculante de la jurisprudencia interamericana se desprende del propio mandato 
establecido en el artículo 1º constitucional, pues el principio pro persona obliga a los 
jueces nacionales a resolver cada caso atendiendo a la interpretación más favorable a 
la persona. En cumplimiento de este mandato constitucional, los operadores jurídicos 
deben atender a lo siguiente: (i) cuando el criterio se haya emitido en un caso en el 
que el Estado mexicano no haya sido parte, la aplicabilidad del precedente al caso 
específico debe determinarse con base en la verificación de la existencia de las mismas 
razones que motivaron el pronunciamiento; (ii) en todos los casos en que sea posible, 
debe armonizarse la jurisprudencia interamericana con la nacional; y (iii) de ser im-
posible la armonización, debe aplicarse el criterio que resulte más favorecedor para la 
protección de los derechos humanos.
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II Registro: 2005796 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 526, aislada, constitucional. 
1a. LXXXVI/2014 (10a.)
aCCeso de las muJeres a una vida libre de violenCia en el distrito Federal. la 

ley relativa no transgrede el dereCHo Humano a la igualdad entre el varón y 
la muJer.

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
el análisis de constitucionalidad para determinar si un trato diferenciado es discrimi-
natorio, exige no sólo que la medida utilizada por la autoridad tienda a la consecución 
del fin planteado, sino que frente al establecimiento de distinciones, se actualicen 
razones que las justifiquen; dicho análisis excluye toda actuación del poder público 
que carezca de motivación y que no tenga en consideración a los individuos afectados 
por su ejercicio, por lo que un acto del Estado será inadmisible cuando no tienda a 
realizar algún objetivo jurídicamente relevante. Así, el ejercicio del análisis de cons-
titucionalidad consta de tres pasos a seguir: 1. Determinar si la finalidad es objetiva y 
constitucionalmente válida, en razón de que los medios escogidos por el legislador no 
sólo deben guardar relación con los fines buscados por la norma, sino compartir su 
carácter de legitimidad; 2. Examinar la racionalidad de la medida, esto es, que exista 
una relación de índole instrumental entre los medios utilizados y el fin pretendido; y, 
3. Valorar que se cumpla con una relación de proporcionalidad, la cual propiamente 
sopesa la relación de medios afines, con el objetivo de determinar si en aras de un fin 
constitucionalmente válido no se afectan innecesaria o excesivamente otros bienes o 
derechos protegidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
verificando, en su caso, si pudiera existir alguna vía menos gravosa para el derecho. 
Ahora bien, la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Distrito 
Federal, responde a una finalidad constitucional de “previsión social”, que encuentra 
su razón subyacente en el respeto al derecho humano de la mujer para vivir sin violen-
cia física, sexual o psicológica en la sociedad, pues la violencia contra este género 
impide y anula el ejercicio de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales. Además, porque al ser el Distrito Federal una entidad que estadísticamente 
evidencia mayor violencia contra la mujer, resultaba indispensable que en dicha enti-
dad se generaran condiciones preventivas y, de presentarse la violencia, existieran los 
mecanismos óptimos de protección física durante un proceso judicial; de ahí que el 
ordenamiento citado constituya una medida objetiva y racional que permite que las 
acciones legales que emprendan por agresiones estén garantizadas de equidad. Además, 
el hecho de que la ley referida no considere a los hombres, se sustenta en criterios 
objetivos, como la estadística realizada en el Distrito Federal que pone en evidencia la 
alta cifra de violencia en contra de las mujeres que habitan en esta entidad; esto es, 
aun cuando la ley citada sólo esté dirigida a un género, la distinción no es ofensiva, 
pues tiende a equilibrar el ejercicio de los derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales y, por ende, cumple con el requisito de proporcionalidad, pues 
genera la misma situación jurídica para todas las mujeres que se ubiquen en dicha 
hipótesis. Por tanto, la citada Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
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a lencia del Distrito Federal, no transgrede el derecho humano a la igualdad entre el 
varón y la mujer, contenido en el artículo 4º de la Constitución Federal.

Registro: 2005717 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 487, jurisprudencia, constitu-
cional. 

1a./J. 10/2014 (10a.)
prinCipio pro persona y reCurso eFeCtivo. el gobernado no está eXimido de 

respetar los requisitos de proCedenCia previstos en las leyes para interponer un 
medio de deFensa.

Si bien la reforma al artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, de 10 de junio de 2011, implicó la modificación del sistema jurídico mexi-
cano para incorporar el denominado principio pro persona, el cual consiste en brindar 
la protección más amplia al gobernado, así como los tratados internacionales en mate-
ria de derechos humanos, entre ellos el derecho a un recurso efectivo, previsto en el 
artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ello no significa 
que en cualquier caso el órgano jurisdiccional deba resolver el fondo del asunto, sin que 
importe la verificación de los requisitos de procedencia previstos en las leyes naciona-
les para la interposición de cualquier medio de defensa, ya que las formalidades pro-
cesales son la vía que hace posible arribar a una adecuada resolución, por lo que tales 
aspectos, por sí mismos, son insuficientes para declarar procedente lo improcedente.

Registro: 2005528 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 644, aislada, constitucional. 

1a. XLIII/2014 (10a.)
dereCHo Humano a la igualdad JurídiCa. Contenido y alCanCes de su dimensión 

sustantiva o de HeCHo.
Esta modalidad del principio constitucional de igualdad jurídica impone a las 

distintas autoridades del Estado la obligación de llevar a cabo ciertos actos que tiendan 
a obtener una correspondencia de oportunidades entre distintos grupos sociales y sus 
integrantes y el resto de la población; por ende, se cumple a través de una serie de 
medidas de carácter administrativo, legislativo o de cualquier otra índole que tengan 
como finalidad evitar que se siga produciendo una diferenciación injustificada o discri-
minación sistemática o que se reviertan los efectos de la marginación histórica y/o 
estructural de un grupo social relevante. A estas medidas se les pueden catalogar como 
acciones positivas o de igualación positiva. Ejemplos de las primeras pueden ser cier-
tas políticas públicas que tengan como sujetos a las mujeres o a las personas con algún 
grado de discapacidad y que busquen otorgarles bienes o servicios adicionales para 
que alcancen un mismo grado de oportunidades para el ejercicio de sus derechos; mien-
tras que ejemplos de las segundas consisten en las cuotas o los actos específicos de 
discriminación inversa en favor de una persona que pertenezca a un determinado grupo 
social. En algunos de esos casos, se dará formalmente un trato desigual de iure o de 
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II facto respecto de otras personas o grupos, pero el mismo deberá estar justificado pre-

cisamente por la consecución de la igualdad de hecho y tendrá que cumplir con criterios 
de proporcionalidad. Con base en lo anterior, se estima que no existe una lista exhaus-
tiva o definitiva sobre las medidas que puedan llevarse a cabo para la obtención de la 
igualdad de hecho; dependerá tanto de las circunstancias fácticas, sociales, económi-
cas, culturales, políticas o jurídicas que imperen al momento de tomarse la decisión, 
como de la entidad o autoridad que vaya a llevar a cabo la medida correspondiente con 
un amplio margen de apreciación. Sin embargo, lo que es común a todos estos tipos de 
medidas es que buscan conferir un mismo nivel de oportunidades para el goce y ejer-
cicio de los derechos humanos de los miembros de ciertos grupos sociales, los cuales 
se caracterizan por ser o haber sido objeto de una discriminación o exclusión recurrente 
y sistemática. Estos grupos se definen por su existencia objetiva e identidad colectiva, 
así como por su situación de subordinación y poder político disminuido frente a otros gru-
pos; no obstante, aunque no existe una delimitación exhaustiva de tales grupos sociales 
relevantes para la aplicación de esta faceta del principio de igualdad, el artículo 1º, 
último párrafo, de la Constitución federal, ha establecido distintas categorías sospe-
chosas que sirven como punto de partida para su identificación.

Registro: 2005529 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 645, aislada, constitucional. 

1a. XLIV/2014 (10a.)
dereCHo Humano a la igualdad JurídiCa. diFerenCias entre sus modalidades 

ConCeptuales.
El citado derecho humano, como principio adjetivo, se configura por distintas fa-

cetas que, aunque son interdependientes y complementarias entre sí, pueden distin-
guirse conceptualmente en dos modalidades: 1) la igualdad formal o de derecho, y 
2) la igualdad sustantiva o de hecho. La primera es una protección contra distinciones 
o tratos arbitrarios y se compone a su vez de la igualdad ante la ley, como uniformidad 
en la aplicación de la norma jurídica por parte de todas las autoridades, e igualdad en 
la norma jurídica, que va dirigida a la autoridad materialmente legislativa y que consiste 
en el control del contenido de las normas a fin de evitar diferenciaciones legislativas 
sin justificación constitucional o violatorias del principio de proporcionalidad en sen-
tido amplio. Las violaciones a esta faceta del principio de igualdad jurídica dan lugar 
a actos discriminatorios directos, cuando la distinción en la aplicación o en la norma 
obedece explícitamente a un factor prohibido o no justificado constitucionalmente, o a 
actos discriminatorios indirectos, que se dan cuando la aplicación de la norma o su 
contenido es aparentemente neutra, pero el efecto o su resultado conlleva a una dife-
renciación o exclusión desproporcionada de cierto grupo social, sin que exista una 
justificación objetiva para ello. Por su parte, la segunda modalidad (igualdad sustantiva 
o de hecho) radica en alcanzar una paridad de oportunidades en el goce y ejercicio real 
y efectivo de los derechos humanos de todas las personas, lo que conlleva a que en 
algunos casos sea necesario remover y/o disminuir los obstáculos sociales, políticos, 
culturales, económicos o de cualquier otra índole que impidan a los integrantes de 
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a ciertos grupos sociales vulnerables gozar y ejercer tales derechos. Por ello, la violación 
a este principio surge cuando existe una discriminación estructural en contra de un 
grupo social o sus integrantes individualmente considerados y la autoridad no lleva a 
cabo las acciones necesarias para eliminar y/o revertir tal situación; además, su viola-
ción también puede reflejarse en omisiones, en una desproporcionada aplicación de 
la ley o en un efecto adverso y desproporcional de cierto contenido normativo en contra 
de un grupo social relevante o de sus integrantes, con la diferencia de que, respecto a 
la igualdad formal, los elementos para verificar la violación dependerán de las carac-
terísticas del propio grupo y la existencia acreditada de la discriminación estructural 
y/o sistemática. Por lo tanto, la omisión en la realización o adopción de acciones podrá 
dar lugar a que el gobernado demande su cumplimiento, por ejemplo, a través de la 
vía jurisdiccional; sin embargo, la condición para que prospere tal demanda será que 
la persona en cuestión pertenezca a un grupo social que sufra o haya sufrido una dis-
criminación estructural y sistemática, y que la autoridad se encuentre efectivamente 
obligada a tomar determinadas acciones a favor del grupo y en posibilidad real de 
llevar a cabo las medidas tendentes a alcanzar la igualdad de hecho, valorando a su 
vez el amplio margen de apreciación del legislador, si es el caso; de ahí que tal situación 
deberá ser argumentada y probada por las partes o, en su caso, el juez podrá justificarla 
o identificarla a partir de medidas para mejor proveer.

Registro: 2005530 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 647, aislada, constitucional. 

1a. XLI/2014 (10a.)
dereCHo Humano a la igualdad JurídiCa. reConoCimiento de su dimensión sus-

tantiva o de HeCHo en el ordenamiento JurídiCo meXiCano.
El derecho humano a la igualdad jurídica ha sido tradicionalmente interpretado y 

configurado en el ordenamiento jurídico mexicano a partir de dos principios: el de igual-
dad ante la ley y el de igualdad en la ley (los cuales se han identificado como igualdad 
en sentido formal o de derecho). El primer principio obliga, por un lado, a que las 
normas jurídicas sean aplicadas de modo uniforme a todas las personas que se encuen-
tren en una misma situación y, a su vez, a que los órganos materialmente jurisdiccio-
nales no puedan modificar arbitrariamente sus decisiones en casos que compartan la 
misma litis, salvo cuando consideren que deben apartarse de sus precedentes, momento 
en el que deberán ofrecer una fundamentación y motivación razonable y suficiente. Por 
lo que hace al segundo principio, éste opera frente a la autoridad materialmente legis-
lativa y tiene como objetivo el control del contenido de la norma jurídica a fin de evitar 
diferenciaciones legislativas sin justificación constitucional o violatorias del principio 
de proporcionalidad en sentido amplio. No obstante lo anterior, debe destacarse que la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ciega a las desigualdades 
sociales, por lo que contiene diversas protecciones jurídicas a favor de grupos sujetos 
a vulnerabilidad, a través, por ejemplo, de manifestaciones específicas del principio 
de igualdad, tales como la igualdad entre el varón y la mujer (artículo 4º, párrafo pri-
mero) y la salvaguarda de la pluriculturalidad de los pueblos indígenas de manera 
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II equitativa (artículo 2º apartado B). Así, la igualdad jurídica en nuestro ordenamiento 

constitucional protege tanto a personas como a grupos. De ahí que se considere que 
el derecho humano a la igualdad jurídica no sólo tiene una faceta o dimensión formal 
o de derecho, sino también una de carácter sustantivo o de hecho, la cual tiene como 
objetivo remover y/o disminuir los obstáculos sociales, políticos, culturales, económicos o 
de cualquier otra índole que impiden a ciertas personas o grupos sociales gozar o ejer-
cer de manera real y efectiva sus derechos humanos en condiciones de paridad con 
otro conjunto de personas o grupo social.

Registro: 2005531 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 648, aislada, constitucional. 

1a. XL/2014 (10a.)
dereCHo Humano a la igualdad JurídiCa. su ámbito material de validez a partir 

de la reForma ConstituCional publiCada en el diario oFiCial de la FederaCión el 
10 de Junio de 2011.

El artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, refor-
mado mediante decreto publicado en el citado diario, al establecer que todas las perso-
nas gozarán de los derechos humanos reconocidos en el propio texto constitucional y 
en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, modificó 
sustancialmente el contenido de los derechos protegidos constitucionalmente, incluido 
el de igualdad, el cual es un principio adjetivo que se predica siempre de algo y que, 
por tanto, se define y actualiza progresivamente a través del tiempo y a la luz de una 
multiplicidad de factores sociales, culturales, económicos, políticos, entre otros. Con-
secuentemente, si bien es cierto que el concepto jurídico de igualdad desde un punto 
de vista abstracto se encontraba presente desde antes de dicha reforma constitucional, 
también lo es que sus condiciones de aplicación y supuestos de protección se han 
ampliado significativamente con el contenido de los tratados internacionales; un ejem-
plo de ello lo constituye la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, que establece criterios específicos para verificar si 
existe o no discriminación, los cuales complementan materialmente a los preceptos 
constitucionales. De ahí que, a partir de la citada reforma, cuando se alegue una vio-
lación al principio de igualdad jurídica, el juzgador no puede desdeñar el texto de los 
tratados internacionales que hacen referencia a la igualdad y a la prohibición de dis-
criminación, sino que debe efectuar el escrutinio de constitucionalidad correspondiente 
teniendo como ámbito material de validez a la Constitución y a los diferentes tratados 
ratificados por México, máxime cuando ese análisis ha sido solicitado por el quejoso.

Registro: 2005533 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 662, aislada, constitucional. 

1a. XLII/2014 (10a.)
igualdad JurídiCa sustantiva o de HeCHo. Fundamento normativo de las medidas 

tendentes a lograrla.
La igualdad sustantiva, cuyo objetivo consiste en la consecución de la igualdad de 

hecho y no meramente de derecho entre los diferentes grupos sociales y sus integrantes 



Tesis de Jurisprudencia en materia constitucional | 43

In
te

rp
re

ta
ció

n 
de

l P
od

er
 Ju

di
cia

l d
e 

la 
Fe

de
ra

ció
n 

| 
Dé

cim
a 

ép
oc

a en relación con el resto de la población, tiene sustento normativo tanto en el artículo 
1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como en diversos 
preceptos de tratados internacionales ratificados por México que regulan la aplicación 
del principio de igualdad jurídica. El artículo 2.2 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y el 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, establecen que los Estados deberán adoptar cualquier tipo de medidas, 
incluidas las legislativas, para respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, in-
cluido el de igualdad, sin distinción de raza, color, sexo, idioma, opinión política, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
Por su parte, los artículos 1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
señalan que los Estados parte del tratado se comprometen a respetar y garantizar 
los derechos previstos en la misma, incluido el principio de igualdad, lo cual implica 
que se deberán llevar a cabo las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para el efectivo goce y ejercicio de tales derechos. Adicionalmente, estos 
lineamientos generales sobre la necesidad de adoptar medidas positivas para hacer 
efectivos los derechos humanos se ven complementados por tratados internacionales 
cuya materia es específica. Por ejemplo, por lo que hace a las mujeres como grupo social 
sujeto a vulnerabilidad, destacan la Convención sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención Interamericana para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer. En ambos tratados se prohíbe 
la discriminación contra la mujer y se mandata expresamente que los Estados deberán 
tomar todas las acciones apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el 
pleno y libre ejercicio de los derechos de la mujer, tales como llevar a cabo las medidas 
especiales de carácter temporal para acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la 
mujer y establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base 
de igualdad por conducto de los tribunales nacionales y de otras instituciones públicas.

Registro: 2005534 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 663, aislada, constitucional, penal.

1a. XLV/2014 (10a.)
igualdad JurídiCa sustantiva o de HeCHo. la negativa de apliCar en Forma diFe-

renCiada una sanCión penal a una inCulpada por la mera CirCunstanCia de ser muJer, 
no impliCa una violaCión a ese prinCipio ConstituCional.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha puesto especial énfasis en la nece-
sidad de que los jueces realicen su tarea jurisdiccional con perspectiva de género. 
Lo anterior tiene lugar cuando el juzgador resuelve un caso concreto valorando el fe-
nómeno objetivo de la desigualdad entre hombres y mujeres y tomando en consideración 
la diversidad de los modos en que se presentan las relaciones de género en la sociedad. 
La perspectiva de género se configura entonces como un método de análisis jurídico 
que permite al juez identificar y fallar el caso respectivo con miras a corregir la discri-
minación que generan las prácticas institucionales o las normas sobre las mujeres, para 
así salvaguardar tanto el debido proceso como el principio de igualdad sustantiva. 
Muchas de las herramientas y mecanismos por los que se podrá realizar esta función 
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de las categorías de acciones positivas concretas o de igualación positiva que buscan 
evitar la discriminación en contra de la mujer o erradicar los estereotipos de género. 
Ahora bien, dicho lo anterior, no es violatorio del principio de igualdad jurídica en su 
faceta sustantiva que se niegue la aplicación de manera diferenciada de una sanción 
por la comisión de un delito, por la mera razón de que la inculpada sea una mujer y 
haya sido detenida con su cónyuge. Si bien las mujeres han sufrido históricamente de 
una discriminación sistemática en nuestra sociedad, lo cierto es que la aplicación di-
ferenciada de una norma jurídica no entra en todos los casos bajo la categoría de una 
medida tendente a evitar la discriminación en contra de la mujer y a alcanzar la igualdad 
de hecho entre ambos sexos. En principio, es necesario acreditar la situación de dis-
criminación, pues la excepcionalidad al principio de legalidad dependerá del contexto 
y de las circunstancias fácticas que rodean al caso. Por lo tanto, para que en efecto se 
pueda reclamar jurisdiccionalmente la omisión de un juzgador en tomar en cuenta la 
particular situación de una mujer y su supuesta desigualdad de hecho como parte de 
un grupo social, tuvieron que haberse aportado elementos que permitieran al juzgador 
advertir la discriminación específica sobre la quejosa o la actuación/omisión sistemática 
y estructural de la autoridad que afecte a su grupo social en determinada situación. No 
se trata de una mera cuestión de prueba; la aplicación de la ley a todas las personas 
es un principio básico del ordenamiento jurídico, por lo que su excepcional inaplicación 
o diferenciada aplicación como consecuencia de su confrontación con un principio 
constitucional (igualdad y debido proceso) debe estar respaldada con elementos obje-
tivos que permitan al juez realizar el respectivo juicio de ponderación.

Registro: 2005629 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 664, aislada, constitucional. 

1a. LV/2014 (10a.)
igualdad. para eXaminar los planteamientos sobre la violaCión a ese dereCHo 

Humano, no se requiere la apliCaCión de todos los preCeptos JurídiCos Comparados.
Con la finalidad de analizar el tema de constitucionalidad relacionado con la trans-

gresión al derecho fundamental a la igualdad, es indispensable determinar con antela-
ción si los preceptos legislativos confrontados regulan supuestos normativos idénticos y 
están dirigidos a sujetos ubicados en un mismo plano, pues de ello depende la posibi-
lidad de realizar posteriormente el estudio sobre la razonabilidad, objetividad y pro-
porcionalidad del trato diferenciado otorgado por el creador de la norma, o si es una 
discriminación constitucionalmente vedada, en caso de estar ante hipótesis jurídicas 
iguales y, por tanto, comparables. En ese contexto, no es posible exigir la aplicación 
de todos los preceptos jurídicos confrontados para abordar el tema propuesto, pues la 
inaplicación de uno de los supuestos comparados es precisamente la base para realizar 
un planteamiento de esa índole, al ser la pretensión la desincorporación de la esfera 
jurídica de la parte quejosa del precepto estimado contrario al derecho humano a la 
igualdad y, en consecuencia, recibir el trato previsto en el precepto legislativo que 
sirvió para confrontar las normas respecto de las cuales se estima la existencia de trato 
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a diferenciado a dos situaciones iguales. En consecuencia, para analizar el tema relativo 
a la desigualdad de trato, basta con la aplicación de una de las normas comparadas.

Registro: 2005458 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 677, aislada, constitucional. 

1a. XXIII/2014 (10a.)
perspeCtiva de género en la administraCión de JustiCia. su signiFiCado y alCanCes.
El artículo 1º, párrafo último, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos establece que queda prohibida toda discriminación motivada, entre otras, 
por cuestiones de género, que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y las libertades de las personas. En este sentido, el 
legislador debe evitar la expedición de leyes que impliquen un trato diferente e injus-
tificado entre hombres y mujeres. A su vez, los órganos jurisdiccionales, al resolver los 
asuntos que se sometan a su conocimiento, deben evitar cualquier clase de discrimi-
nación o prejuicio en razón del género de las personas. Así, la perspectiva de género 
en la administración de justicia obliga a leer e interpretar una norma tomando en cuenta 
los principios ideológicos que la sustentan, así como la forma en que afectan, de manera 
diferenciada, a quienes acuden a demandar justicia, pues sólo así se puede aspirar 
a aplicar correctamente los principios de igualdad y equidad, ya que a partir de la 
explicación de las diferencias específicas entre hombres y mujeres, se reconoce la forma 
en que unos y otras se enfrentan a una problemática concreta, y los efectos diferencia-
dos que producen las disposiciones legales y las prácticas institucionales.

Registro: 2005477 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo III, p. 2019, 
jurisprudencia, constitucional, común.

II.3o.P. J/3 (10a.)
prinCipio pro Homine o pro persona. si en un Caso ConCreto no se aCtualiza la 

antinomia de dos normas que tutelan dereCHos Humanos para que el Juzgador inter-
prete Cuál es la que resulta de mayor beneFiCio para la persona, aquél no es el 
idóneo para resolverlo.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, al explicar el alcance de este 
principio, en relación con las restricciones de los derechos humanos, expresó que 
“entre varias opciones para alcanzar ese objetivo debe escogerse aquella que restrinja 
en menor escala el derecho protegido”. Así, cuando esa regla se manifiesta mediante 
la preferencia interpretativa extensiva, implica que ante diferentes interpretaciones de 
un dispositivo legal, debe optarse por aquella que conduzca a una mejor y más amplia 
protección de los derechos fundamentales, descartando así las que restrinjan o limiten 
su ejercicio. Bajo este contexto, resulta improcedente que, a la luz del principio pro 
homine o pro persona, pretendan enfrentarse normas de naturaleza y finalidad distintas, 
sobre todo, si no tutelan derechos humanos (regulan cuestiones procesales), pues su 
contenido no conlleva oposición alguna en materia de derechos fundamentales, de modo 
que el juzgador pudiera interpretar cuál es la que resulta de mayor beneficio para la 
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materia, el citado principio no es el idóneo para resolver el caso concreto.

Registro: 2005135 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, p. 530, aislada, constitucional. 

1a. CCCXL/2013 (10a.)
interpretaCión ConForme. naturaleza y alCanCes a la luz del prinCipio pro 

persona.
A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la 

supremacía normativa de la Constitución no se manifiesta sólo en su aptitud de servir 
como parámetro de validez de todas las demás normas jurídicas, sino también en la 
exigencia de que tales normas, a la hora de ser aplicadas, se interpreten de acuerdo 
con los preceptos constitucionales; de forma que, en caso de que existan varias posi-
bilidades de interpretación de la norma en cuestión, se elija aquella que mejor se ajuste 
a lo dispuesto en la Constitución. En otras palabras, esa supremacía intrínseca no sólo 
opera en el momento de la creación de las normas inconstitucionales, cuyo contenido 
ha de ser compatible con la Constitución en el momento de su aprobación, sino que se 
prologan, ahora como parámetro interpretativo, a la fase de aplicación de esas normas. 
A su eficacia normativa directa se añade su eficacia como marco de referencia o criterio 
dominante en la interpretación de las restantes normas. Este principio de interpretación 
conforme de todas las normas del ordenamiento a la Constitución, reiteradamente uti-
lizado por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, es una consecuencia elemental 
de la concepción del ordenamiento como una estructura coherente, como una unidad 
o contexto. Es importante advertir que esta regla interpretativa opera con carácter 
previo al juicio de invalidez. Es decir, que antes de considerar a una norma jurídica como 
constitucionalmente inválida, es necesario agotar todas las posibilidades de encontrar 
en ella un significado que la haga compatible con la Constitución y que le permita, por 
tanto, subsistir dentro del ordenamiento; de manera que sólo en el caso de que exista 
una clara incompatibilidad o una contradicción insalvable entre la norma ordinaria y 
la Constitución, procedería declararla inconstitucional. En esta lógica, el intérprete 
debe evitar en la medida de lo posible ese desenlace e interpretar las normas de tal modo 
que la contradicción no se produzca y la norma pueda salvarse. El juez ha de procurar, 
siempre que sea posible, huir del vacío que se produce cuando se niega validez a una 
norma y, en el caso concreto, de ser posibles varias interpretaciones, debe preferirse 
aquella que salve la aparente contradicción. La interpretación de las normas conforme 
a la Constitución se ha fundamentado tradicionalmente en el principio de conser-
vación de ley, que se asienta a su vez en el principio de seguridad jurídica y en la le-
gitimidad democrática del legislador. En el caso de la ley, fruto de la voluntad de los 
representantes democráticamente elegidos, el principio general de conservación de 
las normas se ve reforzado por una más intensa presunción de validez. Los tribunales, 
en el marco de sus competencias, sólo pueden declarar la inconstitucionalidad de una 
ley cuando no resulte posible una interpretación conforme con la Constitución. En cual-
quier caso, las normas son válidas mientras un tribunal no diga lo contrario. Asimismo, 
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a hoy en día, el principio de interpretación conforme de todas las normas del ordena-
miento a la Constitución, se ve reforzado por el principio pro persona, contenido en el 
artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual obliga 
a maximizar la interpretación conforme en aquellos escenarios en los cuales, dicha 
interpretación permita la efectividad de los derechos fundamentales de las personas 
frente al vacío legislativo que puede provocar una declaración de inconstitucionalidad 
de la norma.

Registro: 2005203 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo II, p. 1211, 
aislada, constitucional, común.

I.4o.A.20 K (10a.)
prinCipio pro Homine. variantes que lo Componen.
Conforme al artículo 1º, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, las normas en materia de derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con la propia Constitución y con los tratados internacionales de la materia, 
procurando favorecer en todo tiempo a las personas con la protección más amplia. En 
este párrafo se recoge el principio pro homine, el cual consiste en ponderar el peso 
de los derechos humanos, a efecto de estar siempre a favor del hombre, lo que implica 
que debe acudirse a la norma más amplia o a la interpretación más extensiva cuando 
se trate de derechos protegidos y, por el contrario, a la norma o a la interpretación más 
restringida, cuando se trate de establecer límites a su ejercicio. En este contexto, desde 
el campo doctrinal se ha considerado que el referido principio pro homine tiene dos 
variantes: a) Directriz de preferencia interpretativa, por la cual se ha de buscar la in-
terpretación que optimice más un derecho constitucional. Esta variante, a su vez, se 
compone de: a.1.) Principio favor libertatis, que postula la necesidad de entender al 
precepto normativo en el sentido más propicio a la libertad en juicio, e incluye una 
doble vertiente: i) las limitaciones que mediante ley se establezcan a los derechos 
humanos no deberán ser interpretadas extensivamente, sino de modo restrictivo; y, 
ii) debe interpretarse la norma de la manera que optimice su ejercicio; a.2.) Principio 
de protección a víctimas o principio favor debilis; referente a que en la interpretación 
de situaciones que comprometen derechos en conflicto, es menester considerar espe-
cialmente a la parte situada en inferioridad de condiciones, cuando las partes no se 
encuentran en un plano de igualdad; y, b) Directriz de preferencia de normas, la cual 
prevé que el juez aplicará la norma más favorable a la persona, con independencia de 
la jerarquía formal de aquélla.

Registro: 2005026 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXVI, Noviembre 2013, Tomo 2, 
p. 1383, aislada, constitucional, común.

IV.2o.A.44 K (10a.)
prinCipio pro personae. Congruente Con su interpretaCión por la suprema Corte 

de JustiCia de la naCión y la Corte interameriCana de dereCHos Humanos, en los 
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Cradas personas (partes) Con intereses Contrarios, debe apliCarse velando por que 
todos los dereCHos Humanos de éstas sean respetados y no solamente los de quien 
soliCita su proteCCión.

Congruente con la interpretación que del principio pro persona ha efectuado la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, derivada de la tesis 1a. XXVI/2012 (10a.), 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro V, Tomo 1, febrero de 2012, página 659, de “prinCipio pro personae. el Contenido 
y alCanCe de los dereCHos Humanos deben analizarse a partir de aquél.”, así como 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso de la Masacre de Mapiripán 
vs. Colombia (fondo, reparaciones y costas, párrafo 106), se le identifica de forma ge-
nérica con la protección eficaz de la persona y se deriva del propio objetivo y fin de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, la cual, en palabras de la propia 
Corte Interamericana, se inspira en valores comunes superiores, centrados en la pro-
tección del ser humano, está dotada de mecanismos específicos de supervisión, se aplica 
de conformidad con la noción de garantía colectiva, consagra obligaciones de carácter 
esencialmente objetivo y tiene una naturaleza especial, que la diferencia de los demás 
tratados. Por tanto, en los procedimientos o juicios en los que, además de los entes 
estatales, estén involucradas personas (partes) con intereses contrarios, como por ejem-
plo, el juicio de amparo, en el cual interviene el quejoso, la autoridad responsable y 
en la mayoría de los casos, existe un tercero perjudicado o tercero interesado, el prin-
cipio pro persona debe aplicarse velando porque todos los derechos humanos de los 
particulares sean respetados y no solamente los de quien solicita su protección. Acep-
tar lo contrario, es decir, que con la finalidad de proteger los derechos únicamente de 
alguna de las partes en el juicio se vulneraran los inherentes a la otra, desnaturalizaría 
el fin perseguido por el señalado principio, que no es otro que la tutela y mayor exten-
sión en la protección de los derechos humanos como criterio hermenéutico y garantía 
colectiva.

Registro: 2004748 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XXV, octubre de 2013, Tomo 2, p. 906, jurisprudencia, 
constitucional, común.

1a./J. 104/2013 (10a.)
prinCipio pro persona. de éste no deriva neCesariamente que los argumentos 

planteados por los gobernados deban resolverse ConForme a sus pretensiones.
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurispruden-

cia 1a./J. 107/2012 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 2, octubre de 2012, página 799, con el 
“prinCipio pro persona. Criterio de seleCCión de la norma de dereCHo Fundamental 
apliCable.”, reconoció de que por virtud del texto vigente del artículo 1º constitucional, 
modificado por el decreto de reforma constitucional en materia de derechos fundamen-
tales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, el 
ordenamiento jurídico mexicano, en su plano superior, debe entenderse integrado por 
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a dos fuentes medulares: a) los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, b) todos aquellos derechos humanos es-
tablecidos en tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. También 
deriva de la aludida tesis, que los valores, principios y derechos que materializan las 
normas provenientes de esas dos fuentes, al ser supremas del ordenamiento jurídico 
mexicano, deben permear en todo el orden jurídico, y obligar a todas las autoridades a 
su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. Sin em-
bargo, del principio pro homine o pro persona no deriva necesariamente que las cues-
tiones planteadas por los gobernados deban ser resueltas de manera favorable a sus 
pretensiones, ni siquiera so pretexto de estable cer la interpretación más amplia o 
extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese principio puede ser constitutivo 
de “derechos” alegados o dar cabida a las interpretaciones más favorables que sean 
aducidas, cuando tales interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de dere-
cho aplicables, ni pueden derivarse de éstas, porque, al final, es conforme a las últimas 
que deben ser resueltas las controversias correspondientes.

Registro: 2004218 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 1, p. 742, aislada, 
constitucional. 

1a. CCXXXVII/2013 (10a.)
dereCHos Humanos. las normas seCundarias deben respetar los Contenidos en 

la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos, siendo inneCesario que 
ésta Haga reFerenCia eXpresa a todas y Cada una de las instituCiones que en diCHos 
ordenamientos se regulan.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como norma suprema 
de la Nación, organiza a los poderes del Estado y protege los derechos humanos, ya 
sea que éstos se encuentren contenidos en aquélla o en los tratados internacionales 
en los que el Estado mexicano sea parte; de ahí que todas las normas secundarias 
deben respetar los contenidos en la Carta Fundamental sin importar cuál sea la materia 
e institución sustantiva o procesal que en éstas se regulen, pues los preceptos consti-
tucionales sólo establecen los parámetros mínimos que las normas secundarias deben 
respetar, siendo innecesario que la Norma Suprema haga referencia expresa a todas y 
cada una de las instituciones que en dichos ordenamientos se regulan; considerar lo 
contrario, implicaría el riesgo de que alguna quedara fuera del control constitucional, 
lo cual es inaceptable, pues la Constitución no debe considerarse como un catálogo 
rígido y limitativo de derechos concedidos a favor de los gobernados, que deba inter-
pretarse por los tribunales en forma rigorista o letrista, ya que eso desvirtuaría la 
esencia misma de los derechos, al no ser posible que en la actual complejidad política, 
económica y social de un medio cambiante como el nuestro, aquélla haga referen-
cia específica a todas y cada una de las instituciones sustantivas o procesales reguladas 
en las normas secundarias; por el contrario, los derechos humanos contenidos en la 
Constitución deben interpretarse en cuanto a principios e ideas generales que tienen 
aplicación en las referidas instituciones.



50 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II Registro: 2004199 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 3, p. 1408, 
jurisprudencia, constitucional, común.

VI.3o.A. J/4 (10a.)
dereCHo a la dignidad Humana. es Connatural a las personas FísiCas y no a las 

morales.
Del proceso legislativo que culminó con la reforma al artículo 1º, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Fe
deración el 10 de junio de 2011, se advierte que la intención del Constituyente Per-
manente de sustituir en su primer párrafo la voz “individuo” por “personas”, es la de 
utilizar una expresión que no se refiera a un género en particular y abarcar “a todo ser 
humano titular de iguales derechos y deberes emanados de su común dignidad y en los 
casos en que ello sea aplicable debe ampliarse a las personas jurídicas”. Ello eviden-
cia que, por regla general, las personas morales —previstas en el artículo 25 del Código 
Civil Federal— son titulares de los derechos humanos reconocidos en la propia Cons-
titución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así 
como de las garantías para su protección, sin embargo, por su condición de entes 
abstractos y ficción jurídica, no pueden gozar de ciertos derechos privativos del ser 
humano, como ocurre con la dignidad humana, que es connatural a toda persona física. 
Esto, ya que dicho concepto tutela el derecho a ser reconocido y a vivir en y con la 
dignidad de la persona humana, y del cual se desprenden todos los demás derechos, 
necesarios para que los individuos desarrollen integralmente su personalidad, dentro 
de los que se encuentran, entre otros, los relativos a: la vida, la integridad física y 
psíquica, al honor, a la privacidad, al nombre, a la propia imagen, al libre desarrollo 
de la personalidad, al estado civil y el propio derecho a la dignidad personal.

Registro: 2003975 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federa
ción y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 1, p. 557, aislada, constitucional. 

1a. CCXV/2013 (10a.)
dereCHos Humanos. requisitos para restringirlos o suspenderlos ConForme a 

los artíCulos 1º de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos y 30 
de la ConvenCión ameriCana sobre dereCHos Humanos.

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que no existen derechos 
humanos absolutos, por ello, conforme al artículo 1º, párrafo primero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante decreto publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, aquéllos pueden restrin-
girse o suspenderse válidamente en los casos y con las condiciones que la misma Ley 
Fundamental establece. En este sentido, el artículo 30 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos establece que las restricciones permitidas al goce y ejercicio 
de los derechos y las libertades reconocidas en ésta no pueden aplicarse sino conforme 
a las leyes dictadas en razón del interés general y de acuerdo con el propósito para el 
cual han sido establecidas. Sin embargo, la regulación normativa que establezca los 
supuestos por los cuales se restrinjan o suspendan los derechos humanos no puede ser 
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a arbitraria, sino que los límites previstos en los invocados ordenamientos sirven como 
elementos que el juez constitucional debe tomar en cuenta para considerarlas válidas. 
En ese contexto, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos citados se 
concluye que los requisitos para considerar válidas las restricciones o la suspensión 
de derechos, son: a) que se establezcan en una ley formal y material (principio de re-
serva de ley) dictada en razón del interés general o público, en aras de garantizar los 
diversos derechos de igualdad y seguridad jurídica (requisitos formales); y, b) que 
superen un test de proporcionalidad, esto es, que sean necesarias; que persigan un 
interés o una finalidad constitucionalmente legítima y que sean razonables y pondera-
bles en una sociedad democrática (requisitos materiales).

Registro: 2003973 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 2, p. 1387, 
aislada, constitucional, laboral.

I.1o.(I Región) 4 L (10a.)
dereCHos Humanos Contenidos en la ConstituCión Federal. al no ser eXCluyentes 

entre sí, ni eXistir Jerarquía entre ellos, las salas del tribunal Federal de ConCi-
liaCión y arbitraJe están obligadas a apliCar aquel que represente una mayor 
proteCCión para el trabaJador.

De la reforma al artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, 
se colige que todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se 
encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Cons-
titución federal, sino también por aquéllos previstos en los instrumentos internaciona-
les celebrados por el Estado mexicano, adoptando siempre el principio pro persona o pro 
homine, el cual se traduce en la interpretación más favorable a la persona para lograr 
la protección más amplia. En ese sentido, las Salas del Tribunal Federal de Conciliación 
y Arbitraje están obligadas a ponderar los derechos humanos contenidos en la Consti-
tución, los cuales no son excluyentes entre sí, ni existe jerarquía entre ellos. Así, las 
referidas Salas deben aplicar el derecho humano que más favorezca al trabajador, 
prevaleciendo el que represente una mayor protección para él.

Registro: 2003976 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 2, p. 1388, 
aislada, constitucional, común.

II.3o.P.2 K (10a.)
dereCHos Humanos. si en eJerCiCio del prinCipio pro persona, el Juez advierte 

que aquel que se diCe transgredido está protegido por la ConstituCión Federal, 
debe apliCar direCtamente la norma interna y sólo después aCudir subsidiariamente 
a los instrumentos internaCionales.

De acuerdo con el principio de subsidiariedad de las normas supranacionales, la 
protección internacional de los derechos humanos debe realizarse después de agotada 
la tutela interna y sólo en defecto de dicha tutela. Ello tiene razón de ser, si atendemos 
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adoptadas en la legislación interna con el propósito de hacer más efectiva la protección 
de los derechos fundamentales. Por ende, si el juez advierte, en ejercicio del principio 
pro persona, que el derecho humano que se dice transgredido, se encuentra protegido 
efectivamente en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que, por 
ello el orden interno resulta suficiente para dar solución al problema planteado, es que, 
en miras de fortalecer la supremacía de la Norma Fundamental, debe aplicar directa-
mente la norma interna, y sólo después de agotada ésta acudir subsidiariamente a los 
instrumentos internacionales.

Registro: 2003847 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XXI, junio de 2013, Tomo 1, p. 602, aislada, constitu-
cional, común. 

1a. CXCVI/2013 (10a.)
dereCHos Humanos. los tratados internaCionales vinCulados Con éstos son de 

observanCia obligatoria para todas las autoridades del país, previamente a la re-
Forma ConstituCional publiCada en el diario oFiCial de la FederaCión el 10 de Junio 
de 2011.

En el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos los Estados, 
históricamente, son los principales responsables de velar porque los derechos humanos 
de los ciudadanos sujetos a su soberanía sean respetados cabalmente en su espacio 
territorial, de donde se infiere la fórmula tradicional de que el ámbito internacional 
de protección tiene solamente una función “complementaria”. Esto es, la efectividad de 
un convenio internacional radica en que los propios Estados parte actúen de buena fe 
y que, voluntariamente, acepten cumplir los compromisos adquiridos frente a la comu-
nidad internacional, en el caso concreto, los relativos a la protección y/o defensa de los 
derechos humanos de sus gobernados. Esta afirmación se conoce con el aforismo pacta 
sunt servanda —locución latina que se traduce como “lo pactado obliga”—, que expresa 
que toda convención debe cumplirse fielmente por las partes de acuerdo con lo estipu-
lado y en términos del artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados. Ahora bien, de la interpretación sistemática del artículo 133 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el numeral 4º de la 
Ley sobre la Celebración de Tratados, se advierte que tanto la Constitución como los 
referidos tratados internacionales son normas de la unidad del Estado federal cuya 
observancia es obligatoria para todas las autoridades, por lo que resulta lógico y jurídico 
que dichos instrumentos internacionales, suscritos y ratificados por nuestro país, con 
énfasis prioritario para aquellos vinculados con derechos humanos, como lo es la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), sean de 
observancia obligatoria para todas las autoridades del país, previamente a la reforma 
constitucional de 10 de junio de 2011. Sobre el particular, destaca que la razón por la 
cual se modificó nuestro marco constitucional en junio de 2011, no fue para tornar 
“exigibles” a cargo de nuestras autoridades estatales la observancia de los derechos 
humanos previstos en los tratados internacionales, toda vez que, se reitera, dicha obli-
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a gación ya se encontraba expresamente prevista tanto a nivel constitucional (artículo 
133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos), como a nivel juris-
prudencial; así, como esta Primera Sala ha sustentado en diversos precedentes, dicha 
reforma, entre otros objetivos, tuvo la inherente finalidad de fortalecer el compromiso 
del Estado mexicano respecto a la observancia, respeto, promoción y prevención en 
materia de derechos humanos, así como de ampliar y facilitar su justiciabilidad en cada 
caso concreto, a través del denominado sistema de control convencional.

Registro: 2003844 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXI, junio de 2013, Tomo 2, p. 1258, 
aislada, constitucional, común.

I.5o.C.4 K (10a.)
dereCHos al Honor, a la intimidad y a la propia imagen. Constituyen dereCHos 

Humanos que se protegen a través del aCtual marCo ConstituCional.
Si conforme a las características que conforman a los derechos humanos, éstos no 

recaen sobre cosas materiales, sino que otorgan acción para lograr que el Estado respete 
los derechos garantizados, y se consideran esenciales e inherentes al ser humano y 
derivados de su propia naturaleza, resulta lógico que los atributos de la personalidad 
se enlacen directamente con tales derechos, pues los mencionados atributos tienen una 
coincidencia con las libertades protegidas por los derechos del hombre como son 
los concernientes al honor, a la intimidad y a la propia imagen que constituyen derechos 
subjetivos del ser humano, en tanto que son inseparables de su titular, quien nace con 
ellos, y el Estado debe reconocerlos. Como no recaen sobre bienes materiales, sino 
sobre la personalidad de los individuos, son generales porque corresponden a todos los 
seres humanos, y no pueden considerarse renunciables, transmisibles o prescriptibles, 
porque son inherentes a la persona misma, es decir, son intrínsecos al sujeto quien no 
puede vivir sin ellos. Ahora, del contenido expreso del artículo 1º constitucional se 
advierte que nuestro país actualmente adopta una protección amplia de los derechos 
humanos, mediante el reconocimiento claro del principio pro persona, como rector de 
la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, en aquellas que favorezcan y 
brinden mayor protección a las personas, aunado a que también precisa de manera 
clara la obligación de observar los tratados internacionales firmados por el Estado 
mexicano al momento de aplicar e interpretar las normas jurídicas en las que se vea 
involucrado este tipo de derechos, como son los señalados atributos de la personalidad 
conforme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, y en casos en los que se involucra la posible afec-
tación por daño moral de un atributo de la personalidad —en su vertiente del derecho 
al honor— debe aplicarse la tutela y protección consagrada en los principios recono-
cidos al efecto en nuestra Carta Magna, con independencia de que no exista una refe-
rencia expresa en el texto constitucional hacia la salvaguarda concreta del citado atri-
buto, pues la obligación de protección deriva de disposiciones contenidas en dos tipos 
de ordenamientos superiores —Constitución y tratados internacionales— con los que 
cuenta el Estado mexicano.
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II Registro: 2003881 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXI, junio de 2013, Tomo 2, p. 1289, 
aislada, constitucional, común.

IV.2o.A.15 K (10a.)
prinCipios de universalidad, interdependenCia, indivisibilidad y progresividad 

estableCidos en la ConstituCión Federal. representan Criterios de optimizaCión 
interpretativa de los dereCHos Fundamentales.

El 10 de junio de 2011 se promulgaron reformas a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos en materia de derechos humanos, de las que sobresale la mo-
dificación de su artículo 1º que establece la obligación de toda autoridad de promover, 
respetar y garantizar los derechos humanos, favoreciendo la protección más amplia 
posible a favor de la persona, de conformidad con los principios de universalidad, in-
terdependencia, indivisibilidad y progresividad. En virtud de éstos, la valoración de 
los derechos fundamentales queda vinculada a la premisa de que deben respetarse en 
beneficio de todo ser humano, sin distinción de edad, género, raza, religión, ideas, 
condición económica, de vida, salud, nacionalidad o preferencias (universalidad); 
además, tales derechos han de apreciarse como relacionados de forma que no sería 
posible distinguirlos en orden de importancia o como prerrogativas independientes, 
prescindibles o excluyentes unas ante otras, sino que todos deben cumplirse en la 
mayor medida posible, así sea en diferente grado por la presencia de otro derecho 
fundamental que también deba respetarse y que resulte eventualmente preferible, por 
asegurar un beneficio mayor al individuo, sin que el derecho fundamental que ceda se 
entienda excluido definitivamente (indivisibilidad e interdependencia); asimismo, con 
el entendimiento de que cada uno de esos derechos, o todos en su conjunto, obedecen 
a un contexto de necesidades pasadas y actuales, mas no niegan la posibilidad de verse 
expandidos, por adecuación a nuevas condiciones sociales que determinen la necesidad 
y vigencia de otras prerrogativas que deban reconocerse a favor del individuo (progre-
sividad). De esta guisa, los referidos principios representan criterios de optimización 
interpretativa de los derechos fundamentales, porque conducen a su realización y 
observancia plena e inmejorable a favor del individuo, al orientar el proceder de toda 
autoridad en el cumplimiento del mandato de promover, respetar, proteger y garantizar 
los derechos humanos reconocidos en la Constitución y los tratados internacionales 
de la materia, lo cual se refleja al ejercer el control constitucional, en el sentido de que 
el respeto y restauración de los indicados derechos son una tarea no sólo de la juris-
dicción federal, sino también de la ordinaria en el conocimiento de los asuntos de su 
competencia.

Registro: 2003582 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 540, aislada, constitu-
cional, común.

1a. CXL/2013 (10a.)
igualdad JurídiCa. el Juzgador, al analizar diFerenCias de trato, no está limi-

tado a tomar en Cuenta sólo las normas del orden JurídiCo naCional.
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a El juez, al estudiar una diferencia de trato, no debe considerar sólo las diferencias 
que el derecho le exige tomar en cuenta y ninguna otra, de manera que se equipare el 
funcionamiento de la igualdad jurídica a la exigencia del principio de la aplicación 
regular de las normas jurídicas, conocido como “principio de legalidad”, ya que puede 
darse el caso de que las normas jurídicas contengan un trato discriminatorio, en cuyo 
caso, a partir de la reforma al artículo 1º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio 
de 2011, los juzgadores deben realizar un control de constitucionalidad o convencio-
nalidad de la norma y aplicar la interpretación más favorable respecto del derecho 
humano de que se trate. Esto es, la función del juzgador ya no se limita a la aplicación 
de la ley al caso concreto, pues cuando advierta que su contenido es contrario al dere-
cho de igualdad consagrado en el artículo 1º constitucional, deberá hacer un estudio 
para cerciorarse de que la distinción establecida en la norma se basa en una justifica-
ción objetiva y razonable y, de ser así, aplicarla y, en caso contrario, interpretar la norma 
conforme con la Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos 
para la resolución del caso concreto. Si ello no fuera posible, deberá preferir los dere-
chos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales y, en 
consecuencia, inaplicar la norma de que se trate.

Registro: 2003548 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 2, p. 1221, 
jurisprudencia, común, penal.

I.3o.P. J/1 (10a.)
dereCHos Fundamentales. Cuando de manera suFiCiente se enCuentran previstos 

en la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos, se torna inneCesario en 
interpretaCión ConForme aCudir y apliCar la norma Contenida en tratado o Con-
venCión internaCional, en tanto el orden JurídiCo en su Fuente interna es suFiCiente 
para estableCer el sentido proteCtor del dereCHo Fundamental respeCtivo.

Acorde a lo dispuesto por el artículo 1º de la Carta Magna, en reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, vigente a partir del 
día siguiente, en sus dos primeros párrafos se establece que en los Estados Unidos 
Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en 
la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse 
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la propia Constitución 
establece; en forma adicional se determina que las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán “conforme” a esa norma fundamental y con los tratados in-
ternacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a la persona en su protección 
más amplia. De este modo, el referido método de “interpretación conforme” entraña 
que los derechos fundamentales positivizados en los tratados, pactos y convenciones 
internacionales prevalecen respecto de las normas del orden jurídico de fuente interna 
si contienen disposiciones más favorables al goce y ejercicio de esos derechos, lo cual 
lleva a establecer que la obligación del Estado mexicano se refiere no sólo a garantizar 
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contenidos en esos instrumentos internacionales, cuyo conjunto puede considerarse un 
bloque unitario de protección. Sin embargo, la aplicación del principio pro persona 
no puede servir como fundamento para aplicar en forma directa los derechos funda-
mentales contemplados en los tratados internacionales, no obstante que el derecho 
internacional convencional sea una fuente del derecho constitucional de carácter obli-
gatorio, toda vez que tal principio constituye propiamente un instrumento de selección 
que se traduce en la obligación de analizar el contenido y alcance de los derechos 
humanos contenidos en dos o más normas que regulan o restringen el derecho de ma-
nera diversa, a efecto de elegir cuál será la aplicable en el caso concreto, lo que, por 
un lado, permite definir la plataforma de interpretación de los derechos humanos y, 
por otro, otorga un sentido protector a favor de la persona humana, en tanto la existen-
cia de varias posibles soluciones a un mismo problema obliga a optar por aquella que 
protege en términos más amplios, lo que implica acudir a la norma jurídica que con-
sagre el derecho de la manera más extensiva en detrimento del precepto más restrictivo. 
Bajo esa premisa, cabe decir que si el derecho fundamental cuestionado se encuentra 
previsto tanto en la Constitución de la República como en los instrumentos de carácter 
internacional, a lo que se adiciona que los principios y lineamientos en los que se apoya 
ese derecho se retoman y regulan en idéntico ámbito material de protección a nivel 
interno, por ende, ello hace innecesario aplicar la norma de fuente internacional cuando 
la de origen interno es constitucionalmente suficiente para establecer un sentido pro-
tector del derecho fundamental respectivo.

Registro: 2003341 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 3, p. 1902, 
jurisprudencia, constitucional, civil.

VII.2o.C. J/2 (10a.)
personas morales. al reConoCérseles Como titulares de dereCHos Humanos 

pueden aCudir al JuiCio de amparo en el nuevo sistema ConstituCional (reFormas 
ConstituCionales publiCadas en el diario oficial de la federación de 6 y 10 de Junio 
de 2011).

La interpretación sistemática, teleológica y progresiva de los artículos 1º, 103 y 
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos conduce a sostener 
que el Poder Reformador amplió el objeto de protección que brinda nuestra Constitu-
ción, estableciendo como derechos mínimos de los que deben gozar las personas que 
se encuentren en territorio nacional los derechos humanos consagrados en el propio 
texto constitucional y los establecidos en los tratados internacionales de los que nuestra 
nación es parte. En el nuevo diseño constitucional se hace explícita la existencia de 
garantías que tutelan su protección. Así, el juicio de amparo se erige como la vía juris-
diccional con que cuentan los gobernados para acudir ante los tribunales federales, a 
fin de que, en sede nacional, una instancia judicial analice si con la expedición de una 
norma de carácter general, un acto u omisión de la autoridad se vulneran derechos hu-
manos. Esto se corrobora con el proceso legislativo de las reformas correspondientes, 
de donde se advierte que no fue voluntad del legislador excluir a las personas morales del 
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a acceso al juicio de amparo, pues lejos de ello, se les reconoció, por ampliación, como 
sujetos titulares de tales derechos, en lo que les resulte aplicable. Lo anterior incluso 
es acorde con la jurisprudencia internacional, tal como se colige de lo resuelto por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Cantos contra Argentina. De lo 
contrario, sostener que el juicio de amparo es improcedente tratándose de las personas 
morales, implicaría quitar a dichos sujetos una vía de protección que la propia Cons-
titución y la Ley de Amparo, previo a las reformas de junio de 2011, les otorgaban, lo 
que conduciría a realizar una interpretación restrictiva sin sujetarse al mandato de 
buscar la protección más amplia en materia de derechos humanos, como lo ordena el 
párrafo segundo del numeral 1º de la Carta Magna, además de vulnerar el principio de 
progresividad, ahora consagrado en el párrafo tercero de dicho precepto constitucional 
e ir en contra de la finalidad buscada por el Poder Reformador.

Registro: 2003269 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 3, p. 2110, 
aislada, constitucional, común.

I.4o.A.17 K (10a.)
dereCHos Fundamentales. sus límites internos y eXternos.
La teoría del contenido esencial de los derechos fundamentales establece que 

contienen un núcleo fijo e inmutable, de manera que cualquier afectación a éste resulta 
ilícita, y sólo en su periferia pueden establecerse las limitaciones y restricciones ne-
cesarias y justificadas, así como expandirse las condiciones de su ejercicio, partiendo 
de la base de que estos derechos no son absolutos y su ejercicio está sujeto a límites, 
más allá de los cuales, éste resulta ilegítimo. En estas condiciones, la delimitación de 
ese núcleo intangible debe ser a partir de la subsistencia del derecho a la libertad y la 
posibilidad de ejercerlo; esto es, de un efectivo disfrute, de forma tal que los límites 
internos son aquellos que emergen al momento de definir los alcances del objeto con-
cretamente protegido por cada derecho fundamental, es decir, sirven para definir el 
contenido del derecho, intrínseco a la propia definición y alcance del bien y fin tutelado, 
por lo cual cualquier supuesto que desborde esas fronteras es otra realidad carente de 
protección. Por otro lado, es posible delimitar el campo de acción a partir de las res-
tricciones externas, al existir otros derechos, fines o bienes constitucionales que también 
merecen tutela y eficacia; única razón susceptible de generar la limitación, que alude 
a la diferencia normal y esperada entre el contenido prima facie de los derechos fun-
damentales y la protección real que ofrecen en los casos concretos, una vez contrape-
sados y armonizados con otros derechos e intereses, que pueden apuntar en direcciones 
distintas e, incluso, opuestas a las que derivan de su contenido normativo.

Registro: 2003350 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 3, p. 2254, 
aislada, constitucional, común.

I.4o.A.9 K (10a.)
prinCipios de universalidad, interdependenCia, indivisibilidad y progresividad 

de los dereCHos Humanos. en qué Consisten.
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Mexicanos dispone, entre otras cuestiones, que todas las autoridades, en el ámbito de 
sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad, los que consisten en lo siguiente: i) universalidad: 
que son inherentes a todos y conciernen a la comunidad internacional en su totalidad; 
en esta medida, son inviolables, lo que no quiere decir que sean absolutos, sino que 
son protegidos porque no puede infringirse la dignidad humana, pues lo razonable 
es pensar que se adecuan a las circunstancias; por ello, en razón de esta flexibilidad es 
que son universales, ya que su naturaleza permite que, al amoldarse a las contingencias, 
siempre estén con la persona. En relación con lo anterior, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Caso de la “Masacre de Mapiripán vs Colombia) ha señalado 
que los tratados de derechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación 
tiene que acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales, 
interpretación evolutiva que es consecuente con las reglas generales de interpretación 
consagradas en el artículo 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
así como las establecidas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Trata-
dos. De ahí que dichos derechos, dentro de sus límites, son inalterables, es decir, que 
su núcleo esencial es intangible; por ello, la Norma Fundamental señala que ni aun en 
los estados de excepción se “suspenden”, pues en todo caso, siempre se estará de 
conformidad con los principios del derecho internacional humanitario; ii) interdepen-
dencia e indivisibilidad: que están relacionados entre sí, esto es, no puede hacerse 
ninguna separación ni pensar que unos son más importantes que otros, deben interpre-
tarse y tomarse en su conjunto y no como elementos aislados. Todos los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales son indivisibles e interdependientes; debe darse 
igual atención y urgente consideración a la aplicación, promoción y protección de los 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales; esto es, complementarse, 
potenciarse o reforzarse recíprocamente; y iii) progresividad: constituye el compromiso 
de los Estados para adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la coope-
ración internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente 
la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales 
y sobre educación, ciencia y cultura, principio que no puede entenderse en el sentido 
de que los gobiernos no tengan la obligación inmediata de empeñarse por lograr la 
realización íntegra de tales derechos, sino en la posibilidad de ir avanzando gradual y 
constantemente hacia su más completa realización, en función de sus recursos mate-
riales; así, este principio exige que a medida que mejora el nivel de desarrollo de un 
Estado, mejore el nivel de compromiso de garantizar los derechos económicos, sociales 
y culturales.

Registro: 2003109 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 890, aislada, cons-
titucional. 

1a. LXXXIV/2013 (10a.)
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a prinCipio pro persona y reCurso eFeCtivo. el gobernado no está eXimido de 
respetar los requisitos de proCedenCia previstos en las leyes para interponer un 
medio de deFensa.

Si bien la reforma al artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, de 10 de junio de 2011, implicó la modificación del sistema jurídico mexi-
cano para incorporar el denominado principio pro persona, el cual consiste en brindar 
la protección más amplia al gobernado, así como los tratados internacionales en mate-
ria de derechos humanos, entre ellos el derecho a un recurso efectivo, previsto en el 
artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ello no significa 
que en cualquier caso el órgano jurisdiccional deba resolver el fondo del asunto, 
sin que importe la verificación de los requisitos de procedencia previstos en las leyes 
nacionales para la interposición de cualquier medio de defensa, ya que las formalida-
des procesales son la vía que hace posible arribar a una adecuada resolución, por 
lo que tales aspectos, por sí mismos, son insuficientes para declarar procedente lo 
improcedente.

Registro: 2002746 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 1, p. 799, aislada, 
constitucional. 

1a. XLI/2013 (10a.)
dereCHos Fundamentales Contenidos en tratados internaCionales. gozan de 

eFiCaCia en las relaCiones entre partiCulares.
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 

los derechos fundamentales gozan de vigencia en las relaciones entre particulares. 
No obstante, tal doctrina no deriva de un análisis de los actos del Estado en virtud de 
los cuales tales derechos son parte del sistema jurídico. Por ello, resulta claro que los 
derechos fundamentales, ya sea que provengan de fuente constitucional o internacional, 
gozan de plena eficacia jurídica, incluso en las relaciones entre particulares, pues la 
exigibilidad deriva del contenido del derecho y no de la forma en que el mismo se 
incorpora al sistema jurídico. Así, el hecho de que el Estado mexicano sea quien cele-
bra los tratados internacionales, solamente representa el acto por medio del cual los 
derechos fundamentales contenidos en los mismos son incorporados al orden jurídico 
nacional, pero una vez que forman parte del mismo, su naturaleza es la misma que 
aquellos de fuente constitucional, tal y como lo preceptúa el artículo 1º de nuestra 
norma fundamental.

Registro: 2002747 | Décima Época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 2, p. 1049, jurispruden-
cia, constitucional. 

2a./J. 172/2012 (10a.)
dereCHos Humanos. su estudio a partir de la reForma al artíCulo 1º ConstituCio-

nal, publiCada en el diario oficial de la federación el 10 de Junio de 2011, no impliCa 
neCesariamente que se aCuda a los previstos en instrumentos internaCionales, si 
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II resulta suFiCiente la previsión que Contenga la ConstituCión polítiCa de los estados 

unidos meXiCanos.
Conforme al artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-

nos, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
10 de junio de 2011 y atento al principio pro persona, no resulta necesario considerar 
el contenido de tratados o instrumentos internacionales que formen parte de nuestro 
orden jurídico, si al analizar los derechos humanos que se estiman vulnerados es sufi-
ciente la previsión que contiene la Constitución General de la República y, por tanto, 
basta el estudio que se realice del precepto constitucional que los prevea, para deter-
minar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado.

Registro: 2002861 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 2, p. 1241, 
jurisprudencia, común, administrativa.

VI.3o.A. J/2 (10a.)
prinCipio pro homine y Control de ConvenCionalidad. su apliCaCión no impliCa 

el desConoCimiento de los presupuestos Formales y materiales de admisibilidad y 
proCedenCia de las aCCiones.

El principio pro homine y el control de convencionalidad se encuentran tutelados 
por el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir 
de la entrada en vigor de su reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 10 de junio de 2011. El principio pro homine es aplicable en dos vertientes, a saber, 
el de preferencia de normas y de preferencia interpretativa, ello implica que el juzga-
dor deberá privilegiar la norma y la interpretación que favorezca en mayor medida la 
protección de las personas. Por su parte, el “control de convencionalidad” dispone la 
obligación de los juzgadores de interpretar las normas relativas a los derechos humanos, 
de conformidad con la Constitución y con los tratados internacionales de la materia, 
favoreciendo la protección más amplia a las personas. Sin embargo, su aplicación no 
implica desconocer los presupuestos formales y materiales de admisibilidad y proce-
dencia de las acciones, pues para la correcta y funcional administración de justicia y 
la efectiva protección de los derechos de las personas, el Estado puede y debe estable-
cer presupuestos y criterios de admisibilidad de los medios de defensa, los cuales no 
pueden ser superados, por regla general, con la mera invocación de estos principios 
rectores de aplicación e interpretación de normas.

Registro: 2002504 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 1, p. 627, aislada, constitucional. 

1a. XX/2013 (10a.)
dereCHos Fundamentales de igualdad y de no disCriminaCión. gozan de eFiCaCia 

en las relaCiones entre partiCulares.
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que 

los derechos fundamentales gozan de plena eficacia, incluso en las relaciones jurídico-
privadas. Asimismo, ha determinado que esta vigencia no puede sostenerse de forma 
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a hegemónica y totalizadora en todas las relaciones que se suceden de conformidad con 
el derecho privado, ante lo cual, el intérprete de la norma debe analizar las relaciones 
jurídicas en las que los derechos fundamentales se ven confrontados con otros bie-
nes o derechos constitucionalmente protegidos, a efecto de determinar cuáles derechos 
son sólo oponibles frente al Estado y cuáles otros gozan de la referida multidireccio-
nalidad. En consecuencia, del análisis del contenido y estructura de los derechos 
fundamentales de igualdad y de no discriminación, se desprende que los mismos son 
vinculantes no sólo frente a los órganos del Estado, sino que adicionalmente, poseen 
eficacia jurídica en ciertas relaciones entre particulares. Tal situación no sólo reafirma 
la naturaleza normativa de la Constitución, sino que también justifica la introducción 
de tales derechos fundamentales en ámbitos de relaciones privadas. Por ello, en los 
asuntos de su conocimiento, los tribunales deben atender a la influencia de los valores 
que subyacen en los principios de igualdad y de no discriminación, fungiendo como 
un vínculo entre la Constitución y los particulares al momento en que resuelven un caso 
concreto.

Registro: 2002599 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3, p. 2114, 
aislada, constitucional, común.

VII.2o.C.5 K (10a.)
prinCipio pro persona. es un dereCHo plasmado en la ConstituCión polítiCa de 

los estados unidos meXiCanos que requiere su vinCulaCión Con la violaCión de un 
dereCHo Humano para su eFeCtividad.

El segundo párrafo del artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que entró en vigor el 11 de junio de 2011, establece: “Las normas relativas 
a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y 
con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las per-
sonas la protección más amplia”. Dicha porción normativa contiene un derecho reco-
nocido a los gobernados consistente en un principio de interpretación tanto conforme 
con los derechos humanos contemplados por la propia Constitución (interpretación con-
forme), como aquellos plasmados en los tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano es parte (interpretación convencional), siempre en busca de lo más favorable 
para la persona. No obstante lo anterior, tal derecho es un principio de interpretación 
pro persona que implica que las normas relativas a derechos humanos se interpreten 
de acuerdo con la propia Constitución y con los tratados internacionales, favoreciendo 
en todo tiempo la protección más amplia a las personas, constituyendo así, una herra-
mienta hermenéutica para lograr la efectiva protección de los gobernados en relación, 
siempre, con un derecho humano que se alegue vulnerado. Esto es, si bien es cierto 
que tal principio interpretativo está reconocido en nuestra Constitución, también lo 
es que no es válido sostener su vulneración o transgresión autónoma, pues ésta siempre 
habrá de referirse al contenido y alcance de diverso derecho humano. En tales condi-
ciones, es insuficiente que se invoque como argumento para estimar que el acto recla-
mado transgrede un derecho humano, el que no se observó el principio pro persona o 
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por sí sola, suficiente para estimar que se violó un derecho humano, sino que es nece-
sario que se vincule con la vulneración de un derecho de esa naturaleza contenido en 
nuestra Constitución o en un tratado internacional que haya sido ratificado por nuestro 
país a efecto de que la autoridad jurisdiccional proceda a analizar si se da tal transgre-
sión para, en su caso, proceder a realizar una interpretación conforme o en aplicación 
del control de convencionalidad atendiendo a lo que más favorezca al agraviado.

Artículo 2º

Registro: 2008247 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo III, p. 1963, 
aislada, constitucional, común.

(V Región)5o.23 K (10a.)
persona indígena. si CompareCe a un JuiCio seguido en su Contra en Calidad de 

parte terCera interesada y se notiFiCa de la CelebraCión de la audienCia y de los 
aCuerdos Correspondientes, sin eXpresar o inFormar al aCtuario su Calidad, ni 
eXHibe la ConstanCia de su autoadsCripCión (Como miembro de una Comunidad), ese 
solo HeCHo no origina la pérdida de su CaráCter de terCera eXtraña, ni el desCo-
noCimiento de las prerrogativas previstas a su Favor en el artíCulo 2º, apartado a, 
FraCCión viii, de la ConstituCión Federal.

Acorde con el artículo 2º, apartado A, fracción VIII, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, los pueblos y las comunidades indígenas tienen reco-
nocido el derecho a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado, y establece que 
para garantizarlo en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o 
colectivamente, deberán tomarse en cuenta sus costumbres y especificidades cultura-
les, respetando la Constitución, implementando a su favor el derecho fundamental a 
ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y 
cultura; siendo obligación de todos los juzgadores del país, desplegar su función juris-
diccional teniendo en cuenta sus costumbres y especificidades culturales, según lo ha 
determinado la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Ahora bien, si una persona 
tiene la calidad de indígena, y se ostenta como parte tercera extraña a un juicio seguido 
en su contra, independientemente de que comparezca a notificarse de la celebración 
de la audiencia y de los acuerdos correspondientes, sin expresar o informar al actuario 
esa calidad, ni exhibir la constancia de su autoadscripción (como miembro de una 
comunidad indígena), ello no implica que aquélla hubiese tenido pleno conocimiento 
de la existencia del juicio tramitado en su contra, del alcance de los acuerdos emitidos, 
ni que estuviese consciente de las consecuencias legales que su comparecencia impli-
caba; por tanto, ese solo hecho no origina la pérdida de su carácter de tercera extraña 
ni de su derecho de acudir a la contienda en defensa de sus intereses, y ser escuchada 
en el juicio; pues la sola comparecencia de la persona no conlleva el desconocimiento 
de su calidad, ni la pérdida de las prerrogativas previstas a su favor en el mencionado 
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a artículo 2º, apartado A, fracción VIII, constitucional, como la de ser asistido por un 
intérprete y a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado, atendiendo a su calidad 
de indígena.

Registro: 2007558 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo I, p. 609, aislada, constitucional, civil. 

1a. CCCXXXI/2014 (10a.)
personas indígenas. CondiCiones neCesarias para determinar si la vulneraCión 

a las prerrogativas previstas en el artíCulo 2º, apartado a, FraCCión viii Constitu-
Cional, tiene la Fuerza suFiCiente para ordenar la reposiCión del proCedimiento en 
un JuiCio Civil.

El derecho de las personas indígenas a acceder plenamente a la jurisdicción del 
Estado consiste en que en todo tipo de juicio o procedimiento en el que sean parte, 
individual o colectivamente, deben tomarse en cuenta sus costumbres y especificidades 
culturales, así como que en todo tiempo sean asistidas por intérpretes y defensores que 
tengan conocimiento de su lengua y cultura. Ahora bien, a fin de determinar cuándo 
una vulneración a estas prerrogativas constitucionales tiene la fuerza suficiente para 
reponer un procedimiento civil, esta Primera Sala estima que no es posible fijar 
una regla a priori, toda vez que dicha consecuencia jurídica debe estar estrechamente 
vinculada con el grado de afectación real al derecho de defensa adecuada de la persona 
indígena durante un proceso específico. Por ende, la orden judicial consistente en la 
reposición del procedimiento debe basarse en dos ejes fundamentales: a) el momento 
procesal en el que la persona adujo su condición de indígena, de tal forma que cobrará 
más fuerza para efectos de la reposición del procedimiento cuando la autoadscripción 
se haya manifestado de manera temprana sin haber sido debidamente atendida por la 
autoridad judicial. Lo anterior, con independencia de que el derecho de las personas 
indígenas a un intérprete y defensor no puede estar condicionado a limitación tempo-
ral alguna; y b) la existencia de una violación manifiesta al derecho de acceso a la 
justicia derivado de la imposibilidad de la persona indígena de comprender y hacerse 
comprender durante el juicio. Esta apreciación debe descansar en una consideración 
basada en constancias, actuaciones y conductas procesales que muestren una evidente 
falta de comunicación o entendimiento, y a partir de las que se advierta la necesidad 
de corregir el proceso a fin de garantizar la igualdad de oportunidades en la defensa de 
las partes. A partir de estos dos componentes mínimos, el juez debe fundar y motivar 
si existió una afectación al derecho de defensa adecuada de la persona indígena que 
tenga la fuerza suficiente para reponer el procedimiento civil.

Registro: 2007559 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo I, p. 610, aislada, constitucional. 

1a. CCCXXIX/2014 (10a.)
personas indígenas. las prerrogativas previstas en el artíCulo 2º, apartado a, 

FraCCión viii, de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos, pueden 
eXigirse en Cualquier tipo de JuiCio o momento proCesal.
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II Del precepto constitucional citado se advierte que el derecho de las personas in-

dígenas a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado incluye que en todo tipo de 
juicio o procedimiento en el que sean parte, individual o colectivamente, deben con-
siderarse sus costumbres y especificidades culturales, así como que en todo tiempo 
sean asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y 
cultura. Este estándar normativo, inserto en un sistema de protección especial, previsto 
también a nivel internacional —en el artículo 12 del Convenio 169 sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del 
Trabajo— no distingue materia (civil, mercantil, laboral, penal, agraria, etcétera), ni 
momento procesal (primera o segunda instancias, juicio de amparo, etcétera) en los 
juicios y procedimientos aludidos. Consecuentemente, las prerrogativas previstas en 
el artículo 2º, apartado A, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos pueden exigirse en cualquier tipo de juicio y momento procesal, sin 
estar restringidas material o temporalmente, ya que, cualquier otra interpretación sería 
inconsistente no sólo con la letra del precepto, sino con el principio pro persona esta-
blecido en la propia Constitución.

Registro: 2006469 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo III, p. 2353, 
aislada, constitucional, penal.

I.5o.P.24 P (10a.)
violenCia Familiar. no la JustiFiCan los usos y Costumbres del pueblo o Comunidad 

indígena al que perteneCe la aCusada de diCHo delito, utilizados para disCiplinar 
o Corregir el Comportamiento de sus HiJos menores de edad, al no estar aquéllos 
por enCima del interés superior del menor, previsto en el artíCulo 4º de la Cons-
tituCión Federal.

El artículo 2º, apartado A, fracciones I y II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos establece: “La Nación Mexicana es única e indivisible. ... A. 
Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades 
indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: I. Decidir 
sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultu-
ral. II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus 
conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respe-
tando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la 
dignidad e integridad de las mujeres”; sin embargo, la observancia al derecho de libre 
determinación (autonomía) de los pueblos y comunidades indígenas, contenido en ese 
dispositivo constitucional, particularmente en lo relativo a las formas internas de con-
vivencia y organización tanto social como cultural, así como a la implementación de 
los sistemas normativos que les rijan, no conduce a estimar que la práctica de la vio-
lencia familiar pueda justificarse en el ejercicio de los usos y costumbres del pueblo 
autóctono al que pertenezca la sentenciada, pues si bien es cierto que la ejecución de 
medidas disciplinarias para regular el comportamiento de sus hijos menores de edad 
está permitida en determinadas culturas indígenas, siempre y cuando su aplicación no 
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a trascienda los límites que establezca el sistema normativo de su comunidad, también 
lo es que tales usos y costumbres no pueden estar por encima del principio del interés 
superior del menor, previsto en el artículo 4º, párrafo octavo, de la Constitución federal, 
que esencialmente consiste en garantizar el pleno respeto, satisfacción y ejercicio de 
los derechos de los niños y niñas (entre ellos, su sano desarrollo) lo cual se funda en 
la dignidad del ser humano y en las condiciones propias de la niñez.

Registro: 2005027 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, p. 278, jurisprudencia, cons-
titucional, penal. 

1a./J. 58/2013 (10a.)
persona indígena. para que sea eFiCaz la “autoadsCripCión” de un suJeto a una 

Comunidad indígena, debe realizarse durante la averiguaCión previa o la preins-
truCCión de la Causa.

Los conceptos de “persona indígena” o “pueblo indígena” empleados por la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, si bien tienen un significado de 
sustrato esencialmente antropológico y sociológico, lo cierto es que también poseen 
uno jurídico tendente a identificar a los destinatarios de las prerrogativas que la Ley 
Fundamental establece en favor de dicho sector. Por ende, este alto tribunal determina 
que la “autoconciencia” o la “autoadscripción” realizada por el propio sujeto, debe ser 
el criterio determinante para establecer cuándo una persona es indígena. De esta forma, 
será persona indígena quien se autoadscriba y reconozca a sí mismo como tal, lo cual 
implica asumir como propios los rasgos sociales y las pautas culturales que caracteri-
zan a los miembros de las comunidades indígenas. Circunstancia que no deviene ilegal 
ni arbitraria, mucho menos ambigua o imprecisa, al ser congruente con el artículo 2º, 
párrafo tercero, constitucional, el cual establece: “La conciencia de su identidad indí-
gena deberá ser criterio fundamental para determinar a quiénes se aplican las dispo-
siciones sobre pueblos indígenas”; además es acorde con los criterios utilizados en el 
ámbito internacional, como es la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas, y en el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo. Sin embargo, a fin de evitar excesos, fraudes a la ley e inseguridad jurídica 
contra la víctima u ofendido, para que sea eficaz la autoadscripción de un sujeto a una 
comunidad indígena, ésta debe realizarse en las primeras etapas del proceso penal, 
esto es, ya sea ante el Ministerio Público en el procedimiento de averiguación previa, 
o bien, durante la fase de preinstrucción de la causa (referido a aquellos sistemas 
procesales en donde aún no se haya establecido la vigencia del modelo acusatorio). De 
ahí que, en caso de que dicha calidad específica de indígena hubiese sido manifestada 
durante las fases procesales de instrucción, primera o segunda instancias, e incluso 
ante el tribunal colegiado de circuito que conozca del eventual amparo directo inter-
puesto contra el fallo definitivo, dicha manifestación no tendrá la fuerza suficiente para 
ordenar la reposición del procedimiento penal respectivo.
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II Registro: 2005028 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, p. 280, jurisprudencia, cons-
titucional, penal. 

1a./J. 114/2013 (10a.)
personas indígenas bilingües o multilingües. ámbito subJetivo de apliCaCión del 

artíCulo 2º, apartado a, FraCCión viii, de la ConstituCión polítiCa de los estados 
unidos meXiCanos.

Ya esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 
aislada 1a. CCVIII/2009, publicada en la página 293 del Tomo XXX, diciembre de 
2009, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, ha dicho que es in-
correcto afirmar que la citada previsión constitucional que obliga a tener en cuenta las 
costumbres y especificidades culturales de las personas indígenas en los juicios y 
procedimientos en que sean parte, sólo resulta aplicable para quienes hablan una 
lengua indígena y además no entienden ni hablan español. Al respecto, se reitera que, 
por el contrario, la persona indígena, cuyos derechos tutela la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, es paradigmáticamente la persona multilingüe, que 
tiene derecho a obtener del Estado, tanto el apoyo necesario para poder vivir plenamente 
en su lengua materna como el necesario para acceder a una comunidad política más 
amplia mediante el conocimiento de la referida lengua. Así, definir lo “indígena” a 
partir del criterio de la competencia monolingüe en lengua indígena sería incompatible 
con la garantía de derechos constitucionales como la de recibir una educación adecuada 
o de gozar de lo esencial para incorporarse igualitariamente al sistema productivo. Tan 
incompatibles con la Constitución federal son las políticas asimilacionistas tradiciona-
les, que perseguían la desaparición de las lenguas indígenas, desconocían el derecho 
de las personas a transmitirlas y usarlas privada y públicamente, y convertían la con-
dición de hablante de lengua indígena en un locus permanente de discriminación y 
subordinación, como lo sería ahora una política que condicionara el mantenimiento de 
la autodefinición como persona indígena al hecho de no conocer el español. A nivel 
individual, ello implicaría condenar a las personas indígenas a la desventaja que la 
totalidad de las previsiones del artículo 2º constitucional está destinada centralmente 
a erradicar, mientras que, a nivel colectivo, dejaría sin ámbito de aplicación todas las 
disposiciones que se refieren a comunidades y pueblos indígenas (que no son mono-
lingües) y convertiría a dicho precepto en un ejercicio expresivo, sin potencial jurídico 
transformativo real.

Registro: 2005029 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, p. 281, jurisprudencia, cons-
titucional, penal. 

1a./J. 115/2013 (10a.)
personas indígenas. grado de relevanCia del ConoCimiento del español para la 

apliCaCión de las previsiones del artíCulo 2º de la ConstituCión polítiCa de los 
estados unidos meXiCanos.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que el grado de conoci-
miento del español es relevante para determinar el alcance de la previsión establecida 
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a en el citado precepto, según la cual las personas indígenas tienen en todo tiempo el 
derecho a ser asistidas por intérpretes y defensores que conozcan su lengua y cultura, 
lo cual es entendible por la necesidad de racionalizar el uso de los recursos en el sistema 
de administración de justicia y armonizar en un escenario concreto las funciones y 
necesidades de todos los intervinientes en juicio. Sin embargo, los derechos que la 
Constitución federal adjunta a la condición de ser una persona indígena son variados: 
algunos tienen un contenido lingüístico específico pero la mayoría carecen de él. Así, 
respecto de ellos deben aplicarse los criterios generales derivados del artículo 2º de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que apelan a la articulación 
(total o parcial) de las personas en torno a instituciones sociales, económicas, cultura-
les y políticas propias (en el caso de los pueblos indígenas), a la identificabilidad de 
algún tipo de unidad social, económica y cultural en torno a un territorio y a ciertos 
usos y costumbres (en el caso de las comunidades indígenas), así como al criterio de 
la autoconciencia o autoadscripción como indígena, los cuales no permiten definir lo 
“indígena” sobre la base de la competencia monolingüe en lengua indígena. Así, el 
derecho a que se tomen en consideración las costumbres y especificidades propias de 
los indígenas en los juicios y procedimientos en que sean parte, no es de contenido 
lingüístico ni es, por tanto, un derecho cuyos titulares puedan delimitar con los criterios 
usados por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para efectos 
del ejercicio de un derecho completamente distinto.

Registro: 2005030 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, p. 283, jurisprudencia, cons-
titucional, penal. 

1a./J. 60/2013 (10a.)
personas indígenas. interpretaCión del dereCHo Fundamental de ser asistidos 

por intérpretes y deFensores que tengan ConoCimiento de su lengua y Cultura.
Cuando personas indígenas están vinculadas en un proceso del orden penal, el 

estándar para analizar si existió acceso pleno a la jurisdicción del Estado no es igual 
al que aplica en cualquier proceso judicial, pues sus especificidades culturales obligan 
a todas las autoridades a implementar y conducir procesos sensibles a tales particula-
ridades. En ese sentido, el artículo 2º, apartado A, fracción VIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, consagra a favor de aquéllas el derecho a 
que en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, 
se tomen en cuenta sus costumbres y especificidades culturales. Además, establece 
que: “...tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que 
tengan conocimiento de su lengua y cultura”, lo cual constituye un mecanismo óptimo 
para una defensa adecuada y, por tanto, el pleno acceso a la justicia en favor de este 
sector históricamente vulnerable, así como la mejor manera de reducir la distancia 
cultural que de facto opera entre una persona indígena y las reglas de un sistema judi-
cial inspirado en códigos que no comparten determinadas minorías culturales. Ahora 
bien, la citada porción normativa que prevé el derecho fundamental a que la persona 
indígena sea asistida por “intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su 
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II lengua y cultura”, no debe interpretarse en su sentido literal copulativo, ya que el 

derecho a la defensa adecuada en favor de aquélla no implica que ambas figuras —de-
fensor e intérprete— necesariamente deban conocer la lengua y cultura de la persona 
a quien representan, pues el único obligado a ello directamente es el intérprete; cir-
cunstancia con la cual se logra erradicar el problema lingüístico que padecen estas 
personas sujetas a proceso penal, atendiendo a que cuentan con el derecho a expresarse 
en su lengua materna y no en la obligación de hablar otra que les es ajena. Por lo que 
toca a la figura del defensor —de oficio o privado—, éste no necesariamente deberá 
contar con conocimiento de la lengua y cultura del indígena, al no ser indispensable 
tal cualidad en su persona, dado que el inculpado podrá ser escuchado y se hará 
sabedor de sus derechos a través del intérprete; máxime cuando la designación de 
defensor efectuada por la persona indígena, en términos del artículo 20, apartado A, 
fracción IX, constitucional, implica un derecho fundamental.

Registro: 2005031 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, p. 285, jurisprudencia, cons-
titucional, penal. 

1a./J. 61/2013 (10a.)
personas indígenas. modalidades para eJerCer el dereCHo Fundamental de deFensa 

adeCuada Consagrado en el artíCulo 2º, apartado a, FraCCión viii, de la ConstituCión 
polítiCa de los estados unidos meXiCanos.

Las figuras del intérprete con conocimiento de una determinada lengua y cultura, 
así como del defensor, constituyen parte del derecho fundamental a la defensa adecuada 
de las personas indígenas, en términos del artículo 2º, apartado A, fracción VIII, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que el Poder Reformador 
plasmó para tutelar sus derechos, eliminar las barreras lingüísticas existentes y dar 
certeza al contenido de la interpretación. Así, el defensor junto con el intérprete con co-
nocimientos de su lengua y cultura son quienes acercan al órgano jurisdiccional con 
la especificidad cultural del indígena; de ahí que deben señalarse las modalidades para 
ejercer dicho derecho fundamental. En cuanto al intérprete: 1) La asistencia por intér-
prete es disponible, pero únicamente por el imputado, lo que le permitiría rechazarla; 
sin embargo, sólo sería aceptable el rechazo cuando la autoridad ministerial o judicial 
advierta que el imputado, evidentemente, tiene un desenvolvimiento aceptable sobre 
el entendimiento en idioma español del procedimiento al que está sujeto y sus conse-
cuencias. La autoridad que conozca del caso deberá asentar constancia de ello en la 
que tenga intervención un perito intérprete que conozca la lengua y cultura del impu-
tado, que sirva para corroborar su voluntad y lo innecesario de su intervención, aper-
cibido de las consecuencias legales aplicables por la probable generación de un estado 
de indefensión en contra de aquél. 2) En caso de que no exista renuncia al intérprete, 
la autoridad ministerial o judicial que conozca del caso deberá constatar que el intér-
prete efectivamente conoce la lengua y cultura del imputado. Podrá tratarse de un 
intérprete práctico respaldado por la comunidad indígena o certificado por las institucio-
nes correspondientes; o bien, mediante el uso de tecnologías, se podría implementar 
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a la asistencia de intérprete por medio de videoconferencia. En cuanto al defensor: 
1) La asistencia por abogado defensor es irrenunciable y podrá ser prestada por insti-
tuciones oficiales o a cargo de particulares, a elección del imputado. Esta figura puede 
reunir, además, la calidad constitucional de que conozca la lengua y cultura del impu-
tado, mas no es un requisito de validez del proceso, ya que también a elección de éste 
puede ser prescindible esta última calidad. En caso de que el defensor sí cuente con 
dichos conocimientos, deberá exhibir la constancia que lo avale, cuya autoridad com-
petente para expedir dicha certificación puede ser la Defensoría Pública Federal o 
estatal, o el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas. 2) En los casos en que el ejerci-
cio del derecho de defensa sea ejercido por defensor oficial o particular que desconozca 
la lengua y cultura del imputado, la figura del intérprete que sí conoce ambos es insus-
tituible, pues a través de ella se garantiza el pleno conocimiento del imputado sobre la 
naturaleza y las consecuencias de la acusación; los derechos que le asisten y la comu-
nicación efectiva con su defensor, entre otros.

Registro: 2005032 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, p. 287, jurisprudencia, cons-
titucional, penal. 

1a./J. 59/2013 (10a.)
personas indígenas. su proteCCión espeCial a Cargo del estado surge a partir 

de la autoadsCripCión del suJeto a una Comunidad indígena o de la evaluaCión oFi-
Ciosa de la autoridad ministerial o JudiCial ante la sospeCHa Fundada de que el 
inCulpado perteneCe a aquélla.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de “per-
sona indígena. para que sea eFiCaz la ‘autoadsCripCión’ de un suJeto a una Comunidad 
indígena, debe realizarse durante la averiguaCión previa o la preinstruCCión de 
la Causa”, determinó que el criterio de la autoadscripción es determinante para esta-
blecer si una persona tiene o no la calidad de indígena. Por tanto, resulta lógico y jurí dico 
que el deber de su protección especial a cargo del Estado, igualmente sea exigible a 
partir de dicha manifestación de voluntad (autoadscripción). Luego, si el inculpado se 
reserva dicha información, la autoridad estatal de que se trate, en principio, no estará 
en posibilidad de conocer tal circunstancia personal y activar en su favor las prerroga-
tivas diseñadas específicamente para dicho sector; sin embargo, tal regla no es absoluta, 
pues cuando exista sospecha fundada en el órgano ministerial, o bien en el juzgador, 
de que una persona pertenece a una comunidad indígena, sin que aquélla lo haya 
manifestado expresamente (como podría acontecer derivado de una evidente incom-
prensión total o parcial de las indicaciones otorgadas por la autoridad, o bien, derivado 
de las constancias e informes que obren en el proceso), de oficio, dichas autoridades 
ordenarán una evaluación sustantiva de la cuestión, adoptando una postura activa pro-
derechos, a fin de determinar si la persona sujeta a una investigación o proceso penal 
tiene o no la calidad de indígena y, por tanto, si debe gozar de los derechos que a su 
favor consagra el artículo 2º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Ello, a partir de la ponderación de diversos elementos, entre los que se pueden 
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II citar, ejemplificativamente, los siguientes: 1) constancias de la autoridad comunitaria; 

2) prueba pericial antropológica; 3) testimonios; 4) criterios etnolingüísticos; y/o, 
5) cualquier otro medio que permita acreditar la pertenencia, el arraigo, la identidad 
y/o asentamiento físico a la comunidad indígena. Lo anterior, a fin de establecer si el 
sujeto, conforme a sus parámetros culturales, comprende el contenido y alcance de las 
normas que le son aplicables, y así estar en aptitud de determinar si se otorgan o se 
prescinde de los derechos que como indígena le corresponderían.

Registro: 2004169 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 1, p. 735, aislada, consti-
tucional, común. 

1a. CCXXXV/2013 (10a.)
Comunidades y pueblos indígenas. Cualquiera de sus integrantes puede promover 

JuiCio de amparo en deFensa de los dereCHos Fundamentales ColeCtivos.
El derecho humano de acceso a la justicia para las comunidades o pueblos indí-

genas, contenido en el artículo 2º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, deriva de la situación de vulnerabilidad en que aquéllos se encuentran y 
del reconocimiento de su autonomía, por ello, en dicho precepto se fijó un ámbito de 
protección especial que, sin tratarse de una cuestión de fuero personal, garantiza que 
sus miembros cuenten con la protección necesaria y los medios relativos de acceso 
pleno a los derechos. Así, conforme al mandato constitucional de referencia, se garan-
tiza a los pueblos y a las comunidades indígenas el acceso pleno a la jurisdicción del 
Estado, y para ello se precisa que en todos los juicios y procedimientos en que sean 
parte, individual o colectivamente, deberán tomarse en cuenta sus costumbres y espe-
cificidades culturales, respetando los preceptos de la Constitución federal. Asimismo, 
en el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la 
Organización Internacional del Trabajo, se hace énfasis en que el acceso a la justicia 
individual o colectiva de los pueblos y las comunidades indígenas, implica garantizar 
el acceso a procedimientos legales tramitados personalmente o por medio de sus orga-
nismos representativos. Así, este postulado en conjunto con el artículo 2º constitucio-
nal, poseen plena fuerza vinculante al haberse adoptado en la normativa de nuestro 
país, lo que implica que permee en todos los ámbitos del sistema jurídico, para crear 
un enfoque que al analizar el sistema de normas en su totalidad, cumpla con su objetivo, 
que es el ejercicio real de sus derechos y la expresión de su identidad individual y 
colectiva para superar la desigualdad de oportunidades que tradicionalmente les han 
afectado, lo cual se conoce como principio de transversalidad. En esa medida, el acceso 
pleno a la jurisdicción del Estado, cuando se trate de medios de defensa de derechos 
fundamentales, como es el juicio de amparo, debe permitirse a cualquier integrante de 
una comunidad o pueblo indígena, instar a la autoridad jurisdiccional correspon-
diente para la defensa de los derechos humanos colectivos, con independencia de que 
se trate o no de los representantes de la comunidad, pues esto no puede ser una barrera 
para su disfrute pleno.
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a Registro: 2004277 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 1, p. 743, aislada, consti-
tucional. 

1a. CCXXXIV/2013 (10a.)
personas, pueblos y Comunidades indígenas. la autoConCienCia o la autoadsCrip-

Ción puede delimitarse por las CaraCterístiCas y aFinidades del grupo al que se 
estima perteneCer.

La autoconciencia o la autoadscripción constituye el criterio determinante para 
definir quiénes son las “personas, los pueblos y las comunidades indígenas”, en tér-
minos del artículo 2º, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. En ese sentido, la autoidentificación, aun cuando es un elemento propio 
del sujeto por pertenecer a su fuero interno, no tiene una connotación ambigua o 
inferencial, pues la autoconciencia puede delimitarse por las características y afinida-
des del grupo al que se estima pertenecer, de las cuales se desprenden diversos ele-
mentos objetivos comprobables y particulares, como son: a) la continuidad histórica; 
b) la conexión territorial; y, c) las instituciones sociales, económicas, culturales y po-
líticas distintivas, o parte de ellas.

Registro: 2003595 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 3, p. 1830, 
aislada, constitucional, penal. 

I.6o.P.35 P (10a.)
indígena Con CaráCter de inCulpado. la reCopilaCión oFiCiosa de aquellos ele-

mentos que permitan valorar sus Costumbres y espeCiFiCidades Culturales para 
HaCer eFeCtivo su dereCHo al pleno aCCeso a la JurisdiCCión, es parte de las For-
malidades del proCedimiento, por lo que la omisión del Juzgador de llevarla a Cabo 
Constituye una violaCión a las leyes esenCiales de éste que aFeCta a las deFensas 
de aquél.

Conforme al artículo 2º, apartado A, fracción VIII, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, los pueblos y las comunidades indígenas tienen derecho 
al pleno acceso a la jurisdicción del Estado, y para garantizarlo en todos los juicios y 
procedimientos en que sean parte, deberán tomarse en cuenta sus costumbres y especi-
ficidades culturales, teniendo en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y 
defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura; por tanto, el Estado es 
quien tiene la obligación de garantizar un plano de igualdad entre las normas y las 
especificidades de la persona indígena sometida a su jurisdicción, y no ésta quien deba 
renunciar al reconocimiento de sus especificidades, costumbres y cultura, en la apli-
cación de las leyes estatales. En ese tenor, cuando opera el acceso de la jurisdicción 
estatal para conocer de un asunto penal, y el inculpado tiene reconocida su calidad de 
indígena goza, entre otros, de los siguientes derechos: a) expresarse en su propio idioma 
ante el órgano jurisdiccional que lo está juzgando y a que éste le designe un intérprete-
traductor durante la tramitación del juicio; b) ser asistido por un defensor con conoci-
miento de su lengua y cultura, y c) que sus costumbres y especificidades culturales 
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para la toma de decisiones, de las periciales antropológicas, culturales, y jurídico-
antropológicas pertinentes, apoyándose, incluso, en las opiniones de miembros de la 
comunidad indígena con reconocido prestigio en el conocimiento de los usos y costum-
bres de su comunidad, o de cualquier otro medio que le permita adquirir esa informa-
ción y que resulte necesaria para emitir sentencia; derechos que deben ser garanti zados 
antes de dictarse ésta, pues sólo así es tangible el principio de igualdad formal del 
derecho estatal, ante la desigualdad de facto que se presenta entre la comunidad indí-
gena y el resto de la composición pluricultural que forma la nación mexicana. De ahí 
que la recopilación oficiosa de aquellos elementos que permitan valorar las costumbres 
y especificidades culturales de los indígenas para hacer efectivos los mencionados 
derechos sea parte de las formalidades esenciales del procedimiento, pues con su 
operatividad, el inculpado sabrá y entenderá —en la lengua o idioma que hable y 
comprenda— la naturaleza de la acusación, el hecho punible que se le atribuye 
y podrá defenderse al tener una comunicación clara y expedita con su defensor, los 
testigos, el órgano acusador y el tribunal que lo está juzgando. Consecuentemente, 
conforme al artículo 160, fracciones II, VI y XVII, de la Ley de Amparo, la omisión del 
juzgador de allegarse de esos elementos para hacer efectivos dichos derechos indígenas 
constituye una violación a las leyes del procedimiento que afecta las defensas del 
inculpado.

Registro: 2003596 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 3, p. 1831, 
aislada, constitucional, penal. 

I.6o.P.33 P (10a.)
indígena Con CaráCter de inCulpado. su Calidad y el reConoCimiento tanto de 

sus diFerenCias y dereCHos a nivel ConstituCional Como del aCCeso pleno a la Ju-
risdiCCión del estado Constituyen un parámetro de valoraCión al Juzgar el HeCHo 
deliCtivo y su responsabilidad penal, lo que no impliCa desConoCer los dereCHos de 
la víCtima al resarCimiento del bien JurídiCo tutelado y a la reparaCión del daño 
(legislaCión del distrito Federal).

Conforme al artículo 2º, apartado A, fracción VIII, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, los pueblos y las comunidades indígenas tienen derecho 
al pleno acceso a la jurisdicción del Estado, y para garantizarlo en todos los juicios y 
procedimientos en que sean parte, deberán tomarse en cuenta sus costumbres y espe-
cificidades culturales, por lo que tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por 
intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura; esta garantía 
y la efectividad de los derechos indígenas, se refleja en el procedimiento penal, en los 
artículos 72, fracción V, del Código Penal y 165-bis y 296-bis del Código de Procedi-
mientos Penales, ambos del Distrito Federal, que obligan tanto al juzgador como al 
defensor, a conocer la cultura y costumbres de la comunidad indígena a la que pertenece 
el inculpado, con el objetivo de comprender la acción delictiva desde la visión de la 
cultura indígena (visión antropológica), y la influencia que el Estado ha tenido en el 
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a nivel educativo, tecnológico y de comunicación de la comunidad indígena con el resto 
de la composición pluricultural que forma la nación mexicana, al igual que a nivel 
internacional (visión educativa-cultural), inclusive, de ser el caso, desde la perspectiva 
del sistema normativo interno de la comunidad indígena, que pueda servir a la defensa del 
quejoso (visión jurídico-antropológica); y así, con ese parámetro cognitivo, las partes 
en el juicio penal podrán, por una parte, discernir hasta qué grado las especificidades 
del inculpado indígena influyeron en el desarrollo del hecho que se juzga y, por otra, 
podrá ponderarse si el nivel cultural y social-urbano, con acceso a los medios de in-
formación nacionales y a una instrucción escolar, le permitieron saber que la conducta 
que realizó es considerada como delito y sus consecuencias. En ese sentido, atento a que 
la calidad de indígena y el reconocimiento de sus diferencias y derechos a nivel cons-
titucional no constituyen, de facto y de jure, motivo de inculpabilidad penal, sino un 
parámetro de valoración al juzgar el hecho delictivo y su responsabilidad penal, no 
debe soslayarse que los derechos del inculpado indígena convergen con los de la víc-
tima, de ahí que el reconocimiento del acceso pleno a la jurisdicción del Estado de que 
goza la persona indígena, no implica desconocer los derechos de la víctima al resarci-
miento del bien jurídico tutelado y la reparación del daño sino, en todo caso, una 
correcta valoración y ponderación de los derechos de ambas partes —víctima e incul-
pado—, en la administración de justicia.

Artículo 3º

Registro: 2009182 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 393, aislada, administrativa. 

1a. CLXXVII/2015 (10a.)
auditoría superior de la FederaCión. las atribuCiones que le Corresponden de 

FisCalizaCión de la Cuenta públiCa en materia de eduCaCión, también Comprenden la 
de inFormar a las autoridades sobre la posible Comisión de ConduCtas ilíCitas.

A la Auditoría Superior de la Federación corresponde la custodia y aplicación de 
los fondos y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, 
sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas 
federales; además, debe investigar los actos u omisiones que impliquen una irregula-
ridad o conducta ilícita en el manejo, custodia y aplicación de los fondos y recursos 
federales. Así, en todos los casos donde se determine un perjuicio a la Hacienda Pública 
Federal, para garantizar y proteger el derecho a la educación, la Auditoría Superior de 
la Federación debe ejercer las facultades que tiene atribuidas, como lo es, por un lado, 
el procedimiento para fincar responsabilidades resarcitorias (que tiene por objeto re-
sarcir al Estado y a los entes públicos federales, el monto de los daños y perjuicios 
estimables en dinero que se causen) y, por otro, la obligación de informar a las demás 
autoridades sobre la posible comisión de conductas que pudieran constituir responsa-
bilidades en el ámbito penal o administrativo. Lo anterior es así, en virtud de que tanto 
en el artículo 3º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como 



74 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II en diversos instrumentos internacionales, se establece de forma categórica que la 

efectividad del derecho a la educación se logra cuando se dota de los materiales y 
métodos educativos, así como de la organización escolar, la infraestructura educativa, 
y la idoneidad de los docentes y los directivos que garanticen el máximo logro de 
aprendizaje de los educandos, para lo cual es indispensable una debida asignación de 
los recursos en esta materia, por lo que en el ámbito de sus competencias, corresponde 
a la Auditoría Superior de la Federación verificar e informar del incumplimiento de 
estas obligaciones.

Registro: 2009183 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 394, aislada, administrativa. 

1a. CLXXVI/2015 (10a.)
auditoría superior de la FederaCión. sus atribuCiones respeCto de la FisCaliza-

Ción de la Cuenta públiCa en materia de eduCaCión.
De conformidad con los artículos 74, fracciones II y VI, y 79, fracciones I, III y IV, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 25 a 28 de la Ley de 
Coordinación Fiscal, 2, fracción I, 3, 12, fracciones I, III y IV, 13, fracciones I y II, 15, 
fracciones I, V, VI, X y XII a XVII, 39, 49, fracciones I a V, 50, fracciones I y II, y 51 
a 56 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, 1, 86, frac-
ciones I y III, 114, fracciones I, IV y V, 115 y 118 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, Primero, Tercero, fracción I, Noveno, Décimo, Décimo 
Primero y Décimo Noveno, fracciones I a IV, de los Lineamientos Generales de Opera-
ción para la Entrega de los Recursos del Ramo General 33 Aportaciones Federales para 
Entidades Federativas y Municipios, así como las cláusulas primera, cuarta, fracciones 
I a VI, y décima séptima del Acuerdo número 482 por el que se establecen las dispo-
siciones para evitar el mal uso, el desvío, o la incorrecta aplicación de los recursos del 
Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal (Faeb), corresponde a la 
Auditoría Superior de la Federación la custodia y aplicación de fondos y recursos de 
los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, sobre el desempeño en el 
cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas federales. Asimismo, debe 
investigar los actos u omisiones que impliquen una irregularidad o conducta ilícita en 
el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos federales, determinando 
los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los 
entes públicos federales, fincar directamente a los responsables las indemnizaciones y 
sanciones pecuniarias correspondientes, así como promover ante la autoridad corres-
pondiente el fincamiento de otras responsabilidades (responsabilidad de los servidores 
públicos y patrimonial del Estado, denuncias y querellas penales). De igual forma, la 
Auditoría Superior de la Federación, durante la verificación de los objetivos contenidos 
en los programas, podrá emitir observaciones derivadas precisamente de la fiscalización 
de las cuentas públicas, las cuales pueden derivar en determinadas acciones: i) soli-
citudes de aclaración; ii) pliegos de observaciones; iii) promociones de intervención 
de la instancia de control competente; iv) promociones del ejercicio de la facultad de 
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a comprobación fiscal; v) promociones de responsabilidad administrativa sancionatoria; 
vi) denuncias de hechos; y, vii) denuncias de juicio político, así como recomendaciones. 
Así, la Auditoría Superior de la Federación, como órgano de fiscalización, cuenta con 
acciones, ya sean preventivas, como las recomendaciones y recomendaciones al de-
sempeño, y correctivas, como las promociones de intervención de la instancia de con-
trol, del ejercicio de la facultad de comprobación fiscal, de responsabilidades admi-
nistrativas sancionatorias, denuncia de hechos, denuncia de juicio político, solicitud 
de aclaración y pliego de observaciones. En esas condiciones, en términos del artículo 
1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para proteger y ga-
rantizar el derecho a la educación, las autoridades de la Auditoría Superior de la 
Federación deben acreditar haber ejercido todas estas facultades de forma amplia y 
exhaustiva.

Registro: 2009187 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 427, aislada, constitucional. 

1a. CLXXVIII/2015 (10a.)
dereCHo a la eduCaCión. obligaCiones del estado en materia de FisCalizaCión 

para garantizar su eFeCtividad.
El artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé 

que todas las autoridades en el ámbito de sus competencias deben promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos, por lo que dentro de esas obligaciones, en 
cumplimiento al derecho a la educación, reside la facultad otorgada al Congreso de la 
Unión para expedir las leyes necesarias destinadas a distribuir la función social edu-
cativa entre la Federación, los estados y los municipios, así como fijar las aportaciones 
económicas correspondientes a ese servicio público y señalar las sanciones aplicables 
a los funcionarios que incumplan o no hagan cumplir las disposiciones relativas y a 
todos aquellos que las infrinjan. Así, existe una obligación del Estado de verificar la 
correcta aplicación de los recursos destinados para el cumplimiento del derecho humano 
a la educación, de la cual se advierte el carácter del Estado como sujeto obligado y 
comprometido a través de instrumentos internacionales, al cumplimiento de los fines 
educativos, sin que pase inadvertido que el monto del presupuesto destinado anual-
mente al sistema educativo (por parte de los tres órdenes de gobierno) estará sujeto 
siempre a las disposiciones de ingresos y gasto público correspondientes que resulten 
aplicables. En ese sentido, en la Observación General No. 3, de las adoptadas por el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Na-
ciones Unidas, se señaló la existencia del compromiso de los Estados Partes de garan-
tizar y respetar los derechos como el de educación; compromiso que se cumple no sólo 
a través de medidas legislativas, sino también por medio de las de carácter adminis-
trativo, financiero, educacional y social; motivo por el cual, el Poder Judicial, como 
integrante del Estado, también está obligado, mediante la resolución de los juicios, a 
imponer el cumplimiento de obligaciones por las cuales se logre una mayor efectividad 
de los derechos, como en la especie, el derecho a la educación.
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II Registro: 2009188 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 428, aislada, constitucional, 
común. 

1a. CLXXI/2015 (10a.)
dereCHo a la eduCaCión. para que las asoCiaCiones Civiles puedan aCudir al 

JuiCio de amparo a reClamar su inCumplimiento, deben aCreditar que su obJeto soCial 
tiene Como Finalidad veriFiCar que se Cumplan las obligaCiones en materia eduCativa, 
así Como probar Haber eJerCido esa FaCultad.

El derecho a la educación es una estructura jurídica compleja en la que se com-
prenden diversos derechos y obligaciones, por lo que su garantía no sólo corre a cargo 
del Estado, sino también de las asociaciones civiles encargadas de su defensa, las 
cuales tienen la facultad de verificar su efectividad. Así, para que estas personas jurí-
dicas puedan acudir al juicio de amparo para reclamar el incumplimiento por parte de 
las autoridades respecto de las obligaciones en materia educativa, deben acreditar que 
su objeto social tiene como finalidad verificar el cumplimiento de ese derecho, en 
atención a que el artículo 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos exige, para acudir al juicio referido, la existencia de una especial 
situación frente al orden jurídico, por lo que ésta puede acreditarse con el vínculo entre 
el derecho humano reclamado y la persona que comparece en el proceso. En esas 
condiciones, cuando en el amparo se defienda el derecho a la educación en sus distin-
tas facetas, como las relativas a la existencia de instituciones y programas de enseñanza 
accesibles a todos, sin discriminación, tanto en el aspecto material como en el económico, 
así como su aceptabilidad en la forma y el fondo, aunado a la flexibilidad requerida 
para adaptarse a las necesidades sociales y de las comunidades, se concluye que la 
asociación civil se encontrará involucrada dentro del espectro de este derecho, si en 
atención a su objeto social puede participar directa y activamente para realizar alguna 
de las actividades y obligaciones impuestas por la Constitución federal y los ordena-
mientos internacionales respecto a la efectividad del derecho a la educación; aunado 
a ello, no basta que dichas facultades estén enunciadas en su objeto social, sino que 
la asociación civil debe probar que las ha ejercido.

Registro: 2009189 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 429, aislada, constitucional. 

1a. CLXIX/2015 (10a.)
dereCHo a la eduCaCión. su eFeCtividad está garantizada por diversas obli-

gaCiones de CaráCter positivo y negativo a Cargo del estado y de los partiCulares.
De los artículos 3º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 13, 

numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 
13, numeral 1, del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 26, numeral 1, 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; y XII, de la Declaración Ameri-
cana de los Derechos y Deberes del Hombre, se advierte el establecimiento de diversas 
obligaciones, tanto positivas como negativas, a cargo del Estado y de los particulares, 
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a tendentes a respetar y garantizar el derecho humano a la educación en favor de todo 
ciudadano, como base de la sociedad a la que pertenece. Por tanto, la efectividad del 
derecho indicado puede lograrse mediante el cumplimiento de obligaciones de respeto, 
en las cuales se busca no obstaculizar o impedir el acceso al goce de los derechos; 
igualmente, a través de conductas positivas, como las relativas a llevar a cabo acciones 
para no permitir que terceros obstaculicen esos bienes referentes a la protección del 
derecho, o incluso acciones de garantía, que aseguran que el titular del derecho acceda 
al bien cuando no pueda hacerlo por sí mismo. Asimismo, pueden identificarse prohi-
biciones, como las relativas a no impedir el acceso a los servicios de educación, al igual 
que conductas positivas relacionadas con la prestación de servicios educativos de 
manera gratuita, dentro de lo cual se incluye la construcción de centros educativos, 
de instalaciones sanitarias, la participación de docentes calificados y el pago de sala-
rios competitivos, entre otras. Además, si bien es cierto que los ordenamientos disponen 
una puesta en práctica gradual del derecho y reconocen las restricciones debidas a las 
limitaciones de los recursos, también lo es que se imponen obligaciones con efecto 
inmediato, como lo es la no discriminación, la relativa a mantener un sistema transpa-
rente y eficaz para comprobar si la educación se orienta o no realmente a los objetivos 
educativos, así como la de establecer normas mínimas que deben cumplir todas las 
instituciones de enseñanza privada, entre otras.

Registro: 2009134 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo II, p. 1705, aislada, administrativa, 
constitucional. 

2a. XXVII/2015 (10a.)
ConsolidaCión FisCal. los artíCulos de la ley del impuesto sobre la renta que 

Como sistema regulan la determinaCión y el entero del impuesto diFerido Con-
Forme al deCreto de reFormas publiCado en el diario oFiCial de la FederaCión el 7 
de diCiembre de 2009, no impliCan una eXpropiaCión (legislaCión vigente del 1 de 
enero de 2010 al 31 de diCiembre de 2013).

La interpretación de los artículos 3º, 25 y 31, fracción IV, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, permite afirmar que el sistema tributario tiene 
como objetivo recaudar los ingresos requeridos por el Estado para satisfacer las nece-
sidades básicas de la comunidad bajo las pautas de los principios tributarios de pro-
porcionalidad y equidad, con un enfoque sustantivo en el concepto de democracia para 
el desarrollo de esa labor, a fin de procurar el crecimiento económico, la más justa 
distribución de la riqueza y el desarrollo óptimo de los derechos tutelados por dicho 
ordenamiento fundamental; entorno en el cual coexisten la exacción fiscal que, por su 
propia naturaleza, supone una reducción del patrimonio de las personas y de su liber-
tad general de acción, y la propiedad, cuya función social conlleva responsabilidades, 
entre ellas, la de contribuir al gasto público para alcanzar el objetivo mencionado. En 
ese marco constitucional e interpretativo se ubica el sistema normativo que obliga a la 
determinación y el entero del impuesto diferido con motivo de la consolidación conforme 
al decreto de reformas a la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 7 de diciembre de 2009, esencialmente contenido en los 
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II artículos 64, antepenúltimo párrafo, 70-A, 71, 71-A, 78 y cuarto, fracciones VI, VII, 

VIII y IX, de las Disposiciones Transitorias de dicho ordenamiento, porque se erige 
como la definición de un nuevo momento en que ha de concluir el diferimiento del pago 
de un impuesto cuyos supuestos del hecho imponible ya se han verificado, a efecto de 
que el fisco federal reciba montos tributarios que ya le eran debidos y sólo estaban 
pendientes de entero, sin necesidad de que se actualicen los supuestos previstos en la 
normativa vigente hasta 2009. Bajo esa lógica, si las normas del sistema señalado 
encuadran en la categoría general de contribuciones en el marco de la obligación 
constitucional referida, entonces no implican una expropiación en términos del artículo 
27, párrafos segundo y décimo, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque los enteros realizados con motivo de la relación tributaria 
no conllevan la privación de la propiedad particular por causa de utilidad pública. 
Consecuentemente, no debe otorgarse a favor de las sociedades controladoras indem-
nización alguna a cambio de la prestación que, en términos de ley, se les impone cubrir 
por concepto de impuesto diferido, porque la función social que cumple su propiedad 
a través del desprendimiento patrimonial que significa el pago de contribuciones, no 
se cimenta en la causa de utilidad pública, sino en el destino al gasto público.

Registro: 2007731 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo I, p. 602, aislada, constitucional. 

1a. CCCLIV/2014 (10a.)
dignidad Humana. Constituye una norma JurídiCa que Consagra un dereCHo Fun-

damental a Favor de las personas y no una simple deClaraCión étiCa.
La dignidad humana no se identifica ni se confunde con un precepto meramente 

moral sino que se proyecta en nuestro ordenamiento como un bien jurídico circunstancial 
al ser humano, merecedor de la más amplia protección jurídica, reconocido actualmente 
en los artículos 1º, último párrafo; 2º, apartado A, fracción II; 3º, fracción II, inciso 
c); y 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En efecto, el 
Pleno de esta Suprema Corte ha sostenido que la dignidad humana funge como un 
principio jurídico que permea en todo el ordenamiento, pero también como un derecho 
fundamental que debe ser respetado en todo caso, cuya importancia resalta al ser la 
base y condición para el disfrute de los demás derechos y el desarrollo integral de 
la personalidad. Así las cosas, la dignidad humana no es una simple declaración ética, 
sino que se trata de una norma jurídica que consagra un derecho fundamental a favor de 
la persona y por el cual se establece el mandato constitucional a todas las autori dades, 
e incluso particulares, de respetar y proteger la dignidad de todo individuo, entendida 
ésta —en su núcleo más esencial— como el interés inherente a toda persona, por el 
mero hecho de serlo, a ser tratada como tal y no como un objeto, a no ser humillada, 
degradada, envilecida o cosificada.

Registro: 2006672 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 7, junio de 2014, Tomo I, p. 712, jurisprudencia, constitucio-
nal, civil, laboral.

2a./J. 42/2014 (10a.)
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a salario mínimo. la autoridad JurisdiCCional puede ordenar el embargo sobre 
el eXCedente de su monto, para el aseguramiento de obligaCiones de CaráCter Civil 
o merCantil Contraídas por el trabaJador, en prinCipio, sólo respeCto del 30 por 
Ciento de ese eXCedente.

De una interpretación conforme del artículo 112 de la Ley Federal del Trabajo, en 
relación con los numerales 123, apartado A, fracción VIII, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y 10, párrafos 1 y 2, del Convenio Número 95 relativo 
a la Protección del Salario, aprobado por la Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo, así como de una exégesis sistemática de los diversos 110, 
fracciones I y V, de la Ley Federal del Trabajo y 1º, 3º, 4º, 6º, 13, 14, 17, 25 y 31, 
fracción IV, de la Constitución Federal (en lo concerniente a los derechos fundamenta-
les al mínimo vital, de seguridad jurídica y de acceso efectivo a la justicia), se concluye 
que una autoridad jurisdiccional puede ordenar el embargo sobre el excedente del 
monto del salario mínimo para el aseguramiento de obligaciones de carácter civil o 
mercantil contraídas por el trabajador, en el entendido de que esa medida sólo procede 
respecto del 30 por ciento de dicho excedente, salvo el caso de una orden derivada del 
pago de pensiones alimenticias decretadas por autoridad competente, supuesto en el 
cual podrá llevarse a cabo respecto de la totalidad del excedente del salario mínimo. 
Asimismo, debe precisarse que en el caso de que el salario del trabajador ya se hubiere 
embargado parcialmente por una pensión alimenticia, la limitante o protección del 
mínimo vital en proporción del 30 por ciento será aplicable a la parte excedente del 
salario mínimo que no se encuentra afectada por tal pensión.

Registro: 2006174 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 808, aislada, constitucional. 

1a. CL/2014 (10a.)
libertad de eXpresión y dereCHo a la inFormaCión. los FunCionarios universi-

tarios deben tolerar una mayor intromisión en su dereCHo al Honor, a la vida 
privada y a su propia imagen, Cuando reCiban CrítiCas sobre su desempeño en el 
Cargo.

La naturaleza jurídica de las universidades autónomas, como organismos descen-
tralizados del Estado con personalidad jurídica y patrimonio propio, en donde se imparte 
educación en los niveles establecidos en el artículo 3º de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, les confiere a sus funcionarios diversas potestades 
administrativas relacionadas con un servicio de carácter público. Así, tal circunstancia 
justifica el mayor escrutinio al que están sometidos los funcionarios universitarios, 
quienes deben tolerar una mayor intromisión en su derecho al honor, a la vida privada 
y a la propia imagen cuando reciban cuestionamientos sobre su desempeño en el cargo, 
máxime que las afirmaciones y apreciaciones sobre su actuación fomentan la transpa-
rencia y crítica de la gestión estatal en un ámbito particularmente sensible para el 
desarrollo nacional, como es la educación pública superior.
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II Registro: 2005362 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 2, enero de 2014, Tomo II, p. 1596, aislada, constitucional, 
laboral.

2a. III/2014 (10a.)
trabaJadores aCadémiCos. el artíCulo 353-l, párraFo segundo, de la ley Fede-

ral del trabaJo no vulnera el dereCHo a la estabilidad en el empleo.
En términos del artículo 3º, fracción VII, de la Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos, la relación laboral, tanto del personal académico como del 
administrativo, de las universidades o instituciones de educación superior que por ley 
hayan adquirido su autonomía, se regirá siempre conforme a las disposiciones del 
apartado A del artículo 123 constitucional, en los términos y con las modalidades que 
establezca la Ley Federal del Trabajo de acuerdo a las características propias de un 
trabajo especial; de suerte que, si bien es cierto que el precepto 353-L, párrafo segundo, 
de la citada legislación, establece las reglas para que un trabajador académico pueda 
tener una relación laboral por tiempo indeterminado, entre las que se encuentra que 
apruebe una evaluación académica, también lo es que si éste no la acredita debido a 
la falta de convocatoria por parte de la institución, y continúa prestando sus servicios 
en forma prolongada, tal circunstancia no conlleva a que la relación laboral se sujete 
a las reglas generales de todo contrato de trabajo, ya que esa situación no concuerda 
con los fines constitucionalmente perseguidos con la autonomía universitaria; sin que 
ello implique violación al derecho a la estabilidad en el empleo, porque la limitante 
consistente en que se presente una evaluación, que por lo regular se da por medio de 
un concurso de oposición, no incide ni afecta, en su generalidad, el derecho de los 
trabajadores de continuar prestando sus servicios en los términos que se tuvieran 
contratados, ni les impide participar en el aludido concurso de oposición, a través del 
cual, por el contrario, se otorga prioridad y preferencia al principio de estabilidad, 
partiendo de que el objetivo principal es que adquieran una relación laboral por tiempo 
indeterminado. Además, esta Segunda Sala considera razonable el ingreso por medio 
de un concurso de oposición, toda vez que ese método de evaluación resulta acorde 
para el cumplimiento de sus fines, consistentes en educar, investigar y difundir la 
cultura de acuerdo con los principios del artículo 3º constitucional, por lo que debe 
preservarse para que forme parte de su personal académico la persona que mayores 
aptitudes tenga para ello.

Registro: 2004202 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 3, p. 1630, 
aislada, constitucional, común.

XXVII.1o.(VIII Región) 18 K (10a.)
dereCHo de los niños y adolesCentes a una eduCaCión libre de violenCia en el 

Centro esColar.
Conforme a los artículos 1º, 3º, párrafos primero, segundo, tercero, fracción II, 

inciso c) y 4º, párrafos cuarto, octavo, noveno y décimo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 7º, fracciones VI y XVI, 8º, fracción III y 30 de la 
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a Ley General de Educación; 3º, puntos A y E, de la Ley para la Protección de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes; 5º de la Ley General de Víctimas y 20, fracción III, 
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, los niños y adolescentes 
tienen derecho a una educación libre de violencia en el centro escolar, como expresión 
o resultado del derecho a la educación, a la salud, al respeto a su dignidad humana y 
al principio del interés superior de la niñez. El citado derecho implica que en los cen-
tros escolares públicos o privados no se ejerza en contra de niños y adolescentes vio-
lencia física, sexual, psicoemocional o verbal, ya sea directa o indirectamente, o a 
través de las tecnologías de la información y comunicación, generada por otros alumnos, 
docentes o personal directivo. Como consecuencia de lo anterior, todos los órganos del 
Estado tienen la obligación ineludible de promover, respetar, proteger y garantizar ese 
derecho a través de las acciones que sean necesarias para reconocerlo, atenderlo, 
erradicarlo y prevenirlo, con la debida diligencia, esto es, con respuestas eficientes, 
eficaces, oportunas y responsables.

Registro: 2004347 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 3, 
p. 1739, aislada, laboral. 

III.4o.T.9 L (10a.)
trabaJadores aCadémiCos de la universidad de guadalaJara Contratados por 

tiempo determinado. es improCedente la prórroga de su Contrato Cuando no 
Cumplen los requisitos de permanenCia y deFinitividad previstos en la legislaCión 
universitaria.

De conformidad con los artículos 3º, fracción VII, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 353-L de la Ley Federal del Trabajo, las universidades 
autónomas por ley gozan de libertad para fijar los términos de ingreso, promoción y 
permanencia de su personal académico. Al respecto, de una interpretación teleológica 
y sistemática de los artículos 6º, fracción V, de la Ley Orgánica; 1º, 8º, 46 y 62 del 
Estatuto del Personal Académico; y, 12 y 15 del Reglamento de Ingreso, Promoción y 
Permanencia del Personal Académico, todos de la Universidad de Guadalajara, se 
colige que para que los miembros de su personal académico alcancen su definitividad 
y sean considerados como trabajadores de tiempo indeterminado, deben sujetarse a 
una evaluación académica, de la que deben resultar vencedores de los concursos de 
oposición que al efecto celebre la universidad, con base en las reglas previamente 
establecidas en la correspondiente convocatoria y la regulación universitaria, en razón 
de que ésta es la única manera que garantiza la permanencia y estabilidad en el empleo 
como personal académico. De ahí que las relaciones de trabajo entre el personal aca-
démico y la institución educativa terminarán sin responsabilidad para la entidad, 
cuando concluya el plazo señalado en el contrato o la obra por la que fue contratado, salvo 
que se trate de trabajadores académicos que tengan cumplidos dos años de servicios 
ininterrumpidos en una misma categoría y nivel, toda vez que éstos, de acuerdo con el 
artículo 29 del citado reglamento, tendrán derecho a que se abra un concurso de opo-
sición para que obtengan su definitividad. Luego, si un profesor de cualquier plantel 
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II de la aludida universidad, ya sea de educación media superior o superior, es contra-

tado por tiempo determinado, no tiene derecho a que se le prorrogue su contrato indi-
vidual de trabajo, si no ha obtenido su definitividad conforme a las disposiciones 
universitarias, máxime que, en tratándose del personal académico no rige el artículo 39 
de la Ley Federal del Trabajo, en virtud de que no es factible afirmar que prevalece 
ulteriormente la causa o materia del contrato, ni tampoco que debe ser prorrogado por 
todo el tiempo en que perdure la necesidad de impartir cátedra en general, ya que la 
referida temporalidad atiende a que las instituciones, cuya finalidad es prestar servicios 
educativos de naturaleza pública, continua, ordinaria y permanente, han tenido la 
necesidad de contratar al trabajador académico para un periodo lectivo determinado, 
que una vez transcurrido, concluye su objeto o materia, sin que pueda entenderse que 
subsiste o sigue vigente para un lapso posterior que no sea el de su propia duración, 
menor de dos años, en el entendido de que los consecutivos ciclos son periodos aca-
démicos diferentes (nuevos y posteriores) e, inclusive, las asignaturas a impartir pueden 
ser distintas entre cada semestre, derivadas de la propia secuencia del programa o plan 
de estudios, o bien, derivadas de un cambio en ellos, como comúnmente acontece en 
los planteles educativos autónomos. En ese sentido, no puede considerarse que los 
siguientes periodos académicos son una continuación o subsistencia del concluido, 
desde el momento en que no prevalecen las condiciones que determinan aquél, ni 
tampoco constituyen la perpetuidad de una misma situación.

Artículo 4º

Registro: 2009628 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 20, julio de 2015, Tomo II, p. 1721, 
aislada, constitucional. 

VI.3o.A.1 CS (10a.)
dereCHo Humano de aCCeso al agua. está reConoCido ConstituCional y Conven-

Cionalmente tanto para el Consumo personal y doméstiCo, Como para el uso agríCola 
o para el FunCionamiento de otras áreas produCtivas del seCtor primario.

El artículo 4º, sexto párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone el derecho humano de acceso al agua para consumo personal y 
doméstico, y establece que ese acceso debe ser en forma suficiente, salubre, aceptable 
y asequible, así como que el Estado debe garantizarlo y que la ley definirá las bases, 
apoyos y modalidades correspondientes. Así, si bien es cierto que dicho precepto no 
reconoce expresamente el derecho mencionado para otros usos, como el agrícola o para 
el funcionamiento de otras áreas productivas del sector primario, también lo es que sí 
debe entenderse con esa amplitud, dada la estrecha vinculación que existe entre él y 
otros derechos humanos, como los relativos a la alimentación y a la salud; todo lo cual 
fue advertido así por el Constituyente Permanente en sus discusiones y, además, reco-
nocido por fuentes internacionales, como la Observación General No. 15 del Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones 



Tesis de Jurisprudencia en materia constitucional | 83

In
te

rp
re

ta
ció

n 
de

l P
od

er
 Ju

di
cia

l d
e 

la 
Fe

de
ra

ció
n 

| 
Dé

cim
a 

ép
oc

a Unidas, que es el órgano facultado para interpretar y establecer los alcances del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales —suscrito y ratificado 
por México y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo de 
1981—, la cual constituye una interpretación más amplia y favorable del citado dere-
cho a la luz de este último instrumento internacional y resulta obligatoria para nuestro 
país en términos del artículo 1º, segundo párrafo, constitucional.

Registro: 2009283 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 591, aislada, constitucional, 
civil. 

1a. CXCIV/2015 (10a.)
interés superior del menor. al ponderar sus dereCHos de ConvivenCia Con los 

del progenitor Custodio a deCidir el lugar de residenCia, el Juzgador debe gestio-
nar la posibilidad de ConCiliar los intereses en ConFliCto y proCurar el mayor 
beneFiCio de aquél.

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 
1a. LXIX/2013 (10a.),(1) de “dereCHo de los menores de edad a Convivir Con sus 
padres. modos de resolver su ConFliCto Con el dereCHo del progenitor Custodio a 
deCidir su lugar de residenCia”, estableció que, por regla general, debe privilegiarse 
el derecho de los menores para convivir con sus padres; sin embargo, dicha tesis debe 
leerse a la luz de los deberes que impone el interés superior del menor, entre otros, el 
atender a los elementos personales, familiares, materiales, sociales y culturales que 
concurren en la familia, buscando la protección reforzada de los derechos de aquél. 
Es decir, al ponderar los derechos de convivencia con los derechos del progenitor 
custodio a decidir el lugar de residencia, el juzgador no puede resolver en automático, 
sino que debe valorar las particularidades del caso, gestionando la posibilidad de 
conciliar los intereses en conflicto y, en todo caso, procurando el mayor beneficio para 
los menores.

Registro: 2008640 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 1099, aislada, constitucional. 

1a. CVIII/2015 (10a.)
interés superior del menor. el dereCHo a eXpresar su opinión en un proCeso 

JurisdiCCional debe respetarse, inClusive en temas en los que aún no esté preparado 
para maniFestarse.

De los artículos 4º, párrafo noveno, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, deriva la obli-
gación del Estado de velar por el principio del interés superior del menor, garantizando 
de forma plena su derecho a expresar su opinión libremente en todos los asuntos que 
puedan afectarle y que aluden a determinaciones de su ámbito cotidiano. En ese sen-
tido, incluso en aquellos temas en los que el menor aún no esté preparado para mani-
festarse, ya sea por su falta de madurez o desconocimiento pleno de la información 
respecto de las ventajas o desventajas de la situación, debe respetarse el derecho a 
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el ejercicio de ese derecho está supeditado a su situación particular, así como al aná-
lisis del caso concreto en el cual se cuestione en los términos y parámetros en que debe 
escucharse a los menores involucrados, pues lo que se pretende es prevenir que en-
frenten situaciones que les inquieten o perturben su sano desarrollo, y sobre las cuales 
no sepan aún externar una opinión madura que pueda considerarse lo suficientemente 
válida para decidir algún aspecto que les afecte, asumiendo que a medida que el niño 
o la niña madura, sus opiniones deberán tener cada vez más peso en la evaluación de 
su interés superior.

Registro: 2008642 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 1100, aislada, constitucional. 

1a. CVI/2015 (10a.)
interés superior del menor. su opinión en un proCeso JurisdiCCional que le 

aFeCte no tiene Fuerza vinCulante para el órgano que ConoCe del asunto.
De la interpretación de los artículos 4º, párrafo noveno, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 
se concluye que el interés superior del menor implica el derecho de éste a expresar su 
opinión, la cual será tomada en cuenta en todos los asuntos que le afecten, sin que lo 
anterior signifique que deba acatarse indefectiblemente lo expresado por él en los 
procesos jurisdiccionales que puedan afectarle, es decir, no tiene fuerza vinculante 
para el órgano jurisdiccional que conoce del asunto, ya que, en aras de su protección 
integral, el juzgador debe ponderar todas las circunstancias del caso —con inclusión de 
la opinión del menor—, para emitir una resolución armónica y respetuosa de sus 
derechos humanos, en concordancia con el principio citado.

Registro: 2008641 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 1100, aislada, constitucional. 

1a. CVII/2015 (10a.)
interés superior del menor. la opinión de un menor eXpresada en un proCeso 

JurisdiCCional debe ser Cuidadosamente valorada a Fin de evitar que sea manipulada.
De la interpretación de los artículos 4º, párrafo noveno, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 
se desprende la obligación del Estado de velar por el principio del interés superior del 
menor, garantizando de manera plena el derecho a expresar su opinión libremente en 
todos los asuntos que puedan afectarle, teniéndose debidamente en cuenta sus opinio-
nes en función de su edad y madurez. En ese sentido, el juzgador deberá ser especial-
mente cuidadoso al valorar tanto la opinión del menor como el resto del material pro-
batorio en los asuntos que dirimen aspectos que afectan los derechos de menores, ya 
que en ocasiones éstos expresan una opinión que puede estar manipulada o alienada 
y podrían vulnerarse con suma facilidad los derechos del menor que precisamente se 
pretenden proteger, por lo que debe analizarse en conjunto tanto lo expresado por el 
menor, así como las demás circunstancias que se presenten en el caso.



Tesis de Jurisprudencia en materia constitucional | 85

In
te

rp
re

ta
ció

n 
de

l P
od

er
 Ju

di
cia

l d
e 

la 
Fe

de
ra

ció
n 

| 
Dé

cim
a 

ép
oc

a Registro: 2008539 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1379, aislada, constitucional, 
civil.

1a. LXXXV/2015 (10a.)
alimentos. el dereCHo a perCibirlos en términos del artíCulo 4º de la Consti-

tuCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos tiene un Contenido eConómiCo.
El derecho a percibir alimentos alcanza un conjunto de prestaciones cuya finalidad 

no sólo es la estricta supervivencia, sino que también busca una mejor reinserción en 
la sociedad. De ahí que los elementos de la obligación alimentaria deriven del artículo 
4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que el hecho de 
que determine que los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus nece-
sidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento, implica delinear los 
elementos esenciales del derecho de alimentos que, además, tiene como objetivo cen-
tral el desarrollo integral de los menores. Sin menoscabo de lo anterior, el contenido 
último de la obligación alimentaria es económico, pues consiste en un pago en dinero 
o en la incorporación a la familia, pero la finalidad a que se atiende es personal, pues 
aunque es patrimonial el objeto de la prestación, la obligación se encuentra en conexión 
con la defensa de la vida del acreedor y el desarrollo de su personalidad; esto es, tiene 
un contenido económico que permite al ser humano obtener su sustento en los ámbitos 
biológico, psicológico, social, etcétera. Así, el objeto de la obligación alimentaria está 
formado tanto por la cantidad de dinero asignada mediante una pensión, como por los 
medios necesarios para satisfacer los requerimientos del acreedor alimentista.

Registro: 2008546 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1397, aislada, constitucional. 

1a. LXXXIII/2015 (10a.)
interés superior del menor Como elemento de interpretaCión en el ámbito 

JurisdiCCional.
El interés superior del menor tiene un contenido de naturaleza real y relacional, 

que demanda una verificación y especial atención de los elementos concretos y espe-
cíficos que identifican a los menores, por lo que el escrutinio que debe realizarse en 
controversias que afecten dicho interés, de forma directa o indirecta, es más estricto 
que el de otros casos de protección a derechos fundamentales. Particularmente, en el 
ámbito jurisdiccional el interés superior del menor es tanto un principio orientador 
como una clave heurística de la actividad interpretativa relacionada con cualquier norma 
jurídica que deba aplicarse a un niño en un caso concreto o que pueda afectar sus 
intereses. Así, el interés superior del menor ordena la realización de una interpretación 
sistemática que considere los deberes de protección de los menores y los derechos 
especiales de éstos previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en los tratados internacionales y en las leyes de protección de la niñez; de este 
modo, el principio del interés superior del menor se consagra como criterio orientador 
fundamental de la actuación judicial; de ahí que conlleva ineludiblemente a que el 
juzgador tome en cuenta, al emitir sus resoluciones, algunos aspectos que le permitan 
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menor, sus necesidades físicas, afectivas y educativas; el efecto sobre él de un cambio; 
su edad, sexo y personalidad; los males que ha padecido o en que puede incurrir, y la 
posibilidad de que cada uno de sus padres responda a sus posibilidades. En suma, el 
principio del interés superior del menor debe informar todos los ámbitos de la actividad 
estatal que estén relacionados directa o indirectamente con los menores, lo que nece-
sariamente implica que la protección de los derechos del niño se realice a través de 
medidas reforzadas o agravadas, ya que los intereses de los niños deben protegerse 
siempre con una mayor intensidad.

Registro: 2008545 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1397, aislada, constitucional. 

1a. LXXIX/2015 (10a.)
impartiCión de JustiCia Con perspeCtiva de género. debe apliCarse este mé-

todo analítiCo en todos los Casos que involuCren relaCiones asimétriCas, preJui-
Cios y patrones estereotípiCos, independientemente del género de las personas 
involuCradas.

Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación 
por razones de género, previstos en los artículos 1º y 4º de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, respectivamente, deriva que todo órgano jurisdic-
cional debe impartir justicia con base en una perspectiva de género. Ahora bien, la 
utilización de esta herramienta de análisis para verificar si existe una situación de 
vulnerabilidad o prejuicio basada en el género de una persona, no es exclusiva para 
aquellos casos en que las mujeres alegan una vulneración al derecho a la igualdad, en 
virtud de que si bien es cierto que históricamente son las que más han sufrido la dis-
criminación y exclusión derivadas de la construcción cultural de la diferencia sexual 
—como reconoció el Constituyente en la reforma al artículo 4º de la Constitución 
federal publicada el 31 de diciembre de 1974, en la que incorporó explícitamente la 
igualdad entre hombres y mujeres—, también lo es que los estereotipos de género que 
producen situaciones de desventaja al juzgar, afectan tanto a mujeres como a hombres. 
De ahí que la perspectiva de género como método analítico deba aplicarse en todos los 
casos que involucren relaciones asimétricas, prejuicios y patrones estereotípicos, in-
dependientemente del género de las personas involucradas, con la finalidad de detec-
tar y eliminar las barreras y los obstáculos que discriminan a las personas por su 
pertenencia al grupo de “mujeres” u “hombres”.

Registro: 2008547 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1398, aislada, constitucional. 

1a. LXXXII/2015 (10a.)
interés superior del menor. Constituye un prinCipio reCtor de todas las aCtua-

Ciones de los poderes públiCos relaCionados Con menores.
Además de su carácter tuitivo, el principio de interés superior del menor constituye 

un elemento hermenéutico de primer orden para delimitar el contenido y alcance de 
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a los derechos humanos de los menores y los coloca como sujetos prevalentes de derechos. 
Se trata entonces de considerar la especial situación en que se encuentran ciertos 
derechos humanos cuando el titular es un menor, atendiendo a que el derecho básico de 
los menores de edad es el de ser atendidos con pleno respeto a sus derechos funda-
mentales. Desde esta óptica, los menores son destinatarios de un trato preferente, por 
su carácter jurídico de sujeto de especial protección, lo que implica que son titulares 
de un conjunto de derechos que deben valorarse de acuerdo con sus circunstancias 
específicas. De ahí que el interés superior del menor constituye un principio rector de 
todas las actuaciones de los poderes públicos relacionados con menores.

Registro: 2008551 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1409, aislada, constitucional. 

1a. LXXXIV/2015 (10a.)
prinCipio de igualdad y no disCriminaCión en la ConvenCión sobre los dereCHos 

del niño.
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 

la igualdad jurídica debe traducirse en la seguridad de no tener que soportar un per-
juicio o privarse de un beneficio desigual e injustificado, pues el valor superior que 
persigue este principio consiste en evitar la existencia de normas que, llamadas a 
proyectarse sobre situaciones de igualdad de hecho produzcan, por su aplicación, la 
ruptura de esa igualdad, al generar un trato discriminatorio entre situaciones análogas, 
o bien, propicien efectos semejantes sobre personas que se encuentran en situaciones 
dispares, lo que se traduce en desigualdad jurídica. Ahora bien, en particular, los 
menores tienen derecho a la no discriminación, lo cual implica que, sin excepción, 
deben disfrutar de su derecho a la protección eficaz, esto es, que ninguno sea víctima de 
actos discriminatorios por motivos de raza, religión, color de piel, idioma, nacionalidad, 
origen étnico o social, condición económica, discapacidad o de cualquiera otra índole. 
En ese sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño —específicamente en su 
artículo 2— retoma el principio de igualdad y no discriminación, y establece para los 
estados la obligación de garantizar todos los derechos para las niñas y los niños sin dis-
tinción alguna, principio general que, junto al del interés superior del menor (artículo 3), 
deben considerarse para interpretar, aplicar y hacer respetar todos los demás de-
rechos de la propia convención. Así, la convención referida reafirma el principio general 
de no discriminación, el cual se proyecta en dos ámbitos: la no discriminación por 
cualidades de los menores y de sus padres, aspectos que implican la obligación de los 
estados de evitar prácticas discriminatorias dirigidas hacia niños o niñas y, entre otras, 
las que pretendan fundamentarse en las características de sus padres o tutores.

Registro: 2008086 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 219, aislada, constitucional. 

1a. CDXXV/2014 (10a.)
autonomía de la voluntad. es un prinCipio de rango ConstituCional.
A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

el principio de autonomía de la voluntad goza de rango constitucional y no debe ser 
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del individuo como persona requiere el respeto de su autodeterminación individual, 
por lo que si no existe libertad del individuo para estructurar sus relaciones jurídicas 
de acuerdo con sus deseos, no se respeta la autodeterminación de ese sujeto. Aunado 
a lo anterior, el principio de autonomía de la voluntad tiene reflejo en el derecho de 
propiedad y en la libertad de contratación, la cual también es un elemento central 
del libre desarrollo de la personalidad, y en cuya virtud las partes de una relación 
jurídica son libres para gestionar su propio interés y regular sus relaciones, sin inje-
rencias externas.

Registro: 2008053 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo IV, 
p. 2928, aislada, constitucional, penal.

I.9o.P.69 P (10a.)
dereCHo de aCCeso, disposiCión y saneamiento del agua para Consumo personal 

y doméstiCo, en Forma suFiCiente, salubre, aCeptable y asequible. tratándose de 
personas privadas de la libertad, aquél debe analizarse a la luz de los prinCipios 
plasmados en la ConstituCión Federal y en los tratados internaCionales, a partir 
de una interpretaCión más amplia que les FavorezCa en todo momento (apliCaCión del 
prinCipio pro persona previsto en el artíCulo 1º de la ConstituCión Federal).

Con base en las reformas constitucionales en materia de derechos humanos, de 10 
de junio de 2011, en vigor a partir del día siguiente, en términos del artículo 1º, todas 
las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los 
tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. En relación con el 
derecho de acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y domés-
tico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, el artículo 4º constitucional 
establece que el Estado lo garantizará y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades 
para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la 
participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios. Luego, 
respecto de las personas privadas de la libertad, este derecho está reconocido en ins-
trumentos internacionales, informes y documentos de órganos autorizados como la 
Observación General No. 15 del Comité de Naciones Unidas de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales —sobre el derecho al agua—; las Reglas Mínimas para el trata-
miento de los Reclusos; Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Per-
sonas Privadas de la Libertad en las Américas; el Informe sobre los Derechos Humanos 
de las Personas Privadas de la Libertad en las Américas; Comité Internacional de la 
Cruz Roja y Corte Interamericana de Derechos Humanos —Caso Vélez Loor vs. Pa-
namá—. En concordancia, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
elaboró la Observación General Número 15, de noviembre de 2002, en la que precisa 
que el vital líquido es un recurso natural limitado y un bien público fundamental para 
la vida y la salud, y que el derecho humano al agua es indispensable para vivir digna-
mente y condición previa para la realización de otros derechos humanos. En este 
sentido, y en correspondencia con el “principio pro persona”, conforme al cual la in-
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a terpretación jurídica siempre debe buscar el mayor beneficio para el hombre, el dere-
cho humano al agua, es aquél a disponer de la suficiente, salubre, aceptable, accesible 
y asequible para el uso personal y doméstico; un abastecimiento adecuado es necesa-
rio para evitar la muerte, y para satisfacer las necesidades de consumo, cocina e higiene 
personal y doméstica, lo que se logra con el abastecimiento de agua que de cada persona 
debe ser continuo y suficiente para los usos personales y domésticos; la cantidad dis-
ponible para cada persona debería corresponder a las directrices de la Organización 
Mundial de la Salud; por lo que, el agua, las instalaciones y los servicios deben ser 
accesibles para todos, sin discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado 
Parte. Por ello, si el agua y los servicios e instalaciones deben ser accesibles a todos 
de hecho y de derecho, incluso a los sectores más vulnerables y marginados de la po-
blación, sin discriminación alguna, a fin de garantizar la tutela de ese derecho humano, 
los Estados Partes deben adoptar medidas para eliminar la discriminación cuando se 
prive a las personas de los medios o derechos necesarios para ejercer su derecho al 
agua; además, deben velar porque la asignación de los recursos de agua y las inversiones, 
faciliten su acceso a todos los miembros de la sociedad; pues las transformaciones no 
deben ser en beneficio de una fracción privilegiada de la población, sino invertirse en 
servicios e instalaciones que redunden a favor de un sector más amplio, conforme a 
una interpretación no restrictiva, atendiendo al principio pro homine, que permite 
acudir a una interpretación del derecho al agua acorde con los principios sustentados 
en la Constitución federal y en los derechos humanos contenidos en los instrumen-
tos internacionales referidos, a partir de una interpretación que favorezca en todo tiempo 
a las personas la protección más amplia.

Registro: 2008054 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo IV, 
p. 2930, aislada, constitucional, penal.

I.9o.P.68 P (10a.)
dereCHo Fundamental al agua potable. al ser las personas privadas de la 

libertad suJetos espeCialmente vulnerables, las autoridades CarCelarias deben 
garantizarlo y reForzarlo en los Centros de reClusión, Con Criterios de disponi-
bilidad, Calidad y aCCesibilidad.

El agua como recurso imprescindible para los seres humanos cumple primordial-
mente la necesidad de consumo y usos domésticos de todos los individuos. Así, en 
la asignación de los recursos hídricos debe concederse prioridad al derecho a utilizarla 
cuando se pretenda con su suministro garantizar los derechos fundamentales a la vida, 
salud, dignidad humana y alimentación. Por tanto, al ser necesaria para fines domés-
ticos o personales, o para evitar el hambre y las enfermedades, su suministro deberá 
hacerse prioritariamente. Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales ha sostenido que si bien el derecho al agua potable es aplicable a todos 
universalmente, los estados deben prestar especial atención a las personas que tradi-
cionalmente han tenido dificultades para ejercerlo; y respecto de las personas privadas 
de la libertad, establece que el Estado tiene el deber de adoptar medidas con el fin de 
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teniendo en cuenta las prescripciones del derecho internacional humanitario y las 
reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Por lo que, al encontrarse los inter-
nos bajo la custodia del Estado, en virtud de la especial relación de sujeción, deben 
ser las autoridades carcelarias las que garanticen el derecho fundamental al agua con 
criterios de disponibilidad, calidad y accesibilidad, pues las personas privadas de la 
libertad no cuentan con una opción distinta a la administración para alcanzar la plena 
realización de su derecho fundamental al agua al interior de los penales, razón que 
justifica que, por tratarse de sujetos especialmente vulnerables, la garantía de su derecho 
deba ser reforzada, porque quienes se encuentran obligados a garantizar el derecho al 
agua de los reclusos —autoridades penitenciarias— asumen reiteradamente una acti-
tud de desidia respecto de su obligación de garantizar este derecho en los niveles 
mínimos esenciales que permitan a los internos subsistir al interior de las prisiones del 
país de forma digna y humana.

Registro: 2007730 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo I, p. 599, aislada, constitucional. 

1a. CCCLIII/2014 (10a.)
dereCHo a aCCeder a un nivel de vida adeCuado. su plena vigenCia depende de 

la Completa satisFaCCión de los dereCHos Fundamentales propios de la esFera de neCe-
sidades básiCas de los seres Humanos.

Esta Primera Sala advierte que del texto actual del artículo 4º de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos se desprende, si bien no en estos términos 
literales, un derecho fundamental de toda persona a acceder a un nivel de vida adecuado 
o digno; derecho que también encuentra fundamento expreso en diversos instrumentos 
internacionales, entre los que podemos destacar el artículo 11 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Una característica distintiva de 
este derecho radica en la íntima relación que mantiene con otros derechos fundamen-
tales, tales como el derecho a la vida, alimentación, vestido, vivienda, educación y 
salud, pues es claro que para que una persona se encuentre en condiciones de alcanzar 
un determinado nivel de bienestar requiere que todas sus necesidades básicas se en-
cuentren adecuadamente satisfechas. Así, se advierte que la plena vigencia del derecho 
fundamental a un nivel de vida adecuado o digno depende a su vez de la completa 
satisfacción de esta esfera de derechos propia de las necesidades básicas de los seres 
humanos.

Registro: 2007338 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo I, p. 579, aislada, constitucional. 

1a. CCCVI/2014 (10a.)
igualdad y no disCriminaCión por Cuestiones de género. para analizar si una ley 

Cumple Con este dereCHo Fundamental, debe tenerse en Cuenta que la disCriminaCión 
puede ser direCta e indireCta.

Para analizar si una ley ordinaria cumple o no con el derecho humano a la igualdad 
y no discriminación por cuestiones de género, reconocido en el artículo 1º de la Cons-
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a titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se robustece con el numeral 
4º, párrafo primero, de la propia Constitución, debe considerarse que dicha discrimi-
nación puede ser directa e indirecta. La directa se presenta cuando la ley da a las 
personas un trato diferenciado ilegítimo; mientras que la indirecta se actualiza cuando 
la discriminación se genera como resultado de leyes, políticas o prácticas que, en 
apariencia, son neutrales, pero que impactan adversamente en el ejercicio de los de-
rechos de ciertos grupos o personas. Así, el legislador debe evitar el dictado de leyes 
que puedan crear una situación de discriminación de jure o de facto. Por tanto, al 
realizar el análisis en cuestión, debe verificarse que tanto el hombre como la mujer 
tengan las mismas oportunidades y posibilidades de obtener iguales resultados y, para 
ello, no siempre basta con que la ley garantice un trato idéntico, sino que, en ocasiones, 
deben tenerse en cuenta las diferencias biológicas que hay entre ellos y las que la 
cultura y la sociedad han creado para determinar si el trato que establece la ley 
para uno y otra es o no discriminatorio, considerando que en ciertas circunstancias 
será necesario que no haya un trato idéntico precisamente para equilibrar sus diferen-
cias; sin embargo, en esos casos, el trato diferenciado deberá ser lo suficientemente 
objetivo y razonable y no atentar directa o indirectamente contra la dignidad humana; 
de ahí que no debe tener por objeto obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o 
anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades.

Registro: 2006593 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 7, junio de 2014, Tomo I, p. 270, jurisprudencia, constitucional. 

1a./J. 44/2014 (10a.)
interés superior del menor. su ConFiguraCión Como ConCepto JurídiCo indeter-

minado y Criterios para su apliCaCión a Casos ConCretos.
Resulta ya un lugar común señalar que la configuración del interés superior del 

menor, como concepto jurídico indeterminado, dificulta notablemente su aplicación. 
Así, a juicio de esta Primera Sala, es necesario encontrar criterios para averiguar, ra-
cionalmente, en qué consiste el interés del menor y paralelamente determinarlo en 
concreto en los casos correspondientes. Es posible señalar que todo concepto indeter-
minado cabe estructurarlo en varias zonas. Una primera zona de certeza positiva, que 
contiene el presupuesto necesario o la condición inicial mínima. Una segunda zona de 
certeza negativa, a partir de la cual nos hallamos fuera del concepto indeterminado. 
En tercer y último lugar la denominada zona intermedia, más amplia por su ambigüedad 
e incertidumbre, donde cabe tomar varias decisiones. En la zona intermedia, para 
determinar cuál es el interés del menor y obtener un juicio de valor, es necesario pre-
cisar los hechos y las circunstancias que lo envuelven. En esta zona podemos observar 
cómo el interés del menor no es siempre el mismo, ni siquiera con carácter general 
para todos los hijos, pues éste varía en función de las circunstancias personales y fa-
miliares. Además, dicha zona se amplía cuando pasamos —en la indeterminación del 
concepto— del plano jurídico al cultural. Por lo anterior, es claro que el derecho posi-
tivo no puede precisar con exactitud los límites del interés superior del menor para 
cada supuesto de hecho planteado. Son los tribunales quienes han de determinarlo 
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En este sentido, es posible señalar como criterios relevantes para la determinación en 
concreto del interés del menor en todos aquellos casos en que esté de por medio la 
situación familiar de un menor, los siguientes: a) se deben satisfacer, por el medio más 
idóneo, las necesidades materiales básicas o vitales del menor, y las de tipo espiritual, 
afectivas y educacionales; b) se deberá atender a los deseos, sentimientos y opiniones 
del menor, siempre que sean compatibles con lo anterior e interpretados de acuerdo 
con su personal madurez o discernimiento; y c) se debe mantener, si es posible, el statu 
quo material y espiritual del menor y atender a la incidencia que toda alteración del 
mismo pueda tener en su personalidad y para su futuro. Asimismo, es necesario adver-
tir que para valorar el interés del menor, muchas veces se impone un estudio compa-
rativo y en ocasiones beligerante entre varios intereses en conflicto, por lo que el juez 
tendrá que examinar las circunstancias específicas de cada caso para poder llegar a 
una solución estable, justa y equitativa especialmente para el menor, cuyos intereses 
deben primar frente a los demás que puedan entrar en juego, procurando la concor-
dancia e interpretación de las normas jurídicas en la línea de favorecer al menor, 
principio consagrado en el artículo 4º constitucional.

Registro: 2006227 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 451, jurisprudencia, constitucional, 
civil.

1a./J. 31/2014 (10a.)
interés superior de los menores y atribuCión de la guarda y Custodia.
Como criterio ordenador, el interés superior de los menores previsto en el artículo 

4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ha de guiar cualquier 
decisión sobre guarda y custodia. Dicho de otro modo, el interés del menor constituye 
el límite y punto de referencia último de la institución de la guarda y custodia, así como 
de su propia operatividad y eficacia. En esta lógica, a la hora de decidir la forma de 
atribución a los progenitores de la guarda y custodia, hay que tener en cuenta que la 
regulación de cuantos deberes y facultades configuran la patria potestad, siempre está 
pensada y orientada en beneficio de los hijos, finalidad que es común para el conjunto 
de las relaciones paterno-filiales; y este criterio proteccionista se refleja también en las 
medidas judiciales que han de adoptarse en relación con el cuidado y educación de 
los hijos. En definitiva, todas las medidas sobre el cuidado y educación de los hijos 
deben ser adoptadas teniendo en cuenta el interés de éstos, que no el de los padres, 
pues no son las condiciones psicológicas o afectivas de los progenitores las que deter-
minan las medidas a adoptar, sino exclusivamente el bienestar de los hijos. El criterio 
antes reseñado vincula tanto a los órganos jurisdiccionales como al resto de los poderes 
públicos e, incluso, a los padres y ciudadanos, de manera que han de adoptarse aquellas 
medidas que sean más adecuadas a la edad de los menores, para ir construyendo pro-
gresivamente el control acerca de su situación personal y proyección de futuro, evitando 
siempre que el menor pueda ser manipulado, buscando, por el contrario, su formación 
integral y su integración familiar y social.
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a Registro: 2006169 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 798, aislada, constitucional. 

1a. CXLVI/2014 (10a.)
dereCHo Fundamental a una vivienda digna y deCorosa. alCanCe del artíCulo 

4º, párraFo séptimo, de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.
Si bien es cierto que el citado derecho fundamental, reconocido en el artículo 4º, 

párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tuvo 
como origen el deseo de satisfacer una necesidad colectiva, también lo es que no puede 
limitarse a ser un derecho exclusivo de quienes son titulares de una vivienda popular 
o incluso carecen de ella; esto es, el derecho fundamental a una vivienda digna y de-
corosa protege a todas las personas y, por tanto, no debe ser excluyente. Ahora bien, lo 
que delimita su alcance es su contenido, pues lo que persigue es que los ciudadanos 
obtengan lo que debe entenderse por una vivienda adecuada, lo cual no se satisface con 
el mero hecho de que las personas tengan un lugar para habitar, cualquiera que éste 
sea; sino que para que ese lugar pueda considerarse una vivienda adecuada, debe cum-
plir necesariamente con un estándar mínimo, el cual ha sido definido por el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas 
en la Observación General No. 4 (1991) (E/1992/23), al interpretar el artículo 11, 
numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo de 1981, ya que en 
caso contrario no se daría efectividad al objetivo perseguido por el constituyente per-
manente. De forma que lo que dispone el artículo 4º de la Constitución federal cons-
tituye un derecho mínimo, sin que obste reconocer que los grupos más vulnerables 
requieren una protección constitucional reforzada y, en ese tenor, es constitucionalmente 
válido que el Estado dedique mayores recursos y programas a atender el problema de 
vivienda que aqueja a las clases más necesitadas, sin que ello implique hacer excluyente 
el derecho a la vivienda adecuada.

Registro: 2006170 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 799, aislada, constitucional. 

1a. CXLVII/2014 (10a.)
dereCHo Fundamental a una vivienda digna y deCorosa. el estado meXiCano está 

obligado a implementar las medidas para Cumplir Con la estrategia naCional de 
vivienda, pero su Cumplimiento no es eXClusivo de los órganos del estado, sino que 
se HaCe eXtensivo a los seCtores privado y soCial que partiCipan en la promoCión y 
desarrollo inmobiliario.

Si bien es cierto que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo de 1981, 
impone a los Estados Parte la obligación de implementar las medidas necesarias para 
hacer efectivo el derecho fundamental a una vivienda adecuada, reconocido en el 
artículo 4º, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, también lo es que deja libertad de configuración para que cada Estado sea quien 
determine cuáles son las medidas que más se adaptan a las condiciones sociales, 
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cada Estado emitir la legislación y normativa que regulen la política nacional en torno 
al derecho a una vivienda adecuada, en el entendido de que aquélla deberá respetar 
los elementos que constituyen el estándar mínimo, y que una vez emitida, su cumpli-
miento no debe quedar al arbitrio de los órganos del Estado ni de los particulares, sino 
que corresponde a aquél implementar las medidas adecuadas para que sus órganos y 
los sectores social y privado den debido cumplimiento a los compromisos adquiridos. 
En ese tenor, cualquier excepción al cumplimiento de la normativa aplicable debe 
estar plenamente justificada y, en su caso, autorizada, además de que ha de hacerse 
del conocimiento del comprador de la vivienda previamente a su adquisición. De forma 
que si el desarrollador inmobiliario no acredita contar con la autorización para excep-
tuar el cumplimiento de algún requisito impuesto por la normativa aplicable, y no 
justifica plenamente las razones por las cuales decidió no incorporar dicho requisito a 
la vivienda, pero sobre todo, no demuestra haber comunicado en forma expresa y clara 
al comprador, antes de su adquisición, que ésta carece o carecerá de algunos de los 
requisitos impuestos por la normatividad aplicable, especialmente cuando la vivienda 
se adquiere antes de ser construida, entonces, el comprador debe tener expedito 
su derecho para demandar, ya sea, el cumplimiento forzoso de la normativa y, por tanto, 
del estándar mínimo requerido para que la vivienda sea adecuada o, en su defecto, la 
rescisión o nulidad del contrato y la indemnización correspondiente. Consecuentemente, 
la obligación de implementar las medidas adecuadas para cumplir con la estrategia 
nacional de vivienda no es exclusiva de los órganos del Estado, sino que se hace ex-
tensiva a los integrantes de los sectores privado y social que participan en la promoción 
y desarrollo inmobiliario; máxime que, por regla general, éstos lo hacen con objeto de 
lucro. De ahí que sea inadmisible que el derecho fundamental a una vivienda adecuada, 
esto es, a que cumpla con el estándar mínimo para poder ser considerada como tal 
—como es el hecho de contar con ventanas—, se condicione a que no se haya pactado 
en un contrato, puesto que el estándar mínimo con el que debe contar una vivienda 
para considerarse adecuada no deriva del pacto entre las partes, sino de la Constitución 
General de la República y de los tratados internacionales, y su cumplimiento no se 
puede dejar a la voluntad de las partes.

Registro: 2006171 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 801, aislada, constitucional. 

1a. CXLVIII/2014 (10a.)
dereCHo Fundamental a una vivienda digna y deCorosa. su Contenido a la luz 

de los tratados internaCionales.
El artículo 11, numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-

ciales y Culturales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo 
de 1981, establece el derecho de toda persona a una vivienda adecuada, así como la 
obligación de los Estados Parte de tomar las medidas apropiadas para asegurar su 
efectividad. Ahora bien, de la interpretación realizada por el Comité de Derechos 
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a Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas en la 
Observación General No. 4 (1991) (E/1992/23), a dicho numeral, así como de los 
Lineamientos en Aspectos Prácticos respecto del Derecho Humano a la Vivienda Ade-
cuada, elaborados por el Comité de Asentamientos Humanos de la Organización de las 
Naciones Unidas, y los Principios de Higiene de la Vivienda, emitidos por la Organi-
zación Mundial de la Salud, en Ginebra en 1990, se concluye que el derecho funda-
mental a una vivienda digna y decorosa, tiene las siguientes características: (a) debe 
garantizarse a todas las personas; (b) no debe interpretarse en un sentido restrictivo; 
(c) para que una vivienda se considere “adecuada” requiere contar con los elementos 
que garanticen un nivel mínimo de bienestar a quien la habite, esencialmente, una 
infraestructura básica adecuada, que proteja de la humedad, la lluvia, el viento, así 
como riesgos estructurales, con instalaciones sanitarias y de aseo, un espacio especial 
para preparar e ingerir los alimentos, espacio adecuado para el descanso, iluminación 
y ventilación adecuadas, acceso al agua potable, electricidad y drenaje; y, (d) los es-
tados deben adoptar una estrategia nacional de vivienda para alcanzar el objetivo 
establecido en el pacto internacional de referencia, así como tomar e implementar las 
medidas legislativas, administrativas, presupuestarias y judiciales adecuadas para 
la realización plena de dicho derecho, dentro de las cuales está asegurar a la población 
recursos jurídicos y mecanismos judiciales para que los gobernados puedan reclamar 
su incumplimiento, cuando las condiciones de las viviendas no sean adecuadas o sean 
insalubres. Así, dichos aspectos constituyen los elementos básicos del derecho a una 
vivienda digna y decorosa reconocido por el artículo 4º, párrafo séptimo, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en que todas las personas 
cuenten con una vivienda que tenga los elementos mínimos necesarios para ser consi-
derada como tal.

Registro: 2006011 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 406, jurisprudencia, constitucional. 

1a./J. 18/2014 (10a.)
interés superior del niño. FunCión en el ámbito JurisdiCCional.
En el ámbito jurisdiccional, el interés superior del niño es un principio orientador 

de la actividad interpretativa relacionada con cualquier norma jurídica que tenga que 
aplicarse a un niño en un caso concreto o que pueda afectar los intereses de algún 
menor. Este principio ordena la realización de una interpretación sistemática que, para 
darle sentido a la norma en cuestión, tome en cuenta los deberes de protección de los 
menores y los derechos especiales de éstos previstos en la Constitución, tratados inter-
nacionales y leyes de protección de la niñez. Cuando se trata de medidas legislativas 
o administrativas que afecten derechos de los menores, el interés superior del niño 
demanda de los órganos jurisdiccionales la realización de un escrutinio mucho más 
estricto en relación con la necesidad y proporcionalidad de la medida en cuestión.
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II Registro: 2004009 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 2, p. 1443, 
aislada, constitucional, civil. 

VI.1o.C.36 C (10a.)
interés superior del menor. diCHo prinCipio no impliCa que se aCate su voluntad 

o pretensiones individuales, ni impide el Cumplimiento a un mandato JudiCial.
Atento a los artículos 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos, 3, inciso A y 4 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, así como al contenido de los instrumentos internacionales de observan-
cia obligatoria para el Estado mexicano, conforme al artículo 1º de la propia Constitu-
ción federal, tales como la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, así como al Protocolo de Actuación para Quienes 
Imparten Justicia en Casos que Afecten a Niñas, Niños y Adolescentes emitido por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en febrero de 2012; el interés superior 
del menor, consiste, esencialmente, en respetar sus derechos y el ejercicio de éstos, 
para su sano desarrollo cognitivo, psicológico y emocional, y debe tenerse en cuenta 
preponderantemente en cualquier decisión y actuación de los órdenes públicos, así 
como por la sociedad en su conjunto; sin embargo, dicho principio no implica, de 
ningún modo, que se acate la voluntad o pretensiones individuales de un menor; ade-
más, debe puntualizarse que todo mandamiento judicial en que se ordene a un tutor 
presentar a un menor en determinado lugar, no significa, en modo alguno, que pueda o 
tenga que hacer uso de coacción, amenaza o intimidación, por virtud de que la guarda 
y custodia que ejerce sobre él, implica enseñar a éste las reglas sociales que debe 
cumplir, como es evidentemente la obediencia a sus indicaciones, como sería asistir a 
la escuela, por ser lo mejor para él y, de igual forma inculcarle el respeto a las leyes y 
decisiones válidas de la autoridad. De ahí que no deba considerarse que el cumpli-
miento del mandato afecte el interés superior del menor.

Registro: 2003610 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 541, aislada, constitu-
cional, civil.

1a. LXXI/2013 (10a.)
interés superior del menor. sus alCanCes en un JuiCio de reConoCimiento de 

paternidad.
La reforma al artículo 4º de la Carta Magna que elevó a rango constitucional el 

interés superior del menor, se sustentó en la necesidad de reconocer que el infante, por 
su falta de madurez física y mental, necesita una protección legal reforzada que le 
asegure el ejercicio pleno de sus derechos, incluidos los reconocidos a nivel interna-
cional, mismos que no se agregaron en forma expresa al citado artículo 4º para evitar 
el error de establecer un catálogo que resultase incompleto, no obstante quedaron 
comprendidos todos los reconocidos a nivel internacional, en especial, los contenidos 
en la Convención sobre los Derechos del Niño, mismos que nuestro país se obligó a 
respetar a través de sus diversas autoridades, incluidas las de índole jurisdiccional. 
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a Así, para cumplir con esa obligación, en primer lugar, es necesario que el juzgador 
tenga presente cuáles son los derechos que la Constitución y los tratados internacio-
nales reconocen a favor de la niñez; después, es preciso que se interpreten y apliquen 
adecuadamente, es decir, de la manera que más favorezca a los infantes, teniendo 
siempre en cuenta su condición personal, a efecto de salvaguardar su sano desarrollo 
en todos los ámbitos posibles. Por tanto, cuando se demande el reconocimiento de 
paternidad, el juzgador está obligado a tener presente que dicha demanda no sólo se 
relaciona con el derecho que tiene el menor a indagar y conocer la verdad sobre su 
origen, sino que además, ese conocimiento involucra una serie de derechos que le 
resultan fundamentales, pues derivado de esa investigación se podrá establecer si existe 
o no una filiación entre él y quien se considera es el padre y, de ser así, no sólo podrá 
acceder a llevar el apellido de su progenitor como parte del derecho a la identidad que 
le permite tener un nombre y una filiación, sino que se verá beneficiado en su derecho 
a la salud; así, en cumplimiento del artículo 4º constitucional, el juzgador está cons-
treñido a atender todas las circunstancias o hechos que se relacionen con la niñez, ya 
sea que formen parte de la litis o surjan durante el procedimiento, de ahí que esté 
obligado a ordenar la práctica, repetición o ampliación de cualquier diligencia proba-
toria que resulte pertinente, entre ellas la pericial, esto con el fin de dictar una senten-
cia en la que tenga plena convicción de que lo decidido en relación con la infancia, no 
le resultará nocivo ni contrario a su formación y desarrollo integral. En consecuencia, 
si en un juicio de reconocimiento de paternidad se omite ordenar el desahogo, perfec-
ción, ampliación o repetición de la prueba pericial o, en su caso, no impone los aperci-
bimientos respectivos, resulta inconcuso que no sólo habrá incumplido con la obligación 
imperiosa de otorgar una protección legal reforzada al menor, proveyendo lo necesario 
para el respeto pleno de sus derechos, sino que, además, dejará de atender el interés 
superior del menor, en tanto que habrá dictado una sentencia sin contar con los ele-
mentos objetivos necesarios, lo cual no sólo se traduce en una violación a las formali-
dades esenciales del procedimiento, en especial las relacionadas con la oportunidad 
de ofrecer y desahogar pruebas, sino que además conlleva una afectación al derecho de 
acceso efectivo a la justicia. Por lo anterior, aun si en el referido juicio no se ofrece la 
prueba idónea o se hace deficientemente, el juzgador deberá ordenar, incluso de oficio, 
su desahogo.

Registro: 2002501 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 1, p. 626, aislada, constitu-
cional. 

1a. XXIII/2013 (10a.)
dereCHo Fundamental a la salud. impone deberes tanto a los poderes públiCos 

Como a los partiCulares que se dediCan al ámbito de la salud.
El derecho a la salud consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos impone deberes complejos a todos los poderes públicos dentro del Estado, 
desde el legislador y la administración, hospitales públicos y su personal médico, hasta 
los tribunales; pero también a los particulares, tales como los médicos, hospitales 
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consecuencia, del análisis del contenido y estructura del derecho fundamental a la 
salud, se desprende que éste es vinculante no sólo frente a los órganos del Estado, sino 
que adicionalmente, posee eficacia jurídica en ciertas relaciones entre particulares. 
Por ello, en los asuntos de su conocimiento, los tribunales deben atender a la influen-
cia de los valores que subyacen en el derecho a la salud, fungiendo como un vínculo 
entre la Constitución y los particulares al momento en que resuelven un caso concreto. 
Así las cosas, en virtud de la fuerza normativa de la Constitución, no resulta compati-
ble concebir que los hospitales privados y su personal médico son regidos únicamente 
bajo figuras de derecho privado, en especial cuando estos sujetos obran en aras a la 
protección de la salud de las personas. En efecto, en virtud de la complejidad de los 
sistemas jurídicos en la actualidad, y de la estrecha relación entre sus componentes 
normativos, es claro que existen numerosos ámbitos en los cuales no se puede hacer 
una división clara y tajante entre derecho público y privado. Lo anterior se actualiza 
en el ámbito de los hospitales privados y su personal médico, ya que su actuar tiene 
repercusiones en la protección de la salud de los pacientes. En conclusión, no puede 
negarse que el objetivo consistente en proteger el derecho a la salud de los pacientes 
es un fin público, pues excede el mero interés de los particulares al ser una meta 
inherente del Estado mexicano.

Artículo 5º

Registro: 2004826 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XXVI, Noviembre 2013, Tomo 1, p. 516, aislada, cons-
titucional, administrativa. 

1a. CCCXVIII/2013 (10a.)
aCtividad ContraCtual del estado. la CoeXistenCia de los prinCipios de interés 

públiCo y Honradez Constituye el parámetro de su esCrutinio ConstituCional.
El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos da 

fundamento a la actividad contractual del Estado, la que es informada por distintos 
principios, entre ellos, el de interés público, mediante el cual se busca asegurar las 
mejores condiciones de contratación para aquél, ya que permite subordinar el interés 
privado, al ser fuente de determinada asimetría contractual, no observable en el dere-
cho común, que es sustento de figuras extintivas o suspensivas de los contratos a favor 
del Estado. Sin embargo, dicho principio debe interpretarse de manera restrictiva a la 
luz del modelo del Estado Constitucional de Derecho, esto es, como principio necesa-
rio para la realización de fines de bienestar común para los cuales se instituyen las 
autoridades, por lo que no cabría encontrar una autorización estatal ilimitada para 
modificar arbitrariamente condiciones pactadas, ni una justificación constitucional para 
el incumplimiento de las obligaciones convencionales del Estado, pues justo la regla 
general es que debe cumplirlas, lo cual lleva a esta Sala a otorgar contenido normativo 
al principio de “honradez” mencionado en la norma constitucional, como mandato 
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a estatal de cumplimiento de las obligaciones contraídas, complementado en su contenido 
por su estrecha relación con el artículo 5º constitucional, que establece el derecho 
de retribución para el trabajo prestado por las personas. Así, el acomodo razonable de 
ambos principios ha de ser un parámetro de cualquier ejercicio de escrutinio constitu-
cional sobre los distintos modelos de contratación establecidos por el legislador.

Artículo 6º

Registro: 2008939 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 516, aislada, constitucional. 

1a. CXXXIII/2015 (10a.)
libertad de eXpresión. relaCión entre el lenguaJe dominante en una soCiedad 

y la ConstruCCión de estereotipos.
La relación entre lenguaje y la identidad de las personas conlleva una mezcla 

compleja de factores individuales, sociales y políticos que permite que las mismas 
se consideren miembros de una colectividad o se sientan excluidas de ésta. Así, donde 
existen conflictos sociales, y en particular reivindicaciones colectivas, el uso del len-
guaje puede permitir la eliminación de prácticas de exclusión y estigmatización. Tal 
lenguaje influye en la percepción que las personas tienen de la realidad, provocando 
que los prejuicios sociales, mismos que sirven de base para las prácticas de exclusión, 
se arraiguen en la sociedad mediante expresiones que predisponen la marginación de 
ciertos individuos. Las percepciones o las imágenes que tenemos de ciertos grupos in-
fluyen de forma definitiva en nuestras expectativas hacia ellos, así como en nuestros 
juicios y en nuestro comportamiento. Así, la representación de “normalidad” con la 
cual una sociedad habla sobre algo o lo simboliza se le conoce como discurso dominante, 
mismo que se caracteriza por la construcción de un conjunto más o menos estructurado 
de creencias en relación a los miembros de un grupo, a lo cual se le denomina como 
estereotipo. Así, los estereotipos contienen explícita o implícitamente juicios de valor 
negativos sobre los integrantes de un grupo social determinado, ante lo cual se con-
vierten en instrumentos para descalificar y, en última instancia, para justificar acciones 
y sucesos en su contra.

Registro: 2008407 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1389, aislada, constitucional. 

1a. XLIV/2015 (10a.)
dereCHo a la inFormaCión y a la libertad de eXpresión. el HeCHo de que los 

servidores públiCos ConCluyan sus FunCiones, no impliCa que termine el mayor nivel 
de toleranCia Frente a la CrítiCa a su desempeño.

El hecho de que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
haya sostenido que las personas no estarán sometidas a un mayor escrutinio de la so-
ciedad en su honor o privacidad durante todas sus vidas, sino que dicho umbral de 
tolerancia deberá ser mayor solamente mientras realicen funciones públicas o estén 
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público concluya sus funciones, debe estar vedado publicar información respecto de 
su desempeño o que se termine el mayor nivel de tolerancia que debe tener frente a la 
crítica, sino que ese mayor nivel de tolerancia sólo se tiene frente a la información de 
interés público, y no a cualquier otra que no tenga relevancia pública. Entonces, el 
límite a la libertad de expresión y de información se fija en torno al tipo de información 
difundida, y no a su temporalidad, pues sería irrazonable y totalmente contrario a los 
principios que rigen el derecho a la libertad de expresión en una sociedad democrática, 
vedar el escrutinio de las funciones públicas por parte de la colectividad respecto de 
actos o periodos concluidos.

Registro: 2008412 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1401, aislada, constitucional. 

1a. XL/2015 (10a.)
libertad de eXpresión. el estándar de maliCia eFeCtiva requiere no sólo que la 

inFormaCión diFundida Haya sido Falsa, sino que se Haya diFundido a sabiendas de su 
Falsedad o Con la intenCión de dañar (interpretaCión de este último estándar).

En la jurisprudencia 1a./J. 38/2013 (10a.) de esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, de “libertad de eXpresión. sus límites a la luz del 
sistema de proteCCión dual y del estándar de maliCia eFeCtiva.”, se sostuvo que la 
principal consecuencia del sistema de protección dual es la doctrina de la “real mali-
cia” o “malicia efectiva”, conforme a la cual, la imposición de sanciones civiles derivada 
de la emisión de opiniones, ideas o juicios, corresponde exclusivamente a aquellos 
casos en que existe “información falsa” (en el caso del derecho a la información) o que 
haya sido producida con “real malicia” (aplicable tanto al derecho a la información 
como a la libertad de expresión), esto es, con la única intención de dañar. Conforme a 
esa doctrina, sólo puede exigirse a quien ejerce su derecho a la libertad de expresión 
o de información, responsabilidad ulterior por las opiniones o información difundida 
—de interés público— si se actualiza el supuesto de la “malicia efectiva”. Ahora bien, 
para que se actualice ésta no es suficiente que la información difundida resulte falsa, 
pues ello conllevaría a imponer sanciones a informadores que son diligentes en sus 
investigaciones, por el simple hecho de no poder probar en forma fehaciente todos y 
cada uno de los aspectos de la información difundida, lo cual, además de que vulne-
raría el estándar de veracidad aplicable a la información, induciría a ocultar la infor-
mación en lugar de difundirla, socavando el debate robusto sobre temas de interés 
público que se persigue en las democracias constitucionales. Entonces, la doctrina de 
la “real malicia” requiere no sólo que se demuestre que la información difundida es 
falsa sino, además, que se publicó a sabiendas de su falsedad, o con total despreocu-
pación sobre si era o no falsa, pues ello revelaría que se publicó con la intención de 
dañar. Cabe agregar que, en torno al nivel de diligencia o negligencia del informador, 
la doctrina de la “malicia efectiva” señala que la mera negligencia o descuido no es 
suficiente para actualizarla, pues para ello se requiere un grado mayor de negligencia, 
una negligencia inexcusable, o una “temeraria despreocupación”, referida a un dolo 
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a eventual, lo que presupone la existencia de elementos objetivos que permiten acreditar 
que el autor, si bien no tenía conocimiento directo sobre la inexactitud de los datos 
aportados, era consciente de esa inexactitud por las circunstancias de hecho del caso 
concreto y, además, disponía de los recursos que le permitían verificar, de manera inme-
diata y sin mayor esfuerzo, aquella inexactitud, y a pesar de ese estado de conciencia 
y de contar con los medios idóneos para corroborar la información, prescinde de ellos y 
decide exteriorizar los datos. Por tanto, la intención de dañar no se acredita mediante 
la prueba de cierta negligencia, un error o la realización de una investigación elemen-
tal sin resultados satisfactorios, sino que se requiere acreditar que el informador tenía 
conocimiento de que la información era inexacta, o al menos duda sobre su veracidad, 
y una total despreocupación por verificarla, pues sólo así puede acreditarse la intención 
de dañar.

Registro: 2008413 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1402, aislada, constitucional. 

1a. XLI/2015 (10a.)
libertad de eXpresión. estándar de veraCidad del “sustento FáCtiCo” de una 

nota periodístiCa o un reportaJe donde ConCurran inFormaCión y opiniones.
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha acogido la 

distinción entre “hechos” y “opiniones”, en el sentido de que el objeto del derecho a 
la libertad de expresión son los pensamientos, las ideas y opiniones, lo cual incluye, 
obviamente, apreciaciones y juicios de valor; y el derecho a la información se refiere 
a la difusión de aquellos hechos considerados noticiables, aclarando que ya que sólo 
los hechos son susceptibles de prueba, únicamente al derecho a la información le es 
aplicable la posibilidad de verificar la veracidad de ésta, de manera que la actuali-
zación del estándar de la malicia efectiva, en lo que se refiere a la falsedad, únicamente 
puede tener lugar en la difusión de hechos y no de opiniones, ideas o juicios de valor. 
Asimismo, esta Primera Sala ha agregado que la distinción, de hecho, suele ser com-
pleja, pues con frecuencia el mensaje sujeto a escrutinio consiste en una amalgama de 
ambos, de manera que cuando concurren en un mismo texto elementos informativos y 
valorativos es necesario separarlos y sólo cuando sea imposible hacerlo, habrá de 
atenderse al elemento preponderante; y que las columnas combinan opiniones y hechos, 
aunque por su naturaleza “suelen ser las opiniones lo predominante”. En ese sentido 
debe matizarse dicho criterio, pues si fuera así, bastaría reiterar que las “columnas” 
contienen preponderantemente opiniones, para eximirlas en forma absoluta del requi-
sito de veracidad, lo cual sería excesivo, pues si la columna tiene una mezcla de hechos 
y opiniones, resulta necesario verificar que, en su conjunto, la publicación difundida 
tenga cierto sustento fáctico. Ello en atención a que en las notas periodísticas o repor-
tajes publicados en los medios de comunicación no se externa una idea abstracta y 
ajena a todo acontecimiento sino que, por el contrario, las opiniones, ideas o juicios de 
valor están encaminados a comentar, criticar y valorar los sucesos cotidianos. Entonces, 
aunque la idea no sea un hecho en sí mismo, sí está vinculada con alguna persona o 
con algún acontecimiento, por lo que desvincularla en forma absoluta del requisito de 
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dir cualquier texto, en la medida en que se le clasifique como opinión. En efecto, la 
apreciación subjetiva consistente en determinar si el contenido de un texto tiene pre-
ponderancia de “hechos” o de “opiniones”, puede determinar por sí sola el resultado 
del fallo; por tanto, excluir de forma absoluta el límite de la veracidad respecto de 
notas periodísticas o reportajes que mezclen hechos y opiniones, cuando su distinción 
no es tan clara, y la apreciación respecto de su preponderancia en el texto es discutible, 
conlleva a eliminar ese deber mínimo de diligencia que está subsumido en el deber y 
la responsabilidad del informador. Siendo así, la determinación subjetiva de si una nota 
tiene “preponderancia” de hechos o de opiniones, no puede ser suficiente para eximir 
por completo del cumplimiento del requisito de veracidad un texto que tiene una amal-
gama de ambos conceptos, sino que habrá que determinar si el texto en su conjunto 
tiene un “sustento fáctico” suficiente; en el entendido de que acorde con el criterio de 
veracidad aplicable al ejercicio de los derechos de libertad de expresión e información, 
un “sustento fáctico” no es equivalente a la prueba en juicio de los hechos en que se 
basa la nota, sino a un mínimo estándar de diligencia en la investigación y comproba-
ción de hechos objetivos. Lo anterior no tiene por objeto apartarse de la distinción 
entre opiniones y hechos, ni limitar el derecho a la libertad de expresión, de manera 
que la manifestación de ideas y opiniones esté sujeta a la demostración con el mismo 
grado de exactitud que los hechos, sino fijar un parámetro objetivo y efectivo para 
identificar los casos en los que se abuse de ese derecho.

Registro: 2008414 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1404, aislada, constitucional. 

1a. XLIII/2015 (10a.)
libertad de eXpresión. la CaliFiCaCión de eXpresiones oFensivas o groseras en 

las notas periodístiCas eXCede al ámbito JurídiCo.
La determinación de si las expresiones utilizadas en notas periodísticas son ofen-

sivas o groseras se adentra en un campo meramente subjetivo, en el que a una persona 
puede parecerle innecesaria y a otra solamente provocadora, por lo que la calificación 
de dichas expresiones excede al ámbito jurídico. Siendo así, no podría la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación sentar un precedente en el que incite a los juzgadores 
a calificar subjetivamente las expresiones contenidas en las notas periodísticas, aten-
diendo a criterios moralistas o ideológicos, con la ineludible consecuencia de prohibir 
aquellas que, a criterio de aquéllos, resulten excesivas, pues ello podría traducirse en 
un límite excesivo y poco claro a la libertad de expresión. Por ello, el juzgador debe 
limitarse a verificar, desde un plano objetivo, que haya habido una mínima diligen-
cia en el informador en el contraste entre los hechos y la información difundida, sin 
atribuirse la facultad de decidir, desde un plano subjetivo, cuáles expresiones deben 
estimarse apropiadas y cuáles no, ya que es una cuestión independiente y ajena a la 
actividad jurisdiccional que le corresponde.
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a Registro: 2008100 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 233, aislada, constitucional. 

1a. CDXX/2014 (10a.)
libertad de eXpresión. dimensión individual de este dereCHo Fundamental.
La libertad de expresión en su dimensión individual asegura a las personas espa-

cios esenciales para desplegar su autonomía individual. Así, se ha establecido que el 
contenido del mensaje no necesariamente debe ser de interés público para encontrarse 
protegido. En consecuencia, la dimensión individual de la libertad de expresión también 
exige de un elevado nivel de protección, en tanto se relaciona con valores fundamen-
tales como la autonomía y la libertad personal. Desde tal óptica, existe un ámbito que 
no puede ser invadido por el Estado, en el cual el individuo puede manifestarse libre-
mente sin ser cuestionado sobre el contenido de sus opiniones y los medios que ha 
elegido para difundirlas. Precisamente, la libre manifestación y flujo de información, 
ideas y opiniones, ha sido erigida en condición indispensable de prácticamente todas 
las demás formas de libertad, y como un prerrequisito para evitar la atrofia o el control 
del pensamiento, presupuesto esencial para garantizar la autonomía y autorreali-
zación de la persona.

Registro: 2008101 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 234, aislada, constitucional. 

1a. CDXIX/2014 (10a.)
libertad de eXpresión. dimensión polítiCa de este dereCHo Fundamental.
La libertad de expresión en su vertiente social o política, constituye una pieza 

central para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa. En este 
sentido, se ha enfatizado la importancia de la libre circulación de las ideas para la 
formación de la ciudadanía y de la democracia representativa, permitiendo un debate 
abierto sobre los asuntos públicos. La libertad de expresión se constituye así, en una 
institución ligada de manera inescindible al pluralismo político, valor esencial del 
Estado democrático. Esta dimensión de la libertad de expresión cumple numerosas 
funciones, entre otras, mantiene abiertos los canales para el disenso y el cambio polí-
tico; se configura como un contrapeso al ejercicio del poder, ya que la opinión pública 
representa el escrutinio ciudadano a la labor pública; y contribuye a la formación de 
la opinión pública sobre asuntos políticos y a la consolidación de un electorado debi-
damente informado. Dicho ejercicio permite la existencia de un verdadero gobierno 
representativo, en el que los ciudadanos participan efectivamente en las decisiones de 
interés público.

Registro: 2008103 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 235, aislada, constitucional. 

1a. CDXXII/2014 (10a.)
libertad de eXpresión. este dereCHo Fundamental Comprende al disCurso ComerCial.
Existe una presunción de que todas las expresiones se encuentran protegidas por 

el derecho fundamental a la libertad de expresión, la cual sólo puede ser derrotada bajo 
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están protegidas por la libertad de expresión por las siguientes razones: 1) en las so-
ciedades democráticas es más tolerable el riesgo derivado de los eventuales daños 
generados por la libertad de expresión que el riesgo de una restricción general de la 
libertad correspondiente; y, 2) en una economía de mercado es importante el libre flujo 
de información, esto para que los agentes económicos puedan competir libremente y 
los consumidores puedan tomar decisiones informadas. Ahora bien, esta racionalidad 
justifica tanto la protección de las expresiones comerciales, como el interés del Estado 
en regularlas con el propósito de proteger al consumidor y a los competidores; sin em-
bargo, debe destacarse que, a diferencia de los discursos que se ubican en la dimensión 
política o individual de la libertad de expresión, la publicidad no persigue o se relaciona 
con un fin social o político, ni procura la autorrealización de la persona, sino que sirve 
o tiene un propósito meramente económico o comercial.

Registro: 2008105 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 236, aislada, constitucional. 

1a. CDXXIII/2014 (10a.)
libertad de eXpresión. los mensaJes publiCitarios tienen una proteCCión ate-

nuada en el eJerCiCio de este dereCHo Fundamental.
En su sentido amplio, la libertad de expresión goza de una protección reforzada en 

los ordenamientos jurídicos nacionales e internacionales. Este lugar privilegiado se 
justifica principalmente por su función política y su papel en la protección de la auto-
nomía de la persona. Tales justificaciones han llevado a los tribunales constitucionales 
e internacionales a aplicar un test de constitucionalidad estricto para determinar si 
están dadas las exigentes condiciones jurídicas que permiten dicha limitación en casos 
concretos. No obstante la existencia de tales presunciones y el carácter de protección 
reforzada de la libertad de expresión, no todas las expresiones merecen el mismo nivel 
de protección. En ese sentido, si bien se ha explicado que el discurso comercial merece 
protección constitucional, ello no quiere decir que tenga el mismo nivel de protección 
que otro tipo de expresiones, en tanto no es posible identificar el interés económico o 
comercial que se persigue al proteger el discurso comercial, con las finalidades pri-
mordiales que desempeña la libertad de expresión en su dimensión política o individual. 
Así, en el análisis de las restricciones al discurso comercial, no es necesario que el fin 
que se persigue con la restricción sea constitucionalmente imperioso; que exista una 
fuerte relación medio a fin, y que sea la única opción para alcanzar dicho fin. Basta 
que la intervención sirva a un importante objetivo del Estado, exista una relación sus-
tancial o relevante entre el medio y el fin, y sea una opción razonable y no excesiva, en 
comparación con otras alternativas igualmente idóneas.

Registro: 2008104 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 236, aislada, constitucional. 

1a. CDXVIII/2014 (10a.)
libertad de eXpresión. este dereCHo Fundamental se relaCiona Con prinCipios 

que no pueden reduCirse a un solo núCleo.
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a Existen dos dimensiones del derecho a la libre expresión de acuerdo a su trascen-
dencia política o individual: por un lado, en su vertiente social o política, constituye 
una pieza central para el funcionamiento adecuado de la democracia representativa y, 
por otro, en su dimensión individual, asegura a las personas espacios esenciales para 
desplegar su autonomía individual. Así, como la libertad de expresión tiene al menos 
estas dos facetas, es complicado sostener que sirve a un único propósito, ya que su 
protección persigue tanto facilitar la democracia representativa y el autogobierno, como 
la autonomía, la autoexpresión y la autorrealización del individuo. En ese sentido, el 
derecho fundamental a la libertad de expresión se relaciona con principios que no 
pueden reducirse a un solo núcleo.

Registro: 2008106 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 237, aislada, constitucional. 

1a. CDXXI/2014 (10a.)
libertad de eXpresión. se presume que todas las Formas de eXpresión se enCuen-

tran protegidas por la ConstituCión.
En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos existe la presunción de que 

todas las formas de expresión, independientemente de su contenido, se encuentran 
protegidas por el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
En contraposición, y por disposición expresa de la Convención, escapan de dicha co-
bertura: toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial 
o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal 
similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los 
de raza, color, religión, idioma u origen nacional. Asimismo, por mandato constitucio-
nal deben entenderse protegidas todas las formas de expresión. Dicha presunción sólo 
puede ser derrotada bajo razones imperiosas.

Registro: 2006500 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo III, p. 1987, 
aislada, constitucional, común.

IV.2o.A.59 K (10a.)
dereCHos Fundamentales de aCCeso a la inFormaCión públiCa y de petiCión. no 

pueden limitarse ni restringirse mediante el empleo de aperCibimientos por parte 
de las autoridades, aun Cuando se Hubieren eJerCido dentro de un proCedimiento 
administrativo.

Los artículos 6º y 8º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
consagran en favor de las personas, los derechos fundamentales de acceso a la infor-
mación pública y de petición, los cuales, obligan a las autoridades a dar la máxima 
publicidad a la información que posean y responder en breve término, de forma cohe-
rente y por escrito, a las solicitudes que hagan los ciudadanos. Estos derechos funda-
mentales tienen sus limitantes dentro del propio marco constitucional, en el caso del 
primero, que lo solicitado se encuentre reservado temporalmente hasta por un término 
de doce años, razones de interés público y seguridad nacional, y para el caso del 



106 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II segundo, únicamente se impone como prerrogativa para el suscribiente, que la solicitud 

formulada sea presentada de forma escrita, pacífica y respetuosa, amén de que dicho 
derecho se encuentra restringido para los extranjeros cuando su petición sea formulada 
en materia política. En consecuencia, cuando una autoridad, al dar respuesta a un 
escrito de petición en donde el particular efectuó una solicitud de información pública, 
lo apercibe con desechar sus futuras peticiones, e imponerle sanciones (por ejemplo, 
multas o vista al Ministerio Público), con ello limita y restringe los citados derechos 
humanos, pues aun cuando la petición se hubiera presentado dentro de un procedi-
miento administrativo, no puede ser catalogada por la autoridad como un requerimiento 
caprichoso, o bien, que persiga un fin ruinoso para el procedimiento; por lo cual, debe 
evitar el uso de medidas que tiendan a persuadir al gobernado de hacer libre uso de 
los indicados derechos humanos constitucionalmente protegidos, sin perjuicio de que, 
cuando no se trate de su ejercicio, será correcto decretar esos apercibimientos, frente 
a solicitudes notoriamente frívolas o improcedentes, que tiendan a entorpecer el pro-
cedimiento administrativo.

Registro: 2006168 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 797, aislada, constitucional. 

1a. CLI/2014 (10a.)
dereCHo a la inFormaCión. los requisitos de su veraCidad e imparCialidad no 

sólo son eXigibles a periodistas o proFesionales de la ComuniCaCión, sino a todo 
aquel que FunJa Como inFormador.

Con base en los artículos 6º y 7º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha distinguido entre la expre-
sión de opiniones y la emisión de aseveraciones sobre hechos. Así, mientras que de las 
opiniones no puede predicarse su verdad o falsedad, de los hechos sí puede juz garse su 
correspondencia con la realidad. En este sentido, la información sobre hechos cuya 
búsqueda, obtención y amplia difusión están constitucionalmente protegidas es aque-
lla que es veraz e imparcial. Así, el requisito de veracidad como límite interno implica 
una exigencia de que la información difundida esté respaldada por un ejercicio razo-
nable de investigación y comprobación de su asiento en la realidad, mientras que el 
requisito de imparcialidad constituye una barrera contra la tergiversación abierta y la 
difusión intencional de inexactitudes. Ahora bien, esta exigencia no sólo recae en pe-
riodistas y profesionales de la comunicación acerca de sus notas periodísticas, repor-
tajes y entrevistas, sino en todo aquel que funja como informador. Lo anterior es así, 
toda vez que el elemento definitorio para exigir a una persona cierta diligencia en la 
comprobación de los hechos es la difusión de determinada información que considera 
noticiable y destinada a influir a su vez en la opinión pública, con independencia de 
su actividad laboral, título universitario o estatus profesional.

Registro: 2006173 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 807, aislada, constitucional. 

1a. CXLIX/2014 (10a.)
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a libertad de eXpresión y dereCHo a la inFormaCión en el ámbito aCadémiCo. su 
espeCial proteCCión.

Si bien es cierto que, en principio, todas las formas de expresión están protegidas 
por el derecho a la libertad de expresión reconocido por los artículos 6º y 7º de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 13 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, también lo es que existen ciertos tipos de discurso 
que reciben una protección especial por su importancia para el ejercicio de los demás 
derechos humanos o para la consolidación, el funcionamiento y la preservación de 
la democracia; entre los cuales se encuentra la información generada en ámbitos aca-
démicos. En efecto, las libertades de pensamiento y expresión constituyen la esencia de 
la actividad académica, cuya función no se reduce a transmitir el conocimiento exis-
tente, sino que incluye la exploración de sus límites y posibilidades. De ahí que, en un 
ambiente académico, cualquier restricción al contenido de una expresión sea perniciosa, 
al grado de que, en ocasiones, puede ser incompatible con la investigación y difusión 
del conocimiento. Lo anterior exige un mayor grado de tolerancia a la crítica en el 
ámbito académico —como puede ser la universidad pública—, en donde el intercam-
bio de opiniones debe ser particularmente robusto.

Registro: 2006300 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo II, p. 1524, 
aislada, constitucional, común. 

I.1o.A.E.2 K (10a.)
inFormaCión reservada. Criterio de ponderaCión apliCable en el JuiCio de amparo 

indireCto para respetar y preservar la remitida en el inForme JustiFiCado Con esa 
ClasiFiCaCión que Comprende los aCtos reClamados que desConoCe el queJoso, y 
proteger y garantizar el dereCHo a la tutela JudiCial.

Al suscitarse en el juicio de amparo indirecto un conflicto entre los derechos fun-
damentales previstos, por una parte, en los artículos 14 (de defensa) y 17 (a la tutela 
judicial efectiva) y, por otra, en el diverso 6º (a la información reservada o confidencial), 
en correlación con el 16 (derechos patrimoniales que conminan a clasificar la informa-
ción secreta), todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deben 
ponderarse a través de lo que se conoce como “prueba de daño o interés público”, 
evaluar y determinar qué información reservada, concreta y específica, es preciso 
desclasificar o develar para hacer funcionales los principios en pugna, con el propó-
sito de obtener una versión pública para la parte interesada. Consecuentemente, cuando 
de las constancias que se acompañen al informe justificado se observe que la informa-
ción remitida clasificada como reservada comprende los actos reclamados que desco-
noce el quejoso, con independencia de esa clasificación efectuada por la autoridad 
responsable que el juzgador debe respetar y preservar, es indispensable proteger y 
garantizar el derecho a la tutela judicial, por lo que debe permitirse a aquél el acceso 
a la que sea necesaria, a efecto de que pueda deducir sus derechos y fundar sus im-
pugnaciones, en favor de una administración de justicia eficaz y completa.
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II Registro: 2005522 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 274, aislada, constitucional. 
P. II/2014 (10a.)
personas morales. tienen dereCHo a la proteCCión de los datos que puedan 

equipararse a los personales, aun Cuando diCHa inFormaCión Haya sido entregada 
a una autoridad.

El artículo 16, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos reconoce el derecho a la protección de datos personales, consistente en el 
control de cada individuo sobre el acceso y uso de la información personal en aras de 
preservar la vida privada de las personas. En ese sentido, el derecho a la protección 
de datos personales podría entenderse, en primera instancia, como una prerrogativa de 
las personas físicas, ante la imposibilidad de afirmar que las morales son titulares del 
derecho a la intimidad y/o a la vida privada; sin embargo, el contenido de este derecho 
puede extenderse a cierta información de las personas jurídicas colectivas, en tanto 
que también cuentan con determinados espacios de protección ante cualquier intromi-
sión arbitraria por parte de terceros respecto de cierta información económica, comer-
cial o relativa a su identidad que, de revelarse, pudiera anular o menoscabar su libre 
y buen desarrollo. Por tanto, los bienes protegidos por el derecho a la privacidad y de 
protección de datos de las personas morales, comprenden aquellos documentos e in-
formación que les son inherentes, que deben permanecer ajenos al conocimiento de 
terceros, independientemente de que, en materia de transparencia e información pú-
blica, opere el principio de máxima publicidad y disponibilidad, conforme al cual, toda 
información en posesión de las autoridades es pública, sin importar la fuente o la forma 
en que se haya obtenido, pues, acorde con el artículo 6º, en relación con el 16, párrafo 
segundo, constitucionales, la información entregada a las autoridades por parte de las 
personas morales, será confidencial cuando tenga el carácter de privada por contener 
datos que pudieran equipararse a los personales, o bien, reservada temporalmente, si 
se actualiza alguno de los supuestos previstos legalmente.

Registro: 2005525 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 641, aislada, constitucional. 

1a. XLIX/2014 (10a.)
dereCHo a la vida privada. alCanCe de su proteCCión por el estado.
Al igual que otros derechos fundamentales, el derecho a la vida privada no es 

absoluto, sino que puede restringirse en la medida en que las injerencias en éste no 
sean abusivas o arbitrarias. Así, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
sostenido que el ámbito de la privacidad se caracteriza por quedar exento e inmune a 
las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias de terceros o de la autoridad pública, 
y prohíbe ese tipo de injerencias en la vida privada de las personas, enunciando diver-
sos ámbitos de ésta, como la vida privada de sus familias. Ahora bien, el Estado debe 
adoptar medidas positivas para impedir que la intimidad personal y familiar se vulnere 
por personas ajenas, pero no puede impedir a quien decide difundir aspectos de su 
vida privada que lo haga, so pretexto de proteger a la familia, pues en ese caso, ya no 
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a se está frente a la difusión de la información por parte de un tercero, que es ajeno a 
ésta, sino que se estaría limitando el derecho de una persona de divulgar la información 
que le es propia. En resumen, lo que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y las convenciones internacionales buscan impedir es que terceros difundan 
información de la vida privada ajena, sin consentimiento del titular; de ahí que 
si la injerencia en la vida privada de que se duele el tercero perjudicado, consiste en 
la difusión que hicieron otros miembros de su familia, sobre hechos que conciernen 
a la vida privada de ellas, y que involucran a éste, como causante de la afectación 
sufrida por ellas, entonces no puede considerarse que dicha difusión resulte arbitraria 
o abusiva, puesto que se realizó en ejercicio del legítimo derecho que les asiste de 
difundir información que les es propia, en la medida en que sea veraz, y que las expre-
siones utilizadas estén protegidas constitucionalmente, por no ser absolutamente veja-
torias, esto es, ofensivas, oprobiosas o impertinentes, según el contexto.

Registro: 2005536 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 672, aislada, constitucional, 
civil.

1a. L/2014 (10a.)
libertad de eXpresión y dereCHo a la inFormaCión. Forma en que la “moral” o 

“las buenas Costumbres”, pueden Constituir restriCCiones legítimas a diCHos dere-
CHos Fundamentales.

Si bien es cierto que el artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos señala como límite a la libertad de expresión y el derecho a la informa-
ción “el ataque a la moral”, y que el Código Civil para el Distrito Federal en su artículo 
1830, define ese hecho ilícito como aquel contrario a las leyes de orden público o a las 
“buenas costumbres”, también lo es que los límites a aquéllos constituyen la excepción 
a la regla y, como tales, deben interpretarse en forma restrictiva. Así, atendiendo al 
carácter abstracto e indefinido que tienen los conceptos de “moral” y “buenas costum-
bres”, así como a su mutabilidad, porque cambian constantemente desde una perspec-
tiva social y de persona a persona, debe determinarse la medida y el alcance en que 
éstos pueden constituir restricciones legítimas a la libertad de expresión y el derecho 
a la información. Entonces, con base en la doctrina desarrollada por este alto tribunal, 
las restricciones a los derechos fundamentales no deben ser arbitrarias, sino que deben 
perseguir finalidades constitucionalmente válidas, ser necesarias para su consecución 
y proporcionales, esto es, la persecución de ese objetivo no puede hacerse a costa de 
una afectación innecesaria o desmedida de los otros derechos fundamentales. Ahora 
bien, lo que debe entenderse por “moral” o por “buenas costumbres”, no puede iden-
tificarse con las normas culturales que prevalecen en una sociedad y época determi-
nadas, sino que debe constreñirse al concepto de moral “pública”, entendida como el 
núcleo de convicciones básicas y fundamentales sobre lo bueno y lo malo en una so-
ciedad. De ahí que interpretar el término “moral” o “buenas costumbres” en forma 
más extensa, o apelando a lo que consideran las mayorías, constituiría una herramienta 
para hacer nugatorios los derechos fundamentales de las minorías, y resultaría contrario 
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Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha reconocido que la moral pública varía 
ampliamente, por lo que no existe un principio aplicable universalmente; sin embargo, 
ha agregado que toda restricción a la libertad de expresión no sólo debe justificarse en 
la protección de un objetivo legítimo —la moral pública—, sino que también debe 
acreditarse que la medida sea necesaria para lograr ese objetivo. Asimismo, el Relator 
de Naciones Unidas para la Libertad de Expresión ha señalado que las restricciones a 
la libertad de expresión no deben de aplicarse de modo que fomenten el prejuicio y la 
intolerancia, sino que deben protegerse las opiniones minoritarias, incluso aquellas 
que incomoden a las mayorías. Por lo tanto, debe distinguirse entre el fomento a la con-
ducta inmoral, que puede ser un motivo legítimo para la aplicación de restricciones, y 
la expresión de opiniones disidentes o la ruptura de tabúes. En conclusión, la deter-
minación del concepto de “moral” o “buenas costumbres”, como límite a los derechos 
a la libertad de expresión y de información, no puede ser exclusivamente valorativa, ni 
atender a los criterios de un grupo determinado, sino que debe quedar plenamente 
justificada, sin limitarlos innecesariamente.

Registro: 2005537 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 673, aislada, constitucional. 

1a. XLVII/2014 (10a.)
libertad de eXpresión y dereCHo a la inFormaCión. la determinaCión respeCto 

de si una persona debe Considerarse Con proyeCCión públiCa, no debe Constreñirse 
al momento en que suCedieron los HeCHos que maniFiesta aFeCtaron su reputaCión, 
sino que debe eXtenderse Hasta el diCtado de la sentenCia Correspondiente.

Para que la candidatura a un cargo de elección popular le dé proyección pública 
a quien se duele de una invasión a sus derechos de la personalidad, deben considerarse 
dos aspectos: 1) el momento en que tuvo lugar ese hecho en relación con todas las 
actuaciones relevantes del juicio natural; y, 2) que la información difundida guarde 
alguna vinculación con su candidatura a un cargo público y el desempeño de ésta; es 
decir, que tenga alguna trascendencia para la comunidad en general, de forma que 
pueda justificarse razonablemente el interés de la comunidad en su conocimiento y 
difusión. Ahora bien, el análisis para determinar si una persona tiene proyección pública 
no debe limitarse al momento en que sucedieron los hechos que manifiesta afectaron 
su reputación, sino que debe extenderse al en que se reclama el daño moral, pues la 
popularidad que tenga la persona que se considere afectada en el momento en que se 
valora una merma en su reputación y se dicta la sentencia correspondiente, es esencial 
para determinar si se ocasionó ese daño o no y, en su caso, el alcance de éste. De ahí 
que para resolver la acción ejercitada por un candidato a un cargo público que se 
considera afectado, y determinar si se le causó un daño moral, debe analizarse el periodo 
que corre desde que se difundió la información hasta el dictado de la sentencia; en 
congruencia, tampoco debe excluirse de la valoración la notoriedad o proyección que 
haya tenido la persona durante dicho periodo, pues el análisis de los derechos en con-
flicto debe incluir todos aquellos aspectos que puedan incidir en la ponderación para 
determinar la intensidad y trascendencia de cada uno de los derechos en juego.
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a Registro: 2005538 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 674, aislada, constitucional. 

1a. XLVI/2014 (10a.)
libertad de eXpresión y dereCHo a la inFormaCión. la inFormaCión diFundida 

debe estar vinCulada Con la CirCunstanCia que le da a una persona proyeCCión 
públiCa, para poder ser Considerada Como tal.

La proyección pública se adquiere debido a que la persona de que se trate, su 
actividad, o el suceso con el cual se le vincula, tenga trascendencia para la comunidad 
en general, esto es, que pueda justificarse razonablemente el interés que tiene la co-
munidad en el conocimiento y difusión de la información. En esa medida, las personas 
con proyección pública deben admitir una disminución en la protección a su vida 
privada, siempre y cuando la información difundida tenga alguna vinculación con la 
circunstancia que les da proyección pública, o ellos la hayan voluntariamente difundido. 
Esto es, si la información difundida no versa sobre la actividad desarrollada por la per-
sona en sus negocios o en sus actividades profesionales, ni tiene vinculación alguna con 
dichos aspectos, no es posible justificar un interés público en la misma. Lo anterior 
conduce a concluir que el hecho de que una persona sea conocida en el medio en que 
se desenvuelve, ello no la convierte, por sí solo, en persona con proyección pública 
para efectos del ejercicio ponderativo sobre los límites a la libertad de expresión y al 
derecho de información.

Registro: 2004021 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 1, p. 561, aislada, constitucional. 

1a. CCXXIV/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. la inJerenCia en la vida privada de quienes partiCipan en 

los proCedimientos de seleCCión para Cargos públiCos, se JustiFiCa por el interés 
públiCo que revisten diCHos proCedimientos.

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, existe 
un claro interés por parte de la sociedad en torno a que la función que tienen enco-
mendada los servidores públicos sea desempeñada de forma adecuada. Al respecto, 
existen ciertos cargos públicos para los cuales se prevén procedimientos de selección 
—ajenos al sufragio popular—, ello en virtud de las funciones encomendadas a los 
mismos. Dichos procedimientos consisten en una serie de fases concatenadas, mediante 
las cuales se busca evaluar cuál o cuáles de los candidatos cumplen a cabalidad con los 
requisitos y con las directrices que para tal efecto han sido emitidas, cuyo cumplimiento, 
en un principio, significa que el cargo será ejercido de forma adecuada. Por tanto, la 
instauración de este tipo de procedimientos adquiere razonabilidad dentro de una so-
ciedad democrática, en la medida en que su existencia posibilita que se lleve a cabo 
un debate en torno a las personas que aspiran a ocupar un cargo público, mediante el 
cual se evalúan y discuten las características y perfiles de los involucrados y, adicional-
mente, mediante los mismos se permite que la sociedad se involucre, al tener conoci-
miento de quiénes aspiran a ocupar un cargo público, con qué méritos cuentan para ello 
y, en general, permiten tener conocimiento de las razones que se emplearon para tomar 



112 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II la decisión en torno a qué personas eran idóneas para el cargo respectivo. Así, la exis-

tencia de un debate en relación con los perfiles de quienes aspiran a cubrir un cargo 
público, no sólo es un tema de evidente interés público, sino que además, es una con-
dición indispensable para que en una sociedad democrática, abierta y plural, accedan 
al cargo correspondiente las personas más calificadas, situación que justifica la in-
jerencia en la vida privada de quienes de forma voluntaria se sometieron a la evaluación 
respectiva.

Registro: 2004020 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 1, p. 561, aislada, constitucional. 

1a. CCXXV/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. la inJerenCia en la vida privada de quienes partiCipan en 

los proCedimientos de seleCCión para Cargos públiCos, no se limita a los doCumentos 
presentados por los propios Contendientes.

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la 
intromisión que se realice en la vida privada de quienes participan en los procedimien-
tos de selección para cargos públicos, no se puede limitar a los documentos que los 
mismos contendientes presentan a fin de ser seleccionados. Lo anterior es así, pues el 
desahogo de un procedimiento para elegir a quienes ejercerán un cargo público es un 
tema que entraña un claro interés de la sociedad, ya que resulta fundamental que se 
lleve a cabo un análisis pormenorizado del perfil de quienes aspiran a realizar una 
función pública. Así, limitar la intromisión en la vida privada de los contendientes a 
los datos que los mismos dan a conocer, implicaría por una parte limitar las atribucio-
nes de quienes tienen a su cargo la labor de elegir a las personas que desempeñarán 
un cargo público y, adicionalmente, se trastocaría la lógica y dinámica de un procedi-
miento de tal naturaleza, ya que la evaluación de los perfiles se realizaría conforme a 
los límites señalados por los propios aspirantes mediante la documentación que pre-
senten, vulnerándose así los principios de imparcialidad y objetividad que deben regir 
en dichas situaciones.

Registro: 2004022 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 1, p. 562, aislada, constitucional. 

1a. CCXXIII/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. quienes aspiran a un Cargo públiCo deben Considerarse 

Como personas públiCas y, en ConseCuenCia, soportar un mayor nivel de intromisión 
en su vida privada.

En lo relativo a la protección y los límites de la libertad de expresión, esta Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha adoptado el estándar que la 
Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ha denominado como sistema dual de protección, en virtud del 
cual, los límites de crítica son más amplios si ésta se refiere a personas que, por dedi-
carse a actividades públicas o por el rol que desempeñan en una sociedad democrática, 
están expuestas a un más riguroso control de sus actividades y manifestaciones que 
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a aquellos particulares sin proyección alguna. En tal sentido, esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la doctrina que ha ido constru-
yendo en la materia, a efecto de determinar cuándo puede considerarse que una persona 
es figura pública, no se refiere únicamente a los servidores públicos, pues las personas 
que aspiran a ocupar un cargo público, válidamente pueden ser consideradas como 
tales. Dicha conclusión no sólo es coincidente con la doctrina de este alto tribunal, sino 
también con el marco jurídico que sobre la materia ha emitido la propia Relatoría 
Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, el cual señala que los discursos especialmente protegidos se refieren, entre 
otros, a los funcionarios públicos, así como a los candidatos a ocupar cargos públicos.

Registro: 2003623 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 545, aislada, 
constitucional. 

1a. CL/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. aCtualizaCión, CaraCterístiCas y alCanCes de los disCur-

sos del odio.
A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 

discursos del odio son aquellos que incitan a la violencia —física, verbal, psicológica, 
entre otras— contra los ciudadanos en general, o contra determinados grupos caracte-
rizados por rasgos dominantes históricos, sociológicos, étnicos o religiosos. Tales discur-
sos se caracterizan por expresar una concepción mediante la cual se tiene el deliberado 
ánimo de menospreciar y discriminar a personas o grupos por razón de cualquier con-
dición o circunstancia personal, étnica o social. La problemática social en relación con 
los discursos del odio, radica en que mediante las expresiones de menosprecio e insulto 
que contienen, los mismos generan sentimientos sociales de hostilidad contra personas 
o grupos. Así, la diferencia entre las expresiones en las que se manifieste un rechazo 
hacia ciertas personas o grupos y los discursos del odio, consiste en que mientras las 
primeras pueden resultar contrarias a las creencias y posturas mayoritarias, generando 
incluso molestia o inconformidad en torno a su contenido, su finalidad se agota en la 
simple fijación de una postura, mientras que los segundos se encuentran encaminados 
a un fin práctico, consistente en generar un clima de hostilidad que a su vez puede con-
cretarse en acciones de violencia en todas sus manifestaciones. En consecuencia, los 
discursos del odio van más allá de la mera expresión de una idea o una opinión y, por 
el contrario, resultan una acción expresiva finalista que genera un clima de discrimi-
nación y violencia hacia las víctimas entre el público receptor, creando espacios de 
impunidad para las conductas violentas.

Registro: 2003624 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 546, aislada, constitucional. 

1a. CXXXVI/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. disminuCión en la intensidad de la violaCión a la intimidad 

Cuando la inFormaCión diFundida es de dominio públiCo.
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puede decirse al menos que el hecho de que la información privada haya sido difundida 
previamente es un factor que disminuye la intensidad de la violación a la intimidad 
que comportan las difusiones ulteriores. Si el hecho en cuestión ha sido ampliamente 
difundido por terceros o la propia persona lo hizo visible al ojo público, las difusiones 
subsecuentes constituyen invasiones a la intimidad de una menor intensidad. En con-
secuencia, este aspecto debe tomarse en cuenta cuando se pretenda atribuir responsa-
bilidad a una persona que únicamente dio mayor publicidad a información que ya había 
sido divulgada. Así, cuando la información privada se hizo del conocimiento público 
con anterioridad a la intromisión a la vida privada o la intromisión en la intimidad es 
muy leve por alguna otra razón, debe privilegiarse la publicación de dicha información 
aun cuando su utilidad social sea mínima.

Registro: 2003626 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 547, aislada, constitucional. 

1a. CXLVIII/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. el disCurso HomóFobo Constituye una Categoría de len-

guaJe disCriminatorio y, en oCasiones, de disCursos del odio.
La homofobia es el rechazo de la homosexualidad, teniendo como componente 

primordial la repulsa irracional hacia la misma, o la manifestación arbitraria en su 
contra y, por ende, implica un desdén, rechazo o agresión, a cualquier variación en la 
apariencia, actitudes, roles o prácticas sexuales, mediante el empleo de los estereotipos 
de la masculinidad y la feminidad. Dicho tratamiento discriminatorio implica una forma de 
inferiorización, mediante una asignación de jerarquía a las preferencias sexuales, con-
firiendo a la heterosexualidad un rango superior. Esta aversión suele caracterizarse por 
el señalamiento de los homosexuales como inferiores o anormales, lo cual da lugar a 
lo que se conoce como discurso homófobo, mismo que consiste en la emisión de una 
serie de calificativos y valoraciones críticas relativas a la condición homosexual y a su 
conducta sexual, y suele actualizarse en los espacios de la cotidianeidad; por lo tanto, 
generalmente se caracteriza por insinuaciones de homosexualidad en un sentido 
burlesco y ofensivo, mediante el empleo de un lenguaje que se encuentra fuertemente 
arraigado en la sociedad. En consecuencia, resulta claro que aquellas expresiones 
en las cuales exista una referencia a la homosexualidad, no como una opción sexual 
personal —misma que es válida dentro de una sociedad democrática, plural e inclu-
yente—, sino como una condición de inferioridad o de exclusión, constituyen mani-
festaciones discriminatorias, toda vez que una categoría como la preferencia sexual, 
respecto a la cual la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos expresamente 
veda cualquier discriminación en torno a la misma, no puede ser válidamente empleada 
como un aspecto de diferenciación peyorativa. Así, tomando en consideración la pro-
tección constitucional expresa a la preferencia sexual de los individuos, es que la misma 
no puede constituir un dato pertinente para la calificación social de una persona. Por 
tanto, al tratarse la homosexualidad de una forma de sexualidad tan legítima como la 
heterosexualidad, puede concluirse que aquellas expresiones homófobas, esto es, que 



Tesis de Jurisprudencia en materia constitucional | 115

In
te

rp
re

ta
ció

n 
de

l P
od

er
 Ju

di
cia

l d
e 

la 
Fe

de
ra

ció
n 

| 
Dé

cim
a 

ép
oc

a impliquen una incitación, promoción o justificación de la intolerancia hacia la homo-
sexualidad, ya sea mediante términos abiertamente hostiles o de rechazo, o bien, a 
través de palabras burlescas, deben considerase como una categoría de lenguaje dis-
criminatorio y, en ocasiones, de discursos del odio.

Registro: 2003627 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 548, aislada, constitucional. 

1a. CXLIX/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. el disCurso HomóFobo no se aCtualiza Cuando las eXpre-

siones se utilizan para Fines CientíFiCos, literarios o artístiCos.
Si bien es cierto que a juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, las expresiones homófobas son una categoría de lenguaje discriminatorio 
y, en ocasiones pueden actualizar discursos del odio, lo cierto es que resulta posible 
que se presenten escenarios en los cuales determinadas expresiones que en otro contexto 
podrían conformar un discurso homófobo, válidamente pueden ser empleadas, aten-
diendo a situaciones como estudios y análisis científicos, u obras literarias o de natu-
raleza artística, sin que por tal motivo impliquen la actualización de manifestaciones 
discriminatorias o de discursos del odio, gozando por tanto de protección constitucional.

Registro: 2003629 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 549, aislada, constitucional. 

1a. CXLVII/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. el lenguaJe disCriminatorio se CaraCteriza por destaCar 

Categorías de las señaladas en el artíCulo 1º de la ConstituCión polítiCa de los 
estados unidos meXiCanos, mediante eleCCiones lingüístiCas que denotan un reCHazo 
soCial.

El respeto al honor de las personas, como límite al ejercicio de la libertad de ex-
presión cuando las manifestaciones se refieran a grupos sociales determinados, alcanza 
un mayor estándar de protección cuando las mismas se refieran a colectividades que 
por rasgos dominantes históricos, sociológicos, étnicos o religiosos, han sido ofendidos 
a título colectivo por el resto de la comunidad. En efecto, esta protección al honor de 
los grupos sociales se intensifica cuando en una sociedad determinada ha existido un 
constante rechazo a las personas que los integran, ante lo cual, el lenguaje que se 
utilice para ofender o descalificar a las mismas adquiere la calificativa de discrimina-
torio. En consecuencia, el lenguaje discriminatorio se caracteriza por destacar catego-
rías de las señaladas en el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, mediante elecciones lingüísticas que denotan un rechazo social, en torno 
a aspectos tales como el origen étnico o nacional, el género, las discapacidades, la 
condición social, la religión y las preferencias sexuales. Debido a lo anterior, el lenguaje 
discriminatorio constituye una categoría de expresiones ofensivas u oprobiosas, las 
cuales al ser impertinentes en un mensaje determinado, actualizan la presencia de 
expresiones absolutamente vejatorias.
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ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 549, aislada, constitucional. 
1a. CLV/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. el interés públiCo Constituye una Causa de JustiFiCaCión 

para diFundir inFormaCión privada.
Sostener que la divulgación de cualquier información veraz está amparada por la 

libertad de expresión equivaldría a hacer nugatorio el derecho a la intimidad, toda vez 
que en la medida en la que los hechos en cuestión fueran verdaderos los medios de 
comunicación estarían en libertad de publicarlos. En este sentido, el interés público 
es la causa de justificación más relevante en los casos donde entran en conflicto liber-
tad de información y derecho a la intimidad. Así, la identificación de un interés público 
en la difusión de información íntima actualizará una causa de justificación al estar en 
presencia del ejercicio legítimo de la libertad de información.

Registro: 2003631 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 550, aislada, constitucional. 

1a. CXXXIII/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. elementos del test de interés públiCo sobre la inForma-

Ción privada de las personas.
Para decidir si determinada información privada es de interés público en ejercicio 

del derecho a la libertad de expresión, se requiere corroborar, en un test, la presencia de 
dos elementos: (i) una conexión patente entre la información privada y un tema de in-
terés público; y, (ii) la proporcionalidad entre la invasión a la intimidad ocasionada por 
la divulgación de la información privada y el interés público de la información.

Registro: 2003630 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 550, aislada, constitucional. 

1a. CLXXXVIII/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. el uso diFundido de eXpresiones Habituales de una so-

Ciedad no las eXCluye del Control de ConstituCionalidad.
Si bien determinadas expresiones pueden encontrarse arraigadas en el lenguaje 

habitual de una determinada sociedad, ello no puede conducir a la conclusión de que 
por ese mero hecho las mismas se encuentren protegidas por el texto constitucional. 
En otras palabras, el uso difundido de ciertos términos por un gran número de los in-
tegrantes de una sociedad, bajo ningún caso puede traducirse en un supuesto de ex-
clusión del tamiz de control de constitucionalidad. Precisamente, la naturaleza del 
control de regularidad normativa que lleva a cabo esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, tiene como consecuencia que el parámetro de control lo constituyan los 
derechos fundamentales contenidos tanto en la Constitución, así como en los instru-
mentos internacionales de los cuales nuestro país es parte, sin que pueda admitirse 
que la práctica cotidiana de determinadas conductas convalide una posible contraven-
ción al parámetro de constitucionalidad. En efecto, este alto tribunal tiene como su tarea 
primordial la tutela de los derechos fundamentales, en especial de los grupos minori-
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a tarios, los cuales suelen ser objeto de exclusión y discriminación. En consecuencia, 
para realizar un control de regularidad constitucional, no pueden tomarse en conside-
ración las prácticas que realizan la mayoría de los integrantes de la sociedad, tales 
como el uso cotidiano de determinados términos lingüísticos, pues de adoptarse tal 
postura, se llegaría al absurdo de convalidar violaciones a los derechos fundamen-
tales por así estar constituida la opinión dominante de una sociedad, lo cual sería 
contrario tanto a la dinámica de las funciones encomendadas a esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, así como a la naturaleza de la Constitución como norma jurídica.

Registro: 2003633 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 551, aislada, constitucional, 
civil.

1a. CLVI/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. interpretaCión de la “maliCia eFeCtiva” en la ley de 

responsabilidad Civil para la proteCCión del dereCHo a la vida privada, el Honor y 
la propia imagen en el distrito Federal.

La “malicia efectiva” es el criterio subjetivo de imputación que se ha adoptado en 
el derecho mexicano para atribuir responsabilidad en casos de conflicto entre la liber-
tad de expresión y los derechos de la personalidad. No obstante, el principal problema 
es que la “malicia efectiva” surgió para aplicarse en casos donde se alegaban vulne-
raciones al derecho al honor. En esta línea, las disposiciones sobre la “malicia efectiva” 
contempladas en la ley citada sólo se aplican en su literalidad a las intromisiones en 
el honor, por lo que la irrelevancia de la veracidad de la información en casos donde 
se alega la intromisión en la vida privada de una persona hace que la “malicia efectiva” 
como criterio subjetivo de imputación deba sufrir alguna modulación, que se traduce 
en dejar de considerar en todos los casos de posibles afectados (funcionarios públicos, 
personas con proyección pública y particulares) los elementos del estándar que presu-
ponen la falta de veracidad. En este sentido, esta Primera Sala entiende que en supues-
tos donde esté en juego el derecho a la vida privada de funcionarios públicos sólo debe 
exigirse que la información se haya difundido con la única intención de dañar, como 
lo establece la fracción III del artículo 30 de la ley citada; y en el caso de los particu-
lares con proyección pública y particulares sin esa proyección, la “malicia efectiva” 
se reduce a la hipótesis de que la información se haya difundido con negligencia inex-
cusable, supuesto establecido en el artículo 32 del citado ordenamiento.

Registro: 2003632 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 551, aislada, constitucional. 

1a. CLX/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. interés públiCo de la inFormaCión relaCionada Con la 

proCuraCión e impartiCión de JustiCia.
Si se parte de la premisa de que los hechos delictivos repercuten de manera nega-

tiva en la sociedad, es innegable que las investigaciones periodísticas encaminadas a 
su esclarecimiento y difusión están dotadas de un amplio interés público. La comisión 
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tes, son eventos de la incumbencia del público y, consecuentemente, la prensa está 
legitimada para realizar una cobertura noticiosa de esos acontecimientos. Dicha cober-
tura no sólo tiene el valor de una denuncia pública o de una contribución al escrutinio 
de la actuación de las autoridades encargadas de investigar y sancionar esos delitos, 
sino que ayuda a comprender las razones por las cuales las personas los cometen, 
además de que esa información también sirve para conocer las circunstancias que 
concurren para que tenga lugar el fenómeno delictivo.

Registro: 2003634 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 552, aislada, constitucional. 

1a. CXXXVII/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. interpretaCión de la negligenCia ineXCusable de los 

periodistas en la ley de responsabilidad Civil para la proteCCión del dereCHo a la 
vida privada, el Honor y la propia imagen en el distrito Federal.

La exigencia del artículo 32 del ordenamiento en cuestión de demostrar la negli-
gencia inexcusable del demandado debe entenderse dentro del contexto del concepto 
de “culpa”, al constituir una conducta derivada de la falta de cuidado para verificar si 
la información difundida infringía o no un derecho de la personalidad. En el caso de la 
prensa, el criterio subjetivo de imputación hace referencia a la diligencia exigible en 
el desempeño de la actividad periodística. Ahora bien, es importante destacar que el 
legislador tomó la decisión de imponer un estándar muy exigente para poder atribuir 
responsabilidad civil a un profesional del periodismo como una estrategia para evitar 
las restricciones indirectas a la libertad de expresión. Al requerir que se trate de una 
negligencia inexcusable del demandado, el legislador pretendió que no cualquier clase 
de negligencia en el ejercicio de la libertad de expresión pudiera servir para justificar 
una condena por daño moral. La falta de cuidado tiene que ser de tal magnitud que se 
considere inexcusable. En consecuencia, si un periodista que difunde información 
íntima de una persona que considera de interés público instrumentó diversas medidas 
de diligencia para evitar que esa información pudiera vincularse con la persona, es 
indudable que dicho periodista no incurrió en negligencia inexcusable en la difusión 
de esa información. Si bien es posible que esas medidas eventualmente no sean total-
mente eficaces, entre otras razones porque el periodista no controla todos los factores 
que pueden llegar a conducir a la identificación de la persona a la que se refiere la 
información, no debe atribuirse responsabilidad al periodista porque el estándar exige 
que su negligencia sea de una magnitud muy considerable.

Registro: 2003635 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 553, aislada, constitucional. 

1a. CXXXI/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. la aFeCtaCión al dereCHo a la intimidad no puede Justi-

FiCarse en la veraCidad de la inFormaCión.
La relevancia de la veracidad de la información difundida varía radicalmente si lo 

que se contrapone al derecho a la información es el derecho al honor o el relativo a 
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a la intimidad. La veracidad es una exigencia más débil que la verdad, en la medida en 
que únicamente comporta un estándar de diligencia en la corroboración de la verdad 
de la información divulgada. Ahora bien, mientras la veracidad en la información 
constituye una causa de justificación respecto de las intromisiones en el derecho al 
honor, ello no ocurre en los casos de conflicto entre libertad de información y derecho 
a la intimidad por una razón de naturaleza conceptual: la información difundida debe 
ser verdadera para que afecte la intimidad, es decir, la verdad de la información es 
un presupuesto de cualquier vulneración a la intimidad. De acuerdo con lo anterior, la 
legitimidad de una invasión a la intimidad no podrá justificarse en la veracidad de 
la información.

Registro: 2003636 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 553, aislada, constitucional. 

1a. CXXXII/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. la diFusión de inFormaCión sobre la vida privada de las 

personas puede ampararse por este dereCHo si se JustiFiCa su interés públiCo.
El criterio de interés público debe fundarse en la información que el público con-

sidera relevante para la vida comunitaria, es decir, aquella que versa sobre hechos que 
puedan encerrar trascendencia pública y que sean necesarios para que sea real la 
participación de los ciudadanos en la vida colectiva. En este sentido, no puede pasar 
inadvertido que las personas sienten curiosidad por aspectos íntimos de otras personas, 
por lo que el interés público no puede estar conformado por todo aquello que la socie-
dad considera de interés en un sentido amplio. Una información se vuelve de interés 
público cuando miembros de la comunidad pueden justificar razonablemente un inte-
rés en su conocimiento y difusión. En principio, puede decirse que el discurso político 
es el que está más directamente relacionado con la dimensión social y las funciones 
institucionales que debe cumplir la libertad de expresión en un contexto democrático. 
Desde luego, lo anterior no quiere decir que sólo el discurso político esté amparado 
por la libertad de información, ya que la libertad de expresión no está confinada al 
ámbito de los hechos u opiniones sobre asuntos públicos o a comentar la situación de 
las personas que voluntariamente han buscado la luz pública.

Registro: 2003637 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 554, aislada, constitucional. 

1a. CLVII/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. la ley de responsabilidad Civil para la proteCCión del 

dereCHo a la vida privada, el Honor y la propia imagen en el distrito Federal no 
viola los prinCipios de Cobertura legal y redaCCión Clara.

La exigencia de que las normas que establecen responsabilidades ulteriores por el 
ejercicio abusivo de la libertad de expresión sean claras y precisas se refiere únicamente 
a casos donde la responsabilidad examinada es de naturaleza penal. En la jurispruden-
cia interamericana, la obligación de utilizar términos estrictos y unívocos, que acoten 
claramente las conductas punibles, está circunscrita a la redacción de tipos penales. 
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principio de taxatividad en materia penal, no pueden trasladarse al ámbito de las nor-
mas que regulan la responsabilidad civil. Por lo tanto, las conductas ilícitas que dan 
lugar a una reparación del daño no tienen que cumplir con la exigencia de tipicidad, 
de tal suerte que no se requiere que estén descritas de forma clara y precisa en una ley 
anterior al hecho. Así, la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho 
a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, no viola los prin-
cipios de cobertura legal y redacción clara y precisa.

Registro: 2003638 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 555, aislada, constitucional. 

1a. CLIX/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. la ley de responsabilidad Civil para la proteCCión del 

dereCHo a la vida privada, el Honor y la propia imagen en el distrito Federal no 
vulnera la doCtrina ConstituCional sobre la gradaCión de los medios de eXigenCia 
de responsabilidad.

El título quinto de la ley en comento cumple cabalmente con la doctrina de esta 
Suprema Corte sobre la gradación de los medios de exigencia de responsabilidad. En 
este sentido, los artículos 39 y 41 contemplan distintas medidas para reparar el daño 
causado por el ejercicio ilegítimo de la libertad de expresión, que consisten en la pu-
blicación de la sentencia condenatoria a costa del demandado o, en su defecto, a través 
de una indemnización. El propio artículo 41 establece una serie de criterios que debe-
rán ser tomados en cuenta al momento de fijar la indemnización, los cuales permiten 
precisamente graduar la responsabilidad de la persona en función de las circunstancias 
concretas en las que se realizó la expresión. Esos criterios incluyen “la mayor o menor 
divulgación que el acto ilícito hubiere tenido, las condiciones personales de la víctima 
y las demás circunstancias del caso”. En este orden de ideas, el segundo párrafo del 
artículo 41 establece la posibilidad de atenuar la medida reparatoria al permitir al juez 
“disminuir hasta en un setenta por ciento la cantidad máxima establecida en el presente 
artículo” en los casos en que los sujetos afectados por las expresiones sean servidores 
públicos. Y por otro lado, el artículo 43 hace posible aumentar el monto de la reparación 
en casos de reincidencia durante el plazo de un año, al dar la posibilidad al juez de 
“imponer hasta en una mitad más del monto máximo por indemnización”. Finalmente, 
hay que destacar que también se prohíben algunas consecuencias que desde la pers-
pectiva del legislador podrían considerarse desproporcionadas. En esta línea, el artículo 
40 establece que “[e]n ningún caso, las sanciones derivadas del daño al patrimonio 
moral serán privativas de la libertad de las personas”. Mientras que el propio artículo 
41 estipula que “en ningún caso el monto por indemnización deberá exceder de tres-
cientos cincuenta días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal”. Así, 
las consideraciones anteriores muestran que la ley no viola la doctrina constitucional 
de esta Suprema Corte sobre la gradación de medios de exigencia de responsabilidad.
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a Registro: 2003639 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 556, aislada, constitucional. 

1a. CXLVI/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. las eXpresiones absolutamente veJatorias se aCtualizan 

no sólo mediante reFerenCias a personas en ConCreto, sino inCluso al HaCer inFe-
renCias sobre ColeCtividades o grupos reConoCibles.

Las expresiones absolutamente vejatorias, esto es, aquellas que están excluidas de 
protección constitucional, no sólo se pueden presentar cuando hacen referencia a una 
persona en concreto, sino que es factible que las mismas se refieran a una colectividad 
o grupo reconocible y, por tanto, trasciendan a sus miembros o componentes, siempre 
y cuando éstos sean identificables como individuos dentro de la colectividad. A juicio 
de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sostener la postura 
contraria, implicaría admitir la legitimidad constitucional de las expresiones vejatorias 
cuando fueren realizadas de forma innominada, genérica o imprecisa, lo cual no es 
acorde con la doctrina que sobre los límites a la libertad de expresión ha ido constru-
yendo este alto tribunal.

Registro: 2003640 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 556, aislada, constitucional. 

1a. CXLV/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. las eXpresiones impertinentes son aquellas que CareCen 

de utilidad FunCional en la emisión de un mensaJe.
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que 

las expresiones que están excluidas de protección constitucional son aquellas absolu-
tamente vejatorias, entendiendo como tales las que sean: (i) ofensivas u oprobiosas, 
según el contexto; e (ii) impertinentes para expresar opiniones o informaciones según 
tengan o no relación con lo manifestado. Así, el segundo requisito en comento se refiere 
de forma indefectible a la relación que las expresiones deben guardar con las ideas u 
opiniones formuladas, esto es, las mismas deben encontrarse vinculadas al mensaje 
que pretende emitirse, pues la falta de esta exigencia relacional pondría en evidencia 
el uso injustificado de las expresiones y, por tanto, su impertinencia en el mensaje 
cuestionado. Para arribar a la anterior conclusión, en cada caso en concreto deben 
analizarse las manifestaciones de forma integral, así como el contexto en el cual las 
mismas fueron emitidas, a efecto de determinar si las expresiones tenían alguna utili-
dad funcional, esto es, si su inclusión en el mensaje era necesaria para reforzar la tesis 
crítica sostenida por las ideas y opiniones correspondientes, pues en caso contrario, 
las mismas resultarían impertinentes.

Registro: 2003641 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 557, aislada, constitucional. 

1a. CXLIV/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. las eXpresiones oFensivas u oprobiosas son aquellas que 

Conllevan un menospreCio personal o una veJaCión inJustiFiCada.
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las expresiones que están excluidas de protección constitucional son aquellas absolu-
tamente vejatorias, entendiendo como tales las que sean: (i) ofensivas u oprobiosas, 
según el contexto; e (ii) impertinentes para expresar opiniones o informaciones según 
tengan o no relación con lo manifestado. Así, en torno al primer requisito en comento, 
esta Primera Sala ya ha establecido que si bien la Constitución no reconoce un derecho 
al insulto o a la injuria gratuita, tampoco veda expresiones que puedan resultar inusua-
les, alternativas, indecentes, escandalosas, excéntricas o simplemente contrarias a las 
creencias y posturas mayoritarias. En consecuencia, las expresiones ofensivas u opro-
biosas no deben confundirse con críticas que se realicen con calificativos o afirmaciones 
fuertes, pues la libertad de expresión resulta más valiosa ante expresiones que puedan 
molestar o disgustar. Así las cosas, y tomando en consideración esta permisibilidad 
constitucional en torno a manifestaciones fuertes o molestas, se arriba a la conclusión de 
que las expresiones se pueden calificar como ofensivas u oprobiosas, por conllevar un 
menosprecio personal o una vejación injustificada, en virtud de realizar inferencias 
crueles que inciten una respuesta en el mismo sentido, al contener un desprecio personal.

Registro: 2003643 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 558, aislada, constitucional. 

1a. CXXXVIII/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. “maliCia eFeCtiva” Como presupuesto indispensable para 

la imputaCión de responsabilidad Civil por eXpresiones no protegidas por aquel 
dereCHo.

La “malicia efectiva” es el criterio subjetivo de imputación que esta Suprema Corte 
ha adoptado para resolver los casos de responsabilidad civil por ejercicio de la libertad 
de expresión. Esto significa que para poder condenar civilmente a una persona en este 
tipo de asuntos, debe verificarse la existencia de todos los elementos que tienen que 
estar presentes en cualquier esquema de responsabilidad civil extracontractual que no 
sea de naturaleza objetiva: (i) la ilicitud de la conducta (vulneración del derecho a la 
vida privada); (ii) el criterio subjetivo de imputación (dolo o negligencia); (iii) la exis-
tencia de un daño (afectación al patrimonio moral de la persona); y (iv) una relación 
de causalidad entre la conducta ilícita y el resultado dañoso. Así, con independencia de 
que el artículo 36 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho 
a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, no contemple 
entre sus fracciones a la “malicia efectiva”, es evidente que la actualización del crite-
rio subjetivo de imputación, ya sea dolo o negligencia (dependiendo de quién sea la 
persona afectada y el derecho que esté en juego), es un presupuesto indispensable para 
poder adscribir responsabilidad civil a una persona por la emisión de una expresión 
no cubierta por la libertad de información.

Registro: 2003642 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 558, aislada, constitucional. 

1a. CLXIII/2013 (10a.)
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a libertad de eXpresión. los medios de ComuniCaCión Juegan un papel Fundamental 
para la disminuCión y erradiCaCión del lenguaJe disCriminatorio.

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aten-
diendo a la naturaleza y funciones que desempeñan los medios de comunicación, éstos 
tienen una responsabilidad especial para evitar la propagación del discurso discrimi-
natorio. En efecto, en la actualidad existe una tendencia a subestimar el poder de los 
medios de comunicación, sin embargo, es un error minimizarlo pues se trata de enti-
dades cuyas opiniones suelen imponerse en la sociedad, dominando la opinión pública 
y generando creencias. La televisión, la radio, los periódicos, las revistas y demás 
medios de comunicación, son fácilmente accesibles para el público y, de hecho, com-
piten para atraer su atención. Así pues, es usual encontrar que muchas de las discu-
siones que se presentan día con día, se basan o hacen referencia a creencias públicas 
generadas por alguna noticia o análisis. Por tanto, resulta claro que a través de los 
medios de comunicación, los líderes de opinión despliegan sus ideas, convirtiéndose 
así en los sujetos a quienes se atribuye la misión de elaborar y transmitir conocimien-
tos, teorías, doctrinas, ideologías, concepciones del mundo o simples opiniones, que 
constituyen las ideas o los sistemas de ideas de una determinada época y de una so-
ciedad específica, valiéndose de la persuasión y no de la coacción. En consecuencia, 
los medios de comunicación juegan un papel fundamental en la formación de una 
cultura pública que propicie la disminución y, en última instancia, la erradicación de 
discursos discriminatorios, ya que tienen un papel clave que desempeñar en la lucha 
contra los prejuicios y los estereotipos, y por lo tanto pueden contribuir a mejorar la 
igualdad de oportunidades para todos.

Registro: 2003644 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 559, aislada, constitucional. 

1a. CLIV/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. margen de apreCiaCión de los periodistas en la determi-

naCión del interés públiCo de la inFormaCión sobre la vida privada de las personas.
Los medios de comunicación deben poder decidir con criterios periodísticos la ma-

nera en la que presentan una información o cubren una noticia y contar con un margen 
de apreciación que les permita, entre otras cosas, evaluar si la divulgación de informa-
ción sobre la vida privada de una persona está justificada al estar en conexión evidente 
con un tema de interés público. No corresponde a los jueces en general, ni a esta Su-
prema Corte en particular, llevar a cabo el escrutinio de la prensa al punto de estable-
cer en casos concretos si una determinada pieza de información es conveniente, indis-
pensable o necesaria para ciertos fines. Los tribunales no deben erigirse en editores y 
decidir sobre aspectos netamente periodísticos, como lo sería la cuestión de si ciertos 
detalles de una historia son necesarios o si la información pudo trasladarse a la opinión 
pública de una manera menos sensacionalista, en virtud de que permitir a los tribuna-
les un escrutinio muy estricto o intenso de estas decisiones supondría la implementación 
de una restricción indirecta a la libertad de expresión. No obstante, tampoco puede 
aceptarse que los medios de comunicación se inmiscuyan indiscriminadamente en la 
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con lo anterior, la publicación de información verdadera sobre la vida privada de una 
persona sólo estará amparada por la libertad de información cuando el periodista, ac-
tuando dentro de ese margen de apreciación, establezca una conexión patente entre 
la información divulgada y un tema de interés público y exista proporcionalidad entre la 
invasión a la intimidad producida por la divulgación de la información y el interés 
público de dicha información. Dicha solución constituye una posición deferente con el 
trabajo de periodistas y editores que tiene como finalidad evitar una excesiva interfe-
rencia en el ejercicio de la libertad de expresión mientras se protege la vida privada 
de las personas de intromisiones innecesarias.

Registro: 2003645 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 560, aislada, constitucional. 

1a. CXXXIV/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. requisito de ConeXión patente en el test de interés pú-

bliCo sobre la inFormaCión privada de las personas.
Para decidir si este tipo de información es de interés público se requiere corrobo-

rar la presencia de una conexión patente entre ésta y un tema o información de interés 
público. Este componente del test de interés público tiene como función descartar 
aquellos casos en los que la información privada es completamente irrelevante. La idea 
que está detrás de esta indagación es el hecho de que los periodistas tienen amplio 
margen de apreciación sobre estas cuestiones, de manera que es suficiente constatar 
que existe una conexión más o menos evidente entre la información divulgada y el tema 
o la información de interés público. En este sentido, esta grada del test es incompatible 
con un escrutinio estricto de la actuación del periodista donde se establezca la “perti-
nencia”, “conveniencia” o “necesidad” de la información privada difundida.

Registro: 2003646 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 561, aislada, constitucional. 

1a. CXXXV/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. requisito de proporCionalidad en el test de interés 

públiCo sobre la inFormaCión privada de las personas.
Para poder decidir si este tipo de información es de interés público, se requiere 

corroborar si la invasión a la intimidad ocasionada por su divulgación es proporcional. 
Este segundo componente del test de interés público persigue descartar aquellos casos 
en los que, existiendo una conexión patente entre la información difundida y un tema de 
interés público, la intensidad de la intromisión no guarda una razonable corresponden-
cia con la importancia de la información de interés público. Ahora bien, para determi-
nar la intensidad de la invasión se deberá atender a factores relacionados con la persona 
afectada y la información divulgada. En el primer caso, deben examinarse, entre otros 
aspectos, si la persona afectada es un servidor público o un particular con proyección 
pública, así como la circunstancia de si trató de evitar o fomentó su exposición pública 
en relación con ese tema. En el segundo caso, resultan relevantes, entre otras cosas, el 
hecho de que la información íntima se hiciera del conocimiento público antes o después 
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a de la publicación por la que se pretende atribuir responsabilidad y si existía una expec-
tativa de confidencialidad sobre la información divulgada. Cabe aclarar que el examen 
de proporcionalidad en casos de conflicto entre libertad de información y vida privada 
no se corresponde con el test en tres gradas (idoneidad, necesidad y proporcionalidad 
en estricto sentido) que se utiliza frecuentemente para analizar las intervenciones en 
derechos fundamentales.

Registro: 2003647 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 561, aislada, constitucional. 

1a. CXXVII/2013 (10a.)
libertad de eXpresión y dereCHo a la inFormaCión. su proteCCión en el denomi-

nado “periodismo de denunCia”.
El “periodismo de denuncia” es la difusión de notas periodísticas, opiniones, 

declaraciones o testimonios que tienen por objeto divulgar información de interés 
público, ya sea para toda la sociedad o para una comunidad determinada, como la de-
nuncia de irregularidades en el ejercicio de la función pública, o de un trato diferen-
ciado en la aplicación de la ley en favor de grupos privilegiados, ya que es de interés 
público que no haya privilegios o excepciones en la aplicación de la ley. Por tanto, 
no puede sancionarse un escrutinio intenso por parte de la sociedad y de los profesio-
nales de la prensa, en aquellos casos en donde existan indicios de un trato privilegiado 
o diferenciado no justificado.

Registro: 2003648 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 562, aislada, constitucional. 

1a. CXXVI/2013 (10a.)
libertad de eXpresión y dereCHo a la inFormaCión. una persona puede adquirir 

proyeCCión públiCa, si está relaCionada Con algún suCeso que, por sí mismo, reviste 
interés públiCo para la soCiedad.

En la tesis 1a. CCXIX/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federa
ción y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, página 278, de 
“dereCHos al Honor y a la privaCidad. su resistenCia Frente a instanCias de eJerCi-
Cio de la libertad de eXpresión y el dereCHo a la inFormaCión es menor Cuando sus 
titulares tienen responsabilidades públiCas.”, esta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación señaló que quienes desempeñan, han desempeñado o desean 
desempeñar responsabilidades públicas, tienen pretensiones en términos de intimidad 
y respeto al honor con menos resistencia normativa general que los ciudadanos ordi-
narios, por motivos ligados al tipo de actividad que han decidido desempeñar, que exige 
un escrutinio público intenso de sus actividades. Asimismo, en la tesis 1a. XLI/2010, 
difundida en los señalados medio y Época, Tomo XXXI, marzo de 2010, página 923, 
de “dereCHos a la privaCidad, a la intimidad y al Honor. su proteCCión es menos 
eXtensa en personas públiCas que tratándose de personas privadas o partiCulares.”, 
la propia Sala agregó que también son personas con proyección pública aquellas que, 
por circunstancias sociales, familiares, artísticas, deportivas, o bien, porque han di-
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son notoriamente conocidas o tienen proyección o notoriedad en una comunidad y, por 
ende, deben resistir un mayor nivel de injerencia en su intimidad, de manera que la 
protección a su privacidad e incluso a su honor o reputación, es menos extensa que 
tratándose de personas privadas o particulares, porque aceptan voluntariamente, por 
situarse en la posición que ocupan, exponerse al escrutinio público. Cabe añadir que 
una persona también puede adquirir proyección pública por estar relacionada con algún 
suceso que, por sí mismo, revista interés público para la sociedad, lo que a su vez le 
puede ocasionar una protección menos extensa de sus derechos de la personalidad.

Registro: 2003302 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 1, p. 537, jurisprudencia, 
constitucional. 

1a./J. 31/2013 (10a.)
libertad de eXpresión. la ConstituCión no reConoCe el dereCHo al insulto.
Si bien es cierto que cualquier individuo que participe en un debate público de 

interés general debe abstenerse de exceder ciertos límites, como el respeto a la repu-
tación y a los derechos de terceros, también lo es que está permitido recurrir a cierta 
dosis de exageración, incluso de provocación, es decir, puede ser un tanto desmedido 
en sus declaraciones, y es precisamente en las expresiones que puedan ofender, chocar, 
perturbar, molestar, inquietar o disgustar donde la libertad de expresión resulta más 
valiosa. Así pues, no todas las críticas que supuestamente agravien a una persona, 
grupo, o incluso a la sociedad o al Estado pueden ser descalificadas y objeto de respon-
sabilidad legal, aunque el uso de la libertad de expresión para criticar o atacar mediante 
el empleo de términos excesivamente fuertes y sin articular una opinión, puede con-
llevar una sanción que no resultaría violatoria de la libertad de expresión. En este 
sentido, es importante enfatizar que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos no reconoce un derecho al insulto o a la injuria gratuita, sin embargo, tam-
poco veda expresiones inusuales, alternativas, indecentes, escandalosas, excéntricas o 
simplemente contrarias a las creencias y posturas mayoritarias, aun cuando se expresen 
acompañadas de expresiones no verbales, sino simbólicas. Consecuentemente, el de-
recho al honor prevalece cuando la libertad de expresión utiliza frases y expresiones 
que están excluidas de protección constitucional, es decir, cuando sean absolutamente 
vejatorias, entendiendo como tales las que sean: a) ofensivas u oprobiosas, según el 
contexto; y, b) impertinentes para expresar opiniones o informaciones, según tengan o 
no relación con lo manifestado. Respecto del citado contexto, su importancia estriba 
en que la situación política o social de un Estado y las circunstancias concurrentes a 
la publicación de la nota pueden disminuir la significación ofensiva y aumentar el grado 
de tolerancia.

Registro: 2003303 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 1, p. 538, jurisprudencia, 
constitucional. 

1a./J. 38/2013 (10a.)
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a libertad de eXpresión. sus límites a la luz del sistema de proteCCión dual y del 
estándar de maliCia eFeCtiva.

Para el análisis de los límites a la libertad de expresión, esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha adoptado el denominado “sistema dual de protección”, según 
el cual los límites de crítica son más amplios cuando ésta se refiere a personas que, 
por dedicarse a actividades públicas o por el rol que desempeñan en una sociedad 
democrática, están expuestas a un control más riguroso de sus actividades y manifes-
taciones que aquellos particulares sin proyección pública alguna, pues en un sistema 
inspirado en los valores democráticos, la sujeción a esa crítica es inseparable de todo 
cargo de relevancia pública. Sobre este tema, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos precisó, en los casos Herrera Ulloa vs. Costa Rica y Kimel vs. Argentina, que 
el acento de este umbral diferente de protección no se asienta en la calidad del sujeto, 
sino en el carácter de interés público que conllevan las actividades o actuaciones de 
una persona determinada. Esta aclaración es fundamental en tanto que las personas 
no estarán sometidas a un mayor escrutinio de la sociedad en su honor o privacidad 
durante todas sus vidas, sino que dicho umbral de tolerancia deberá ser mayor sola-
mente mientras realicen funciones públicas o estén involucradas en temas de relevan-
cia pública. Esto no significa que la proyección pública de las personas las prive de su 
derecho al honor, sino simplemente que el nivel de intromisión admisible será mayor, 
aunque dichas intromisiones deben estar relacionadas con aquellos asuntos que sean 
de relevancia pública. La principal consecuencia del sistema de protección dual es la 
doctrina conocida como “real malicia” o “malicia efectiva”, misma que ha sido incor-
porada al ordenamiento jurídico mexicano. Esta doctrina se traduce en la imposición 
de sanciones civiles, exclusivamente en aquellos casos en que exista información falsa 
(en caso del derecho a la información) o que haya sido producida con “real malicia” 
(aplicable tanto al derecho a la información como a la libertad de expresión). El están-
dar de “real malicia” requiere, para la existencia de una condena por daño moral por 
la emisión de opiniones, ideas o juicios, que hayan sido expresados con la intención 
de dañar, para lo cual, la nota publicada y su contexto constituyen las pruebas idóneas 
para acreditar dicha intención. En este sentido, esta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación observa que, dependiendo de su gravedad y de la calidad del 
sujeto pasivo, las intromisiones al derecho al honor pueden ser sancionadas con: (i) 
sanciones penales, en supuestos muy limitados referentes principalmente a intromisio-
nes graves contra particulares; (ii) con sanciones civiles, para intromisiones graves en 
casos de personajes públicos e intromisiones medias contra particulares; y (iii) mediante 
el uso del derecho de réplica o respuesta, cuyo reconocimiento se encuentra tanto en el 
texto constitucional como en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, para 
intromisiones no graves contra personajes públicos e intromisiones leves contra perso-
nas privadas.

Registro: 2003304 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 1, p. 540, jurisprudencia, 
constitucional. 

1a./J. 32/2013 (10a.)
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protegidas ConstituCionalmente.
A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, existe 

una presunción general de cobertura constitucional de todo discurso expresivo. Cuando 
las ideas expresadas tienen por objeto exteriorizar un sentir positivo o favorable hacia 
una persona, resulta inconcuso que no habría una intromisión al derecho al honor de la 
persona sobre la cual se vierten las ideas u opiniones. Lo mismo puede decirse de 
aquellas ideas que, si bien críticas, juzguen a las personas mediante la utilización 
de términos cordiales, decorosos o simplemente bien recibidos por el destinatario. Lo 
anterior evidencia que no existe un conflicto interno o en abstracto entre los derechos 
a la libertad de expresión y al honor. Así, el estándar de constitucionalidad de las 
opiniones emitidas en ejercicio de la libertad de expresión es el de relevancia pública, 
el cual depende del interés general por la materia y por las personas que en ella inter-
vienen, cuando las noticias comunicadas o las expresiones proferidas redunden en des-
crédito del afectado, pues en caso contrario ni siquiera existiría un conflicto entre 
derechos fundamentales, al no observarse una intromisión al derecho al honor. Es nece-
sario matizar que si la noticia inexacta involucra a figuras particulares en cuestiones 
particulares no tiene aplicación la doctrina de la “real malicia”, funcionado en su reem-
plazo los principios generales sobre responsabilidad civil, lo cual opera de la misma 
forma cuando se trate de personas con proyección pública pero en aspectos concer-
nientes a su vida privada. Ahora bien, la relación entre la libertad de expresión y los 
derechos de la personalidad, como el honor, se complica cuando la primera se ejerce 
para criticar a una persona, de forma tal que ésta se sienta agraviada. La complejidad 
radica en que el Estado no puede privilegiar un determinado criterio de decencia, 
estética o decoro respecto a las expresiones que podrían ser bien recibidas, ya que no 
existen parámetros uniformemente aceptados que puedan delimitar el contenido de estas 
categorías, por lo cual constituyen limitaciones demasiado vagas de la libertad de ex-
presión como para ser constitucionalmente admisibles. De hecho, el debate en temas 
de interés público debe ser desinhibido, robusto y abierto, pudiendo incluir ataques 
vehementes, cáusticos y desagradablemente mordaces sobre personajes públicos o, en 
general, ideas que puedan ser recibidas desfavorablemente por sus destinatarios y la 
opinión pública, de modo que no sólo se encuentran protegidas las ideas que son reci-
bidas favorablemente o las que son vistas como inofensivas o indiferentes. Estas son 
las demandas de una sociedad plural, tolerante y abierta, sin la cual no existe una 
verdadera democracia.

Registro: 2002942 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, p. 1897, 
aislada, constitucional, administrativa.

I.4o.A.42 A (10a.)
aCCeso a la inFormaCión. Criterios que deben observar las restriCCiones que se 

establezCan al eJerCiCio del dereCHo relativo.
El ejercicio del derecho de acceso a la información contenido en el artículo 6º de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es absoluto, en tanto que 
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a puede ser restringido excepcionalmente y sólo en la medida necesaria para dar eficacia 
a otros derechos o bienes constitucionales, pero como el Estado debe establecer las 
condiciones para su pleno ejercicio sin limitaciones arbitrarias ni discriminación al-
guna, mediante las políticas públicas en la materia, las restricciones que se establezcan 
deben observar los criterios de: a) razonabilidad, esto es, enfocarse a satisfacer los fines 
perseguidos; y b) proporcionalidad, que se traduce en que la medida no impida el ejer-
cicio de aquel derecho en su totalidad o genere en la población una inhibición al respecto. 
En consonancia con lo anterior, las autoridades deben dar prevalencia a los principios 
inmersos en la Constitución, frente a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, concibiendo el señalado derecho bajo la lógica 
de que la regla general debe ser la máxima publicidad de la información y disponibi-
lidad, de modo que, en aras de privilegiar su acceso, han de superarse los meros recono-
cimientos formales o ritos procesales que hagan nugatorio el ejercicio de este derecho, 
en la inteligencia de que, sobre la base no formalista de un fundamento de hecho y una 
interpretación dinámica y evolutiva según las circunstancias, debe prevalecer la esen-
cia y relevancia del derecho fundamental, y sólo de manera excepcional, podrá restrin-
girse su ejercicio, en la medida que ello se encuentre justificado, acorde con los requi-
sitos descritos, lo que encuentra sustento en el artículo 1º constitucional, conforme al 
cual se acentúa la importancia tanto de propiciar como de vigilar el respeto, protección 
y promoción de los derechos humanos, reconociéndose que las normas en esa materia 
establecen estándares mínimos de protección y son, por tanto, susceptibles de amplia-
ción e interpretación en el sentido de aplicación más favorable a las personas, aunado 
al hecho de que los derechos fundamentales han alcanzado un efecto de irradiación 
sobre todo el ordenamiento jurídico, lo que se asocia con su dimensión objetiva, que 
se traduce en que su contenido informa o permea a éste, de manera que si el Texto 
Fundamental recoge un conjunto de valores y principios, éstos irradian al resto del 
ordenamiento.

Registro: 2002944 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, p. 1899, 
aislada, constitucional, administrativa.

I.4o.A.40 A (10a.)
aCCeso a la inFormaCión. impliCaCión del prinCipio de máXima publiCidad en el 

dereCHo Fundamental relativo.
Del artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se 

advierte que el Estado mexicano está constreñido a publicitar sus actos, pues se reco-
noce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la información que obra en 
poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, 
de “aCCeso a la inFormaCión. su naturaleza Como garantías individual y soCial.”, 
contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con 
la función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio 
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niones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo o social que tiende a 
revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho 
fundado en una de las características principales del gobierno republicano, que es la 
publicidad de los actos de gobierno y la transparencia en el actuar de la administración, 
conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de máxima 
publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, 
realizar un manejo de la información bajo la premisa inicial que toda ella es pública 
y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos en la legislación secundaria y 
justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 
reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa.

Registro: 2002720 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 2, p. 1329, 
aislada, constitucional, común.

I.4o.A.13 K (10a.)
Censura previa. está proHibida por la ConvenCión ameriCana sobre dereCHos 

Humanos Como restriCCión a los dereCHos Fundamentales a la inFormaCión y a la 
libertad de eXpresión, a menos de que se aCtualiCe la eXCepCión Contenida en su 
artíCulo 13, numeral 4.

El artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos esta-
blece, entre otros, dos derechos funcionalmente esenciales en la estructura del Estado 
constitucional de derecho, que tienen una doble faceta: por un lado aseguran a las 
personas espacios esenciales para desplegar su autonomía individual, que deben ser 
respetados y protegidos por el propio Estado y, por otro, gozan de una vertiente pública, 
colectiva o institucional que los convierte en piezas centrales para el adecuado funcio-
namiento de la democracia representativa. Es así que el derecho a la información, 
correlacionado con la libertad de expresión, son derechos fundamentales que gozan de 
una vertiente pública, colectiva o institucional, que los convierte en piezas básicas para 
el adecuado funcionamiento de la sociedad democrática; es decir, se trata de una li-
bertad no sólo individual, sino que contiene una dimensión social y exige que se respete 
el derecho de los individuos no sólo a expresar el pensamiento propio, sino también, 
como miembros de un colectivo, a recibir información y conocer la expresión del pen-
samiento ajeno, lo que hace que revista la característica de ser de orden público y de 
interés social. No obstante, estos derechos no son absolutos, sino que admiten restric-
ciones, las que, conforme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, deben 
responder a los fines previstos en su artículo 13, numeral 2, en el sentido de ser nece-
sarias para asegurar “el respeto a los derechos o a la reputación de los demás” o “la 
protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas”. 
En este contexto, la censura previa se concibe como una interferencia o presión directa 
o indirecta sobre cualquier expresión, opinión o información difundida a través de 
cualquier medio de comunicación, la cual, a nivel convencional, está prohibida, en 
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a tanto limita la circulación libre de ideas y opiniones, permite la imposición arbitraria 
de aquéllas y la creación de obstáculos al libre flujo informativo, de suerte que no se 
justifica su imposición, a menos de que se actualice la excepción contenida en el nu-
meral 4 del citado precepto 13, la cual resulta permisible en el caso de espectáculos 
públicos, pero únicamente con el fin de regular el acceso a éstos para la protección 
moral de la infancia y la adolescencia, pues en todos los demás casos, cualquier medida 
preventiva que implique el menoscabo a la libertad de pensamiento y expresión no será 
admisible.

Registro: 2002502 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3, p. 2035, 
aislada, constitucional, común.

I.7o.C.5 K (10a.)
dereCHos a la inFormaCión y a la libertad de eXpresión. es ilegal eXigir al 

inFormador revelar sus Fuentes.
En atención a que de los artículos 6º y 7º de nuestra Carta Magna, y de la Ley de 

Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la 
Propia Imagen en el Distrito Federal, no deriva regulación alguna en relación al trato 
legal en tratándose de las fuentes de información de quienes ejercen los derechos 
humanos a la información y a la libertad de expresión; es necesario tomar en conside-
ración lo que previene el precepto 13 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, y su interpretación consignada en la Declaración de Principios sobre Liber-
tad de Expresión elaborada por la Relatoría Especial constituida dentro de la Organi-
zación de Estados Americanos (aprobada por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en octubre de 2000), aplicando el control de convencionalidad a que refieren 
los dispositivos legales 1º y 133 constitucionales. Ello para concluir que en términos 
del principio octavo de la mencionada declaración, los periodistas y las demás personas 
que obtienen información de fuentes confidenciales con miras a difundirla en pro del 
interés público en una sociedad democrática; tienen derecho a no revelar la identidad 
de aquéllas al haberla recibido en confianza o como parte de su labor de investigación. 
Lo anterior, porque se trata de dar garantías jurídicas que aseguren su anonimato y 
evitar las posibles represalias que puedan derivar en lo subsecuente.

Registro: 2002503 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3, p. 2036, 
aislada, constitucional, común.

I.7o.C.3 K (10a.)
dereCHos a la inFormaCión y a la libertad de eXpresión. su proteCCión involu-

Cra lo revelado respeCto de servidores públiCos a partir de responsabilidades 
posteriores al desempeño de su Cargo.

La Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, 
el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, no regula el lapso durante el cual 
es posible difundir información sobre un servidor público; por lo cual en ejercicio del 
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debe atender a lo dispuesto en el precepto 13 de la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos, y a su interpretación consignada en la Declaración de Principios 
sobre Libertad de Expresión elaborada por la Relatoría Especial constituida dentro de 
la Organización de Estados Americanos (aprobada por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos en octubre de 2000). De ahí que conforme a los principios quinto 
y décimo primero de dicha declaración, la circunstancia de que se hubiera escrito, 
editado, impreso y distribuido información relativa al desempeño de un representante 
estatal de elección popular, a través de la venta de un libro publicado con posterioridad 
al término de su encargo; no implica que sólo por este último hecho, el nivel de pro-
tección a su honor se torne equivalente al de una persona privada. Por el contrario, 
como el ejercicio de los derechos de información y libertad de expresión no puede 
estar sujeto a previa censura, pues ello significaría aplicar normas sancionadoras a las 
manifestaciones molestas dirigidas a los funcionarios públicos (o “leyes de desacato”), 
incompatibles con la Convención Americana sobre Derechos Humanos; es a partir de 
responsabilidades posteriores fijadas por la ley que se hace posible cuestionar su desem-
peño. En tal sentido, para el caso en comento, continúa limitado el derecho al honor 
del servidor público aun después de concluido su encargo, siendo conducentes los 
artículos 28 a 34 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a 
la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal.

Registro: 2002634 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3, p. 2184, 
aislada, constitucional, común.

I.7o.C.6 K (10a.)
“reporte Fiel” en tratándose de los dereCHos a la inFormaCión y a la libertad 

de eXpresión.
La fiel reproducción de información no da lugar a responsabilidad para el comu-

nicador, ni para los demás sujetos que la difunden en pro del interés público, aun en 
los casos en que no sea correcta y pueda dañar el honor de algún servidor público e, 
incluso, el de una persona privada. Esto, pues en una sociedad democrática el debate 
debe ser fluido y amplio y, por ende, la publicidad de la información proveída por ter-
ceros no debe verse restringida por la amenaza de responsabilidad al informador sim-
plemente por transcribir lo manifestado por otro, al implicar una limitación innecesaria 
que impide el derecho de las personas a estar informadas. Lo anterior, deriva del 
principio décimo de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión elaborada 
por la Relatoría Especial constituida dentro de la Organización de Estados Americanos 
(aprobada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000), 
mediante la cual se interpretó el precepto 13 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, que se aplica en ejercicio del control de convencionalidad a que refieren 
los dispositivos legales 1º y 133 constitucionales, en atención a que en los artículos 
6º y 7º de nuestra Carta Magna, y en la Ley de Responsabilidad Civil para la Protec-
ción del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, 
no existe disposición legal sobre ese tema.



Tesis de Jurisprudencia en materia constitucional | 133

In
te

rp
re

ta
ció

n 
de

l P
od

er
 Ju

di
cia

l d
e 

la 
Fe

de
ra

ció
n 

| 
Dé

cim
a 

ép
oc

a Artículo 7º

Registro: 2008105 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 236, aislada, constitucional. 

1a. CDXXIII/2014 (10a.)
libertad de eXpresión. los mensaJes publiCitarios tienen una proteCCión ate-

nuada en el eJerCiCio de este dereCHo Fundamental.
En su sentido amplio, la libertad de expresión goza de una protección reforzada en 

los ordenamientos jurídicos nacionales e internacionales. Este lugar privilegiado se 
justifica principalmente por su función política y su papel en la protección de la auto-
nomía de la persona. Tales justificaciones han llevado a los tribunales constitucionales 
e internacionales a aplicar un test de constitucionalidad estricto para determinar si 
están dadas las exigentes condiciones jurídicas que permiten dicha limitación en casos 
concretos. No obstante la existencia de tales presunciones y el carácter de protección 
reforzada de la libertad de expresión, no todas las expresiones merecen el mismo nivel 
de protección. En ese sentido, si bien se ha explicado que el discurso comercial merece 
protección constitucional, ello no quiere decir que tenga el mismo nivel de protección 
que otro tipo de expresiones, en tanto no es posible identificar el interés económico o 
comercial que se persigue al proteger el discurso comercial, con las finalidades pri-
mordiales que desempeña la libertad de expresión en su dimensión política o individual. 
Así, en el análisis de las restricciones al discurso comercial, no es necesario que el fin 
que se persigue con la restricción sea constitucionalmente imperioso; que exista una 
fuerte relación medio a fin, y que sea la única opción para alcanzar dicho fin. Basta 
que la intervención sirva a un importante objetivo del Estado, exista una relación sus-
tancial o relevante entre el medio y el fin, y sea una opción razonable y no excesiva, en 
comparación con otras alternativas igualmente idóneas.

Registro: 2002634 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3, p. 2184, 
aislada, constitucional, común.

I.7o.C.6 K (10a.)
“reporte Fiel” en tratándose de los dereCHos a la inFormaCión y a la libertad 

de eXpresión.
La fiel reproducción de información no da lugar a responsabilidad para el comu-

nicador, ni para los demás sujetos que la difunden en pro del interés público, aun en 
los casos en que no sea correcta y pueda dañar el honor de algún servidor público e, 
incluso, el de una persona privada. Esto, pues en una sociedad democrática el debate 
debe ser fluido y amplio y, por ende, la publicidad de la información proveída por 
terceros no debe verse restringida por la amenaza de responsabilidad al informador sim-
plemente por transcribir lo manifestado por otro, al implicar una limitación innecesaria 
que impide el derecho de las personas a estar informadas. Lo anterior, deriva del prin-
cipio décimo de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión elaborada 
por la Relatoría Especial constituida dentro de la Organización de Estados Americanos 
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mediante la cual se interpretó el precepto 13 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, que se aplica en ejercicio del control de convencionalidad a que 
refieren los dispositivos legales 1º y 133 constitucionales, en atención a que en los 
artículos 6º y 7º de nuestra Carta Magna, y en la Ley de Responsabilidad Civil para la 
Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito 
Federal, no existe disposición legal sobre ese tema.

Artículo 8º

Registro: 2009627 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 20, julio de 2015, Tomo II, p. 1720, 
aislada, constitucional, administrativa.

I.1o.A.E.65 A (10a.)
dereCHo Fundamental de petiCión. Cuando se impugne la Falta de respuesta de 

la autoridad, ésta deberá JustiFiCar la razonabilidad de su dilaCión, sin que pueda 
aduCir, Como eXimente del Cumplimiento de aquella obligaCión, que aún no Ha 
transCurrido un plazo determinado.

Cuando un gobernado impugne en la vía jurisdiccional la falta de respuesta a una 
petición formulada en términos del artículo 8º de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, la autoridad responsable no puede aducir válidamente, como 
eximente del cumplimiento de la obligación relativa, el hecho de que aún no ha trans-
currido un plazo determinado, sino que deberá justificar la razonabilidad de su dilación, 
es decir, las afirmaciones en las cuales pretenda sustentar su inactividad; de lo contrario, 
deberá tenerse por infringido el derecho fundamental mencionado.

Registro: 2009510 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo III, p. 2003, 
aislada, constitucional, administrativa.

I.1o.A.E.64 A (10a.)
dereCHo Fundamental de petiCión. las CondiCiones que determinan la razona-

bilidad de los plazos en los que deben desarrollarse los proCesos JudiCiales, sos-
tenidas por la Corte interameriCana de dereCHos Humanos, son apliCables al “breve 
término” a que se reFiere el artíCulo 8º de la ConstituCión Federal que lo prevé.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos sostiene, consistentemente, que 
la razonabilidad de los plazos en los que deben desarrollarse los procesos judiciales, 
en términos de los artículos 7, numeral 5 y 8, numeral 1, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, está determinada por: la complejidad del asunto, la actividad 
procesal del interesado y la conducta de las autoridades, de manera que la justificación 
de la dilación de una decisión judicial depende de las circunstancias concretas que 
concurran en el asunto de que se trate. Por su parte, la situación que regula el artículo 8º 
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a de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en torno al derecho 
fundamental que tiene un gobernado de que la autoridad a la que formule una petición 
en las condiciones establecidas en dicho precepto, le dé respuesta en “breve término”, 
guarda similitud con la referida al tiempo de resolución de un proceso judicial. Con-
secuentemente, las condiciones que determinan la razonabilidad indicada le son apli-
cables, en tanto que no es dable fijar un plazo genérico para el cumplimiento de la 
obligación de dar respuesta al gobernado, sino que debe atenderse a las circunstancias 
específicas de cada caso, como pueden ser las relacionadas con su complejidad técnica, 
jurídica y material, con la actividad que el solicitante hubiera desplegado en segui-
miento a su petición, con la que las autoridades hayan llevado a cabo para dar respuesta 
y sus cargas de trabajo, lo cual corresponde al concepto de “plazo razonable” descrito.

Registro: 2009511 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo III, p. 2004, 
aislada, constitucional, administrativa.

I.1o.A.E.63 A (10a.)
dereCHo Fundamental de petiCión. para determinar su alCanCe y Contenido, 

puede atenderse al ConCepto de “plazo razonable” desarrollado por la Corte 
interameriCana de dereCHos Humanos, en apliCaCión del prinCipio de progresividad.

En la tesis 1a. CDV/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 21 de noviembre de 2014 a las 9:20 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 12, Tomo I, noviembre 
de 2014, página 714, de título y subtítulo: “dereCHos Humanos. su Contenido no se 
limita al teXto eXpreso de la norma que lo prevé, sino que se eXtiende a la inter-
pretaCión que los órganos autorizados Hagan al respeCto”, la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo el criterio consistente en que el con-
tenido de los derechos humanos no se limita al texto expreso de las normas que los 
reconocen, sino que se robustece con la interpretación evolutiva o progresiva que al 
respecto realicen tanto los tribunales de constitucionalidad nacionales, como los orga-
nismos internacionales autorizados en la materia. Así, en nuestro sistema jurídico, el 
derecho fundamental de petición se reconoce en el artículo 8º de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo texto no dispone un plazo determinado para 
que las autoridades den respuesta a las solicitudes formuladas por los gobernados, pues 
su segundo párrafo se limita a señalar que el acuerdo recaído a la petición deberá 
hacerse del conocimiento del solicitante en “breve término”, sin que establezca un 
referente temporal concreto. Ante esa indefinición, en aplicación del principio de pro-
gresividad previsto en el artículo 1º, párrafo tercero, de la Constitución federal, váli-
damente puede atenderse al concepto de “plazo razonable” desarrollado por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos a partir de los artículos 7, numeral 5 y 8, nu-
meral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con la finalidad de 
determinar el alcance y contenido del derecho mencionado.
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II Registro: 2008884 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 480, jurisprudencia, adminis-
trativa, común.

1a./J. 7/2015 (10a.)
dereCHo de petiCión. la omisión de dar respuesta a una soliCitud dentro de un 

proCedimiento JurisdiCCional o administrativo seguido en Forma de JuiCio no puede 
reClamarse de manera autónoma.

El artículo 8º constitucional impone a la autoridad la obligación de dar respuesta, 
en breve término, a la solicitud formulada por un particular; por su parte los artículos 
14 y 17 constitucionales regulan el debido proceso, así como el derecho de acción, a 
través de los cuales se busca obtener una decisión en la que se resuelvan de forma 
completa las pretensiones deducidas, mediante el cumplimiento de las formalidades 
esenciales del procedimiento. En razón de ello, los procedimientos ventilados ante 
organismos jurisdiccionales o aquellos seguidos ante autoridades que realicen fun-
ciones materialmente jurisdiccionales, se rigen bajo las garantías previstas en los ar-
tículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; por tanto, 
resulta jurídicamente inadmisible que se pueda reclamar de manera autónoma la 
omisión de dar respuesta a una petición en términos del artículo 8º constitucional, 
cuando el particular eleva una solicitud a un funcionario público dentro de un juicio o 
dentro de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, puesto que las 
reglas que rigen estos procedimientos son tanto las previstas en los artículos 14 y 17 
constitucionales, así como las que desarrollan dichos derechos en la legislación secun-
daria. No obstante ello, la autoridad está obligada a analizar, conforme a los prin-
cipios de indivisibilidad e interdependencia previstos en el artículo 1º constitucional, 
los derechos como una unidad, no de forma aislada, sino como una totalidad indisociable 
y exenta de jerarquía. Así, al concebirse de forma armónica, se podrá resolver de mejor 
manera la omisión que reclama el particular dentro del procedimiento.

Registro: 2006825 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, junio de 2014, Tomo II, p. 1672, 
aislada, constitucional, común. 

XVI.1o.A.20 K (10a.)
dereCHo de petiCión. el eFeCto de la ConCesión del amparo en un JuiCio en el que 

se eXaminó su violaCión, no puede quedar en la simple eXigenCia de una respuesta, 
sino que requiere que ésta sea Congruente, Completa, rápida y, sobre todo, Fundada 
y motivada (legislaCión vigente a partir del 3 de abril de 2013).

El derecho de petición, que es una prerrogativa gestada y promovida en el seno 
del Estado democrático —en el cual es concebible la posibilidad de participación 
activa de las personas en la vida pública—, se respeta sólo si la autoridad proporciona 
en su respuesta a la solicitud del particular la suficiente información para que éste 
pueda conocer plenamente su sentido y alcance, así como para manifestar su confor-
midad o inconformidad con ella y, en su caso, impugnarla. Por ende, si la información 
no existe o es insuficiente, el derecho de petición se quebranta, porque de nada sirve 
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a al particular que su planteamiento sea contestado, aun con pulcritud lógica, es decir, 
respondiendo con la debida congruencia formal a lo solicitado, pero sin proporcionarle 
la información que le permita conocer cabalmente el acto, decisión o resolución de la 
autoridad. Lo anterior, en virtud de que la congruencia formal de la respuesta a una 
petición no es suficiente para ser acorde con el actual sistema jurídico mexicano, por-
que no satisface las exigencias previstas en el artículo 8º, en relación con el numeral 
1º en sus primeros tres párrafos, ambos de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que manda el respeto del ejercicio del derecho de petición, siempre 
que ésta se formule por escrito, de manera pacífica, respetuosa y conforme al principio 
de progresividad, que evoca la necesidad de avance en la defensa de los derechos 
humanos en general. Por otra parte, la entrada en vigor de la Ley de Amparo, el 3 de 
abril de 2013, en aras de una justicia pronta y completa, tratándose de este derecho, 
pretende evitar prácticas dilatorias, como son la omisión de respuesta, lo incongruente, 
falso, equívoco o carente de fundamentos y motivos de ésta o su incorrección en cuanto 
al fondo, para lo cual proporciona herramientas que efectivizan el respeto a los derechos 
humanos a la seguridad jurídica y a la tutela judicial efectiva, para hacer posible que 
esos vicios se reparen en un mismo juicio; tal es el caso de la oportunidad de ampliar 
la demanda a que se refiere el numeral 111 del citado ordenamiento y de la exigencia 
para la responsable, tratándose de actos materialmente administrativos, de comple-
mentar en su informe justificado la falta o insuficiencia de fundamentación y motiva ción 
del acto reclamado cuando se aduzca en la demanda, contenida en el artículo 117, último 
párrafo, de la propia ley. Por tanto, el efecto de la concesión del amparo en un juicio 
en el que se examinó la transgresión al artículo 8º constitucional no puede quedar en 
la simple exigencia de respuesta, sino que debe buscar que ésta sea congruente, com-
pleta, rápida y, sobre todo, fundada y motivada; de otro modo, no obstante el nuevo 
sistema jurídico, el juzgador obligaría al gobernado a una nueva instancia para obtener 
una solución de fondo, con el consiguiente retraso en la satisfacción de la reparación 
del derecho violado.

Registro: 2006500 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo III, p. 1987, 
aislada, constitucional, común.

IV.2o.A.59 K (10a.)
dereCHos Fundamentales de aCCeso a la inFormaCión públiCa y de petiCión. no 

pueden limitarse ni restringirse mediante el empleo de aperCibimientos por parte 
de las autoridades, aun Cuando se Hubieren eJerCido dentro de un proCedimiento 
administrativo.

Los artículos 6º y 8º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
consagran en favor de las personas, los derechos fundamentales de acceso a la infor-
mación pública y de petición, los cuales, obligan a las autoridades a dar la máxima 
publicidad a la información que posean y responder en breve término, de forma cohe-
rente y por escrito, a las solicitudes que hagan los ciudadanos. Estos derechos funda-
mentales tienen sus limitantes dentro del propio marco constitucional, en el caso del 
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II primero, que lo solicitado se encuentre reservado temporalmente hasta por un término 

de doce años, razones de interés público y seguridad nacional, y para el caso del se-
gundo, únicamente se impone como prerrogativa para el suscribiente, que la solicitud 
formulada sea presentada de forma escrita, pacífica y respetuosa, amén de que dicho 
derecho se encuentra restringido para los extranjeros cuando su petición sea formulada 
en materia política. En consecuencia, cuando una autoridad, al dar respuesta a un 
escrito de petición en donde el particular efectuó una solicitud de información pública, 
lo apercibe con desechar sus futuras peticiones, e imponerle sanciones (por ejemplo, 
multas o vista al Ministerio Público), con ello limita y restringe los citados derechos 
humanos, pues aun cuando la petición se hubiera presentado dentro de un procedi-
miento administrativo, no puede ser catalogada por la autoridad como un requerimiento 
caprichoso, o bien, que persiga un fin ruinoso para el procedimiento; por lo cual, debe 
evitar el uso de medidas que tiendan a persuadir al gobernado de hacer libre uso de 
los indicados derechos humanos constitucionalmente protegidos, sin perjuicio de que, 
cuando no se trate de su ejercicio, será correcto decretar esos apercibimientos, frente 
a solicitudes notoriamente frívolas o improcedentes, que tiendan a entorpecer el pro-
cedimiento administrativo.

Registro: 2002684 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3, p. 2289, 
aislada, común, penal.

III.2o.P.14 P (10a.)
violaCión al dereCHo de petiCión. no lo Constituye la respuesta del ministerio 

públiCo por la que niega la devoluCión de un inmueble asegurado, por lo que para 
promover el amparo Contra diCHa negativa es neCesario que el queJoso aCredite el 
interés JurídiCo que tiene respeCto de ese bien.

Para ejercer la acción de amparo y proteger el derecho de petición en términos del 
artículo 8º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto de 
un bien, es innecesario acreditar la propiedad o posesión de éste, pues basta la solici-
tud que por escrito, en forma pacífica y respetuosa se haya hecho a la autoridad res-
pectiva, así como la falta de respuesta o bien que ésta sea incongruente; sin embargo, 
cuando se trata de la acción constitucional intentada contra la respuesta del Ministerio 
Público por la que niega la devolución de un inmueble asegurado, lo cual notifica 
al quejoso, ello constituye la materia de fondo de dicha solicitud y no una violación al 
derecho de petición, por lo que para promover el amparo contra dicha negativa es 
necesario que acredite el interés jurídico que tiene respecto de ese bien.

Artículo 9º

Registro: 2003622 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 544, aislada, constitu-
cional, penal.

1a. CLI/2013 (10a.)
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a libertad de asoCiaCión. el dereCHo Humano reConoCido en el artíCulo 9º de 
la ConstituCión Federal, no se vulnera Con la previsión de la agravante de pan-
dilla Contenida en el artíCulo 252 del Código penal para el distrito Federal.

El citado precepto legal, en el que se prevé la circunstancia agravante correspon-
diente por la comisión del delito en pandilla, como condición de superioridad empleada 
por los sujetos activos, no coarta el derecho humano de asociarse o reunirse de manera 
pacífica o con objetos lícitos, consagrado a favor de los gobernados en el artículo 9º de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En efecto, el empleo de la 
expresión “sin estar organizados con fines delictuosos” implica la falta de permanencia 
del grupo de personas que se reúne con el propósito de delinquir. En ese sentido, lo 
que el artículo en cita sanciona son las reuniones ocasionales, esporádicas o no habi-
tuales dirigidas a la comisión de un ilícito penal. De ahí que lo que esta norma com-
prende es el criterio temporal del consenso de voluntades que da esencia a la modali-
dad de pandilla y la distingue de otras posibles figuras como la asociación delictuosa 
o la delincuencia organizada, caracterizadas por la organización previa, estable y du-
radera, tratándose en todos los casos de la consecución de fines de naturaleza ilícita 
que no se encuentran justificados en el derecho constitucional de libre reunión.

Artículo 13

Registro: 2003314 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 1, p. 582, jurisprudencia, 
constitucional, penal.

1a./J. 117/2012 (10a.)
migraCión. el artíCulo déCimo transitorio de la ley relativa, no Constituye una 

ley privativa de las proHibidas por el artíCulo 13 de la ConstituCión polítiCa de los 
estados unidos meXiCanos.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que las leyes privativas 
que refiere el mencionado precepto constitucional, son las dirigidas a personas nomi-
nalmente designadas, que atienden a criterios subjetivos y que pierden su vigencia 
después de aplicarse al caso previsto y determinado de antemano. Ahora bien, el 
artículo décimo transitorio de la Ley de Migración, publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 25 de mayo de 2011, al establecer que los procedimientos penales 
iniciados antes de la entrada en vigor de la propia ley por el delito previsto en el artículo 
138 de la Ley General de Población —tráfico de indocumentados—, seguirán trami-
tándose hasta su conclusión conforme a las disposiciones vigentes al momento de la 
comisión de los hechos que le dieron origen y que lo mismo se observará respecto de 
la ejecución de las penas correspondientes, no constituye una ley privativa de las 
prohibidas por el referido artículo 13, pues no está dirigido a una persona o grupo de 
ellas individualmente determinado —nominado—, sino que comprende a todas las 
ubicadas en la clasificación establecida, es decir, al tratarse de una norma transitoria 
sólo tiende a resolver los conflictos que surjan en ocasión de la expedición de la nueva 
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es, regula las situaciones contempladas por el tránsito a la vigencia de la nueva ley 
durante ese lapso y determina la norma jurídica (anterior o posterior) que habrá de 
regular las consecuencias jurídicas surgidas de hechos o actos jurídicos anteriores a la 
entrada en vigor de la nueva ley.

Registro: 2002990 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 359, aislada, penal, común. 

P. XI/2013 (10a.)
CompetenCia para ConoCer de la Causa penal seguida a un militar por delitos 

Contra la administraCión y proCuraCión de JustiCia, Cometidos en eJerCiCio de sus 
FunCiones o Con motivo de ellas. se surte a Favor de la JurisdiCCión ordinaria penal.

Conforme al artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la justicia militar sólo debe juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas 
que atenten contra bienes jurídicos propios de la justicia castrense, de ahí que si el 
quejoso es un militar a quien se consideró como probable responsable del delito contra 
la administración y procuración de justicia previsto y sancionado por el artículo 224, 
fracción XXVII, del Código Penal para el Estado de Nuevo León, el proceso instruido 
en su contra no corresponde a la jurisdicción penal militar, sino a los tribunales ordina-
rios, pues el bien jurídico protegido por el delito referido no es la disciplina militar, sino 
la prestación adecuada y correcta del servicio público de administración y procuración 
de justicia, conforme a los principios de prontitud, expeditez, gratuidad, imparcialidad 
y probidad.

Registro: 2003047 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 364, aislada, constitucional, penal.

P. VI/2013 (10a.)
Fuero militar. el artíCulo 57, FraCCión ii, inCiso a), del Código de JustiCia militar 

Contraviene la ConvenCión ameriCana sobre dereCHos Humanos.
La Corte Interamericana de Derechos Humanos, al resolver el caso Radilla Pa-

checo vs. Estados Unidos Mexicanos, con base en los artículos 2 y 8.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, determinó que las conductas cometidas por 
militares que puedan vulnerar derechos humanos de civiles no pueden ser competen-
cia de la jurisdicción militar, porque en ese supuesto los tribunales militares ejercen 
jurisdicción no solamente respecto del imputado, sino también sobre la víctima civil, 
quien tiene derecho a participar en el proceso penal tanto para efectos de la reparación 
del daño, como para hacer efectivos sus derechos a la verdad y a la justicia. En este 
contexto, el artículo 57, fracción II, inciso a), del Código de Justicia Militar, al dar 
lugar a que la jurisdicción militar conozca de las causas penales seguidas contra mili-
tares respecto de delitos del orden común o federal que, cometidos por aquéllos al 
estar en servicio o con motivo de éste, puedan afectar los derechos humanos de perso-
nas civiles, contraviene la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la sen-
tencia emitida por la Corte Interamericana en el caso citado, máxime que de lo previsto 
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a en el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no se 
colige que la jurisdicción militar deba conocer de los juicios seguidos contra militares 
por delitos que puedan implicar violación de derechos humanos de víctimas civiles, 
como lo determinó el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al 
resolver el expediente varios 912/2010.

Registro: 2003048 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 366, aislada, constitucional, penal.

P. II/2013 (10a.)
Fuero militar. el artíCulo 57, FraCCión ii, inCiso a), del Código de JustiCia mili-

tar viola el artíCulo 13 ConstituCional.
El referido precepto ordinario, al establecer que son delitos contra la disciplina 

militar los del orden común o federal, cuando fueren cometidos por militares en los 
momentos de estar en servicio o con motivo de actos del mismo, viola el artículo 13 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en tanto éste dispone que la 
jurisdicción militar está acotada única y exclusivamente a los delitos y faltas cometidos 
contra la disciplina militar y que en ningún caso y por ningún motivo podrá extenderse 
sobre persona que no pertenezca al Ejército, ya que si bien es cierto que la especifica-
ción y el alcance de la expresión “disciplina militar” corresponden al legislador ordi-
nario, quien debe precisar cuáles son esas faltas y delitos, también lo es que el mandato 
constitucional establece dos restricciones que no permiten una libre configuración 
legislativa: a) está prohibida la jurisdicción militar sobre personas que no pertenezcan 
al Ejército; y b) cuando en un delito o falta del orden militar estuviese complicado 
un civil (paisano), conocerá del caso la autoridad civil que corresponda. Ahora bien, 
la primera restricción constitucional es contundente en determinar que la justicia 
militar en ningún caso podrá juzgar penalmente a un civil, cuando éste tenga el carácter 
de sujeto activo de un hecho ilícito, mientras la segunda implica que cuando un miem-
bro de las fuerzas armadas cometa un delito en perjuicio de un civil, invariablemente, 
debe conocer de la causa penal correspondiente un juez civil; de ahí que si un juez 
militar conociera de un proceso donde la víctima u ofendido del delito sea un civil, 
ejercería jurisdicción sobre dicho particular en desacato al artículo 13 constitucional.

Artículo 14

Registro: 2009343 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo III, p. 2470, 
aislada, constitucional, común.

I.3o.C.79 K (10a.)
tutela JurisdiCCional eFeCtiva y debido proCeso. Cualidades de los JueCes Con-

Forme a esos dereCHos Fundamentales.
El derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva, como lo ha establecido 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, puede definirse como el 
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fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales independientes e impar-
ciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que a través de 
un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o 
la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión. Asimismo, la propia Primera Sala 
estableció que el derecho a la tutela jurisdiccional tiene tres etapas que corresponden 
a tres derechos bien definidos, que son: 1. Una previa al juicio, a la que le corresponde 
el derecho de acceso a la jurisdicción, que parte del derecho de acción como una es-
pecie del de petición dirigido a las autoridades jurisdiccionales y que motiva un pro-
nunciamiento por su parte; 2. Una judicial, que va desde el inicio del procedimiento 
hasta la última actuación y a la que corresponden los derechos fundamentales del 
debido proceso; y, 3. Una posterior al juicio, identificada con la eficacia de las resolu-
ciones emitidas o el derecho a ejecutar la sentencia. Vinculado a este derecho funda-
mental, en específico, a la etapa judicial, el artículo 14, segundo párrafo, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece el derecho al debido proceso 
que tiene toda persona como parte sustancial de cualquier procedimiento de naturaleza 
jurisdiccional y que comprende a las denominadas formalidades esenciales del proce-
dimiento, que permiten una defensa previa a la afectación o modificación jurídica que 
puede provocar el acto de autoridad y que son (i) la notificación del inicio del procedi-
miento; (ii) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la de-
fensa; (iii) la oportunidad de alegar; (iv) una resolución que dirima las cuestiones 
debatidas; y, (v) la posibilidad de impugnar dicha resolución. Ahora bien, cada una de 
esas etapas y sus correlativos derechos también están relacionados con una cualidad 
del juzgador. La primera cualidad (etapa previa al juicio), es la flexibilidad, conforme 
a la cual, toda traba debida a un aspecto de índole formal o a cualquier otra circuns-
tancia que no esté justificada y que ocasione una consecuencia desproporcionada deberá 
ser removida a efecto de que se dé curso al planteamiento y las partes encuentren una 
solución jurídica a sus problemas. Conforme a esta cualidad, los juzgadores deben 
distinguir entre norma rígida y norma flexible, y no supeditar la admisión de demandas 
o recursos al cumplimiento o desahogo de requerimientos intrascendentes, que en el 
mejor de los casos vulneran la prontitud de la justicia y, en el peor de ellos, son verda-
deros intentos para evitar el conocimiento de otro asunto. La segunda cualidad, vincu-
lada al juicio, es decir, a la segunda etapa del acceso a la justicia, que va desde la 
admisión de la demanda hasta el dictado de la sentencia, donde como se indicó, deben 
respetarse las citadas formalidades esenciales que conforman el debido proceso, es la 
sensibilidad, pues el juzgador, sin dejar de ser imparcial, debe ser empático y com-
prender a la luz de los hechos de la demanda, qué es lo que quiere el actor y qué es lo 
que al respecto expresa el demandado, es decir, entender en su justa dimensión el 
problema jurídico cuya solución se pide, para de esa manera fijar correctamente la 
litis, suplir la queja en aquellos casos en los que proceda hacerlo, ordenar el desahogo 
oficioso de pruebas cuando ello sea posible y necesario para conocer la verdad, evitar 
vicios que ocasionen la reposición del procedimiento y dictar una sentencia con la 
suficiente motivación y fundamentación para no sólo cumplir con su función, sino 
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a convencer a las partes de la justicia del fallo y evitar en esa medida, la dilación que 
supondría la revisión de la sentencia. Con base en esa sensibilidad, debe pensar en la 
utilidad de su fallo, es decir, en sus implicaciones prácticas y no decidir los juicios de 
manera formal y dogmática bajo la presión de las partes, de la estadística judicial o 
del rezago institucional, heredado unas veces, creado otras. La última cualidad que debe 
tener el juzgador, vinculada a la tercera etapa del derecho de acceso a la justicia, de 
ejecución eficaz de la sentencia, es la severidad, pues agotado el proceso, declarado el 
derecho (concluida la jurisdicción) y convertida la sentencia de condena en cosa juz-
gada, es decir, en una entidad indiscutible, debe ser enérgico, de ser necesario, frente 
a su eventual contradicción por terceros. En efecto, el juzgador debe ser celoso de su 
fallo y adoptar de oficio (dado que la ejecución de sentencia es un tema de orden pú-
blico), todas las medidas necesarias para promover el curso normal de la ejecución, 
pues en caso contrario las decisiones judiciales y los derechos que en las mismas se 
reconozcan o declaren no serían otra cosa que meras declaraciones de intenciones sin 
alcance práctico ni efectividad alguna. El juzgador debe entender que el debido proceso 
no aplica a la ejecución con la misma intensidad que en el juicio; que el derecho ya 
fue declarado; que la ejecución de la sentencia en sus términos es la regla y no la 
excepción; que la cosa juzgada no debe ser desconocida o ignorada bajo ninguna cir-
cunstancia y, en esa medida, que todas las actuaciones del condenado que no abonen 
a materializar su contenido, deben considerarse sospechosas y elaboradas con mala fe 
y, por ende, ser analizadas con suma cautela y desestimadas de plano cuando sea evi-
dente que su único propósito es incumplir el fallo y, por último, que la normativa le 
provee de recursos jurídicos suficientes para hacer cumplir sus determinaciones, así 
sea coactivamente.

Registro: 2009007 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 267, jurisprudencia, constitu-
cional, penal. 

1a./J. 34/2015 (10a.)
deFensa adeCuada en materia penal. la violaCión al CaráCter téCniCo del de-

reCHo Humano genera la iliCitud de la deClaraCión rendida por el imputado sin la 
asistenCia JurídiCa de un deFensor proFesional en dereCHo, por lo que debe ser 
obJeto de eXClusión valorativa.

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que 
de la interpretación armónica de los artículos 14, 17 y 20, fracción IX, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, deriva el reco-
nocimiento implícito del derecho fundamental a la exclusión de prueba ilícita en 
materia penal, tal como se refleja en el contenido de la jurisprudencia 1a./J. 139/2011 
(9a.), que tiene el “prueba ilíCita. el dereCHo a un debido proCeso Comprende el 
dereCHo a no ser Juzgado a partir de pruebas obtenidas al margen de las eXigenCias 
ConstituCionales y legales”. Lo anterior significa que la exclusión de la prueba ilícita 
es una garantía del derecho a ser juzgado por tribunales imparciales, a contar con una 
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rente de los derechos humanos en el ordenamiento jurídico y su condición de inviola-
bilidad. En consecuencia, toda prueba que haya sido obtenida con violación al derecho 
del imputado (lato sensu) a contar con una defensa adecuada tendrá el carácter de 
ilícito, como acontece cuando declara sin la asistencia jurídica de un defensor que 
tenga el carácter de profesional en derecho (abogado particular o defensor público). 
Por lo que no puede tomarse en cuenta para efectos de valoración al dictar cualquier 
resolución por la que se determine la situación jurídica de la persona sujeta a un pro-
cedimiento penal.

Registro: 2006867 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 8, julio de 2014, Tomo I, p. 131, jurisprudencia, constitucional, 
penal.

1a./J. 54/2014 (10a.)
prinCipio de legalidad penal en su vertiente de taXatividad. análisis del Con-

teXto en el Cual se desenvuelven las normas penales, así Como de sus posibles 
destinatarios.

El artículo 14, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con-
sagra el derecho fundamental de exacta aplicación de la ley en materia penal al esta-
blecer que en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple 
analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley 
exactamente aplicable al delito de que se trata. Este derecho fundamental no se limita 
a ordenar a la autoridad jurisdiccional que se abstenga de interpretar por simple ana-
logía o mayoría de razón, sino que es extensivo al creador de la norma. En ese orden, 
al legislador le es exigible la emisión de normas claras, precisas y exactas respecto de 
la conducta reprochable, así como de la consecuencia jurídica por la comisión de un 
ilícito; esta descripción no es otra cosa que el tipo penal, el cual debe estar claramente 
formulado. Para determinar la tipicidad de una conducta, el intérprete debe tener en 
cuenta, como derivación del principio de legalidad, al de taxatividad o exigencia de un 
contenido concreto y unívoco en la labor de tipificación de la ley. Es decir, la descrip-
ción típica no debe ser de tal manera vaga, imprecisa, abierta o amplia, al grado de 
permitir la arbitrariedad en su aplicación. Así, el mandato de taxatividad supone la 
exigencia de que el grado de determinación de la conducta típica sea tal, que lo que 
es objeto de prohibición pueda ser conocido por el destinatario de la norma. Sin em-
bargo, lo anterior no implica que para salvaguardar el principio de exacta aplicación 
de la pena, el legislador deba definir cada vocablo o locución utilizada al redactar algún 
tipo penal, toda vez que ello tornaría imposible la función legislativa. Asimismo, a 
juicio de esta Primera Sala, es necesario señalar que en la aplicación del principio de 
taxatividad es imprescindible atender al contexto en el cual se desenvuelven las normas, 
así como sus posibles destinatarios. Es decir, la legislación debe ser precisa para quie-
nes potencialmente pueden verse sujetos a ella. En este sentido, es posible que los 
tipos penales contengan conceptos jurídicos indeterminados, términos técnicos o vo-
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a cablos propios de un sector o profesión, siempre y cuando los destinatarios de la norma 
tengan un conocimiento específico de las pautas de conducta que, por estimarse ilegí-
timas, se hallan prohibidas por el ordenamiento. El principio de taxatividad no exige 
que en una sociedad compleja, plural y altamente especializada como la de hoy en día, 
los tipos penales se configuren de tal manera que todos los gobernados tengan una 
comprensión absoluta de los mismos, específicamente tratándose de aquéllos respecto 
de los cuales no pueden ser sujetos activos, ya que están dirigidos a cierto sector cuyas 
pautas de conducta son muy específicas, como ocurre con los tipos penales dirigidos a 
los miembros de las Fuerzas Armadas.

Registro: 2005795 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 525, aislada, constitucional, 
penal.

1a. LXXXVIII/2014 (10a.)
aCCeso de las muJeres a una vida libre de violenCia en el distrito Federal. el 

artíCulo 62, párraFo segundo, de la ley relativa, al estableCer las medidas de 
proteCCión de emergenCia, no viola el dereCHo Fundamental de audienCia previa.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado que los actos de privación 
se rigen por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y se caracterizan por ser definitivos; mientras que los de molestia se relacionan con el 
diverso 16 constitucional y se distinguen de aquéllos por ser provisionales y carecer 
de definitividad, esto es, la Constitución federal distingue y regula de forma diferente 
los actos privativos y los de molestia. Ahora bien, el artículo 62, párrafo segundo, de 
la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Distrito Federal, 
que establece que las medidas de protección previstas en el artículo 66 del citado 
ordenamiento son precautorias, cautelares y de urgente aplicación en función del in-
terés superior de la víctima, no se rige por el derecho fundamental de audiencia previa 
reconocido por el artículo 14 constitucional, porque no tiene por objeto la disminución, 
el menoscabo o la supresión definitiva de un bien material o inmaterial, o de un dere-
cho del gobernado, sino únicamente un propósito de interés general, consistente en 
prevenir un acto de violencia más contra la mujer agredida; por lo que sus alcances 
sólo son precautorios y cautelares, ya que se fundan en principios de debida diligencia 
y en el estado de necesidad. No obstante lo anterior, si bien el indicado derecho de 
audiencia previa no rige para antes de que el juez dicte las medidas de emergencia, la 
propia Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Distrito Fede-
ral, en su artículo 72, establece que al notificarse la medida de emergencia debe citarse 
al agresor para que comparezca ante el juzgador a alegar lo que a su derecho convenga, 
lo cual permite considerar que la referida ley tutela y cumple con ese derecho a favor 
del agresor, en virtud de la afectación que pudiera ocasionarse a la esfera de sus dere-
chos con el dictado de la medida cautelar. De ahí que el artículo 62, párrafo segundo, 
de la citada ley, al establecer medidas de protección de emergencia, no viola el derecho 
fundamental de audiencia previa.
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II Registro: 2005797 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 527, aislada, constitucional, 
penal.

1a. XCI/2014 (10a.)
aCCeso de las muJeres a una vida libre de violenCia en el distrito Federal. la 

medida de proteCCión de emergenCia prevista en el artíCulo 66, FraCCión iii, de 
la ley relativa, no vulnera el dereCHo a la seguridad JurídiCa.

El hecho de que el legislador haya omitido la definición de los vocablos “objetos 
de uso personal” y “documentos de identidad de la víctima”, a que se refiere la me-
dida de protección de emergencia prevista en el artículo 66, fracción III, de la Ley de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Distrito Federal, no implica 
que éste vulnere el derecho a la seguridad jurídica reconocido en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues la contravención a dicha 
norma debe basarse en aspectos objetivos que generalmente son los principios consa-
grados en ella, ya sea prohibiendo una determinada acción de la autoridad contra los 
particulares gobernados y ordenando la forma en que deben conducirse en su función 
de gobierno, lo que no sucede con la ausencia de tales definiciones; así, se deja al 
arbitrio del juzgador interpretar la norma y, en esos términos, el significado de las 
palabras utilizadas por el legislador, mediante alguno de los métodos interpretativos para 
que le permita dar mayor claridad a su acto.

Registro: 2005716 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 396, jurisprudencia, constitu-
cional, común.

1a./J. 11/2014 (10a.)
dereCHo al debido proCeso. su Contenido.
Dentro de las garantías del debido proceso existe un “núcleo duro”, que debe 

observarse inexcusablemente en todo procedimiento jurisdiccional, y otro de garantías 
que son aplicables en los procesos que impliquen un ejercicio de la potestad punitiva 
del Estado. Así, en cuanto al “núcleo duro”, las garantías del debido proceso que 
aplican a cualquier procedimiento de naturaleza jurisdiccional son las que esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha identificado como formalidades esenciales del pro-
cedimiento, cuyo conjunto integra la “garantía de audiencia”, las cuales permiten que 
los gobernados ejerzan sus defensas antes de que las autoridades modifiquen su esfera 
jurídica definitivamente. Al respecto, el Tribunal en Pleno de esta Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 47/95, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, diciembre de 1995, página 
133, de “Formalidades esenCiales del proCedimiento. son las que garantizan una 
adeCuada y oportuna deFensa previa al aCto privativo”, sostuvo que las formali-
dades esenciales del procedimiento son: (i) la notificación del inicio del procedimiento; 
(ii) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; (iii) 
la oportunidad de alegar; y, (iv) una resolución que dirima las cuestiones debatidas y 
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a cuya impugnación ha sido considerada por esta Primera Sala como parte de esta for-
malidad. Ahora bien, el otro núcleo es identificado comúnmente con el elenco de ga-
rantías mínimo que debe tener toda persona cuya esfera jurídica pretenda modificarse 
mediante la actividad punitiva del Estado, como ocurre, por ejemplo, con el derecho 
penal, migratorio, fiscal o administrativo, en donde se exigirá que se hagan compatibles 
las garantías con la materia específica del asunto. Por tanto, dentro de esta categoría 
de garantías del debido proceso, se identifican dos especies: la primera, que corres-
ponde a todas las personas independientemente de su condición, nacionalidad, género, 
edad, etcétera, dentro de las que están, por ejemplo, el derecho a contar con un abogado, 
a no declarar contra sí mismo o a conocer la causa del procedimiento sancionatorio; y 
la segunda, que es la combinación del elenco mínimo de garantías con el derecho de 
igualdad ante la ley, y que protege a aquellas personas que pueden encontrarse en una 
situación de desventaja frente al ordenamiento jurídico, por pertenecer a algún grupo 
vulnerable, por ejemplo, el derecho a la notificación y asistencia consular, el derecho 
a contar con un traductor o intérprete, el derecho de las niñas y los niños a que su 
detención sea notificada a quienes ejerzan su patria potestad y tutela, entre otras de 
igual naturaleza.

Registro: 2005552 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo II, p. 1513, aislada, constitucional. 

2a. XVI/2014 (10a.)
dereCHos Fundamentales de legalidad y seguridad JurídiCa. su ContravenCión 

no puede derivar de la distinta regulaCión de dos supuestos JurídiCos esenCialmente 
diFerentes.

La Suprema Corte de Justicia ha determinado que los derechos fundamentales de 
legalidad y seguridad jurídica tutelados por los artículos 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se respetan por el legislador cuando las 
normas que facultan a las autoridades para actuar en determinado sentido, encauzan 
el ámbito de esa actuación a fin de que, por un lado, el gobernado conozca cuál será la 
consecuencia jurídica de los actos que realice, y por otro, que el actuar de la respectiva 
autoridad se encuentre limitado y acotado, de tal manera que la posible afectación 
a la esfera jurídica de los gobernados no resulte caprichosa o arbitraria. Por tanto, 
tratándose de normas generales, la contravención a los precitados derechos no puede 
derivar de la distinta regulación de dos supuestos jurídicos esencialmente diferentes, 
sino en todo caso, de la ausente o deficiente regulación del supuesto normativo que es 
materia de impugnación.

Amparo directo en revisión 3488/2013. Comaxim, S.A. de C.V. 27 de noviembre 
de 2013. Cinco votos de los ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega 
Romero.
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II Registro: 2004466 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe

deración y su Gaceta, Libro XXIV, septiembre de 2013, Tomo 1, p. 986, aislada, 
constitucional. 

1a. CCLXXVI/2013 (10a.)
dereCHo al debido proCeso. el artíCulo 14 ConstituCional prevé dos ámbitos de 

apliCaCión diFerenCiados.
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 

1a. LXXV/2013 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 1, marzo de 2013, página 881, de “dereCHo 
al debido proCeso. su Contenido”, estableció que el citado precepto constitucional 
contiene el derecho humano al debido proceso, integrado por un núcleo duro de for-
malidades esenciales del procedimiento, las cuales permiten que los gobernados ejer-
zan sus defensas antes de que las autoridades modifiquen su esfera jurídica en forma 
definitiva. Sin embargo, entendido como derecho esencialmente destinado a otorgar 
un derecho de defensa, es posible identificar en los precedentes de esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, dos ámbitos de aplicación diferenciados. Desde una primera 
perspectiva, dicho derecho se ocupa del ciudadano, que es sometido a un proceso ju-
risdiccional al ser destinatario del ejercicio de una acción que, de resultar procedente 
y fundada, llevaría a la autoridad judicial a emitir un acto privativo en su contra, en 
cuyo caso la autoridad debe verificar que se cumpla con las formalidades esenciales 
del procedimiento, a fin de otorgar al sujeto pasivo de la relación procesal la posibilidad de 
una defensa efectiva, por lo cual se debe garantizar que se le notifique del inicio del 
procedimiento y de sus consecuencias; se le dé el derecho de alegar y ofrecer pruebas, 
y se le asegure la emisión de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. Sin 
embargo, el debido proceso también puede entenderse desde la perspectiva de quien 
insta la función jurisdiccional del Estado para lograr reivindicar un derecho y no tanto 
defenderse del mismo, en cuyo caso se ubica en una posición, al interior de un juicio, de 
cuya suerte depende el ejercicio de un derecho, el cual en caso de no dirimirse adecua-
damente podría tornar nugatorio su derecho. Así, bajo esta segunda perspectiva, se 
entiende que dicho derecho humano permite a los justiciables acceder a los órganos 
jurisdiccionales para hacer valer sus derechos y defender sus intereses de forma efec-
tiva y en condiciones de igualdad procesal, esto es, exige un procedimiento que otorgue 
a las partes igual oportunidad de defender sus puntos de vista y ofrecer pruebas en 
apoyo de sus pretensiones.

Registro: 2003018 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede ra
ción y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 882, aislada, constitucional. 

1a. LXXIV/2013 (10a.)
dereCHo de aCCeso a la JustiCia. sus etapas.
De los artículos 14, 17 y 20, apartados B y C, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
deriva el derecho de acceso efectivo a la justicia, el cual comprende, en adición a deter-
minados factores socioeconómicos y políticos, el derecho a una tutela jurisdiccional 
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a efectiva y los mecanismos de tutela no jurisdiccional que también deben ser efectivos 
y estar fundamentados constitucional y legalmente. Ahora bien, como se señaló en la 
jurisprudencia 1a./J. 42/2007, de “garantía a la tutela JurisdiCCional prevista en 
el artíCulo 17 de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos. sus 
alCanCes”, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió el 
acceso a la tutela jurisdiccional como el derecho público subjetivo que toda persona 
tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expe-
dita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defen-
derse de ella, con el fin de que, a través de un proceso en el que se respeten ciertas 
formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa 
decisión; de ahí que este derecho comprenda tres etapas, a las que corresponden tres de-
rechos: (i) una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de acceso a la juris-
dicción, que parte del derecho de acción como una especie del de petición dirigido a 
las autoridades jurisdiccionales y que motiva un pronunciamiento por su parte; (ii) una 
judicial, que va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación y a la que 
corresponden las garantías del debido proceso; y, (iii) una posterior al juicio, identifi-
cada con la eficacia de las resoluciones emitidas. Los derechos antes mencionados 
alcanzan no solamente a los procedimientos ventilados ante jueces y tribunales del 
Poder Judicial, sino también a todos aquellos seguidos ante autoridades que, al pro-
nunciarse sobre la determinación de derechos y obligaciones, realicen funciones ma-
terialmente jurisdiccionales.

Registro: 2002649 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 1, p. 437, jurisprudencia, 
constitucional, administrativa.

1a./J. 139/2012 (10a.)
seguridad JurídiCa en materia tributaria. en qué Consiste.
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el 

principio de seguridad jurídica consagrado en la Constitución General de la República, 
es la base sobre la cual descansa el sistema jurídico mexicano, de manera tal que lo 
que tutela es que el gobernado jamás se encuentre en una situación de incertidumbre 
jurídica y, por tanto, en estado de indefensión. En ese sentido, el contenido esencial 
de dicho principio radica en “saber a qué atenerse” respecto de la regulación normativa 
prevista en la ley y a la actuación de la autoridad. Así, en materia tributaria debe des-
tacarse el relevante papel que se concede a la ley (tanto en su concepción de voluntad 
general, como de razón ordenadora) como instrumento garantizador de un trato igual 
(objetivo) de todos ante la ley, frente a las arbitrariedades y abusos de la autoridad, lo 
que equivale a afirmar, desde un punto de vista positivo, la importancia de la ley como 
vehículo generador de certeza, y desde un punto de vista negativo, el papel de la ley 
como mecanismo de defensa frente a las posibles arbitrariedades de los órganos del 
Estado. De esta forma, las manifestaciones concretas del principio de seguridad jurídica 
en materia tributaria, se pueden compendiar en la certeza en el derecho y la interdic-
ción de la arbitrariedad o prohibición del exceso; la primera, a su vez, en la estabilidad 
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jurídicos a disposición del contribuyente, en caso de no cumplirse con las previsio-
nes del ordenamiento; y, la segunda, principal, más no exclusivamente, a través de los 
principios de proporcionalidad y jerarquía normativa, por lo que la existencia de un 
ordenamiento tributario, partícipe de las características de todo ordenamiento jurídico, 
es producto de la juridificación del fenómeno tributario y su conversión en una realidad 
normada, y tal ordenamiento público constituirá un sistema de seguridad jurídica for-
mal o de “seguridad a través del Derecho”.

Artículo 16

Registro: 2008934 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo II, p. 1868, 
aislada, constitucional, administrativa.

II.3o.A.195 A (10a.)
visita domiCiliaria. el visitador debe identiFiCarse antes de entrar al domiCilio, 

en atenCión al dereCHo Humano a la inviolabilidad de éste.
El derecho humano a la inviolabilidad del domicilio, establecido en el artículo 16 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, permite la práctica de 
visitas domiciliarias, siempre y cuando se ajusten a los lineamientos previstos en dicho 
precepto y en los ordenamientos legales, como lo estableció la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis 2a. III/2007. Ahora bien, entre dicha 
prerrogativa y el ejercicio de las facultades de comprobación en materia fiscal a través 
de una visita domiciliaria, debe existir un equilibrio, ya que no puede concebirse una 
revisión de esa naturaleza que no cumpla con el derecho humano mencionado, toda 
vez que esa atribución de la autoridad tiene dos momentos: 1) Cuando el visitador 
acude al domicilio a solicitar la entrada para realizar la visita, caso en el cual deberá 
identificarse ante quien le permita la entrada, para que éste tenga la certeza de que se 
trata de un funcionario autorizado para esos efectos; aspecto regulado por el artículo 
16 citado y, 2) Una vez identificado y dentro del domicilio, en uso de las facultades 
contenidas en el artículo 44 del Código Fiscal de la Federación, procederá al inicio y 
desarrollo de la visita. Así, la entrada al domicilio y la realización de la visita consti-
tuyen momentos distintos, el primero que, al consistir en la intromisión a aquél, con 
abstracción de su finalidad, requiere que se salvaguarde el derecho humano a su in-
violabilidad y, por tanto, obliga al funcionario a identificarse ante quien le da el acceso 
y, el segundo, que se efectúa dentro del domicilio. Con base en lo anterior, el habitante 
del domicilio tiene derecho a exigir que los visitadores adscritos a cualquier autoridad 
hacendaria se identifiquen previo a ingresar y que soliciten la presencia del interesado 
o de su representante legal, independientemente de que en términos de la fracción III 
del artículo 44 mencionado lo realicen nuevamente al inicio propiamente de la visita 
y ante la persona con quien se entienda la diligencia, la cual no necesariamente es la 
que les permite el acceso al domicilio.
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a Registro: 2008638 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 1096, aislada, constitucional, 
penal.

1a. XCIII/2015 (10a.)
dereCHo Humano a la libertad personal. CaraCterístiCas de los niveles de Con-

taCto entre una autoridad que eJerCe FaCultades de seguridad públiCa y una terCera 
persona.
De conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con 
los tratados internacionales, si bien todas las personas gozan de los derechos a la li-
bertad personal, a la intimidad, a no ser molestadas en sus posesiones o propiedades 
y a la libre circulación, como cualquier otro derecho humano, al no ser absolutos, su 
ejercicio puede ser restringido o limitado con base en criterios de proporcionalidad. 
En ese sentido, el artículo 16 de la Constitución prevé que para que una persona pueda 
ser privada de su libertad debe existir una orden de aprehensión o la concurrencia de 
flagrancia o caso urgente en la comisión de una conducta delictiva; accionar al que el 
texto constitucional le denomina “detención”. Sin embargo, no todo contacto entre una 
autoridad de seguridad pública y una persona puede catalogarse de esa forma, pues 
las competencias propias de los agentes de seguridad pública implican también actos 
de investigación o prevención del delito. En ese tenor, se pueden distinguir tres ni-
veles de contacto entre una autoridad que ejerce facultades de seguridad pública y una 
tercera persona: a) simple inmediación entre el agente de seguridad y el individuo, 
para efectos de investigación, identificación o prevención; b) restricción temporal del 
ejercicio de un derecho, como pueden ser la libertad personal, propiedad, libre circu-
lación o intimidad, y c) detención en sentido estricto. El primer nivel de contacto no 
requiere justificación, ya que es una simple aproximación de la autoridad con la persona 
que no incide en su esfera jurídica, el cual se actualiza, por ejemplo, cuando un agente 
de policía se acerca a una persona en la vía pública y le hace cierto tipo de preguntas 
sin ejercer ningún medio coactivo y bajo el supuesto de que dicha persona puede reti-
rarse en cualquier momento. En cambio, la restricción temporal del ejercicio de la 
libertad surge cuando una persona se siente razonablemente obligada por la autoridad 
a obedecer sus órdenes expresas o implícitas, mismas que pueden derivar en una ausen-
cia de movimiento físico. Esta restricción debe ser excepcional y admitirse únicamente 
en casos en los que no es posible, por cuestión temporal, conseguir un mandamiento 
escrito u orden judicial para ejercer actos de molestia a una persona o a sus posesiones. 
Para ello, la autoridad deberá acreditar la concurrencia de una suposición razonable 
de que se está cometiendo una conducta delictiva, la cual variará en cada caso concreto 
y debe ser acreditable empíricamente. Así, a saber, la autoridad deberá señalar dete-
nidamente cuál era la información (hechos y circunstancias) con la que contaba en ese 
momento para suponer razonablemente que la persona en cuestión estaba cometiendo 
una conducta ilícita o, por el contrario, si el registro o revisión fue autorizado libremente 
por el posible afectado, entendiéndose que existe consentimiento cuando fue prestado 
consciente y libremente; es decir, ausente de error, coacción o de un acto de violencia 
o intimidación por parte de los agentes de policía.



152 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II Registro: 2008404 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1226, jurisprudencia, cons-
titucional, penal.

1a./J. 4/2015 (10a.)
arraigo loCal. la medida emitida por el Juez es inConstituCional.
La reforma constitucional a los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; 73, fracciones 

XXI y XXIII; artículo 115, fracción VII y la fracción XIII, del apartado B, del numeral 
123, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 
18 de junio de 2008, fue trascendente para el sistema de procuración e impartición de 
justicia en materia penal, pues establece un nuevo modelo de justicia penal para pasar 
del llamado sistema mixto al acusatorio u oral. Además, introduce la figura del arraigo 
a través de la cual se permite limitar la libertad personal bajo ciertos requisitos que la 
propia Constitución señala en el artículo 16 párrafo octavo adicionado. En esta reforma 
se establece la procedencia del arraigo única y exclusivamente para delitos de delin-
cuencia organizada, emitida por la autoridad judicial y a solicitud del Ministerio Pú-
blico. Hay que subrayar que en la misma reforma se modificó la fracción XXI del 
artículo 73, en la que se establece como competencia exclusiva de la Federación 
el legislar en materia de delincuencia organizada, quedando la facultad accesoria del 
arraigo como exclusiva de las autoridades federales, y su artículo décimo primero 
transitorio modifica temporalmente el alcance del arraigo hasta la entrada en vigor del 
sistema penal acusatorio federal, posibilitando la emisión de órdenes de arraigo en 
casos distintos a los de delincuencia organizada, en un lugar específico y por un término 
más limitado, para permitirlo en delitos graves, en el domicilio del indiciado y hasta 
por un máximo de cuarenta días. Sin embargo, este artículo décimo primero transitorio 
en ningún momento modifica la competencia federal para emitir una orden de arraigo, 
ni permite que los ministerios públicos o jueces locales emitan estas órdenes. La ra-
cionalidad del transitorio sólo se refiere a la entrada en vigor del sistema acusatorio a 
nivel federal, modificando las circunstancias materiales, de tiempo, modo y lugar para 
emitir la orden de arraigo, pero no modifica la competencia federal para hacer compe-
tentes a las autoridades locales para emitirla. Por ello, una orden de arraigo emitida 
por un juez local, solicitada por un Ministerio Público del fuero común, para el éxito 
de la investigación de un delito también local, no puede ser considerada constitucional, 
ya que ni el juez es autoridad competente para emitirla, ni el Ministerio Público para 
solicitarla, aun cuando el delito por el que se solicitó fuera considerado grave y en la 
Federación o en el Estado no haya entrado en vigor el sistema penal acusatorio.

Registro: 2007811 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo III, p. 2377, 
jurisprudencia, constitucional, penal. 

XVII.1o.P.A. J/5 (10a.)
auto de vinCulaCión a proCeso. el Juez de Control, al resolver sobre su proCe-

denCia, no debe estudiar los datos de la Carpeta de investigaCión, sino valorar la 
razonabilidad de las maniFestaCiones eXpuestas por el ministerio públiCo y, en su 
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a Caso, la ContraargumentaCión o reFutaCión del imputado o su deFensor (nuevo 
sistema de JustiCia penal en el estado de CHiHuaHua).

De los artículos 16, párrafo tercero, 19, párrafo primero y 20, apartado A, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que el Constituyente 
Permanente determinó, entre otras cuestiones, la no formalización de las pruebas en 
cualquiera de las fases del procedimiento penal acusatorio, salvo excepciones. Asi-
mismo, que el impedimento a los jueces del proceso oral para revisar las actuaciones 
practicadas en la indagatoria fue con el fin de evitar que prejuzguen, manteniendo con 
ello la objetividad e imparcialidad de sus decisiones, así como los principios de igual-
dad y contradicción; lo anterior, dada la horizontalidad de la posición de las teorías del 
caso de los contendientes, por una parte, las del Ministerio Público, víctima u ofendido 
del delito y, por otra, del inculpado y su defensa, en relación con un hecho que la ley 
señale como delito y cuando exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o 
participó en su comisión; de ahí que en el nuevo sistema de justicia penal acusatorio 
adversarial del estado de Chihuahua, el juez de control, al resolver sobre la proceden-
cia del auto de vinculación del imputado, no debe estudiar los datos de la carpeta de 
investigación, sino valorar la razonabilidad de las manifestaciones expuestas por dicha 
representación social y, en su caso, la contra-argumentación o refutación del imputado 
o su defensor.

Registro: 2007686 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo III, p. 2595, 
jurisprudencia, común, penal. 

IV.1o.P. J/5 (10a.)
retenCión del inCulpado ante el ministerio públiCo. si eXisten datos que Hagan 

presumir que aquél se enContraba baJo arraigo y el Juez resuelve la situaCión 
JurídiCa del indiCiado, sin reCabar las ConstanCias Con las que pueda veriFiCar la 
legalidad de esa medida Cautelar, tal omisión Constituye una violaCión a las leyes 
del proCedimiento penal.

El artículo 16, párrafo décimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, dispone que ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público 
por más de cuarenta y ocho horas, plazo en el que deberá ordenarse su libertad o po-
nérsele a disposición de la autoridad judicial, con excepción de los casos relacionados 
con delincuencia organizada, en los que se podrá duplicar dicho término. Así las cosas, 
si en la averiguación previa aparece que transcurrió en exceso el lapso entre el momento 
en que el inculpado fue puesto a disposición del Ministerio Público y su consignación 
ante el juez de la causa, y obran datos que hacen presumir válidamente que aquél se 
encontraba sujeto a una medida de arraigo, el juez instructor al resolver la situación 
jurídica del inculpado, en la preinstrucción, está obligado a recabar las constancias 
con las que se pueda dilucidar la legalidad de esa providencia cautelar y con ello de 
la retención ante el Ministerio Público que lo tenía a su disposición, atento a que la 
validez de las pruebas recabadas en la averiguación previa dependen de la legalidad 
de aquellos actos de autoridad; so pena de incurrir en una violación a las leyes que 
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con la diversa fracción VI de la Ley de Amparo abrogada, por afectar los derechos 
fundamentales del debido proceso, seguridad jurídica y defensa adecuada, contempla-
dos en los numerales 14, 16 y 20, apartado A, fracción IX (en su texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), de 
la Constitución federal.

Registro: 2007406 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo I, p. 572, aislada, constitucional, 
administrativa.

1a. CCCXVI/2014 (10a.)
dereCHo administrativo sanCionador. el prinCipio de legalidad debe modularse 

en atenCión a sus ámbitos de integraCión.
El ámbito constitucionalmente legítimo de participación de la autoridad adminis-

trativa en los procesos de producción jurídica en el derecho administrativo sancionador, 
debe determinarse por referencia a los imperativos de tres valores en juego, a saber: 
1) el control democrático de la política punitiva (reserva de ley); 2) la previsibilidad 
con la que han de contar las personas sobre las consecuencias de sus actos; y, 3) la 
proscripción de la arbitrariedad de la autoridad (ambas vertientes del principio de ti-
picidad). Así, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación suscribe 
la premisa de que los componentes del principio de legalidad no pueden tener un grado 
de exigencia idéntico en todos los ámbitos del derecho citado, sino que han de modu-
larse de acuerdo con la función desempeñada por el Estado, por lo que para determinar 
el balance debido es necesario establecer en qué terreno se encuentra la materia de 
escrutinio constitucional y cuáles son los elementos diferenciados a considerar. Ahora 
bien, de una lectura íntegra de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos se advierte que, al menos, existen cinco ramas del derecho referido, sin que ello 
implique que no puedan aceptarse posteriormente nuevas manifestaciones: 1) las san-
ciones administrativas a los reglamentos de policía, del artículo 21 constitucional; 
2) las sanciones a que están sujetos los servidores públicos, así como quienes tengan 
control de recursos públicos, en términos del Título Cuarto de la Constitución federal; 
3) las sanciones administrativas en materia electoral; 4) las sanciones a que están 
sujetos los agentes económicos y operadores de los mercados regulados en el contexto 
de la planificación económica y social del Estado; y, 5) una categoría residual, donde 
se prevén las sanciones a que están sujetos los particulares con motivo de una actividad 
de interés público regulado administrativamente (aduanero, inmigración, ambiental, 
entre otros). Este listado no tiene el fin de establecer los únicos ámbitos integrantes del 
derecho administrativo sancionador, pero sí evidencia los que han sido explorados en 
la jurisprudencia, en que se han fijado distintos balances de acuerdo a los elementos 
normativos y jurisprudenciales que definen una naturaleza propia que, por ejemplo, en 
el caso de las sanciones administrativas establecidas en los reglamentos, ha llevado a 
concluir que no es aplicable el principio de reserva de ley, pero sí el de tipicidad, a 
diferencia del ámbito donde el Estado se desempeña como policía, en el que los tres 



Tesis de Jurisprudencia en materia constitucional | 155

In
te

rp
re

ta
ció

n 
de

l P
od

er
 Ju

di
cia

l d
e 

la 
Fe

de
ra

ció
n 

| 
Dé

cim
a 

ép
oc

a principios exigen una aplicación cercana a la exigida en materia penal. Entre ambos 
extremos, cabe reconocer ámbitos intermedios, donde el Estado desempeña un papel 
regulador en el que los tres valores adquieren una modulación menor al último pero 
mayor al primero, pues se permite la integración de los tipos administrativos con fuen-
tes infralegales, pero siempre bajo los lineamientos generales establecidos en las leyes. 
Por tanto, el grado de exigencia del principio constitucional de legalidad exige un 
ejercicio previo de reconocimiento del ámbito donde se ubica la materia de estudio.

Registro: 2007407 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo I, p. 573, aislada, constitucio-
nal, administrativa.

1a. CCCXV/2014 (10a.)
dereCHo administrativo sanCionador. evoluCión del prinCipio de legalidad a la 

luz de sus Fines.
El derecho administrativo sancionador participa de la naturaleza del derecho pu-

nitivo, por lo que cobra aplicación el principio de legalidad contenido en el artículo 14 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que exige que las infrac-
ciones y las sanciones deben estar plasmadas en una ley, tanto en sentido formal como 
material, lo que implica que sólo esa fuente democrática es apta para la producción 
jurídica de ese tipo de normas. De ahí que el legislador deba definir los elementos 
normativos de forma clara y precisa para permitir una actualización de las hipótesis 
previsible y controlable por las partes. Ahora bien, para determinar el alcance de su 
aplicación, hay que considerar que el fin del principio es doble, ya que, en primer 
lugar, debe garantizarse la seguridad jurídica de las personas en dos dimensiones: 
i) para permitir la previsibilidad de las consecuencias de los actos propios y, por tanto, 
la planeación de la vida cotidiana; y, ii) para proscribir la arbitrariedad de la autoridad 
para sancionar a las personas; y, en segundo lugar, preservar al proceso legislativo como 
sede de creación de los marcos regulatorios generales y, por ende, de la política puni-
tiva administrativa. Ahora bien, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación adoptó un entendimiento evolutivo concluyendo que ninguna de las dos fi-
nalidades cancela la posibilidad de que la autoridad administrativa desarrolle ciertas 
facultades de apreciación al ejercer sus potestades de creación normativa en este 
ámbito, cuyo alcance se determina de acuerdo con las necesidades de la función regu-
latoria del Estado en cada época. Así, lo relevante desde la perspectiva de la seguridad 
jurídica, es adoptar un parámetro de control material y cualitativo que busque consta-
tar que la conducta infractora, como está regulada, ofrece una predeterminación inte-
ligible; desde el principio democrático de reserva de ley, se reconoce la posibilidad del 
legislador de prever formas de participación de órganos administrativos o del Ejecutivo 
para desarrollar una regulación especializada y técnica sobre temas constitucionalmente 
relevantes, siempre que el proceso democrático haga explícita esa voluntad de delega-
ción y preserve su control mediante la generación de lineamientos de política legislativa 
que la autoridad administrativa debe cumplir, tanto en la emisión de normas, como en 
los actos de aplicación, lo que permite el reconocimiento de un ámbito de proyección 
de espacios regulatorios adaptables a cada época.



156 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II Registro: 2007420 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo III, 
p. 2044, jurisprudencia, común. 

XIX.1o.P.T. J/2 (10a.)
CompetenCia de origen. los tribunales Colegiados de CirCuito no están FaCul-

tados para analizar los ConCeptos de violaCión vinCulados Con ese aspeCto.
Los Tribunales Colegiados de Circuito no están facultados para analizar los con-

ceptos de violación que controvierten la designación de quien funge como representante 
del gobierno en una junta especial, con apoyo en un oficio emitido por el presidente de 
la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, en tanto que ello conlleva combatir la 
legitimidad de la designación y, al discutirse su nombramiento como representante del 
gobierno, implicaría estudiar aspectos vinculados con la competencia de origen, lo cual 
no está jurídicamente permitido, pues el derecho consagrado en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, únicamente se refiere a los 
límites fijados a la autoridad para su actuación frente a los particulares.

Registro: 2006517 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo I, p. 269, jurisprudencia, constitucional, 
penal.

P./J. 31/2014 (10a.)
arraigo en materia penal. a partir de la reForma a la ConstituCión polítiCa de 

los estados unidos meXiCanos, publiCada en el diario oFiCial de la FederaCión el 18 
de Junio de 2008, las legislaturas loCales CareCen de CompetenCia para legislar 
sobre aquella Figura, al ser FaCultad eXClusiva del Congreso de la unión.

La reforma a los artículos 16 a 22, 73, fracciones XXI y XXIII, 115, fracción VII 
y 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, 
fue trascendente para el sistema de procuración e impartición de justicia en materia 
penal, pues estableció un nuevo modelo de justicia penal que transformó el sistema 
mixto en acusatorio u oral; entre otras modalidades, introdujo la figura del arraigo a 
través de la cual se permite limitar la libertad personal tratándose de delitos de delin-
cuencia organizada, bajo ciertos requisitos que la propia Constitución señala. Es así 
que a partir de esa fecha el referido artículo 16 reguló constitucionalmente la proce-
dencia del arraigo, reservándola para delitos de delincuencia organizada, respecto de los 
cuales por disposición expresa del diverso precepto 73, fracción XXI, corresponde 
legislar en exclusiva al Congreso de la Unión; de ahí que a partir de esa data los con-
gresos locales carecen de competencia para legislar en esa materia.

Registro: 2006519 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo I, p. 271, jurisprudencia, constitucional, penal.

P./J. 32/2014 (10a.)
arraigo en materia penal. el artíCulo déCimo primero transitorio del deCreto 

por el que se reForman y adiCionan diversas disposiCiones de la ConstituCión polítiCa 
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a de los estados unidos meXiCanos, publiCado en el diario oFiCial de la FederaCión el 
18 de Junio de 2008, no Habilita a los Congresos loCales a legislar sobre aquella 
Figura, Con posterioridad a esa FeCHa.

El citado artículo transitorio, en su párrafo primero, señala que en tanto entra en 
vigor el sistema procesal acusatorio, los agentes del Ministerio Público que determine 
la ley podrán solicitar al juez el arraigo domiciliario del indiciado tratándose de delitos 
graves y hasta por un máximo de 40 días; sin embargo, este Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en atención a lo establecido en los preceptos 
16 y 73, fracción XXI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a 
partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio 
de 2008, advierte que esa norma no modificó la competencia federal para emitir la 
orden de arraigo —permitida exclusivamente para delitos de delincuencia organi-
zada—, ni debe interpretarse en el sentido de que los agentes del Ministerio Público 
o los jueces locales puedan participar de tal decisión; por el contrario, ese transitorio 
posibilita una mayor extensión de la facultad de emisión de órdenes de arraigo por 
razón de la materia, pero nunca por razón de la competencia, por lo cual no puede 
concebirse la idea de que contenga una permisión o habilitación para que las autori-
dades estatales legislen sobre el arraigo con posterioridad a la fecha indicada, ni infe-
rir como que pueda generarse una competencia residual que los faculte en ese sentido, 
en tanto no entre en vigor el sistema acusatorio a nivel federal o local.

Registro: 2006478 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo I, p. 547, aislada, constitucional, penal.

1a. CXCIX/2014 (10a.)
libertad personal. la aFeCtaCión a ese dereCHo Humano úniCamente puede 

eFeCtuarse baJo las delimitaCiones eXCepCionales del marCo ConstituCional y 
ConvenCional.

La libertad personal se reconoce y protege como derecho humano de primer rango 
tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (artículos 1º, 14 y 
16), como en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 9) y en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 7); de ahí que su tutela debe 
ser la más amplia posible, conforme a la fuente jurídica que mejor la garantice y sólo 
puede limitarse bajo determinados supuestos de excepcionalidad, en concordancia con 
los sistemas constitucional y convencional, es decir, a partir del estricto cumplimiento 
de requisitos y garantías de forma mínima a favor de la persona; de lo contrario, se 
estará ante una detención o privación de la libertad personal prohibida tanto a nivel 
nacional como internacional.

Registro: 2005522 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 274, aislada, constitucional. 

P. II/2014 (10a.)
personas morales. tienen dereCHo a la proteCCión de los datos que puedan 

equipararse a los personales, aun Cuando diCHa inFormaCión Haya sido entregada 
a una autoridad.
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Mexicanos reconoce el derecho a la protección de datos personales, consistente en el 
control de cada individuo sobre el acceso y uso de la información personal en aras de 
preservar la vida privada de las personas. En ese sentido, el derecho a la protección 
de datos personales podría entenderse, en primera instancia, como una prerrogativa de 
las personas físicas, ante la imposibilidad de afirmar que las morales son titulares del 
derecho a la intimidad y/o a la vida privada; sin embargo, el contenido de este derecho 
puede extenderse a cierta información de las personas jurídicas colectivas, en tanto 
que también cuentan con determinados espacios de protección ante cualquier intromi-
sión arbitraria por parte de terceros respecto de cierta información económica, comer-
cial o relativa a su identidad que, de revelarse, pudiera anular o menoscabar su libre 
y buen desarrollo. Por tanto, los bienes protegidos por el derecho a la privacidad y de 
protección de datos de las personas morales, comprenden aquellos documentos e in-
formación que les son inherentes, que deben permanecer ajenos al conocimiento de 
terceros, independientemente de que, en materia de transparencia e información pú-
blica, opere el principio de máxima publicidad y disponibilidad, conforme al cual, toda 
información en posesión de las autoridades es pública, sin importar la fuente o la forma 
en que se haya obtenido, pues, acorde con el artículo 6º, en relación con el 16, párrafo 
segundo, constitucionales, la información entregada a las autoridades por parte de las 
personas morales, será confidencial cuando tenga el carácter de privada por contener 
datos que pudieran equipararse a los personales, o bien, reservada temporalmente, si 
se actualiza alguno de los supuestos previstos legalmente.

Registro: 2005527 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 643, aislada, constitucional, 
penal. 

1a. LIII/2014 (10a.)
dereCHo Fundamental del detenido a ser puesto sin demora a disposiCión del 

ministerio públiCo. alCanCes y ConseCuenCias JurídiCas generadas por la vulneraCión 
a tal dereCHo.

El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consa-
gra un régimen general de libertades a favor de la persona, entre las cuales, destaca el 
derecho a la libertad personal. Sin embargo, como todo derecho humano, éste no es 
absoluto, por lo que la citada norma fundamental también delimita exhaustivamente 
diversas hipótesis para su afectación, a saber: a) la orden de aprehensión; b) las de-
tenciones en flagrancia; y, c) el caso urgente. En tratándose de la flagrancia, esta Primera 
Sala ha puntualizado que la misma constituye una protección a la libertad personal, 
cuyo control judicial ex post debe ser especialmente cuidadoso, ya que quien afirma la 
legalidad y constitucionalidad de una detención, debe poder defenderla ante el juez 
respectivo. Ahora bien, por cuanto se refiere al derecho fundamental de “puesta a 
disposición ministerial sin demora”, es dable concluir que dentro del régimen general de 
protección contra detenciones que prevé el artículo 16 constitucional, se puede derivar 
la exigencia de que la persona detenida sea presentada ante el Ministerio Público lo 
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a antes posible, esto es, que sea puesta a disposición de la autoridad ministerial o judi-
cial respectiva, sin dilaciones injustificadas. Así, se está ante una dilación indebida en 
la puesta a disposición inmediata del detenido ante el Ministerio Público, cuando no 
existan motivos razonables que imposibiliten esa puesta inmediata, los cuales pueden 
tener como origen impedimentos fácticos reales, comprobables y lícitos, los que 
deben ser compatibles con las facultades concedidas a las autoridades, lo que implica 
que los agentes aprehensores no pueden retener a una persona por más tiempo del 
estrictamente necesario para trasladarla ante el Ministerio Público; desechando cual-
quier justificación que pueda estar basada en una supuesta búsqueda de la verdad o 
en la debida integración del material probatorio y, más aún, aquellas que resulten inad-
misibles como serían la presión física o psicológica al detenido para que acepte su 
responsabilidad o la manipulación de las circunstancias y hechos de la investigación. 
En suma, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que 
la violación al derecho fundamental de “puesta a disposición del indiciado ante el 
Ministerio Público sin demora” genera como consecuencias: a) la anulación de la 
confesión del indiciado, obtenida con motivo de esa indebida retención; b) la invalidez 
de todos los elementos de prueba que tengan como fuente directa la demora injustifi-
cada, los cuales no producirán efecto alguno en el proceso ni podrán ser valorados por 
el juez; y, c) la nulidad de aquellas pruebas que a pesar de estar vinculadas directa-
mente con el hecho delictivo materia del proceso penal, sean recabadas por iniciativa 
de la autoridad aprehensora so pretexto de una búsqueda de la verdad o debida inte-
gración del material probatorio —en el supuesto de prolongación injustificada de la 
detención—, sin la conducción y mando del Ministerio Público; es decir, sin la auto-
rización de este último. No obstante, debe precisarse que las pruebas obtenidas estric-
tamente con motivo de una detención en flagrancia no pueden ser invalidadas por actos 
posteriores, como la obtención de pruebas que tengan como fuente directa la demora 
injustificada, a menos que se acredite la existencia de vicios propios de la misma de-
tención del inculpado que determinen que ésta sea considerada inconstitucional.

Registro: 2005552 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo II, p. 1513, aislada, constitucional. 

2a. XVI/2014 (10a.)
dereCHos Fundamentales de legalidad y seguridad JurídiCa. su ContravenCión 

no puede derivar de la distinta regulaCión de dos supuestos JurídiCos esenCialmente 
diFerentes.

La Suprema Corte de Justicia ha determinado que los derechos fundamentales de 
legalidad y seguridad jurídica tutelados por los artículos 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se respetan por el legislador cuando las 
normas que facultan a las autoridades para actuar en determinado sentido, encauzan 
el ámbito de esa actuación a fin de que, por un lado, el gobernado conozca cuál será la 
consecuencia jurídica de los actos que realice, y por otro, que el actuar de la respectiva 
autoridad se encuentre limitado y acotado, de tal manera que la posible afectación 
a la esfera jurídica de los gobernados no resulte caprichosa o arbitraria. Por tanto, 
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II tratándose de normas generales, la contravención a los precitados derechos no puede 

derivar de la distinta regulación de dos supuestos jurídicos esencialmente diferentes, 
sino en todo caso, de la ausente o deficiente regulación del supuesto normativo que es 
materia de impugnación.

Registro: 2005766 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo III, p. 2239, 
aislada, constitucional, común.

IV.2o.A.51 K (10a.)
prinCipio de legalidad. CaraCterístiCas de su doble FunCionalidad tratándose 

del aCto administrativo y su relaCión Con el diverso de interdiCCión de la arbitra-
riedad y el Control JurisdiCCional.

Del artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se advierten los requisitos de mandamiento escrito, autoridad competente 
y fundamentación y motivación, como garantías instrumentales que, a su vez, revelan 
la adopción en el régimen jurídico nacional del principio de legalidad, como una ga-
rantía del derecho humano a la seguridad jurídica, acorde al cual las autoridades sólo 
pueden hacer aquello para lo que expresamente les facultan las leyes, en el entendido 
de que éstas, a su vez, constituyen la manifestación de la voluntad general. Bajo esa 
premisa, el principio mencionado tiene una doble funcionalidad, particularmente tra-
tándose del acto administrativo, pues, por un lado, impone un régimen de facultades 
expresas en el que todo acto de autoridad que no represente el ejercicio de una facul-
tad expresamente conferida en la ley a quien lo emite, se considerará arbitrario y, por 
ello, contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que legitima a las personas para 
cuestionar la validez de un acto desajustado a las leyes, pero, por otro, bajo la adopción 
del mismo principio como base de todo el ordenamiento, se genera la presunción de 
que toda actuación de la autoridad deriva del ejercicio de una facultad que la ley le 
confiere, en tanto no se demuestre lo contrario, presunción de legalidad ampliamente 
reconocida tanto en la doctrina como en la legislación nacional. Así, el principio de lega-
lidad, apreciado en su mayor amplitud, da cabida al diverso de interdicción de la arbi-
trariedad, pero también conlleva que éste opere a través de un control jurisdiccional, 
lo que da como resultado que no basta que el gobernado considere que determinado acto 
carece de fundamentación y motivación para que lo estime no obligatorio ni vinculante 
o lo señale como fuente de un derecho incontrovertible a una sentencia que lo anule, 
sino que, en todo caso, está a su cargo recurrir a los órganos de control a hacer valer la 
asumida ausencia o insuficiencia de fundamento legal y motivación dentro de dicho 
procedimiento y, a su vez, corresponderá a la autoridad demostrar que el acto cuestio-
nado encuentra sustento en una facultad prevista por la norma, so pena de que sea 
declarado contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que revela que los procedi-
mientos de control jurisdiccional, constituyen la última garantía de verificación del 
respeto al derecho a la seguridad jurídica, cuyas reglas deben ser conducentes y con-
gruentes con ese propósito.
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a Registro: 2003266 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 3, p. 2108, 
aislada, constitucional, penal. 

I.9o.P.25 P (10a.)
dereCHo a la inviolabilidad de las ComuniCaCiones privadas. si el ministerio 

públiCo ordena eXtraer la inFormaCión Contenida en un teléFono Celular que Fue 
asegurado por estar abandonado en el lugar probable de la Comisión de un delito 
y sin que eXista detenido alguno, no viola diCHa prerrogativa Fundamental.

Conforme al artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
todas las formas existentes de comunicación y las que son fruto de la evolución tecno-
lógica, deben protegerse por el derecho fundamental a su inviolabilidad. Al respecto, 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 
1a./J. 115/2012 (10a.), estableció que ese derecho se extiende a los datos almacenados 
en los teléfonos móviles que son asegurados a las personas detenidas sujetas a inves-
tigación por la posible comisión de un delito; aparatos en los que se guarda información 
privada, ya sea en forma de texto, audio, imagen o video, y de la cual la autoridad in-
vestigadora para tener acceso a ella, debe solicitar a un juez la intervención de la 
comunicación privada conforme al texto constitucional en cita. Sin embargo, cuando 
el Ministerio Público ordena extraer la información contenida en un teléfono celular 
que es asegurado por encontrarse abandonado en el lugar probable de la comisión de 
un delito y sin que exista detenido alguno, no viola esta prerrogativa fundamental, pues 
la protección a la información pertenece exclusivamente a la intimidad de la persona 
titular del derecho protegido, por lo que si en el caso real y concreto no existe algún ti-
tular, por no haber detenido con motivo de los hechos o poseedor identificado de éste, 
es incuestionable que el Ministerio Público, conforme a sus facultades de investigación 
del delito en términos del artículo 21 constitucional, está facultado para ordenar la 
extracción de la información almacenada sin que medie la solicitud correspondiente a 
la autoridad judicial, lo cual no implica violación al derecho fundamental a la inviola-
bilidad de la comunicación privada y, por ende, que esa información no sea considerada 
como ilícita, en razón de que las pruebas obtenidas a partir de ésta, no serían esencial-
mente causa de los datos obtenidos, sino que derivarían de la facultad constitucional 
de la investigación realizada.

Registro: 2002800 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 2, p. 1366, 
aislada, común. 

I.5o.C.3 K (10a.)
inadeCuadas FundamentaCión y motivaCión. alCanCe y eFeCtos del Fallo proteCtor.
Si al emprender el examen de los conceptos de violación se determina que las 

normas que sustentaron el acto reclamado no resultaban exactamente aplicables al 
caso, se está en el supuesto de una violación material o sustantiva que actualiza una 
indebida fundamentación y debe considerarse inconstitucional el acto reclamado, ya 
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en el artículo 16 de la Carta Magna. Lo mismo sucede cuando las razones que susten-
tan la decisión del juzgador no están en consonancia con los preceptos legales aplica-
bles, ya que la citada norma constitucional constriñe al juzgador a expresar las circuns-
tancias especiales y razones particulares que justifican la aplicación del derecho; de 
tal suerte que si no existe adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, 
entonces el acto de autoridad carece de respaldo constitucional, lo que justifica la 
concesión del amparo. Esto no significa que el juez de amparo se sustituya en el que-
hacer de la responsable; por el contrario, con ello cumplirá precisamente la función 
que le es encomendada, al ordenar a la autoridad que finalmente ajuste su decisión a 
las normas constitucionales que le imponen el deber de fundar y motivar adecuadamente 
el acto privativo o de molestia.

Registro: 2002649 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 1, p. 437, jurisprudencia, 
constitucional, administrativa.

1a./J. 139/2012 (10a.)
seguridad JurídiCa en materia tributaria. en qué Consiste.
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el 

principio de seguridad jurídica consagrado en la Constitución General de la República, 
es la base sobre la cual descansa el sistema jurídico mexicano, de manera tal que lo 
que tutela es que el gobernado jamás se encuentre en una situación de incertidumbre 
jurídica y, por tanto, en estado de indefensión. En ese sentido, el contenido esencial 
de dicho principio radica en “saber a qué atenerse” respecto de la regulación normativa 
prevista en la ley y a la actuación de la autoridad. Así, en materia tributaria debe des-
tacarse el relevante papel que se concede a la ley (tanto en su concepción de voluntad 
general, como de razón ordenadora) como instrumento garantizador de un trato igual 
(objetivo) de todos ante la ley, frente a las arbitrariedades y abusos de la autoridad, lo 
que equivale a afirmar, desde un punto de vista positivo, la importancia de la ley como 
vehículo generador de certeza, y desde un punto de vista negativo, el papel de la ley 
como mecanismo de defensa frente a las posibles arbitrariedades de los órganos del 
Estado. De esta forma, las manifestaciones concretas del principio de seguridad jurídica 
en materia tributaria, se pueden compendiar en la certeza en el derecho y la interdic-
ción de la arbitrariedad o prohibición del exceso; la primera, a su vez, en la estabilidad 
del ordenamiento normativo, suficiente desarrollo y la certidumbre sobre los remedios 
jurídicos a disposición del contribuyente, en caso de no cumplirse con las previsiones del 
ordenamiento; y, la segunda, principal, más no exclusivamente, a través de los princi-
pios de proporcionalidad y jerarquía normativa, por lo que la existencia de un ordena-
miento tributario, partícipe de las características de todo ordenamiento jurídico, es 
producto de la juridificación del fenómeno tributario y su conversión en una realidad 
normada, y tal ordenamiento público constituirá un sistema de seguridad jurídica for-
mal o de “seguridad a través del Derecho”.
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a Artículo 17

Registro: 2009046 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 2157, 
aislada, constitucional, común.

I.3o.C.71 K (10a.)
dereCHo Fundamental de eJeCuCión de sentenCia previsto en el artíCulo 17 de 

la ConstituCión Federal. deFiniCión y alCanCe.
El derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva, no definido expresamente 

en el numeral en cita pero que fácilmente puede obtenerse de él y en torno al cual se 
ha creado toda una teoría, puede definirse como el derecho público subjetivo que toda 
persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de 
manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión 
o a defenderse de ella, con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten 
ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute 
esa decisión. Así lo determinó la Primera Sala del Más Alto Tribunal del País, en la 
jurisprudencia 1a./J. 42/2007, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, abril de 2007, página 124, de “garantía a 
la tutela JurisdiCCional prevista en el artíCulo 17 de la ConstituCión polítiCa de 
los estados unidos meXiCanos. sus alCanCes”; asimismo, dicha Sala emitió la tesis 
aislada 1a. LXXIV/2013 (10a.), publicada en el mismo medio de difusión, Décima 
Época, Libro XVIII, Tomo 1, marzo de 2013, página 882, de “dereCHo de aCCeso a 
la JustiCia. sus etapas”, en la que estableció que el derecho a la tutela jurisdiccional 
tiene tres etapas que se corresponden a tres derechos bien definidos, que son: 1. Una 
previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de acceso a la jurisdicción, que parte 
del derecho de acción como una especie del de petición dirigido a las autoridades ju-
risdiccionales y que motiva un pronunciamiento por su parte; 2. Una judicial, que va 
desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación y a la que corresponden 
los derechos fundamentales del debido proceso; y, 3. Una posterior al juicio, identificada 
con la eficacia de las resoluciones emitidas o el derecho a ejecutar la sentencia. Este 
último derecho fundamental puede definirse como el que tienen todos los ciudadanos 
a obtener de los juzgados y tribunales la adopción de las medidas que resulten impres-
cindibles para que los pronunciamientos judiciales inobservados o incumplidos por 
quienes estén obligados por ellos puedan ser ejecutados, como regla general, en sus 
términos y de manera coactiva o forzosa y tiene las siguientes características: 1. Es un 
derecho de configuración legal, pues participa de la naturaleza de derecho de prestación 
que caracteriza a aquel en que viene integrado y, en tal sentido, sus concretas condi-
ciones de ejercicio corresponde establecerlas al legislador, lo que no impide que, en 
su caso, pueda analizarse la regularidad constitucional de los requisitos o limitaciones 
impuestos al ejercicio del derecho fundamental, para comprobar si responden a razo-
nables finalidades de protección de valores, bienes o intereses constitucionalmente 
protegidos y guardan debida proporcionalidad con dichas finalidades; 2. Comprende, 
en principio, el derecho a la ejecución del pronunciamiento judicial en sus propios 
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reconozcan o declaren, no serían otra cosa que meras declaraciones de intenciones sin 
alcance práctico ni efectividad alguna; 3. Impone a los órganos judiciales la adopción 
de todas las medidas necesarias para promover el curso normal de la ejecución. El dere-
cho a la ejecución impide que el órgano judicial se aparte, sin causa justificada, de lo 
previsto en el fallo que ha de ejecutar, o que se abstenga de adoptar las medidas nece-
sarias para proveer a la ejecución de la misma cuando ello sea legalmente exigible. Su 
contenido principal consiste en que esa prestación jurisdiccional sea respetuosa con 
lo fallado y enérgica, si fuera preciso, frente a su eventual contradicción por terceros; y, 
4. La determinación del sentido del fallo y las medidas a adoptar para su ejecución corres-
ponden en exclusiva a los tribunales ordinarios competentes para la ejecución. En 
efecto, no corresponde al órgano de control constitucional, en vía de amparo, sustituir 
a la autoridad judicial en el cometido de interpretar y fijar el alcance de sus propios 
pronunciamientos, ni en el modo de llevarlos a su puro y debido efecto, correspondién-
dole estrictamente, velar para que tales decisiones se adopten en el seno del procedi-
miento de ejecución, de un modo coherente con la resolución que haya de ejecutarse 
y una vez que las partes hayan tenido oportunidad suficiente para formular alegatos, 
así como para aportar pruebas sobre la incidencia que en la efectividad del fallo pudiera 
tener la actuación subsiguiente, evitando así nuevos procesos y dilaciones indebidas. 
Empero, sí deberá vigilar, cuando de la reparación de eventuales lesiones del derecho 
a la tutela judicial se trate, que ésta no sea debida a una decisión arbitraria ni irrazo-
nable, ni tenga su origen en la pasividad o desfallecimiento de los órganos judiciales 
para adoptar las medidas necesarias que aseguren la satisfacción de este derecho. 
Por ende, la postura del juez de instancia para hacer realidad los postulados del debido 
proceso debe ser: a) flexible para privilegiar el acceso a la justicia; b) sensible para 
entender los derechos cuestionados; y, c) estricta en la ejecución de la cosa juzgada.

Registro: 2008956 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo II, p. 1655, 
aislada, constitucional, administrativa.

I.1o.A.E.48 A (10a.)
aCCeso a la JustiCia. la proteCCión de ese dereCHo Fundamental debe eXtenderse 

a los meCanismos administrativos de tutela no JurisdiCCional que tengan por obJeto 
atender una soliCitud, aun Cuando ésta no involuCre una Controversia entre partes.

En los sistemas jurídicos tradicionales el concepto “justicia” se ha asimilado al 
conjunto de instituciones, procedimientos y operadores que intervienen en la dinámica 
de la resolución de desacuerdos legales dentro del aparato jurídico formal. De acuerdo 
con esta concepción formalista, las únicas autoridades que se encontrarían obligadas 
a la observancia del derecho fundamental de acceso a la justicia reconocido en el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos serían las que 
realizan funciones materialmente jurisdiccionales. No obstante, esta visión restringe 
la aplicación del principio de progresividad de los derechos humanos establecido en 
el artículo 1º, párrafo tercero, de la propia Norma Suprema, pues el acceso efectivo a 
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a la solución de desacuerdos constituye un derecho dúctil que tiende a garantizar la con-
creción de las condiciones sociales, culturales, políticas, económicas y jurídicas que 
posibiliten el reconocimiento y el ejercicio efectivo de derechos de los gobernados dentro 
de las organizaciones jurídicas formales o alternativas. Por tanto, en congruencia con 
el principio aludido, la protección del derecho fundamental citado debe extenderse a 
los mecanismos administrativos de tutela no jurisdiccional que tengan por objeto aten-
der una solicitud, aun cuando ésta no involucre una controversia entre partes.

Registro: 2007608 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo III, p. 2882, 
aislada, común. 

XXVII.3o.53 K (10a.)
notas de reFerenCia. su JustiFiCaCión y FunCión en las resoluCiones JurisdiCCionales.
En la actualidad, la mayoría de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de 

la Federación —e incluso algunos otros del orden común— utilizan notas de referencia 
al emitir sus resoluciones. No obstante, hasta hace algunos años, su uso no era común 
en la redacción de los textos jurisdiccionales. Aun cuando la legislación no prohíbe su 
utilización y tampoco señala reglas expresas sobre ellas para los actos jurisdiccionales 
escritos, ello se debió a los lineamientos que durante largo tiempo el uso y la costumbre 
impusieron a la denominada escritura jurídica forense o redacción judicial. Sin justi-
ficación, la idea generalizada fue que las referencias bibliográficas eran para escritos 
de difusión académica como libros, revistas especializadas e investigaciones con cierto 
rigor científico, o por lo menos con determinado fundamento bibliográfico; pero no para 
las sentencias, las demandas y demás escritos del ámbito legal. Sin menoscabo de al-
gunos Tribunales Colegiados de Circuito y Jueces de Distrito, los primeros pasos cla-
ramente identificables en el cambio de esos usos y costumbres los dio la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. Como instrumentos convencionales de la redacción o escritura 
jurisdiccional, las notas al pie de página o al final del documento (o del capítulo), son 
referencias cuyo uso depende de la idea del autor; tienen como propósito apoyar los 
argumentos que dan forma al pronunciamiento jurisdiccional y pueden ser: a) aclara-
torias, cuando los vocablos que se utilizan son extraños o de difícil comprensión para 
el público al que se dirige el texto, cuando el editor del texto expone una opinión o 
aclaración, o cuando se hace alguna precisión, corrección o se da información adicio-
nal sobre un tema; b) amplificativas, cuando desarrollan una idea que el autor incluye 
en el texto, pero se abstiene de hacerlo en él para evitar distraer al lector; y, c) de 
fuentes de información, cuando en ellas se detallan las que se emplearon o consultaron. 
El contenido de las notas de referencia debe ser seleccionado con detenimiento y 
adecuadamente, pues si lo que se pretende es el entendimiento correcto de la decisión 
jurisdiccional, las razones que de manera determinante le dan forma no pueden integrar 
el apartado de referencias, que en realidad es secundario. Así pues, si las notas de 
referencia son utilizadas adecuadamente, contribuyen a la expresión completa, precisa 
y clara de las razones del juzgador, y correlativamente al entendimiento correcto de 
ellas, lo que en parte incide en el cumplimiento de los principios de certeza jurídica y 
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los Estados Unidos Mexicanos, y 8, numeral 1, y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos.

Registro: 2007063 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 9, agosto de 2014, Tomo I, p. 535, aislada, constitucional. 

1a. CCXCIII/2014 (10a.)
tutela JudiCial eFeCtiva. la resoluCión JudiCial que deseCHa la demanda o la 

que la tiene por no presentada por inCumplir Con las Formalidades y los requisitos 
estableCidos en sede legislativa, respeta ese dereCHo Humano.

La tutela judicial efectiva, consagrada como derecho humano en los artículos 17 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8, numeral 1 y 25, nu-
meral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, comprende el de 
obtener una resolución fundada en derecho. Ahora bien, la resolución judicial que 
desecha la demanda o la que la tiene por no presentada por no cumplir con las forma-
lidades y los requisitos establecidos en sede legislativa, respeta ese derecho humano, 
siempre que dichas formalidades y requisitos sean proporcionales entre los fines que 
preservan, frente a los intereses que sacrifican, y así lo acuerde fundadamente el juez 
o tribunal respectivo.

Registro: 2007064 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 9, agosto de 2014, Tomo I, p. 536, aislada, constitucional, 
común.

1a. CCXCI/2014 (10a.)
tutela JudiCial eFeCtiva. los órganos enCargados de administrar JustiCia, al 

interpretar los requisitos y las Formalidades estableCidos en la ley para la admi-
sibilidad y proCedenCia de los JuiCios, deben tener presente la ratio de la norma 
para evitar Formalismos que impidan un enJuiCiamiento de Fondo del asunto.

La tutela judicial efectiva, consagrada como derecho humano en los artículos 17 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8, numeral 1 y 25, nu-
meral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su vertiente de 
recurso efectivo, implica la obligación para los tribunales de resolver los conflictos que 
se les plantean sin obstáculos o dilaciones innecesarias y evitando formalismos o in-
terpretaciones no razonables que impidan o dificulten el enjuiciamiento de fondo y la 
auténtica tutela judicial, por lo que los órganos encargados de administrar justicia, al 
interpretar los requisitos y las formalidades procesales legalmente previstos, deben 
tener presente la ratio de la norma para evitar que los meros formalismos impidan un 
enjuiciamiento de fondo del asunto. Por tanto, los requisitos para admitir los juicios, 
incidentes en ellos permitidos, o recursos intentados, establecidos por el legislador, 
son de interpretación estricta para no limitar el derecho fundamental a la tutela judicial 
efectiva, haciendo posible, en lo esencial, el ejercicio de dicho derecho, por lo que 
debe buscarse, con apoyo en los principios pro homine e in dubio pro actione, la inter-
pretación más favorable al ejercicio de ese derecho humano, sin soslayarse los presu-
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a puestos esenciales de admisibilidad y procedencia de los juicios, incidentes en éstos 
permitidos o recursos intentados.

Registro: 2004217 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 3, p. 1641, 
aislada, constitucional, común.

III.4o.(III Región) 14 K (10a.)
dereCHos Humanos. la reForma ConstituCional en esa materia no permite Con-

siderar que las Causales de improCedenCia del JuiCio de amparo sean inapliCables 
y, por ello, se lesione el dereCHo de aCCeso a la JustiCia.

Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación fue reformado, 
además de otros, el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos con el fin de precisar, entre otras cuestiones, que en este país todas las per sonas 
gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados in-
ternacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías para 
su protección; que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con dicha Constitución y con los tratados internacionales de la materia, 
favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más amplia, y que todas 
las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. Ahora bien, los artículos 17 
constitucional y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
que reconocen el derecho de las personas a que se les administre justicia, el acceso a 
ésta y a contar con un recurso sencillo y rápido, o efectivo, de ninguna manera pueden 
ser interpretados en el sentido de que las causales de improcedencia del juicio de 
amparo sean inaplicables, ni que el sobreseimiento en él, por sí, viola esos derechos. 
Por el contrario, como el derecho de acceso a la justicia está condicionado o limitado 
a los plazos y términos que fijen las leyes, es claro que en ellas también pueden esta-
blecerse las condiciones necesarias o presupuestos procesales para que los tribunales 
estén en posibilidad de entrar al fondo del asunto planteado, y decidir sobre la cuestión 
debatida. Por tanto, las causales de improcedencia establecidas en la Ley de Amparo 
tienen una existencia justificada, en la medida en que, atendiendo al objeto del juicio, 
a la oportunidad en que puede promoverse, o bien, a los principios que lo regulan, 
reconocen la imposibilidad de examinar el fondo del asunto, lo que no lesiona el dere-
cho a la administración de justicia, ni el de contar con un recurso sencillo y rápido, o 
cualquier otro medio de defensa efectivo.

Registro: 2003809 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXI, junio de 2013, Tomo 2, p. 1225, 
aislada, constitucional, común.

I.3o.C.29 K (10a.)
aCCeso a la JustiCia. es obligatorio analizar oFiCiosamente la inFraCCión a este 

dereCHo Humano regulado por el artíCulo 17 de la ConstituCión Federal.
La obligación de analizar oficiosamente la infracción a un derecho humano de acceso 

a la justicia se satisface y se justifica, cuando puede determinarse que la interpretación 
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ción más amplia de la persona. Esto es, aunque existe la autonomía e independencia 
de los jueces en el ejercicio de su arbitrio judicial, queda claro que cuando se afecta 
un derecho humano como el de acceso a la justicia, la aplicación de la norma en 
la resolución judicial debe obedecer a un ejercicio de ponderación en el que exista la 
mayor aproximación a la finalidad de lograr la protección más amplia de la persona, y 
si esto no es así, en cualquier instancia de revisión, existe la razón para concluir que 
ha habido una violación manifiesta de la ley que ha dejado sin defensa a la quejosa, y 
procederá suplir y analizar oficiosamente la cuestión procesal o de fondo. Claro está 
que en materia jurídica la aplicación de la norma exige una serie de razonamientos 
para desestimarla o justificar su aplicación al caso concreto y que el arbitrio judicial 
parecería que justifica diversas soluciones; sin embargo, el nuevo principio constitu-
cional de lograr la protección más amplia de la persona permite justificar la búsqueda 
de la solución que más se aproxima a tal objetivo, pues es en ese ámbito donde nece-
sariamente se inscribe el tema de la violación manifiesta de la ley.

Registro: 2003018 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 882, aislada, constitucional. 

1a. LXXIV/2013 (10a.)
dereCHo de aCCeso a la JustiCia. sus etapas.
De los artículos 14, 17 y 20, apartados B y C, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
deriva el derecho de acceso efectivo a la justicia, el cual comprende, en adición a de-
terminados factores socioeconómicos y políticos, el derecho a una tutela jurisdiccional 
efectiva y los mecanismos de tutela no jurisdiccional que también deben ser efectivos 
y estar fundamentados constitucional y legalmente. Ahora bien, como se señaló en la 
jurisprudencia 1a./J. 42/2007, de “garantía a la tutela JurisdiCCional prevista en 
el artíCulo 17 de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos. sus 
alCanCes”, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió el 
acceso a la tutela jurisdiccional como el derecho público subjetivo que toda persona tiene, 
dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expe dita a 
tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de 
ella, con el fin de que, a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, 
se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión; de ahí 
que este derecho comprenda tres etapas, a las que corresponden tres derechos: (i) una 
previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de acceso a la jurisdicción, que 
parte del derecho de acción como una especie del de petición dirigido a las autorida des 
jurisdiccionales y que motiva un pronunciamiento por su parte; (ii) una judicial, que 
va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación y a la que corresponden 
las garantías del debido proceso; y, (iii) una posterior al juicio, identificada con la efi-
cacia de las resoluciones emitidas. Los derechos antes mencionados alcanzan no sola-
mente a los procedimientos ventilados ante jueces y tribunales del Poder Judicial, sino 
también a todos aquellos seguidos ante autoridades que, al pronunciarse sobre la deter-
minación de derechos y obligaciones, realicen funciones materialmente jurisdiccionales.
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a Registro: 2003075 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, p. 2031, 
aislada, administrativa. 

IV.2o.A.33 A (10a.)
JuiCio de nulidad en la vía sumaria. para resolver sobre la oportunidad de la 

presentaCión de la demanda relativa, el tribunal Federal de JustiCia FisCal y admi-
nistrativa debe tomar en Cuenta el plazo relativo a la vía ordinaria, si la autoridad 
FisCal, Con Fundamento en el artíCulo 23 de la ley Federal de los dereCHos del 
Contribuyente, inForma ineXaCtamente ese término al partiCular en la resoluCión 
que le notiFiCa sin HaCer menCión a aquella vía, a pesar de su proCedenCia.

Si la autoridad fiscal, con fundamento en el artículo 23 de la Ley Federal de los 
Derechos del Contribuyente, informa inexactamente al particular en la resolución que 
le notifica que, para promover el juicio de nulidad dispone del plazo de cuarenta y cinco 
días que prevé el artículo 13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo, relativo al procedimiento ordinario, sin hacer mención a la vía sumaria, a pesar 
de que sea la procedente, por el importe y naturaleza de la resolución en cuestión y, por 
ende, el término aplicable sea el diverso de quince días previsto en el artículo 58-2 
del propio ordenamiento, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no debe 
limitarse a desechar la demanda por extemporánea, sino que, efectuando la interpre-
tación que más beneficie al particular del invocado artículo 23, a la luz de los diversos 
preceptos 1º y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 14, nu- 
meral 1, segunda parte, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 8, 
numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, debe observar el 
referido plazo de cuarenta y cinco días para resolver sobre la oportunidad de la pre-
sentación de la demanda de nulidad y, hecho lo cual, seguir y resolver el juicio con-
tencioso administrativo conforme a las disposiciones específicas que se establecen para 
la vía sumaria, a fin de que el agravio reclamado pueda ser estudiado por ese órgano 
jurisdiccional, impidiendo así la irreparabilidad de alguna contravención al orden jurí-
dico. Ello, pues el proceder irregular de la autoridad fiscal implica afectación al go-
bernado, al privarlo de su derecho de acceso efectivo a la justicia consagrado en el 
referido artículo 17 constitucional, además de que entrañaría sancionar al contribuyente 
por haber ejercido el medio de defensa en el plazo que la propia autoridad le indicó al 
orientarlo incorrectamente, sin causa imputable a él, en contravención a los principios 
de seguridad jurídica, presunción de legalidad y buena fe que sustentan la actividad 
administrativa.

Registro: 2002886 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 2, p. 1498, 
aislada, constitucional, común, civil.

XVI.3o.C.T.3 C (10a.)
reCurso de apelaCión de tramitaCión ConJunta Con la deFinitiva, prevista en el 

artíCulo 1341 del Código de ComerCio (anterior a las reFormas de enero de dos mil 
doCe), aun y Cuando es JurídiCamente proCedente Contra el aCuerdo que desaprueba 
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II una diligenCia de requerimiento de pago, embargo y emplazamiento, dentro de un 

JuiCio eJeCutivo merCantil, mismo que Constituye un aCto Cuyos eFeCtos son de impo-
sible reparaCión, al no poder ser materia de análisis en la sentenCia que se pudiera 
llegar a emitir, no es un reCurso aCCesible y eFeCtivo para restituir al interesado 
en el goCe de sus dereCHos que estima Fueron violados, lo que HaCe que no sea 
idóneo para una impartiCión de JustiCia pronta, Completa e imparCial, Como lo prevé 
tanto el artíCulo 17 ConstituCional, Como el 25 de la ConvenCión ameriCana sobre 
dereCHos Humanos.

El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone 
que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que es-
tarán expeditos para ello, en los plazos y términos que fijen las leyes, quienes deberán 
emitir sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Asimismo, ha sido 
criterio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que en términos del artículo 25 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en todo procedimiento debe 
existir un recurso judicial sencillo y rápido o cualquier otro recurso efectivo contra actos 
que se estimen violatorios de derechos fundamentales; entonces, el recurso de apelación 
preventiva previsto en el precepto 1341 del Código de Comercio, que procede contra 
un acuerdo que desaprueba una diligencia de requerimiento de pago, embargo y empla-
zamiento, dentro de un juicio ejecutivo mercantil, al ser de tramitación conjunta con 
el que, en su caso, pudiera promoverse contra la sentencia definitiva correspondiente, no 
es útil ni idóneo para restituir al interesado en el goce de sus derechos fundamentales 
que estima violados, por no ser de aquellos que se resuelven en un plazo prudente, lo que 
es contrario a la garantía de acceso a la justicia eficaz, pronta y expedita, contenida en 
el citado artículo 17, porque tendría que esperarse hasta la conclusión del juicio para 
que sea resuelta; por tanto, al tratarse de un acto emitido dentro de un juicio mercan-
til, cuya ejecución es de imposible reparación, resulta procedente el juicio de amparo 
indirecto, al actualizarse una excepción al principio de definitividad, por no ser la 
apelación preventiva un medio de impugnación efectivo para modificar, revocar o nu-
lificar el acto reclamado, en un tiempo que se estime prudente.

Registro: 2002462 | Décima Época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 2, p. 822, jurisprudencia, 
constitucional, laboral.

2a./J. 155/2012 (10a.)
CaduCidad en el proCeso laboral. el artíCulo 138 de la ley para los servidores 

públiCos del estado de JalisCo y sus muniCipios que la prevé, no viola el dereCHo a 
la administraCión de JustiCia.

El citado precepto no es contrario al derecho a la administración de justicia con-
tenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues si bien es cierto que aquél es un derecho del gobernado para que se le imparta 
justicia en los términos y plazos fijados en las leyes, también lo es que es correlativo a 
la obligación consistente en que se sujete a los requisitos exigidos en las leyes proce-
sales, porque la actividad jurisdiccional implica no sólo un quehacer del órgano judi-
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a cial, sino también la obligación de los particulares de impulsar el procedimiento; de 
ahí que ante su falta de interés se produzca la caducidad en el proceso prevista en el 
citado artículo 138, pues de lo contrario quedaría al arbitrio de las partes establecer 
un juicio o ejercer un derecho y dejarlo inactivo o postergarlo indefinidamente, con 
perjuicio de terceros y de la propia administración de justicia.

Artículo 18

Registro: 2009079 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 396, aislada, constitucional, 
penal.

1a. CL/2015 (10a.)
beneFiCios para los sentenCiados. su otorgamiento al enContrarse CondiCionado, 

no vulnera el artíCulo 18 ConstituCional.
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte que el 

establecimiento de beneficios preliberacionales por el legislador, tiene una finalidad 
eminentemente instrumental, es decir, son medios o mecanismos para generar los re-
sultados y fines que el artículo 18, párrafo segundo, de la Constitución federal, prevé 
para el régimen penitenciario, como son lograr la reinserción del sentenciado a la so-
ciedad y procurar que no vuelva a delinquir. Desde esta óptica, es que no deben con-
fundirse los fines del sistema penitenciario con la justificación para la obtención del 
beneficio de tratamiento preliberacional, puesto que el hecho de que los beneficios 
sean medios adecuados para incentivar la reinserción, no se sigue que su otorgamiento 
sea incondicional ni que deban ser considerados un derecho fundamental que asiste a 
todo sentenciado, ya que si bien el párrafo segundo del artículo 18 constitucional admite 
la posibilidad de que se otorguen beneficios a quien esté en posibilidad de ser reinser-
tado, de su texto no se aprecia que exista prohibición dirigida al legislador en el sentido 
de impedirle condicionar tal otorgamiento; por el contrario, la norma constitucional 
establece que será la ley secundaria donde se preverán los beneficios acordes al modelo 
de sistema penitenciario que diseña la Constitución federal. Por tanto, el que se esta-
blezcan condiciones de necesaria concurrencia para el otorgamiento de los beneficios 
de tratamiento preliberacional, así como el otorgamiento de facultades de apreciación 
al juez para que, a la luz de los requisitos legales y del caso concreto, otorgue o no 
dichos beneficios, no resulta contrario al artículo 18 de la Constitución federal, puesto 
que sólo denotan la intención del legislador de que ciertas conductas delictivas con-
lleven tratamiento más riguroso, en aras de proteger los derechos de la sociedad a la 
paz y a la seguridad sociales.

Registro: 2009078 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 396, aislada, constitucional, penal.

1a. CLI/2015 (10a.)
beneFiCios para los sentenCiados. no Constituyen un dereCHo Fundamental.
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penal mexicano se finca en el ideal de que los sentenciados por la comisión de algún 
delito sean reinsertados socialmente sobre la base del trabajo, la capacitación para el 
mismo y educación. Por otro lado, tratándose de beneficios para los reos, se obtiene 
que dicho precepto constitucional establece una facultad de libre configuración legis-
lativa, mediante la que el legislador previó una serie de mecanismos a favor del reo, a 
efecto de que la pena de prisión pueda ser sustituida o cambiada por otra que refleje 
un grado menor de severidad. Sin embargo, esta circunstancia no significa que el otor-
gamiento de esos beneficios se erija como derecho fundamental, puesto que del segundo 
párrafo del dispositivo 18 constitucional, se desprende que lo que tiene ese carácter 
es la prevención por parte del Estado de las medidas instrumentales necesarias para 
lograr la reinserción social, así como que en la ley secundaria se establezcan los be-
neficios que le son sincrónicos, los cuales deberán concederse en la medida en que se 
cumplan los parámetros que condicionen su otorgamiento.

Registro: 2009080 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 397, aislada, constitucional, 
penal. 

1a. CXLVIII/2015 (10a.)
beneFiCios penales para los sentenCiados. el artíCulo 18, párraFo segundo, de 

la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos debe prevaleCer Como 
norma de dereCHo Fundamental apliCable para su otorgamiento, sobre los instru-
mentos internaCionales.

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción 
de tesis 293/2011, sostuvo que en caso de que la Constitución federal y los instrumen-
tos internacionales refieran a un mismo derecho, éstos se articularán de forma que se 
prefieran aquellas normas cuyo contenido proteja de manera más favorable a su titular, 
atendiendo para ello al principio de interpretación más favorable a las personas. Ahora 
bien, en cuanto al otorgamiento de beneficios a los sentenciados, las reglas 60, inciso 
2), de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos y 9.2, inciso c), de las 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de libertad 
(Reglas de Tokio), prevén a manera de sugerencia y de conveniencia, la aplicación de 
un régimen preparatorio para la liberación o una liberación condicional, esto es, no 
imponen ni obligan al Estado miembro a implementar tales medidas. Sin embargo, el 
artículo 18, párrafo segundo, de la Constitución federal, prevé el otorgamiento de be-
neficios a los sentenciados, por lo que si bien es cierto que los derechos humanos con-
tenidos en los tratados internacionales invocados forman parte del parámetro del control 
de regularidad constitucional para analizar la validez de las normas y los actos que 
integran el orden jurídico nacional, también lo es que de la interpretación sistemática de 
esos numerales, se colige que es la Constitución la que debe prevalecer como norma 
de derecho fundamental aplicable tratándose de dichos beneficios, ya que otorga mayor 
protección al derecho humano relativo a la reinserción del sentenciado a la sociedad, 
la cual se traduce en la posibilidad de que éste obtenga los beneficios que para él es-
tablezca la ley.
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a Registro: 2005105 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, p. 124, jurisprudencia, constitucio-
nal, penal.

P./J. 31/2013 (10a.)
reinserCión del sentenCiado a la soCiedad. su alCanCe ConForme al artíCulo 18 

de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.
Con la reforma al indicado precepto, publicada en el Diario Oficial de la Fede

ración el 18 de junio de 2008, se sustituyó el término “readaptación social” por el de 
“reinserción del sentenciado a la sociedad” el cual, a diferencia del primero, reconoce 
a la delincuencia como un problema social y no individual, de forma que el fin de la 
prisión cambia radicalmente, pues ya no se intentará readaptar sino regresar al sujeto 
a la vida en sociedad, a través de diversos medios que fungen como herramienta y 
motor de transformación, tanto del entorno como del hombre privado de su libertad. 
Así, en tanto se asume que quien comete un acto delictivo se aparta de la sociedad 
porque no se encuentra integrado a ella, para su reinserción se prevé un conjunto de 
actividades y programas que se diseñan y aplican para permitir a las personas conde-
nadas a pena privativa de la libertad en los establecimientos de reclusión su regreso a 
la sociedad, cuestión que, como reconoce la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en su artículo 18, no es posible sin una instrucción previa, creadora o 
revitalizadora de habilidades y hábitos laborales, así como la atención de la salud, la 
educación y el deporte.

Registro: 2005109 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, p. 127, jurisprudencia, constitucional, 
penal. 

P./J. 32/2013 (10a.)
trabaJo penitenCiario. los sentenCiados por delitos graves no deben entenderse 

eXCluidos de aquél, Como medio para lograr su reinserCión a la soCiedad.
Aun cuando las personas privadas de su libertad en los centros penitenciarios de 

máxima seguridad deben estar sujetas a ciertas medidas específicas que garanticen su 
seguridad y la de los demás, por cuestiones relativas al tipo de delitos cometidos y a 
su peligrosidad, también deben gozar de actividades dirigidas a su reinserción a la 
sociedad, entre ellas, el trabajo penitenciario. En esa medida, si bien los artículos 18, 
párrafos penúltimo y último, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y 43 a 45 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, restringen el 
acceso de los reclusos por la comisión de delitos relacionados con esta materia a de-
terminados beneficios como la libertad preparatoria o la condena condicional, esto no 
debe entenderse en el sentido de que los centros de custodia que los albergan puedan 
carecer de mecanismos de reinserción social, pues ello vulneraría el propio mandato 
constitucional. Por tanto, si el trabajo penitenciario se erige como uno de los cimientos 
sobre los que se construye el principio de reinserción social del sentenciado, no podría sos-
tenerse como válido que se excluyera de aquél a los sancionados por delitos graves, 
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II como es el de delincuencia organizada, o a quienes requieran medidas especiales, pues 

se trata de un medio para resocializar que no tiene carácter aflictivo, sino que constituye 
un derecho-deber para todos los sentenciados.

Registro: 2003954 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 2, p. 1365, 
aislada, constitucional, penal. 

II.3o.P.12 P (10a.)
CorreCCión disCiplinaria a un interno de un Centro de reClusión. previo a su 

imposiCión debe otorgarse dereCHo de audienCia al probable inFraCtor, so pena de 
vulnerar sus dereCHos Humanos.

Las correcciones disciplinarias constituyen una sanción por la infracción a las 
normas de convivencia y organización del centro de reclusión, y a través de su impo-
sición se busca lograr el orden, consideración y respeto de los reclusos entre sí, con 
las autoridades e, inclusive, con los visitantes. En ese orden, el artículo 82 del Regla-
mento de los Centros Federales de Readaptación Social establece que el encargado de 
determinar la existencia de las infracciones será el Consejo Técnico Interdisciplinario del 
Centro Federal de Readaptación Social, y quien impondrá la sanción es el director 
de ese mismo centro carcelario. Asimismo, el citado precepto refiere que antes de re-
solver sobre la existencia de la infracción, debe concederse al presunto transgresor la 
garantía de audiencia, con la finalidad de que esté en posibilidad de manifestar por es crito 
lo que a su derecho convenga y así procurar su defensa, para de esa forma cumplir con 
el respeto a las formalidades esenciales del procedimiento, a las cuales hace referencia el 
artículo 14 de la Constitución federal. Afirmación que encuentra apoyo, a su vez, en 
el diverso artículo 18 constitucional, de cuya lectura se advierte que el sistema de 
ejecución de las penas tiene como finalidad lograr la reinserción del sentenciado a la 
sociedad y procurar que no vuelva a delinquir; estableciendo que la organización del 
sistema penitenciario se apoyará, entre otros, en el respeto a los derechos humanos. 
Por tanto, antes de imponer una corrección disciplinaria a un interno de un centro de 
reclusión, es indispensable escucharlo en respeto a su derecho fundamental de audien-
cia previa; para lo cual, la autoridad competente le deberá notificar el inicio del proce-
dimiento sancionador, el cargo que está enfrentando, quién lo ha denunciado y las 
posibles consecuencias de la sanción; otorgarle un plazo —aunque sea breve pero 
suficiente— para que prepare su defensa; brindarle la oportunidad de ofrecer pruebas 
que respalden su versión de los hechos; procurarle la posibilidad de alegar lo que a 
sus intereses convenga y, finalmente, dictarle una resolución debidamente fundada y 
motivada; de lo contrario, se vulnerarían sus derechos humanos.

Registro: 2003861 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXI, junio de 2013, Tomo 2, p. 1270, 
aislada, constitucional, penal.

XVII.1o.P.A.8 P (10a.)
libertad preparatoria. si el Juez niega este beneFiCio porque el sentenCiado 

que la soliCita no Ha Cumplido Con las tres quintas partes de su Condena sin abrir 
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a el inCidente respeCtivo a Fin de ConoCer si Cumple o no Con los requisitos legales 
para su ConCesión, Contraviene su dereCHo Humano Contenido en el artíCulo 18 de 
la ConstituCión Federal.

Aunque el sentenciado a la fecha en que promovió el incidente para acceder al 
beneficio de la libertad anticipada (preparatoria), no haya cumplido la exigencia cro-
nológica establecida en el artículo 84 del Código Penal Federal, consistente en cumplir 
con las tres quintas partes de su condena, lo cual es un requisito sine qua non para 
solicitar la prerrogativa en comento, es necesario atender al artículo 16 de la Ley que 
Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados, el cual no 
establece ninguna exigencia temporal para solicitar la remisión parcial de la pena; 
además, no existe precepto alguno que disponga que deben cumplirse los días de tra-
bajo que pueden ser abonados para deducir los de la condena, para que el sentenciado 
esté en aptitud de pedir que se realice el cómputo respectivo. Luego, tomando en cuenta 
que conforme a dicho dispositivo, el factor determinante para la concesión o negativa 
de la remisión parcial de la pena será que el peticionario revele efectiva reinserción 
social, es necesaria la apertura del incidente correspondiente con el objeto de conocer 
si se cumplieron o no los requerimientos legales para conceder ese derecho prelibera-
cional o, en su caso, emitir el dictamen de probable fecha de otorgamiento, una vez 
constatado que se reunieron los requisitos respectivos. De ahí que si el juez niega el 
beneficio de la libertad preparatoria, porque el sentenciado que la solicita no ha cum-
plido con las tres quintas partes de su condena, sin abrir el incidente respectivo a fin 
de conocer si se satisfacieron o no los requisitos legales para su concesión, contraviene 
su derecho humano contenido en el artículo 18 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Artículo 19

Registro: 2007811 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo III, p. 2377, 
jurisprudencia, constitucional, penal. 

XVII.1o.P.A. J/5 (10a.)
auto de vinCulaCión a proCeso. el Juez de Control, al resolver sobre su proCe-

denCia, no debe estudiar los datos de la Carpeta de investigaCión, sino valorar la 
razonabilidad de las maniFestaCiones eXpuestas por el ministerio públiCo y, en su 
Caso, la Contra-argumentaCión o reFutaCión del imputado o su deFensor (nuevo 
sistema de JustiCia penal en el estado de CHiHuaHua).

De los artículos 16, párrafo tercero, 19, párrafo primero y 20, apartado A, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que el Constituyente 
Permanente determinó, entre otras cuestiones, la no formalización de las pruebas en 
cualquiera de las fases del procedimiento penal acusatorio, salvo excepciones. Asi-
mismo, que el impedimento a los jueces del proceso oral para revisar las actuaciones 
practicadas en la indagatoria fue con el fin de evitar que prejuzguen, manteniendo con 



176 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
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dad y contradicción; lo anterior, dada la horizontalidad de la posición de las teorías del 
caso de los contendientes, por una parte, las del Ministerio Público, víctima u ofendido 
del delito y, por otra, del inculpado y su defensa, en relación con un hecho que la ley 
señale como delito y cuando exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o 
participó en su comisión; de ahí que en el nuevo sistema de justicia penal acusatorio 
adversarial del estado de Chihuahua, el juez de control, al resolver sobre la proceden-
cia del auto de vinculación del imputado, no debe estudiar los datos de la carpeta de 
investigación, sino valorar la razonabilidad de las manifestaciones expuestas por dicha 
representación social y, en su caso, la contra-argumentación o refutación del imputado 
o su defensor.

Registro: 2007825 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo III, p. 2842, 
aislada, penal. 

(V Región)5o.15 P (10a.)
detenCión del indiCiado ante la autoridad JudiCial. no se prolonga arbitraria-

mente si aquél Fue notiFiCado personalmente del auto de Formal prisión diCtado en 
su Contra, aun Cuando el responsable del estableCimiento en el que se enCuentra 
interno no Haya reCibido Copia autorizada de diCHa determinaCión.

De la interpretación teleológica del artículo 19 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, se concluye que la medida consistente en que el respon-
sable del establecimiento en que se encuentra interno el indiciado lo deje en libertad 
cuando, transcurrido el plazo de setenta y dos horas (o en su caso de ciento cuarenta 
y cuatro) más tres, no haya recibido copia autorizada del auto de formal prisión que 
justifique su detención, busca generar certeza jurídica en el acusado en cuanto a que, 
vencido dicho plazo, sin que se justifique su detención, la autoridad carcelaria debe 
dejarlo en libertad, pues ésta desconoce la razón legal que respalde la privación de la 
libertad del gobernado. Por consiguiente, esa consecuencia jurídica (poner en libertad 
al detenido) no se actualiza si existe un auto de formal prisión y éste le fue notificado 
personalmente al inculpado, pues en dicha hipótesis, se cumple con la finalidad de la 
norma constitucional de justificar legalmente la detención de la persona y que ésta 
tenga conocimiento de la razón de la privación de su libertad. Entonces, si tiene cono-
cimiento de que, dentro de las setenta y dos horas (o ciento cuarenta y cuatro según 
sea el caso) el juez del proceso emitió un auto de formal prisión en su contra, porque 
así se lo notificó el actuario judicial, es inconcuso que no se le deja en estado de in-
certidumbre jurídica, porque sí conoce la razón por la cual permanecerá privado de su 
libertad por un plazo mayor al señalado; lo anterior, aun cuando el responsable del 
citado establecimiento carcelario no cuente con la copia autorizada de dicha determi-
nación, ya que la finalidad de la disposición constitucional es evitar detenciones (o su 
prolongación) arbitrarias e impedir que el indiciado permanezca privado de su libertad 
—sin conocer la razón— lo que no ocurre cuando el acusado tiene conocimiento del 
motivo por el cual deberá permanecer detenido más tiempo del establecido en el men-
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a cionado artículo 19 constitucional. Luego, en este supuesto, la recepción de la copia 
correspondiente del auto de formal prisión por la autoridad penitenciaria, constituye 
un requisito formal que no trasciende a la esfera jurídica del inculpado, pues éste ya 
conoce la razón por la que continuará privado de su libertad.

Artículo 20

Registro: 2009625 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 20, julio de 2015, Tomo II, p. 1718, 
aislada, común, penal.

II.1o.28 P (10a.)
deFensa adeCuada del inCulpado y no reviCtimizaCión seCundaria de la víCtima. 

si el aCto reClamado es el arresto Como medida de apremio para que ésta se presente 
al Juzgado a ampliar su deClaraCión, y el Juez de distrito, al ConoCer del amparo, 
advierte que ambos dereCHos se enCuentran en disputa, para resolver el Fondo, 
debe realizar un eJerCiCio de ponderaCión, a Fin de lograr su equilibrio.

Cuando en un juicio de amparo indirecto el acto reclamado lo constituya la orden de 
arresto como medida de apremio para que el sujeto pasivo del delito se presente al 
de sahogo de su ampliación de declaración, si no se actualiza alguna causal de impro-
cedencia, para resolver el fondo del asunto, el juez de Distrito debe realizar un ejercicio 
de ponderación para equilibrar los derechos que se encuentran en disputa, a saber, 
el de defensa adecuada del imputado (artículo 20, apartado B, fracción VIII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos) y el derecho del sujeto pasivo 
del delito a no sufrir revictimización secundaria (artículo 20, apartado C, fracción V, 
constitucional); lo anterior, en virtud de que la Declaración sobre los principios fun-
damentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder y la Ley 
General de Víctimas, no indican que prevalecen los derechos del ofendido o los del 
imputado.

Registro: 2009471 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 609, aislada, constitucional, 
penal. 

1a. CCXXVII/2015 (10a.)
víCtima u oFendido del delito. tiene dereCHo a interponer el reCurso de ape-

laCión Contra las sentenCias intermedias y deFinitivas en el proCeso penal, aun 
Cuando la ley no lo legitime para ello (interpretaCión ConForme del artíCulo 353 
del Código de proCedimientos penales para el estado de guanaJuato).

El precepto citado que prevé que tienen derecho a apelar el Ministerio Público, el 
inculpado y los defensores, debe interpretarse conforme al derecho humano de acceso 
a la justicia contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que en el caso involucra la existencia de un recurso efectivo, el derecho a la 
verdad y a la justicia, que en favor de la víctima u ofendido del delito son reconocidos 
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del delito tiene derecho de apelar los autos o las resoluciones previstas en los artículos 
354 y 355 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Guanajuato, con la 
finalidad de defender directa o indirectamente los derechos que consagran en su favor 
el artículo 20, apartado B, de la Constitución federal y los tratados internacionales, 
de conformidad con el numeral 1º, párrafo primero, de la Norma Fundamental. Lo ante-
rior, conforme al principio de supremacía constitucional contenido en el artículo 133 
de la Constitución federal, el cual se configura como una directriz consustancial del 
sistema jurídico-político mexicano que descansa en la expresión primaria de la sobe-
ranía en la expedición de la Constitución y que por ello la coloca por encima de todas 
las leyes y de todas las autoridades. En este sentido, más que una facultad, la supre-
macía constitucional impone a toda autoridad un deber de ajustar los actos desplegados 
en el ejercicio de sus atribuciones a sus preceptos, por lo que el Poder Legislativo, al 
expedir las leyes, debe observar la Ley Suprema, de igual forma que el Ejecutivo y el 
Judicial al ejercer sus facultades. Así, considerar que la legitimación para impugnar 
las resoluciones intermedias y definitivas en el proceso penal está constreñida sólo al 
Ministerio Público, inculpado y defensores, como lo hace el artículo 353 del Código 
de Procedimientos Penales para el Estado de Guanajuato, haría nugatorios los derechos 
humanos de la víctima u ofendido del delito contenidos en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, cuya motivación legislativa fue la de rescatarlos del 
olvido en que se encontraban, factor que motivó a reconsiderar a nivel constitucional 
la posición que ocupan en la etapa preliminar de averiguación previa y el proceso 
penal, con el propósito de mejorar su situación jurídica y afianzar su participación 
activa, principalmente para obtener la reparación del daño que el hecho típico les 
originó; de ahí que los derechos fundamentales de la víctima u ofendido del delito 
derivados de un proceso penal, no pueden hacerse nugatorios por un deficiente o in-
suficiente desarrollo normativo por parte del legislador secundario. Las anteriores 
consideraciones no deben entenderse en el sentido de que las víctimas u ofendidos del 
delito deben agotar el recurso de apelación previo a acudir al juicio de amparo, porque 
precisamente la falta de legitimación normativa para hacerlo impide que les sea exigi-
ble agotar el principio de definitividad.

Registro: 2009213 | Décima Época, Plenos de Circuito, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 1766, jurispruden-
cia, común, penal.

PC.XXX. J/13 P (10a.)
aCCión penal. Contra la resoluCión que autoriza su no eJerCiCio proCede el 

JuiCio de amparo promovido por la víCtima o el oFendido del delito, aun Cuando no 
Hubiere agotado el reCurso de inConFormidad en términos del artíCulo 33 de la 
ley orgániCa del ministerio públiCo del estado de aguasCalientes.

Del artículo 20, apartado C, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, deriva que la víctima o el ofendido tiene derecho a impugnar ante 
autoridad judicial la resolución de no ejercicio de la acción penal emitida por el 
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a Ministerio Público. Por otra parte, acorde con el artículo 61, fracción XX, de la Ley de 
Amparo, el juicio constitucional es improcedente contra actos de autoridades distintas 
de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo que deban ser revisados de 
oficio o contra los que proceda algún juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud 
del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las 
leyes que los rigen se suspendan sus efectos, de oficio o mediante la interposición de 
un recurso, juicio o medio de defensa legal que haga valer el quejoso con los mismos 
alcances previstos por esa ley, y sin exigir mayores requisitos que los señalados para 
conceder la suspensión definitiva, ni plazo mayor que el fijado para otorgar la suspen-
sión provisional, independientemente de que el acto sea o no susceptible de suspenderse. 
Ahora bien, para impugnar la autorización de la propuesta de no ejercicio de la acción 
penal, el artículo 33 de la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado de Aguas-
calientes, establece la inconformidad ante el procurador general de Justicia, además, 
precisa que la resolución sobre su improcedencia podrá impugnarse ante la Sala Ad-
ministrativa y Electoral del Poder Judicial del Estado por la víctima o el ofendido del 
delito. No obstante lo anterior, procede el juicio de amparo promovido contra la autori-
zación de la determinación de no ejercicio de la acción penal, aun cuando no se hubiere 
agotado previamente la inconformidad y luego el juicio de nulidad ante el tribunal 
contencioso administrativo, pues es optativo para la víctima o el ofendido seguir una 
vía, toda vez que la inconformidad se tramita en la vía administrativa y no jurisdiccio-
nal y, además, porque la ley correspondiente no prevé en tal inconformidad la suspen-
sión de los efectos del acto impugnado; siendo inexigible, por otro lado, que se agote 
el juicio de nulidad, porque no procede contra la determinación de no ejercicio de la 
acción penal, sino contra la resolución que recaiga a la inconformidad.

Registro: 2009150 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 2224, 
aislada, constitucional, penal.

XVII.1o.P.A.18 P (10a.)
inmediaCión. este prinCipio no impide revisar su raCionalidad en Cuanto a las 

pruebas aportadas por las partes al JuiCio, ya sea en los reCursos de alzada o en 
el JuiCio de amparo, Como Cumplimiento, entre otros, al dereCHo de motivaCión 
(nuevo sistema de JustiCia penal en el estado de CHiHuaHua).

El concepto de inmediación en relación con su efecto en cuanto a la legalidad del 
juicio sobre los razonamientos de los hechos y el juicio de valor, se puede entender que 
la motivación no está al margen de las sentencias del sistema acusatorio adversarial, 
como principio previsto en el artículo 20, apartado A, fracción II, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque no es posible, so pretexto de privi-
legiar la inmediación, que en el recurso de alzada o en el juicio de amparo, no sea 
revisable la percepción de los hechos por el juzgador que recibió directamente las 
pruebas, porque ello es insustituible; pues con esa falacia, se encubre una valoración 
de íntima convicción y evita motivar las sentencias judiciales, entendidas éstas como 
su justificación y, por ende, no permite realizar su control racional. La motivación del 
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ex post puede controlarse a través de la justificación de la sentencia, la cual constituye 
el objeto del derecho contenido en el artículo 16 constitucional, siendo su función 
principal, hacer posible un control posterior sobre las razones presentadas por el juez 
como fundamento de la decisión, del cual no existe ningún impedimento, pues las 
audiencias son videograbadas e integradas como constancias a los expedientes. La dis-
tracción del juzgador puede suceder tanto en el juicio, por cansancio u otras condicio-
nes personales, o en las instancias revisoras, al reproducir las videograbaciones para 
su estudio, pero ello no es razón para prescindir de la revisión de los juicios sobre los 
hechos y de su valor jurídico emitidos en primera instancia. Si carecieran de control, la 
videograbación sería innecesaria. Es decir, el control de la motivación se realiza ana-
lizando el razonamiento justificativo mediante el que el juez muestra que la decisión se 
funda sobre bases racionales idóneas para hacerla aceptable. Además, la motivación 
permite el control de la discrecionalidad del juez en la utilización y valoración de las 
pruebas, toda vez que la motivación debe dar cuenta de los datos empíricos asumidos 
como elementos de prueba, de las inferencias que partiendo de ellos se han formulado 
y de los criterios utilizados para extraer sus conclusiones probatorias; debe dar cuenta 
también, de los criterios con los que se justifica la valoración conjunta de los distintos 
elementos de prueba, así como de las razones que fundamenten la elección final para 
que la hipótesis sobre el hecho esté justificada. Por otra parte, el deber de motivar la 
valoración de la prueba obliga a confrontarse con ella en una clave de racionalidad 
explícita; de ahí que, conforme al nuevo sistema de justicia penal en el estado de 
Chihuahua, el principio de inmediación no impide que se revise su racionalidad en 
cuanto a las pruebas aportadas por las partes al juicio, ya sea en los recursos de alzada 
o en el juicio de amparo, como cumplimiento, entre otros, al derecho de motivación.

Registro: 2008874 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 331, jurisprudencia, constitu-
cional, penal.

1a./J. 23/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. el prinCipio de presunCión de inoCenCia no es apliCable 

al JuiCio relativo.
El artículo 20, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos alude al principio de presunción de inocencia, que se define como el 
derecho de toda persona acusada de la comisión de un delito, a ser considerada como 
inocente en tanto no se establezca legalmente su culpabilidad y que, por su naturaleza, 
es propio del derecho sancionador. En efecto, el citado principio reposa en la necesidad 
de garantizarle al imputado que no será condenado sin que existan pruebas suficientes 
que destruyan su estatus de inocente; su finalidad es brindarle seguridad jurídica de que 
si no se demuestra su culpabilidad, no debe dictársele una sentencia condenatoria. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de la Primera Sala, ya se ha pro-
nunciado en el sentido de que el principio de presunción de inocencia tiene por objeto 
evitar que se sancione penalmente al probable responsable antes de que se demuestre 
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a su culpabilidad en sentencia definitiva y ha establecido que el citado principio perte-
nece al ámbito del derecho penal, porque está vinculado con la “responsabilidad penal” 
del inculpado en la comisión del delito. La Sala ha hecho extensiva la aplicación del 
mencionado principio al derecho administrativo sancionador sólo en cierta medida, 
pues ha determinado que “su traslado al ámbito administrativo sancionador debe rea-
lizarse con las modulaciones que sean necesarias para hacer compatible este derecho 
con el contexto institucional al que se pretende aplicar”, en tanto que existen impor-
tantes diferencias entre un proceso penal y un procedimiento administrativo sanciona-
dor. Ha sostenido además, que el principio de presunción de inocencia es inherente al 
derecho penal, porque está encaminado a evitar que se sancione al probable respon-
sable en su persona hasta en tanto se acredite plenamente su culpabilidad. Situación 
que también puede presentarse en el procedimiento administrativo sancionador, en 
cuanto a que también se pueden imponer sanciones —por ejemplo destitución e inha-
bilitación del servidor público—. Sin embargo, dicho principio no es aplicable al 
procedimiento de extinción de dominio, por la sencilla razón de que, en el tema de la 
responsabilidad penal del sujeto activo, es autónomo de la materia penal, cuenta habida 
que en aquél no se formula imputación al demandado por la comisión de un delito. Esto 
es, si bien la acción de extinción de dominio tiene su origen en la comisión de los deli-
tos de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos y 
trata de personas, también lo es que su objeto —como se ha repetido con insistencia—, 
no es sancionar penalmente al responsable en la comisión de dichos antisociales, sino 
resolver sobre la vinculación existente entre un determinado bien relacionado con 
actividades de un tipo especial de crimen, con un hecho ilícito de las características 
anteriores, en todo caso, sin prejuzgar sobre la culpabilidad del autor o partícipe del 
mismo. No obstante lo anterior, el hecho de que el principio de presunción de inocen-
cia no se considere extensivo al juicio de extinción de dominio —al no tener por objeto 
juzgar penalmente a los responsables de la comisión de los delitos—, no significa sos-
layar el respeto a la dignidad humana del demandado y el trato procesal imparcial, 
traducido en la satisfacción de su garantía de defensa adecuada en relación con su 
patrimonio, ni puede traducirse en posicionar de facto al posible afectado en una con-
dición tal que sea él a quien corresponda demostrar la improcedencia de la acción, 
pues para tal efecto se parte de la presunción de buena fe a partir de la cual se activa 
la dinámica del onus probandi y se distribuye la carga probatoria que corresponde a 
cada una de las partes. En consecuencia, en su carácter de órgano protector del orden 
constitucional, este alto tribunal estima que si al juicio de extinción de dominio no le son 
aplicables los principios del derecho penal por considerarse de naturaleza distinta, no 
por ello está exento de que se respeten las garantías mínimas previas al acto de priva-
ción de su propiedad, como podrían ser las garantías de los procedimientos civiles, 
incluyendo a la presunción de buena fe, que es un principio general del derecho que 
está implícito en la Constitución federal, a fin de no dejar en estado de indefensión al 
posible afectado, ya que sólo teniendo la oportunidad de desvirtuar los hechos concre-
tos que se le imputen, podrá demostrar su buena fe.
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II Registro: 2004965 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXVI, Noviembre 2013, Tomo 2, p. 1406, 
aislada, constitucional, penal.

I.1o.P.11 P (10a.)
proteCCión a personas en el proCeso penal. debe otorgarse en CondiCiones que 

no aFeCten los dereCHos de igualdad proCesal y deFensa adeCuada del inCulpado.
Los derechos de igualdad procesal y defensa adecuada deben observarse en favor 

del imputado en los procesos del orden penal, que reconocidos tanto constitucional 
como convencionalmente imponen a las autoridades judiciales, el primero, el deber 
de conferir a las partes las mismas oportunidades procesales para exponer su posición 
en juicio, para probar los hechos en que ésta descanse, así como para sostener, con la 
misma medida y alcance, sus alegatos y motivos de inconformidad, y el segundo, ob-
servar el catálogo de prerrogativas que busca superar las diferencias sustanciales entre 
la posición del inculpado y el Ministerio Público, y como garante de que tanto la suje-
ción a proceso como la eventual privación de ciertos derechos (esencialmente la liber-
tad) se den en un marco amplio de protección. Dentro de ese elenco de derechos inhe-
rentes a la debida defensa, se encuentra que al procesado se le reciban los testigos y 
demás pruebas que ofrezca (artículo 20, apartado A, fracción V, de la Constitución 
federal), lo cual —desde el punto de vista de la referida igualdad procesal— obliga a 
observar el principio de contradicción, que implica que, tal como el órgano acusador 
decidió libremente qué probanzas aportar, la defensa del imputado decida también 
cuáles elementos son los conducentes para respaldar su posición, dentro de la cual 
puede estar la estrategia de controvertir los elementos de convicción que la citada 
representación social aportó, bien ofreciendo su ampliación (forma directa), o bien 
llevando a juicio novedosas pruebas a fin de nulificar los efectos de las de cargo (forma 
indirecta). En esas condiciones, si la defensa del procesado ofrece la ampliación de 
los testimonios de los agentes de seguridad que, según la versión de cargo efectuaron 
su detención en flagrancia, no puede omitirse su desahogo bajo el argumento de que su 
comparecencia en el proceso les representa un peligro. Lo anterior es así, pues de no 
lograrse su presencia se propiciaría un desequilibrio procesal entre las partes, ya que 
mientras la representación social generó a partir de ellos pruebas de cargo, la defensa 
se vería privada del derecho de contradecirlos, sobre todo cuando son estratégicos para 
la resolución del tema a debate. Por tanto, de ser el caso y de cumplirse ciertas condi-
ciones, dichas ampliaciones deben llevarse a cabo bajo medidas de protección a la 
seguridad e integridad personal de los mencionados servidores públicos, que no afec-
ten la preeminencia de los apuntados derechos fundamentales.

Registro: 2003695 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 565, aislada, constitu-
cional, penal.

1a. CLXXVIII/2013 (10a.)
presunCión de inoCenCia y dereCHo a la inFormaCión. su relaCión Con la eXpo-

siCión de detenidos ante los medios de ComuniCaCión.
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a A lo largo de su jurisprudencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación ha reconocido el papel central que juegan la libertad de expresión y 
el derecho a la información en un Estado democrático constitucional de Derecho, como 
piezas centrales para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa. El 
orden constitucional mexicano promueve la comunicación libre y socialmente trascen-
dente, pues el intercambio de información y opiniones entre los distintos comunicado-
res contribuirá a la formación de la voluntad social y estatal, de modo que es posible 
afirmar que el despliegue comunicativo es constitutivo de los procesos sociales y polí-
ticos. Sin embargo, el proporcionar información sobre eventos de interés nacional para 
un debido ejercicio del derecho a la información no puede justificar la violación de los 
derechos fundamentales de los detenidos y acusados. Es decir, la finalidad de brindar 
información sobre hechos delictuosos a los medios periodísticos no puede justificar la 
violación a la presunción de inocencia, como regla de trato en su vertiente extraproce-
sal, por parte de las autoridades que exponen como culpables a los detenidos. En este 
sentido, se estima que al proporcionar información sobre hechos delictuosos, las auto-
ridades deben abstenerse de deformar la realidad a fin de exponer a una persona frente 
a la sociedad y, principalmente, frente a las futuras partes del proceso, como los cul-
pables del hecho delictivo. Por el contrario, deben constreñirse a presentar en forma 
descriptiva y no valorativa la información relativa a la causa penal que pueda tener 
relevancia pública, absteniéndose de brindar información sugestiva que exponga al 
detenido a un juicio paralelo y viole su derecho a ser tratado como inocente durante 
el trámite del procedimiento e, incluso, desde antes de que se inicie. Esta misma lógica 
ha sido sostenida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual estableció 
en el Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, que el principio de presunción 
de inocencia implica que los juzgadores no inicien el proceso con una idea preconce-
bida de que el acusado ha cometido el delito que se le imputa, por lo que la carga de 
la prueba está a cargo de quien acusa y cualquier duda debe ser usada en beneficio del 
acusado. En el mismo sentido, al dictar sentencia en el Caso Loayza Tamayo vs. Perú, 
la Corte Interamericana condenó enfáticamente la práctica consistente en exponer 
ante los medios de comunicación a personas acusadas por la comisión de delitos, cuando 
aún no han sido condenadas por sentencia firme. Al respecto, dicho tribunal sostuvo 
que el derecho a la presunción de inocencia exige que el Estado no condene informal-
mente a una persona o emita un juicio ante la sociedad que contribuya así a formar una 
opinión pública, mientras no se acredite conforme a la ley la responsabilidad penal de 
aquélla.

Artículo 21

Registro: 2008639 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 1097, aislada, constitucional, penal.

1a. XCIV/2015 (10a.)
detenCión y restriCCión provisional de la libertad personal. su interrelaCión 

y diFerenCias ConCeptuales.
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autoridad y las terceras personas para efectos de prevenir, investigar y perseguir las 
posibles conductas delictivas, en términos del artículo 21 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. El primer nivel de contacto es la restricción tempo-
ral del ejercicio de un derecho como puede ser la libertad personal, que surge como 
una afectación momentánea de esa libertad que debe estar justificada constitucional-
mente bajo la existencia de una suposición razonable de que se está cometiendo una 
conducta delictiva. El segundo nivel se origina con la privación de dicho derecho a 
partir de una detención, el cual se justifica con base en ciertos requisitos constitucio-
nalmente exigidos, entre ellos, la flagrancia. Bajo esa tónica, resulta importante resal-
tar que no deben confundirse los citados niveles de actuación, pues habrá situaciones 
en las que restricciones temporales a la libertad personal se conviertan en detenciones, 
al verificarse en el instante de la restricción la actualización de una conducta delictiva, 
mientras que en otros casos se agotará la actuación policial en dicha restricción sin 
que exista propiamente una detención; en ese caso, la suposición razonable deberá 
acreditarse en su momento por la autoridad para que el juzgador pueda tomar como 
válidas las consecuencias o pruebas conseguidas a partir de aquél. Dicho lo anterior, 
podría darse el supuesto de que un control preventivo provisional tenga una relación 
directa con una detención en flagrancia, por lo cual esta última no se justificaría si los 
elementos con los cuales pretende acreditarse derivan o provienen únicamente de una 
restricción temporal de la libertad personal carente de razonabilidad constitucional; 
es decir, no es posible justificar en todos los casos la flagrancia a partir de elementos 
conocidos por una restricción temporal de la libertad de una persona que no se realice 
de conformidad con los límites establecidos constitucionalmente. En cambio, si la de-
tención en flagrancia es autónoma respecto a la restricción temporal de la libertad, es 
posible validar la detención sin tener que analizar si el control preventivo provisional 
se efectuó conforme a los citados lineamientos constitucionales, ya que en ese supuesto 
nunca hubo restricción temporal, sino directamente detención.

Registro: 2006846 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, junio de 2014, Tomo II, p. 1819, 
aislada, constitucional, administrativa.

I.7o.A.109 A (10a.)
sanCiones administrativas. el artíCulo 21, Cuarto párraFo, de la ConstituCión 

Federal estableCe una Cláusula Habilitante que permite al JeFe de gobierno del 
distrito Federal prever direCtamente, en disposiCiones reglamentarias, las rela-
tivas a multa, arresto Hasta por treinta y seis Horas o trabaJo a Favor de la Comu-
nidad, inCluso, de manera autónoma.

En el tercer párrafo del precepto constitucional referido el Constituyente Perma-
nente concedió a la autoridad judicial la facultad monopólica para imponer penas 
derivadas de delitos, así como su modificación y duración y, en el cuarto, en cuanto a 
las sanciones administrativas, no obstante su equiparación con las penas, dispuso una 
excepción a esa regla, al posibilitar su imposición por la autoridad administrativa en 
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a los casos de infracciones a los reglamentos gubernativos y de policía. En estas condi-
ciones, si bien es cierto que, al parecer, la potestad conferida a la autoridad adminis-
trativa sólo se circunscribe a la imposición de sanciones, no así para preverlas y regu-
larlas normativamente, también lo es que el propio cuarto párrafo del artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece una excepción al 
principio de reserva de ley, pues cuando habla de sanciones como multa, arresto hasta 
por treinta y seis horas o trabajo a favor de la comunidad, hace una remisión y autori-
zación expresa para que éstas puedan estar previstas en reglamentos gubernativos y de 
policía, los cuales, por antonomasia, son emitidos por el Poder Ejecutivo, ya sea fede-
ral o local. Así, para efectos del Gobierno del Distrito Federal, existe una cláusula 
habilitante que permite al jefe de gobierno, a través de disposiciones reglamentarias, 
prever directamente esos tres tipos de sanciones, incluso, de manera autónoma, es 
decir, sin necesidad de atender el principio de subordinación jerárquica, que sólo se 
actualizaría si fuese exigible el de reserva de ley, el cual no opera cuando existe auto-
rización constitucional para que, directamente, se regulen reglamentariamente, por 
excepción; caso en el que ambos principios sucumben, pues, en estricto sentido, no se 
ejerce facultad (reglamentaria) que pormenorice o desarrolle los supuestos de ley, 
ni esa actuación se ciñe a lo previsto en ésta, al ejercerse una atribución legislativa 
excepcional y autónoma, de índole constitucional.

Registro: 2006847 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, junio de 2014, Tomo II, p. 1820, 
aislada, constitucional, administrativa.

I.7o.A.111 A (10a.)
sanCiones por Faltas de poliCía y buen gobierno. la asamblea legislativa y el 

JeFe de gobierno del distrito Federal tienen potestad ConCurrente para preverlas; 
este último respeCto de la multa, arresto Hasta por treinta y seis Horas o trabaJo 
a Favor de la Comunidad.

El artículo 21, cuarto párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece, en favor del jefe de gobierno del Distrito Federal, una cláusula 
habilitante para que prevea reglamentariamente las sanciones administrativas de multa, 
arresto hasta por treinta y seis horas o trabajo a favor de la comunidad, en los casos de 
infracciones a los reglamentos gubernativos y de policía. Por su parte, el propio Cons-
tituyente Permanente confirió a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal la facultad 
de tipificar infracciones y sanciones, al concederle esa atribución en justicia cívica 
sobre faltas de policía y buen gobierno, según el artículo 122, apartado C, base primera, 
fracción V, inciso i), constitucional. En estas condiciones, en materia de interpretación 
constitucional, el principio de unidad de la Constitución impide efectuar una opera-
ción que haga que sus disposiciones se contradigan entre sí, dada la relación e inter-
dependencia existentes entre los distintos elementos del Pacto Fundamental, que obliga 
a no establecer, en ningún caso, sólo la norma aislada, sino el sistema en el que se 
ubica, esto es, todas las normas deberán ser interpretadas de tal manera que se eviten 
contradicciones. Por tanto, si a la luz de la idea del legislador racional, el actuar del 
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potestad de prever las sanciones por faltas de policía y buen gobierno, la tienen, en 
forma concurrente, tanto la Asamblea Legislativa como el jefe de gobierno del Distrito 
Federal; este último respecto de las administrativas señaladas, las que habrán de res-
petar el límite previsto en el precepto constitucional citado inicialmente.

Registro: 2004986 | Décima Época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XXVI, Noviembre 2013, Tomo 1, p. 648, aislada, admi-
nistrativa. 

2a. C/2013 (10a.)
responsabilidades de los servidores públiCos. la previsión estableCida en el 

artíCulo 21, párraFo terCero, de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos 
meXiCanos es inapliCable al sistema de imposiCión de sanCiones administrativas.

Dicha porción normativa, al prever que la imposición de las penas, su modificación 
y duración son propias y exclusivas de la autoridad judicial, es inaplicable al sistema 
de imposición de sanciones administrativas derivadas de responsabilidades de los 
servidores públicos, porque su texto surgió con motivo de la reforma constitucional 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, que introdujo 
el nuevo sistema de justicia penal de corte acusatorio y el régimen de modificación y 
duración de penas propio de la autoridad judicial, y se refiere a las penas derivadas de 
la comisión de ilícitos criminales que deben imponer los jueces penales, no así a las 
sanciones administrativas provenientes de responsabilidades de los servidores públicos. 
Lo anterior no significa que, tratándose de dicha materia, no exista un marco constitu-
cional que justifique la imposición de sanciones y, concretamente, la atinente a la 
inhabilitación en el ejercicio de la función, ya que el Título Cuarto de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé un sistema de normas conducentes 
para que la autoridad administrativa competente sancione a quienes, teniendo el ca-
rácter de servidores públicos, incurran en actos u omisiones que afecten la legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de 
su función pública.

Registro: 2004696 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XXV, octubre de 2013, Tomo 2, p. 1049, aislada, cons-
titucional, penal.

1a. CCCXIII/2013 (10a.)
eJerCiCio de la aCCión penal. interpretaCión del artíCulo 21 de la ConstituCión 

polítiCa de los estados unidos meXiCanos.
El precepto referido, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el 18 de junio de 2008, señala que el Ministerio Público es la auto-
ridad competente para ejercer la acción penal ante los tribunales competentes. Sobre tal 
cuestión, previo a la citada modificación constitucional, el artículo 21, párrafo primero, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establecía tres principios 
fundamentales: a) el Ministerio Público tenía el monopolio de la investigación del 
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a hecho punible y de la responsabilidad de sus autores; b) gozaba a su vez del poder 
exclusivo para valorar los resultados de la averiguación previa y determinar si quedaba 
acreditada o no la probable responsabilidad de la persona al comprobarse los elemen-
tos del tipo penal; y, c) el propio Ministerio Público tenía la facultad de ejercer la acción 
penal ante las autoridades judiciales competentes e instar su actuación jurisdiccional 
(consignación). Así, la reforma al artículo 21 constitucional de 2008 moduló parcial-
mente dichos principios, al añadir el supuesto de ejercicio de la acción penal por parte 
de los particulares; sin embargo, mantuvo el contenido base de los aludidos principios 
rectores. Esto es, de conformidad con la normativa constitucional reformada, el Minis-
terio Público conserva, salvo en casos de excepción, la competencia para investigar los 
delitos, verificar la probable responsabilidad de los involucrados e instar la actuación 
jurisdiccional mediante la materialización de la acción penal y la remisión de la ave-
riguación previa a la autoridad competente. Por lo tanto, el que al Ministerio Público 
federal o local se le asigne el poder para ejercer la acción penal no es optativo desde 
el punto de vista constitucional, sino que constituye un requisito que actualmente sólo 
admite dos modulaciones: 1) la facultad de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para consignar a las autoridades omisas en el cumplimiento de una ejecutoria de amparo 
en términos del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; y 2) el ejercicio de la acción penal que puede instaurarse por parte 
de particulares, el cual procederá conforme a los presupuestos que se regulen en la 
normativa secundaria. En consecuencia, el artículo 21 constitucional no tiene una 
delimitación a cierto ámbito competencial y sirve como parámetro de actuación para 
todas las autoridades de la República, por lo que funciona en todos los órdenes jurídi-
cos (federal, estatal y del Distrito Federal) como una garantía para la protección de 
varios derechos fundamentales, entre ellos, la libertad personal y el debido proceso.

Artículo 22

Registro: 2009214 | Décima Época, Plenos de Circuito, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 1812, jurispruden-
cia, penal. 

PC.I.P. J/4 P (10a.)
deClaratoria de abandono de bienes a Favor del gobierno Federal, el ministe-

rio públiCo o la autoridad JudiCial, son las úniCas autoridades Competentes para 
emitirla.

De la interpretación armónica y sistemática de los artículos 22, párrafo segundo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 182, 182-A, 182-N y 
182-Ñ, del Código Federal de Procedimientos Penales, así como de los artículos 58, 
fracción XI, 70, fracción VI, y 103, fracción XV, del Reglamento de la Ley Orgánica 
de la Procuraduría General de la República, se desprende que el legislador secundario 
estableció que el Ministerio Público federal durante la integración de la averiguación 
previa y el juez del proceso penal federal, son las autoridades competentes para decretar 



188 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II el abandono de bienes a favor del Gobierno federal, en dos supuestos: 1) una vez que 

decreten el aseguramiento de bienes sin que persona alguna reclame los mismos en un 
plazo de noventa días, o bien 2) al ordenar la devolución de bienes asegurados, sin que 
persona alguna reclame éstos en un lapso de tres meses, lo que puede presentarse ya 
sea durante la averiguación previa, cuando el Ministerio Público resuelva el no ejerci-
cio de la acción penal, la reserva, o se levante el aseguramiento, como durante el 
proceso penal federal cuando la autoridad judicial no decrete el decomiso o levante 
el aseguramiento; ello porque del marco normativo en comento, se puede establecer 
que tanto el aseguramiento como la devolución y en su caso la declaratoria de abandono 
de bienes asegurados en una averiguación previa o durante el proceso penal, constitu-
yen medidas atribuidas a dichas autoridades para el debido cumplimiento de su come-
tido constitucional, consiste esencialmente en resguardar los bienes respectivos para 
que no se alteren, destruyan o desaparezcan, para lo cual a la parte interesada se le 
debe hacer saber que respecto de los bienes ya sea asegurados o de los que se ordene 
su devolución se debe realizar manifestación al respecto so pena de que causen aban-
dono a favor del Gobierno federal; lo que hace evidente que, en el contexto de la 
legislación procesal penal, la actuación tanto ministerial como judicial, dentro del 
ámbito de sus facultades se encontrarán constreñidas a asegurar los bienes y en su caso 
ordenar su devolución, empero, de no existir manifestación de la parte interesada en 
los tiempos que señalan esos numerales los bienes pasarán a propiedad del Estado.

Registro: 2009218 | Décima Época, Plenos de Circuito, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 1813, jurispruden-
cia, penal. 

PC.I.P. J/5 P (10a.)
serviCio de administraCión y enaJenaCión de bienes (sae). CareCe de CompetenCia 

para deCretar el abandono de bienes a Favor del gobierno Federal.
Del marco normativo integrado por los artículos 22, párrafo segundo, de la Cons-

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 182, 182-A, 182-N y 182-Ñ, del 
Código Federal de Procedimientos Penales, así como de los artículos 58, fracción XI, 
70, fracción VI, y 103, fracción XV, del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procura-
duría General de la República, se puede establecer que el Servicio de Administración 
y Enajenación de Bienes (sae), sólo actúa como autoridad ejecutora, con base en la Ley 
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 19 de diciembre de 2002, que lo sitúa como 
un organismo descentralizado de la Administración Pública Federal, que tiene por 
objeto la administración, destrucción y/o enajenación de los bienes contemplados en 
la ley en comento; así, dentro de sus atribuciones, están entre otras las de recibir, 
administrar, enajenar y destruir los bienes de las entidades transferentes; más aún, el 
legislador ordinario estableció la adición de los artículos 182 y 182-A a 182-Q del 
Código Federal de Procedimientos Penales, a efecto de regular en la legislación penal, 
el procedimiento específico respecto de su abandono, decomiso y aseguramiento; lo 
que hace evidente que el sae funge como una autoridad ejecutora de la declaratoria de 
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a abandono que decrete las autoridades competentes: Ministerio Público de la Federación 
(autoridad administrativa) o el juez del proceso penal federal (autoridad judicial); lo 
que excluye su legitimación para decretar oficiosamente el abandono de bienes en 
favor del Gobierno federal, lo anterior se desprende del artículo 5 de dicha ley, al 
señalar que el sae administrará los bienes que para tales efectos le entreguen dichas 
autoridades, en tanto no exista resolución definitiva emitida por autoridad administra-
tiva o judicial competente que determine el destino de esos bienes. Sin que sea obstáculo 
a lo anterior que el artículo 6 del Reglamento de la Ley Federal para la Administración 
y Enajenación de Bienes del Sector Público, establezca que el sae emitirá la corres-
pondiente declaración de abandono a favor del Gobierno federal, ya que tal determi-
nación excede las facultades concedidas por el legislador para establecer su interven-
ción en la declaratoria de abandono de bienes en favor del Gobierno federal, pues no 
obstante su artículo 1 señala que el Servicio de Administración y Enajenación de 
Bienes contará con las atribuciones que le confiere la Ley y el Código Federal de Pro-
cedimientos Penales, lo cierto es que sin ninguna base en estos ordenamientos, el re-
glamento otorga competencia a dicha autoridad para emitir la declaratoria de abandono 
de bienes contrario a lo establecido en la ley que trata de reglamentar.

Registro: 2008875 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 333, jurisprudencia, civil, penal.

1a./J. 19/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. elementos que debe demostrar el ministerio públiCo al 

eJerCer la aCCión relativa.
Del artículo 22, párrafo segundo, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, derivan las siguientes premisas: 1) La acción de extinción 
de dominio sólo procede respecto de bienes que han sido instrumento, objeto o producto de 
los delitos de delincuencia organizada, contra la salud, secuestro, robo de vehículos y 
trata de personas; 2) Al ejercer su acción, el Ministerio Público debe aportar al juicio 
relativo “elementos suficientes” para acreditar, en primer lugar, que tuvieron lugar los 
hechos ilícitos que se adecuan a la descripción normativa de los delitos mencionados, 
de acuerdo con la legislación penal que sea aplicable para juzgarlos; en segundo, que 
los bienes objeto del juicio fueron instrumento, objeto o producto de los delitos citados; 
y, en tercero, en el supuesto de que los bienes se hayan utilizado para la comisión de 
delitos por parte de un tercero, el representante social deberá aportar datos que razo-
nablemente permitan sostener que ello se realizó con conocimiento del propietario de 
los bienes. Así, a falta de pruebas directas, la mala fe debe acreditarse adminiculando 
diversos indicios que conduzcan al juzgador a la convicción de que el afectado conocía 
y permitía la comisión de los delitos con sus bienes. Lo anterior implica una carga de 
la prueba dinámica, que no queda en forma absoluta en una sola de las partes, y que 
se compone de hechos concretos, susceptibles de acreditarse o desvirtuarse. Una inter-
pretación contraria, además de conculcar el orden constitucional y validar la actuación 
arbitraria por parte de la autoridad, no cumpliría con la finalidad que persigue la figura 
de extinción de dominio, esto es, combatir a la delincuencia organizada.
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de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 335, jurisprudencia, constitu-
cional, civil. 

1a./J. 18/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. interpretaCión del artíCulo 22 de la ConstituCión polítiCa 

de los estados unidos meXiCanos en torno a las Cargas probatorias Cuando Hay un 
aFeCtado que aduCe ser de buena Fe.

Es afectado de buena fe la persona que tiene algún derecho real sobre los bienes 
materia de la acción de extinción de dominio, que acredite la legítima procedencia del 
bien y no existan evidencias de que haya participado o tenido conocimiento de la acti-
vidad delictiva; quien debe ser llamado al juicio relativo, en el que se respeten las 
formalidades esenciales del procedimiento, para deducir sus derechos con apego a sus 
garantías constitucionales, y sin privarlo de la posibilidad de defenderse. Ahora bien, 
en atención a lo anterior y en términos del artículo 22, párrafo segundo, fracción III, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el afectado que afirma 
ubicarse en esa descripción debe demostrar, según sea el caso, tres cuestiones: 1) la 
procedencia lícita de los bienes; 2) que su actuación es de buena fe; y, 3) que estaba 
impedido para conocer la utilización ilícita de sus bienes. En lo que respecta al primero 
de esos puntos, su demostración es imperativa cuando la acción se funda en que los 
bienes sean producto del delito o existan indicios de que se trata de un prestanombre 
o testaferro, empero cuando se ejerce por el uso que se les da a esos bienes, la prueba 
atinente a la procedencia lícita de los bienes pierde trascendencia. Por lo anterior y 
con independencia de que el afectado deba o no demostrar la procedencia lícita del 
bien, en todos los casos sólo puede defenderse acreditando que su actuación es de 
buena fe y que estaba impedido para conocer su utilización ilícita; sin embargo, acre-
ditar la “buena fe” a falta de indicios o elementos de prueba que demuestren la mala 
fe del afectado, se torna prácticamente imposible. Por lo anterior, la interpretación del 
artículo 22, párrafo segundo, fracción II, inciso c), en relación con su fracción III, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, requiere necesariamente 
que la parte actora aporte datos que, de forma razonable, permitan considerar la mala 
fe del afectado, o los indicios de que tuvo o debió haber tenido conocimiento de los he-
chos delictivos, ya que sólo dando al afectado la posibilidad de desvirtuar dichos datos 
o elementos puede demostrar que su actuación es de buena fe, en los términos señala-
dos por la fracción citada. Lo anterior confirma el principio general del derecho que 
señala que la “buena fe” se presume y es acorde al principio ontológico de la prueba, 
pues lo ordinario, que viene a ser la buena fe se presume, y lo extraordinario, que es 
la mala fe, se prueba. Por tanto, la norma no debe interpretarse en el sentido de que la 
carga probatoria corresponde en su totalidad al afectado de buena fe, pues ello no lleva 
a un equilibrio entre la acción de extinción de dominio y las garantías constitucionales. 
Así, el precepto constitucional citado prevé el derecho de defensa del afectado de buena 
fe, y para que dicha defensa pueda generarse, debe partirse de que el ejercicio de la 
acción de extinción de dominio impone a la actora la obligación de aportar al juicio 
elementos suficientes para acreditar: a) que sucedió el hecho que se adecua a la des-
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a cripción legal de los delitos de delincuencia organizada, contra la salud, secuestro, 
robo de vehículos o trata de personas, contenidos en la legislación penal que sea apli-
cable para juzgar el delito que corresponda; b) que los bienes objeto del juicio son 
instrumento, objeto o producto de los delitos enumerados en el inciso anterior; y, 
c) que el dueño tuvo conocimiento de lo anterior.

Registro: 2008877 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 337, jurisprudencia, constitu-
cional, civil.

1a./J. 15/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. interpretaCión teleológiCa del artíCulo 22 de la Cons-

tituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.
La acción de extinción de dominio tiene por objeto privar del derecho de propiedad 

a una persona, respecto de bienes que son instrumento, objeto o producto de los delitos 
previstos en el párrafo segundo, fracción II, del artículo 22 constitucional (delincuencia 
organizada, contra la salud, secuestro, robo de vehículos y trata de personas), sin lugar 
a compensación, retribución ni indemnización alguna. Ahora bien, en relación con los 
procesos legislativos que dieron lugar a la incorporación de esa institución en el dere-
cho mexicano, el órgano reformador de la constitución partió de dos premisas: 1) la 
extinción de dominio tiene por objeto introducir un régimen de excepción para comba-
tir a la delincuencia organizada, por la comisión de los delitos citados; y, 2) este régi-
men de excepción debía aplicarse restrictivamente y, por tanto, no utilizarse de forma 
arbitraria para afectar a personas, propietarios o poseedores de buena fe. En relación 
con la primera de esas proposiciones, el órgano legislativo advirtió reiteradamente la 
necesidad de contar con herramientas especiales para combatir un tipo especial de 
delincuencia que rebasó la capacidad de respuesta de las autoridades y que se distin-
gue por sus características especiales en su capacidad de operación, la sofisticación 
de sus actividades, el impacto social de los delitos que comete y su condición de ame-
naza contra el Estado, reconociendo que los procesos penales vigentes no eran eficaces 
para afectar a la delincuencia organizada en su patrimonio, lo cual es indispensable para 
debilitar su estructura, aumentar sus costos, reducir sus ganancias, dificultar su ope-
ración y afectarlo de manera frontal; asimismo, señaló que, por regla general, los bienes 
que las bandas criminales utilizan para cometer delitos no están a nombre de los pro-
cesados y, aun cuando sea evidente que se utilizan como instrumento para el delito o 
que son producto de las operaciones delictivas, la falta de relación directa con los 
procesados impedía que el Estado pudiera allegarse de ellos. Así, la regulación de la 
extinción de dominio tuvo por objeto adecuar las estructuras constitucionales y legales 
para combatir eficazmente a la delincuencia organizada, al considerar que los meca-
nismos que existían con anterioridad eran insuficientes. Paralelamente, en relación con 
la segunda de las premisas apuntadas, el órgano reformador de la Constitución destacó 
que dicha acción debía ejercitarse con absoluto respeto a la legalidad y al derecho de 
audiencia y al debido proceso; además, manifestó que un modelo eficaz no podía sus-
tentarse exclusivamente en mayores facultades para las autoridades policiales sin 



192 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II control alguno, sino que debía contar con los equilibrios propios e indispensables que 

exige la justicia y, en general, un Estado democrático de Derecho. Esto es, la acción 
de extinción de dominio no puede, entonces, proceder contra personas, propietarios o 
poseedores de buena fe con el objeto de que no se incurra en arbitrariedades; tampoco 
debe aplicarse indiscriminadamente a otro tipo de conductas ni utilizarse para facilitar 
las tareas del Ministerio Público en la persecución de delitos comunes. Consecuente-
mente, el análisis de las dos premisas en que se sustenta la acción de extinción de 
dominio, permite afirmar que el órgano reformador de la Constitución buscó, en todo 
momento, un equilibrio entre el respeto a los derechos a la seguridad pública y a la 
justicia penal; de ahí que la acción de extinción de dominio no tiene por objeto anular 
o vaciar de contenido los mencionados derechos. Por tanto, la interpretación del artículo 
22 constitucional no debe realizarse al margen de aquéllas sino que, por el contrario, 
deben complementarse, en la medida en que no se impida su objetivo, sobre todo cuando 
pueden estar involucradas personas afectadas que hayan procedido de buena fe.

Registro: 2008879 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 340, jurisprudencia, constitu-
cional, penal.

1a./J. 21/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. la autonomía a que se reFiere el artíCulo 22 de la Cons-

tituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos, entre el proCedimiento relativo 
y el penal no es absoluta, sino relativa.

De la interpretación teleológica del artículo 22, párrafo segundo, fracción I, de la 
Constitución federal, en el sentido de que el procedimiento de extinción de dominio 
es jurisdiccional y autónomo del de materia penal, se concluye que dicha separación 
no es absoluta, sino relativa, porque la autonomía a que se refiere la disposición cons-
titucional citada debe entenderse como la independencia de aquel que juzga sobre el 
tema de la extinción de dominio y del que ha de emitir una decisión en cuanto a la 
responsabilidad de quien está sujeto al juicio penal, de forma que tal distinción invo-
lucra independencia: a) en la normatividad que cada uno de ellos ha de aplicar en el 
proceso del que es rector; b) en el desarrollo de cada uno de los juicios; y, c) en la 
decisión que adopten sobre temas respecto de los cuales no compartan jurisdicción 
(básicamente la responsabilidad penal, por no ser éste un tópico sobre el que ambos 
jueces deban decidir); sin embargo, tal disociación no se aplica en la calificación de 
los elementos del cuerpo del delito, pues en cuanto a ese preciso aspecto, existe una 
vinculación total, de manera que, generalmente, el juez de extinción de dominio debe 
sujetarse a la decisión que adopte el especializado en la materia penal cuando éste 
concluye, en una resolución intraprocesal, que los elementos del cuerpo del delito no 
quedaron acreditados, o al dictar la sentencia definitiva, que el delito no se demostró. 
Al respecto, se parte de la base de que, desde su génesis, ambos procesos tienen como 
denominador común los hechos que dieron origen a una averiguación previa que, una 
vez escindida da lugar a dos tipos de juicio: 1) el penal (encaminado a la sanción por 
la comisión de delitos); y, 2) el de extinción de dominio (enderezado a declarar derechos 
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a patrimoniales), situación que impide afirmar la existencia de una autonomía absoluta, pues 
el propio artículo 22 constitucional sujeta a ambos procedimientos entre sí. En efecto, el 
precepto constitucional citado prevé que la extinción de dominio procede respecto de 
los bienes que sean instrumento, objeto o producto del delito, aun cuando no se haya 
dictado la sentencia que determine la responsabilidad penal, pero existan elementos 
suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió. Así, dicho artículo permite 
afirmar válidamente que el legislador partió de la base de que, paralelamente al ejer-
cicio de la acción penal, se ejercería la de extinción de dominio; de ahí que, en primer 
orden, el Estado (a través del Ministerio Público) habría de llevar a cabo las investiga-
ciones para la persecución del delito e incluso, en su caso, proceder al ejercicio de la 
acción penal de contar con los elementos necesarios para ello, pues sólo así se explica 
la aclaración en el sentido de que la extinción de dominio procede “aun cuando no se 
haya dictado (en el proceso penal) la sentencia que determine la responsabilidad penal”, 
lo que supone que ha habido al menos una calificación a cargo de la autoridad judicial 
penal sobre la existencia de alguno de los delitos previstos en el artículo 22 de la 
Constitución federal, como presupuesto para el ejercicio de la acción de extinción de 
dominio.

Registro: 2008880 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 342, jurisprudencia, civil, penal.

1a./J. 17/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. la proCedenCia líCita del bien materia de la aCCión rela-

tiva puede ser aCreditada por el aFeCtado Con los elementos de prueba o indiCios 
que tenga a su alCanCe y que, razonablemente, ConduzCan al Juzgador a la ConviC-
Ción de que su origen es legal.

El artículo 22, fracción II, incisos a) y d) de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que prevén los supuestos en que los bienes materia de la extinción 
de dominio, sean instrumento, objeto o producto del delito o que, siéndolo, estén inti-
tulados a nombre de terceros (prestanombres o testaferros), da lugar a que el afectado 
deba demostrar la procedencia lícita del bien. Al respecto, la prueba de la procedencia 
lícita se traduce en que el titular del bien aporte elementos de prueba que razonable-
mente conduzcan al juzgador a la convicción de que el bien tiene un origen legal, como 
puede ser, enunciativa y no limitativamente, exhibir el instrumento público que demuestre 
que lo obtuvo por herencia, que lo adquirió por virtud de un préstamo bancario, o que 
a la fecha de adquisición del bien contaba con ingresos de procedencia lícita, ya sea 
mediante la exhibición de su declaración de impuestos, pagos provisionales de los mismos, 
constancias de retenciones de salarios, o de pagos a las instituciones de seguridad 
social, etcétera. Al respecto, no debe soslayarse que la carga de que se trata encuentra 
mayor dificultad cuando ha pasado bastante tiempo desde la adquisición del bien, en 
cuyo caso no se tiene la obligación de conservar la documentación mencionada (por ejem-
plo, los contribuyentes se encuentran obligados a conservar su documentación fiscal 
solamente por el plazo de cinco años); de manera que, en aquellos casos en que la 
adquisición del bien se haya realizado más de diez años atrás, atendiendo a que ése es 
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almacene o archive toda la documentación y, por lo tanto, se demuestre en forma de-
tallada y precisa el origen de cada peso con el cual se pagó el precio del bien; en tales 
casos, es posible aportar elementos de prueba o indicios que puedan razonablemente 
conducir al juzgador a la convicción de que el bien tiene procedencia lícita, ya sea con 
documentos, testimoniales o cualquiera otra prueba, siempre que no esté prohibida por 
la ley, en cuyo caso el juzgador debe atender a las reglas de la lógica y máximas de la 
experiencia, en relación con las circunstancias del caso, al llevar a cabo su valoración. 
Lo anterior es importante para descartar la hipótesis del inciso d), fracción II, del 
artículo 22 constitucional, de manera que sólo aquel titular que acredite la proceden-
cia lícita del bien, conforme al parámetro establecido, podrá ser considerado “afectado 
de buena fe”, para los efectos del inciso c), fracción II, del artículo 22 constitucional. 
Lo anterior, ya que en caso contrario se estaría incumpliendo con la finalidad que 
persigue la extinción de dominio, esto es, privar a la delincuencia organizada de su 
patrimonio, al encontrar un obstáculo en el mero hecho de que el bien esté intitulado 
a favor de un tercero, cuando sea evidente que los bienes materia de la acción se uti-
lizan como instrumento para el delito o que son producto de operaciones delictivas.

Registro: 2008881 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 344, jurisprudencia, civil, penal.

1a./J. 22/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. por regla general, la aCCión relativa está suJeta a que 

el Juez de la Causa penal emita alguna deCisión en la que aFirme que los HeCHos 
Consignados aCreditan el Cuerpo del delito de alguno de los ilíCitos previstos en 
el artíCulo 22, FraCCión ii, ConstituCional.

La fracción I, del citado numeral, prevé que el procedimiento de extinción de 
dominio es jurisdiccional y autónomo del de materia penal; autonomía que debe en-
tenderse relativa ante la vinculación que, desde su origen, guardan ambos procedi-
mientos en lo que ve a la acreditación del hecho ilícito, de forma que, por regla gene-
ral, la acción de extinción de dominio está sujeta a que el juez de la causa penal haya 
emitido alguna decisión (en orden de aprehensión o comparecencia, auto de formal 
prisión o de sujeción a proceso) en la que afirme que los hechos consignados por el 
Ministerio Público acreditan el cuerpo del delito de alguno de los ilícitos previstos en 
la fracción II del precepto constitucional citado, para dar seguridad jurídica desde el 
inicio del juicio de extinción de dominio. Al respecto, no queda inadvertido que una 
decisión judicial de esa naturaleza está sujeta a que exista una consignación ante el 
juez penal, lo que supone que se conoce de la existencia de algún sujeto a quien se le 
imputa la comisión del delito; sin embargo, con el conocimiento de que existen casos 
en los que el Ministerio Público está imposibilitado para ejercer la acción penal porque, 
a pesar de haber localizado bienes que, por ejemplo, se emplean como instrumento u 
objeto del delito, e inclusive que son producto de aquél, se desconoce la identidad del 
probable responsable de su comisión, supuesto en el cual, no sería posible ejercer la 
acción penal ni, por ende, obtener una resolución judicial en la que se califique si los 



Tesis de Jurisprudencia en materia constitucional | 195

In
te

rp
re

ta
ció

n 
de

l P
od

er
 Ju

di
cia

l d
e 

la 
Fe

de
ra

ció
n 

| 
Dé

cim
a 

ép
oc

a hechos consignados constituyen o no uno de los delitos previstos en el artículo 22 
constitucional. En esas circunstancias, debe admitirse que tales casos constituyen una 
excepción a la regla y que, entonces, ante la falta de calificación del delito a cargo del 
juez de la causa penal, corresponde al de extinción de dominio, a partir de los elemen-
tos aportados por el Ministerio Público, resolver si con ellos se demuestra la comisión 
del hecho ilícito, en cuyo caso, el estándar de prueba se torna de mayor rigor para la 
Representación Social; aspecto que el juez de extinción de dominio deberá determinar 
en cada caso. Así, dicha excepción tiene lugar porque, lo que es irrelevante en el juicio 
de extinción de dominio, es la decisión que el juzgador penal adopte sobre la probable 
responsabilidad penal del inculpado o su culpabilidad en sentencia definitiva, pues 
tal responsabilidad no constituye uno de los elementos necesarios para declarar extinto 
el dominio del propietario; sin embargo, lo que trasciende es la no comprobación del 
hecho ilícito. En ese sentido, el juez de extinción de dominio está facultado para re-
querir oficiosamente, al juzgador ante quien se siga la causa penal, antes de resolver 
en definitiva, las constancias del juicio para resolver de forma congruente con la de su 
homólogo penal, en lo que ve a la acreditación del hecho ilícito que genere el ejercicio 
de la acción de extinción de dominio, si acaso aquél ha dictado una resolución de 
naturaleza intraprocesal en donde se decrete la no acreditación del cuerpo del delito, 
o bien, la no demostración del delito tratándose de sentencia definitiva. Por lo anterior, 
se concluye que existe una vinculación entre uno y otro juicio, en lo referente a la acre-
ditación del hecho ilícito, de forma que, aun en el supuesto de que el juicio de extinción 
de dominio haya iniciado con aplicación de la excepción mencionada (es decir, sin 
una decisión a cargo del juez de la causa penal), en caso de que durante el trámite del 
juicio de extinción de dominio exista alguna consignación al juez penal a cargo del Mi-
nisterio Público por los hechos que dieron lugar a la extinción de dominio y que, por 
ende, aquél llegue a emitir alguna decisión sobre la no acreditación del hecho ilícito, 
deberá retomarse la regla general y entonces, su decisión impactará en la actuación del 
juez de extinción de dominio si acaso éste hubiese resuelto que sí estaba probado ese 
aspecto.

Registro: 2008882 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 346, jurisprudencia, civil, penal.

1a./J. 16/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. relevanCia de la prueba de la proCedenCia líCita del bien 

materia de la aCCión relativa.
El artículo 22, párrafo segundo, fracción II, de la Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos prevé diversos supuestos que pueden originar la pretensión 
de la extinción de dominio, cuyos elementos a demostrar son diferentes en cada caso. 
Así, cuando la acción relativa se ejerce sobre la base de que el bien es instrumento del 
delito o utilizado en su comisión, la prueba de la procedencia lícita de los bienes, si 
bien no es inútil, sí pierde relevancia, ya que no se cuestiona su procedencia, sino el 
uso que se le da. Ahora, a diferencia de dicha hipótesis, cuando se asevera que el bien 
es “producto del delito”, ello implica que se adquirió con recursos obtenidos con la 



196 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II comisión del hecho ilícito, por lo que cobra mayor peso la prueba sobre su adqui-

sición con recursos de procedencia lícita y, en estos casos, el afectado tiene la carga 
de demostrar un hecho concreto positivo: la procedencia lícita del bien. Asimismo, la 
prueba de la procedencia lícita de los bienes es trascendente cuando existe una relación 
de confianza entre una o varias de las personas a las que se les atribuye la comisión de 
los delitos a que se refiere el artículo 22 citado (delincuencia organizada, delitos contra 
la salud, secuestro, robo de vehículos y trata de personas) y quien aduce ser un “afec-
tado de buena fe”, en cuyo caso debe descartarse la posible actualización de la hi pótesis 
del inciso d), de la fracción II, del precepto referido, que regula el caso de los presta-
nombres o testaferros.

Registro: 2008796 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 505, aislada, constitucional, 
penal.

1a. CXXX/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. el artíCulo 50 de la ley Federal relativa no viola el 

artíCulo 22 de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.
La interpretación teleológica del artículo 22, párrafo segundo, fracción I, de la 

Constitución federal, en el sentido de que el procedimiento de extinción de dominio 
es jurisdiccional y autónomo al de la materia penal, lleva a concluir que dicha sepa-
ración no es absoluta, sino relativa, porque la autonomía a que se refiere el precepto 
constitucional citado, debe entenderse como la independencia de aquel que juzga sobre 
el tema de la extinción de dominio y del que ha de emitir decisión en cuanto a la respon-
sabilidad de quien se encuentra sujeto al juicio penal, de forma que tal distinción invo-
lucra independencia en la norma que cada uno de ellos ha de aplicar en el proceso del 
que es rector, en el desarrollo de cada uno de los juicios y en la decisión que adopten 
sobre temas respecto de los cuales no compartan jurisdicción (básicamente la respon-
sabilidad penal, por no ser éste un tópico sobre el que ambos jueces deban decidir); sin 
embargo, tal disociación no es aplicable en la calificación de los elementos del cuerpo 
del delito, pues en cuanto a ese aspecto, existe una vinculación total, de manera que, 
por regla general, el juez de extinción de dominio debe sujetarse a la decisión que adopte 
el especializado en la materia penal cuando éste concluye, en una resolución intra 
procesal, que los elementos del cuerpo del delito no quedaron acreditados, o al dictar 
la sentencia definitiva, que el delito no se demostró. De ahí que el artículo 50 de la Ley 
Federal de Extinción de Dominio al disponer que cuando el juez de la causa penal de-
termine la inexistencia de alguno de los elementos del cuerpo del delito, el juzgador 
de extinción de dominio deberá ordenar la devolución de los bienes materia de la 
controversia si fuera posible o su valor a su legítimo propietario o poseedor, junto con 
los intereses, rendimientos y accesorios que, en su caso, se hayan producido durante 
el tiempo en que fueran administrados por el Servicio de Administración y Enajenación 
de Bienes, no viola el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.
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a Registro: 2008799 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 508, aislada, común, penal.

1a. CXXVII/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. el ministerio públiCo está legitimado para promover amparo 

direCto Contra el Fallo de segunda instanCia que desestimó su pretensión en el 
JuiCio relativo.

En términos del artículo 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para que proceda el juicio de amparo, el quejoso debe demostrar 
tener un interés legítimo, o bien, un interés jurídico, siendo este último el que faculta 
al Ministerio Público a promover el juicio de amparo directo contra la sentencia de 
segunda instancia que desestima su pretensión en un juicio de extinción de dominio. 
En efecto, el interés jurídico se traduce en la titularidad de un derecho subjetivo, cuya 
posible afectación impacta de forma personal y directa en la esfera jurídica del quejoso 
y es el que éste debe demostrar cuando el acto reclamado consista en actos o resolu-
ciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo. En ese 
sentido, el interés jurídico que ostenta el Ministerio Público que reclama la sentencia 
definitiva dictada en los juicios a que se refiere el artículo 22, párrafo segundo, de la 
Constitución federal, deriva tanto del carácter de parte actora que le reconoce la Ley 
Federal de Extinción de Dominio, como de representante de las víctimas. Al respecto, 
como demandante, la actividad que realiza dicha institución consiste en someter una 
pretensión ante la autoridad judicial, siendo el juzgador el que debe resolver lo con-
ducente de acuerdo con los elementos de prueba que se desahoguen en el proceso; de 
manera que cuando dicho actor ve desestimada su pretensión, sufre una afectación en 
su calidad de parte en la relación procesal, respecto de lo cual puede reclamar trans-
gresión al derecho a un debido proceso, que corresponde a un derecho subjetivo que 
ejerce la representación social para evitar la autotutela en un asunto en el que la pro-
pia Norma Fundamental ha resuelto que el Estado (representado por el Ministerio 
Público especializado en la materia) debe someter una pretensión a la potestad de los 
órganos jurisdiccionales para que el demandado vea satisfecho su derecho de audien-
cia en los casos en que se pretenda la extinción del dominio de bienes a favor —princi-
palmente— de las víctimas, cuyos intereses representa por orden expresa de la propia 
ley. En estas circunstancias, cobra aplicación el contenido de los artículos 4º y 5º de 
la Ley de Amparo, los cuales facultan para promover juicio de amparo a quien perju-
dique el acto reclamado y reconocen la calidad de parte en dicho juicio a quien se vea 
agraviado con el dictado de ese acto.

Registro: 2008801 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 510, aislada, constitucional, penal.

1a. CXXXI/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. interpretaCión de la FraCCión ii, inCiso b), del artíCulo 22 de 

la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos, en torno al “oCultamiento”.
El precepto, párrafo, fracción e inciso citados, establecen que la extinción de domi-

nio procederá respecto de bienes que no sean instrumento, objeto o producto del delito, 
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delito, siempre que se reúnan los extremos del inciso a) del artículo referido. Así, los 
supuestos regulados en los diversos incisos de la fracción II citada dependen necesa-
riamente de que se acredite el cuerpo del delito de los ilícitos de delincuencia organi-
zada, contra la salud, secuestro, robo de vehículos o trata de personas. Asimismo, 
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
1a./J. 26/2013 (10a.) (1), sostuvo que para tener por acreditado el elemento “ocultar”, 
es necesario advertir, del cúmulo probatorio, que a quien se atribuye esa conducta tiene 
la clara y manifiesta voluntad de impedir que la autoridad pueda tener conocimiento 
de aquello que pretende ocultar. Por ende, es incorrecto sostener que basta que el bien 
producto del delito se introduzca momentáneamente en un inmueble para que se acre-
dite el “ocultamiento” para la procedencia de la acción de extinción de dominio, ya 
que el Ministerio Público debe aportar indicios suficientes o elementos de prueba de que 
hubo una clara y manifiesta voluntad de ocultar, encubrir, tapar, esconder o impedir 
que la autoridad tuviese conocimiento de la existencia del bien producto del delito, o 
de que el inmueble fue utilizado para ocultar bienes objeto de los delitos referidos. 
Entre otras cosas, el representante social podría aportar indicios suficientes de la exis-
tencia de algún mecanismo para ocultar los bienes, así como la renuencia a dar infor-
mación a la autoridad, a permitir el acceso al inmueble, a ciertas partes de él, la 
existencia de evasivas, la declaración de hechos falsos, las anomalías en la información 
proporcionada o una concatenación de pruebas que demuestren o exhiban un modus 
operandi que no es acorde con el uso que se supone se le está dando al inmueble. Sin 
embargo, de ninguna manera puede ser suficiente para tener por acreditada la acción 
de extinción de dominio, el que un bien producto de alguno de los delitos a que se 
refiere el artículo 22 constitucional, haya pasado o estado momentáneamente en un 
inmueble. Máxime que la hipótesis a que se refiere el inciso b) de la fracción II de 
dicho precepto, parte de la premisa de que el inmueble de que se trata no es, ni ha 
sido, instrumento, objeto ni producto del delito.

Registro: 2008938 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 514, aislada, constitucional, 
civil.

1a. CXXXVII/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. los artíCulos 11 a 14 y 16 a 18 de la ley relativa para el 

distrito Federal, sobre la imposiCión de medidas Cautelares, no violan el artíCulo 22 
de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que hace a la materia 
de extinción de dominio, debe interpretarse en el sentido de que están prohibidos todos 
los actos confiscatorios, sin excepción, y que no debe considerarse como tal a la extin-
ción de dominio, mientras no sea inusitada, trascendental o desproporcionada. En ese 
sentido, es incorrecto sostener que las medidas cautelares previstas en la Ley de Ex-
tinción de Dominio para el Distrito Federal implican una extinción de dominio de facto 
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a y, por tanto, actos confiscatorios que vulneren el precepto constitucional citado, toda 
vez que las medidas cautelares son órdenes judiciales que no contienen una decisión 
jurisdiccional sustantiva, es decir, no constituyen, reconocen, ni extinguen derechos, 
sino que simplemente tienen por objeto conservar o asegurar la permanencia de una si-
tuación fáctica concreta, para salvaguardar la integridad de la litis, además, porque la 
esencia de las medidas cautelares corresponde a la de los actos de molestia y no a 
la de los privativos, lo cual significa que no disminuyen, menoscaban o suprimen de-
finitivamente un derecho del gobernado, sino que, pese a afectar su esfera jurídica, sólo 
restringen de forma provisional o preventiva un derecho con el objeto de proteger de-
terminados bienes jurídicos. De manera que el hecho de que esas medidas cautelares 
tienen como efecto suspender el ejercicio del dominio y la disposición de los bienes, 
no debe interpretarse en el sentido de que suprimen el derecho real de propiedad, sino 
que lo restringen provisionalmente, precisamente para prevenir que mediante algún 
acto de disposición se altere o destruya el objeto de la litis, pues ello afectaría las fi-
nalidades e, incluso, la existencia del procedimiento. Esto es, durante la imposición 
de estas medidas, el afectado sigue siendo titular del derecho sustantivo de propiedad, 
pero sobre éste, se crea un gravamen con efectos diferidos en el tiempo, que le impide 
su ejercicio pleno temporalmente. Ahora bien, pueden existir situaciones concretas en 
las que los efectos de una medida cautelar pudieran parecer, en la práctica, idénticos 
que los derivados de la propia extinción de dominio, por ejemplo, cuando el objeto del 
juicio es un bien consumible, o de tal naturaleza que si no se usa o administra de ma-
nera muy precisa, sufre un menoscabo en su valor o incluso puede perderse, o cuando, 
en términos de la legislación aplicable, la entidad en cuya custodia se encuentra el bien 
(Secretaría de Finanzas u Oficialía Mayor del Distrito Federal) deba disponer de éste 
en pública subasta, de inmediato o tras un corto lapso anterior a la resolución de la 
sentencia, en ciertos casos contemplados por la ley, que haga suponer que la simple 
desposesión o aseguramiento del bien, o la suspensión de actos de disposición, impli-
can fácticamente una desapropiación material. Sin embargo, ello no es así, pues aun 
cuando desde el punto de vista fáctico puede parecer que la ejecución de ciertas me-
didas cautelares equivale a la propia sustracción de bienes, jurídicamente ello no ocurre, 
porque si a resultas del juicio, el dueño conserva su derecho de propiedad, éste no se 
afecta en esencia por las medidas cautelares. Así, con base en ese derecho de propiedad 
incólume, el dueño podrá exigir la devolución del bien con sus frutos y accesorios, o el 
valor del bien y una indemnización por daños y perjuicios en caso de pérdida o menos-
cabo por dolo o negligencia de la entidad que mantuvo la cosa bajo su cuidado o ad-
ministración, o bien, el valor de adquisición del bien, con sus réditos, en caso de que 
éste se hubiere enajenado. Además, la Ley de Extinción de Dominio para el Distrito 
Federal no autoriza al juez para ordenar cualquier medida cautelar que solicite el Mi-
nisterio Público, mucho menos si, en términos del artículo 22 de la Constitución fede-
ral, se trata de una medida que deriva en un acto confiscatorio, ya que en cada caso en 
particular, el juzgador debe atender a las circunstancias especiales y emitir su decisión 
de forma fundada y motivada. Por tanto, no puede sostenerse que los artículos 11 a 14 
y 16 a 18 de la Ley de Extinción de Dominio para el Distrito Federal, que regulan el 
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II tema de las medidas cautelares, violan el artículo 22 constitucional, porque permitan 

la imposición de una medida cautelar confiscatoria.

Registro: 2008028 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo IV, p. 3038, 
aislada, común, penal.

I.6o.P.60 P (10a.)
suspensión de la visita de alguno de los Familiares a un interno en un reCluso-

rio. diCHa sanCión equivale a una pena trasCendental, proHibida por el artíCulo 22 
de la ConstituCión Federal, por tanto, la demanda de amparo en su Contra puede 
presentarse en Cualquier tiempo.

Si el acto reclamado lo es la sanción impuesta a un interno por el Consejo Técnico 
Interdisciplinario del reclusorio, consistente en suspender la visita de alguno de sus 
familiares (esposa), por infringir el reglamento interno (tratar de introducir un teléfono 
celular), este castigo equivale a una pena trascendental prohibida por el artículo 22 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque no sólo afecta al 
inculpado sino también a su familia; por tanto, la demanda de amparo que se promueva 
en su contra podrá presentarse en cualquier tiempo, conforme a la fracción IV del ar-
tículo 17 de la Ley de Amparo; máxime si la autoridad no expresó las razones particu-
lares y causas inmediatas para establecer que la visita del mencionado familiar repre-
sentaba un riesgo para la reincorporación a la sociedad del imputado o un peligro para 
la seguridad de la institución penitenciaria.

Registro: 2007342 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo I, p. 590, aislada, constitucio-
nal, penal.

1a. CCCIX/2014 (10a.)
proporCionalidad de las penas. sus diFerenCias Con el test de proporCionalidad 

en dereCHos Fundamentales.
El término “proporcionalidad” es ambiguo, ya que puede predicarse del test de 

proporcionalidad en materia de derechos fundamentales, o de las penas, en términos 
del artículo 22 constitucional. Así, en el primer caso, lo que se analiza es una relación 
entre principios, entendidos como mandatos de optimización que ordenan que algo 
debe realizarse en la mayor medida posible (de acuerdo con las posibilidades fácticas 
y normativas existentes). Los conflictos entre principios (o entre derechos así concebi-
dos) deben resolverse aplicando un test de proporcionalidad, que viene a ser una es-
pecie de meta-principio o, si se quiere, el principio último del ordenamiento jurídico. 
Ese principio consta, a su vez, de tres sub-principios: el de idoneidad, el de necesidad 
y el de proporcionalidad en sentido estricto o ponderación. Los dos primeros se refieren 
a la optimización en relación con las posibilidades fácticas. Significa que una medida, 
esto es, una ley o una sentencia, etcétera, que limita un derecho o un bien constitucio-
nal de considerable importancia para satisfacer otro, debe ser idónea para obtener esa 
finalidad y necesaria, o sea, no debe ocurrir que la misma finalidad pudiera alcanzarse 
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a con un costo menor. El tercer sub-principio, por el contrario, tiene que ver con la 
optimización en relación con las posibilidades normativas. En cambio, en el caso de 
la proporcionalidad de penas, regularmente se analiza una regla (el tipo penal de que 
se trate) frente a un principio constitucional (el principio de proporcionalidad estable-
cido en el artículo 22 constitucional), con la finalidad de determinar si aquélla —la 
regla— satisface o no la exigencia del principio constitucional; concretamente, si 
la pena es acorde o no en relación con el bien jurídico afectado. En estos casos, es 
posible adoptar cualquier metodología encaminada a la justificación exigida por el 
artículo 22, dejando fuera, naturalmente, un análisis de proporcionalidad en materia de 
derechos fundamentales, dado que en este tipo de casos no se está ante la colisión de dos 
principios.

Registro: 2007343 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo I, p. 591, aislada, constitucio-
nal, penal.

1a. CCCXI/2014 (10a.)
proporCionalidad de las penas y proporCionalidad en materia de dereCHos Fun-

damentales. la primera está relaCionada Con la penalidad en abstraCto, mientras 
que la segunda puede vinCularse Con la individualizaCión en el Caso ConCreto.

Para analizar el marco legal de las sanciones, de cara al contenido del artículo 22 
constitucional, debemos ubicarnos en lo que la dogmática jurídico penal llama “pena-
lidad”, “punibilidad”, “merecimiento”, “necesidad de la pena” o “pena abstracta”, y no 
en el ámbito de la individualización de la sanción, que se refiere propiamente a la pena 
que imponen los jueces en los casos concretos. La punibilidad o penalidad es la con-
minación de privación o restricción de bienes del autor del delito, formulada por el legis-
lador para la prevención general y determinada cualitativamente por la clase del bien 
tutelado y cuantitativamente por la magnitud del bien y del ataque a éste. El análisis 
de proporcionalidad que prescribe el artículo 22 constitucional está ligado precisamente 
a la obra legislativa, esto es, a determinar si el legislador diseñó la penalidad o puni-
bilidad de los delitos de manera coherente, tomando en consideración un orden o escala 
que garantice que las personas que sean condenadas por delitos similares, reciban 
sanciones de gravedad comparable, y que las personas condenadas por delitos de dis-
tinta gravedad sufran penas acordes con la propia graduación del marco legal. Este 
principio se transgrede o infringe cuando la obra legislativa dispone, de forma marca-
damente desigual, distintas penalidades para dos conductas que son igualmente repro-
chables. Por el contrario, el análisis de proporcionalidad en materia de derechos fun-
damentales podría tener lugar en un ámbito muy distinto: el de las reglas relativas a 
la individualización de la sanción, que lleva a cabo el juzgador. Cuando un juzgador 
va a determinar la sanción penal concreta en un caso determinado, es decir, cuando va 
a decidir cuál es la pena específica entre el máximo y el mínimo establecido en la 
penalidad, entonces podría eventualmente aplicar un test de proporcionalidad.

Amparo directo en revisión 85/2014. 4 de junio de 2014. Unanimidad de cuatro 
votos de los ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
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II Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara 
Chagoyán.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de septiembre de 2014 a las 9:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.

Artículo 23

Registro: 2009462 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 589, aislada, constitucional, 
penal.

1a. CCXVIII/2015 (10a.)
in dubio pro reo. el ConCepto de “duda” asoCiado a este prinCipio no debe en-

tenderse Como la Falta de ConviCCión o la indeterminaCión del ánimo o pensamiento 
del Juzgador.

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el citado principio 
forma parte del derecho fundamental a la presunción de inocencia en su vertiente de 
estándar de prueba. Ahora bien, el concepto de “duda” asociado al principio in dubio 
pro reo no debe interpretarse en clave psicológica, es decir, como la “falta de convic-
ción” o la “indeterminación del ánimo o del pensamiento” del juez, toda vez que sería 
una interpretación contraria a un entendimiento garantista de la presunción de inocen-
cia. En efecto, asumir que la “duda” hace referencia al “estado psicológico” que las 
pruebas practicadas en el proceso pueden suscitar en el juez es algo propio de las con-
cepciones que utilizan la idea de “íntima convicción” como estándar de prueba. Estas 
concepciones subjetivistas de la prueba no sólo impiden establecer objetivamente cuándo 
existe evidencia suficiente para tener por acreditada una hipótesis probatoria, sino que 
además resultan incompatibles con los principios que rigen la valoración racional de 
los medios de prueba. Cuando una condena se condiciona a los “estados de convicción 
íntima” que pueda llegar a tener un juez en relación con la existencia del delito y/o la 
responsabilidad del imputado, se abre la puerta a la irracionalidad porque esos estados 
de convicción pueden emerger en el juzgador sin que haya una conexión entre éstos y 
la evidencia disponible.

Registro: 2009463 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 589, aislada, constitucional, penal.

1a. CCXIX/2015 (10a.)
in dubio pro reo. interpretaCión del ConCepto de “duda” asoCiado a este prinCipio.
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el citado prin-

cipio forma parte del derecho fundamental a la presunción de inocencia en su vertiente 
de estándar de prueba. Ahora bien, el concepto de “duda” implícito en el principio in 
dubio pro reo debe entenderse como la existencia de incertidumbre racional sobre la 
verdad de la hipótesis de la acusación, incertidumbre que no sólo está determinada por 
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a el grado de confirmación de esa hipótesis, sino también eventualmente por el grado de 
confirmación de la hipótesis de la defensa, en el supuesto de que existan pruebas 
de descargo que la apoyen. De esta forma, cuando la hipótesis de la defensa es total o 
tendencialmente incompatible con la hipótesis de la acusación, el hecho de que aquélla 
se encuentre confirmada por las pruebas disponibles genera una incertidumbre racional 
sobre la verdad de la hipótesis que sustenta el Ministerio Público, lo que se traduce 
en la existencia de una duda razonable sobre la culpabilidad del imputado. En este 
orden de ideas, entender la “duda” a la que alude el principio in dubio pro reo como 
incertidumbre racional sobre la verdad de la hipótesis de la acusación, no sólo exige 
abandonar la idea de que para determinar si se actualiza una duda absolutoria el juez 
requiere hacer una introspección para sondar la intensidad de su convicción, sino 
también asumir que la duda sólo puede surgir del análisis de las pruebas disponibles. 
En consecuencia, la satisfacción del estándar de prueba no depende de la existencia 
de una creencia subjetiva del juez que esté libre de dudas, sino de la ausencia dentro del 
conjunto del material probatorio de elementos que justifiquen la existencia de una duda.

Registro: 2009464 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 590, aislada, constitucional, 
común, penal.

1a. CCXX/2015 (10a.)
in dubio pro reo. obligaCiones que estableCe este prinCipio a los JueCes de amparo.
La presunción de inocencia es un derecho fundamental de observancia obligatoria 

para todas las autoridades jurisdiccionales del país en el marco de cualquier proceso 
penal, por lo que es indiscutible que los tribunales de amparo deben protegerlo en 
caso de que los tribunales de instancia no lo respeten. Ahora bien, esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha establecido que el principio in dubio pro reo forma parte de 
dicho derecho fundamental en su vertiente de estándar de prueba. De esta manera, si 
se asume que la “duda” a la que alude el citado principio hace referencia a la incerti-
dumbre racional sobre la verdad de la hipótesis de la acusación, es perfectamente po sible 
que para determinar si un tribunal de instancia vulneró la presunción de inocencia, los 
tribunales de amparo verifiquen si en un caso concreto existían elementos de prueba 
para considerar que se había actualizado una duda razonable. En este sentido, la pre-
sunción de inocencia, y específicamente el principio in dubio pro reo, no exigen a los 
tribunales de amparo conocer los estados mentales de los jueces de instancia, ni anali-
zar la motivación de la sentencia para determinar si se puso de manifiesto una duda 
sobre la existencia del delito y/o la responsabilidad del acusado. Cuando se alega una 
violación al in dubio pro reo o la actualización de una duda absolutoria, la presunción 
de inocencia impone a los tribunales de amparo el deber de analizar el material pro-
batorio valorado por los tribunales de instancia para cerciorarse que de éste no se 
desprende una duda razonable sobre la culpabilidad del acusado. Si esto es así, lo 
relevante no es que se haya suscitado la duda, sino la existencia en las pruebas de 
condiciones que justifican una duda. En otras palabras, lo importante no es que la duda 
se presente de hecho en el juzgador, sino que la duda haya debido suscitarse a la luz 
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II de la evidencia disponible. Así, la obligación que impone el derecho a la presunción de 

inocencia a un tribunal de amparo en estos casos consiste en verificar si, a la luz del 
material probatorio que obra en la causa, el tribunal de instancia tenía que haber dudado 
de la culpabilidad del acusado, al existir evidencia que permita justificar la existen-
cia de una incertidumbre racional sobre la verdad de la hipótesis de la acusación, ya 
sea porque ésta no se encuentre suficientemente confirmada o porque la hipótesis de 
inocencia planteada por la defensa esté corroborada.

Registro: 2009467 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 594, aislada, constitucional, 
penal. 

1a. CCXXI/2015 (10a.)
presunCión de inoCenCia. situaCiones en las que las pruebas de desCargo pueden 

dar lugar a una duda razonable.
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que en un escenario 

probatorio en el que coexisten pruebas de cargo y de descargo no puede evaluarse si 
la hipótesis de la acusación está suficientemente probada únicamente a partir de la 
valoración de las pruebas de cargo. En todo caso, deben analizarse conjuntamente los 
niveles de confirmación tanto de la hipótesis de culpabilidad propuesta por la acusación 
como de la hipótesis de la defensa. Ahora bien, no debe perderse de vista que la “duda 
razonable” puede presentarse al menos en dos situaciones relacionadas con la existen-
cia de pruebas de descargo: (i) cuando éstas confirman la hipótesis de la defensa, de 
tal manera que ellas acreditan una hipótesis total o parcialmente incompatible con la 
hipótesis de la acusación; y (ii) cuando a través de esas pruebas se cuestiona la credi-
bilidad de las pruebas de cargo que sustentan la hipótesis de la acusación. En ambos 
casos se presenta una duda razonable porque las pruebas de descargo dan lugar a la 
existencia de una incertidumbre racional sobre la verdad de la hipótesis de la acusación.

Registro: 2004629 | Décima Época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XXV, octubre de 2013, Tomo 2, p. 1303, aislada, cons-
titucional, administrativa. 

2a. XCV/2013 (10a.)
absoluCión de la instanCia prevista en el artíCulo 23, in fine, de la ConstituCión 

polítiCa de los estados unidos meXiCanos. su naturaleza, eFeCtos y apliCaCión se 
Contraen a la materia penal.

Del principio non bis in idem previsto en el precepto citado, el cual dispone que 
no es lícito juzgar dos veces a alguien por el mismo delito y proscribir la absolución 
temporal del reo en una causa criminal cuando los elementos probatorios aportados 
durante el juicio resultaron insuficientes para acreditar su culpabilidad y dejar abierto 
el proceso en posterga de su resolución definitiva, deriva, además del significado lite-
ral o gramatical del enunciado en análisis, que el precepto en estudio regula expresa 
y concretamente cuestiones inherentes al juicio criminal, que constituye la materia 
penal; lo cual lleva a establecer que la absolución de la instancia a que se contrae tiene 
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a naturaleza penal y sus efectos inherentes al juicio criminal; que de suyo son diversos 
a la determinación de absolver a una de las partes en un juicio agrario, donde no cabe 
de ninguna manera la aplicación de absolver de la instancia.

Registro: 2002971 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 358, aislada, común. 

P. XVI/2013 (10a.)
amparo direCto en materia penal. sus eFeCtos Cuando se ConCede por inCompe-

tenCia por razón de Fuero del Juez de primera instanCia.
En el supuesto referido debe concederse el amparo para el efecto de que el tribu-

nal de segunda instancia deje insubsistente la sentencia reclamada y emita una nueva 
en la que revoque la resolución de primer grado y ordene al juez de primera instancia 
reponer el procedimiento a partir del auto de formal prisión y declararse incompetente 
para conocer de la causa penal respectiva, debiendo remitir inmediatamente las cons-
tancias que integran el proceso al juez de Distrito correspondiente, quien en su carácter 
de autoridad responsable sustituta, una vez asumida su competencia, dentro del plazo 
establecido en el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, debe dejar insubsistente el auto de formal prisión y, con plenitud de jurisdicción, 
resolver la situación jurídica del procesado, sin que la reposición del procedimiento 
por haberse advertido una violación trascendente al resultado del fallo condenatorio, 
el cual, por consecuencia, resulta nulo de pleno derecho, implique el desconocimiento 
del derecho a no padecer un doble juicio por el mismo delito, ya sea que se absuelva 
o se condene, del que disfruta el quejoso conforme al artículo 23 de la Constitución 
General de la República, lo que se conoce como principio non bis in idem en materia 
penal, ya que si este precepto constitucional proscribe ser juzgado dos veces por el 
mismo delito, ello significa que el enjuiciado no debe ser sometido a una doble senten-
cia ejecutoriada, esto es, con la calidad de cosa juzgada, lo que no ocurre cuando no 
se ha dictado una sentencia definitiva incontrovertible en el proceso penal de que se 
trata, como lo determinó la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en las tesis de rubros: “non bis in idem, violaCión no ConFigurada al prinCipio de, en 
Caso de inCompetenCia” y “non bis in idem, inoperanCia del prinCipio de, Cuando el 
tribunal que ConoCe en primer término es inCompetente”.

Artículo 25

Registro: 2007975 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo I, p. 709, aislada, constitucio-
nal, administrativa.

1a. CCCLXXXIX/2014 (10a.)
CondonaCión de deudas tributarias. Constituye un beneFiCio otorgado volun-

tariamente por el legislador, por lo que no es eXigible al estado desde el punto 
de vista del prinCipio de generalidad tributaria.
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II Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que 

el Estado tiene a su cargo la rectoría económica y el desarrollo nacional, el cual deberá 
ser integral y sustentable, y que uno de los instrumentos de política financiera, eco-
nómica y social lo constituyen las disposiciones que plasman la política fiscal en una 
época determinada, las cuales podrán hacerse patentes en cualquiera de los elementos 
del diseño impositivo, o bien, en la extinción de la obligación tributaria; en este último 
supuesto se tiene el establecimiento de beneficios como la condonación, la cual implica 
el perdón o la remisión de una deuda, esto es, una renuncia al cobro por parte del 
acreedor. Ahora bien, dicha figura se identifica como un beneficio fiscal concedido por 
el Estado a través de un acto voluntario, esencialmente unilateral, excepcional y dis-
crecional, por virtud del cual se exime al deudor del pago de la carga tributaria, lo que 
necesariamente debe responder a criterios de conveniencia o política económica, con-
forme a los artículos 25 y 73, fracciones VII y XXX, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. De ahí que no sea dable exigir su establecimiento coacti-
vamente por los sujetos pasivos de la carga tributaria pues, por regla general, responde 
a cuestiones de política fiscal; en otras palabras, los contribuyentes no tienen un de-
recho a recibir condonaciones, en razón del lugar que la Constitución otorga al princi-
pio de generalidad tributaria. Lo anterior obliga a enfatizar que no existe un derecho 
constitucionalmente tutelado a la condonación, en tanto que todos están obligados 
a contribuir al sostenimiento del gasto público.

Registro: 2007731 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo I, p. 602, aislada, constitucional. 

1a. CCCLIV/2014 (10a.)
dignidad Humana. Constituye una norma JurídiCa que Consagra un dereCHo Fun-

damental a Favor de las personas y no una simple deClaraCión étiCa.
La dignidad humana no se identifica ni se confunde con un precepto meramente 

moral sino que se proyecta en nuestro ordenamiento como un bien jurídico circunstan-
cial al ser humano, merecedor de la más amplia protección jurídica, reconocido actual-
mente en los artículos 1º, último párrafo; 2º, apartado A, fracción II; 3º, fracción II, 
inciso c); y 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En efecto, 
el Pleno de esta Suprema Corte ha sostenido que la dignidad humana funge como un 
principio jurídico que permea en todo el ordenamiento, pero también como un derecho 
fundamental que debe ser respetado en todo caso, cuya importancia resalta al ser la base 
y condición para el disfrute de los demás derechos y el desarrollo integral de la perso-
nalidad. Así las cosas, la dignidad humana no es una simple declaración ética, sino 
que se trata de una norma jurídica que consagra un derecho fundamental a favor de la 
persona y por el cual se establece el mandato constitucional a todas las autoridades, e 
incluso particulares, de respetar y proteger la dignidad de todo individuo, entendida 
ésta —en su núcleo más esencial— como el interés inherente a toda persona, por el 
mero hecho de serlo, a ser tratada como tal y no como un objeto, a no ser humillada, 
degradada, envilecida o cosificada.
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a Registro: 2007408 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo I, p. 574, aislada, constitucional. 

1a. CCCXVII/2014 (10a.)
estado regulador. parámetro ConstituCional para determinar la validez de sus 

sanCiones.
Existe un ámbito en donde el Estado vigila la desviación de la conducta prescrita 

jurídicamente no sólo en su calidad de Estado policía o vigilante, sino en su papel de 
Estado regulador, esto es, en ejercicio de su facultad constitucional de planificación 
de actividades económicas, sociales y culturales, para la realización de ciertos fines, que 
no podrían cumplirse si se dejaran al libre intercambio de las personas, a quienes, 
por tanto, no se les concibe como sujetos pasivos de una potestad coactiva, sino como 
sujetos participantes y activos de un cierto sector o mercado regulado. Así, esta nota 
planificadora o reguladora ha marcado el tránsito de un modelo de Estado de Derecho, 
en donde el Estado tenía una función subsidiaria y secundaria para intervenir en caso 
de una ruptura del orden público, al estado social de derecho, en donde el Estado tiene 
una función central de rectoría económica, cuyo fundamento se encuentra conjunta y 
principalmente en los artículos 25 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Ahora bien, debe destacarse que las sanciones impuestas en este sector 
presuponen un contexto diferenciado, en el que los particulares se ubican como sujetos 
activos y participantes de ciertos mercados, o como prestadores de un servicio conce-
sionado o permisionarios para la explotación de un bien público, por lo que su conducta 
está regulada por normas, que si bien tienen como marco una ley que establece las líneas 
regulativas principales, también se integra por una pluralidad de instrumentos norma-
tivos, como son reglamentos, normas oficiales mexicanas u otras de naturaleza admi-
nistrativa, que son requeridas por la regulación especializada técnica y flexible para la 
realización de ciertos fines de políticas públicas, establecidos en la Constitución o en 
las leyes las que, en contrapartida, se han de desarrollar por órganos administrativos 
igualmente especializados y técnicos. De ahí que el modelo de Estado regulador supone 
un compromiso entre principios: el de legalidad, el cual requiere que la fuente legisla-
tiva, con legitimidad democrática, sea la sede de las decisiones públicas desde donde 
se realice la rectoría económica del Estado, y los principios de eficiencia y planificación 
que requieren que los órganos expertos y técnicos sean los que conduzcan esos princi-
pios de política pública a una realización óptima, mediante la emisión de normas opera-
tivas que no podrían haberse previsto por el legislador, o bien, estarían en un riesgo 
constante de quedar obsoletas, pues los cambios en los sectores tecnificados obligaría 
a una adaptación incesante poco propicia para el proceso legislativo y más apropiado 
para los procedimientos administrativos.
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Registro: 2008016 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo IV, 
p. 2939, aislada, administrativa. 

XXVII.3o.9 A (10a.)
eXpropiaCión. los partiCulares no están legitimados para eXigir la apertura 

del proCedimiento relativo Contra sus bienes, Cuando estimen que éstos Han sido 
obJeto de alguna perturbaCión u oCupaCión estatal inJustiFiCada.

El artículo 27, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece que las expropiaciones sólo podrán decretarse por causa de uti-
lidad pública y mediante indemnización. Este precepto contiene tanto garantías de 
protección del derecho humano de propiedad como una facultad soberana del Estado. 
En el primer aspecto, la norma establece límites para la autoridad, pues le impide 
apropiarse de los bienes de particulares, salvo que lo exija la utilidad pública y mediante 
una justa retribución. Correlativamente, dicho numeral contiene una facultad de sobe-
ranía nacional, en cuya virtud la administración pública puede privar al gobernado de 
un bien, discrecional y unilateralmente, siempre que satisfaga las garantías menciona-
das. En este contexto, el precepto citado no legitima a los particulares para exigir la 
apertura del procedimiento de expropiación de sus bienes, cuando estimen que éstos 
han sido objeto de alguna perturbación u ocupación estatal injustificadas, pues sólo les 
permite combatir la expropiación que estimen contraria a las garantías de utilidad 
pública y justa indemnización, o bien, oponerse a la usurpación estatal de bienes no 
expropiados. En congruencia con lo anterior, los artículos 1º a 5º, 7º, 8º y 11 de la Ley 
de Expropiación tampoco facultan al propietario para solicitar la apertura de un pro-
cedimiento expropiatorio en su contra, sino que sólo admiten su intervención una vez que 
éste ha iniciado, a fin de escucharlo previamente a que se decrete el acto de privación 
(tratándose de las causas de utilidad pública previstas en las fracciones I a IV, VII, 
VIII, IX, XI y XII del artículo 1º de la mencionada ley). De ahí que el procedimiento 
expropiatorio únicamente pueda instruirse por la voluntad imperativa del Estado, y no 
con base en la voluntad del propietario que, por cualquier motivo, pretenda la enaje-
nación pública de sus bienes.

Registro: 2007058 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 9, agosto de 2014, Tomo I, p. 529, aislada, constitucional, 
administrativa.

1a. CCLXXXVIII/2014 (10a.)
eXpropiaCión. la Causa de utilidad públiCa y la indemnizaCión relativa son ga-

rantías de proteCCión del dereCHo de propiedad (interpretaCión de los artíCulos 
27, párraFo segundo de la ConstituCión Federal y 21.2 de la ConvenCión ameriCana 
sobre dereCHos Humanos).

El artículo 27, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos determina que las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad 



Tesis de Jurisprudencia en materia constitucional | 209

In
te

rp
re

ta
ció

n 
de

l P
od

er
 Ju

di
cia

l d
e 

la 
Fe

de
ra

ció
n 

| 
Dé

cim
a 

ép
oc

a pública y mediante indemnización. Por su parte, el artículo 21.2 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos establece que ninguna persona puede ser privada de 
sus bienes, excepto mediante el pago de una indemnización justa, por razones de uti-
lidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la 
ley. En dichos términos, la afectación a la propiedad privada, por parte del Estado, es 
constitucionalmente posible al reconocerse la figura de la expropiación. No obstante, 
dicho acto implica la afectación del derecho de propiedad, el cual no puede ser arbi-
trario porque, en el caso contrario, el derecho de propiedad no tendría vigencia real. 
Es decir, el titular de la propiedad no puede considerar protegido su bien si el Estado 
tuviera la posibilidad de afectarlo sin estar sujeto a restricciones que autoricen su 
actuación. Por ello, si la propiedad privada se encuentra protegida frente al interés de 
expropiación por parte del Estado, se debe a que la actuación de este último está sujeta 
a dos elementos que le exigen ejercer la afectación sólo cuando existe justificación y 
se realice una reparación al titular de la propiedad privada. Es decir, la causa de uti-
lidad pública y la indemnización no son derechos humanos sino garantías de protección 
del derecho humano a la propiedad privada, frente al interés de expropiación por 
parte del Estado.

Registro: 2005811 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 551, aislada, constitucional, 
civil.

1a. LXXXI/2014 (10a.)
propiedad privada en materia de medio ambiente. el análisis de razonabilidad 

que realiCe el Juzgador, sólo requiere de una motivaCión ordinaria.
De los artículos 4º, 27 y 73, fracción XXIX-G, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, deriva la facultad constitucional directa de los órganos es-
tatales competentes de establecer modalidades a la propiedad, a fin de garantizar el 
derecho a un medio ambiente sano, en atención a las necesidades del interés público. 
Así, considerando que el legislador está constitucionalmente facultado para imponer 
las modalidades al uso de la propiedad que estime convenientes y que la protección 
del medio ambiente es una finalidad constitucionalmente legítima, el análisis de razo-
nabilidad que realice el juzgador a las modalidades que se impongan a la propiedad 
privada a fin de preservar y mantener el medio ambiente —en función del fin buscado, la 
necesidad y proporcionalidad de la medida—, sólo requiere de una motivación ordinaria.

Registro: 2005812 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 552, aislada, constitucional, 
civil.

1a. LXXX/2014 (10a.)
propiedad privada en materia de medio ambiente. estándar de esCrutinio Cons-

tituCional Cuando se impugnen normas que impongan modalidades al uso de aquélla.
El artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos prevé que la nación mantiene en todo tiempo el “derecho” —entendido 
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II como competencia o facultad— de imponer las modalidades a la propiedad privada 

que dicte el interés público, así como establecer la regulación para el aprovechamiento 
de recursos naturales susceptibles de apropiación para el beneficio social. Ahora bien, 
dicha facultad puede comprender las modalidades al uso de la propiedad en beneficio 
social y con base en el interés público, las cuales deben ser justificadas razonablemente 
y, al aplicarse, el acto debe estar suficientemente fundado y motivado. Así, cuando los 
ciudadanos impugnan normas que impongan modalidades al uso de la propiedad pri-
vada, el estándar de escrutinio constitucional se da por la “razonabilidad” de la medida, 
en función del fin buscado, su necesidad y proporcionalidad, pues sólo así es posible 
evitar que existan actos regulatorios arbitrarios y se respete, simultáneamente, la rea-
lización de los fines legítimos buscados con el modelo regulatorio que adopta nuestra 
Constitución federal.

Registro: 2005813 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 552, aislada, constitucional, 
civil.

1a. LXXVII/2014 (10a.)
propiedad privada en materia de medio ambiente. sus modalidades.
El artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos prevé que la nación mantiene en todo tiempo el “derecho” —entendido 
como competencia o facultad— de imponer las modalidades a la propiedad privada 
que dicte el interés público, así como establecer la regulación para el aprovechamiento 
de recursos naturales susceptibles de apropiación para el beneficio social, regulando 
las condiciones poblacionales, de asentamientos humanos, administración de tierras, 
aguas y bosques, la planeación de centros de población y, de conformidad con el artículo 
73, fracción XXIX-G, constitucional, preservar y restaurar el equilibrio ecológico. Ahora 
bien, dicha determinación tiene su parte correlativa en el catálogo de derechos esta-
blecido en el artículo 4º, párrafo quinto, de la propia Constitución, que prevé el “de-
recho a un medio ambiente sano” y la “obligación del Estado de garantizarlo”, los 
cuales tienen que ser leídos no solamente en las varias expresiones de la facultad de 
protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico, sino 
principalmente desde la facultad constitucional directa que establece el interés público 
directo y permite establecer modalidades a la propiedad, sin que esto se convierta 
en su expropiación o confiscación. Así, las referidas modalidades que pueden impo-
nerse al derecho de propiedad siempre que estén debidamente fundadas y motivadas 
y se consideren razonables y proporcionales, constituyen restricciones que no implican 
su privación o una expropiación, al ser simplemente limitantes a su ejercicio que no 
significan su anulación.
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a Artículo 28

Registro: 2009506 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo III, p. 1969, 
aislada, administrativa. 

I.1o.A.104 A (10a.)
ConCesión administrativa. su obJetivo Fundamental es la satisFaCCión del interés 

soCial.
La concesión se define como aquella institución del derecho administrativo que 

surge como consecuencia de que el Estado, por razones de oportunidad, mérito o con-
veniencia, en forma temporal, no pueda o no esté interesado en cumplir directamente 
determinadas tareas públicas, con lo que se abre la posibilidad de encomendar a los 
particulares su realización, quienes acuden al llamado, por lo general, en atención a 
un interés de tipo económico. Así, del artículo 28, párrafo décimo primero, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se regula la citada institu-
ción jurídica, se desprende que su objetivo fundamental consiste en satisfacer el inte-
rés social, dejando en segundo plano el interés particular del concesionario, tomando 
en cuenta que en dicha disposición se hace depender el otorgamiento de las concesio-
nes al hecho de que se trate de casos de interés general y vincula a las leyes secunda-
rias a establecer las modalidades y condiciones a través de las cuales se garantice la 
eficacia en la prestación de los servicios públicos, la utilización social de los bienes 
del dominio de la Federación, y la preservación del interés público, lo que efectivamente 
evidencia la intención del legislador de hacer prevalecer el interés social sobre el 
particular.

Registro: 2008636 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 1094, aislada, constitucional. 

1a. XCVII/2015 (10a.)
Consumidor. el dereCHo a su proteCCión tiene rango ConstituCional.
Tras la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publi-

cada en el Diario Oficial de la Federación el 3 de febrero de 1983, el Constituyente 
Permanente elevó a rango constitucional el derecho de protección al consumidor, y 
desde entonces prevé un mandato para que el legislador establezca reglas de protección 
al consumidor y reconoce el derecho de organización de los consumidores para la 
mejor defensa de sus intereses, lo cual responde a la situación de desventaja en que 
se encuentran como individuos aislados frente a los actores con los que interactúan 
en la dinámica del mercado, y al hecho de que existen derechos de los consumidores 
que, cuando son objeto de violación en masa o en grupo, adquieren mayor relevancia 
que lo que puedan representar las repetidas instancias de violación individual. En ese 
sentido, la Ley Federal de Protección al Consumidor da contenido al derecho social 
previsto en el artículo 28 constitucional, ya que en aquélla se atribuyeron a la Procu-
raduría Federal del Consumidor las facultades que se consideraron necesarias para que 
la protección del derecho de los consumidores sea eficaz y se establecieron los meca-
nismos para realizar dicha protección.
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II Amparo directo 14/2009. Corporación Técnica de Urbanismo, S.A. de C.V. 26 de 

mayo de 2010. Cinco votos de los ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Francisca María 
Pou Giménez y Fernando A. Casasola Mendoza.

Registro: 2008650 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 1109, aislada, constitucional, 
administrativa. 

1a. CIII/2015 (10a.)
proteCCión al Consumidor. régimen JurídiCo singular que regula a la ley Fede-

ral relativa.
El artículo 28, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, prevé el derecho de protección a los intereses del consumidor, cuyo objeto 
es contrarrestar las asimetrías que puedan presentarse entre las partes de una relación 
de consumo, y proporciona a aquél los medios y la protección legal necesarios para 
propiciar su organización y procurar el mejor cuidado de sus intereses ante posibles 
situaciones desventajosas. Así, la Ley Federal de Protección al Consumidor recoge 
preceptos de la legislación civil y mercantil y los replantea con base en los principios 
establecidos en su artículo 1º, a saber: a) la protección de la vida, de la salud y la 
seguridad del consumidor; b) la divulgación de información sobre el consumo adecuado; 
c) la efectiva prevención y reparación de los daños patrimoniales y morales, individua-
les o colectivos; d) la protección jurídica efectiva y accesible de los derechos del 
consumidor por medio de diversas vías; y, e) la protección contra la publicidad engañosa 
y abusiva, los métodos comerciales desleales y las prácticas y cláusulas abusivas. 
Además, dicha disposición establece que las normas que integran el ordenamiento refe-
rido son de orden público e interés social, por lo que son irrenunciables y contra su 
observancia no pueden alegarse costumbres, usos, prácticas o estipulaciones en con-
trario. De lo anterior deriva que, a la Ley Federal de Protección al Consumidor la regula 
un régimen jurídico singular que contiene disposiciones que constituyen excepciones 
a las reglas generales establecidas en la legislación civil y mercantil, orientadas por 
los principios tendientes a proteger al consumidor; de ahí que deben interpretarse de 
forma restrictiva y sólo deben ser aplicables a las relaciones jurídicas sustentadas en 
una relación de consumo.

Registro: 2007408 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo I, p. 574, aislada, constitucional. 

1a. CCCXVII/2014 (10a.)
estado regulador. parámetro ConstituCional para determinar la validez de sus 

sanCiones.
Existe un ámbito en donde el Estado vigila la desviación de la conducta prescrita 

jurídicamente no sólo en su calidad de Estado policía o vigilante, sino en su papel de 
Estado regulador, esto es, en ejercicio de su facultad constitucional de planificación 
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a de actividades económicas, sociales y culturales, para la realización de ciertos fines, 
que no podrían cumplirse si se dejaran al libre intercambio de las personas, a quienes, por 
tanto, no se les concibe como sujetos pasivos de una potestad coactiva, sino como su-
jetos participantes y activos de un cierto sector o mercado regulado. Así, esta nota 
planificadora o reguladora ha marcado el tránsito de un modelo de estado de derecho, 
en donde el Estado tenía una función subsidiaria y secundaria para intervenir en caso 
de una ruptura del orden público, al estado social de derecho, en donde el Estado tiene 
una función central de rectoría económica, cuyo fundamento se encuentra conjunta y 
principalmente en los artículos 25 y 28 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Ahora bien, debe destacarse que las sanciones impuestas en este 
sector presuponen un contexto diferenciado, en el que los particulares se ubican como 
sujetos activos y participantes de ciertos mercados, o como prestadores de un servicio 
concesionado o permisionarios para la explotación de un bien público, por lo que 
su conducta está regulada por normas, que si bien tienen como marco una ley que esta-
blece las líneas regulativas principales, también se integra por una pluralidad de ins-
trumentos normativos, como son reglamentos, normas oficiales mexicanas u otras de 
naturaleza administrativa, que son requeridas por la regulación especializada técnica 
y flexible para la realización de ciertos fines de políticas públicas, establecidos en la 
Constitución o en las leyes las que, en contrapartida, se han de desarrollar por órganos 
administrativos igualmente especializados y técnicos. De ahí que el modelo de Estado 
regulador supone un compromiso entre principios: el de legalidad, el cual requiere que 
la fuente legislativa, con legitimidad democrática, sea la sede de las decisiones públicas 
desde donde se realice la rectoría económica del Estado, y los principios de eficiencia 
y planificación que requieren que los órganos expertos y técnicos sean los que conduz-
can esos principios de política pública a una realización óptima, mediante la emisión 
de normas operativas que no podrían haberse previsto por el legislador, o bien, estarían 
en un riesgo constante de quedar obsoletas, pues los cambios en los sectores tecnifi-
cados obligaría a una adaptación incesante poco propicia para el proceso legislativo y 
más apropiado para los procedimientos administrativos.

Artículo 30

Registro: 2007987 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo I, p. 724, aislada, constitucional, 
penal.

1a. CDIII/2014 (10a.)
notiFiCaCión, ContaCto y asistenCia Consular. no puede HaCerse distinCión 

alguna en el reConoCimiento de este dereCHo a las personas meXiCanas detenidas 
que tengan doble o múltiple naCionalidad.

No puede hacerse distinción alguna en el reconocimiento del derecho a la notifica-
ción, contacto y asistencia consular cuando la persona detenida, además de ser nacio-
nal de un Estado extranjero, sea nacional del Estado receptor (en este caso, mexicana). 
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II Dicha decisión es consistente con el desarrollo del derecho internacional de los dere-

chos humanos, que otorga protección legal a las personas, incluso ante un país en el 
que también son nacionales. Además, la doble o múltiple nacionalidad, reconocida en 
los artículos 30 y 32 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no 
puede verse como si fuera contraria al derecho humano a la notificación, contacto y 
asistencia consular, sino, por el contrario, como una prerrogativa compatible con ese 
derecho. Consecuentemente, el derecho humano de referencia no puede quedar des-
plazado por el hecho que una persona tenga, además de una nacionalidad extranjera, 
la mexicana. Entender dicho derecho humano como algo desplazable o eliminable por 
otra condición protectora es incompatible con el principio pro persona reconocido en 
el artículo 1º constitucional.

Registro: 2004940 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 2, 
p. 1369, aislada, constitucional, administrativa.

I.1o.A.24 A (10a.)
naCionalidad meXiCana por naCimiento. tienen dereCHo a ella quienes Hubieran 

naCido en el eXtranJero y al menos uno de sus padres también Hubiera naCido en el 
eXtranJero, pero tenga reConoCida esa naCionalidad.

El artículo 30, inciso A), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, establece que corresponde la nacionalidad mexicana por nacimiento a quienes 
nazcan en territorio nacional, en alguna embarcación o aeronave mexicana, o bien, en 
territorio extranjero y al menos uno de sus padres sea mexicano nacido en territorio 
nacional o naturalizado. Dicho precepto no comprende expresamente el caso de quie-
nes, habiendo nacido en el extranjero, al menos uno de sus padres también haya nacido 
fuera de México, pero tenga reconocida la nacionalidad mexicana por nacimiento; sin 
embargo, si conforme a lo previsto por la fracción III de la mencionada hipótesis cons-
titucional, son mexicanos por nacimiento las personas nacidas en el extranjero, de 
quienes al menos uno de sus padres sea mexicano por naturalización, es correcto 
asumir, por mayoría de razón, que dicha regla debe hacerse extensiva a los nacidos en 
el extranjero cuyos padres hayan nacido también en el extranjero y al menos uno tenga 
reconocida la nacionalidad mexicana por nacimiento.

Registro: 2002717 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 1, p. 196, jurisprudencia, constitucional. 

P./J. 5/2013 (10a.)
Cargos de eleCCión popular en los estados. Corresponde a los Congresos loCales 

legislar sobre los requisitos que deben satisFaCer quienes pretendan aCCeder a 
aquéllos.

Los artículos 30, apartado A), 32, párrafo segundo, 115 y 116 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos constituyen las bases constitucionales a las 
que habrán de sujetarse las Constituciones de los Estados tratándose de la elección de 
gobernadores, miembros de las Legislaturas Locales e integrantes de los Ayuntamientos, 
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a por virtud del principio de supremacía constitucional establecido en el artículo 133 de 
la Norma Fundamental. Así, para ocupar el cargo de gobernador se establecen ciertos 
requisitos esenciales a los que queda constreñida la legislación local (artículo 116, 
fracción I), mientras que, tratándose de los miembros de las legislaturas locales e in-
tegrantes de los ayuntamientos, la libertad de configuración normativa de los legisla-
dores locales es mayor, en la medida en que la Constitución General de la República 
sólo establece algunos lineamientos mínimos para su elección, mas no los requisitos y 
calidades que deben cubrir. Por tanto, los requisitos que deben satisfacer quienes pre-
tendan acceder a un cargo de elección popular en los estados de la República, tales 
como diputados o miembros de los ayuntamientos, constituyen un aspecto que está 
dentro del ámbito de la libertad de configuración de los legisladores locales y, en ese 
sentido, es válido que las constituciones y leyes de los estados establezcan requisitos 
variados y diferentes.

Registro: 2002574 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3, p. 2098, 
aislada, constitucional, común.

III.3o.T.3 K (10a.)
meXiCanos por naturalizaCión. si la Junta les impide absolver posiCiones en la 

prueba ConFesional a su Cargo por Considerar, a priori, que desConoCen el idioma 
español, transgrede su dereCHo de aCCeso eFeCtivo a la JustiCia.

De conformidad con el artículo 30, apartado B, fracción I, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, son mexicanos por naturalización los extran-
jeros que obtengan de la Secretaría de Relaciones Exteriores la carta de naturalización. 
Ahora bien, el Estado tiene la potestad para asegurar que las personas que la solicitan 
cumplan con las disposiciones legales aplicables, conforme al artículo 28, fracción VII, 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en relación con los numera-
les 1º, 2º, fracción III, 3º, fracción III, 19, 20 y 25, fracción I, de la Ley de Naciona-
lidad y 8 de su reglamento. Así, la carta de naturalización como instrumento jurídico 
que acredita el otorgamiento de la aludida forma de nacionalidad precisa, entre otros 
requisitos, que el solicitante haya probado saber el idioma español, conocer la historia 
del país y estar integrado a la cultura nacional. Luego, la expedición de tal carta pre-
supone que quien la obtiene domina el español, ante la prohibición de emitirla si no 
están satisfechos tales requisitos, al ser una cuestión de orden público, en pro de las 
necesidades colectivas prioritarias de control en cuanto a quienes adquieran la referida 
nacionalidad derivada, vía reconocimiento del Estado. Por tanto, si quien comparece 
a desahogar la prueba confesional en el juicio laboral es un mexicano por naturalización, 
conforme a la carta expedida a su favor que así lo acredita y cuyos efectos se producen 
a partir del día siguiente, entonces, la junta debe atender que habla español o que tiene 
esa presunción legal, con independencia de su lengua materna, al ser aquél uno de los 
requisitos básicos de la nacionalidad adquirida. De ahí que la negativa de la junta de 
permitirle absolver posiciones por considerar, a priori, que desconoce el idioma espa-
ñol, transgrede su derecho de acceso efectivo a la justicia, porque sería tanto como 
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II desconocer su propia calidad de persona mexicana por naturalización y de acceder en 

forma efectiva a la justicia laboral, en concordancia con los artículos 25 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos y 17 de la Constitución federal.

Artículo 31

Registro: 2009194 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 441, aislada, común. 

1a. CLXXXVI/2015 (10a.)
interés legítimo. Como usuario o beneFiCiario del gasto públiCo, la parte queJosa 

que Combate su deFiCiente integraCión no aCude Como Contribuyente, por lo que 
CareCe de aquél.

De acuerdo con los precedentes de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el 
universo de afectaciones posibles de un contribuyente como sujeto constitucional, 
relevantes para el juicio de amparo, de acuerdo con el artículo 31, fracción IV, consti-
tucional, son todas aquellas asociadas a su estatus de sujeto pasivo de una relación 
tributaria. Con la ampliación del interés legítimo, los contribuyentes podrían resentir 
afectación en la aplicación de normas que regulan esa forma de tributar. Sin embargo, 
la afectación que pueden resentir por las condonaciones otorgadas a favor de terceros 
extraños, al existir una merma en el gasto público total realizado por el Estado, no es 
resentida por las personas en su calidad de contribuyentes, sino en su calidad de su-
jetos beneficiarios de los servicios del Estado. Por tanto, en este contexto, la distinción 
entre contribuyentes y no contribuyentes es artificial: ambos son igualmente beneficia-
rios del gasto público y ambos son igualmente afectables por las modificaciones en las 
condiciones de integración general del gasto público del que buscan beneficiarse. 
Nuestra Constitución no hace distinciones al interior de los sujetos beneficiarios del 
gasto público por razón de su capacidad contributiva, es decir, a la Constitución no le 
importa asistir con el gasto público únicamente a quienes han contribuido a su soste-
nimiento. Ello es impedido por el carácter social e igualitario de la Carta Fundamental, 
que obliga al legislador a otorgar una igual consideración a todas las personas sin 
importar su condición social. Introducir una distinción entre categorías de sujetos 
usuarios del gasto público por su capacidad de contribuir, sólo con el fin de encontrar 
una base para alegar la existencia de interés legítimo, correría el riesgo de poner en 
tensión la naturaleza democrática de nuestra forma de gobierno. El destinatario del 
gasto público es toda la población y no sólo los que puedan contribuir a su sosteni-
miento. Por tanto, quienes alegan una afectación por la indebida integración del gasto 
público, acuden al juicio de amparo con una afectación que es societaria y abstracta, 
no reducible al interés legítimo. Este tipo de reclamos abstractos y generales, si bien 
existentes, no son aptos para ser dirimidos en sede de control constitucional. El prin-
cipio de división de poderes reserva la solución de este tipo de afectaciones a los ca-
nales democráticos.
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a Registro: 2006241 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 804, aislada, constitucional, 
administrativa.

1a. CLXVIII/2014 (10a.)
determinaCión presuntiva de ContribuCiones. su análisis a la luz del prinCipio 

de proporCionalidad tributaria.
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que 

el principio de proporcionalidad tributaria reconocido por el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos radica, medularmente, 
en que los sujetos pasivos deben contribuir al gasto público en función de su respectiva 
capacidad contributiva, aportando una parte adecuada de sus ingresos, utilidades, 
rendimientos, o la manifestación de riqueza gravada, esto es, para que un gravamen 
sea proporcional, debe existir congruencia entre el impuesto creado por el Estado y la 
capacidad contributiva de los causantes, en la medida en que debe pagar más quien 
tenga una mayor capacidad contributiva y menos el que la tenga en menor proporción. 
Asimismo, ha señalado que, conforme al artículo 6º del Código Fiscal de la Federa-
ción, el contribuyente debe determinar las contribuciones a su cargo, salvo disposición 
expresa en contrario, es decir, es en el causante en quien recae la obligación de deter-
minar, en cantidad líquida, las contribuciones a enterar, mediante operaciones mate-
máticas encaminadas a fijar su importe exacto a través de la aplicación de las tasas 
tributarias establecidas en la ley. Así, la autodeterminación de las contribuciones parte 
de un principio de buena fe, el cual permite al contribuyente declarar voluntariamente el 
monto de sus obligaciones tributarias e identificar, por consiguiente, su capacidad para 
contribuir a los gastos públicos. Ahora bien, la determinación presuntiva de contribu-
ciones por parte de la autoridad tiene lugar cuando el contribuyente violenta el princi-
pio de la buena fe, y como resultado de ello la autoridad no está en aptitud de conocer 
con veracidad las operaciones por él realizadas; de ahí que la función de la presunción 
es, por tanto, dar certeza y simplicidad a la relación tributaria, ante el incumplimiento 
del contribuyente de sus obligaciones formales y materiales. Consecuentemente, el 
análisis del principio de proporcionalidad tributaria, en el caso de presunciones rela-
tivas, implica que el cumplimiento de los criterios que lo integran tenga un mínimo y no 
un máximo de justificación, por lo que la elección del medio para cumplir tal finalidad 
no conlleva a exigir al legislador que dentro de los medios disponibles justifique cuál 
de ellos cumple en todos los grados (cuantitativo, cualitativo y de probabilidad) o ni-
veles de intensidad (eficacia, rapidez, plenitud y seguridad), sino únicamente deter-
minar si las presunciones relativas son legítimas desde el punto de vista constitucional, 
con dos condiciones: 1) que correspondan a criterios de razonabilidad, es decir, que 
no se establezcan arbitrariamente, por lo que al analizar la legitimidad constitucional 
de una presunción en materia fiscal, a este Tribunal constitucional le compete deter-
minar si el ejercicio de esa facultad contrasta manifiestamente con el criterio de razona-
bilidad, es decir, que se revele en concreto como expresión de un uso distorsionado de 
la discrecionalidad, resultando arbitraria y, por tanto, de desviación y exceso de poder; 
y, 2) que la prueba en contrario que admitan se establezca dentro de límites precisos y 
objetivos, a través de medios idóneos para destruir tal presunción.
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II Registro: 2002290 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Libro XV, diciembre de 2012, Tomo 1, p. 227, aislada, constitucional, 
administrativa.

P. V/2012 (10a.)
dereCHos por serviCios. apliCaCión de los Criterios de razonabilidad.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los principios tribu-

tarios de proporcionalidad y equidad contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tratándose de derechos por 
servicios, deben analizarse en función de la correlación entre la cuota a pagar y el costo 
del servicio de que se trate, a través de criterios de razonabilidad y no de cuantía, ya 
que para el caso de servicios divisibles prestados por el Estado, el equilibrio entre el 
costo del servicio y la cuota a pagar debe efectuarse mediante el establecimiento de 
criterios razonables, conforme a los cuales desde un análisis cualitativo, se verifique 
que la individualización del costo se efectúa en función de la intensidad del uso del 
servicio. En este sentido, el análisis de razonabilidad consiste en verificar que la uni-
dad de medida utilizada para individualizar el costo del servicio, esto es, el referente, 
se relacione con su objeto y que el parámetro individualice los costos en función de la 
intensidad del uso, lo que conlleva a que pague más quien más utilice el servicio. Por 
su parte, para el análisis del parámetro debe identificarse si el tipo de servicio es sim-
ple o complejo, para con ello determinar si en la cuota debe existir o no una graduación; 
así, los servicios simples son aquellos en los que las actividades que desarrolla direc-
tamente el Estado para prestarlos no se ven modificadas por su objeto, mientras que en 
los complejos las actividades directamente relacionadas con la prestación del servicio 
varían con motivo de las características de su objeto; en este sentido, en el primer caso 
el parámetro no debe reflejar una graduación en la intensidad, pues el aumento en el 
uso está determinado por las veces en que se actualice el hecho imponible, mientras 
que en el segundo el parámetro debe reflejar la graduación en la intensidad del uso.

Artículo 32

Registro: 2007987 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo I, p. 724, aislada, constitucional, 
penal.

1a. CDIII/2014 (10a.)
notiFiCaCión, ContaCto y asistenCia Consular. no puede HaCerse distinCión al-

guna en el reConoCimiento de este dereCHo a las personas meXiCanas detenidas que 
tengan doble o múltiple naCionalidad.

No puede hacerse distinción alguna en el reconocimiento del derecho a la notifi-
cación, contacto y asistencia consular cuando la persona detenida, además de ser 
nacio nal de un Estado extranjero, sea nacional del Estado receptor (en este caso, 
mexicana). Dicha decisión es consistente con el desarrollo del derecho internacional 
de los derechos humanos, que otorga protección legal a las personas, incluso ante un 
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a país en el que también son nacionales. Además, la doble o múltiple nacionalidad, re-
conocida en los artículos 30 y 32 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, no puede verse como si fuera contraria al derecho humano a la notificación, 
contacto y asistencia consular, sino, por el contrario, como una prerrogativa compa-
tible con ese derecho. Consecuentemente, el derecho humano de referencia no puede 
quedar desplazado por el hecho que una persona tenga, además de una nacionalidad 
extranjera, la mexicana. Entender dicho derecho humano como algo desplazable o 
eliminable por otra condición protectora es incompatible con el principio pro persona 
reconocido en el artículo 1º constitucional.

Registro: 2002717 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 1, p. 196, jurisprudencia, constitu-
cional. 

P./J. 5/2013 (10a.)
Cargos de eleCCión popular en los estados. Corresponde a los Congresos loCa-

les legislar sobre los requisitos que deben satisFaCer quienes pretendan aCCeder 
a aquéllos.

Los artículos 30, apartado A, 32, párrafo segundo, 115 y 116 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos constituyen las bases constitucionales a las 
que habrán de sujetarse las constituciones de los estados tratándose de la elección de 
gobernadores, miembros de las legislaturas locales e integrantes de los ayuntamien-
tos, por virtud del principio de supremacía constitucional establecido en el artículo 133 
de la Norma Fundamental. Así, para ocupar el cargo de gobernador se establecen ciertos 
requisitos esenciales a los que queda constreñida la legislación local (artículo 116, 
fracción I), mientras que, tratándose de los miembros de las legislaturas locales e 
integrantes de los ayuntamientos, la libertad de configuración normativa de los legis-
ladores locales es mayor, en la medida en que la Constitución General de la República 
sólo establece algunos lineamientos mínimos para su elección, mas no los requisitos y 
calidades que deben cubrir. Por tanto, los requisitos que deben satisfacer quienes 
pretendan acceder a un cargo de elección popular en los estados de la República, 
tales como diputados o miembros de los ayuntamientos, constituyen un aspecto que 
está dentro del ámbito de la libertad de configuración de los legisladores locales y, 
en ese sentido, es válido que las constituciones y leyes de los estados establezcan 
requisitos variados y diferentes.

Registro: 159869 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 373, aislada, constitucional. 

P. I/2013 (9a.)
FaCultad de ConFiguraCión legislativa del Congreso de la unión estableCida en 

el artíCulo 32 de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos. no es 
irrestriCta, sino que debe satisFaCer una razonabilidad en FunCión de los Cargos 
que regule.

La facultad de configuración legislativa conferida por el indicado precepto al Con-
greso de la Unión para establecer en las leyes los cargos para los cuales se requiera la 
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irrestricta, sino que debe satisfacer una razonabilidad en función de dichos cargos, esto 
es, debe sostenerse en los fines u objetivos perseguidos en el propio artículo 32 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior encuentra corres-
pondencia con el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cuanto a 
que el legislador podrá establecer clasificaciones o distinciones entre grupos o indivi-
duos a fin de alcanzar un objetivo constitucionalmente válido, como el relativo a que 
se aseguren la soberanía y la seguridad del país, bajo la salvaguarda de conceptos como 
la lealtad e identidad nacionales, sin que ello implique una transgresión a los principios 
de igualdad y no discriminación, pues por el contrario, de no satisfacerse dicha fi-
nalidad, la medida constituiría una exigencia arbitraria que colocaría a los mexicanos 
por naturalización en una situación de discriminación respecto de los mexicanos por 
nacimiento, actualizando una discriminación por origen nacional prohibida en el 
artículo 1º constitucional.

Registro: 159867 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 376, aislada, constitucional. 

P. II/2013 (9a.)
naCionalidad meXiCana por naCimiento Como requisito para oCupar determinados 

Cargos públiCos. basta que el Congreso de la unión establezCa en la ley tal eXi-
genCia, para que ConJuntamente opere el requisito de no adquirir otra naCionalidad.

El artículo 32, párrafo segundo, parte primera, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos señala que el ejercicio de los cargos y funciones para los 
cuales, por disposición de la propia Constitución, se requiera ser mexicano por naci-
miento, se reserva a quienes tengan esa calidad y no adquieran otra nacionalidad. Así, 
dicha reserva comprende al mismo tiempo ambos aspectos: ser mexicano por nacimiento 
y no adquirir otra nacionalidad; por tanto, basta que el Congreso de la Unión establezca 
en la ley el requisito de tener nacionalidad mexicana por nacimiento para que conjun-
tamente opere la exigencia de que no se adquiera otra nacionalidad, es decir, tales 
requisitos son concomitantes.

Artículo 33

Registro: 2002790 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 2, p. 1360, 
aislada, constitucional, común.

III.3o.T.4 K (10a.)
eXtranJeros. su dereCHo de aCCeso eFeCtivo a la JustiCia se enCuentra garan-

tizado por el estado meXiCano, por lo que éste debe proveer las medidas neCesarias 
e idóneas para permitirle su eJerCiCio pleno.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos desde su texto anterior 
a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, 
establecía que los extranjeros tienen derecho a las garantías que otorga su capítulo I, 
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a título I, con algunas salvedades (derecho de petición, asociación en materia política, 
sujetarse a las disposiciones en materia de migración e inmigración, así como la posi-
bilidad de su expulsión por entrometerse en asuntos políticos de la nación). Ulterior-
mente, esta tutela fue ampliada con la citada reforma constitucional, en la que se 
modificaron los numerales 1º, 11 y 33, favoreciendo entre otros sectores, a aquéllos, 
como es con el reconocimiento de la garantía de audiencia previa frente a su posible 
expulsión del país. Congruente con esa dinámica, los extranjeros no son personas con 
algún estatus de protección menor de derechos humanos, por lo que deben gozar ple-
namente de la tutela judicial efectiva, prevista tanto en sede internacional (artículo 25 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), como en el ámbito nacional 
(artículo 17 de la Constitución federal), optando por privilegiar el acceso a la justicia 
y, por ende, limitando los casos en que por excepción, no puedan ser oídos. De ahí que 
debe garantizarse su capacidad de intervención como parte en el juicio sin que el tri-
bunal pueda limitarla por el hecho de haber nacido en el extranjero, o no hablar bien 
el español, pues implicaría un obstáculo injustificado, desproporcionado y carente de 
razón, al reducir su margen de tutela efectiva. Máxime que al armonizar el citado 
artículo 25 con el 1, numeral 1, de la referida convención, debe privilegiarse el margen 
de la tutela judicial y su efectividad, sin que pueda discriminarse por motivos de origen 
nacional. Por tanto, deben dictarse las medidas conducentes para garantizarles dicho 
acceso y posibilidad de ser escuchados por los tribunales nacionales, al tener el dere-
cho de asistir directamente al juicio en que sean parte y, si por alguna razón existiera 
una situación, factor o elemento que impidiera la comunicación material entre el tri-
bunal y el justiciable, como es el idioma, o que el compareciente no dominara suficien-
temente el español, corresponde al Estado, como garante de tales derechos básicos, el 
proveer las medidas necesarias e idóneas para permitirle el ejercicio pleno de tal de-
recho, ya que el acceso al tribunal no sólo debe ser formal, sino también material, real 
y eficaz, pues de lo contrario, no habría la participación igualitaria en los foros juris-
diccionales, porque los extranjeros, por su condición, verían reducido su acceso a la 
justicia, cuestión que no es conforme al estándar internacional y nacional de tutela.

Artículo 35

Registro: 2007549 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo I, p. 199, aislada, constitucional. 

P. XXXVIII/2014 (10a.)
Consulta popular. los Ciudadanos que la soliCiten, CareCen de legitimaCión para 

requerir direCtamente a la suprema Corte de JustiCia de la naCión que se pronunCie 
sobre la ConstituCionalidad de la materia de aquélla.

El artículo 35, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos prevé el derecho de los ciudadanos a votar en las consultas populares sobre 
temas de trascendencia nacional y a solicitar al Congreso de la Unión que emita las con-
vocatorias respectivas, estableciendo las bases conforme a las cuales debe reglamentarse 



222 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II el proceso relativo, el cual comprende dos etapas: una previa a la convocatoria, donde el 

Congreso de la Unión, a través de sus cámaras, es el rector del procedimiento, en tanto 
está facultado para expedirla, y una posterior a cargo del Instituto Nacional Electoral, 
por ser al que corresponde la organización, desarrollo, cómputo y declaración del re-
sultado de la consulta. Ahora, el procedimiento relativo a la primera etapa, supone la 
existencia de una petición formulada al Congreso federal por quien se encuentra legiti-
mado para solicitar una consulta popular y requiere la intervención sucesiva de diver-
sos órganos del Estado, de manera previa a su emisión; esto es, tratándose de la soli-
citud hecha por el presidente de la República o bien, por el equivalente al 33% de los 
integrantes de cualquiera de las cámaras del Congreso, es necesario que la petición la 
apruebe la mayoría de cada cámara, y por lo que respecta a la solicitud realizada por 
el equivalente a cuando menos el 2 por ciento de los ciudadanos inscritos en lista nominal 
de elec tores, es menester que el Instituto Nacional Electoral o, en su caso, el Tribunal 
Electo ral del Poder Judicial de la Federación, verifique que se cumpla con el porcentaje 
mínimo de participación ciudadana requerido. Hecho lo anterior, si el Congreso federal 
determina que la solicitud se formuló por parte legitimada y, en su caso, que la apro-
baron ambas cámaras o que se alcanzó el porcentaje requerido, debe remitirla a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación para que decida sobre la constitucionalidad de 
la materia de la consulta popular de que se trate. En ese contexto, la circunstancia de que 
un número específico de ciudadanos pueda solicitar legalmente al Congreso de la Unión 
que convoque a una consulta popular sobre temas de trascendencia nacional, no implica 
que también puedan incidir activamente en el procedimiento respectivo y pedir de 
manera directa a este Alto Tribunal que decida sobre la materia de la consulta, por 
auténtico que ello resulte, ya que la facultad conferida al Congreso de la Unión para 
emitir la convocatoria respectiva conlleva, necesariamente, la facultad de requerir a 
los órganos del Estado que deban intervenir previamente a su emisión, las actuaciones, 
determinaciones o pronunciamientos que la Carta Suprema les asignó expresamente, 
ello desde luego, conforme al procedimiento previsto constitucionalmente al efecto. Con-
siderar lo contrario generaría distorsiones y afectaciones severas al orden lógico que debe 
regir todo procedimiento institucional de carácter instrumental, al permitir la sustitución 
o subrogación injustificada de la autoridad a quien la Norma Fundamental atribuye 
facultades, implícitas o explícitas, para cumplir con los objetivos y fines del derecho.

Artículo 41

Registro: 2008150 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 12, jurisprudencia, constitucional. 

P./J. 66/2014 (10a.)
FinanCiamiento públiCo de los partidos polítiCos naCionales. los artíCulos 72, 

párraFo 2, inCisos b) y F), y 76, párraFo 3, de la ley general de partidos polítiCos 
son inConstituCionales al estableCer los gastos de “estruCtura partidista” y de 
“estruCturas eleCtorales” dentro de las ministraCiones destinadas al sostenimiento 
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a de las aCtividades ordinarias permanentes de aquellos entes y, en vía de Conse-
CuenCia, el párraFo 3 del menCionado numeral 72.

El artículo 41, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, dispone que el financiamiento público de los partidos políticos nacionales se 
divide en las ministraciones que corresponden: a) al sostenimiento de las actividades 
ordinarias permanentes, b) a las tendientes a la obtención del voto durante los pro-
cesos electorales y c) a las de carácter específico. Ahora, respecto de las ministraciones 
destinadas a las actividades de carácter específico, el inciso c) de la fracción II del 
artículo constitucional citado pormenoriza sobre las actividades en las que se aplicarán 
dichas ministraciones y señala concretamente las relativas a la educación, capacitación, 
investigación socioeconómica y política, así como a las tareas editoriales. En lo que toca 
a las ministraciones para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de 
los partidos políticos, única y exclusivamente deben aplicarse para sufragar los gastos 
cuya exigibilidad se produce haya o no un proceso electoral en curso, pues se trata de 
erogaciones que no tienen por objeto conquistar el voto ciudadano, sino solamente pro-
porcionar un continuo mantenimiento integral a la estructura orgánica del instituto polí-
tico relativo, mientras que las ministraciones tendientes a la obtención del voto durante 
los procesos electorales, constituyen recursos que deben aplicarse también única y ex-
clusivamente de manera intermitente conforme al pulso de los procesos electorales, ya 
sea directamente mediante la adquisición de propaganda, o bien en forma indirecta, 
aplicando los fondos a reforzar la estructura orgánica partidista, por la necesidad de 
contar con mayor participación de militantes, simpatizantes y de terceros, para las 
tareas de organización del partido y de la gestión administrativa que dichos procesos 
implican. En congruencia con lo expuesto, se concluye que los artículos 72, párrafo 2, 
incisos b) y f), y 76, párrafo 3, en la porción normativa que dice: “...con excepción del 
gasto relativo a estructuras electorales mismo que será estimado como un gasto opera-
tivo ordinario”, de la Ley General de Partidos Políticos, al establecer los gastos de 
“estructura partidista” y de “estructuras electorales” dentro de las ministraciones desti-
nadas al sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de aquellos entes 
son inconstitucionales ya que, por un lado, ninguno de esos dos gastos de carácter estruc-
tural queda comprendido dentro de la educación, capacitación, investigación socioeco-
nómica y política, o tareas editoriales y, por otro, a pesar de que dichos gastos se con-
cibieron para erogarse dentro de las campañas electorales, incongruentemente con este 
destino y al margen de lo que la Norma Fundamental prevé, el legislador secundario 
los etiquetó dentro de las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos, lo 
cual no es constitucionalmente admisible porque significa incrementar el gasto corres-
pondiente con erogaciones que no son continuas o permanentes y restar, en cambio, 
una cantidad equivalente a los fondos intermitentes para la obtención del voto, suma 
de dinero que además ya no será fiscalizada para efectos del control de los recursos 
aplicados durante las campañas. Asimismo, en vía de consecuencia, debe declararse 
la invalidez integral del párrafo 3 del artículo 72 de la Ley General de Partidos Políti-
cos en el cual se pormenorizan los “gastos de estructuras electorales”, los cuales ya 
no pueden considerarse válidos al haberse expulsado del orden jurídico tal concepto 
presupuestal.
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Registro: 2009183 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 394, aislada, administrativa. 

1a. CLXXVI/2015 (10a.)
auditoría superior de la FederaCión. sus atribuCiones respeCto de la FisCaliza-

Ción de la Cuenta públiCa en materia de eduCaCión.
De conformidad con los artículos 74, fracciones II y VI, y 79, fracciones I, III y IV, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 25 a 28 de la Ley de 
Coordinación Fiscal, 2, fracción I, 3, 12, fracciones I, III y IV, 13, fracciones I y II, 15, 
fracciones I, V, VI, X y XII a XVII, 39, 49, fracciones I a V, 50, fracciones I y II, y 51 
a 56 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, 1, 86, frac-
ciones I y III, 114, fracciones I, IV y V, 115 y 118 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, Primero, Tercero, fracción I, Noveno, Décimo, Décimo 
Primero y Décimo Noveno, fracciones I a IV, de los Lineamientos Generales de Opera-
ción para la Entrega de los Recursos del Ramo General 33 Aportaciones Federales para 
Entidades Federativas y Municipios, así como las cláusulas primera, cuarta, fraccio-
nes I a VI, y décima séptima del Acuerdo número 482 por el que se establecen las 
disposiciones para evitar el mal uso, el desvío, o la incorrecta aplicación de los recur-
sos del Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal (Faeb), corresponde 
a la Auditoría Superior de la Federación la custodia y aplicación de fondos y recursos 
de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, sobre el desempeño en el 
cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas federales. Asimismo, debe 
investigar los actos u omisiones que impliquen una irregularidad o conducta ilícita en 
el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos federales, determinando 
los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública federal o al patrimonio de los 
entes públicos federales, fincar directamente a los responsables las indemnizaciones y 
sanciones pecuniarias correspondientes, así como promover ante la autoridad corres-
pondiente el fincamiento de otras responsabilidades (responsabilidad de los servidores 
públicos y patrimonial del Estado, denuncias y querellas penales). De igual forma, la 
Auditoría Superior de la Federación, durante la verificación de los objetivos contenidos 
en los programas, podrá emitir observaciones derivadas precisamente de la fiscalización 
de las cuentas públicas, las cuales pueden derivar en determinadas acciones: i) solici-
tudes de aclaración; ii) pliegos de observaciones; iii) promociones de intervención de 
la instancia de control competente; iv) promociones del ejercicio de la facultad de com-
probación fiscal; v) promociones de responsabilidad administrativa sancionatoria; 
vi) denuncias de hechos; y, vii) denuncias de juicio político, así como recomendaciones. 
Así, la Auditoría Superior de la Federación, como órgano de fiscalización, cuenta con 
acciones, ya sean preventivas, como las recomendaciones y recomendaciones al desem-
peño, y correctivas, como las promociones de intervención de la instancia de control, 
del ejercicio de la facultad de comprobación fiscal, de responsabilidades administra-
tivas sancionatorias, denuncia de hechos, denuncia de juicio político, solicitud de 
aclaración y pliego de observaciones. En esas condiciones, en términos del artículo 1º 
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a de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para proteger y garantizar 
el derecho a la educación, las autoridades de la Auditoría Superior de la Federación 
deben acreditar haber ejercido todas estas facultades de forma amplia y exhaustiva.

Registro: 2007019 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 8, julio de 2014, Tomo II, p. 1108, 
aislada, común, penal.

I.2o.P.35 P (10a.)
auditoría superior de la FederaCión. CareCe de legitimaCión para promover el 

JuiCio de amparo indireCto Contra la autorizaCión deFinitiva del no eJerCiCio de la 
aCCión penal, Cuando úniCamente Funge Como denunCiante en la averiguaCión pre-
via y no demuestra que suFrió algún daño FísiCo, pérdida FinanCiera o menosCabo 
de sus dereCHos Fundamentales.

De la interpretación sistemática de los artículos 74, fracciones II y VI y 79 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3, 4, 12, 13, 31 y 49 de la Ley 
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, se colige que la Auditoría 
Superior de la Federación es la entidad de la Cámara de Diputados encargada de revi-
sar la cuenta pública; entre sus funciones está investigar las irregularidades que deriven 
de la fiscalización que realiza y, cuando sea el caso, formular el dictamen que deter-
minará el perjuicio económico causado a la Hacienda Pública federal o del ente público 
de que se trate; enseguida, realizará la denuncia o querella respectiva, pudiendo fungir 
como coadyuvante del Ministerio Público investigador, quien, en caso de proponer el 
no ejercicio de la acción penal, tendrá que darle vista para que exponga su opinión y, 
en su caso, interponga los recursos legales ordinarios. No obstante, dicha entidad carece 
de legitimación para promover la vía constitucional contra la autorización definitiva del 
inejercicio de la acción penal, cuando sólo funge como denunciante en la averiguación 
previa y no demuestra que ha sufrido algún daño físico, una pérdida financiera o el 
menoscabo de sus derechos fundamentales; mayormente cuando en la experticia en 
cita señala que el perjuicio patrimonial se causó, ya sea a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público o a algún otro ente público federal, quienes se constituirán como víctima 
u ofendido y serán los únicos legitimados para promover el juicio de amparo; sin que 
sea óbice que la aludida cuenta pública sea de interés social, pues, la entidad referida 
podrá promover esa vía constitucional cuando se surtan las hipótesis en mención.

Artículo 78

Registro: 2009183 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 394, aislada, administrativa. 

1a. CLXXVI/2015 (10a.)
auditoría superior de la FederaCión. sus atribuCiones respeCto de la FisCaliza-

Ción de la Cuenta públiCa en materia de eduCaCión.
De conformidad con los artículos 74, fracciones II y VI, y 79, fracciones I, III y IV, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 25 a 28 de la Ley de 
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II Coordinación Fiscal, 2, fracción I, 3, 12, fracciones I, III y IV, 13, fracciones I y II, 15, 

fracciones I, V, VI, X y XII a XVII, 39, 49, fracciones I a V, 50, fracciones I y II, y 51 
a 56 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, 1, 86, frac-
ciones I y III, 114, fracciones I, IV y V, 115 y 118 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, Primero, Tercero, fracción I, Noveno, Décimo, Décimo 
Primero y Décimo Noveno, fracciones I a IV, de los Lineamientos Generales de Opera-
ción para la Entrega de los Recursos del Ramo General 33 Aportaciones Federales para 
Entidades Federativas y Municipios, así como las cláusulas primera, cuarta, fracciones 
I a VI, y Décima Séptima del Acuerdo número 482 por el que se establecen las dispo-
siciones para evitar el mal uso, el desvío, o la incorrecta aplicación de los recursos del 
Faeb, corresponde a la Auditoría Superior de la Federación la custodia y aplicación 
de fondos y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, sobre 
el desempeño en el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas fede-
rales. Asimismo, debe investigar los actos u omisiones que impliquen una irregularidad 
o conducta ilícita en el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos fe-
derales, determinando los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública federal 
o al patrimonio de los entes públicos federales, fincar directamente a los responsables 
las indemnizaciones y sanciones pecuniarias correspondientes, así como promover ante 
la autoridad correspondiente el fincamiento de otras responsabilidades (responsabilidad 
de los servidores públicos y patrimonial del Estado, denuncias y querellas penales). 
De igual forma, la Auditoría Superior de la Federación, durante la verificación de los 
objetivos contenidos en los programas, podrá emitir observaciones derivadas precisa-
mente de la fiscalización de las cuentas públicas, las cuales pueden derivar en deter-
minadas acciones: i) solicitudes de aclaración; ii) pliegos de observaciones; iii) promo-
ciones de intervención de la instancia de control competente; iv) promociones del 
ejercicio de la facultad de comprobación fiscal; v) promociones de responsabilidad 
administrativa sancionatoria; vi) denuncias de hechos; y, vii) denuncias de juicio po-
lítico, así como recomendaciones. Así, la Auditoría Superior de la Federación, como 
órgano de fiscalización, cuenta con acciones, ya sean preventivas, como las recomen-
daciones y recomendaciones al desempeño, y correctivas, como las promociones de 
intervención de la instancia de control, del ejercicio de la facultad de comprobación 
fiscal, de responsabilidades administrativas sancionatorias, denuncia de hechos, de-
nuncia de juicio político, solicitud de aclaración y pliego de observaciones. En esas 
condiciones, en términos del artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Uni dos 
Mexicanos, para proteger y garantizar el derecho a la educación, las autoridades de la 
Auditoría Superior de la Federación deben acreditar haber ejercido todas estas facul-
tades de forma amplia y exhaustiva.

Registro: 2007019 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 8, julio de 2014, Tomo II, p. 1108, 
aislada, común, penal.

I.2o.P.35 P (10a.)
auditoría superior de la FederaCión. CareCe de legitimaCión para promover el 

JuiCio de amparo indireCto Contra la autorizaCión deFinitiva del no eJerCiCio de la 
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a aCCión penal, Cuando úniCamente Funge Como denunCiante en la averiguaCión pre-
via y no demuestra que suFrió algún daño FísiCo, pérdida FinanCiera o menosCabo 
de sus dereCHos Fundamentales.

De la interpretación sistemática de los artículos 74, fracciones II y VI y 79 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3, 4, 12, 13, 31 y 49 de la Ley 
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, se colige que la Auditoría 
Superior de la Federación es la entidad de la Cámara de Diputados encargada de revisar 
la cuenta pública; entre sus funciones está investigar las irregularidades que deriven 
de la fiscalización que realiza y, cuando sea el caso, formular el dictamen que deter-
minará el perjuicio económico causado a la Hacienda Pública federal o del ente público 
de que se trate; enseguida, realizará la denuncia o querella respectiva, pudiendo fun-
gir como coadyuvante del Ministerio Público investigador, quien, en caso de proponer 
el no ejercicio de la acción penal, tendrá que darle vista para que exponga su opinión 
y, en su caso, interponga los recursos legales ordinarios. No obstante, dicha entidad 
carece de legitimación para promover la vía constitucional contra la autorización defi-
nitiva del inejercicio de la acción penal, cuando sólo funge como denunciante en la 
averiguación previa y no demuestra que ha sufrido algún daño físico, una pérdida fi-
nanciera o el menoscabo de sus derechos fundamentales; mayormente cuando en la 
experticia en cita señala que el perjuicio patrimonial se causó, ya sea a la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público o a algún otro ente público federal, quienes se consti-
tuirán como víctima u ofendido y serán los únicos legitimados para promover el juicio 
de amparo; sin que sea óbice que la aludida cuenta pública sea de interés social, pues, 
la entidad referida podrá promover esa vía constitucional cuando se surtan las hipóte-
sis en mención.

Registro: 2006153 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 414, aislada, administrativa, común. 

P. XIII/2014 (10a.)
sanCiones administrativas. el tribunal Federal de JustiCia FisCal y administrativa 

es Competente para ConoCer de las impuestas a los servidores públiCos del instituto 
Federal eleCtoral.

El Congreso de la Unión en ejercicio de su competencia estableció en el artículo 
387, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales que 
corresponde al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocer de la im-
pugnación a las resoluciones en las que se determinen sanciones administrativas a los 
servidores públicos del Instituto Federal Electoral, lo que resulta congruente con lo 
previsto en los artículos 73, fracción XXIX-H, 79, fracción IV, párrafo segundo, 108, 
109, fracción III, y 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
de cuya interpretación sistemática se desprende que los servidores públicos de los orga-
nismos constitucionales autónomos están sujetos al régimen de responsabilidades ad-
ministrativas establecido por el Congreso de la Unión, el cual tiene a su cargo el diseño 
para determinarlas y, consecuentemente, el establecimiento de los recursos que pro-
cedan en su contra y las autoridades competentes para su conocimiento, aunado a que 
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los tribunales de lo contencioso administrativo, a los que la propia Ley Fundamental les 
otorga competencia para dirimir controversias entre la administración pública y los par-
ticulares, así como para conocer de las sanciones administrativas impuestas por un 
órgano con autonomía constitucional como el Instituto Federal Electoral.

Artículo 89

Registro: 2006533 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo I, p. 539, aislada, constitucional. 

1a. CCXVI/2014 (10a.)
deClaraCión universal de los dereCHos Humanos. sus disposiCiones, invoCa-

das aisladamente, no pueden servir de parámetro para determinar la validez de las 
normas del orden JurídiCo meXiCano, al no Constituir un tratado internaCional 
Celebrado por el eJeCutivo Federal y aprobado por el senado de la repúbliCa.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a. 
CXCVI/2013 (10a.), sostuvo que de la interpretación sistemática del artículo 133 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el numeral 
4º de la Ley sobre la Celebración de Tratados, se advierte que son de observancia 
obligatoria para todas las autoridades del país los derechos humanos reconocidos tanto 
en la Constitución como en los tratados internacionales, suscritos y ratificados por nues-
tro país, al ser normas de la unidad del Estado federal. De ahí que, no obstante la 
importancia histórica y política de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
aprobada y proclamada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones 
Unidas en su Resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948, y de que sus prin-
cipios han sido fuente de inspiración e incorporados a tratados universales y regionales 
para la protección de los derechos humanos, se concluye que sus disposiciones, invo-
cadas aisladamente, no pueden servir de parámetro para determinar la validez de las 
normas del orden jurídico mexicano, al no constituir un tratado internacional celebrado 
por el Ejecutivo federal y aprobado por el Senado de la República en términos de los 
artículos 89, fracción X, y 76, fracción I, de la Constitución federal; lo anterior, sin 
perjuicio de que una norma internacional de derechos humanos vinculante para el Estado 
mexicano pueda ser interpretada a la luz de los principios de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, esto es, los principios consagrados en ésta pueden ser invo-
cados por los tribunales para interpretar los derechos humanos reconocidos en los 
tratados internacionales incorporados a nuestro sistema jurídico.

Registro: 2005994 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo II, p. 1934, 
aislada, común. 

I.1o.A.12 K (10a.)
reserva que el estado meXiCano HaCe respeCto a una norma de Fuente interna-

Cional para que no tenga apliCaCión en el territorio naCional. no es una norma 
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a JurídiCa Cuya ConstituCionalidad pueda ser Cuestionada en amparo direCto por no 
reunir las CaraCterístiCas de generalidad, permanenCia y abstraCCión.

Para que en un juicio de amparo directo proceda el examen de los argumentos pro-
puestos para demostrar la inconstitucionalidad de normas generales es indispensable 
determinar, entre otros aspectos, la existencia o no de una norma general, que comprende 
tanto los actos formal y materialmente legislativos como otras disposiciones que, por 
su naturaleza intrínseca y en razón de sus efectos son materialmente legislativas, aun 
cuando formalmente no emanen del Congreso de la Unión ni de los congresos locales. 
En sentido amplio, las normas generales son aquellas reglas de comportamiento obli-
gatorias que imponen deberes o confieren derechos que provengan de los órganos del 
Estado con competencia para expedirlas, con independencia del que las emite (Legisla-
tivo, Ejecutivo y Judicial), que gozan de las características de generalidad, permanencia 
y abstracción. Ahora bien, de conformidad con el artículo 89, fracción X, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es facultad del presidente de la Re-
pública, entre otras, manifestar una reserva respecto a la aplicación en el país de una 
norma de fuente internacional, lo cual constituye la manifestación del ejercicio de 
una facultad soberana de lo que el Estado admite o no del contenido de un tratado e 
impide que alguna disposición de una convención internacional se incorpore al orden 
jurídico nacional, es decir, la reserva es la exclusión de una parte del tratado y que, por 
ese motivo, no adquiere la categoría de norma general en los Estados Unidos Mexicanos. 
En otras palabras, la reserva es la exclusión que un Estado hace de una norma de un 
tratado internacional para que no se incorpore al derecho vigente de ese Estado, de 
conformidad con el diverso 2, apartado 1, inciso d), de la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados. En consecuencia, la reserva no es una norma jurídica, 
sino el acto por virtud del cual un Estado soberano impide que la norma de fuente 
internacional tenga vigor en su territorio y, por ende, no puede ser objeto de control de 
la constitucionalidad en el juicio de amparo directo, en razón de que no contiene las 
características de generalidad, permanencia y abstracción que debe reunir.

Registro: 2003676 | Décima Época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la 
Federa ción y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 986, aislada, consti-
tucional, laboral.

2a. XLI/2013 (10a.)
organismos desCentralizados. en las relaCiones laborales Con sus trabaJadores 

el presidente de la repúbliCa no tiene la Calidad de patrón.
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que, dada su autono-

mía jerárquica, los organismos descentralizados no están subordinados al presidente 
de la República, pues éste ejerce sólo un control de manera mediata e indirecta, en tanto 
que en la administración pública paraestatal no existe con el Poder Ejecutivo una re-
lación de jerarquía directa, de ahí que las relaciones laborales de los trabajadores que 
prestan sus servicios a dichos organismos son ajenas al presidente de la República, de 
forma que éste no puede tener la calidad de patrón sino los propios organismos descen-
tralizados. En suma, en razón de la autonomía orgánica y funcional con que cuentan 
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incida en la relación laboral de esas entidades pues, aun perteneciendo a la adminis-
tración paraestatal, no están subordinadas jerárquicamente al titular del Ejecutivo 
federal, quien ejerce controles y vigilancia sólo de manera indirecta y mediata, a dife-
rencia de la subordinación, dada la dependencia directa e inmediata, que tradicional-
mente existe con los que integran la administración centralizada. En ese tenor, la rela-
ción laboral de los trabajadores de los organismos descentralizados, incluso cuando 
son creados por decreto del presidente de la República, no se establece con éste, sino 
con la propia entidad descentralizada, en cuanto que dicha relación patrón-trabajador 
es independiente del titular del Poder Ejecutivo. Esta naturaleza de las relaciones entre 
el Ejecutivo federal y las entidades de la administración pública paraestatal encuen-
tra su fundamento esencialmente en los preceptos constitucionales en los que se ci-
mienta la descentralización de la administración pública, particularmente en los 
artículos 80, 89 y 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
relaciones que, al ser de control y vigilancia indirecta, mediata, sin que haya relación 
jerárquica, definen a su vez el tipo de relaciones laborales que se establecen entre 
tales entidades y sus trabajadores, y no con la administración pública centralizada.

Artículo 94

Registro: 2008222 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, p. 160, jurisprudencia, común. 

P./J. 72/2014 (10a.)
tribunales Colegiados de CirCuito. pueden integrarse legalmente Con un ma-

gistrado titular y dos seCretarios en FunCiones de magistrado, aun Cuando uno 
Haya sido designado por el ConseJo de la JudiCatura Federal y otro por el propio 
tribunal.

De los artículos 94, párrafos primero y quinto, 97, párrafo primero, y 100, párrafo 
cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 1º, 26, 
33, 35, 36 y 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
se advierte que si bien es cierto que los magistrados de los Tribunales Colegiados de 
Circuito deben ser designados por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, con 
base en criterios objetivos y de acuerdo con los requisitos y procedimientos que esta-
blezca la ley, es decir, mediante un sistema de selección y nombramiento que permita 
que reúnan las condiciones de independencia, imparcialidad, honestidad y capacidad, 
también lo es que los secretarios de los Tribunales Colegiados de Circuito designados 
por dicho Consejo para desempeñar las funciones de magistrado, se convierten en 
verdaderos titulares de los órganos jurisdiccionales respectivos mientras duren sus 
funciones, teniendo incluso la facultad de designar secretarios interinos; sin que 
el hecho de que el Tribunal designe a un secretario en suplencia de un magistrado y el 
Consejo de la Judicatura Federal a otro, implique que aquél quede integrado sólo por 
un magistrado y por dos secretarios, en tanto que el autorizado por el Consejo no es un 
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a secretario, sino un magistrado provisional; de ahí que, en esa hipótesis, el órgano ju-
risdiccional correspondiente se encuentra debidamente integrado para resolver los 
asuntos de su competencia.

Registro: 2008319 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, p. 774, aislada, común. 

1a. XXVII/2015 (10a.)
sustituCión de JurisprudenCia. el ConseJo de la JudiCatura Federal debe emitir 

los lineamientos y proCedimientos neCesarios para la proCedenCia de esa Figura 
JurídiCa en Cuanto a los plenos de CirCuito legitimados para soliCitarla, atendiendo 
a las eXigenCias previstas en la ley de amparo.

En la reforma a los artículos 94 y 107 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 
2011, y en la Ley de Amparo publicada en el indicado medio de difusión oficial el 2 
de abril de 2013, se constituyó un marco jurídico para los plenos de Circuito como 
órganos decisorios en las contradicciones de tesis que pudiesen generarse entre los 
Tribunales Colegiados de Circuito pertenecientes a una misma jurisdicción, los cuales se 
integrarán por los magistrados presidentes de los respectivos tribunales, en términos de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, atendiendo a las circunstancias 
particulares de carácter administrativo, en cada circuito judicial. Sin embargo, los pro-
cedimientos y la estructura cuya eficacia en cuanto a la implementación y aplicación 
de la Ley de Amparo queda a cargo del Consejo de la Judicatura Federal, de ahí que deba 
emitir los lineamientos encaminados a cumplir con las condiciones legales de ese cuerpo 
normativo en torno a las actuales figuras, como en el caso de los plenos de Circuito, 
legitimados para solicitar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación la sustitución de 
una jurisprudencia y, con ello, consolidar el cambio sustancial del sistema jurídico.

Registro: 2008148 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 8, jurisprudencia, común. 

P./J. 64/2014 (10a.)
JurisprudenCia de la suprema Corte de JustiCia de la naCión. no es susCeptible 

de someterse a Control de ConstituCionalidad y/o ConvenCionalidad ex officio por 
órganos JurisdiCCionales de menor Jerarquía.

La obligación de las autoridades jurisdiccionales contenida en los artículos 1º y 
133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de realizar un control 
de constitucionalidad y/o convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos 
y dar preferencia a los contenidos en la propia ley suprema y en los tratados interna-
cionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario contenidas en cualquier norma 
inferior, no contempla a la jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, porque el artículo 94 constitucional establece que será obligatoria para 
todos los órganos jurisdiccionales de conformidad con lo que disponga la ley y, en este 
caso, la Ley de Amparo así lo indica tanto en la abrogada como en el artículo 217 de 
la vigente; de ahí que no privan las mismas razones que se toman en cuenta para 
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fuente constitucional o convencional. Cabe precisar que en los casos en los que se 
pudiera advertir que una jurisprudencia del Alto Tribunal desatiende o contradice un 
derecho humano, cualquiera que sea su origen, existen los medios legales para que se 
subsane ese aspecto. En conclusión, aun partiendo del nuevo modelo de interpretación 
constitucional, no es posible determinar que la jurisprudencia del Máximo Tribunal del 
país pueda ser objeto de la decisión de un órgano de menor grado que tienda a inapli-
carla, como resultado del ejercicio de control de convencionalidad ex officio, porque 
permitirlo daría como resultado que perdiera su carácter de obligatoria, ocasionando 
falta de certeza y seguridad jurídica.

Registro: 2006673 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 7, junio de 2014, Tomo I, p. 819, aislada, común, administrativa.

2a. LVII/2014 (10a.)
ConseJo de la JudiCatura Federal. debe sobreseerse en el JuiCio de amparo 

Cuando el aCto reClamado Consista en una deCisión que derive de las atribuCiones 
que le Fueron enComendadas ConstituCionalmente.

De una interpretación sistemática de los artículos 94 y 100, párrafo noveno, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que las decisiones 
del Consejo de la Judicatura Federal en materia de administración, vigilancia y disci-
plina del Poder Judicial de la Federación son inatacables, con excepción de las que 
versen sobre la designación, adscripción, ratificación y remoción de magistrados de 
Circuito o de jueces de Distrito, las que podrá revisar la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. De acuerdo a lo expuesto, con fundamento en el artículo 73, fracción 
XVIII, de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, en relación con los 
numerales constitucionales señalados en primer término, procede sobreseer en el jui-
cio de amparo cuando el acto reclamado consista en una decisión del órgano adminis-
trativo mencionado que derive de las atribuciones que le fueron encomendadas cons-
titucionalmente, como son las que atañen a la disciplina de sus integrantes (sanción 
relativa a la suspensión de un magistrado de Circuito o un juez de Distrito). Sin que 
sea óbice a lo anterior la circunstancia de que, a partir de la reforma al artículo 1º 
constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 
2011, se hubiere instituido la obligación de los juzgadores de interpretar las normas 
relativas a los derechos humanos de conformidad con la Constitución y los tratados inter-
nacionales en la materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia. Ello es así, porque esta previsión normativa únicamente significa que el Cons-
tituyente instituyó un método de interpretación, no un sistema de elección normativa 
que depositara en el juzgador la facultad de aplicar o no la Constitución, sustituyendo 
a ésta con el derecho de fuente internacional, según conviniera. En esta tesitura, lo 
establecido por el artículo 1º de la Constitución federal, no implica que las normas 
constitucionales prohibitivas o que establezcan excepciones o restricciones a los dere-
chos fundamentales para su eficacia, sean desatendidas, pues es el principio de su-
premacía constitucional el que prevalece cuando dos normas de carácter superior, una 
interna y otra externa, colisionan entre sí.
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a Registro: 2006774 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, junio de 2014, Tomo II, p. 1739, 
aislada, común. 

(IV Región)2o.5 K (10a.)
JurisprudenCia. para determinar si la observada en la soluCión de un Caso Con-

Creto, se apliCó retroaCtivamente en perJuiCio de alguna persona, en términos del 
artíCulo 217, último párraFo, de la ley de amparo, debe veriFiCarse si se aFeCtan 
dereCHos adquiridos o meras eXpeCtativas litigiosas.

De la interpretación lógico-sistemática de los artículos 94, párrafo décimo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 217, párrafos primero a tercero, 
de la Ley de Amparo —que retomó el espíritu de los numerales 192, párrafo primero 
y 193, párrafo primero, de la ley abrogada—, se colige que la jurisprudencia constituye 
una pauta de discernimiento judicial derivada de la interpretación de las normas 
jurídicas, que sólo es obligatoria respecto de los órganos jurisdiccionales que deben 
aplicarla a los casos particulares, mediante la vía del proceso. Ahora bien, para com-
probar si se está en presencia de la restricción que prevé el último párrafo del mencio-
nado artículo 217, que dispone: “La jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto re-
troactivo en perjuicio de persona alguna”, debe acudirse a la teoría de los derechos 
adquiridos y de las expectativas de derechos, la cual ha sido reconocida por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación como parámetro para esclarecer los planteamientos de 
irretroactividad, como se advierte de la tesis 2a. LXXXVIII/2001, consultable en la 
página 306, Tomo XIII, junio de 2001, Novena Época del Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, de “irretroaCtividad de las leyes. no se viola esa 
garantía ConstituCional Cuando las leyes o aCtos ConCretos de apliCaCión sólo 
aFeCtan simples eXpeCtativas de dereCHo, y no dereCHos adquiridos”. Consecuente-
mente, para determinar si una jurisprudencia, observada en la solución de un caso 
concreto, se aplicó retroactivamente en perjuicio de alguna persona, tendrá que veri-
ficarse si previamente a la emisión de ese criterio jurídico, aquélla contaba con un 
derecho adquirido, entendido como aquel que implica la introducción de un bien, una 
facultad o un provecho al patrimonio de una persona, a su dominio o a su haber jurídico; 
o si simplemente incidió en una mera esperanza o expectativa de que una pretensión 
litigiosa prosperara en el juicio de que se trate, pues en este último supuesto no se 
infringirá la aludida prohibición de irretroactividad.

Registro: 2006166 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 794, aislada, constitucional. 

1a. CLIV/2014 (10a.)
Controversias dentro del poder JudiCial de la FederaCión. Corresponde al pleno 

de la suprema Corte de JustiCia resolver en deFinitiva lo relativo a la FaCultad 
prevista en el artíCulo 11, FraCCión iX, de la ley orgániCa de aquél.

Del precepto y fracción citados deriva que corresponde al Tribunal en Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación —debido a su función de garantizar en 
todo momento la autonomía de los órganos del Poder Judicial de la Federación y la 
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entre las salas del propio Alto Tribunal y las suscitadas dentro de los órganos del Poder 
Judicial de la Federación, con motivo de la interpretación y aplicación de los artículos 94, 
97, 100 y 101 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los pre-
ceptos relativos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Por su parte, 
el punto segundo, fracción XI, del Acuerdo General Número 5/2013 del Tribunal Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establece que éste conservará para su 
resolución los asuntos a los que se refieren los artículos 10, fracciones IX y X, estos 
últimos cuando deba abordarse el fondo de lo planteado, y 11, fracciones VII, IX y XVIII, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. En este contexto, se concluye 
que corresponde al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolver en 
definitiva lo relativo a la facultad prevista en el artículo 11, fracción IX, de la citada 
ley. Lo anterior adquiere mayor importancia si, además, se desechara la solicitud con 
base en consideraciones que involucran el tema de fondo de la cuestión planteada, 
como lo es la afectación o no del Tribunal Colegiado de Circuito solicitante como órgano 
del Poder Judicial de la Federación, en relación con su independencia y autonomía, así 
como lo que debe entenderse por estos últimos conceptos.

Artículo 97

Registro: 2008222 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, p. 160, jurisprudencia, común. 

P./J. 72/2014 (10a.)
tribunales Colegiados de CirCuito. pueden integrarse legalmente Con un ma-

gistrado titular y dos seCretarios en FunCiones de magistrado, aun Cuando uno 
Haya sido designado por el ConseJo de la JudiCatura Federal y otro por el propio 
tribunal.

De los artículos 94, párrafos primero y quinto, 97, párrafo primero, y 100, párrafo 
cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 1º, 26, 
33, 35, 36 y 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
se advierte que si bien es cierto que los magistrados de los Tribunales Colegiados de 
Circuito deben ser designados por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, con 
base en criterios objetivos y de acuerdo con los requisitos y procedimientos que esta-
blezca la ley, es decir, mediante un sistema de selección y nombramiento que permita 
que reúnan las condiciones de independencia, imparcialidad, honestidad y capacidad, 
también lo es que los secretarios de los Tribunales Colegiados de Circuito designados 
por dicho Consejo para desempeñar las funciones de magistrado, se convierten en 
verdaderos titulares de los órganos jurisdiccionales respectivos mientras duren sus 
funciones, teniendo incluso la facultad de designar secretarios interinos; sin que el hecho 
de que el Tribunal designe a un secretario en suplencia de un magistrado y el Consejo de 
la Judicatura Federal a otro, implique que aquél quede integrado sólo por un magistrado 
y por dos secretarios, en tanto que el autorizado por el Consejo no es un secretario, sino 
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a un magistrado provisional; de ahí que, en esa hipótesis, el órgano jurisdiccional 
correspondiente se encuentra debidamente integrado para resolver los asuntos de 
su competencia.

Registro: 2006166 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 794, aislada, constitucional. 

1a. CLIV/2014 (10a.)
Controversias dentro del poder JudiCial de la FederaCión. Corresponde al pleno 

de la suprema Corte de JustiCia resolver en deFinitiva lo relativo a la FaCultad 
prevista en el artíCulo 11, FraCCión iX, de la ley orgániCa de aquél.

Del precepto y fracción citados deriva que corresponde al Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación —debido a su función de garantizar en todo 
momento la autonomía de los órganos del Poder Judicial de la Federación y la indepen-
dencia de sus miembros—, conocer y dirimir cualquier controversia que surja entre 
las salas del propio Alto Tribunal y las suscitadas dentro de los órganos del Poder Ju-
dicial de la Federación, con motivo de la interpretación y aplicación de los artículos 
94, 97, 100 y 101 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los 
preceptos relativos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Por su parte, 
el punto segundo, fracción XI, del Acuerdo General Número 5/2013 del Tribunal Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establece que éste conservará para su 
resolución los asuntos a los que se refieren los artículos 10, fracciones IX y X, estos 
últimos cuando deba abordarse el fondo de lo planteado, y 11, fracciones VII, IX y 
XVIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. En este contexto, se 
concluye que corresponde al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación re-
solver en definitiva lo relativo a la facultad prevista en el artículo 11, fracción IX, de 
la citada ley. Lo anterior adquiere mayor importancia si, además, se desechara la soli-
citud con base en consideraciones que involucran el tema de fondo de la cuestión 
planteada, como lo es la afectación o no del Tribunal Colegiado de Circuito solicitante 
como órgano del Poder Judicial de la Federación, en relación con su independencia y 
autonomía, así como lo que debe entenderse por estos últimos conceptos.

Artículo 100

Registro: 2007919 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo I, p. 23, jurisprudencia, común. 

P./J. 52/2014 (10a.)
ConseJo de la JudiCatura Federal. los tribunales Colegiados de CirCuito están 

impedidos para revisar la regularidad de los aCuerdos que eXpide y, por tanto, 
deben observar los que autorizan el uso de medios eleCtróniCos para interponer 
el reCurso de revisión.

El artículo 100, párrafo octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos prevé que, conforme a lo establecido en la ley, el Consejo de la Judicatura 
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sus funciones, y que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
podrá revisar y, en su caso, revocar los que aquél apruebe, por mayoría de cuando 
menos ocho votos de los ministros que lo integran. Así, al existir disposición constitu-
cional que atribuye a este Alto Tribunal la facultad expresa para analizar los referidos 
acuerdos, se concluye que los Tribunales Colegiados de Circuito, al examinar los asun-
tos so metidos a su competencia, están impedidos para revisar la regularidad de dichos 
instrumentos normativos, sobre todo porque, para poder revocarlos, existe un procedi-
miento específico que requiere de una votación calificada que sólo puede obtenerse en 
el Pleno del Máximo Tribunal, de donde deriva que los Tribunales Colegiados de Cir-
cuito están obligados a observar los acuerdos generales emitidos por el Consejo de la 
Judicatura Federal que autorizan el uso de medios electrónicos para interponer el 
recurso de revisión.

Registro: 2006673 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 7, junio de 2014, Tomo I, p. 819, aislada, común, adminis-
trativa.

2a. LVII/2014 (10a.)
ConseJo de la JudiCatura Federal. debe sobreseerse en el JuiCio de amparo 

Cuando el aCto reClamado Consista en una deCisión que derive de las atribuCiones 
que le Fueron enComendadas ConstituCionalmente.

De una interpretación sistemática de los artículos 94 y 100, párrafo noveno, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que las decisio-
nes del Consejo de la Judicatura Federal en materia de administración, vigilancia y 
disciplina del Poder Judicial de la Federación son inatacables, con excepción de las 
que versen sobre la designación, adscripción, ratificación y remoción de magistrados de 
Circuito o de jueces de Distrito, las que podrá revisar la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. De acuerdo a lo expuesto, con fundamento en el artículo 73, fracción 
XVIII, de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, en relación con los 
numerales constitucionales señalados en primer término, procede sobreseer en el juicio 
de amparo cuando el acto reclamado consista en una decisión del órgano administrativo 
mencionado que derive de las atribuciones que le fueron encomendadas constitucio-
nalmente, como son las que atañen a la disciplina de sus integrantes (sanción relativa 
a la suspensión de un magistrado de Circuito o un juez de Distrito). Sin que sea óbice a 
lo anterior la circunstancia de que, a partir de la reforma al artículo 1º constitucional, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, se hubiere 
instituido la obligación de los juzgadores de interpretar las normas relativas a los de-
rechos humanos de conformidad con la Constitución y los tratados internacionales en 
la materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Ello 
es así, porque esta previsión normativa únicamente significa que el Constituyente 
instituyó un método de interpretación, no un sistema de elección normativa que depo-
sitara en el juzgador la facultad de aplicar o no la Constitución, sustituyendo a ésta con 
el derecho de fuente internacional, según conviniera. En esta tesitura, lo establecido 
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a por el artículo 1º de la Constitución federal, no implica que las normas constituciona-
les prohibitivas o que establezcan excepciones o restricciones a los derechos funda-
mentales para su eficacia, sean desatendidas, pues es el principio de supremacía cons-
titucional el que prevalece cuando dos normas de carácter superior, una interna y otra 
externa, colisionan entre sí.

Registro: 2006166 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 794, aislada, constitucional. 

1a. CLIV/2014 (10a.)
Controversias dentro del poder JudiCial de la FederaCión. Corresponde al pleno 

de la suprema Corte de JustiCia resolver en deFinitiva lo relativo a la FaCultad 
prevista en el artíCulo 11, FraCCión iX, de la ley orgániCa de aquél.

Del precepto y fracción citados deriva que corresponde al Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación —debido a su función de garantizar en todo 
momento la autonomía de los órganos del Poder Judicial de la Federación y la indepen-
dencia de sus miembros—, conocer y dirimir cualquier controversia que surja entre las 
salas del propio Alto Tribunal y las suscitadas dentro de los órganos del Poder Judicial 
de la Federación, con motivo de la interpretación y aplicación de los artículos 94, 97, 
100 y 101 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los preceptos 
relativos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Por su parte, el punto 
segundo, fracción XI, del Acuerdo General Número 5/2013 del Tribunal Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, establece que éste conservará para su resolu-
ción los asuntos a los que se refieren los artículos 10, fracciones IX y X, estos últimos 
cuando deba abordarse el fondo de lo planteado, y 11, fracciones VII, IX y XVIII, de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. En este contexto, se concluye que 
corresponde al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolver en defini-
tiva lo relativo a la facultad prevista en el artículo 11, fracción IX, de la citada ley. 
Lo anterior adquiere mayor importancia si, además, se desechara la solicitud con base 
en consideraciones que involucran el tema de fondo de la cuestión planteada, como lo 
es la afectación o no del Tribunal Colegiado de Circuito solicitante como órgano del 
Poder Judicial de la Federación, en relación con su independencia y autonomía, así 
como lo que debe entenderse por estos últimos conceptos.

Registro: 2005408 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 2, enero de 2014, Tomo II, p. 1120, aislada, administrativa. 

1a. III/2014 (10a.)
revisión administrativa. es improCedente ese reCurso Contra la respuesta del 

ConseJo de la JudiCatura Federal a la soliCitud de modiFiCaCión, variaCión o revisión 
de la CaliFiCaCión del Cuestionario obtenida en medios eleCtróniCos Correspon-
diente a la primera etapa de un ConCurso de oposiCión para aCCeder al Cargo de 
Juez de distrito o magistrado de CirCuito.

Del artículo 100, párrafo noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en relación con los numerales 105, 108, 112 a 114, 122 y 123, fracción I, 
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y al recurso de revisión administrativa, deriva que la respuesta del Consejo de la Judi-
catura Federal a la solicitud de modificación, variación o revisión de la calificación 
del cuestionario obtenida en medios electrónicos correspondiente a la primera etapa del 
concurso de oposición para acceder al cargo de juez de distrito o magistrado de circuito 
de que se trate, no se encuentra prevista expresamente como hipótesis de proceden-
cia del recurso citado. Por tanto, si el acto controvertido destacado en dicho medio de 
impugnación no es la lista de aspirantes que pasan a la siguiente etapa del concurso 
de que se trate, sino la respuesta en mención, procede desechar el recurso de revisión 
interpuesto en su contra por notoriamente improcedente.

Registro: 2005173 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo II, p. 1111, 
aislada, común, administrativa.

I.9o.A.46 A (10a.)
ConseJo de la JudiCatura Federal. está legitimado para interponer el reCurso 

de revisión Contra las sentenCias diCtadas en el JuiCio de amparo indireCto donde 
Figure Como autoridad responsable Con motivo de un proCedimiento disCiplinario, 
aunque Hubiere eJerCido FunCiones materialmente JurisdiCCionales.

De conformidad con los artículos 100, primer párrafo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 68 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración, y 2 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que 
reglamenta el procedimiento de responsabilidad administrativa y el seguimiento de la 
situación patrimonial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de enero 
de 2011 y en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXXIII, enero de 2011, página 3431, el mencionado Consejo es un órgano del 
Poder Judicial de la Federación con independencia técnica, de gestión y para emitir 
sus resoluciones, que tiene a su cargo la administración, vigilancia, disciplina y carrera 
judicial, por lo que cuenta con la facultad de investigar, determinar y sancionar las 
responsabilidades administrativas de sus servidores públicos. En consecuencia, el 
referido Consejo tiene legitimación para interponer el recurso de revisión en el amparo 
indirecto donde figure como autoridad responsable con motivo de un procedimiento 
disciplinario, aun cuando en el acto reclamado en el juicio de amparo hubiere ejer-
cido funciones materialmente jurisdiccionales, dado que, formalmente, no es un tribu-
nal jurisdiccional.

Registro: 2003514 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, p. 5, jurisprudencia, común. 

P./J. 12/2013 (10a.)
ConseJo de la JudiCatura Federal. la impugnaCión en amparo de sus deCisiones 

diversas a las emitidas en materia de designaCión, adsCripCión, ratiFiCaCión y remo-
Ción de magistrados de CirCuito y JueCes de distrito, no aCtualiza un motivo mani-
Fiesto e indudable de improCedenCia.
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a Conforme al artículo 100, párrafos primero y penúltimo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, las decisiones del Consejo de la Judicatura Federal 
son definitivas e inatacables y, por tanto, en su contra no procede juicio ni recurso alguno, 
salvo las excepciones expresamente consignadas en el indicado precepto. Al respecto, se 
estima que la inimpugnabilidad de las indicadas decisiones se traduce en una regla 
general únicamente para las emitidas en materia de designación, adscripción, ratifica-
ción y remoción de magistrados de Circuito y jueces de Distrito; sin embargo, tratándose 
de otro tipo de resoluciones, existe un aspecto de razonable opinabilidad en el modo de 
entender la regla general, en virtud del nuevo paradigma del orden jurídico nacional 
surgido con la reforma en materia de derechos humanos a la Constitución General de 
la República, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, 
acorde con la cual el derecho fundamental de acceso a la justicia debe considerarse 
reconocido en su artículo 17, para dilucidar cualquier cuestión relacionada con el 
acceso al juicio de amparo, a la luz del principio pro persona, conforme al cual las 
instituciones procesales deben interpretarse de la forma más amplia y flexible posible 
para favorecer el derecho a la tutela judicial efectiva de los gobernados. De lo anterior 
se sigue que la impugnación de las decisiones del Consejo (diversas a las emitidas en 
materia de designación, adscripción, ratificación y remoción de magistrados de Circuito 
y jueces de Distrito), a través del juicio de amparo, no actualiza un motivo manifiesto 
e indudable de improcedencia que permita desechar la demanda de plano.

Artículo 102

Registro: 2004030 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 1, p. 49, aislada, común. 

P. XL/2013 (10a.)
ministerio públiCo de la FederaCión. CareCe de legitimaCión para interponer el 

reCurso de revisión en amparo Contra leyes, si la norma impugnada no aFeCta sus 
atribuCiones.

Esta nueva integración del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación reitera el criterio sustentado en la Octava Época del Semanario Judicial 
de la Federación, ya que conforme a los artículos 102 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 5º, fracción IV, de la Ley de Amparo, vigente hasta el 
2 de abril de 2013, al Ministerio Público de la Federación le incumbe la persecución, 
ante los tribunales, de los delitos del orden federal, por lo que puede intervenir en 
todos los negocios que la ley determine, como sucede en el juicio de amparo, en el que 
está facultado para presentar los recursos que la ley de la materia señala. En ese sen-
tido, puede interponer el recurso de revisión, aun en amparo contra leyes, sin que ello 
implique que tenga legitimación para hacerlo en todos los casos, sino únicamente 
cuando la Constitución o las leyes le encomiendan la defensa de un interés específico 
como propio de su representación social, y aun cuando el artículo 4º de la Ley Orgánica 
de la Procuraduría General de la República le señala genéricamente la tarea de velar 
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rigen todo juicio y, en especial, el de amparo, en cuanto a que las partes sólo están 
legitimadas para interponer los recursos contra las resoluciones que afecten el interés 
que respectivamente les corresponde. Por tanto, el Ministerio Público de la Federación 
está legitimado para interponer el recurso de revisión tratándose de las disposiciones 
contenidas en el precepto 102 constitucional y en los ordenamientos penales y proce-
sales relativos que le otorgan atribuciones para perseguir ante los tribunales los delitos 
del fuero federal, lo mismo que en todos aquellos casos y materias en que el orden 
legal le señala específicamente la defensa de un interés; por el contrario, si con la sola 
invocación genérica o abstracta de defender el orden constitucional, se aceptara que 
puede interponer la revisión en el juicio de amparo a su libre voluntad y, en cualquier 
caso, se estaría desfigurando el concepto del interés en sí, el cual ya no estaría sujeto 
a la comprobación objetiva de los supuestos de la norma, sino a la expresión subjetiva 
del recurrente, además de que su intervención en el amparo contra leyes equivaldría 
a darle la oportunidad de defender o reforzar la posición de las autoridades responsa-
bles, tanto de las que expiden, como de las que promulgan las leyes; defensa que sólo 
a ellas corresponde en términos del artículo 87 de la invocada Ley Reglamentaria, 
lo que se traduciría en la alteración y el trastorno del equilibrio procesal en perjuicio 
del quejoso.

Artículo 103

Registro: 2006696 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, junio de 2014, Tomo II, p. 1628, 
aislada, común. 

VI.1o.A.29 K (10a.)
Control de ConstituCionalidad y Control de ConvenCionalidad. ante el mayor 

beneFiCio JurídiCo derivado de aquél respeCto de éste, debe ordenarse la reposiCión 
del proCedimiento por la omisión del Juez de distrito de requerir al queJoso para 
que preCise si señala Como aCtos reClamados destaCados las normas generales Cuya 
inConstituCionalidad se plantea en los ConCeptos de violaCión, sin que a ello obste 
el HeCHo de que el propio Juzgador eFeCtúe en la sentenCia el análisis relativo a 
la inConvenCionalidad de aquéllas, ante la soliCitud de inapliCaCión eFeCtuada por 
el queJoso.

Del contenido de la jurisprudencia P./J. 112/99 y de la tesis aislada P. V/2013 (10a.), 
ambas sustentadas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de res-
pectivos rubros: “amparo Contra leyes. sus eFeCtos son los de proteger al queJoso 
Contra su apliCaCión presente y Futura” y “Control diFuso de ConvenCionalidad. 
la inapliCaCión de la norma Cuya inConvenCionalidad se deClara sólo trasCiende a 
una inConstituCionalidad indireCta del aCto reClamado al no eXistir la deClarato-
ria relativa”, se concluye la posibilidad de un mayor beneficio jurídico con la incor-
poración a la litis constitucional de normas generales controvertidas en los conceptos 
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a de violación, no señaladas expresamente como actos reclamados destacados, que con 
el solo análisis relativo a su aducida inconvencionalidad, pues si bien en materia de 
derechos humanos los jueces de Distrito pueden analizar la contradicción entre una 
norma general interna y un tratado internacional, a través del juicio de amparo, dado 
que cuentan con facultades constitucionales para realizar el control concentrado en tér-
minos de los artículos 103, 105 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y también las tienen para efectuar el control de convencionalidad con 
motivo de lo previsto en los artículos 1º y 133, última parte, de la propia Constitución; 
sin embargo, este último control no puede llegar más allá de la desaplicación, en el 
caso concreto, de la norma interna cuya inconvencionalidad se aduce, esto es, sólo 
trasciende a una inconstitucionalidad indirecta del acto reclamado, en tanto que de 
incorporarse los preceptos a la litis del juicio de amparo como actos reclamados des-
tacados, los efectos de una eventual concesión de la protección federal respecto de ellos, 
protegerían al quejoso contra su aplicación presente y futura. Por tanto, de advertirse 
la violación procesal consistente en la omisión del juez de Distrito de requerir al que-
joso para que precise si señala como actos reclamados destacados las normas generales 
cuya inconstitucionalidad se plantea en los conceptos de violación, debe ordenarse 
reponer el procedimiento, sin que tal irregularidad se subsane por el hecho de que el 
juzgador efectúe en la sentencia el análisis relativo a la inconvencionalidad de aquéllas 
ante la solicitud de inaplicación efectuada por el quejoso, precisamente al existir un 
más amplio espectro protector a su esfera de derechos fundamentales en caso de incor-
porar a la litis constitucional, como actos reclamados destacados, las normas en cuestión.

Registro: 2005199 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo II, p. 1200, 
aislada, común. 

I.4o.A.21 K (10a.)
omisión legislativa. su ConCepto.
Una de las funciones primordiales en que se desarrolla la actividad del Estado es 

la legislativa, generando normas que permitan la convivencia armónica de los gober-
nados, la realización y optimización de las políticas públicas del Estado, además de 
garantizar la vigencia y protección de los derechos fundamentales de las personas. En 
este contexto, la Norma Fundamental se concibe como un eje y marco de referencia 
sobre el cual debe desenvolverse el órgano estatal, constituyendo en sí misma un límite 
y un paradigma de actuación de la autoridad, cuando sea conminada para ello por el 
Constituyente. Estos mandatos de acciones positivas adquieren especial significado, 
sobre todo cuando el efecto es dotar de contenido y eficacia a un derecho fundamental, 
el cual contempla una serie de postulados que representan aspiraciones programáticas, 
pero también de posiciones y status de los titulares de esos derechos, deviniendo ine-
ludible y necesario el desarrollo de tareas por el legislador ordinario con el propósito 
de hacer efectivos los derechos previstos en la Ley Fundamental como un sistema de 
posiciones jurídicas que incluye derechos, libertades y competencias. Por tanto, pueden 
darse deficiencias dentro del proceso legislativo que producen una falla en el mandato 
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norma o legislación sobre determinados rubros. En este sentido, la omisión legislativa 
puede definirse como la falta de desarrollo por parte del Poder Legislativo, durante un 
tiempo excesivo, de aquellas normas de obligatorio y concreto desarrollo, de forma que 
impide la eficaz aplicación y efectividad del texto constitucional, esto es, incumple con 
el desarrollo de determinadas cláusulas constitucionales, a fin de tornarlas operativas, 
y esto sucede cuando el silencio del legislador altera el contenido normativo, o provoca 
situaciones contrarias a la Constitución.

Registro: 2003615 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 2, p. 1305, 
jurisprudencia, común. 

I.5o.C. J/1 (10a.)
JuiCio de amparo. es un medio para el Control de la legalidad, ConstituCiona-

lidad y ConvenCionalidad de los aCtos de autoridad.
Conforme a los artículos 1º, 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, reformados mediante decretos publicados en el Diario Oficial de 
la Federación de 10 y 6 de junio de 2011, respectivamente, el juicio de amparo es un 
medio de control que sirve para que los órganos competentes verifiquen el respeto que 
las autoridades del Estado deben a las normas generales ordinarias que regulan su 
actuación (control de legalidad), a la Ley Fundamental (control de constitucionalidad) 
y a los tratados o convenciones internacionales (control de convencionalidad). Esto es, 
el juicio protector de los derechos fundamentales de los gobernados, conocido como 
juicio de amparo, tiene como parámetro de control esos tres tipos de normas jurídicas, 
y su objeto (de control) son los actos de autoridad —lato sensu—. Tal medio de defensa 
debe tramitarse y resolverse conforme a lo que establecen los referidos artículos 103 
y 107 constitucionales (y su ley reglamentaria), favoreciendo, desde luego, los princi-
pios interpretativos de los derechos humanos contenidos en el propio artículo 1º cons-
titucional. De esta manera, todos los órganos del Estado mexicano, en el ámbito de sus 
competencias, al resolver los problemas en los que se involucren los derechos humanos, 
deben atender, en principio, a los que consagra la Carta Magna, como también a los 
contenidos en los tratados o convenciones internacionales suscritos en esa materia y, 
desde luego, al cumplimiento del control de legalidad que no debe apartarse de los 
principios precisados.

Artículo 105

Registro: 2005882 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 227, aislada, constitucional. 

P. IV/2014 (10a.)
aCCión de inConstituCionalidad. no se aCtualiza la Causa de improCedenCia por 

CesaCión de eFeCtos, Cuando se impugna una norma de naturaleza penal que poste-
riormente se reForma, modiFiCa, deroga o abroga.
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a Conforme al criterio del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
contenido en las tesis de jurisprudencia P./J. 8/2004 y P./J. 24/2005, la acción de incons-
titucionalidad es improcedente cuando hayan cesado los efectos de la norma impugnada, 
supuesto que se actualiza cuando ésta se reforma, modifica, deroga o abroga y que 
provoca la causa de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción V, en relación 
con el 65, ambos de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Dicho criterio es inaplicable 
cuando la norma impugnada es de naturaleza penal, ya que, acorde con los artículos 
105, párrafo penúltimo, de la Constitución federal y 45 de la ley citada, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación puede dar efectos retroactivos a la declaración de invalidez 
que emita en relación con la impugnación de normas legales de esa naturaleza, los 
cuales tendrán eficacia desde la entrada en vigor de la legislación declarada inconsti-
tucional y bajo la estricta condición de que la expulsión de la norma tienda a beneficiar, 
y nunca a perjudicar, a todos los individuos directamente implicados en los procesos 
penales respectivos. Además, debe tenerse presente que uno de los principios que rigen 
en la materia penal obliga a aplicar la ley vigente al momento en que se cometió el 
delito, lo que implica que aun cuando una norma impugnada se haya reformado, modi-
ficado, derogado o abrogado, sigue surtiendo efectos respecto de los casos en los que 
el delito se hubiera cometido bajo su vigencia. Por ello, cuando en una acción de incons-
titucionalidad se impugne una norma penal que posteriormente se modifica, reforma, 
abroga o deroga, este Alto Tribunal deberá analizarla en sus términos y bajo los conceptos 
de invalidez hechos valer, ya que una potencial declaratoria de inconstitucionalidad 
puede llegar a tener impacto en los procesos en los que dicha norma haya sido aplicada 
durante su vigencia.

Registro: 2006022 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 721, aislada, constitucional. 

1a. CXVIII/2014 (10a.)
interés legítimo en Controversia ConstituCional. el prinCipio de agravio puede 

derivar no sólo de la invasión CompetenCial a los órganos legitimados, sino de la 
aFeCtaCión a Cualquier ámbito de su esFera regulada direCtamente en la norma 
Fundamental.

De acuerdo con el criterio prevaleciente en esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en relación con el interés legítimo, para la promoción de la controversia cons-
titucional por parte de los órganos legitimados en el artículo 105, fracción I, de la Norma 
Fundamental, es necesario que con la emisión del acto o norma general impugnados 
exista cuando menos un principio de agravio, el cual puede derivar no sólo de la invasión 
competencial, sino de la afectación a cualquier ámbito que incida en su esfera regulada 
directamente desde la Constitución general, como las garantías institucionales estable-
cidas en su favor, o bien, de otro tipo de prerrogativas como las relativas a cuestiones 
presupuestales.
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Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXI, junio de 2013, Tomo 2, p. 1253, 
aislada, común, administrativa. 

I.6o.A.5 A (10a.)
Control de ConvenCionalidad ex officio (Control diFuso). el tribunal Federal 

de JustiCia FisCal y administrativa puede eJerCerlo, no sólo respeCto de las normas 
que regulen su aCtuaCión, sino de todas las normas generales que le Corresponda 
apliCar para resolver los asuntos de su CompetenCia.

Conforme a la ejecutoria dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, al resolver el expediente varios 912/2010, de 14 de julio de 2011, así como 
a las tesis que derivaron de dicho asunto, los jueces que no forman parte del Poder 
Judicial de la Federación no pueden hacer una declaración general sobre la invalidez 
o expulsar del orden jurídico las normas que consideren contrarias a los derechos hu-
manos contenidos en la Constitución y en los tratados (como sí sucede en las vías de 
control directas establecidas expresamente en los artículos 103, 107 y 105 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos), pero sí están obligados a dejar de 
aplicar estas normas inferiores dando preferencia a los contenidos de la Constitución 
y de los tratados en esta materia. Así, aunque en la ejecutoria de mérito no existe una 
referencia expresa al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y administrativa, lo cierto es 
que sí se estableció que el método de control de convencionalidad ex officio (control 
difuso) deben ejercerlo, no sólo el Poder Judicial de la Federación, sino también los 
tribunales administrativos federales y, en el ámbito local, los tribunales judiciales, 
administrativos y electorales; por tanto, dentro de dichos órganos jurisdiccionales, debe 
considerarse al referido Tribunal federal. Lo anterior se confirma con lo que el Pleno 
del Máximo Tribunal sostuvo al resolver la solicitud de modificación de jurisprudencia 
22/2011, en el sentido de que los mandatos contenidos en el artículo 1º constitucional, 
reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 
de junio de 2011, dan lugar a concluir, atento al principio de supremacía constitucio-
nal, que los jueces del Estado mexicano, al conocer de los asuntos de su competencia, 
deben hacer prevalecer los derechos humanos reconocidos en esa Norma Fundamental 
y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, a pesar 
de las disposiciones en contrario que puedan preverse en los ordenamientos que les 
corresponda aplicar para resolver dichos asuntos; determinación que ameritó dejar sin 
efectos las jurisprudencias P./J. 73/99 y P./J. 74/99. Así, el control difuso que puede 
ejercer el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en su función jurisdic-
cional, no se encuentra restringido a disposiciones que regulen las funciones de dicho 
órgano, sino que abarca todas las normas generales que le corresponda aplicar para 
resolver los asuntos de su competencia, es decir, aquellas que funden los actos que 
ante dicho tribunal se controviertan, máxime que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación no hizo tal distinción.

Registro: 2003005 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 363, aislada, común. 

P. V/2013 (10a.)
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a Control diFuso de ConvenCionalidad. la inapliCaCión de la norma Cuya inCon-
venCionalidad se deClara sólo trasCiende a una inConstituCionalidad indireCta del 
aCto reClamado al no eXistir la deClaratoria relativa.

En materia de derechos humanos puede analizarse la contradicción entre una norma 
general interna y un tratado internacional a través del juicio de amparo, pues si bien 
es cierto que los juzgadores federales cuentan con facultades constitucionales para 
realizar el control concentrado en términos de los artículos 103, 105 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, también lo es que las tienen para 
efectuar el control de convencionalidad con motivo de lo previsto en los artículos 1º y 
133, última parte, de la propia Constitución, así como de lo resuelto por la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos en el caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos 
Mexicanos, y por el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
el asunto varios 912/2010, del que derivó la tesis P. LXVII/2011 (9a.), de rubro: “Con-
trol de ConvenCionalidad ex officio en un modelo de Control diFuso de Constitu-
Cionalidad”. Lo anterior significa que una vez que el juzgador realice el control de 
convencionalidad y determine que una norma interna es contraria a determinado 
derecho humano contenido en un tratado internacional e, incluso, a la interpretación 
efectuada al respecto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, debe analizar 
el acto reclamado prescindiendo del precepto de derecho interno y aplicando el ins-
trumento internacional en materia de derechos humanos. En ese sentido, es innecesa-
rio reflejar la inconvencionalidad de una norma de derecho interno en los puntos reso-
lutivos de la sentencia en la que se hace dicho pronunciamiento, pues éste sólo 
trasciende al acto de aplicación, en tanto que el control de convencionalidad no puede 
llegar más allá de la inaplicación de la norma interna en el caso específico; esto es, 
la inaplicación de la norma cuya inconvencionalidad se declara sólo trasciende a una 
inconstitucionalidad indirecta del acto reclamado, por lo que es innecesario llamar a 
juicio a las autoridades emisoras de la norma cuya inconvencionalidad se demanda, 
pues no habrá una declaratoria de inconstitucionalidad de ésta, sino sólo su inaplicación 
respecto del acto reclamado.

Registro: 2003051 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 374, aislada, constitucional. 

P. XX/2013 (10a.)
impedimentos en aCCiones de inConstituCionalidad y Controversias ConstituCio-

nales. eXCepCionalmente pueden deClararse Fundados, atendiendo a las partiCula-
ridades del Caso y a la salvaguarda de la mayoría CaliFiCada requerida en diCHos 
medios de Control (interrupCión de la JurisprudenCia p./J. 119/2006).

Conforme al artículo 105, fracciones I, párrafo penúltimo y II, párrafo último, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los nume-
rales 42 y 72 de la Ley Reglamentaria del citado precepto constitucional, para declarar 
la invalidez de normas impugnadas en controversias constitucionales y acciones de 
inconstitucionalidad se requiere una votación calificada de cuando menos ocho inte-
grantes del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por lo que en 
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rior a ocho. No obstante lo anterior y para salvaguardar el principio de imparcialidad 
en el dictado de las sentencias, es posible que los ministros se abstengan de conocer 
algún asunto en aquellos casos en que por sus circunstancias personales estimen que 
el juicio puede considerarse viciado o parcial; así, al presentarse un impedimento 
conforme al artículo 146 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, ex-
cepcionalmente puede declararse fundado, ponderando la gravedad de las razones 
expuestas por el ministro que se considere impedido, a efecto de salvaguardar, en su 
caso, la debida resolución de los citados medios de control constitucional, conforme a 
la mayoría calificada exigida por la Constitución; consecuentemente, se interrumpe la 
jurisprudencia P./J. 119/2006, de rubro: “impedimentos, reCusaCiones o eXCusas. son 
improCedentes Cuando se plantean en Controversias ConstituCionales”.

Artículo 106

Registro: 2009294 | Décima Época, Plenos de Circuito, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo II, p. 1213, jurisprudencia, 
común. 

PC.XXIX. J/2 K (10a.)
ConFliCto CompetenCial entre JueCes de distrito. es ineXistente Cuando se HaCe 

derivar del turno de los asuntos.
Conforme a los artículos 106 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 48 de la Ley de Amparo y 37, fracción VI, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, para estimar que existe un conflicto de competencia entre 
jueces de Distrito, que deba ser resuelto por un Tribunal Colegiado de Circuito, es me-
nester que los referidos juzgadores se nieguen a conocer de un asunto en materia de 
amparo, al considerar que carecen de competencia por razón de grado, de territorio o 
de materia, y no por una cuestión de turno, el cual constituye sólo una forma de distri-
buir la labor judicial, es decir, un prorrateo de los expedientes entre varios juzgados 
que tienen igual competencia. En ese orden, las controversias suscitadas entre los juz-
gados de Distrito con motivo de la aplicación de las normas que regulan el turno de los 
asuntos no constituyen en sí un conflicto de competencia legal, sino una cuestión de 
turno, la cual en atención al artículo 44, sección octava, del Acuerdo General del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de 
actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 15 de enero de 2015, en vigor al día siguiente, debe ser dirimida de 
plano y en breve tiempo mediante consulta realizada ante la Comisión de Creación 
de Nuevos Órganos del Consejo de la Judicatura Federal, sin suspender trámite ni 
generar conflicto por razón de turno.

Registro: 2008711 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 1093, aislada, común. 

1a. CXII/2015 (10a.)
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a ConFliCto CompetenCial entre tribunales Colegiados de CirCuito. requisitos 
para su eXistenCia.

De los artículos 106 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 46, párrafo tercero, de la Ley de Amparo, deriva que para declarar actualizado un 
conflicto competencial, se requiere que: 1. Exista una regla competencial prevista en 
ley; 2. Un Tribunal Colegiado de Circuito se declare legalmente incompetente para 
conocer del asunto y remita los autos al que, en su concepto, lo sea; y, 3. Este último 
no acepte la competencia declinada a su favor, por lo que ordene comunicar dicha 
determinación al Tribunal Colegiado de Circuito que se hubiere declarado incompetente 
y remita los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Registro: 2004664 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXV, octubre de 2013, Tomo 3, p. 1748, 
aislada, común. 

I.1o.A.4 K (10a.)
ConFliCto CompetenCial. es ineXistente si no tiene por obJeto deCidir qué órgano 

JurisdiCCional debe ConoCer de un asunto atendiendo a la materia, grado, Cuantía 
o territorio en que puede eJerCer sus FunCiones.

Las controversias a que se refiere el artículo 106 constitucional son aquellas que 
se suscitan entre los tribunales de la Federación, entre éstos y los de los estados o los 
del Distrito Federal, entre los de un Estado y los de otro, o entre los de un estado y 
los del Distrito Federal, en que se sujeta a discusión la materia, grado, cuantía o terri-
torio en que pueden ejercer su función jurisdiccional, pues constituyen los ámbitos en 
que efectivamente puede suscitarse un conflicto susceptible de ser resuelto. Por tanto, 
son inexistentes los conflictos competenciales en que se somete a controversia la de-
nominada competencia constitucional, es decir, aquella que deriva de las disposiciones 
legales orgánicas o constitutivas de los tribunales que componen los distintos fueros 
judiciales y que se surte de acuerdo con la naturaleza de las prestaciones exigidas y 
los preceptos jurídicos fundatorios invocados por el titular de la acción correspondiente, 
pues ello sería tanto como permitir que los tribunales del Poder Judicial de la Federa-
ción decidan la vía en que debe ser planteada la acción deducida en juicio.

Registro: 2002723 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 2, p. 1332, 
aislada, común. 

VI.1o.P.6 K (10a.)
CompetenCia. CareCe de ella el tribunal Colegiado de CirCuito para ConoCer 

de la Controversia susCitada entre un Juzgado de distrito y un tribunal unitario del 
mismo CirCuito.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 106 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 37, fracciones VI y IX de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, y los puntos quinto, fracción II, y décimo, fracción II del 
Acuerdo General Número 5/2001, de fecha 21 de junio de 2001, del Tri bunal Pleno 
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II de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asun-

tos que conservará para su resolución y el envío de los de su competencia originaria a 
las salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito, se obtiene que los Tribunales 
Colegiados de Circuito pueden resolver un conflicto competencial cuando se reúnan 
los siguientes requisitos: a) que se suscite entre Tribunales Unitarios de Circuito o 
jueces de Distrito dentro de la jurisdicción del Tribunal Colegiado; b) que el órgano 
jurisdiccional de que se trate declare legalmente que no es competente para conocer 
de un juicio de amparo, por razón de materia, grado o territorio, y remita los autos al 
que, en su concepto, lo sea y; c) que éste no acepte la competencia declinada a su 
favor, ordene comunicar dicha determinación al órgano que se hubiera declarado incom-
petente y remita los autos al Tribunal Colegiado de Circuito. Por tanto, si el conflicto se 
plantea entre un juzgado de Distrito y un Tribunal Unitario ambos del mismo Circuito 
para conocer de un juicio de amparo indirecto, el Tribunal Colegiado carece de compe-
tencia para dirimirlo, porque no se satisfacen los referidos requisitos, pues de acuerdo 
con el invocado artículo 37, fracción VI de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, el conflicto debe suscitarse entre órganos de la misma naturaleza, es 
decir, entre juzgados de Distrito o Tribunales Unitarios, pero no entre aquéllos y estos 
últimos, pues así no se desprende del precepto legal en cita. Es así, porque los supues-
tos a que se refiere el referido numeral se determinan por una conjunción disyuntiva 
“o”, que de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española, denota exclusión, 
alternancia o contraposición entre dos o más personas, cosas o ideas, por lo que las 
diferentes hipótesis que facultan al Tribunal Colegiado de Circuito para dirimir un 
conflicto de competencia deben atenderse de conformidad con la alternancia y exclusión 
señaladas; sin soslayar la jerarquía existente entre los órganos jurisdiccionales, que se 
desprende del citado numeral y del artículo 55 de la Ley de Amparo.

Artículo 107

Registro: 2009541 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 20, julio de 2015, Tomo I, p. 701, jurisprudencia, común. 

2a./J. 92/2015 (10a.)
revisión en amparo direCto. proCede Contra normas generales pero sólo Cuando 

deba FiJarse un Criterio de importanCia y trasCendenCia.
De la comparación de los textos anterior y posterior a la reforma de la fracción IX 

del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, se advierte que con 
la incorporación de la expresión “siempre”, existe un mandato expreso para que esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación examine si el problema a analizarse en la re-
visión contra sentencias dictadas en amparo directo fijará un criterio de importancia y 
trascendencia, con lo cual se reafirma la restricción prevista desde la redacción anterior 
del propio precepto, con la finalidad de que este Alto Tribunal se ocupe exclusiva-
mente de asuntos en los que el tema abordado tenga un significado jurídico relevante 
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a y más allá del caso concreto. Asimismo, con el objeto de reiterar la interpretación 
restrictiva del campo de aplicación de la citada fracción IX, el Constituyente Perma-
nente, para garantizar que la materia del recurso de revisión en amparo directo se limite 
a decidir las cuestiones propiamente constitucionales —lo cual ya estaba ordenado desde 
el texto anterior— añadió la frase “sin poder comprender otras”, de forma que no 
hubiera duda acerca de que la sentencia que se dicte invariablemente se vincule con 
el estudio directo de las disposiciones de la Norma Fundamental, excluyendo cualquier 
otro problema para cuya solución baste el estudio de la legislación derivada.

Registro: 2009616 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 20, julio de 2015, Tomo II, p. 1653, 
aislada, común, civil.

I.3o.C.202 C (10a.)
amparo indireCto. el auto por el que un Juez del Fuero Común ordena la aCumu-

laCión de un JuiCio merCantil tramitado en el Fuero Federal, no Constituye un aCto 
Cuyos eFeCtos sean de eJeCuCión irreparable, que Haga proCedente aquél.

El auto por el que un juez del fuero común ordena la acumulación de un juicio 
tramitado ante un juez federal no constituye un acto cuyos efectos sean de ejecución 
irre parable, que haga procedente el juicio de amparo biinstancial, en términos de los 
artículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 107, fracción V, de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril 
de 2013. Se afirma lo anterior, en razón de que si bien es cierto que la acumulación de 
juicios conducirá a la tramitación paralela de ambos y ello dará lugar a que se dicte 
una sentencia definitiva para los dos con la finalidad de evitar el dictado de sen tencias 
contradictorias, también lo es que esos aspectos constituyen actos eminentemente pro-
cesales, que no ocasionan una afectación material a derechos sustantivos, si se parte 
de la base de que el acto reclamado es de naturaleza mercantil; de manera que de 
acuerdo con el artículo 104, fracción II, de la Constitución federal, existe jurisdicción 
concurrente y, al ser así, tanto en el fuero federal como en el local son aplicables el 
Código de Comercio y las leyes supletorias, lo que implica que, tratándose de asuntos 
de índole mercantil, tanto el juez federal como el local pueden atender a las mismas 
reglas sustantivas y procesales, esto es, no se les priva a las partes para ejercer, en su 
oportunidad, los derechos procesales y el de defensa. En consecuencia, es inconcuso 
que respecto del acto reclamado de que se trata, se actualiza en forma manifiesta e 
indu dable la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en 
relación con el 107, fracción V, ambos de la Ley de Amparo y con el artículo 107, frac-
ción III, inciso b), constitucional, los dos últimos preceptos, interpretados en sentido 
contrario, al ser el acto reclamado de naturaleza procesal, pues la consecuencia de que 
no sea examinado a través del juicio de amparo indirecto es que se continúe con la 
secuela procesal de los juicios acumulados hasta que el Juez del fuero común dicte una 
sentencia definitiva de fondo, lo cual no afecta materialmente de manera directa e in-
mediata algún derecho sustantivo tutelado en la Carta Magna o en algún tratado inter-
nacional, ya que la tramitación de un juicio no causa afectaciones de esa naturaleza.
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II Registro: 2009650 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 20, julio de 2015, Tomo II, p. 1779, 
aislada, común, administrativa.

XXVII.1o.2 A (10a.)
violaCión proCesal en materia administrativa. el queJoso no está obligado a 

prepararla, previo a la presentaCión de su demanda de amparo direCto, si aCredita 
que tuvo ConoCimiento de ella después del diCtado de la sentenCia deFinitiva.

Si bien es cierto que conforme a los artículos 107, fracción III, inciso a), último 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 170, fracción I, 
171 y 172 de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, en todas la 
materias, salvo los casos de excepción previstos en la propia ley —actos que afecten 
derechos de menores o incapaces, al estado civil, al orden o estabilidad de la familia, 
a ejidatarios, comuneros, trabajadores, núcleos de población ejidal o comunal o a 
quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desven-
taja social para emprender un juicio, en asuntos penales promovidos por el inculpado 
y cuando se alegue que la ley aplicada o que se debió aplicar en el acto procesal, es 
contraria a la Constitución o a los tratados internacionales de los que México sea 
parte—, el quejoso está obligado a preparar las violaciones procesales, previo a la 
presentación de la demanda de amparo directo, a través de la interposición del recurso 
correspondiente durante la tramitación del juicio de origen, también lo es que, en 
materia administrativa, esa exigencia es inaplicable cuando se acredite que el quejoso 
tuvo conocimiento de la infracción que reclama después del dictado de la sentencia 
definitiva, ya que, en este supuesto, no estuvo en aptitud de prepararla en la secuela 
del juicio, lo que precisamente conforma la base fundamental de su concepto de vio-
lación, por lo que, en esa hipótesis, no es factible exigirle como requisito para atender la 
violación procesal tildada de ilegal, que previo al amparo la prepare, pues ello impli-
caría vulnerar su derecho al acceso efectivo a la justicia, consagrado en el artículo 17 
constitucional.

Registro: 2009477 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 1069, aislada, constitucional, 
común. 

2a. L/2015 (10a.)
aCtos de imposible reparaCión. el artíCulo 107, FraCCión v, de la ley de amparo, 

que eXCluye la posibilidad de reCurrir a través del JuiCio de amparo indireCto las 
violaCiones proCesales que por virtud de la JurisprudenCia p./J. 4/2001 (*) podían 
impugnarse, no es Contrario al prinCipio de progresividad.

Si bien es cierto que durante la vigencia de la Ley de Amparo abrogada era posible 
controvertir a través de la vía biinstancial las violaciones procesales que afectaban al 
gobernado en grado predominante o superior, no menos lo es que tal posibilidad se 
generó con motivo de la jurisprudencia indicada, ante la necesidad de brindar seguri-
dad jurídica, pues en aquella época no existía disposición alguna que definiera a los 
actos de imposible reparación previstos en el artículo 107, fracción III, inciso b), de 
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a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ahora bien, el hecho de que 
el artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo señale que el amparo indirecto procede 
contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por 
ellos los que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la propia Cons-
titución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, no 
implica una violación al principio de progresividad, en su vertiente de no regresividad, 
por estimar que limita y restringe el nivel de protección alcanzado en la jurisprudencia, 
debido a que por regla general, la jurisprudencia —que resuelve cualquier problema de 
legalidad—, emitida por este Alto Tribunal, no es obligatoria para la autoridad legis-
lativa de acuerdo con los artículos 94 de la Ley Suprema y 217 de la Ley de Amparo, 
pues ello implicaría vulnerar el principio de división de poderes que es la base de 
nuestro orden constitucional, sino por el contrario, la amplia libertad de configuración 
del legislador está limitada únicamente a respetar a la Constitución y a los derechos 
humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte; luego, si el legislador federal, en uso de la facultad de libertad de configu-
ración legislativa, estableció un concepto de “actos de imposible reparación” para efectos 
de la procedencia del juicio de amparo indirecto que por disposición legal no existía, 
sino que por la función interpretativa de la jurisprudencia se fue adaptando de acuerdo 
a las circunstancias particulares de cada caso, no es posible declarar su inconstitucio-
nalidad bajo dichos parámetros, máxime si se toma en consideración que la jurispru-
dencia aludida no otorgó algún derecho subjetivo que no estuviera tutelado en la Ley de 
Amparo abrogada, concretamente, por lo que respecta a la posibilidad de impugnar 
tanto actos de imposible reparación, como violaciones procesales.

Registro: 2009365 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo II, p. 1501, 
jurisprudencia, común, civil.

III.2o.C. J/3 (10a.)
abogado patrono. el designado en términos del artíCulo 42 del Código de pro-

Cedimientos Civiles del estado de JalisCo tiene legitimaCión para promover el JuiCio 
de amparo a nombre de quien lo designó Con ese CaráCter.

De los artículos 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y, 5º, fracción I y 6º de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 
2013, deriva que el juicio constitucional debe promoverse por la persona a quien per-
judique el acto reclamado, y que puede hacerlo por su propio derecho, o a través de su 
representante legal, o su apoderado; a su vez, el numeral 42 del Código de Proce-
dimientos Civiles del Estado de Jalisco, que regula la figura del abogado patrono, en 
su parte última dispone que éste tendrá “las mismas obligaciones que un mandatario 
especial con respecto a su patrocinado”; y de todo ello se colige que el abogado patrono 
en la legislación procesal civil del Estado, se equipara a un apoderado especial, lo que se 
robustece con la exposición de motivos relativa al Decreto 15766, por el que se adi-
cionaron los dos últimos párrafos del artículo 42 mencionado, de 31 de diciembre de 
1994, pues en ella el legislador estableció expresamente, que las facultades del abogado 
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II patrono se ampliaban “...hasta para interponer el juicio de amparo...”; con base en 

dicho marco legal, se concluye que el abogado patrono tiene legitimación para promo-
ver el juicio de amparo a nombre de quien lo designó con ese carácter.

Registro: 2009303 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo III, p. 1949, 
aislada, común. 

I.6o.C.5 K (10a.)
amparo direCto. la sentenCia debe notiFiCarse personalmente si en la demanda 

se planteó la ConstituCionalidad de una norma general o la interpretaCión direCta 
de algún preCepto de la ConstituCión Federal, o de los dereCHos Humanos estable-
Cidos en los tratados internaCionales de los que el estado meXiCano sea parte, no 
obstante que el tribunal Colegiado de CirCuito Haya CaliFiCado de inoperante el 
ConCepto de violaCión relativo.

En atención a que las sentencias dictadas en los juicios de amparo directo se en-
cuentran sujetas a las reglas de recurribilidad que derivan de los artículos 107, fracción IX, 
de la Constitución federal y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, que establecen que 
en contra de este tipo de resoluciones procede el recurso de revisión en aquellos casos en 
que se resuelva sobre la constitucionalidad de normas generales, se establezca la in-
terpretación directa de un precepto de la Constitución o se omita decidir sobre tales 
cuestiones si fueron planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascen-
dencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de 
los acuerdos generales del Pleno, cuando en un asunto se declare inoperante el concepto 
de violación en el que se plantee la constitucionalidad de una norma general, con fun-
damento en el penúltimo párrafo del artículo 188 de la ley de la materia, la sentencia 
relativa debe notificarse a las partes personalmente y, por tanto, como lo prevé el último 
párrafo del referido precepto legal, la autoridad responsable sólo será notificada al 
proveerse la remisión de los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en caso 
de interponerse el recurso de revisión, o una vez que se dicte el auto mediante el cual 
se declare que la sentencia ha causado ejecutoria.

Registro: 2009523 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo III, p. 2362, 
aislada, común. 

I.3o.C.92 K (10a.)
prinCipio de deFinitividad en el JuiCio de amparo direCto. el tribunal Colegiado 

de CirCuito es Competente para deseCHar la demanda promovida Contra una senten-
Cia deFinitiva o una resoluCión que pone Fin al JuiCio, por no Haberse agotado el 
reCurso ordinario proCedente.

De conformidad con los artículos 107, fracciones III y V, inciso c), de la Constitu-
ción Federal; 34, párrafo primero y 170 de la Ley de Amparo vigente; y 37, fracción I, 
inciso c), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, los Tribunales Cole-
giados de Circuito son competentes para conocer, en la vía directa, de los juicios de 
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a amparo promovidos contra actos de tribunales judiciales, cuando se trate de: a) Una 
sentencia definitiva o laudo; o, b) Una resolución que ponga fin al juicio. Es decir, 
que la cualidad de sentencia definitiva o resolución que pone fin al juicio ya no depende 
de que se haya o no agotado el recurso ordinario, sino que para establecer si son ma-
teria de amparo en la vía directa ha de atenderse a su contenido; mientras que el deter-
minar si la ley de la materia que rige el acto establece o no recurso, bastará para defi-
nir la procedencia del juicio de amparo, puesto que si el recurso no se agotó el amparo 
será improcedente y debe ser desechado de plano en términos del artículo 113 de la 
Ley de Amparo. La conclusión anterior conlleva establecer que el Tribunal Colegiado 
de Circuito es competente para desechar una demanda de amparo promovida contra una 
sentencia definitiva o una resolución que pone fin al juicio, por no haberse agotado el 
recurso ordinario procedente con el que pudo modificarse o revocarse esa sentencia de-
finitiva o resolución que puso fin al juicio. De ahí que, en ese supuesto, no procede 
declarar la incompetencia legal del Tribunal Colegiado de Circuito.

Registro: 2009171 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 33, jurisprudencia, común. 

P./J. 8/2015 (10a.)
amparo adHesivo. es improCedente este medio de deFensa Contra las Considera-

Ciones que Causen perJuiCio a la parte que obtuvo sentenCia Favorable.
Conforme a los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y 182 de la Ley de Amparo, el amparo adhesivo es una 
acción cuyo ejercicio depende del amparo principal, por lo que deben cumplirse cier-
tos presupuestos procesales para su ejercicio, además de existir una limitante respecto 
de los argumentos que formule su promovente, ya que sólo puede hacer valer preten-
siones encaminadas al fortalecimiento de las consideraciones del fallo, así como vio-
laciones procesales que trasciendan a éste y que pudieran concluir en un punto de-
cisorio que le perjudique o violaciones en el dictado de la sentencia que pudieran 
perjudicarle de resultar fundado un concepto de violación en el amparo principal. En 
esas condiciones, si la parte que obtuvo sentencia favorable estima que la sentencia le 
ocasiona algún tipo de perjuicio, está obligada a presentar amparo principal, pues el 
artículo 182 citado es claro al establecer que la única afectación que puede hacerse 
valer en la vía adhesiva es la relativa a las violaciones procesales que pudieran afectar 
las defensas del adherente, trascendiendo al resultado del fallo. Lo anterior encuentra 
justificación en los principios de equilibrio procesal entre las partes y la igualdad de 
armas, ya que afirmar lo contrario permitiría ampliar el plazo para combatir consi-
deraciones que ocasionen perjuicio a quien obtuvo sentencia favorable. Además, no es 
obstáculo el derecho que tiene la parte a quien benefició en parte la sentencia, de 
optar por no acudir al amparo con la finalidad de ejecutar la sentencia, pues la conducta 
de abstención de no promover el amparo principal evidencia aceptación de las conse-
cuencias negativas en su esfera, sin que la promoción del amparo por su contraparte 
tenga por efecto revertir esa decisión.
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II Registro: 2009172 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 35, jurisprudencia, constitucional. 
P./J. 10/2015 (10a.)
amparo adHesivo. la modulaCión impuesta para impugnar por esta vía sólo Cues-

tiones que FortalezCan la sentenCia o violaCiones proCesales, es razonable en 
términos de los artíCulos 17 ConstituCional y 25 de la ConvenCión ameriCana sobre 
dereCHos Humanos.

Conforme a los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 182 de la Ley de Amparo, el amparo adhesivo tiene una 
naturaleza accesoria y excepcional, sin embargo, la modulación impuesta para impugnar 
por esta vía sólo cuestiones que fortalezcan la sentencia o violaciones procesales, resulta 
razonable en atención a los artículos 17 constitucional y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, pues el acceso efectivo a la justicia no es absoluto, por lo 
que su ejercicio debe someterse a cauces que, al limitarlo justificadamente, posibiliten 
su prestación adecuada con el fin de lograr que las instancias de justicia constituyan 
el mecanismo expedito, eficaz y confiable al que los gobernados acudan para dirimir 
cualquiera de los conflictos que deriven de las relaciones jurídicas que entablan. Así, 
la limitante en estudio no deja sin defensa a una de las partes sino, por el contrario, le 
da intervención en una acción que no podría ejercer al favorecerle la sentencia, y si 
bien lo limita al impedirle impugnar las determinaciones del fallo que desde su dictado 
le afecten, ello no le impide promover un amparo en lo principal, motivo por el cual la 
configuración legislativa que se realiza respecto al amparo adhesivo tiene como efecto 
organizar y dar congruencia a la litis, para permitir a los órganos jurisdiccionales emi-
tir una sentencia de forma congruente, exhaustiva y expedita.

Registro: 2009173 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 37, jurisprudencia, común. 

P./J. 9/2015 (10a.)
amparo adHesivo. proCede Contra violaCiones proCesales que pudieran aFeCtar 

las deFensas del adHerente, trasCendiendo al resultado del Fallo, así Como Contra 
las Cometidas en el diCtado de la sentenCia que le pudieran perJudiCar, pero no las 
que ya lo perJudiCan al diCtarse la sentenCia reClamada.

Conforme a los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 182 de la Ley de Amparo, el amparo adhesivo tiene 
una naturaleza accesoria y excepcional, por lo que no es válido hacer valer cuestiones 
ajenas a lo expresamente previsto en este último precepto legal, pues aun cuando el 
órgano colegiado debe resolver integralmente el asunto para evitar la prolongación de 
la controversia, ello debe hacerse respetando la lógica y las reglas fundamentales que 
norman el procedimiento. En razón de ello, el amparo adhesivo sólo puede encami-
narse a fortalecer las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que 
pone fin al juicio, que determinaron el resolutivo favorable a los intereses del adherente, 
o puede dirigirse a impugnar las consideraciones que concluyan en un punto decisorio 
que le perjudica, exclusivamente en relación con violaciones procesales o con viola-
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a ciones en el dictado de la sentencia que le pudieran perjudicar al declararse fundado 
un concepto de violación planteado en el amparo principal, por ser éstos los supuestos 
de su procedencia. En esas condiciones, a través del amparo adhesivo sólo es factible 
alegar dichas cuestiones, sin que se permita combatir otras consideraciones de la 
sentencia reclamada en las que se alegue una violación cometida por la responsable 
que ya perjudique al quejoso adherente al dictarse la resolución reclamada, pues el 
amparo adhesivo es una acción con una finalidad específica y claramente delimitada 
por el legislador, en virtud de que se configura como una acción excepcional que se 
activa exclusivamente para permitir ejercer su defensa a quien resultó favorecido con 
la sentencia reclamada y con la intención de concentrar en la medida de lo posible las 
afectaciones procesales que se ocasionaron o se pudieron ocasionar, para evitar retra-
sos injustificados y dar celeridad al procedimiento.

Registro: 2009003 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 166, jurisprudencia, constitu-
cional, común.

1a./J. 36/2015 (10a.)
amparo direCto en revisión. es proCedente Cuando en la demanda se alega la 

omisión de la responsable de realizar el Control diFuso de ConstituCionalidad de 
una norma general.

De los artículos 1º, 107, fracción IX, y 133 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos deriva que el ejercicio del control difuso de constitucionalidad 
a cargo de los órganos jurisdiccionales responsables, debe considerarse incluido en el 
supuesto de “constitucionalidad de normas generales”, previsto para la procedencia 
del recurso de revisión en el citado artículo 107, fracción IX, siempre y cuando el 
quejoso se duela de la omisión de dicho control difuso en su demanda de amparo, 
vinculada con normas específicas de la ley secundaria; sea que ese planteamiento se 
analice u omita por el tribunal de amparo. Lo anterior es así, ya que dicho control 
consiste en preferir la aplicación de las normas fundamentales de derechos humanos 
sobre aquellas que los contravengan, para lo cual necesariamente debe hacerse un 
contraste entre las disposiciones legales y las fundamentales para determinar si las 
primeras se ajustan a las segundas, mediante el seguimiento de los pasos señalados por 
el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LXIX/2011 
(9a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 2011, página 552, de rubro: “pasos a seguir 
en el Control de ConstituCionalidad y ConvenCionalidad ex officio en materia de 
dereCHos Humanos”, es decir, primero hacer una interpretación conforme en sentido 
amplio por la cual se favorezca la protección más amplia de las personas; si esto no es 
posible, llevar a cabo una interpretación conforme en sentido estricto según la cual, 
ante varias interpretaciones jurídicamente válidas, preferir la que más favorezca los 
derechos fundamentales y, finalmente, cuando ninguna de las anteriores opciones es 
posible, atender directamente a la norma fundamental, en inaplicación de la norma 
secundaria incompatible.



256 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II Registro: 2009188 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 428, aislada, constitucional, 
común. 

1a. CLXXI/2015 (10a.)
dereCHo a la eduCaCión. para que las asoCiaCiones Civiles puedan aCudir al JuiCio 

de amparo a reClamar su inCumplimiento, deben aCreditar que su obJeto soCial tiene 
Como Finalidad veriFiCar que se Cumplan las obligaCiones en materia eduCativa, 
así Como probar Haber eJerCido esa FaCultad.

El derecho a la educación es una estructura jurídica compleja en la que se com-
prenden diversos derechos y obligaciones, por lo que su garantía no sólo corre a cargo 
del Estado, sino también de las asociaciones civiles encargadas de su defensa, las 
cuales tienen la facultad de verificar su efectividad. Así, para que estas personas jurí-
dicas puedan acudir al juicio de amparo para reclamar el incumplimiento por parte de 
las autoridades respecto de las obligaciones en materia educativa, deben acreditar 
que su objeto social tiene como finalidad verificar el cumplimiento de ese derecho, en 
atención a que el artículo 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos exige, para acudir al juicio referido, la existencia de una especial 
situación frente al orden jurídico, por lo que ésta puede acreditarse con el vínculo entre 
el derecho humano reclamado y la persona que comparece en el proceso. En esas 
condiciones, cuando en el amparo se defienda el derecho a la educación en sus distin-
tas facetas, como las relativas a la existencia de instituciones y programas de enseñanza 
accesibles a todos, sin discriminación, tanto en el aspecto material como en el económico, 
así como su aceptabilidad en la forma y el fondo, aunado a la flexibilidad requerida 
para adaptarse a las necesidades sociales y de las comunidades, se concluye que la 
asociación civil se encontrará involucrada dentro del espectro de este derecho, si en 
atención a su objeto social puede participar directa y activamente para realizar alguna 
de las actividades y obligaciones impuestas por la Constitución federal y los ordena-
mientos internacionales respecto a la efectividad del derecho a la educación; aunado 
a ello, no basta que dichas facultades estén enunciadas en su objeto social, sino que 
la asociación civil debe probar que las ha ejercido.

Registro: 2009194 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 441, aislada, común. 

1a. CLXXXVI/2015 (10a.)
interés legítimo. Como usuario o beneFiCiario del gasto públiCo, la parte queJosa 

que Combate su deFiCiente integraCión no aCude Como Contribuyente, por lo que 
CareCe de aquél.

De acuerdo con los precedentes de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
el universo de afectaciones posibles de un contribuyente como sujeto constitucional, 
relevantes para el juicio de amparo, de acuerdo con el artículo 31, fracción IV, consti-
tucional, son todas aquellas asociadas a su estatus de sujeto pasivo de una relación 
tributaria. Con la ampliación del interés legítimo, los contribuyentes podrían resentir 
afectación en la aplicación de normas que regulan esa forma de tributar. Sin embargo, 
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a la afectación que pueden resentir por las condonaciones otorgadas a favor de terceros 
extraños, al existir una merma en el gasto público total realizado por el Estado, no es 
resentida por las personas en su calidad de contribuyentes, sino en su calidad de su-
jetos beneficiarios de los servicios del Estado. Por tanto, en este contexto, la distinción 
entre contribuyentes y no contribuyentes es artificial: ambos son igualmente beneficia-
rios del gasto público y ambos son igualmente afectables por las modificaciones en las 
condiciones de integración general del gasto público del que buscan beneficiarse. Nues-
tra Constitución no hace distinciones al interior de los sujetos beneficiarios del gasto 
público por razón de su capacidad contributiva, es decir, a la Constitución no le importa 
asistir con el gasto público únicamente a quienes han contribuido a su sostenimiento. 
Ello es impedido por el carácter social e igualitario de la Carta Fundamental, que obliga 
al legislador a otorgar una igual consideración a todas las personas sin importar su 
condición social. Introducir una distinción entre categorías de sujetos usuarios del gasto 
público por su capacidad de contribuir, sólo con el fin de encontrar una base para 
alegar la existencia de interés legítimo, correría el riesgo de poner en tensión la natu-
raleza democrática de nuestra forma de gobierno. El destinatario del gasto público es 
toda la población y no sólo los que puedan contribuir a su sostenimiento. Por tanto, 
quienes alegan una afectación por la indebida integración del gasto público, acuden al 
juicio de amparo con una afectación que es societaria y abstracta, no reducible al inte-
rés legítimo. Este tipo de reclamos abstractos y generales, si bien existentes, no son 
aptos para ser dirimidos en sede de control constitucional. El principio de división de 
poderes reserva la solución de este tipo de afectaciones a los canales democráticos.

Registro: 2009195 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 442, aislada, común. 

1a. CLXVII/2015 (10a.)
interés legítimo de asoCiaCiones Civiles en deFensa del dereCHo a la eduCaCión. 

el Juzgador debe analizar el dereCHo Cuestionado a la luz de la aFeCtaCión reCla-
mada para determinar la proCedenCia del JuiCio de amparo.

De conformidad con lo que estableció el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis de jurisprudencia P./J. 50/2014 (10a.), de título y subtítulo: “in-
terés legítimo. Contenido y alCanCe para eFeCtos de la proCedenCia del JuiCio de 
amparo (interpretaCión del artíCulo 107, FraCCión i, de la ConstituCión polítiCa 
de los estados unidos meXiCanos)”, para la procedencia del juicio de amparo debe 
tomarse en cuenta la existencia de un vínculo entre ciertos derechos fundamentales y 
una persona que comparece en el proceso, la cual no requiere de una facultad otorgada 
expresamente por el orden jurídico, sino de la aptitud de expresar un agravio diferen-
ciado al resto de los integrantes de la sociedad, al tratarse de un interés cualificado, 
actual, real y jurídicamente relevante, por medio del cual pueda reclamar a los poderes 
públicos que actúen acorde con el ordenamiento; de ahí que con la concesión del amparo 
debe lograrse un efecto positivo en su esfera jurídica, ya sea actual o futuro pero cierto, 
como resultado inmediato de la resolución que, en su caso, llegue a dictarse. Así, tra-
tándose del interés legítimo de asociaciones civiles en defensa de derechos colectivos, 
el juzgador debe realizar un estudio integral de la naturaleza del derecho, el objeto 
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II social de la asociación y la afectación que se alega. Por tanto, cuando una persona 

jurídica alega la transgresión del derecho a la educación por parte de las autoridades 
estatales, no procede sobreseer en el juicio por considerar exclusivamente que los re-
clamos tienen por efecto salvaguardar la constitucionalidad y la legalidad del ordena-
miento, sino que es necesario analizar la pretensión aducida a la luz del derecho 
cuestionado, para determinar la forma en la que dicho reclamo trasciende a la esfera 
jurídica de la quejosa, en virtud de que el amparo tendrá por objeto reparar la violación 
a su esfera jurídica.

Registro: 2009196 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 444, aislada, común. 

1a. CLXXX/2015 (10a.)
interés legítimo en el JuiCio de amparo. la JustiCiabilidad de la porCión Consti-

tuCional que se estima vulnerada, no depende del reConoCimiento de Contar Con 
aquél en un Caso ConCreto.

Es inexacta la afirmación que hace depender la justiciabilidad de una norma cons-
titucional del reconocimiento de que en un juicio de amparo concreto se reconozca 
interés legítimo. La justiciabilidad de toda la Constitución está asegurada mediante el 
reconocimiento de una condición independiente: su naturaleza jurídica. En efecto, en 
nuestro sistema de gobierno, la Constitución tiene la naturaleza de norma jurídica; 
así lo prescribe el artículo 133 constitucional, al establecer que el conjunto normativo 
identificado en ese texto debe entenderse como criterio de validez último de todo acto 
de producción jurídica. Así, si la Constitución es norma jurídica y los jueces tienen a 
su cargo aplicar el derecho a los casos controvertidos, luego, la Constitución es justi-
ciable, lo que ha llevado a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación a reconocer 
la facultad inherente de todos los jueces del país, sin importar su fuero o materia, de 
ejercer control constitucional difuso para preferir a ésta en lugar de cualquier otra norma 
secundaria en contrario. Así, debe identificarse la existencia independiente de dos pre-
guntas distintas: ¿qué normas constitucionales pueden servir de parámetro de escru-
tinio constitucional? y ¿quién puede acudir al juicio de amparo? La respuesta a esta 
segunda pregunta la otorga la Constitución: quien acredite tener, al menos, interés 
legítimo. Por tanto, cuando en un juicio de amparo se concluye que debe sobreseerse 
en el mismo porque no se acredita interés legítimo, no se concluye que la norma cons-
titucional denunciada como vulnerada no sea apta para servir de parámetro de control, 
sino simplemente se niega que la parte quejosa presente un interés cualificado, 
actual, real y jurídicamente relevante, lo que implica que si en otro caso se llegara 
acreditar este requisito, o bien, se planteara el mismo problema en otra sede de control 
constitucional por quien sí esté legitimado, el juez de control estaría habilitado para 
someter a escrutinio el acto reclamado a la luz de cualquier norma constitucional.

Registro: 2009197 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 444, aislada, común. 

1a. CLXXXIII/2015 (10a.)
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a interés legítimo en el JuiCio de amparo. para determinar si se aCredita, debe 
responderse a las preguntas ¿qué? ¿quién? y ¿Cuándo?

Una persona que válidamente plantee la impugnación constitucional de una ley en 
sede judicial debe hacerse tres preguntas para determinar si cuenta con interés legítimo 
para hacerlo: ¿Qué puede servir de parámetro de control constitucional? ¿Quién puede 
acudir a combatirla en sede de control judicial? y ¿Cuándo puede hacerlo? Las tres 
respuestas están en la Constitución. En primer lugar, el artículo 133 establece que la 
integridad de la Constitución es norma jurídica, la que se constituye en criterio de 
validez de todo acto de producción normativa, por lo que, por regla general, cualquier 
fragmento constitucional puede servir de parámetro de control. En segundo lugar, el 
artículo 103, fracción I, establece que puede acudir al juicio quien, al menos, acredite 
interés legítimo. Finalmente, de la interpretación sistemática de los artículos 103 y 
107, se desprende que una persona puede acudir al juicio de amparo cuando su opo-
sición a la ley adquiera una concreción real, jurídicamente relevante y cualificada en 
el tiempo, lo que sucede cuando resienta una afectación que no sea hipotética o con-
jetural, es decir, cuando acudan a alegar afectaciones contemporáneas y definitivas. 
Las respuestas a cada una de las preguntas identificadas —el qué, el quién y el cuándo— 
tienen como común denominador la preocupación constitucional de delimitar el poder 
de revisión judicial de las leyes conforme al principio de división de poderes, para que 
sólo sea activable cuando esta función sea necesaria para resolver una controversia 
real, que involucre la suerte de un interés con relevancia jurídica de una persona, de 
acuerdo a un parámetro jurídico, ya que aquellos actos o afectaciones hipotéticas o 
condicionadas a un acto contingente pueden ser resueltos por los poderes políticos con 
legitimidad democrática. Luego, la determinación de no reconocer interés legítimo a 
la parte quejosa para impugnar una norma legal que no le afecta en el momento actual 
no constituye una restricción indebida al poder de control constitucional de las leyes, 
sino el cumplimiento al principio de división de poderes que ordena al poder judicial.

Registro: 2009198 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 445, aislada, común. 

1a. CLXXXII/2015 (10a.)
interés legítimo en el JuiCio de amparo. una persona no destinataria de una 

norma legal puede impugnarla en su Calidad de terCero, siempre y Cuando la aFeC-
taCión Colateral alegada no sea HipotétiCa, ConJetural o abstraCta.

Al momento de analizar si la parte quejosa acredita contar con interés legítimo para 
impugnar una norma, el juez de amparo debe precisar en primer lugar la ubicación 
jurídica desde la que se le combate: como destinatario o como tercero. Ello se logra 
mediante el análisis del ámbito personal de validez de la norma y de la posición del 
quejoso frente a ésta. Al respecto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
concluido que mediante la introducción constitucional del concepto de interés legítimo, 
las personas pueden acudir a cuestionar la validez de normas desde la ubicación de 
terceros al contenido o relación jurídica por ella contemplada, en cuyo caso la respuesta 
a responder para tener por acreditado ese requisito es: ¿La puesta en operación de la 
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II norma impugnada genera al quejoso una afectación jurídicamente relevante? Las dis-

tintas hipótesis de actualización de esa afectación se describen en la tesis aislada 1a. 
CCLXXXII/2014 (10a.), de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubro: “leyes autoapliCativas, normas que aCtualizan esta CaliFiCatoria 
sobre la base del interés legítimo”. Para describirlas, se han utilizado fórmulas como 
“irradiación colateral de la norma a los quejosos como terceros”, o simplemente, “afec-
tación colateral”. Ahora bien, conviene precisar que la premisa básica de este estándar 
es el requisito de que la afectación colateral alegada debe presentar una relación causal 
con la norma impugnada que no puede ser hipotética, conjetural o abstracta. En otras 
palabras, debe tratarse de una afectación palpable y discernible objetivamente del 
análisis de la ley, al grado de ser calificable como una verdadera creación de la obra 
del legislador. El principio de división de poderes que inspira el requisito de parte agra-
viada, obliga a los jueces a reconocer interés legítimo únicamente a la persona que 
acredite una afectación real en sentido cualitativo, pero también temporal, actual o 
inminente, nunca hipotético o conjetural.

Registro: 2009200 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 447, aislada, común. 

1a. CLXXXVII/2015 (10a.)
interés legítimo. la aFeCtaCión alegada Con motivo de la indebida integraCión 

del gasto públiCo, por ausenCia del poder impositivo del estado, no lo aCtualiza.
Es infundado que una persona, en su calidad de contribuyente, tenga interés legí-

timo para impugnar una ley fiscal que combate en su configuración por no incluir como 
sujeto pasivo a determinadas personas, a lo que se opone por no gozar de un mejor gasto 
público. Esta afectación no es privativa de los contribuyentes, como colectividad iden-
tificable, en oposición a los no contribuyentes. El sujeto jurídico que resiente los efectos 
de un deficiente sistema de gasto público y/o de recaudación es todo ciudadano, persona 
residente en el país o persona sin más, sujeto al Estado mexicano, pues todos son be-
neficiarios latentes de sus beneficios, por lo que debe concluirse que esa afectación 
afecta por igual a toda la población y, por tanto, no es reducible a un interés legítimo.

Registro: 2009199 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I, p. 447, aislada, común. 

1a. CLXXXI/2015 (10a.)
interés legítimo. es neCesario aCreditarlo para aCtivar el poder de revisión en 

sede JudiCial de los aCtos de los poderes polítiCos.
El interés legítimo es el presupuesto procesal establecido en la Constitución para 

acceder al juicio de amparo, en ausencia del cual los jueces constitucionales se en-
cuentran inhabilitados para someter a revisión jurisdiccional los actos de las autorida-
des políticas, especialmente, de aquellas elegidas democráticamente. Este diseño se 
conecta con la preocupación del Constituyente originario de preservar una cierta forma 
de gobierno, asentado sobre el principio de división de poderes, conforme al cual el 
poder se ha de dividir para su ejercicio entre distintos departamentos con competencias 
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a propias, sobre la base de una idea de pesos y contrapesos. Así, la preservación del 
interés legítimo garantiza un fin negativo del principio de división de poderes: que los 
jueces no se posicionen como órganos supervisores permanentes o aduanas de veto 
de las decisiones con legitimidad democrática; por otra parte, garantiza el fin positivo de 
ese mismo principio: aprovechar las funciones de control constitucional para utilizarse 
en su máxima capacidad en el ámbito en el que los jueces gozan de ventajas institucio-
nales sobre los poderes políticos, a saber, la resolución imparcial de controversias con-
cretas mediante la aplicación del derecho. Por tanto, dentro del universo de afectaciones 
que las personas pueden resentir, los jueces constitucionales —mediante amparo— sólo 
son aptos para conocer de aquellas calificables como actualizadoras del interés legítimo 
o jurídico y no otras, lo que no implica que el resto de afectaciones posibles no sean 
relevantes para el modelo de estado constitucional, simplemente no son adecuadas para 
dirimirse en sede jurisdiccional en ese momento. Las afectaciones mayoritarias, ideo-
lógicas y políticas corresponde a los órganos políticos resolverlas. Impedir que los 
jueces incursionen en este ámbito preserva el ideal de coparticipación que busca al-
canzar la Constitución mediante la difusión del poder.

Registro: 2009223 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 2100, 
aislada, común. 

II.1o.11 K (10a.)
amparo adHesivo. proCede Cuando el Fallo reClamado Contiene ConsideraCiones 

que ConCluyen Con un punto deCisorio que perJudiCa al adHerente.
El artículo 107, fracción III, inciso a), segundo párrafo, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, vigente a partir del 4 de octubre de 2011, prevé la 
posibilidad de que la parte que haya obtenido sentencia favorable y la que tenga inte-
rés jurídico en la subsistencia del acto reclamado presenten amparo adhesivo al que 
promueva cualquiera de las partes que intervinieron en el juicio del que emana el acto 
reclamado. En armonía con la disposición constitucional, la Ley de Amparo que entró 
en vigor el 3 de abril de 2013, en el artículo 182, párrafo segundo, en sus dos fraccio-
nes dispone expresamente que el amparo adhesivo procede: a) cuando el adherente 
trate de fortalecer las consideraciones vertidas en el fallo que favorecen a sus intereses, 
a fin de no quedar indefenso (fracción I); y, b) cuando existan violaciones al procedimiento 
que pudieran afectar las defensas del adherente, trascendiendo al resultado del fallo, 
a efecto de no consentirlas en un eventual juicio de amparo (fracción II). Ahora bien, 
del contenido del párrafo tercero del propio numeral, se advierte un tercer supuesto de 
procedencia del amparo adhesivo que se actualiza: c) cuando existan en el fallo defi-
nitivo reclamado consideraciones adversas al adherente que se reflejen en los puntos 
resolutivos, pues la expresión “o a impugnar las que con cluyan en un punto decisorio 
que le perjudica”, prevé la posibilidad de exponer concep tos de violación al respecto 
en amparo adhesivo precisamente por haber obtenido sentencia favorable. Lo anterior 
ocurre, por ejemplo, cuando el tribunal de alzada admite los agravios del actor apelante 
y desestima la excepción de eficacia refleja de cosa juzgada que el juez natural había 
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primario, analiza las pruebas para advertir si están demostrados o no los elementos 
constitutivos de la acción; en este supuesto es evidente que las consideraciones de 
la responsable concluyen en un punto decisorio que le per judica al adherente, pues 
de haber considerado el juez que la acción era improcedente, la Sala responsable 
considera lo contrario y analiza sus elementos constitutivos. Por tanto, si el actor pro-
movió amparo directo y obtuvo sentencia protectora que vinculó a la autoridad respon-
sable a pronunciarse con exhaustividad, el demandado debió en esa oportunidad pro-
mover amparo adhesivo y plantear conceptos de violación referentes al tema de eficacia 
refleja de cosa juzgada, pues el análisis de esta cuestión tiene preva lencia lógico jurí-
dica sobre los elementos de la acción y su atención debe ser preferente, con indepen-
dencia de que el concepto de violación en amparo adhesivo resultare fundado o no; así, 
el pronunciamiento desestimatorio, imbíbito en los puntos resolutivos, debe ser impugnado 
en amparo adhesivo para evitar que opere el principio de preclusión en amparo 
subsecuente.

Registro: 2009033 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 2101, 
aislada, común. 

(VIII Región) 2o.5 K (10a.)
amparo adHesivo. supuestos de proCedenCia (alCanCe de la eXpresión “las que 

ConCluyan en un punto deCisorio que le perJudiCa”, Contenida en el artíCulo 182, 
párraFo terCero, de la ley de la materia).

De la interpretación sistemática del artículo 182 de la Ley de Amparo, se advierte 
que el amparo adhesivo procede contra una sentencia favorable, de la que se tiene 
interés jurídico de que subsista, sin que se prevea la posibilidad de que proceda con-
tra una sentencia desfavorable en sus resolutivos; por tanto, la expresión contenida en 
el tercer párrafo de ese numeral, relativa a que los conceptos de violación deberán 
estar encaminados a impugnar “las que concluyan en un punto decisorio que le perju-
dica”, está referida a las consideraciones que le afectan y no a los resolutivos, pues 
pensar lo contrario, esto es, que también pueda combatirse en amparo adhesivo un 
punto resolutivo desfavorable, abriría una posibilidad paralela para impugnarlo tanto 
en amparo directo principal, como en amparo directo adhesivo, lo que generaría un 
trato inequitativo para las partes en el juicio; en consecuencia, si existe en la motivación 
de la sentencia una consideración que le afecta o perjudica (desfavorable), que concluye 
en un punto resolutivo favorable, es procedente el amparo adhesivo (consideración que 
perjudica-resolutivo favorable) y si esa afectación concluye en un punto resolutivo 
desfavorable, procede el amparo directo principal (consideración que perjudica-reso-
lutivo desfavorable), lo que además es acorde con el artículo 107, fracción III, inciso a), 
párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 
establece que la parte que haya obtenido sentencia favorable y la que tenga interés 
jurídico en que subsista el acto reclamado, podrán presentar amparo en forma adhesiva.
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a Registro: 2009035 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 2105, 
aislada, común. 

VII.1o.A.5 K (10a.)
amparo indireCto. es improCedente Contra las resoluCiones que reCaigan en el 

proCedimiento de inCompetenCia, si no se trata de una que sea Firme y deFinitiva, 
que Cause una aFeCtaCión de imposible reparaCión.

Como en una cuestión de competencia participan diversas autoridades y cada una 
puede emitir resoluciones que determinen inhibirla o declinarla, o bien, aceptar o 
rechazar el conocimiento del asunto, aun cuando el artículo 107, fracción VIII, de la 
Ley de Amparo prevé que el juicio de amparo indirecto procede “contra actos de auto-
ridad que determinen inhibir o declinar la competencia o el conocimiento de un asunto”, 
no es factible que aquél proceda contra cada una de las resoluciones que recaigan 
mientras se decide dicho aspecto, sino sólo respecto de una que sea firme y definitiva, 
que es la que causa una afectación de imposible reparación, en términos de la fracción 
V del precepto referido, con la que ha de relacionarse aquella fracción VIII, dada la 
estrecha vinculación existente entre ambas; de modo que la determinación de la auto-
ridad en la cual declina conocer del asunto no pueda considerarse definitiva hasta en 
tanto la otra lo acepte, al constituir solamente un aspecto dentro de un procedimiento 
que lesiona, en todo caso, derechos adjetivos y no afecta directamente los de carácter 
sustantivo, pues, incluso, de no aceptar esta última esa competencia, podría suscitarse 
un conflicto que tendría que resolverse, según el ordenamiento aplicable, por una 
autoridad diversa.

Registro: 2009267 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 2295, 
aislada, constitucional, común.

I.3o.C.64 K (10a.)
prinCipio de deFinitividad. su Compatibilidad Con la normativa en materia de 

dereCHos Humanos.
Si bien de conformidad con el artículo 1º de la Constitución Política de los Esta-

dos Unidos Mexicanos, a partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 10 de junio de 2011, son de observancia general no sólo los derechos 
humanos contenidos en la Constitución federal, sino también los que se prevean en 
los instrumentos internacionales firmados por el Estado mexicano, con el objeto de 
garantizar un recurso judicial efectivo contra actos que violen derechos fundamentales, 
ello no implica que la normativa en materia de derechos humanos sea incompatible 
con el principio de definitividad que rige en el juicio de amparo, dado que éste no 
puede considerarse como un recurso, sino como un verdadero juicio previsto en el 
artículo 107 de la Carta Magna, en el que se sientan las bases a las que se sujetará 
el procedimiento y el orden jurídico que lo regula a través de la Ley de Amparo, en 
cuyo artículo 61 establece diversas causas de improcedencia como presupuestos pro-
cesales que deben atenderse, pues lo contrario daría lugar a una situación permanente 
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y contrario a los fines que persiguen el juicio de amparo, la Constitución y los pro pios 
tratados sobre derechos humanos. Ahora bien, el citado artículo 61, en su fracción XVIII, 
señala como casos de excepción al principio de definitividad cuando: a) se trate de 
actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera 
de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, 
extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación 
forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea Nacionales; b) el acto reclamado consista 
en órdenes de aprehensión o reaprehensión, autos de vinculación a proceso, resolución 
que niegue la libertad bajo caución o que establezca los requisitos para su disfrute, 
resolución que decida sobre el incidente por desvanecimiento de datos, orden de arresto 
o cualquier otro que afecte la libertad personal del quejoso, siempre que no se trate de 
sentencia definitiva en el proceso penal; c) se trate de persona extraña al procedimiento. 
Cuando la procedencia del recurso o medio de defensa se sujete a interpretación adi-
cional o su fundamento legal sea insuficiente para determinarla, el quejoso quedará en 
libertad de interponer dicho recurso o acudir al juicio de amparo. Por tanto, el princi-
pio de definitividad es compatible con la normatividad en materia de derechos huma-
nos, ya que la observancia de los requisitos para acceder al juicio de amparo resultan 
acordes con los lineamientos establecidos en el artículo 25, numeral 1, de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, dado que su trámite es rápido, sencillo y 
únicamente se requiere estar en el supuesto de afectación de un acto de autoridad para 
acceder a la posibilidad de impetrar la protección de la justicia federal, dentro del 
plazo previsto por la ley. De ahí que el derecho de acceso a la justicia no se traduce en 
una facultad para transgredir las normas que rigen al procedimiento; tampoco implica 
que quede al arbitrio de los gobernados interponer o no los recursos previstos en la ley 
ordinaria contra los actos que se señalan como reclamados, pues la ley de la materia 
dispone específicamente en qué casos el quejoso puede acudir directamente al juicio 
de amparo sin agotar los medios ordinarios de defensa.

Registro: 2009168 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, Tomo III, p. 2408, 
aislada, común, laboral.

III.1o.T.18 L (10a.)
violaCiones proCesales en el amparo direCto laboral promovido por el patrón. 

interpretaCión del artíCulo 174 de la aCtual ley de amparo.
Por formar parte del sistema jurídico mexicano el precepto 174 de la Ley de Am-

paro, en vigor a partir del 3 de abril de 2013, no debe interpretarse aisladamente, 
atendiendo sólo a su mera literalidad. En consecuencia, sus disposiciones deben 
relacionarse con las que emergen de los artículos 1º, 14, 17, 107, fracción III, inciso 
a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y 172 de la propia Ley de Amparo. Luego, te-
niendo en cuenta la armonía existente entre los enunciados normativos que encierran 
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a todas esas prevenciones en relación con las violaciones procesales a que se refiere el 
numeral 172 invocado, válidamente se arriba a la apreciación de que, en la actualidad, 
teniendo presente la mayor protección que debe permear en la interpretación y aplica-
ción de la ley en beneficio de las personas, incluyendo a las jurídicas o morales, pri-
vilegiando el principio de progresividad, con la consiguiente prohibición de cualquier 
retroceso que imponga cargas irracionales para obtener la tutela judicial, dicho artículo 
174 no puede ser interpretado en el sentido de que el patrón peticionario del amparo, al 
hacer valer una o varias violaciones procesales reclamables en vía uniinstancial, se 
encuentre constreñido a expresar, sacramentalmente, cuál parte de las consideraciones 
contenidas en el laudo combatido se ve afectada con las mismas y en qué medida in-
fluyen para que ésa o esas consideraciones desaparezcan, ya que tal exigencia, además 
de implicar un retroceso en la impartición de justicia, quebranta los principios rectores del 
actual sistema jurídico mexicano, cuya directriz se enfoca en la protección más amplia 
posible de los derechos humanos consagrados en favor de todas las personas.

Registro: 2008791 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 95, jurisprudencia, común. 

P./J. 6/2015 (10a.)
tribunales Colegiados de CirCuito. son Competentes para ConoCer de las demandas 

de amparo promovidas Contra sentenCias que deCidan el JuiCio de origen en lo prin-
Cipal, aunque no se Haya agotado el medio ordinario de deFensa previsto para impug-
narlas (ley de amparo vigente a partir del 3 de abril de 2013).

De los artículos 107, fracciones III, inciso a), V y VI, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 2º, 34, 45 y 170 de la Ley de Amparo, así como 37, 
fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación se advierte la exis-
tencia de criterios que atañen a tres cuestiones que constituyen presupuestos procesales 
en el juicio de amparo directo: a) Procedencia de la vía, en cuanto a que su tramitación 
procede contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, 
entendiendo por los primeros, las que decidan el juicio en lo principal, y, por las últi-
mas, las que sin decidirlo en lo principal, lo den por concluido; b) Competencia, en 
cuanto a que son competentes para conocer de él los Tribunales Colegiados de Circuito; 
y, c) Procedencia en cuanto a que, por regla general, antes de acudir al juicio de amparo 
deben agotarse los recursos ordinarios establecidos en la ley aplicable (principio de defi-
nitividad). Ahora bien, la claridad en la apreciación de los indicados presupuestos 
procesales permite afirmar que el orden lógico para examinar su satisfacción exige ana-
lizar, en primer lugar, la procedencia de la vía directa de tramitación del juicio de 
amparo; posteriormente, satisfecho ese presupuesto, debe estudiarse la competencia 
del Tribunal Colegiado de Circuito y, de surtirse ésta, estudiar la procedencia del juicio de 
amparo; en la inteligencia de que la insatisfacción de un presupuesto procesal previo 
en su orden, impide que se aborden los siguientes. De lo anterior se concluye que el 
Tribunal Colegiado de Circuito es competente para conocer de las demandas de amparo 
promovidas en contra de sentencias que decidan el juicio de origen en lo principal, 
inclusive cuando no se hubiere agotado el medio ordinario de defensa previsto en la 
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esa naturaleza torna procedente la vía de tramitación directa por tratarse de una sen-
tencia definitiva; y, al ser procedente su tramitación, se surte la competencia legal a 
favor del Tribunal Colegiado de Circuito el cual, en ejercicio de ésta, cuenta con la fa-
cultad necesaria para analizar la procedencia del juicio de amparo incluyendo, en su 
caso, la decisión sobre la satisfacción o no del principio de definitividad. Ello conduce 
a señalar que sobre dichas cuestiones, las tesis de jurisprudencia P./J. 40/97, P./J. 
16/2003 y P./J.17/2003 (*) emitidas por este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, que se ocuparon de examinar el marco legal aplicable en la época 
de su emisión, no son acordes en lo conducente con el contenido de las disposiciones 
constitucionales y legales vigentes, por lo que serán aplicables sólo para los asuntos 
en los que rija la Ley de Amparo abrogada, de conformidad con el artículo sexto tran-
sitorio de la actual ley en vigor.

Registro: 2008799 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 508, aislada, común, penal.

1a. CXXVII/2015 (10a.)
eXtinCión de dominio. el ministerio públiCo está legitimado para promover amparo 

direCto Contra el Fallo de segunda instanCia que desestimó su pretensión en el 
JuiCio relativo.

En términos del artículo 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para que proceda el juicio de amparo, el quejoso debe demostrar 
tener un interés legítimo, o bien, un interés jurídico, siendo este último el que faculta 
al Ministerio Público a promover el juicio de amparo directo contra la sentencia de 
segunda instancia que desestima su pretensión en un juicio de extinción de dominio. 
En efecto, el interés jurídico se traduce en la titularidad de un derecho subjetivo, cuya 
posible afectación impacta de forma personal y directa en la esfera jurídica del quejoso 
y es el que éste debe demostrar cuando el acto reclamado consista en actos o resolu-
ciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo. En ese 
sentido, el interés jurídico que ostenta el Ministerio Público que reclama la sentencia 
definitiva dictada en los juicios a que se refiere el artículo 22, párrafo segundo, de la 
Constitución federal, deriva tanto del carácter de parte actora que le reconoce la Ley 
Federal de Extinción de Dominio, como de representante de las víctimas. Al respecto, 
como demandante, la actividad que realiza dicha institución consiste en someter una 
pretensión ante la autoridad judicial, siendo el juzgador el que debe resolver lo con-
ducente de acuerdo con los elementos de prueba que se desahoguen en el proceso; de 
manera que cuando dicho actor ve desestimada su pretensión, sufre una afectación en 
su calidad de parte en la relación procesal, respecto de lo cual puede reclamar trans-
gresión al derecho a un debido proceso, que corresponde a un derecho subjetivo que 
ejerce la representación social para evitar la autotutela en un asunto en el que la propia 
Norma Fundamental ha resuelto que el Estado (representado por el Ministerio Público 
especializado en la materia) debe someter una pretensión a la potestad de los órganos 
jurisdiccionales para que el demandado vea satisfecho su derecho de audiencia en 
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a los casos en que se pretenda la extinción del dominio de bienes a favor —principal-
mente— de las víctimas, cuyos intereses representa por orden expresa de la propia ley. 
En estas circunstancias, cobra aplicación el contenido de los artículos 4º y 5º de la 
Ley de Amparo, los cuales facultan para promover juicio de amparo a quien perjudique 
el acto reclamado y reconocen la calidad de parte en dicho juicio a quien se vea agra-
viado con el dictado de ese acto.

Registro: 2008807 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 783, jurisprudencia, adminis-
trativa, común. 

2a./J. 19/2015 (10a.)
resoluCiones administrativas impugnables ante el tribunal Federal de JustiCia 

FisCal y administrativa. el plazo para otorgar la suspensión ConForme al artíCulo 28, 
FraCCión iii, inCiso C), de la ley Federal de proCedimiento ContenCioso administra-
tivo, es equivalente al previsto en la ley de amparo, para eFeCtos de la observanCia 
del prinCipio de deFinitividad (legislaCión vigente a partir del 3 de abril de 2013).

La fracción IV del artículo 107 de la Constitución federal señala que en materia 
administrativa no será necesario agotar los medios de defensa ordinarios, siempre que 
conforme a las leyes que los prevean, se puedan suspender los efectos de los actos re-
clamados con los mismos alcances de la ley reglamentaria, “...y sin exigir mayores 
requisitos que los que la misma consigna para conceder la suspensión definitiva, ni 
plazo mayor que el que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional”. 
En consonancia con lo anterior, la fracción XX del artículo 61 de la Ley de Amparo 
dispone que el juicio de amparo es improcedente cuando proceda algún juicio, recurso 
o medio de defensa legal por virtud del cual los actos reclamados puedan ser modifi-
cados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las leyes respectivas se sus-
pendan los efectos de dichos actos con los mismos alcances y requisitos que los que 
la misma ley consigna para conceder la suspensión definitiva, “...ni plazo mayor que el 
que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional...”. Ahora bien, de las 
normas anteriores se deduce que los conceptos jurídicos que utiliza tanto la Constitu-
ción como la Ley de Amparo para el otorgamiento de la suspensión, consistentes en: 
1) los alcances; 2) los requisitos; y, 3) los plazos; son tres aspectos diferenciados que 
deben tomarse en cuenta para determinar si se debe o no relevar al quejoso de agotar 
el principio de definitividad, sin que deba confundirse la forma de apreciar la exigibi-
lidad de cada uno de ellos, pues mientras que los requisitos para otorgar dicha medida 
cautelar constituyen una carga procesal que debe satisfacer el demandante, los otros 
dos factores, es decir, los alcances y los plazos, no tienen tal característica, toda vez 
que se trata de condiciones que deben observar las autoridades encargadas de conce-
derla o negarla, y por tanto, son ajenos a la voluntad de los particulares. Por su parte, 
el artículo 28, fracción III, inciso c), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo dispone que “el magistrado instructor deberá conceder o negar la sus-
pensión provisional de la ejecución, a más tardar dentro del día hábil siguiente a la 
presentación de la solicitud”; lo cual significa que el tiempo que tome al magistrado 
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cautelar, en tanto que ni siquiera es una fatiga procesal que deba cumplir el deman-
dante, sino más bien, una obligación impuesta al tribunal para brindar eficaz y opor-
tunamente sus servicios. Consecuentemente, si a partir de la presentación de la de-
manda de nulidad, hay la posibilidad de que de inmediato se ordene la paralización 
de los actos enjuiciados, no hay motivo para afirmar que la legislación rectora de la ju-
risdicción contenciosa administrativa federal prevea mayores plazos que los de la Ley 
de Amparo para dictar el mandato suspensivo, toda vez que si bien de acuerdo con el 
artículo 112 de este ordenamiento, el juez de Distrito debe proveer sobre la admisión 
de la demanda dentro del plazo de veinticuatro horas, la única diferencia entre uno y 
otro ordenamiento es que, para el amparo, el plazo para proveer sobre la suspensión se 
expresó en horas (24) y en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
se determinó en días (al día hábil siguiente); pero en ambos casos con un sentido 
temporal prácticamente equivalente, porque conforme los dos ordenamientos lo que se 
procuró fue que entre la presentación de la demanda y el acuerdo que la admita, y en su 
caso provea sobre la suspensión, solamente transcurra un día como límite, y si bien 
conforme a este examen comparativo, en algunos casos, el magistrado instructor podría 
demorar su dictado con unas horas más de diferencia, debe tenerse en cuenta que el 
propósito del mandato constitucional es que se actúe con una celeridad semejante a la 
que exige la Ley de Amparo, mas no que el texto de ésta se repita en todos los demás 
ordenamientos, pues aun dentro del juicio constitucional se producen situaciones que 
demoran excepcionalmente la respuesta de la petición de suspender el acto reclamado.

Registro: 2008948 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 840, aislada, común, constitucional.

2a. XIX/2015 (10a.)
revisión en amparo direCto. la transCripCión de las ConsideraCiones sostenidas 

en JuiCios de amparo resueltos previamente por el tribunal Colegiado de CirCuito en 
los que reConoCió la ConstituCionalidad de una norma Cuya invalidez impugna el 
reCurrente Hasta el esCrito de revisión, no Constituye un supuesto de interpreta-
Ción ConstituCional para eFeCtos de la proCedenCia de diCHo reCurso.

Cuando el quejoso en su demanda controvirtió la incorrecta aplicación de una 
determinada norma y adujo violación a los derechos fundamentales de debida funda-
mentación y motivación, y el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento, para 
esclarecer la correcta aplicación del precepto referido, transcribe las consideraciones 
sostenidas en juicios de amparo que resolvió previamente, en los cuales reconoció su 
constitucionalidad, como es hasta el escrito de revisión cuando el recurrente atribuye 
vicios de inconstitucionalidad a la norma en cuestión, bajo el argumento de que el 
órgano colegiado de amparo indebidamente estudió su constitucionalidad, es evidente 
que se trata de argumentos que en vía de agravio no constituyen un verdadero plantea-
miento de constitucionalidad relevante para efectos de la configuración de los requisi-
tos de importancia y trascendencia que condicionan la procedencia del recurso de 
revisión, en términos de los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los 
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a Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, ya que la mera 
aplicación de precedentes o la transcripción de consideraciones en la sentencia de 
amparo recurrida no implica fijar el alcance de la norma indebidamente interpretada 
o aplicada o, en su defecto, que se haya desentrañado su sentido en relación con el texto 
constitucional. De esta manera, los agravios en los cuales el recurrente pretende atribuir 
vicios de inconstitucionalidad al precepto legal cuya supuesta interpretación constitu-
cional llevó a cabo el Tribunal Colegiado de Circuito deben estimarse ineficaces, por 
constituir cuestiones novedosas no susceptibles de análisis en el recurso de revisión.

Registro: 2008809 | Décima Época, Plenos de Circuito, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo II, p. 949, jurisprudencia, 
común. 

PC.V. J/1 A (10a.)
amparo Contra normas generales HeteroapliCativas. sus eFeCtos Comprenden 

úniCamente la devoluCión de las Cantidades enteradas, retenidas o desContadas 
desde el aCto de apliCaCión que motivó la promoCión del JuiCio, y las subseCuentes, 
sin que puedan HaCerse eXtensivos a los aCtos previos.

Conforme al principio de relatividad de las sentencias de amparo, previsto en el 
artículo 107, fracción II, de la Constitución federal, la sentencia sólo debe de ocuparse 
de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial 
sobre el que versó la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o 
el acto que la haya motivado. Con base en este principio, el amparo concedido no puede 
afectar actos anteriores al señalado como el primer acto de aplicación de la norma 
reclamada para efectos del juicio, pues entonces la sentencia ya no se limitaría a amparar 
y proteger al quejoso en el caso especial sobre el que versó la demanda. Por otra parte, 
al resolver la contradicción de tesis 52/2004-PL, el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, sostuvo expresamente que de acuerdo con el sistema previsto en 
el artículo 80 de la Ley de Amparo actualmente abrogada, la concesión del amparo no 
tiene efectos retroactivos en la esfera de derechos del quejoso, sino sólo presentes y 
futuros; por tanto, el juzgador no puede hacer extensivos los efectos del fallo protector 
a los actos de aplicación previos y distintos al que motivó la demanda constitucional, 
porque implicaría dar a la concesión de amparo efectos no restitutorios sino retroacti-
vos, creando un esquema diverso al establecido en la ley de la materia, lo cual carece 
de fundamento. Además, al reclamarse una norma como heteroaplicativa, precisamente 
en función del acto concreto de aplicación señalado en la demanda, y así haberse dado 
a conocer a las autoridades responsables, no es aceptable hacer extensivos los efectos 
del amparo concedido respecto de actos anteriores al que motivó la instauración del 
juicio, dado que ello constituiría una modificación improcedente de la litis constitu-
cional, con el consecuente estado de indefensión para las autoridades responsables, y 
la inseguridad jurídica derivada de extender los efectos del fallo protector sin limitación 
temporal alguna hacia el pasado, imprimiendo al mismo un alcance retroactivo que no 
es propio de las sentencias de amparo.
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II Registro: 2008958 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo II, p. 1661, 
aislada, común. 

XI.1o.A.T.20 K (10a.)
amparo adHesivo. lo que JustiFiCa su estudio es la sentenCia emitida por el 

tribunal Colegiado de CirCuito en la que se ConCedió la proteCCión ConstituCional 
en el prinCipal.

La interpretación sistemática y teleológica de los artículos 107, fracción III, inciso a), 
párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 182 
de la Ley de Amparo, pone de manifiesto que, en la procedencia del amparo adhesivo 
ya no aplica la teoría de la afectación, porque la adhesión se ve concomitantemente 
con la demanda principal del juicio, ya que lo pretendido por el quejoso adhesivo es 
que no se conceda el amparo, es decir, comparece sin haber afectación alguna que haya 
trascendido a su esfera jurídica, a fin de que el sentido de la sentencia o laudo recla-
mado siga rigiendo en el caso concreto. No obstante lo anterior, deben cumplirse cier-
tos requisitos para que se legitime la acción de amparo adhesivo, pues aun cuando no 
se requiera afectación a la esfera jurídica del adherente, lo cierto es que, por regla 
general, procederá para fortalecer las consideraciones vertidas en el fallo definitivo o 
aquellas atinentes al fondo que no fueron examinadas por la autoridad responsable, a 
fin de no quedar indefenso, o bien, cuando existan violaciones al procedimiento que 
pudieran afectar las defensas del adherente, trascendiendo al resultado del fallo. Por 
tanto, lo que justifica el estudio del amparo adhesivo es la sentencia emitida por el 
Tribunal Colegiado de Circuito en el principal, pues al otorgarse el amparo se causa 
una afectación al adherente, por lo que deben analizarse los conceptos de violación 
que expuso y, necesariamente, debe negarse u otorgarse el amparo por lo que ve a las 
violaciones procesales alegadas. Supuesto diferente sería en el caso de que se negara 
el amparo al quejoso principal, pues en tal hipótesis sería innecesario examinar los 
argumentos adhesivos, al haber quedado sin materia el objeto de estudio en el amparo 
adhesivo.

Registro: 2008871 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo II, p. 1866, 
aislada, común. 

I.3o.C.83 K (10a.)
violaCiones proCesales. orden en que deben plantearse para su estudio en el 

amparo direCto.
El juicio de amparo en la vía directa es el remedio constitucional idóneo para re-

clamar el derecho fundamental de debido proceso, porque el quejoso puede plantear 
las violaciones a las leyes del procedimiento que rige la actuación del juez y de las 
partes, como lo establecen los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitución 
federal y 171 de la Ley de Amparo. De ahí que procede plantear las violaciones pro-
cesales en el siguiente orden para su estudio: a) Por obviedad es necesario identificar 
la omisión o el acto positivo ocurrido dentro del juicio, esto es, debe constatarse su 
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a existencia. b) Determinar la existencia del recurso o medio de defensa ordinario pro-
cedente contra la resolución u omisión que constituye la materia de la violación al 
procedimiento. c) Determinar si se realizó la impugnación mediante el recurso o medio 
de defensa ordinario. d) Si el medio de defensa o recurso ordinario es desechado tam-
bién debe impugnarse a través del recurso ordinario procedente. e) Cuando existe una 
resolución firme que desechó el recurso o medio de defensa ordinario, los conceptos de 
violación deben estar dirigidos a demostrar la ilegalidad del desechamiento, porque 
de ser fundados, se removerá ese obstáculo para que, en su caso, la autoridad respon-
sable resuelva el fondo de los agravios que haya causado la resolución que motivó la 
impugnación. f) Cuando el medio de defensa o recurso ordinario se agotó cabalmente 
y se resolvió sobre los agravios; los conceptos de violación deben impugnar las consi-
deraciones que dieron respuesta a los agravios. g) Debe constatarse que la resolución 
calificada como violación procesal trascienda al resultado del fallo. h) Satisfechos los 
requisitos previos de la impugnación con el recurso o medio ordinario de defensa, es 
necesario estudiar el fondo y con base en los conceptos de violación, ha de determinarse 
si la norma procesal fue debidamente aplicada, si debió aplicarse otra norma o si se 
apreciaron debidamente los hechos.

Registro: 2008591 | Décima Época, Plenos de Circuito, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 1746, jurispruden-
cia, común. 

PC.XXXIII.CRT. J/4 A (10a.)
CompetenCia por materia de los Juzgados de distrito espeCializados en Compe-

tenCia eConómiCa, radiodiFusión y teleComuniCaCiones. debe determinarse aten-
diendo primordialmente al análisis obJetivo de la naturaleza del aCto reClamado.

De la intelección de los artículos 28, vigésimo párrafo, fracción VII, 107, fracción 
IV, y 94, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
48 y 52 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 37 de la Ley de Am-
paro, en relación con los puntos sexto y octavo del Acuerdo General 22/2013, del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 9 de agosto de 2013, se obtiene que, para definir la competencia material de un Juz-
gado de Distrito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones, no es determinante el carácter formal de la auto-
ridad responsable, ya que dicho presupuesto procesal puede actualizarse cuando los 
actos reclamados dimanen de autoridades distintas a las creadas con motivo de la re-
forma constitucional publicada en el citado medio de difusión oficial, el 11 de junio de 
2013, siempre que, de la objetiva constatación de la naturaleza del acto, pueda colegirse 
que guarda relación con los temas propios de esa subespecialización, prescindiendo 
en todo momento de apreciaciones subjetivas planteadas por el quejoso en su demanda, 
pues de lo contrario, se corre el riesgo de que el justiciable participe en la delimitación 
de la competencia del Juzgado de Distrito, lo que representaría un perjuicio patente al 
principio de seguridad jurídica; de ahí que dicha competencia debe determinarse 
atendiendo primordialmente al análisis objetivo de la naturaleza del acto reclamado.
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II Registro: 2008592 | Décima Época, Plenos de Circuito, Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 1747, jurisprudencia, 
común, administrativa.

PC.XXXIII.CRT. J/5 A (10a.)
CompetenCia por materia. tratándose de aCtos, aCuerdos, órdenes, oFiCios, sellos 

y/o resoluCiones relaCionadas Con la posible Clausura, suspensión, retiro y/o de-
moliCión de una antena de teleComuniCaCiones o estaCión base, Cuyo origen se 
maniFestó desConoCer, diCHo presupuesto proCesal debe delimitarse del análisis 
obJetivo de la naturaleza del aCto reClamado.

De la intelección de los artículos 28, vigésimo párrafo, fracción VII, 107, fracción IV, 
94, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como 48 y 52 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 37 de la Ley 
de Amparo, en relación con los puntos sexto y octavo del Acuerdo General 22/2013, del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 9 de agosto de 2013, se obtiene que, para definir la competencia mate-
rial de un Juzgado de Distrito en Materia Administrativa Especializado en Competen-
cia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, no es determinante el carácter 
formal de la autoridad responsable, pues tal aspecto puede actualizarse si los actos 
reclamados emanan de autoridades distintas a las creadas con motivo de la reforma 
constitucional publicada en el citado medio de difusión oficial, el 11 de junio de 2013, 
siempre que existan elementos objetivos que permitan concluir que guardan relación 
con los temas propios de esa subespecialización. Así, tratándose de actos atribuidos a 
autoridades con facultades en el ámbito local, consistentes en acuerdos, órdenes (ver-
bales o escritas), oficios, sellos y/o resoluciones relacionadas con la posible clausura, 
suspensión, retiro y/o demolición de una antena de telecomunicaciones o estación 
base, cuyo origen se manifestó desconocer, el único parámetro objetivo para definir ese 
presupuesto procesal, consiste en el análisis de las figuras reclamadas, esto es, la clau-
sura, la suspensión o el retiro de una antena de telecomunicaciones o estación base, 
actos que por su propia naturaleza y ante la falta de elementos probatorios, quedan 
vinculados con la competencia administrativa genérica, sin que sea determinante que 
el quejoso en sus conceptos de violación aduzca la incompetencia de las responsables 
para afectar antenas que proveen servicios de telecomunicaciones o que se restringen 
derechos fundamentales vinculados con la materia, pues tales aseveraciones represen-
tan manifestaciones subjetivas de quien las realiza, por lo que deben excluirse para 
definir la competencia material del órgano jurisdiccional, pues de lo contrario se corre 
el riesgo de que dicho presupuesto quede al arbitrio o conveniencia del justiciable, lo 
que representaría un perjuicio patente al principio de seguridad jurídica; sin que obste 
a lo anterior, que durante la sustanciación del procedimiento se conozca la resolución 
que ordenó la supuesta clausura o suspensión, ya que de incorporarse esa actuación al 
juicio, se modificaría sustancialmente la litis constitucional originalmente planteada y, 
ante esas circunstancias, no existe inconveniente legal para que el juzgador, atendiendo 
a los hechos y elementos objetivos del mismo, de ser el caso, decline su competencia 
material para conocer del asunto.
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a Registro: 2008761 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo III, p. 2323, 
aislada, constitucional, común. 

XVIII.5o.3 K (10a.)
amparo adHesivo. el artíCulo 182, terCer párraFo, de la ley de la materia, al 

prever la posibilidad de impugnar en los ConCeptos de violaCión relativos las Con-
sideraCiones del Fallo reClamado que perJudiquen al adHerente, debe inapliCarse, 
por Contravenir el artíCulo 107, FraCCión iii, inCiso a), segundo párraFo, de la 
ConstituCión Federal (legislaCión vigente a partir del 3 de abril de 2013).

El artículo 182, tercer párrafo, de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril 
de 2013, que prevé la posibilidad de impugnar, en los conceptos de violación formulados 
en el amparo adhesivo, las consideraciones del fallo definitivo reclamado que conclu-
yan con un punto decisorio que perjudique al quejoso, debe inaplicarse, por contrave-
nir el artículo 107, fracción III, inciso a), segundo párrafo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos pues, conforme a éste, dicho medio de defensa sola-
mente tiene por objeto analizar cuestiones que versen sobre los temas del fallo defini-
tivo que favorezcan al adherente; de ahí que en él no puedan impugnarse las conside-
raciones que le perjudiquen. Además, esta forma de interpretar el referido precepto 
182, a la luz del texto constitucional, permite dar coherencia al sistema establecido en 
dicha ley, porque si una sentencia definitiva, laudo o resolución que puso fin al juicio 
no se impugna a través de un juicio de amparo directo principal en los plazos legalmente 
previstos, se entenderá consentido tácitamente y, por ende, no puede considerarse que 
un acto sí está consentido para un amparo principal y no para uno adhesivo.

Registro: 2008763 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo III, p. 2326, 
aislada, común. 

XVIII.5o.2 K (10a.)
amparo adHesivo. su naturaleza, ConForme al artíCulo 107, FraCCión iii, inCiso 

a), segundo párraFo, de la ConstituCión Federal, solamente permite analizar Cues-
tiones que versen sobre los temas del Fallo deFinitivo que FavorezCan al adHerente.

Del precepto constitucional citado, reformado por decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, se advierte que el amparo adhesivo 
sólo tiene por objeto que el acto reclamado subsista, pues expresamente se estableció 
que la parte que haya obtenido sentencia favorable y la que tenga interés jurídico en 
dicha subsistencia, podrán presentar amparo en forma adhesiva al que promueva cual-
quiera de las partes que intervinieron en el juicio del que emana el acto reclamado. 
Por tanto, la naturaleza del amparo adhesivo —conforme al texto constitucional— 
solamente permite analizar cuestiones que versen sobre los temas del fallo definitivo 
que favorezcan al adherente; de ahí que en él no puedan impugnarse las consideracio-
nes que le perjudiquen.
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II Registro: 2008672 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo III, p. 2332, 
aislada, común. 

I.1o.A.E.24 K (10a.)
amparo indireCto. para veriFiCar la aFeCtaCión a la esFera JurídiCa del queJoso 

que lo promueve Como persona eXtraña al proCedimiento, pueden involuCrarse 
aspeCtos de Fondo en el eXamen de las Causales de improCedenCia (legislaCión vi-
gente a partir del 3 de abril de 2013).

Acorde con los artículos 107, fracción I, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, 5º, fracción I, 6º y 61, fracción XII, de la Ley de Amparo vigente, 
la afectación a la esfera jurídica del quejoso por el acto reclamado, es un requisito 
general para la procedencia del juicio de amparo; de ahí que su cumplimiento debe 
verificarse también tratándose de personas extrañas y, por lo mismo, en este supuesto, 
el análisis tendente a establecer si el acto impugnado ocasiona la afectación de que se 
trata, permite involucrar aspectos de fondo en el examen de las causales de improce-
dencia.

Registro: 2008614 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo III, p. 2372, 
aislada, común, penal.

XI.P.3 P (10a.)
inCidente de separaCión de autos en el proCedimiento penal promovido por un 

inCulpado privado de su libertad. la resoluCión de la alzada que ConFirma su im-
proCedenCia, Constituye un aCto de imposible reparaCión reClamable en amparo 
indireCto.

De conformidad con los artículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 107, fracción V, de la Ley de Amparo, el 
juicio de amparo indirecto procede contra actos dentro del juicio, cuando tengan sobre 
las personas o cosas, una ejecución de imposible reparación, entendiéndose por ellos, los 
que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución o en 
los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. Por su parte, la 
separación de autos en el procedimiento penal tiene como fin inmediato que el proceso 
instruido contra varios inculpados, se concluya respecto de alguno o algunos de ellos 
y se dicte la sentencia que a ellos corresponda, sin perjuicio de continuar la secuela 
procedimental en contra de los diversos sujetos activos. Ahora bien, la resolución que 
confirma la de primera instancia que desestima el incidente de separación de autos, 
genera para el quejoso afectación a sus derechos sustantivos, tutelados en el artículo 20 
constitucional, pues la consecuencia es que deba esperar a que el juicio se sustancie 
por todos los inculpados y culmine con una única sentencia; por lo que, aun cuando 
dicho fallo resultara favorable al quejoso, el agravio que pudo haber resentido por de-
sestimarse incorrectamente su incidencia, no desaparecería, porque el tiempo que 
permaneció recluido en espera de la absolución, no se le puede resarcir materialmente, 
lo que demuestra que esa afectación trasciende en su libertad personal, por la huella 
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a imborrable que quedaría en su esfera jurídica. Además de que también se refleja en el 
derecho fundamental contenido en el artículo 17 de la Constitución federal, que ga-
rantiza a los justiciables que los procesos judiciales se resuelvan dentro de los términos 
previstos en la ley; y, de forma paralela, en el derecho humano consagrado en el artículo 8, 
numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, conforme al cual, 
toda persona sujeta a proceso debe ser oída con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable. Por tanto, la resolución de la alzada que confirma la improcedencia 
del incidente de separación de autos en el procedimiento penal, promovido por un 
inculpado privado de su libertad, constituye un acto de imposible reparación reclama-
ble en el juicio de amparo indirecto ante el juez de Distrito.

Registro: 2008687 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo III, p. 2378, 
aislada, común, administrativa.

I.1o.A.E.44 A (10a.)
interés JurídiCo y/o legítimo en el amparo. CareCen de él quienes reClaman la 

resoluCión que determina al agente preponderante en el seCtor de radiodiFusión y 
le impone la proHibiCión para adquirir en eXClusiva dereCHos de transmisión sobre 
Contenidos relevantes, si no partiCipan en diCHo seCtor, sino en el diverso de teleCo-
muniCaCiones, porque prestan el serviCio de televisión restringida, y la resoluCión 
no los Considera suJetos obligados direCtos.

La resolución que determina al agente preponderante en el sector de radiodifusión 
y le impone las medidas necesarias para evitar la afectación a la competencia y la libre 
concurrencia, entre ellas, la prohibición para adquirir en exclusiva derechos de trans-
misión sobre contenidos relevantes; por su contenido, en sí misma no ocasiona la 
afectación real y actual que exigen, para la procedencia del amparo, los artículos 107, 
fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 5º, fracción I, 6º 
y 61, fracción XII, de la ley de la materia, en la esfera de derechos de quienes acudie-
ron al amparo, si no participan en el aludido sector, sino en el diverso de telecomuni-
caciones, porque prestan el servicio de televisión restringida, y la citada resolución no 
los considera sujetos obligados directos, ni se advierte que, por sus efectos jurídicos 
irradiados colateralmente, ocasione un perjuicio que pudiera determinarles, en la ac-
tualidad, la incidencia en el núcleo protector de sus derechos. Por tanto, carecen de 
interés jurídico y/o legítimo para reclamar este acto.

Registro: 2008780 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo III, p. 2461, 
aislada, común. 

I.11o.C.22 K (10a.)
reCurso de revisión. debe resolverse sobre su desistimiento, aun Cuando pre-

viamente se Haya dado vista al reCurrente en términos del artíCulo 64, segundo 
párraFo, de la ley de amparo.

De la intelección al citado numeral, se advierte que su único fin es otorgar el de-
recho de contradicción a la parte quejosa para que, en el plazo de tres días, manifieste 
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improcedencia que se hubiere advertido de oficio por el órgano jurisdiccional —en este 
caso por el magistrado ponente quien sólo hace una opinión preliminar para dar vigen-
cia y debida aplicación al referido precepto—; luego, la referida vista no tiene el efecto 
de prejuzgar o vincular al Tribunal Colegiado de Circuito en Pleno para que acoja 
forzosamente la causal de improcedencia vertida, porque aquélla siempre constituye 
una actuación previa al dictado de la sentencia de alzada, la cual, conforme al artículo 
35 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación debe ser emitida por el citado 
Pleno; por tanto, la vista no constituye un obstáculo procesal para que el promovente 
pueda desistirse del recurso de revisión. En efecto, el desistimiento deja sin efecto la 
promoción que dio vida al procedimiento y actos posteriores, y hace cesar la jurisdic-
ción del juzgador, lo que impedirá que el tribunal emita una sentencia que resuelva la 
instancia, pues no puede actuar oficiosamente, atento al principio de instancia de parte 
agraviada que rige el juicio de amparo en ambas instancias, en términos de los artícu-
los 107, fracciones I y IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
y 5º, 6º, 82, 86, 88, párrafos primero y tercero, 89 y 93, fracción V, de la Ley de Amparo. 
Afirmar lo contrario podría dar lugar al absurdo de que se exigiera continuar con el 
litigio hasta su conclusión, aun cuando la parte recurrente no deseara hacerlo, lo que 
significaría ir en contra de uno de los derechos fundamentales del gobernado previsto 
en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consis-
tente en que se le administre justicia cuando lo solicite. En ese orden, si bien es cierto 
que las causales de improcedencia son de estudio oficioso en términos del artículo 62 
de la Ley de Amparo, también lo es que ese estudio sólo es factible hacerlo cuando, 
precisamente, el Tribunal Colegiado de Circuito en Pleno se encuentra en condiciones 
para hacerlo, esto es, cuando subsista o se encuentra vigente la interposición del recurso 
de revisión, máxime que el estudio de las causales de improcedencia en esa instancia 
se encuentra sujeto a la subsistencia del recurso, como se advierte del artículo 93, 
fracciones I a III, del ordenamiento citado en último término; luego, es preponderante 
el derecho que tiene el gobernado para desistirse del recurso de revisión, sobre la 
función encomendada a los tribunales de analizar oficiosamente la procedencia del 
juicio de amparo; de ahí que la vista que se otorgó a la parte recurrente no es obstáculo 
para tener por desistido al promovente del recurso de revisión.

Registro: 2008786 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo III, p. 2527, 
aislada, común. 

XIX.1o.4 K (10a.)
suspensión en el amparo. debe ConCederse Contra aCtos de naturaleza negativa, 

Cuando indireCtamente tienen un eFeCto positivo que reperCute en la esFera JurídiCa 
del queJoso.

El artículo 107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos estatuye: “Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de 
esta Constitución, con excepción de aquéllas en materia electoral, se sujetarán a los 
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a procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguien-
tes: ... X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante 
las condiciones que determine la ley reglamentaria, para lo cual el órgano jurisdiccio-
nal de amparo, cuando la naturaleza del acto lo permita, deberá realizar un análisis 
ponderado de la apariencia del buen derecho y del interés social...”. De dicha dispo-
sición se advierte que para suspender un acto de autoridad debe analizarse, en princi-
pio, su naturaleza y, de ser susceptible de detención, realizar un análisis ponderado de 
la apariencia del buen derecho y del interés social. En consecuencia si, por ejemplo, 
el quejoso se encuentra internado en un centro de reclusión de máxima seguridad por 
estar sujeto a un proceso penal en etapa de conclusiones, y reclama de las autoridades 
penitenciarias la retención de documentación, consistente en tesis de jurisprudencia 
y normativa que recibió de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ese acto, aunque 
es de naturaleza negativa, indirectamente tiene un efecto positivo que repercute en 
la esfera jurídica del quejoso, al impedirle el acceso a la aludida documentación y, 
consecuentemente, afecta su derecho de defensa, lo que implica que, en su contra, 
debe concederse la suspensión, sin que el posible efecto restitutorio de la medida sea 
motivo suficiente para negarla. Máxime que la tardanza en la solución del juicio de 
amparo del que deriva el incidente de suspensión puede hacer nugatorio el derecho 
referido, previsto en el artículo 20 de la Constitución federal, que debe ser protegido 
por toda autoridad; de ahí la importancia de que el juez de Distrito deba realizar el 
análisis ponderado de la apariencia del buen derecho y del interés social.

Registro: 2008787 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo III, p. 2527, 
aislada, común, administrativa.

IV.2o.A.109 A (10a.)
suspensión en el amparo. es improCedente otorgarla para que se permita al 

queJoso asistir a Clases Como alumno de una universidad, si no aCredita Haber 
aprobado el eXamen de admisión y el pago de las Cuotas esColares Correspondientes.

De una apreciación conjunta de los artículos 107, fracción I, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 128, fracción I y 131, segundo párrafo, de 
la Ley de Amparo, se advierte que entre los requisitos para el otorgamiento de la sus-
pensión se halla el relativo a que quien la solicite acredite, así sea presuntivamente, 
ser titular del derecho que pretende salvaguardar y respecto del cual, resentiría una 
afectación por la ejecución presente o inminente del acto reclamado, sin que pueda 
constituir a su favor un derecho que no le corresponda. De lo anterior deriva que si el 
quejoso solicita la medida para que se le permita asistir a clases como alumno de una 
universidad, la suspensión deberá considerarse improcedente, si en el incidente respec-
tivo no obran elementos que permitan determinar en forma objetiva y razonable que es 
titular del derecho pretendido, como serían, la constancia que acredite que aprobó el 
examen de admisión a la carrera correspondiente y el pago de cuotas escolares relati-
vas al periodo al que pretende ingresar, sin que a favor del otorgamiento de la medida, 
cuando no se colma el acreditamiento del interés suspensional en los términos referidos, 
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estos elementos, por sí mismos, no la hacen procedente, en detrimento de la observan-
cia de los requisitos establecidos constitucional y legalmente para que no resulte contra-
ria al interés social.

Registro: 2008370 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1194, jurisprudencia, común. 

1a./J. 1/2015 (10a.)
amparo direCto en revisión. es improCedente si los agravios se limitan a impug-

nar las ConsideraCiones en las que el órgano Colegiado da respuesta a Cuestiones 
de mera legalidad.

Del artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en relación con los diversos 81, fracción II, 88, párrafo segundo, y 96 de la 
Ley de Amparo, deriva que el recurso de revisión en amparo directo tiene un carácter 
excepcional y se limita al estudio de cuestiones propiamente constitucionales. De ahí 
que dicho recurso es improcedente si los agravios se limitan a impugnar las conside-
raciones del órgano colegiado en las que se estudiaron los conceptos de violación rela-
tivos a cuestiones de mera legalidad, aun cuando se aduzca la violación a preceptos 
constitucionales y el órgano jurisdiccional de amparo los hubiese estudiado, pues si no 
realizó una interpretación de ellos, no podría considerarse que subsiste el tema de consti-
tucionalidad; máxime que dichos argumentos —al ser de mera legalidad— resultarían 
inoperantes, pues su estudio obligaría a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación a 
realizar un pronunciamiento que desvirtuaría la naturaleza del recurso.

Registro: 2008558 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1427, aislada, constitucional, 
común. 

1a. LXXIV/2015 (10a.)
violaCiones proCesales que trasCienden al resultado del Fallo. el artíCulo 174 

de la ley de amparo no vulnera el numeral 107, FraCCión iii, inCiso a), de la Cons-
tituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.

La constitucionalidad de una norma secundaria no depende de que su contenido 
esté previsto expresamente en la Constitución, sino de que el mismo respete los prin-
cipios constitucionales. De ahí que el mero hecho de que el artículo 107, fracción III, 
inciso a), de la Constitución federal no establezca expresamente que la parte quejosa 
debe precisar en su demanda por qué la violación procesal trasciende al resultado del 
fallo, no convierte en inconstitucional el artículo 174 de la Ley de Amparo. De una 
interpretación teleológica, tanto del artículo 107, fracción III, inciso a), constitucional, 
como del artículo 174 de la Ley de Amparo, se advierte que el Constituyente fue claro 
en imponer a la parte quejosa la carga de invocar todas las violaciones procesales que 
estime hayan sido cometidas en el procedimiento de origen, y consideró que la suplen-
cia de la queja por parte del tribunal colegiado del conocimiento sólo procede en las 
materias civil y administrativa en los casos previstos en el artículo 79, fracción VI, de 
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a la Ley de Amparo vigente, esto es, cuando haya habido en contra del recurrente una 
violación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos 
previstos en el artículo 1º de la propia Ley de Amparo, lo que se traduce en que 
los tribunales de amparo sólo están obligados a suplir la deficiencia de la queja cuando 
adviertan una violación clara, innegable, que afecte sustancialmente al quejoso en su 
defensa. Sólo en esos casos, no se exigirá al quejoso que haya hecho valer la violación de 
que se trate, ni que haya cumplido con los requisitos que establece la Ley de Amparo 
para el estudio de los conceptos de violación. Lo anterior es así, porque si el propio 
inciso a), de la fracción III, del artículo 107 constitucional, establece que en el amparo 
directo sólo se estudiarán las violaciones procesales “que afecten las defensas del 
quejoso trascendiendo al resultado del fallo”, y se parte de la base de que la suplencia 
de la queja sólo procede en los casos en que el tribunal colegiado advierta que hubo 
una violación evidente que dejó al quejoso sin defensa por afectar sus derechos funda-
mentales, resulta por demás razonable que la ley exija que la parte quejosa precise 
aquellas violaciones que no son evidentes, y que proporcione al tribunal de amparo 
todos los elementos que puedan ser necesarios para proceder a su estudio, incluyendo 
la precisión de por qué trascendieron al resultado del fallo.

Registro: 2008422 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1460, jurisprudencia, 
constitucional. 

2a./J. 5/2015 (10a.)
amparo direCto en revisión. el artíCulo 81, FraCCión ii, de la ley de amparo que 

estableCe los requisitos para su proCedenCia, no transgrede el dereCHo de aCCeso 
a la JustiCia.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado que si bien los artículos 
1º y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con 
el diverso numeral 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, recono-
cen el derecho de acceso a la impartición de justicia —acceso a una tutela judicial 
efectiva—, lo cierto es que tal circunstancia no tiene el alcance de soslayar los presu-
puestos procesales necesarios para la procedencia de las vías jurisdiccionales que los 
gobernados tengan a su alcance, puesto que de lo contrario se dejarían de observar 
los demás principios constitucionales y legales que rigen la función jurisdiccional, en 
detrimento de la seguridad jurídica de los gobernados. En ese sentido, el artículo 81, 
fracción II, de la Ley de Amparo no viola el derecho de acceso a una tutela judicial 
efectiva, en tanto que sólo establece, de conformidad con el numeral 17, correlacionado 
con el diverso 107, fracción IX, ambos de la Constitución federal, los presupuestos de 
admisibilidad del recurso de revisión tratándose de amparo directo, sujetando ésta a 
la existencia de un planteamiento de constitucionalidad en la demanda de amparo, o 
bien, en el pronunciamiento que pueda realizar el órgano jurisdiccional competente de 
dicha naturaleza y, además, que el tema sea de importancia y trascendencia, en cuyo 
caso, de no actualizarse dichos requisitos, el presidente de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en ejercicio de sus facultades, podrá desechar el medio de impugnación.
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II Registro: 2008319 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, p. 774, aislada, común. 
1a. XXVII/2015 (10a.)
sustituCión de JurisprudenCia. el ConseJo de la JudiCatura Federal debe emitir 

los lineamientos y proCedimientos neCesarios para la proCedenCia de esa Figura 
JurídiCa en Cuanto a los plenos de CirCuito legitimados para soliCitarla, atendiendo 
a las eXigenCias previstas en la ley de amparo.

En la reforma a los artículos 94 y 107 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 
2011, y en la Ley de Amparo publicada en el indicado medio de difusión oficial el 2 
de abril de 2013, se constituyó un marco jurídico para los Plenos de Circuito como ór-
ganos decisorios en las contradicciones de tesis que pudiesen generarse entre los tri-
bunales colegiados de circuito pertenecientes a una misma jurisdicción, los cuales se 
integrarán por los magistrados presidentes de los respectivos tribunales, en términos 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, atendiendo a las circunstancias 
particulares de carácter administrativo, en cada circuito judicial. Sin embargo, los pro-
cedimientos y la estructura cuya eficacia en cuanto a la implementación y aplicación 
de la Ley de Amparo queda a cargo del Consejo de la Judicatura Federal, de ahí que deba 
emitir los lineamientos encaminados a cumplir con las condiciones legales de ese cuerpo 
normativo en torno a las actuales figuras, como en el caso de los Plenos de Circuito, 
legitimados para solicitar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación la sustitución de 
una jurisprudencia y, con ello, consolidar el cambio sustancial del sistema jurídico.

Registro: 2008324 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, p. 778, aislada, común. 

1a. XIV/2015 (10a.)
violaCiones proCesales. interpretaCión del artíCulo 107, FraCCión iii, inCiso a), 

parte última, de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.
El precepto, fracción e inciso citados establecen que si las violaciones procesales 

no se invocaron en un primer amparo, ni el tribunal colegiado correspondiente las hizo 
valer de oficio en los casos en que proceda la suplencia de la queja, no podrán ser 
materia de concepto de violación ni de estudio oficioso en un juicio de amparo posterior; 
de lo que se advierte que existe prohibición expresa para conocer de violaciones pro-
cesales que resulten novedosas a un diverso juicio de amparo al no haber sido aducidas 
en el juicio originario; sin embargo, lo anterior, no puede llevarse al extremo de consi-
derar que el tribunal del conocimiento puede ignorar las violaciones procesales que aducen 
los quejosos en el amparo, sino que, por el contrario, de la redacción del artículo 107, 
fracción III, inciso a), parte última, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, deriva que el Tribunal Colegiado de Circuito se encuentra obligado, en el 
primer amparo, a analizar todas las violaciones procesales aducidas e incluso a hacerlas 
valer de oficio si en el caso es procedente. Así, el espíritu de la norma no es limitar la 
actividad jurisdiccional del tribunal en el estudio de dichos asuntos; por el contrario, 
es obligarle a decidir sobre la problemática del amparo íntegramente, siempre que 
tales consideraciones se expongan en el escrito de agravios, o bien, que hayan sido obser-
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a vadas en suplencia, en todos los casos con la intención de que en un solo juicio queden 
resueltas todas las violaciones procesales. Por lo anterior, es incorrecto interpretar 
dicho precepto en el sentido de que los agravios que no fueron analizados por el tribu-
nal colegiado de circuito en el primer amparo —aun cuando se hayan hecho valer—, 
ya no pueden examinarse en el segundo; pues este estudio no se encuentra limitado 
por los pronunciamientos que el tribunal referido pudiera realizar, sino respecto de lo 
que señaló o no el quejoso en su escrito inicial de demanda.

Registro: 2008362 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 14, enero de 2015, Tomo III, p. 2066, 
aislada, común, administrativa.

VI.1o.A.81 A (10a.)
suspensión de oFiCio y de plano en materia agraria. no es válido CondiCionar su 

proCedenCia al análisis de los requisitos que prevé el artíCulo 128 de la nueva ley 
de amparo.

De la interpretación sistemática de los artículos 107, fracción X, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los diversos 125 y 126 de 
la nueva Ley de Amparo, se colige que para otorgar la suspensión de oficio y de plano 
en materia agraria, cuando se trate de actos que tengan o puedan tener por efecto pri-
var total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad o disfrute de 
sus derechos colectivos a los núcleos de población ejidal o comunal, basta con que se 
trate de los referidos actos y que existan pruebas indiciarias de que se actualiza el 
supuesto de procedencia, sin que se exija requisito alguno para que surta efectos; por 
lo que no es válido condicionar su procedencia al análisis de los diversos requisitos 
que prevé el artículo 128 de la referida ley, para la suspensión a petición de parte, pues 
si bien puede equipararse en cuanto a sus efectos con la suspensión definitiva, se trata 
de instituciones diversas, ya que la suspensión de oficio se refiere a situaciones con-
cretas y tiene como razón de ser la protección de una situación de hecho que atenta 
contra derechos que pueden derivar en perturbaciones que pongan en peligro el orden 
social, dentro de las cuales se encuentran las situaciones que regulan los derechos de 
las comunidades agrarias, mientras que la suspensión a petición de parte requiere la 
solicitud del agraviado, cuyo examen implica el de la apariencia del buen derecho y 
también requiere que se acredite la difícil reparación de los daños y perjuicios que se 
causen al agraviado con la ejecución del acto.

Artículo 109

Registro: 2006153 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 414, aislada, administrativa, común. 

P. XIII/2014 (10a.)
sanCiones administrativas. el tribunal Federal de JustiCia FisCal y administrativa 

es Competente para ConoCer de las impuestas a los servidores públiCos del instituto 
Federal eleCtoral.
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387, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales que 
corresponde al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocer de la im-
pugnación a las resoluciones en las que se determinen sanciones administrativas a los 
servidores públicos del Instituto Federal Electoral, lo que resulta congruente con lo 
previsto en los artículos 73, fracción XXIX-H, 79, fracción IV, párrafo segundo, 108, 
109, fracción III, y 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
de cuya interpretación sistemática se desprende que los servidores públicos de los orga-
nismos constitucionales autónomos están sujetos al régimen de responsabilidades ad-
ministrativas establecido por el Congreso de la Unión, el cual tiene a su cargo el diseño 
para determinarlas y, consecuentemente, el establecimiento de los recursos que pro-
cedan en su contra y las autoridades competentes para su conocimiento, aunado a que 
tiene la atribución constitucional de regular los procedimientos que se instruyan ante 
los tribunales de lo contencioso administrativo, a los que la propia Ley Fundamental les 
otorga competencia para dirimir controversias entre la administración pública y los par-
ticulares, así como para conocer de las sanciones administrativas impuestas por un 
órgano con autonomía constitucional como el Instituto Federal Electoral.

Registro: 2004099 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fede
ración y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 1, p. 570, aislada, constitucional, 
administrativa.

1a. CCVIII/2013 (10a.)
responsabilidades administrativas de los servidores públiCos Federales. el HeCHo 

de que el Congreso de la unión no Haya modiFiCado la legislaCión que regula la 
materia, no aCtualiza una omisión legislativa ni aFeCta la seguridad JurídiCa de los 
gobernados.

De los artículos 73, fracción XXIX-H, 109, párrafo primero y fracción III, y 113, 
párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva 
un sistema de responsabilidad administrativa que, por lo que hace a la competencia 
para imponer sanciones a servidores públicos federales (asignada a un órgano formal-
mente administrativo pero materialmente jurisdiccional), se encuentra supeditado a 
que el legislador modifique la reglamentación secundaria en términos del artículo se-
gundo transitorio del decreto de reforma constitucional publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 4 de diciembre de 2006. Por ende, el citado artículo 73, fracción 
XXIX-H, el cual en estricto sentido establece el poder del Congreso de la Unión para 
emitir leyes que constituyan tribunales de lo contencioso-administrativo que, con plena 
autonomía para dictar sus fallos, se encarguen de dirimir las controversias entre los 
particulares y la Administración Pública Federal e impongan las sanciones a los servi-
dores públicos derivadas de los procedimientos de responsabilidad administrativa, no 
constituye una norma de mandato obligatorio que deba acatar el legislador, sino una 
regla que le confiere competencia para cambiar un estado de cosas, la cual podrá ejer-
cerse cuando lo estime pertinente, atendiendo a cuestiones de oportunidad y logística. 
Al respecto, esta caracterización de la atribución legislativa como poder facultativo no 
implica vulnerar derechos subjetivos. En principio, porque las citadas normas constitu-
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a cionales no otorgan derechos al servidor público, sino que reconocen poderes al Congreso 
de la Unión y a las legislaturas locales e imponen a esos poderes contenidos normati-
vos. Si bien estos contenidos implican medidas de protección a los servidores públicos 
(por ejemplo, se ordena que las leyes de responsabilidades administrativas deberán 
implementar cierto tipo de sanciones como la suspensión, destitución e inhabilitación 
y que la competencia para sancionar tendrá que ser asignada a un tribunal de lo con-
tencioso-administrativo), ello no puede concebirse como el reconocimiento de estrictos 
derechos subjetivos, pues la disposición constitucional lo que pretende imponer son 
meros límites y pautas para el ejercicio de la potestad legislativa. La única excepción a 
esta definición conceptual es el sistema de responsabilidad administrativa entendido en 
su conjunto como garantía orgánica y la interpretación que se hace de los artículos 109, 
fracción III y 113, párrafo primero, constitucionales, cuando establecen que para efec-
tos de sancionar a un servidor público, los actos u omisiones deberán afectar los prin-
cipios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño del 
cargo público. Estos principios han permeado en el ordenamiento constitucional trans-
versalmente y funcionan no sólo como limitantes a la potestad legislativa, sino como 
obligaciones que guían las conductas de los servidores públicos. En consecuencia, en 
el caso concreto no se actualiza una omisión legislativa, dado que no existe un deber 
absoluto e irrestricto del Congreso de la Unión para legislar sobre la competencia ju-
risdiccional de los órganos encargados de aplicar sanciones administrativas. El propio 
poder constituyente le asignó a este poder legislativo un carácter facultativo debido a 
que no es la legislación secundaria la que condiciona el ejercicio de la atribución le-
gislativa, sino el propio texto de la Norma Suprema es el que permite que, hasta en 
tanto no se reforme el sistema legal de responsabilidades administrativas de los servi-
dores públicos federales para adecuarlo al nuevo marco constitucional, se aplique la 
legislación vigente en ese momento en materia de responsabilidades, en la cual son 
competentes para sancionar ese tipo de conductas los contralores internos y los titula-
res de las áreas de auditoría, de quejas y de responsabilidades de los órganos internos 
de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal. Por 
último, la seguridad jurídica de los gobernados tampoco se ve afectada por no ejercerse 
el poder para modificar la legislación en materia de responsabilidades administrativas 
de los servidores públicos federales, toda vez que, precisamente, el referido artículo 
transitorio explica cuál será la situación jurídica que impera hasta en tanto no se lleve 
a cabo tal adecuación legislativa, de manera que los gobernados tienen plena certeza 
del marco normativo aplicable a sus conductas y de las autoridades que podrán san-
cionarlo en caso de incurrir en responsabilidad administrativa.

Registro: 2004111 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 1, p. 576, aislada, constitu-
cional, administrativa.

1a. CCIV/2013 (10a.)
serviCio proFesional de Carrera en la administraCión públiCa Federal. el eJer-

CiCio de la FaCultad de veto estableCida en el artíCulo 74, párraFo segundo, de la 
ley respeCtiva, está CondiCionado a un estándar de motivaCión reForzada.
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la facultad de veto es asignada al superior jerárquico inmediato del área en que se haya 
registrado la necesidad institucional o la vacante, que presidirá el Comité Técnico de 
Selección, y puede ejercerse una vez que el comité, por mayoría, ha seleccionado a 
la persona vencedora quien, se estima, ha satisfecho todos los requisitos para ocupar la 
vacante y tiene mayores méritos para desempeñar el cargo; esto es, el derecho de veto 
tiene el propósito de evitar que quien resultó vencedor en un concurso acceda al puesto. 
Dicho veto sólo puede ejercerse una vez, y debe realizarse bajo la estricta responsabi-
lidad del superior jerárquico, quien debe razonar debidamente su decisión en el acta 
correspondiente. Así, el comité elegirá, entre los finalistas restantes, al seleccionado. 
En consecuencia, como lo ha determinado esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
se está frente a un acto que no queda enclaustrado en los ámbitos internos del gobierno, 
es decir, entre autoridades, sino que tiene una trascendencia institucional jurídica 
superior, al ser la sociedad la destinataria de los servicios públicos del Estado y, por 
ello, estar interesada en que sean prestados por conducto de funcionarios públicos 
idóneos, al tiempo de tener una trascendencia en el derecho de acceder a la función 
pública en condiciones de igualdad con base en el mérito, teniendo como trasfondo la 
prohibición para la autoridad de discriminar, en términos del artículo 1º de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por lo anterior, y con base en una 
interpretación conforme de los artículos 109 y 113 constitucionales, al emitirse el re-
ferido veto, deben cumplirse las garantías de fundamentación y motivación en su mo-
dalidad reforzada, es decir, que se advierta la existencia de una consideración sustan-
tiva, objetiva y razonable y no meramente formal de la normativa aplicable, la cual esté 
centrada en los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia; 
de ahí que el requisito de validez constitucional de la facultad de veto del superior 
jerárquico, sea el resultado de una motivación objetiva y razonable de las circunstancias 
concretas del caso y se vincule sustancialmente con el peligro que podría existir en 
relación con la optimización de los principios contenidos en los referidos artículos 109 
y 113 constitucionales para demostrar que, contra la presunción de idoneidad que arroja 
ser vencedor en un concurso, existen razones objetivas que demuestran que dicha per-
sona no es apta para ocupar el puesto. En suma, la facultad de veto tiene una dualidad 
de caracteres, los cuales exigen que su motivación tenga un carácter reforzado, pues 
el veto: a) evita que una persona que resultó vencedora en un determinado concurso 
sea efectivamente seleccionada, lo cual puede poner en peligro el objetivo legal de 
lograr la igualdad de oportunidades en el acceso a la función pública con base en el 
mérito, por lo cual la decisión de vetar debe considerar cuidadosamente las circuns-
tancias del caso particular y sólo aquellas razones objetivas relacionadas con la tutela 
de los principios constitucionales; y, b) se establece como un mecanismo de control, 
conferido al superior jerárquico, en su calidad de garante de la óptima prestación del 
servicio público, en la cual está interesada la sociedad, como destinataria de los servi-
cios del Estado, lo cual también debe ser considerado cuidadosamente en cada caso, 
pues vetar a una persona que, prima facie sí era idónea para el cargo, por alguna razón 
insuficiente, perjudica indirectamente la prestación del servicio público proporcionado 
en favor de la sociedad.
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a Registro: 2004112 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federa
ción y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 1, p. 577, aislada, administrativa. 

1a. CCXII/2013 (10a.)
serviCio proFesional de Carrera en la administraCión públiCa Federal. la Fa-

Cultad de veto estableCida en el artíCulo 74, párraFo segundo, de la ley relativa, 
debe interpretarse de ConFormidad Con los artíCulos 109 y 113 de la ConstituCión 
Federal.

El precepto citado establece que los Comités Técnicos de Profesionalización y Se-
lección se integrarán por un funcionario de carrera representante del área de recursos 
humanos de la dependencia, un representante de la Secretaría de la Función Pública 
y el Oficial Mayor o su equivalente, quien lo presidirá. Asimismo, dispone que el comité, 
al desarrollar los procedimientos de ingreso, actuará como Comité de Selección y, en 
sustitución del Oficial Mayor, participará el superior jerárquico inmediato del área en que 
se haya registrado la necesidad institucional o la vacante, a quien se le concede el 
derecho al voto y a oponer su veto razonado a la selección aprobada por los demás 
miembros. Así, en las normas reglamentarias, en concordancia con la citada disposición 
legal, se establece que el superior jerárquico del puesto en concurso podrá, por una 
sola vez y bajo su estricta responsabilidad, vetar durante la determinación al finalista 
seleccionado para ocupar el puesto, razonando debidamente su determinación en el acta 
correspondiente, en cuyo caso el Comité Técnico de Selección elegirá entre los finalis-
tas restantes a la persona que lo ocupará. Ahora bien, dicha facultad de veto debe inter-
pretarse a la luz de los principios constitucionales de legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia, contenidos, respectivamente, en los artículos 109 y 113 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuales deben caracteri-
zar la actividad del Estado, pues a ellos deben ajustarse los servidores públicos, ya que 
si bien estos principios encuentran una referencia literal en el texto constitucional como 
fundamento de la implementación de esquemas de responsabilidad administrativa de 
los servidores públicos, lo cierto es que, por su vocación de principios constitucionales, 
deben tener valor aplicativo en el desenvolvimiento del ordenamiento jurídico en otros 
ámbitos relacionados. Así, dichos principios deben servir para interpretar las disposi-
ciones de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Fede-
ral; premisa desde la cual puede concebirse a los procedimientos que integran el 
servicio profesional de carrera como formas de garantizar que las personas que van a 
adquirir la calidad de servidores públicos sean idóneos para satisfacer los principios 
constitucionales, ya que éstos serán la medida para determinar su probable responsa-
bilidad administrativa en el desempeño de sus funciones. Sobre estas bases, se concluye 
que la facultad de veto no puede ejercerse de manera abiertamente discrecional, ni 
entenderse como una potestad ilimitada, sino como un instrumento de decisión en favor 
del superior jerárquico del puesto vacante para ejercer un control ulterior sobre el ingreso 
y permanencia de las personas en el servicio público, que justamente corresponde al 
superior jerárquico por su posición de inmediatez y primer garante en la función pú-
blica, a la cual sólo se deba acudir para acreditar objetivamente una situación excep-
cional —no prevista en la convocatoria ni en el trámite del concurso— que desvirtúe 
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II la idoneidad del aspirante para la plaza vacante, y con ello evitar que una persona 

seleccionada acceda a ésta pese a que se llegara a acreditar alguna condición negativa 
resultante en la imposibilidad de cumplir con los principios rectores de la función 
pública.

Artículo 115

Registro: 2006099 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 865, aislada, constitucional. 

1a. CXXXII/2014 (10a.)
asentamientos Humanos y desarrollo urbano. eJerCiCio de atribuCiones de los 

muniCipios en estas materias Cuando se trate de una zona Federal.
Las materias de desarrollo urbano y asentamientos humanos son concurrentes y, 

por tanto, en ellas intervienen los tres niveles de gobierno en dos posibles vías, la 
normativa y la de planeación. En este sentido, los municipios no cuentan con una fa-
cultad normativa exclusiva en dichas materias y en el momento en el que desarrollen 
sus atribuciones y facultades relacionadas con ellas, lo deberán hacer en los términos 
de las leyes federales y estatales relativas, como lo indica el acápite de la fracción V del 
artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De ahí que 
para que un municipio pueda ejercer sus atribuciones en esas materias, tratándose de 
una zona federal, por ejemplo, para que el municipio de Chapala del estado de Jalisco, 
pudiera construir el espacio público denominado “Malecón” de San Antonio Tlayacapan, 
el propio municipio debía contar con el título de concesión respectivo, en el caso, 
expedido por la Comisión Nacional del Agua, como lo establece la Ley de Aguas 
Nacionales, norma que exige contar con un título de concesión para llevar a cabo una 
obra de esa naturaleza en una zona federal, ya que la citada Comisión es la autoridad 
compe tente para administrar las aguas nacionales y sus bienes públicos inherentes, y 
porque este tipo de bienes nacionales únicamente puede explotarse, usarse o aprove-
charse mediante concesión otorgada por dicha autoridad.

Registro: 2006100 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 866, aislada, constitucional. 

1a. CXXXI/2014 (10a.)
asentamientos Humanos y desarrollo urbano. las FaCultades de los muniCipios 

en estas materias deben desarrollarse en términos de la FraCCión v del artíCulo 
115 de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
controversia constitucional 94/2009, de la que derivaron las jurisprudencias P./J. 
15/2011 y P./J. 16/2011, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, páginas 886 y 888, de rubros: 
“asentamientos Humanos. es una materia ConCurrente por disposiCión ConstituCio-
nal” y “asentamientos Humanos. vías de análisis de los ámbitos de CompetenCia en 
esa materia” respectivamente, estableció que si bien las materias de desarrollo urbano 
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a y asentamientos humanos son concurrentes, existen dos vías para analizar sus ámbitos 
de competencia que son paralelas y complementarias: 1) la vía normativa, que es la 
que establece las relaciones jerárquicas o de división competencial de la que deriva 
la validez de diversas disposiciones emitidas por los distintos niveles de gobierno; y, 
2) la de los planes, programas y acciones relacionados con la planeación que, si bien 
derivan y tienen una relación directa con la primera vertiente, se relacionan entre 
ellas de forma distinta a la validez, con criterios de congruencia, coordinación y ajuste. 
De ahí que aun cuando sean materias concurrentes en las que intervienen los tres ni-
veles de gobierno, los municipios no cuentan con una facultad normativa exclusiva en 
dichas materias, por lo tanto al ejercer sus atribuciones, lo deberán hacer como lo 
establece el artículo 115, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que enumera las facultades que tienen en materia de asentamientos huma-
nos y que indica que siempre se desarrollarán en los términos de las leyes federales y 
estatales relativas.

Registro: 2006101 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 912, aislada, constitucional. 

1a. CXXX/2014 (10a.)
Convenios amistosos para la FiJaCión de límites territoriales de los muniCipios 

del estado de méXiCo. el Congreso de la entidad debe otorgar audienCia a los Co-
lindantes que puedan resultar aFeCtados en su territorio.

El artículo 115 constitucional consagra al municipio como base de la división terri-
torial y de la organización política y administrativa de los Estados, reconociéndole amplias 
prerrogativas específicas en los aspectos relativos a su territorio; derivado de ello, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha entendido que los municipios deben inter-
venir activamente cuando su territorio pueda verse afectado por algún acto en sentido 
amplio, por lo que previo a su emisión debe otorgársele plena garantía de audiencia, 
la cual se satisface al cumplir con las siguientes formalidades: 1) la notificación del 
inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) la oportunidad de ofrecer y desahogar 
las pruebas en que se finque la defensa; 3) la oportunidad de alegar; y, 4) el dictado de 
una resolución que dirima las cuestiones debatidas. En consecuencia, el Congreso 
del Estado de México, previo a la aprobación de los Convenios Amistosos previstos en 
la Ley Reglamentaria de las fracciones XXV y XXVI del artículo 61 de la Constitución 
de esa entidad, celebrados entre sus municipios para la fijación de límites territoriales, debe 
otorgar garantía de audiencia a los diversos municipios que, por su situación limítrofe 
con quienes suscriben el convenio, puedan resultar afectados en su territorio.

Registro: 2006259 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 1009, aislada, constitucional, 
administrativa.

2a. XXXVIII/2014 (10a.)
reglas que estableCen distanCias entre Centros de almaCenamiento y distribu-

Ción de materiales de Combustibles. no neCesariamente deben estar previstas en 
leyes o reglamentos.
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de los Estados Unidos Mexicanos, los ayuntamientos están facultados para emitir ban-
dos de policía y gobierno, reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de 
observancia general. De ahí que si la materia de asentamientos humanos es concu-
rrente, en términos del diverso 73, fracción XXIX-C, del mismo Ordenamiento Supremo, 
se concluye que no sólo en leyes o reglamentos pueden establecerse reglas que fijen 
las distancias entre centros de almacenamiento y distribución de materiales de com-
bustibles, sino que también se pueden prever en disposiciones administrativas de 
observancia general. Máxime si se toma en cuenta que las atribuciones otorgadas a 
los municipios llevan la lógica de que a ellos corresponde vigilar el correcto y ordenado 
desarrollo urbano de sus espacios territoriales en los que, desde luego, vigilen las 
condiciones de seguridad que deben tener la vida de las personas, sus bienes y su 
entorno, ante cualquier evento destructivo de origen natural o generado por la actividad 
humana, a través de medidas de prevención de riesgos.

Registro: 2003921 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 1, p. 620, aislada, constitu-
cional, administrativa.

1a. CCXXII/2013 (10a.)
aportaCiones Federales. su entrega eXtemporánea da lugar al pago de intereses.
El artículo 115, fracción IV, inciso b), de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos establece que las participaciones federales deben cubrirse a los Mu-
nicipios con arreglo a las bases, los montos y plazos que anualmente determinen las 
Legislaturas de los estados. Ahora bien, del principio de integridad de los recursos fe-
derales destinados a los municipios, deriva su derecho para recibir puntual, efectiva y 
completamente los recursos que les corresponden; de ahí que su entrega extemporánea 
da lugar al pago de intereses. Lo anterior, aunado a que el artículo 6º de la Ley de 
Coordinación Fiscal establece que la Federación entregará las participaciones federa-
les a los municipios por conducto de los estados dentro de los “cinco días siguientes 
a aquel en que el Estado las reciba” y que el retraso dará lugar al pago de intereses, a 
la tasa de recargos que establece el Congreso de la Unión para los casos de pago a plazos 
de contribuciones. En este sentido, tratándose de las aportaciones federales, la ley 
citada, en su artículo 32, párrafo segundo, establece que los Estados deberán entre-
garlas a sus respectivos Municipios de manera “ágil y directa”, sin más limitaciones 
ni restricciones, incluyendo las de carácter administrativo, que las correspondientes a 
los fines que se establecen en el artículo 33 del mismo ordenamiento. Consecuen-
temente, si bien el artículo 115, fracción IV, inciso b), constitucional, se refiere expre-
samente a las participaciones federales, para el caso de las aportaciones federales 
resulta aplicable, por analogía, el plazo de cinco días previsto para las participaciones, 
al ser un lapso razonable para que los Estados hagan las transferencias de dichos recur-
sos a los municipios, por lo que una vez transcurrido deberá considerarse que incurren 
en mora y, por ende, pagarse los intereses que correspondan.
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a Registro: 2002717 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 1, p. 196, jurisprudencia, 
constitucional. 

P./J. 5/2013 (10a.)
Cargos de eleCCión popular en los estados. Corresponde a los Congresos loCa-

les legislar sobre los requisitos que deben satisFaCer quienes pretendan aCCeder 
a aquéllos.

Los artículos 30, apartado A), 32, párrafo segundo, 115 y 116 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos constituyen las bases constitucionales a las 
que habrán de sujetarse las Constituciones de los Estados tratándose de la elección de 
gobernadores, miembros de las Legislaturas Locales e integrantes de los ayuntamien-
tos, por virtud del principio de supremacía constitucional establecido en el artículo 133 
de la Norma Fundamental. Así, para ocupar el cargo de gobernador se establecen 
ciertos requisitos esenciales a los que queda constreñida la legislación local (artículo 116, 
fracción I), mientras que, tratándose de los miembros de las legislaturas locales e 
integrantes de los ayuntamientos, la libertad de configuración normativa de los legis-
ladores locales es mayor, en la medida en que la Constitución General de la República 
sólo establece algunos lineamientos mínimos para su elección, mas no los requisitos y 
calidades que deben cubrir. Por tanto, los requisitos que deben satisfacer quienes pre-
tendan acceder a un cargo de elección popular en los estados de la República, tales 
como diputados o miembros de los ayuntamientos, constituyen un aspecto que está 
dentro del ámbito de la libertad de configuración de los legisladores locales y, en ese 
sentido, es válido que las Constituciones y leyes de los Estados establezcan requisitos 
variados y diferentes.

Artículo 122

Registro: 2005800 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 529, aislada, constitucional. 

1a. LXXXV/2014 (10a.)
aCCeso de las muJeres a una vida libre de violenCia en el distrito Federal. 

obJeto ConstituCional de la ley relativa.
El artículo 122, base primera, fracción V, inciso i), de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, establece como facultad de la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal normar la protección civil; la justicia cívica sobre faltas de policía y 
buen gobierno; los servicios de seguridad prestados por empresas privadas; la preven-
ción y la readaptación social; la salud y asistencia social; y la previsión social. Ahora 
bien, a juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, si la 
Constitución Federal otorga al legislador secundario la posibilidad de regular todo lo 
relativo a la previsión social, dicha facultad implica no sólo prever el problema social 
de la violencia dentro y fuera del hogar contra la mujer, sino también garantizar que 
ello deje de ocurrir —al menos— en la parte que corresponde al Distrito Federal. 
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II De ahí que el objeto de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 

del Distrito Federal, en términos de su artículo 2, consiste en establecer los principios 
y criterios que, desde la perspectiva de género, orienten las políticas públicas para 
reconocer, promover, proteger y garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre 
de violencia, así como fijar la coordinación interinstitucional para prevenir, atender, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres.

Registro: 2003709 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 3, p. 2032, 
aislada, constitucional, administrativa. 

I.9o.A.17 A (10a.)
programa de transporte esColar del distrito Federal. el JeFe de gobierno 

loCal está FaCultado para eXpedirlo.
De los artículos 4º, párrafo quinto y 122, cuarto párrafo y apartado C), base se-

gunda, fracción II, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 19, 67, fracciones I, II, XVI, XXVII, incisos a), b) y c), 118, fracciones II y IV, 
del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 1, fracciones I y VI, 2, fracción V, 5, 
fracciones II y IV, 7, fracción I y 25 de la Ley de Planeación del Desarrollo del Distrito 
Federal; 6º, 14, 26, fracciones XIII y XIX, 31, fracción XII, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Distrito Federal; 1º, fracciones I, V, VI y VIII, 3º, fracciones 
IV, VII y VIII, 6º, 8º, fracciones I y III, 9º, fracciones I, II, IV, XVII, XIX, XIX bis 1, 
XXVII, XXVIII, XXX, XXXI, XXXVI, XXXVII, XL, XLII, 13, fracción II, 14, 18, 
fracciones II y III, 19, 20, 123, 130, 131, 132, fracción III, 133, fracciones IX, X y 
XVIII, 134 y 149 de la Ley Ambiental del Distrito Federal; 1, 7, fracciones XXVIII y 
XLVI, 12, fracciones II, inciso a) y III, inciso a), de la Ley de Transporte y Vialidad 
del Distrito Federal, y 16, fracciones VII y X, del Reglamento Interior de la Adminis-
tración Pública del Distrito Federal, se advierte el derecho de toda persona a un medio 
ambiente sano para su desarrollo y bienestar; además, en las citadas disposiciones de 
las leyes de planeación del desarrollo y ambiental, se establecen los principios para 
controlar y reducir la contaminación atmosférica. Ahora bien, si constitucional y legal-
mente, el jefe de Gobierno del Distrito Federal tiene entre sus facultades y obligaciones, 
la de promulgar, publicar y ejecutar las leyes que expida la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal, debiendo proveer en la esfera administrativa a su exacta observancia, 
a través de la expedición de reglamentos, decretos y acuerdos, entonces, está facultado 
para expedir el Programa de Transporte Escolar local, publicado en la Gaceta Oficial 
del Distrito Federal el 3 de febrero de 2009, en cuanto tiene como fin hacer cumplir 
los referidos ordenamientos, a efecto de controlar la emisión de contaminantes que 
generan directa o indirectamente los establecimientos escolares, obligándolos a con-
tribuir en la mitigación de los conflictos viales, impactos ambientales, económicos y 
sociales que se generan, en virtud de su funcionamiento, aunado a que tales disposi-
ciones establecen que los principios en ellas contenidos deben ser llevados a la prác-
tica a través de las acciones que deba ejercer el jefe de Gobierno del Distrito Federal.
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a Artículo 123

Registro: 2009494 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo II, p. 1673, 
jurisprudencia, constitucional, común, administrativa.

VI.1o.A. J/16 (10a.)
instituto de seguridad y serviCios soCiales de los trabaJadores al serviCio de 

los poderes del estado de puebla. debe seguir prestando la atenCión médiCa que 
Corresponde al trabaJador y a su Familia, Como beneFiCiarios, mientras subsista la 
Calidad de trabaJador del estado, en virtud de lo determinado en una eJeCutoria 
de amparo.

Los artículos 4º y 123, apartado B, fracción XI, incisos a) y d), de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos establecen el derecho a la protección de la 
salud y que los trabajadores del Estado y sus familiares tienen derecho a los servicios 
médicos; siendo así, mientras la calidad de un trabajador del Estado subsista, éste debe 
seguir gozando de los derechos que como tal tutela a su favor la Constitución. Por tanto, 
si un trabajador al servicio del Estado es cesado o separado de su cargo, empero, en 
virtud de lo determinado en una ejecutoria de amparo esta sanción queda insubsistente, 
ordenándose que se siga debidamente el procedimiento respectivo, entonces, conserva 
su calidad de trabajador del Estado y, como tal, él y su familia, como beneficiarios, deben 
seguir gozando del derecho a la seguridad social y a la atención médica conforme al 
régimen específico previsto en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores al Servicio de los Poderes del Estado de Puebla, con independencia 
de que ese trabajador no esté recibiendo un sueldo ni cotizando ante tal instituto, pues 
por encima de la ley relativa, está la Constitución que es el Ordenamiento Supremo.

Registro: 2009426 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo III, p. 2005, 
aislada, constitucional, administrativa.

IV.1o.A.31 A (10a.)
dereCHo Humano al salario. ante el ineJerCiCio del ConseJo de la JudiCatura 

Federal de pronunCiarse en los Casos de suspensión de servidores públiCos, los 
Juzgadores sí se enCuentran FaCultados, de ConFormidad Con el artíCulo 123, 
apartado b, FraCCión iv, párraFo segundo, de la ConstituCión Federal, para garan-
tizar el mínimo vital para la subsistenCia del FunCionario y de sus dependientes 
eConómiCos.

El artículo 134, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
en relación al artículo 96, párrafo segundo, del Acuerdo General del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal, establece las disposiciones en materia de responsabilidades 
administrativas, situación patrimonial, control y rendición de cuentas de los servi-
dores públicos adscritos a esa institución. En ese tenor, el Consejo de la Judicatura 
Federal es el órgano facultado para determinar discrecionalmente, la cantidad o por-
centaje que el servidor público debe recibir durante el desahogo de un procedimiento 
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II administrativo de responsabilidades para su subsistencia, incluso la de sus hijos me-

nores. No obstante lo anterior, en los casos en que el Consejo de la Judicatura Federal 
omita pronunciarse respecto al derecho humano al salario que tienen sus trabajadores 
para poder enfrentar las obligaciones de subsistencia, los órganos jurisdiccionales, de 
conformidad con el artículo 123, apartado B, fracción IV, párrafo segundo, de la Cons-
titución Federal, deben realizar dicho pronunciamiento, toda vez que se encuentran 
obligados a proveer lo necesario para hacer respetar este derecho, tomando en consi-
deración que la relación laboral no está concluida, lo que impide ocupar un cargo o 
empleo diverso en el Poder Judicial de la Federación, hasta en tanto se resuelva lo 
conducente, de ahí, la necesidad de percibir ingresos para su subsistencia.

Registro: 2009427 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo III, p. 2006, 
aislada, constitucional, administrativa.

IV.1o.A.32 A (10a.)
dereCHo Humano al salario. el ConseJo de la JudiCatura Federal debe respe-

tarlo, respeCto a los servidores públiCos que suspende temporalmente.
Uno de los derechos humanos fundamentales es el derecho a una remuneración 

justa que permita una existencia digna. Así lo establece la Constitución Federal en el 
artículo 123, apartado B, fracción IV, párrafo segundo, al identificar la garantía de un 
salario vital como una de las condiciones para la paz social y permanente basada en la 
justicia; en ese sentido, la privación del salario implica la vulneración a un derecho 
humano. Ahora bien, el artículo 134, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, en relación al artículo 96, párrafo segundo, del Acuerdo General del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, establece las disposiciones en materia de 
responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y rendición de cuentas 
de los servidores públicos adscritos a esa institución. En ese tenor, el Consejo de la 
Judicatura Federal en los casos en que suspenda temporalmente a sus servidores pú-
blicos, debe respetar el referido derecho humano al salario, toda vez que todo traba-
jador tiene derecho a percibir lo necesario para su subsistencia y la de sus familiares 
dependientes.

Registro: 2008792 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo I, p. 159, aislada, común, laboral.

P. IV/2015 (10a.)
ConFliCtos ColeCtivos de naturaleza eConómiCa. el amparo promovido en Contra 

del laudo que los resuelve, permite al Juzgador eXaminar no sólo los aspeCtos 
Formales de esa deCisión, sino inCluso, la situaCión eConómiCa de la empresa aCtora.

La modificación colectiva de las relaciones de trabajo tiene su origen principalmente 
en aspectos relacionados con la producción, pero también con factores económicos y con 
circunstancias del mercado, lo cual trae como consecuencia la posibilidad de realizar 
cambios en la jornada de trabajo, en los salarios, en las prestaciones o en otras condicio-
nes de trabajo, con el fin de preservar la fuente de empleo, sin llegar a otras hipótesis 
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a como son la suspensión colectiva, equivalente al paro, o el cierre definitivo de la em-
presa. Lo anterior debe analizarse e interpretarse conforme al principio de justicia 
social, previsto en los artículos 123, apartado A, fracción XVIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 2º de la Ley Federal del Trabajo, el cual 
consiste en que las normas de trabajo tienen como finalidad fundamental conseguir el 
equilibrio entre los factores de la producción, por lo que la modificación de las condi-
ciones de trabajo debe ser un elemento relevante en la solución, porque si se decreta 
la reducción de las prestaciones laborales sin que se materialice la viabilidad de la 
empresa, es evidente que esa solución no es acorde con el principio de justicia social. 
Por tanto, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se aparta 
del criterio contenido en la tesis emitida por la entonces Cuarta Sala con el rubro: 
“ConFliCtos de orden eConómiCo, amparo Contra los laudos diCtados en los”. (*), 
en el que se estableció una limitación temática al estudio de fondo que pueden hacer 
los juzgadores de amparo, de acuerdo con la cual no es posible analizar los temas 
económicos, sino que únicamente se pueden estudiar las cuestiones jurídicas, para 
sustentar otro conforme al cual puede analizarse de fondo la situación económica de 
las empresas que promuevan los conflictos colectivos de naturaleza económica, en la 
medida en que lo decidido en ellos puede incidir en los derechos fundamentales de los 
trabajadores, para concluir que en todos los casos debe estar plenamente justificada 
esa afectación en el marco jurídico-constitucional, siendo entonces necesario examinar, 
con la ayuda de los peritos, la situación económica de la empresa; por tanto, la función 
del Alto Tribunal y, en general, de los Jueces y tribunales de amparo, no puede limitarse 
al análisis de aspectos meramente instrumentales, como lo son que se hayan seguido las 
formalidades del procedimiento; que las pruebas se hayan admitido o desechado correc-
tamente o que el laudo se haya dictado conforme a las leyes existentes.

Registro: 2008892 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 17, abril de 2015, Tomo II, p. 1620, 
jurisprudencia, constitucional, administrativa.

I.1o.A. J/6 (10a.)
seguridad públiCa. la indemnizaCión prevista en el artíCulo 123, apartado b, 

FraCCión Xiii, segundo párraFo, de la ConstituCión Federal, para los miembros de 
las CorporaCiones relativas Cuya remoCión del serviCio se deClare inJustiFiCada, 
equivale a tres meses de salario integrado.

Aun cuando dicho precepto constitucional no precisa cómo debe cuantificarse la 
indemnización a que se refiere, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido 
que resulta aplicable, por regular supuestos análogos, el artículo 123, apartado A, 
fracción XXII, de la propia Constitución, puesto que la excepcionalidad del régimen 
establecido por el legislador constitucional para los integrantes de las corporaciones de 
seguridad pública, así como la magnitud de las restricciones que implica, obligan a 
que el desarrollo de sus bases mínimas esté contenido en la propia Norma Fundamental. 
Luego, si en el segundo precepto no se efectuó distinción alguna sobre los conceptos 
integrantes del salario, para el efecto de la cuantificación del monto resarcitorio, no es 
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no distingue, no ha lugar a distinguir. De lo anterior resulta que la indemnización a que 
tienen derecho los miembros de las corporaciones de seguridad pública, cuya remoción 
se declare injustificada, equivale a tres meses de salario integrado, tomando en cuenta, 
además, que la prohibición de reinstalar al servidor público, aun cuando demuestre 
que fue separado en forma ilegal, constituye una restricción excepcional a sus dere-
chos que no debe ser agravada sino que, por el contrario, es necesario que la compen-
sación sea lo más amplia posible, sin exceder, desde luego, el contenido de las normas 
expresas de la propia Carta Magna ni desconocer el régimen de excepción que fue 
creado. Tal conclusión se corrobora considerando que la propia Suprema Corte ha esta-
blecido que el pago de las “demás prestaciones a que tenga derecho” incluye la remu-
neración diaria ordinaria, los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gra-
tificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o 
cualquier otro concepto que percibía el servidor público, por lo que resultaría incon-
gruente sostener que, para cubrir los tres meses de salario, no se deban incluir todos 
los rubros que obtuvo de forma regular y continua.

Registro: 2008721 | Décima Época, Plenos de Circuito, Gaceta del Semanario Ju
dicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 2067, jurisprudencia, 
constitucional, administrativa.

PC.XVI.A. J/7 A (10a.)
seguridad públiCa. CondiCiones y parámetros de la obligaCión resarCitoria a 

Cargo del estado Como ConseCuenCia del pronunCiamiento JurisdiCCional que Cali-
Fique de ilegal la remoCión, baJa o Cese de algún miembro de las instituCiones po-
liCiales (legislaCión del estado de guanaJuato).
Conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución 
Federal, en relación con la tesis aislada 2a. LXIX/2011 y las jurisprudencias 2a./J. 
18/2012 (10a.), 2a./J. 109/2012 (10a.) y 2a./J. 110/2012 (10a.) (*), la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido que para compensar el 
hecho de que los miembros de las instituciones policiales cesados injustificadamente 
no pueden ser reinstalados o reincorporados al servicio público, la sentencia de amparo 
o el análisis jurisdiccional del caso, debe reconocer expresamente la obligación del 
Estado de resarcirles tanto de los daños originados por la prohibición de seguir pres-
tando sus servicios en la institución correspondiente, como de los perjuicios; de ahí 
que, derivado de la separación, la autoridad quede obligada a otorgarles una indemni-
zación y a pagarles las demás prestaciones a que tengan derecho. En congruencia con 
lo anterior, cabe abundar que la eventual ilegalidad del cese impugnado en un juicio 
contencioso, no sólo incide en decretar el pago de tales obligaciones resarcitorias, pues 
en términos del último párrafo del artículo 122 de la Ley General del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública, en relación con los diversos preceptos 64, fracción I, 67, fracción I, 
numeral 3, inciso k), y 82 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato 
vigente hasta el 31 de diciembre de 2014, toda resolución administrativa que tenga 
relación con algún procedimiento de imposición de sanciones, cualquiera que sea su 
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a sentido, debe quedar inscrita en los Registros Nacional y Estatal del Personal de Se-
guridad Pública, lo que trasciende a la obligación de las instituciones policiales con-
sistente en que, previa contratación de sus elementos, consulten los antecedentes de 
cualquier aspirante que estén registrados en tal base de datos y, en su caso, se absten-
gan de contratar a quienes hubiesen sido destituidos por resolución firme como servi-
dor público. Lo anterior implica que las condenas decretadas en contra de la autoridad 
demandada en el proceso administrativo relativo, no pueden calificarse como el mayor 
beneficio que aquéllos pueden alcanzar como consecuencia de la nulidad del acto 
impugnado. Por tanto, ya que en términos del numeral 17 de la Constitución Federal, 
en relación con el diverso 189 de la Ley de Amparo, si el aludido principio constituye 
una expresión del derecho a una impartición de justicia pronta y completa, entonces, 
la sola posibilidad de que el agraviado obtenga una mayor protección a sus derechos 
implica que, al margen de la procedencia de las obligaciones resarcitorias que ya ob-
tuvo, conserve suficiente interés para reclamar en amparo directo que la anotación en 
el registro correspondiente haga constar que no fue destituido del cargo, pero que, 
en términos de la prohibición constitucional aplicable ya no fue jurídicamente factible 
decretar su reincorporación.

Registro: 2008722 | Décima Época, Plenos de Circuito, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo II, p. 2069, jurispruden-
cia, común, administrativa.

PC.XVI.A. J/8 A (10a.)
seguridad públiCa. legalidad de la resoluCión impugnada en un JuiCio Conten-

Cioso, que en términos del artíCulo 123, apartado b, FraCCión Xiii, segundo párraFo, 
de la ConstituCión Federal, deCrete la remoCión, baJa o Cese de algún miembro de 
las instituCiones poliCiales. ConseCuenCia JurídiCa del ConCepto de violaCión Fun-
dado en amparo direCto, ante la eXistenCia de viCios en el trámite del proCedimiento 
administrativo de separaCión.

Conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Cons-
titución Federal, en relación con la jurisprudencia 2a./J. 103/2012 (10a.) y la tesis 
aislada 2a. CXXV/2013 (10a.) (*), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en un juicio de amparo directo promovido contra una sentencia definitiva 
dictada en un juicio contencioso administrativo, en el que el acto impugnado se rela-
ciona con la legalidad de un procedimiento de separación instruido contra algún inte-
grante de las Instituciones Policiales de la Federación, del Distrito Federal, de los 
Estados o de los Municipios, debe tenerse en cuenta que, al existir la prohibición de 
reinstalarlos o reincorporarlos en el cargo desempeñado, la decisión jurisdiccional que 
decreta la ilegalidad de la separación únicamente debe reconocer expresamente la 
obligación de resarcir al servidor público, tanto de los daños originados por la prohi-
bición de seguir prestando sus servicios en la institución correspondiente, como de los 
perjuicios; lo anterior, en virtud de que la obtención de un fallo favorable por la pre-
sencia de vicios de forma, que conlleve la reposición del procedimiento respectivo 
por violación al derecho humano de audiencia, como puede ser la omisión de darle a 
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acarrea el surgimiento de esa obligación resarcitoria para la autoridad demandada en 
sede jurisdiccional, la cual dependerá, en todo caso, de la existencia de una resolución 
de fondo, en donde se ponga de manifiesto lo injustificado del acto que hubiera provo-
cado la terminación de la relación administrativa correspondiente. En ese sentido, ante 
la existencia de un concepto de violación fundado en esos términos, el Tribunal Cole-
giado de Circuito debe ordenar que la autoridad jurisdiccional señalada como respon-
sable deje insubsistente el fallo reclamado y, en su lugar, emita uno nuevo en el cual 
decrete la reposición del procedimiento administrativo de separación, para que en 
observancia al derecho humano de audiencia, la demandada le otorgue al presunto 
infractor la posibilidad de conocer y, eventualmente, desvirtuar el contenido de las 
evaluaciones que no aprobó durante el proceso de evaluación y control de confianza 
respectivo, pues la estimación sobre la ilegalidad del cese y el pago de las obliga-
ciones resarcitorias conducentes depende, en todo caso, de la existencia de una reso-
lución judicial de fondo en donde se ponga de manifiesto lo injustificado del acto que 
hubiera provocado la terminación de la relación administrativa relativa.

Registro: 2008662 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, marzo de 2015, Tomo III, p. 2263, 
jurisprudencia, constitucional, administrativa.

XVI.1o.A. J/18 (10a.)
miembros de las instituCiones poliCiales. ante la terminaCión de la relaCión 

administrativa que los unía Con el estado, tienen dereCHo al pago de la indemniza-
Ción “y demás prestaCiones”, siempre que aCrediten que las perCibían o que están 
previstas en la ley que los regía.

El artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos permite a las instituciones policiales de la 
Federación, del Distrito Federal, de los estados y de los municipios, remover a los 
elementos que hayan incumplido los principios de legalidad, honradez, lealtad, impar-
cialidad y eficiencia, que todo servidor público debe acatar, y prohíbe absoluta y cate-
góricamente que sean reincorporados a dichas instituciones, aun cuando obtengan 
resolución jurisdiccional que declare injustificada la separación, remoción, baja, cese 
o cualquier otra forma de terminación del servicio, dado que el Poder Revisor privile-
gió el interés general por el combate a la corrupción y la seguridad, por encima de la 
estabilidad en el empleo y, por ello, el Estado sólo está obligado a pagar la indemniza-
ción y demás prestaciones a que tengan derecho. En este contexto, los miembros de las 
instituciones policiales, como todo servidor público, reciben por sus servicios una 
serie de prestaciones que van desde el pago que pudiera considerarse remuneración 
diaria ordinaria, hasta los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratifi-
caciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cual-
quier otro concepto que perciba por la prestación de sus servicios y que necesariamente 
debe estar catalogado en el presupuesto de egresos respectivo. Por tanto, como la in-
tención del Constituyente Permanente fue imponer al Estado la obligación de resarcir 
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a al servidor público ante el evento de que no pueda ser reincorporado, a pesar de que 
la remoción sea calificada como injustificada por resolución firme de autoridad juris-
diccional, el enunciado normativo “y demás prestaciones a que tenga derecho”, forma 
parte de esa obligación y debe interpretarse como el deber de pagarle la remuneración 
diaria ordinaria dejada de percibir, así como los conceptos que recibía por la prestación 
de sus servicios, previamente mencionados, desde el momento en que se concretó la 
terminación de la relación administrativa y hasta que se realice el pago de la indem-
nización correspondiente, siempre que acredite que percibía esas prestaciones o que 
están previstas en la ley que lo regía.

Registro: 2008404 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1226, jurisprudencia, cons-
titucional, penal.

1a./J. 4/2015 (10a.)
arraigo loCal. la medida emitida por el Juez es inConstituCional.
La reforma constitucional a los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; 73, frac-

ciones XXI y XXIII; artículo 115, fracción VII y la fracción XIII, del Apartado B, del 
numeral 123, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pu-
blicada el 18 de junio de 2008, fue trascendente para el sistema de procuración e 
impartición de justicia en materia penal, pues establece un nuevo modelo de justicia 
penal para pasar del llamado sistema mixto al acusatorio u oral. Además, introduce la 
figura del arraigo a través de la cual se permite limitar la libertad personal bajo ciertos 
requisitos que la propia Constitución señala en el artículo 16 párrafo octavo adicionado. 
En esta reforma se establece la procedencia del arraigo única y exclusivamente para 
delitos de delincuencia organizada, emitida por la autoridad judicial y a solicitud del 
Ministerio Público. Hay que subrayar que en la misma reforma se modificó la fracción 
XXI del artículo 73, en la que se establece como competencia exclusiva de la Federa-
ción el legislar en materia de delincuencia organizada, quedando la facultad accesoria 
del arraigo como exclusiva de las autoridades federales, y su artículo décimo primero 
transitorio modifica temporalmente el alcance del arraigo hasta la entrada en vigor del 
sistema penal acusatorio federal, posibilitando la emisión de órdenes de arraigo en 
casos distintos a los de delincuencia organizada, en un lugar específico y por un término 
más limitado, para permitirlo en delitos graves, en el domicilio del indiciado y hasta por 
un máximo de cuarenta días. Sin embargo, este artículo décimo primero transitorio en 
ningún momento modifica la competencia federal para emitir una orden de arraigo, ni 
permite que los ministerios públicos o jueces locales emitan estas órdenes. La raciona-
lidad del transitorio sólo se refiere a la entrada en vigor del sistema acusatorio a nivel 
federal, modificando las circunstancias materiales, de tiempo, modo y lugar para emitir 
la orden de arraigo, pero no modifica la competencia federal para hacer competentes 
a las autoridades locales para emitirla. Por ello, una orden de arraigo emitida por un 
juez local, solicitada por un ministerio público del fuero común, para el éxito de la 
investigación de un delito también local, no puede ser considerada constitucional, 
ya que ni el juez es autoridad competente para emitirla, ni el ministerio público para 
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Federación o en el Estado no haya entrado en vigor el sistema penal acusatorio.

Registro: 2008425 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo II, p. 1531, jurisprudencia, cons-
titucional, laboral.

2a./J. 7/2015 (10a.)
trabaJadores al serviCio del estado. alCanCe del dereCHo a la seguridad soCial 

respeCto al monto del salario de CotizaCión.
El derecho a la seguridad social de los trabajadores al servicio del Estado, reco-

nocido en el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, también se encuentra previsto en los artículos 22 y 
25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; XVI de la Declaración Ame-
ricana de los Derechos y Deberes del Hombre; 43 del Protocolo de Reformas a la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos (Protocolo de Buenos Aires); 9 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales; y 9 del Protocolo Adi-
cional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Ahora bien, en ellos, al igual que en la norma consti-
tucional, no se precisan los presupuestos de acceso al derecho a la seguridad social, 
en relación con la obtención de una pensión jubilatoria, ni la forma de calcular su 
monto, por lo que es incuestionable que se deja al legislador ordinario la regulación de 
tales aspectos, para que establezca planes sostenibles que permitan lograr que todos 
tengan acceso a las prestaciones de seguridad social en un nivel suficiente, pudiendo 
establecer reglas para la cuantificación mínima y máxima del salario de cotización. No 
obstante lo anterior, las referidas normas reconocen que, cuando un trabajador cotiza 
a un plan de seguridad social que ofrece prestaciones para suplir la falta de ingresos, 
debe haber relación entre sus ingresos, las cotizaciones abonadas y la cuantía de la 
prestación pertinente.

Registro: 2008456 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo III, p. 2672, 
aislada, constitucional, laboral. 

XXIV.2o.3 L (10a.)
demanda en el JuiCio laboral buroCrátiCo. el término para Contestarla previsto 

en el artíCulo 139 del estatuto JurídiCo para los trabaJadores al serviCio del es-
tado, muniCipio e instituCiones desCentralizadas de CaráCter estatal de nayarit se 
estableCió por el legislador Con libertad de ConFiguraCión legislativa.

De los artículos 115, 116, fracción VI, 123, apartado B y 124 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de su interpretación armónica, se 
concluye que el término de 3 días que prevé el artículo 139 del Estatuto Jurídico para 
los Trabajadores al Servicio del Estado, Municipios e Instituciones Descentralizadas 
de Carácter Estatal de Nayarit, para contestar la demanda laboral, se estableció por el 
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a legislador local con libertad de configuración legislativa, por lo que no estaba constreñido 
a considerar el de 5 días previsto en el artículo 130 de la Ley Federal de los Trabaja-
dores al Servicio del Estado.

Registro: 2008470 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, febrero de 2015, Tomo III, p. 2813, 
aislada, laboral. 

I.6o.T.123 L (10a.)
organismos públiCos desCentralizados. no proCede la prórroga de la relaCión 

laboral demandada por sus trabaJadores, al FinanCiarse su operaCión y FunCiona-
miento Con dinero públiCo.

De la interpretación sistemática de los artículos 73, fracción X, 116, fracción VI 
y 123, apartado A, fracción XXXI, inciso b), punto 1, y apartado B (en su encabezado), 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se obtiene que las rela-
ciones laborales de los organismos públicos descentralizados con sus trabajadores se 
rigen por la Ley Federal del Trabajo, en cuyo artículo 39, se prevé la figura jurídica de 
la prórroga de la relación laboral, cuando subsista la materia del trabajo. No obstante 
ello, tomando en consideración que algunos de dichos organismos otorgan a sus em-
pleados prestaciones que únicamente se confieren a los de la administración pública 
centralizada, así como que su operación y funcionamiento son financiados con dinero 
público (a pesar de la autonomía en su operación), se concluye que no podría conside-
rarse que sus trabajadores tengan derecho a la prórroga de su contratación ya que, de 
estimarse así, se causaría una afectación al presupuesto de egresos en que se les asig-
nan los fondos para su funcionamiento y operación.

Registro: 2008096 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, p. 230, aislada, constitucional, 
laboral.

1a. CDXXXIII/2014 (10a.)
disCriminaCión por razón de edad en el ámbito laboral. su proHibiCión no se 

Contrapone a la eXClusión del trabaJo inFantil Contenida en el artíCulo 123, apar-
tado a, FraCCión iii, de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos.

A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
la prohibición de discriminación por razón de edad contenida en el artículo 1º de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no afecta a los límites estable-
cidos en el artículo 123, Apartado A, fracción III, del propio texto constitucional y en 
la legislación laboral, respecto a la prohibición del trabajo infantil. En estos casos, la 
fijación de cierta edad cercana a la vida adulta para incorporarse a un trabajo está jus-
tificada porque el trabajo infantil tiene serias repercusiones en la integridad física y el 
acceso a la educación de los menores de edad, el cual es sumamente relevante para 
el desarrollo y el mejoramiento de las condiciones de vida de las personas.
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II Registro: 2007857 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo I, p. 1017, jurisprudencia, 
administrativa, constitucional. 

2a./J. 112/2014 (10a.)
poliCía Federal. los preCeptos de la ley relativa y de su reglamento que 

instituyen el ConseJo Federal de desarrollo poliCial, sus Comisiones y Comités, no 
Contravienen el artíCulo 113 de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos 
meXiCanos.

Los artículos 4, fracción II, 16, fracción II, 17, apartados A, fracción VI, y B, 
fracciones VI y XV, y 24 a 42 de la Ley de la Policía Federal, así como 19, 101 y 197 
a 205 de su Reglamento, al desarrollar y reglamentar el procedimiento relativo a la 
profesionalización y el régimen disciplinario de los elementos de la Policía Federal por 
incumplir los requisitos de permanencia o incurrir en infracciones, no contravienen el 
artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que prevé 
los principios y bases en que se sustenta el régimen de responsabilidades adminis-
trativas de los servidores públicos, al no tener relación con éste, ni sustituyen a la 
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, porque 
el procedimiento de separación y el de remoción de los elementos de la Policía Federal 
constituyen dos sistemas normativos distintos y claramente diferenciados entre sí, de 
manera que la existencia de uno no sustituye al otro. Pues el artículo 123, apartado B, 
fracción XIII, de la Constitución Federal establece que los agentes del Ministerio Pú-
blico, los peritos y los miembros de las instituciones policiales se regirán por sus propias 
leyes, por lo que su separación del servicio atiende al incumplimiento de los requisitos 
de permanencia que ésta exige; y la remoción obedece a la conducta del servidor público 
que constituya una causa de responsabilidad, por lo que, acorde con la fracción XXIII 
del artículo 73 constitucional, el Congreso de la Unión cuenta con facultades para 
legislar sobre responsabilidades administrativas de los miembros policiales, así como 
para crear un Consejo Federal con atribuciones para emitir normas relativas al ingreso, 
selección, permanencia, estímulos, promoción y reconocimiento de los integrantes, 
aplicar y resolver los procedimientos relativos y verificar el cumplimiento de los requi-
sitos de su permanencia, entre otros.

Registro: 2008047 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo IV, p. 2889, 
aislada, constitucional, administrativa. 

III.2o.A.61 A (10a.)
aCtuario del ministerio públiCo. a Fin de ingresar y permaneCer en el puesto, 

debe suJetarse a los eXámenes de seleCCión y evaluaCiones psiCosoCiales, así Como 
aCreditar los Cursos de CapaCitaCión y aCtualizaCión que prevean las normas apli-
Cables del sistema naCional de seguridad públiCa (legislaCión del estado de JalisCo).

De los artículos 21 y 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que el Constituyente incluyó al personal 
que auxilia al agente del Ministerio Público en su labor de investigación y persecución 
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a de los delitos, entre los que se encuentra el actuario del Ministerio Público de la Pro-
curaduría General de Justicia del Estado de Jalisco (actualmente Fiscalía General del 
Estado), en la relación jurídica de excepción en materia administrativa que rige entre 
dicho servidor público y la institución de procuración de justicia con base en sus pro-
pias leyes; lo que se corrobora de los artículos 8º, fracción I y 93 del Código de Proce-
dimientos Penales para dicha entidad, así como del manual de puestos elaborado por 
la Dirección de Recursos Humanos de la procuraduría aludida, en el sentido de que el 
actuario tiene, entre otras funciones, las de levantar denuncias por comparecencia, 
recibirlas por escrito y radicarlas, trasladarse al lugar de los hechos para apoyar en 
la realización de la fe ministerial, solicitar informes y citar a personas que tengan que 
declarar. Por tanto, el actuario del Ministerio Público, a fin de ingresar y permanecer 
en el puesto, debe sujetarse a los exámenes de selección y evaluaciones psicosociales, 
así como acreditar los cursos de capacitación y actualización que prevean las normas 
aplicables del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Registro: 2007579 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo I, p. 1105, aislada, constitucional, 
laboral.

2a. CI/2014 (10a.)
sindiCatos. el artíCulo 365 bis de la ley Federal del trabaJo que regula la publi-
Cidad de sus registros y estatutos, no vulnera los artíCulos 6º, 16, segundo párraFo, 
y 123, apartado a, FraCCión Xvi, ConstituCionales (legislaCión vigente a partir del 
1 de diCiembre de 2012).
El precepto legal referido obliga a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y a las 
Juntas de Conciliación y Arbitraje, en el ámbito de sus competencias, a hacer pública 
la información de los registros sindicales; poner a disposición en sus sitios de Internet las 
versiones públicas de los estatutos sindicales; y expedir copias de los documentos que 
obren en los expedientes de registros que se les soliciten en términos del artículo 8º 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y por las leyes locales rela-
tivas. Ahora, dicho artículo 365 Bis no vulnera los preceptos constitucionales citados 
que prevén normas de protección de los datos personales, aplicables a la información 
de los sindicatos, en los cuales no se establece la prohibición absoluta de publicar los 
registros sindicales; por el contrario, la publicidad de la información que contienen 
permite a los trabajadores y a la sociedad en general conocer y comprobar la autenti-
cidad e integración real de los sindicatos registrados ante las autoridades, de manera 
que los registros sean fidedignos y actuales respecto de organizaciones constituidas en 
ejercicio de la libertad sindical, reconocida en el artículo 123, apartado A, fracción XVI, 
constitucional. Además, no se advierte que se alcance el mismo grado de transparencia, 
fiabilidad y actualidad con alguna otra medida ni está demostrado que con lo dispuesto 
en el precepto legal mencionado se cause una afectación desproporcional que impida 
al sindicato realizar con eficacia sus funciones en defensa de sus agremiados. No se 
soslaya que existen datos personales en los documentos que constan en los expedientes 
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tículo de la Ley Federal del Trabajo no autoriza de manera libre y absoluta su publicidad 
ni su inclusión en las copias que expida la autoridad laboral, la cual deberá observar, 
en todo caso, lo señalado por las leyes aplicables en materia de transparencia, infor-
mación pública y protección de datos personales.

Registro: 2007618 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, Tomo III, p. 2971, 
aislada, laboral. 

XXVII.3o.11 L (10a.)
trabaJadores de ConFianza. reFerentes normativos para identiFiCar quiénes 

tienen ese CaráCter (legislaCión del estado de quintana roo).
Los artículos 115, fracción VIII, párrafo segundo, y 116, fracción VI, de la Cons-

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos establecen que las relaciones de 
trabajo entre los Estados, Municipios y sus trabajadores se regirán por las leyes que 
expidan las Legislaturas de los Estados con base en el artículo 123 de esa misma Ley 
Fundamental, el cual en su apartado B, fracción XIV, dispone que será la ley la que 
determinará los cargos que serán considerados de confianza. En este sentido, en la 
Ley de los Trabajadores al Servicio de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 
de los Ayuntamientos y Organismos Descentralizados del Estado de Quintana Roo, 
se reconoció la existencia de los trabajadores de confianza (artículo 9, fracción I) y se 
estableció que éstos serían los enunciados en su artículo 10. De este precepto se ad-
vierte que en dicha entidad, los referentes para identificar a los trabajadores de con-
fianza al servicio del Estado (lato sensu) son: 1. El puesto concreto o cargo, por ejem-
plo, el de oficial mayor en el Poder Legislativo (fracción I, inciso A), los secretarios de 
Estado en el Poder Ejecutivo (fracción II, inciso C), o el secretario del Ayuntamiento 
y el tesorero (fracción IV, inciso B); 2. Las funciones desempeñadas, destacadamente, 
las de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización (fracción VI, párrafo primero, 
primera parte); y, 3. El trabajo desempeñado en relación con la adscripción a ciertos 
niveles o en ciertas áreas, verbi gratia, el secretario particular del Ejecutivo del Estado 
(fracción II, inciso B) o los que realicen trabajos específicos de los titulares de los 
Poderes o los Ayuntamientos (fracción VI, segunda parte del párrafo primero). En 
realidad, las “funciones desempeñadas” sólo son un referente e instrumento de técnica 
legislativa utilizado para asignar o identificar a un trabajador como de confianza, pero 
no es el único, esto es, el Constituyente Permanente no limitó la “forma” por medio de 
la cual en el Gobierno Federal, y en los Estados, los trabajadores serían considerados 
de confianza; de suerte que mediante reserva de ley, fue claro al mandatar que “la 
ley determinará los cargos que serán considerados de confianza”. Fue por ello que, 
tratándose de la legislación burocrática de Quintana Roo, en su artículo 10, fracción VI, 
el legislador local dispuso que, con independencia de los referentes que en las frac-
ciones I a V había establecido, “también” se considerarían trabajadores de confianza 
los que desempeñaran las funciones que identificó.
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a Registro: 2007515 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo III, p. 2110, 
jurisprudencia, común, laboral.

(IV Región)2o. J/3 (10a.)
suplenCia de la queJa deFiCiente. proCede en Favor de los Jubilados o pensiona-

dos si en la demanda de amparo Controvierten leyes generales en materia de segu-
ridad soCial que reglamentan lo relativo a las garantías derivadas del artíCulo 
123 ConstituCional (interpretaCión ConForme del artíCulo 76 bis, FraCCión iv, de 
la ley de amparo abrogada).

El artículo 76 Bis, fracción IV, de la Ley de Amparo abrogada dispone que en 
materia laboral la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador. En ese sentido, de 
una interpretación conforme de dicha norma con el contenido de los preceptos 1º y 
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que 
cuando aquella ley dispone que las autoridades que conozcan del juicio de amparo 
deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como de 
los agravios, en favor de la parte trabajadora, la aplicación de la figura jurídica protec-
tora de referencia también debe observarse cuando se trate del amparo promovido por 
un pensionado o jubilado. Ello es así, porque dicha interpretación garantiza a estas 
personas el derecho de tutela judicial efectiva, pues se salvaguardan sus derechos de 
seguridad social a través de la suplencia de la queja, impidiendo que cuestiones téc-
nicas, tanto de deficiencia de agravios como de prueba, tengan como consecuencia una 
afectación en su bienestar y dignidad de vida. Más aún, si se tiene en cuenta que el 
pensionado o jubilado no se encuentra en una condición de desigualdad diferente a la 
de los trabajadores en activo, por el contrario, esa desigualdad empeora por las cir-
cunstancias propias de la edad en que acontece el evento por el que se encuentra en 
esa situación (pensionado o jubilado), pues generalmente recibe un ingreso menor (al 
no integrarse la pensión con todos los conceptos que se perciben cuando se está en 
activo), se encuentra más expuesto a alguna enfermedad y día a día pierde fuerza física, 
por mencionar algunas de esas circunstancias. Por tanto, debido a que continúa sub-
sistiendo la condición de desigualdad del trabajador en retiro o jubilado, aunque ahora 
frente a la institución de seguridad social encargada de brindarle las prestaciones re-
lativas, cuando se controviertan leyes generales en materia de seguridad social, que 
reglamentan lo relativo a las garantías de los trabajadores (en activo o pensionados) 
estatuidas en el citado artículo 123, apartado B, fracción XI, debe aplicarse la suplen-
cia en la deficiencia de la queja en favor de la quejosa. Máxime si la interpretación 
efectuada al enunciado contenido en el referido artículo 76 Bis, fracción IV, es acorde 
con la tesis 2a. CXXVII/2013 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 2, Tomo II, enero de 2014, página 1593, de 
título y subtítulo: “suplenCia de la queJa deFiCiente en el JuiCio de amparo. debe 
analizarse aCorde Con el marCo sobre dereCHos Humanos resguardado por el ar-
tíCulo 1º de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos, a partir de 
la reForma publiCada en el diario oFiCial de la FederaCión el 10 de Junio de 2011”, 
en la cual la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que 
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desde la perspectiva constitucional y legal nacional, y es en función de ese examen 
interno como debe contrastarse si efectivamente dicho principio satisface el mandato 
universal de igualdad, o si existe una justificación razonable en la distinción de trato que 
respecto de ciertas personas o grupos prevé el artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, 
vigente hasta el 2 de abril de 2013.

Registro: 2007330 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 9, agosto de 2014, Tomo III, p. 1953, 
aislada, constitucional, laboral.

XVI.1o.T.2 L (10a.)
salarios Caídos. el artíCulo 48 de la ley Federal del trabaJo, reFormado me-

diante deCreto publiCado en el diario oficial de la federación el 30 de noviembre 
de 2012, al estableCer su proCedenCia Hasta por 12 meses en Caso de indemnizaCión 
por despido inJustiFiCado, no viola dereCHos Humanos.

Dicho precepto legal, al establecer la obligación del patrón de reinstalar inmedia-
tamente a los trabajadores que hubieran sido despedidos injustificadamente y pagar los 
salarios caídos, computados desde la fecha de ese suceso hasta por un periodo máximo 
de 12 meses, así como de un interés a razón del 2 por ciento mensual sobre el importe de 
15 meses de salario —en caso de que el juicio no se resuelva en ese plazo o no se 
cumpla con el laudo— no viola los derechos humanos de los trabajadores. Es así por-
que, del artículo 123, apartados A, fracción XXII, y B, fracción IX, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, no se advierte que consagre a favor de los 
trabajadores el derecho a percibir salarios caídos por todo el tiempo que dure el juicio 
laboral o hasta que se dé cumplimiento al laudo respectivo, sino únicamente que aque-
llos trabajadores que sean separados injustificadamente puedan optar por la reinstala-
ción o la indemnización. De ahí que el citado artículo 48 sea acorde con el lineamiento 
mínimo previsto en el apartado A del precepto constitucional aludido, en el sentido de 
que la referida indemnización comprenderá el monto de tres meses de salario. Medida 
legislativa que es razonable y proporcional, habida cuenta que resulta idónea para alcan-
zar los fines que la Ley Fundamental prevé al respecto, tales como evitar que los juicios 
laborales se prolonguen artificialmente para obtener una mayor condena por ese con-
cepto; preservar el carácter indemnizatorio de esa prestación, logrando la efectiva 
protección de los derechos de los trabajadores, así como la necesidad de conservar las 
fuentes de empleo, tutelando el legítimo interés de los patrones por encontrar meca-
nismos que favorezcan la competitividad y productividad, ya que su economía se ve 
seriamente afectada cuando son condenados al pago excesivo por ese rubro derivado 
de la prolongación indebida de los asuntos. Acotación que es necesaria, porque, ha-
biendo varias medidas legislativas que pudieron emplearse para lograr los objetivos 
pretendidos, como podrían ser las de integrar con otros conceptos diferentes la indem-
nización o prever una que no incluyera ningún tipo de salario dejado de percibir; sin 
embargo, el legislador optó por una solución mediante la cual integra la indemnización 
por dos prestaciones (reinstalación o el pago de salarios caídos) que no son inferiores al 
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a único parámetro constitucional referido; y, finalmente, es proporcional en sentido es-
tricto, porque la importancia de los objetivos perseguidos por el creador de la norma 
está en una relación adecuada con el derecho a la indemnización en caso de despido 
injustificado, porque los salarios vencidos equivalen a los que dejó de percibir el tra-
bajador durante el juicio, por lo que constituyen una forma de resarcir las cantidades 
que no obtuvo con motivo del despido. Además, si de los numerales 871 al 890 de la 
Ley Federal del Trabajo, se colige que los juicios laborales deben resolverse en un 
término aproximado de 12 meses a partir de la presentación de la demanda, es razo-
nable y proporcional que se limite el pago a este periodo. Por otra parte, el precepto 
legal impugnado tampoco vulnera el principio de progresividad previsto en el artículo 
1º constitucional, pues con ello no se desconoce ningún derecho humano, ya que la 
acción por despido injustificado continúa siendo tutelada en la Ley Federal del Trabajo, 
a través de la reinstalación o la indemnización por el importe de tres meses, a elección 
del operario; además, la indemnización en sentido amplio (como sanción para el patrón por 
haber separado injustificadamente a su empleado) se preveía tanto en el ordenamiento 
legal reformado como en el vigente.

Registro: 2007279 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 9, agosto de 2014, Tomo III, p. 1954, 
aislada, laboral. 

VII.3o.P.T.6 L (10a.)
seguridad soCial. el aCto JurídiCo que CondiCiona el dereCHo a ella es la rela-

Ción laboral, por lo que aCreditada ésta, es improCedente la presCripCión respeCto 
de la insCripCión o inCorporaCión retroaCtiva del trabaJador al régimen Corres-
pondiente, y del pago de las aportaCiones respeCtivas (legislaCión del estado de 
veraCruz).

Del artículo 123, apartado B, fracción XI, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, se deduce que toda persona tiene derecho al trabajo digno y 
socialmente útil; y que la seguridad social se organizará conforme a las bases mínimas 
que ahí se precisan, las cuales para poder disfrutarse conforme lo prevé la Ley Estatal 
del Servicio Civil de Veracruz, por cuanto hace, entre otros, a los trabajadores de las 
administraciones públicas locales, éstos previamente deben encontrarse incorporados 
al régimen de seguridad y servicios sociales, como se advierte de su artículo 30, frac-
ciones IV y V; además de que dicha incorporación debe llevarse a cabo en la forma y 
términos en que la ley o convenios celebrados así lo establezcan y a cubrir, en su caso, 
las aportaciones que les correspondan. En este sentido, el acto jurídico que condiciona 
el derecho a la seguridad social es la existencia de una relación de trabajo y, acreditada 
ésta, se hacen exigibles al patrón sus obligaciones, como se ha establecido en la juris-
prudencia 2a./J. 3/2011, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 1082, de rubro: “seguro soCial. 
proCede la insCripCión retroaCtiva de un trabaJador al régimen obligatorio, aun 
Cuando ya no eXista el neXo laboral Con el patrón demandado”; en consecuencia, 
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retroactiva del trabajador al régimen de seguridad y servicios sociales que corresponda, 
así como el pago de las aportaciones correspondientes, es imprescriptible, pues de 
ella depende que el trabajador pueda disfrutar de las bases mínimas de seguridad 
social que prevé el citado artículo 123, apartado B, fracción XI, constitucional, entre 
ellas, la jubilación o la pensión que se generan por el transcurso del tiempo, y que son 
imprescriptibles.

Registro: 2006912 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 8, julio de 2014, Tomo II, p. 1121, 
aislada, común, administrativa.

(V Región)5o.21 A (10a.)
Cuerpos de seguridad públiCa. no opera a Favor de sus miembros la suplenCia 

de la queJa deFiCiente prevista en el artíCulo 79, FraCCión v, de la ley de amparo, 
Cuando el aCto reClamado versa sobre su separaCión del Cargo, por no reunir los 
requisitos de permanenCia en éste (legislaCión vigente a partir del 3 de abril de 
2013).

Aun cuando la citada disposición señala que, en materia laboral, debe suplirse la 
deficiencia de la queja en favor del trabajador, independientemente de que la relación 
habida entre empleador y empleado se encuentre regida por el derecho laboral o el 
administrativo, tratándose de los miembros de los cuerpos de seguridad pública, no 
procede dicha suplencia cuando el acto reclamado no guarda relación con alguno de 
los derechos relativos a la protección del salario o derivados de su afiliación al régimen 
de seguridad social, dentro de los que se incluyen, seguros de enfermedades, riesgos de 
trabajo, jubilación, retiro, entre otros, o de las prestaciones a que tienen derecho en 
términos del artículo 123, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, sino que versa sobre la separación del cargo por no reunir los requisitos de 
permanencia en éste, en razón de que el procedimiento del que deriva esa decisión no 
participa de la naturaleza laboral, al ser una medida prevista en la fracción XIII del 
artículo y apartado mencionados, relacionada con la carencia del derecho a la estabi-
lidad y de la inmutabilidad de toda condición o permanencia en el cargo.

Registro: 2006841 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, junio de 2014, Tomo II, p. 1791, 
aislada, constitucional. 

I.1o.A.2 CS (10a.)
poliCía Federal. el artíCulo 146, párraFo terCero, FraCCión ii, del reglamento 

de la ley relativa, al limitar el monto de la indemnizaCión a que tienen dereCHo 
los integrantes de ese Cuerpo de seguridad públiCa, en Caso de separaCión, remoCión, 
baJa, Cese o Cualquier otra Forma de terminaCión del serviCio, es inConstituCional.

Conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, si una persona es removida de su 
puesto en una corporación de seguridad pública, y esa decisión es declarada injustifi-
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a cada, tiene derecho a una indemnización y a las demás prestaciones que debió percibir; 
y si bien dicho precepto constitucional no precisa cuál es el monto que se debe pagar 
por ese concepto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
tesis 2a. LXIX/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 531, de rubro: “segu-
ridad públiCa. monto de la indemnizaCión prevista en el artíCulo 123, apartado b, 
FraCCión Xiii, segundo párraFo, de la ConstituCión polítiCa de los estados unidos 
meXiCanos, vigente a partir de la reForma publiCada en el diario oFiCial de la Fe-
deraCión el 18 de Junio de 2008”, sostuvo que, para resolver ese aspecto, es necesario 
adoptar un parámetro que esté contenido en la propia Norma Fundamental, por lo que 
resulta aplicable el artículo 123, apartado A, fracción XXII, constitucional, que dispone 
que dicho resarcimiento equivale al pago de tres meses de salario. Ahora bien, el artículo 
146, párrafo tercero, fracción II, del Reglamento de la Ley de la Policía Federal esta-
blece que el cálculo respectivo debe ser efectuado a partir del sueldo base, por lo que 
constituye una limitante en su cuantía; luego, aun cuando el último precepto constitu-
cional mencionado no indica que la indemnización por la no reinstalación de un em-
pleado deba calcularse atendiendo al salario integrado de quien fue privado de su 
empleo, y no puede afirmarse que el reglamento mencionado transgreda su texto expreso, 
la intelección literal de la Constitución federal no es la forma idónea para resolver el 
tema relativo a qué debe entenderse por salario para efectos de la indemnización; por 
el contrario, en atención al principio pro persona, es necesario interpretarla en el sen-
tido de que, si la intención que subyace en el precepto que establece el pago de tres 
meses de remuneración es compensar al empleado, ante la negativa —o imposibili-
dad— del patrón para restituirlo en sus funciones, no existe un motivo válido para 
estimar que se debe partir del sueldo básico y no de la suma de los emolumentos que 
se le entregaban regular, periódica y continuamente con motivo de su encargo, máxime 
que para el pago de las “demás prestaciones a que tenga derecho” se atiende al monto 
integral que percibía el servidor público. Consecuentemente, el citado artículo 146, 
párrafo tercero, fracción II, al limitar el monto de la indemnización a que tienen derecho 
los integrantes de ese cuerpo de seguridad pública, en caso de separación, remoción, 
baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio es inconstitucional, pues 
cualquier restricción al derecho de restitución integral, como efecto de las sentencias 
favorables a un particular, no puede estar contenida en un ordenamiento distinto a la 
propia Norma Fundamental.

Registro: 2006517 | Décima Época, Pleno, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo I, p. 269, jurisprudencia, constitucional, 
penal.

P./J. 31/2014 (10a.)
arraigo en materia penal. a partir de la reForma a la ConstituCión polítiCa de 

los estados unidos meXiCanos, publiCada en el diario oficial de la federación el 18 
de Junio de 2008, las legislaturas loCales CareCen de CompetenCia para legislar 
sobre aquella Figura, al ser FaCultad eXClusiva del Congreso de la unión.
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y 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, 
fue trascendente para el sistema de procuración e impartición de justicia en materia penal, 
pues estableció un nuevo modelo de justicia penal que transformó el sistema mixto en 
acusatorio u oral; entre otras modalidades, introdujo la figura del arraigo a través de la 
cual se permite limitar la libertad personal tratándose de delitos de delincuencia orga-
nizada, bajo ciertos requisitos que la propia Constitución señala. Es así que a partir de 
esa fecha el referido artículo 16 reguló constitucionalmente la procedencia del arraigo, 
reservándola para delitos de delincuencia organizada, respecto de los cuales por dispo-
sición expresa del diverso precepto 73, fracción XXI, corresponde legislar en exclusiva 
al Congreso de la Unión; de ahí que a partir de esa data los congresos locales carecen 
de competencia para legislar en esa materia.

Registro: 2006556 | Décima Época, Plenos de Circuito, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo II, p. 1487, jurisprudencia, 
laboral. 

PC.IX. J/2 L (10a.)
tiempo eXtraordinario. la reClamaCión de su pago es improCedente tratándose 

de FunCionarios públiCos al serviCio de los poderes del estado de san luis potosí 
que ostenten Cargos de titulares de las dependenCias y entidades, así Como de 
subseCretarios, direCtores, subdireCtores y puestos de rango semeJante.

De la interpretación armónica y sistemática de los artículos 115, fracción VIII, 
párrafo segundo, 116, fracción VI y 123, apartado B, fracciones I y XIV, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1º, 7º, 8º, 10, 21, 22 y 26 a 28 de 
la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San 
Luis Potosí, en relación con el numeral 15 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública de esa entidad, deriva que los trabajadores de confianza que se desempeñan 
como funcionarios públicos, esto es, como titulares de las dependencias y entidades, 
así como los subsecretarios, directores, subdirectores y quienes ocupen puestos de rango 
semejante, no tienen derecho a reclamar el pago de tiempo extraordinario; por cuanto a 
que el citado artículo 15 establece que aquéllos deben atender de tiempo completo las 
funciones de su encargo, lo cual revela que tal norma tiene por objeto garantizar que 
cumplan con su cometido de manera proba, leal, eficaz, imparcial y apegada a la lega-
lidad, con prevalencia del interés común, sin que el horario sea una limitante para ello, 
porque su actividad revela una expresión propia del estado o municipio.

Registro: 2006451 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo III, p. 2033, 
aislada, laboral. 

XI.1o.A.T.17 L (10a.)
indemnizaCión ConvenCional en materia laboral. la paCtada por el retraso en 

el Cumplimiento de la obligaCión adquirida por el patrón para ConCluir el ConFliCto 
derivado de la relaCión laboral es preFerente respeCto de Cualquier otro Crédito.
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a Conforme a la interpretación que el Alto Tribunal del país realizó del artículo 123, 
apartado A, fracción XXIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, además de las indemnizaciones que establece el propio precepto, en sus fracciones 
XIV, XXI y XXII, la Ley Federal del Trabajo, en los contratos colectivos e individuales, 
las partes también pueden convenir indemnizaciones en beneficio del trabajador y a 
cargo del patrón, con motivo de la relación laboral; entonces, si se pacta una indemni-
zación convencional —moratoria— por el retraso en el cumplimiento de la obligación 
que el patrón adquirió con la celebración del convenio con el trabajador para dar por 
concluido el conflicto laboral surgido con motivo de la relación laboral, ésta es prefe-
rente sobre cualquier otro crédito; lo cual es acorde, incluso, con los artículos 2º y 18 
de la citada ley, conforme a los cuales las normas laborales tienden a conseguir el 
equilibrio entre los factores de la producción, así como la justicia social en las relacio-
nes entre trabajadores y patrones y, en su interpretación, se tomará en cuenta esa fina-
lidad, prevaleciendo siempre la más favorable al trabajador.

Registro: 2006415 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo III, p. 2093, 
aislada, laboral. 

(V Región)2o.5 L (10a.)
presCripCión de las aCCiones en materia laboral. el artíCulo 1161 del Código Civil 

Federal, no es apliCable a las relaCiones de trabaJo a que se reFiere el artíCulo 
123, apartado a, de la ConstituCión Federal, ni aun Cuando se invoque el prinCipio 
pro persona.

La fracción I del artículo 1161 del Código Civil Federal prevé que el plazo de 
dos años para que opere la prescripción extintiva está destinado a regir respecto de los 
honorarios, sueldos, salarios, jornales u otras retribuciones que deban pagarse como 
contraprestación recíproca, inmediata y directa por la ejecución de un servicio perso-
nal o profesional, a los sujetos que lo desempeñan, siempre que no se generen por una 
relación de trabajo de las que se refiere el artículo 123, apartado A, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que de ser así se estaría en presencia de 
derechos y obligaciones derivados de una relación obrero-patronal regida por la Ley 
Federal del Trabajo. Lo que se considera así, aun cuando se invoque para la aplicación 
de aquel precepto el principio pro persona, porque de aceptarse conduciría a soslayar 
la normativa interna que regula los presupuestos y requisitos procedimentales, los 
cuales están encaminados a proteger y preservar otros derechos o intereses constitu-
cionalmente previstos (verbigracia el de seguridad jurídica previsto en el artículo 17 
constitucional), guardando la adecuada proporcionalidad con la finalidad perseguida. 
Por ende, el aludido principio no puede conducir a eliminar las formalidades de deter-
minado procedimiento establecido dentro del sistema nacional, como son los plazos 
previstos para cada legislación.
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II Registro: 2006369 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo III, p. 2098, 
aislada, común, administrativa.

I.1o.A.68 A (10a.)
proCedimiento de separaCión o destituCión de los miembros de Carrera poliCial 

de la seCretaría de seguridad públiCa del distrito Federal. Contra el aCuerdo de 
iniCio es improCedente el JuiCio de amparo si úniCamente se atiende al tipo de aFeC-
taCión que produCe.

El citado proveído puede tener una ejecución de imposible reparación al afectar 
los derechos sustantivos de los cuerpos policiacos de la Secretaría de Seguridad Pública 
del Distrito Federal, pues no obstante que se determine que es ilegal la resolución en 
la que se declare procedente su separación o destitución, el artículo 123, apartado B, 
fracción XIII, de la Constitución federal establece un impedimento para que sean 
reinstalados en su cargo. Tal hecho, sin embargo, no constituye un caso de excepción 
al principio de definitividad que rige en el juicio constitucional, ya que la irreparabi-
lidad de un acto se relaciona con la afectación que produce en el conjunto de derechos 
del gobernado, concepto que es autónomo e independiente a la regla de definitividad, 
que tiene que ver con la existencia, idoneidad y eficacia de los recursos ordinarios 
previstos contra un acto en la ley aplicable. La conclusión apuntada se corrobora to-
mando en cuenta que los artículos 107, fracción IV, constitucional y 61, fracción XX, 
de la Ley de Amparo, que regulan ese principio, tratándose de actos emitidos por au-
toridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, no reco-
nocen como supuesto de excepción el que se indica. Por tanto, si en un caso determinado 
no opera alguna de las salvedades previstas en estos dos últimos artículos, el quejoso 
debe promover juicio de nulidad contra el referido acuerdo ante el Tribunal de lo Con-
tencioso Administrativo del Distrito Federal antes de acudir a la instancia constitucio-
nal, ya que de no hacerlo la acción de amparo resultará improcedente por incumpli-
miento al citado principio. Cabe señalar que esta determinación no contraría la postura 
asumida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis 
de jurisprudencia 2a./J. 72/2013 (10a.), de rubro: “serviCio proFesional de Carrera 
ministerial, poliCial y periCial de la proCuraduría general de la repúbliCa. Contra el 
iniCio del proCedimiento administrativo de separaCión de sus miembros proCede 
el JuiCio de amparo indireCto”, porque la decisión del Alto Tribunal involucró el 
análisis de un acto emitido por autoridades de carácter federal, con base en ordena-
mientos de esa índole, cuya impugnación a través de los medios ordinarios de defensa 
difiere, en cuanto a su procedencia, de aquellos emitidos por autoridades pertenecien-
tes al Distrito Federal.

Registro: 2006108 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo II, p. 1452, 
aislada, laboral. 

III.4o.T.22 L (10a.)
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a audienCia de disCusión y votaCión del laudo. CareCe de validez la que se Cele-
bre sin la representaCión de alguno de los seCtores que integran la Junta de 
ConCiliaCión y arbitraJe.

Conforme al artículo 123, apartado A, fracción XX, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, las diferencias o los conflictos entre el capital y el 
trabajo, se sujetarán a la decisión de una Junta de Conciliación y Arbitraje formada por 
igual número de representantes de los obreros y de los patronos, y uno del gobierno; 
diseño normativo en cuanto a la integración y funcionamiento de tales entes jurisdic-
cionales, que se reglamenta en los mismos términos en los artículos 605, 607, 609 y 
623 de la Ley Federal del Trabajo, vigentes hasta el 30 de noviembre de 2012, precep-
tos que cuando se refieren al presidente, siempre lo hacen en singular y a los repre-
sentantes obreros y patronales, en plural. Ahora bien, por la naturaleza y transcenden-
cia de la audiencia de discusión y votación del laudo, la fracción III del artículo 620 
de la invocada ley, cuando establece que para su celebración “será necesaria la pre-
sencia del presidente o presidente especial y del cincuenta por ciento de los represen-
tantes de los trabajadores y de los patrones, por lo menos”, debe interpretarse en el 
sentido de que el órgano laboral funcionará en su total integración tripartita, donde se 
conjuguen al mismo tiempo las fuerzas del trabajo y del capital, con la intervención 
imparcial de un representante del Estado, pues la letra “y” que se encuentra entre “de 
los trabajadores y de los patrones”, debe entenderse como una conjunción y no como 
una disyunción; de ahí que no basta la presencia del presidente y por lo menos la re-
presentación de un sector para que se considere integrado el ente colegiado, sino que 
la presencia de las fuerzas del trabajo y del capital debe ser en una cantidad mínima 
del cincuenta por ciento de cada sector, caso contrario, deberá señalarse una nueva 
audiencia, donde si tampoco se reúne la mayoría se citará a los suplentes, en virtud 
de que no es válido que en la discusión y votación definitiva de un conflicto individual de 
trabajo, uno de los factores de la producción se quede sin voz y voto, como si se tratara 
de una simple determinación de trámite. Lo cual se acentúa si se atiende al espíritu del 
artículo 2º de la aludida ley, en el que se regulan los derechos sustantivos y los proce-
sos laborales, al disponer: “Las normas de trabajo tienden a conseguir el equilibrio y 
la justicia social en las relaciones entre trabajadores y patrones”, equilibrio que por 
su diseño de órgano colegiado, debe aplicarse a la integración de las juntas para emi-
tir sus resoluciones, en las que si quedara sin representación un sector, no se cumpliría 
con la finalidad que prevé dicha disposición. Además, porque los diversos numerales 
886, 887, 888, 889 y 890, que establecen el procedimiento de preparación del proyecto, 
discusión, votación, engrose y firma del laudo, ponen de manifiesto la importancia de 
que la junta funcione debidamente integrada, no sólo al momento de discutir y votar 
el laudo, sino durante todo el procedimiento de su emisión y firma, pues de no ser así, 
no se acatarían las formalidades previstas, lo que ocasiona la invalidez del acto res-
pectivo, y se traduce en una infracción que viola las normas del procedimiento que 
trasciende al resultado del fallo.
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II Registro: 2006292 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo II, p. 1479, 
aislada, constitucional, laboral. 

I.6o.T.96 L (10a.)
deudas de trabaJo. las previstas en el artíCulo 123, apartado a, FraCCión XXiv, de 

la ConstituCión polítiCa de los estados unidos meXiCanos, son eXClusivamente las 
Contraídas Con motivo del neXo laboral, pero no las adquiridas por un motivo diverso.

Del contenido del artículo 110, primer párrafo, de la Ley Federal del Trabajo, se 
advierte que los descuentos en los salarios de los trabajadores están prohibidos; sin 
embargo, esa disposición corresponde a la previsión de protección del salario y el 
poder adquisitivo de los trabajadores a que alude el artículo 123, apartado A, fracción 
XXIV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dispone: 
“De las deudas contraídas por los trabajadores a favor de sus patronos, de sus asocia-
dos, familiares o dependientes, sólo será responsable el mismo trabajador, y en ningún 
caso y por ningún motivo se podrá exigir a los miembros de su familia, ni serán exigibles 
dichas deudas por la cantidad excedente del sueldo del trabajador en un mes”. Sin 
embargo, si un trabajador contrajo voluntariamente una deuda con motivo de un contrato 
para adquirir un seguro o compra de vehículo, ese evento no nació directamente del 
nexo de trabajo, vinculada con la explotación que propiciaban las tiendas de raya, que 
originó que el mencionado precepto constitucional se concretara a establecer normas 
mínimas protectoras de la clase trabajadora; y, por ende, se trata de uno de los casos 
de excepción para su cobro, pues sería contrario al espíritu del Constituyente conside-
rar que cualquier deuda de los trabajadores, a favor de los patrones, deba ser analizada 
a la luz de tales normas de protección.

Registro: 2006308 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo II, p. 1543, 
aislada, constitucional, administrativa.

(V Región)5o.20 A (10a.)
miembros de las instituCiones de seguridad públiCa. para que puedan permaneCer 

en su Cargo, deben desempeñarse proFesionalmente, esto es, de manera responsable, 
Con probidad y Honradez, tanto en el ámbito públiCo Como en el privado.

Del proceso que dio origen a la reforma del artículo 123, apartado B, fracción XIII, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, se advierte que la intención del 
Constituyente Permanente fue, precisamente, combatir la corrupción y promover el pro-
fesionalismo y capacitación de los elementos de las distintas corporaciones policiacas 
del país; de ahí que en distintas legislaciones secundarias se establecieran requisitos 
para la permanencia de éstos en su función pública, en el entendido de que esa per-
manencia importa mantenerse sin mutación o cambios en una misma posición o lugar 
que se ocupa, por lo que claramente se alude a elementos futuros; ergo, para que un 
miembro de una institución policial pueda mantenerse en su cargo, será necesario que 
satisfaga los requisitos correspondientes durante todo el tiempo que lo desempeñe. 
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a Aunado a ello, otro de los motivos que llevaron a la reforma del dispositivo constitu-
cional referido, fue garantizar el correcto desempeño de la carrera policial y establecer 
los lineamientos que definen los procedimientos de reclutamiento, selección, ingreso, 
formación, certificación, permanencia, evaluación, promoción y reconocimiento, así 
como la separación o baja del servicio de los miembros de las corporaciones policiacas; 
además de instrumentar e impulsar su capacitación y profesionalización permanentes 
para asegurar la lealtad institucional en la prestación de los servicios. Por ende, actuar 
de forma profesional implica la disposición para ejercer de manera responsable y seria 
la función policial, con relevante capacidad y aplicación y, a dicho tenor, un policía 
debe abstenerse de cualquier acto susceptible de mermar la respetabilidad propia de 
su actividad, tanto en el ámbito público como en el privado. Consecuentemente, para 
que un miembro de una institución de seguridad pública pueda permanecer en su cargo, 
debe desempeñarse profesionalmente, esto es, de manera responsable, con probidad y 
honradez, en los ámbitos mencionados, lo cual, pondera un estándar jurídico y material 
de prestación del servicio que asegura su óptimo desempeño, siguiendo los principios de 
imparcialidad, probidad, profesionalismo, honestidad, eficiencia, lealtad y austeridad, 
que deben regir a la seguridad pública.

Registro: 2005823 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 874, jurisprudencia, constitu-
cional, laboral.

2a./J. 23/2014 (10a.)
trabaJadores de ConFianza al serviCio del estado. su Falta de estabilidad en el 

empleo Constituye una restriCCión ConstituCional, por lo que les resultan inapli-
Cables normas ConvenCionales.

La actual integración de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha reiterado la interpretación de la fracción XIV, en relación con la diversa IX, 
del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en el sentido de que los trabajadores de confianza sólo disfrutarán de las 
medidas de protección del salario y gozarán de los beneficios de la seguridad social, 
sobre la base de que no fue intención del Constituyente Permanente otorgarles derecho 
de inamovilidad en el empleo y que, por ello, representa una restricción de rango cons-
titucional. En tal virtud, si bien el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Pro-
tocolo de San Salvador), en su artículo 7, apartado d, establece el derecho de las per-
sonas a una indemnización o a la readmisión en el empleo, o a cualquier otra prestación 
prevista en la legislación nacional, en caso de despido injustificado, lo cierto es que 
esta norma de rango convencional no puede aplicarse en el régimen interno en relación 
con los trabajadores de confianza al servicio del Estado, porque su falta de estabilidad 
en el empleo constituye una restricción constitucional.
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II Registro: 2005824 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 876, jurisprudencia, constitu-
cional, laboral.

2a./J. 22/2014 (10a.)
trabaJadores de ConFianza al serviCio del estado. su Falta de estabilidad en el 

empleo no es Contraria a la ConstituCión general de la repúbliCa.
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 1º, dis-

pone que las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la propia Consti-
tución federal y en los tratados internacionales. Ahora bien, si el Constituyente Perma-
nente no tuvo la intención de otorgar a los trabajadores de confianza el derecho a la 
estabilidad en el empleo, acorde con la interpretación que la Segunda Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación ha hecho de la fracción XIV del apartado B del 
artículo 123 de la Norma Suprema, la cual únicamente les permite disfrutar de las 
medidas de protección al salario y gozar de los beneficios de la seguridad social, en-
tonces, por principio ontológico, no puede contravenir la Constitución General de la 
República, específicamente el derecho humano a la estabilidad en el empleo previsto 
únicamente para los trabajadores de base, en la fracción IX de los indicados precepto y 
apartado, ni el de igualdad y no discriminación, porque la diferencia entre trabajadores 
de confianza y de base al servicio del Estado la prevé la propia Norma Fundamental.

Amparo directo 25/2012. Salvador Arroyo Barboza y/o Barbosa. 29 de mayo de 
2013. Cinco votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls 
Hernández; Margarita Beatriz Luna Ramos votó en contra de consideraciones y Luis 
María Aguilar Morales votó con salvedades. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Se-
cretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo 35/2012. Arturo Sánchez García. 29 de mayo de 2013. Cinco votos 
de los ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls Hernández; Margarita 
Beatriz Luna Ramos votó en contra de consideraciones y Luis María Aguilar Morales 
votó con salvedades. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Luis Javier Guz-
mán Ramos.

Registro: 2005825 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 877, jurisprudencia, constitu-
cional, laboral.

2a./J. 21/2014 (10a.)
trabaJadores de ConFianza al serviCio del estado. su Falta de estabilidad en el 

empleo resulta CoHerente Con el nuevo modelo de ConstituCionalidad en materia 
de dereCHos Humanos.

La actual integración de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estima que el criterio que ha definido a través de las diversas épocas del Se
manario Judicial de la Federación, al interpretar la fracción XIV, en relación con 
la diversa IX, del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados 
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a Unidos Mexicanos, en el sentido de que los trabajadores de confianza al servicio del 
Estado sólo disfrutarán de las medidas de protección al salario y gozarán de los bene-
ficios de la seguridad social, resulta acorde con el actual modelo de constitucionalidad 
en materia de derechos humanos y, por tanto, debe confirmarse, porque sus derechos 
no se ven limitados, ni se genera un trato desigual respecto de los trabajadores de base, 
sobre el derecho a la estabilidad en el empleo. Lo anterior, porque no fue intención del 
Constituyente Permanente otorgar el derecho de inamovilidad a los trabajadores de con-
fianza pues, de haberlo estimado así, lo habría señalado expresamente; de manera que 
debe considerarse una restricción de rango constitucional que encuentra plena justifi-
cación, porque en el sistema jurídico administrativo de nuestro país, los trabajadores 
de confianza realizan un papel importante en el ejercicio de la función pública del 
Estado; de ahí que no pueda soslayarse que sobre este tipo de servidores públicos 
descansa la mayor y más importante responsabilidad de la dependencia o entidad del 
Estado, de acuerdo con las funciones que realizan, nivel y jerarquía, ya sea que la 
presidan o porque tengan una íntima relación y colaboración con el titular responsable 
de la función pública, en cuyo caso la “remoción libre”, lejos de estar prohibida, 
se justifica en la medida de que constituye la más elemental atribución de los titulares 
de elegir a su equipo de trabajo, a fin de conseguir y garantizar la mayor eficacia y 
eficiencia del servicio público.

Registro: 2005893 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, p. 1083, aislada, constitucional, 
laboral.

2a. XXVIII/2014 (10a.)
seguridad públiCa. la proHibiCión de reinstalar en su Cargo a los miembros de 

las instituCiones poliCiales, Constituye una restriCCión ConstituCional.
La prevista en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Gene-

ral de la República, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de junio de 2008, no da lugar a que sea posible emprender un ejer-
cicio de armonización o de ponderación entre derechos humanos, pues al ser una 
restricción constitucional es una condición infranqueable que no pierde su vigencia ni 
aplicación, la cual constituye una manifestación clara del Constituyente Permanente, 
que no es susceptible de revisión constitucional, pues se trata de una decisión soberana 
del Estado mexicano.

Registro: 2005728 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo III, p. 1914, 
jurisprudencia, laboral. 

XX.3o. J/2 (10a.)
salarios Caídos. deben pagarse a los trabaJadores de ConFianza al serviCio del 

estado, Cuando se determina la ilegalidad de su despido.
Si la separación de un trabajador de confianza al servicio del Estado es ilegal, ello 

trae como consecuencia, de conformidad con el artículo 123, apartado B, fracción XIV, 



316 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se condene a la de-

pendencia demandada al pago de las prestaciones derivadas de las medidas de protec-
ción al salario y de los beneficios de la seguridad social, como los salarios caídos, pues 
el precepto constitucional no prohíbe pagar ese concepto, ya que prevé que las perso-
nas que se desempeñen con esa calidad, disfruten de las medidas de protección al 
salario, encontrándose inmersos los salarios caídos. De ahí que sólo procede el pago, 
entre otras prestaciones, de los salarios no cubiertos desde la fecha de la ilegal remoción 
hasta aquella en que se lleve a cabo correctamente, sin que esto último tienda a pro-
teger la estabilidad en el empleo de un trabajador de confianza, sino que obedece a la 
ilegalidad de la separación en caso de ser así.

Registro: 2005253 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 2, enero de 2014, Tomo II, p. 1588, aislada, constitucional, 
laboral. 

2a. CXI/2013 (10a.)
pago de salario por transFerenCia banCaria eleCtróniCa o depósito. lo dispuesto 

en el artíCulo 123, apartado a, FraCCión X, de la ConstituCión polítiCa de los esta-
dos unidos meXiCanos, no impliCa que el salario deba pagarse neCesariamente en 
eFeCtivo.

El hecho de que dicha porción normativa constitucional establezca que el salario 
deberá pagarse precisamente en moneda de curso legal, no significa que necesaria-
mente deba hacerse en efectivo y, en consecuencia, que no sea jurídicamente posible 
implementar como sistema de pago el depósito o la transferencia electrónica a una 
cuenta bancaria, toda vez que lo que prohíbe la norma constitucional es el pago del 
salario a través de mercancías, vales, fichas o cualquier otro signo representativo con 
el que se pretenda sustituir la moneda, como una forma de proteger el fruto del trabajo 
y de dignificar las condiciones de los empleados. En ese sentido, el artículo 17, fracción XII, 
del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2011, en cuanto 
ordena que las dependencias y entidades deberán coordinarse con la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público a fin de actualizar los programas de trabajo para avanzar 
en la implementación del pago en forma electrónica, mediante abono que realice la 
Tesorería de la Federación a las cuentas bancarias de los servidores públicos por con-
cepto de pago de nómina, no contraviene el referido precepto constitucional; sin embargo, 
acorde con el artículo 3, punto 2, del Convenio Internacional del Trabajo No. 95, relativo 
a la Protección al Salario, dicho sistema de pago no es obligatorio para los trabajadores, 
pues para ello es necesario su consentimiento.

Registro: 2005255 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 2, enero de 2014, Tomo II, p. 1591, aislada, común, admi-
nistrativa.

2a. CXXV/2013 (10a.)
seguridad públiCa. el alCanCe del amparo Contra la separaCión, remoCión, baJa, 

Cese o Cualquier otra Forma de terminaCión del serviCio de miembros de las insti-
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a tuCiones poliCiales, por viCios de Forma, que Conlleven a la reposiCión del proCeso, 
no obliga a la autoridad responsable a pagar la indemnizaCión Correspondiente y 
las demás prestaCiones a que el queJoso tenga dereCHo.

Una reflexión complementaria alrededor del criterio inserto en la jurisprudencia 
2a./J. 103/2012 (10a.) (*) de esta Segunda Sala, lleva a entender que la prohibición 
dispuesta en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos (de reinstalar o reincorporar a los 
miembros de instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los estados y 
los municipios) es absoluta, con independencia de la razón del cese o baja; siendo que, 
en esos supuestos, la imposibilidad de reinstalación se compensará con el pago de la 
indemnización respectiva y de las demás prestaciones a que se tenga derecho. Sin 
embargo, en esos casos, la obtención de un fallo de amparo favorable por la presencia 
de vicios de forma, que conlleve la reposición del procedimiento respectivo, no acarrea 
el surgimiento de esa obligación para la autoridad responsable, la cual dependerá, en 
todo caso, de la existencia de una resolución de fondo, en donde se ponga de manifiesto 
lo injustificado del acto que hubiera provocado la terminación de la relación adminis-
trativa correspondiente.

Registro: 2005362 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 2, enero de 2014, Tomo II, p. 1596, aislada, constitucional, 
laboral.

2a. III/2014 (10a.)
trabaJadores aCadémiCos. el artíCulo 353-l, párraFo segundo, de la ley Fede-

ral del trabaJo no vulnera el dereCHo a la estabilidad en el empleo.
En términos del artículo 3º, fracción VII, de la Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos, la relación laboral, tanto del personal académico como del 
administrativo, de las universidades o instituciones de educación superior que por ley 
hayan adquirido su autonomía, se regirá siempre conforme a las disposiciones del 
apartado A del artículo 123 constitucional, en los términos y con las modalidades que 
establezca la Ley Federal del Trabajo de acuerdo a las características propias de un 
trabajo especial; de suerte que, si bien es cierto que el precepto 353-L, párrafo segundo, 
de la citada legislación, establece las reglas para que un trabajador académico pueda 
tener una relación laboral por tiempo indeterminado, entre las que se encuentra que 
apruebe una evaluación académica, también lo es que si éste no la acredita debido a 
la falta de convocatoria por parte de la institución, y continúa prestando sus servicios 
en forma prolongada, tal circunstancia no conlleva a que la relación laboral se sujete 
a las reglas generales de todo contrato de trabajo, ya que esa situación no concuerda 
con los fines constitucionalmente perseguidos con la autonomía universitaria; sin que 
ello implique violación al derecho a la estabilidad en el empleo, porque la limitante 
consistente en que se presente una evaluación, que por lo regular se da por medio de 
un concurso de oposición, no incide ni afecta, en su generalidad, el derecho de los traba-
jadores de continuar prestando sus servicios en los términos que se tuvieran contratados, 
ni les impide participar en el aludido concurso de oposición, a través del cual, por el 
contrario, se otorga prioridad y preferencia al principio de estabilidad, partiendo de 
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II que el objetivo principal es que adquieran una relación laboral por tiempo indetermi-

nado. Además, esta Segunda Sala considera razonable el ingreso por medio de un 
concurso de oposición, toda vez que ese método de evaluación resulta acorde para el 
cumplimiento de sus fines, consistentes en educar, investigar y difundir la cultura de 
acuerdo con los principios del artículo 3º constitucional, por lo que debe preservarse 
para que forme parte de su personal académico la persona que mayores aptitudes 
tenga para ello.

Registro: 2005363 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 2, enero de 2014, Tomo II, p. 1597, aislada, constitucional, 
laboral.

2a. II/2014 (10a.)
trabaJadores aCadémiCos. el artíCulo 353-l, párraFo segundo, de la ley Fede-

ral del trabaJo no vulnera el dereCHo a la libertad de trabaJo.
El citado precepto, al disponer que para que un trabajador académico pueda con-

siderarse sujeto a una relación laboral por tiempo indeterminado, además de que la 
tarea que realice tenga ese carácter, es necesario que sea aprobado en la evaluación 
académica que efectúe el órgano competente conforme a los requisitos y procedimien-
tos que las propias universidades o instituciones establezcan, no vulnera el derecho a 
la libertad de trabajo reconocido por los artículos 5º y 123 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, ya que, conforme a la tesis de jurisprudencia P./J. 
28/99 (*) del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tal de-
recho no es absoluto o irrestricto, pues si bien en su formulación o enunciación nor-
mativa no contiene límites internos, como todos los derechos encuentra ciertos límites 
de manera externa, que implican su relación con el ejercicio de otros. Así, el hecho de 
que se reconozca el derecho a la libertad de trabajo no significa que quienes aspiren a 
la obtención de un empleo por tiempo indeterminado en una universidad o institución 
no deban cumplir con la condicionante de presentar la aludida evaluación, que por lo 
regular se da mediante un concurso de oposición, para poder formar parte del personal 
académico, porque su finalidad no es coartar ese derecho constitucional, más bien 
tiende a protegerlo en la medida en que constituye el mecanismo a través del cual, la 
universidad garantizará a la sociedad que el trabajo desempeñado por su personal 
académico se desarrolla por la persona que más aptitudes tenga para ello, lo que es 
acorde con los objetivos de educar, investigar y difundir la cultura conforme a los 
principios establecidos en el artículo 3º de la Carta Magna.

Artículo 133

Registro: 2008026 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo IV, p. 3035, 
aislada, constitucional. 

IV.2o.A.2 CS (10a.)
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a supremaCía ConstituCional. no se transgrede ese prinCipio Cuando se origine un 
ConFliCto entre leyes Federales y loCales por una aparente ContradiCCión entre 
ellas, tratándose de FaCultades ConCurrentes.

De conformidad con lo sostenido por la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la jurisprudencia 3a./J. 10/91, publicada en el Semanario Ju
dicial de la Federación, Octava Época, Tomo VII, marzo de 1991, página 56, de 
rubro: “legislaCiones Federal y loCal. entre ellas no eXiste relaCión JerárquiCa, 
sino CompetenCia determinada por la ConstituCión”, el artículo 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos no establece relación de jerarquía entre le-
gislaciones federales y locales, y cuando se está ante una aparente contradicción entre 
ellas, ésta debe resolverse atendiendo a qué órgano es competente para expedir el orde-
namiento, de acuerdo con el sistema de competencia que nuestra Carta Magna dispone 
en su artículo 124; y en concordancia con lo determinado por el Pleno del referido 
Máximo Tribunal en la jurisprudencia P./J. 142/2001, difundida en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, enero de 2002, 
página 1042, de rubro: “FaCultades ConCurrentes en el sistema JurídiCo meXiCano. 
sus CaraCterístiCas generales”, en el sentido de que en el sistema jurídico mexicano 
las facultades concurrentes implican que las entidades federativas, incluso el Distrito 
Federal, los municipios y la Federación, puedan actuar respecto de una misma materia, 
y que será el Congreso de la Unión el que determine la forma y los términos de la par-
ticipación de dichos entes mediante una ley general, se concluye que no se transgrede 
el principio de supremacía constitucional consagrado en el artículo 133 de la Consti-
tución federal, cuando se origine un conflicto entre una ley federal y una ley local, 
tratándose de facultades que se ejercen simultáneamente por las entidades federativas 
y la Federación, respecto de una misma materia y que, en una ley general emitida por 
el Congreso de la Unión se determine la forma y términos de la participación de esos 
entes, toda vez que dicho principio se vulneraría en caso de que la ley federal o la local 
contradijeran las disposiciones de aquélla en cuanto a la competencia concurrente, por 
el grado superior que tiene sobre las leyes secundarias referidas conforme al precepto 
constitucional aludido, mas no porque éstas pudieran contener normas que se contra-
digan entre sí, dado que el artículo 133 constitucional no establece relación de supra 
o subordinación entre las legislaciones federales y locales y, consecuentemente, se 
encuentran en un plano de igualdad.

Registro: 2008027 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, Tomo IV, 
p. 3037, aislada, constitucional. 

IV.2o.A.1 CS (10a.)
supremaCía ConstituCional. no se transgrede ese prinCipio Cuando se origine 

un ConFliCto entre leyes Federales y loCales por una aparente ContradiCCión 
entre éstas.

Conforme a lo sostenido por la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en la jurisprudencia 3a./J. 10/91, publicada en el Semanario Judicial 
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II de la Federación, Octava Época, Tomo VII, marzo de 1991, página 56, de rubro: 

“legislaCiones Federal y loCal. entre ellas no eXiste relaCión JerárquiCa, sino 
CompetenCia determinada por la ConstituCión”, el artículo 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos no establece relación de jerarquía entre le-
gislaciones federales y locales, y cuando se está ante una aparente contradicción entre 
ellas, ésta debe resolverse atendiendo a qué órgano es competente para expedir el 
ordenamiento, de acuerdo con el sistema de competencia que nuestra Carta Magna 
dispone en su artículo 124. En ese contexto, en razón de que el artículo 133 constitu-
cional no prevé relación de jerarquía entre legislaciones federales y locales, pues las 
leyes a las que hace referencia y que constituyen la Ley Suprema son la Constitución, 
los tratados internacionales que estén de acuerdo con ella, y las leyes generales del 
Congreso de la Unión, no se transgrede el principio de supremacía constitucional es-
tablecido por dicho precepto cuando se origine un conflicto entre las mencionadas 
normas por una aparente contradicción entre éstas, toda vez que las legislaciones lo-
cales emanan exclusivamente del ejercicio del poder soberano de los Estados de la 
Unión que, en cuanto a sus regímenes interiores, les es propio, de conformidad con los 
postulados de los artículos 40 y 41 de la Norma Fundamental, relativos a la autonomía 
de las entidades federativas en cuanto a su régimen interno, así como el ejercicio so-
berano del poder local. Por lo cual, cuando se haga el planteamiento de una aparente 
contradicción entre leyes federales y locales, debe resolverse atendiendo a qué órgano 
es competente para su expedición, de conformidad con el sistema de competencia 
señalado por el artículo 124 citado, el cual indica que las facultades que no están 
expresamente concedidas por dicha Constitución a los funcionarios federales, se en-
tienden reservadas a los estados.

Registro: 2006696 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, junio de 2014, Tomo II, p. 1628, 
aislada, común. 

VI.1o.A.29 K (10a.)
Control de ConstituCionalidad y Control de ConvenCionalidad. ante el mayor 

beneFiCio JurídiCo derivado de aquél respeCto de éste, debe ordenarse la reposiCión 
del proCedimiento por la omisión del Juez de distrito de requerir al queJoso para 
que preCise si señala Como aCtos reClamados destaCados las normas generales Cuya 
inConstituCionalidad se plantea en los ConCeptos de violaCión, sin que a ello obste 
el HeCHo de que el propio Juzgador eFeCtúe en la sentenCia el análisis relativo a 
la inConvenCionalidad de aquéllas, ante la soliCitud de inapliCaCión eFeCtuada por 
el queJoso.

Del contenido de la jurisprudencia P./J. 112/99 y de la tesis aislada P. V/2013 (10a.), 
ambas sustentadas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de res-
pectivos rubros: “amparo Contra leyes. sus eFeCtos son los de proteger al queJoso 
Contra su apliCaCión presente y Futura” y “Control diFuso de ConvenCionalidad. 
la inapliCaCión de la norma Cuya inConvenCionalidad se deClara sólo trasCiende a 
una inConstituCionalidad indireCta del aCto reClamado al no eXistir la deClarato-
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a ria relativa”, se concluye la posibilidad de un mayor beneficio jurídico con la incor-
poración a la litis constitucional de normas generales controvertidas en los conceptos 
de violación, no señaladas expresamente como actos reclamados destacados, que con 
el solo análisis relativo a su aducida inconvencionalidad, pues si bien en materia de 
derechos humanos los jueces de Distrito pueden analizar la contradicción entre una 
norma general interna y un tratado internacional, a través del juicio de amparo, dado 
que cuentan con facultades constitucionales para realizar el control concentrado en 
términos de los artículos 103, 105 y 107 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y también las tienen para efectuar el control de convencionalidad 
con motivo de lo previsto en los artículos 1º y 133, última parte, de la propia Consti-
tución; sin embargo, este último control no puede llegar más allá de la desaplicación, 
en el caso concreto, de la norma interna cuya inconvencionalidad se aduce, esto es, 
sólo trasciende a una inconstitucionalidad indirecta del acto reclamado, en tanto que de 
incorporarse los preceptos a la litis del juicio de amparo como actos reclamados des-
tacados, los efectos de una eventual concesión de la protección federal respecto de ellos, 
protegerían al quejoso contra su aplicación presente y futura. Por tanto, de advertirse 
la violación procesal consistente en la omisión del juez de Distrito de requerir al que-
joso para que precise si señala como actos reclamados destacados las normas generales 
cuya inconstitucionalidad se plantea en los conceptos de violación, debe ordenarse 
reponer el procedimiento, sin que tal irregularidad se subsane por el hecho de que el 
juzgador efectúe en la sentencia el análisis relativo a la inconvencionalidad de aquéllas 
ante la solicitud de inaplicación efectuada por el quejoso, precisamente al existir 
un más amplio espectro protector a su esfera de derechos fundamentales en caso de 
incorporar a la litis constitucional, como actos reclamados destacados, las normas en 
cuestión.

Registro: 2006391 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo II, p. 1094, aislada, común. 

2a. XLII/2014 (10a.)
Control ConCentrado de ConstituCionalidad o ConvenCionalidad de normas 

generales de los órganos del poder JudiCial de la FederaCión. su eJerCiCio en amparo 
direCto no se limita ni CondiCiona Con los pronunCiamientos que realiCe la JurisdiC-
Ción ordinaria a través del Control diFuso.

Los órganos del Poder Judicial de la Federación tienen competencia primigenia 
respecto del control de constitucionalidad y convencionalidad de normas generales, 
pues son quienes deciden en forma terminal y definitiva si una disposición es o no 
contraria a la Constitución federal y a los tratados internacionales sobre derechos 
humanos. En consecuencia, si bien esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
interpretado que, acorde con el artículo 1º, en relación con el 133, ambos de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en nuestro sistema existe el control 
difuso, a través del cual cualquier órgano jurisdiccional puede inaplicar una ley, lo 
cierto es que tratándose de procedimientos de control concentrado, cuando se haga 
valer la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de normas generales, debe abordarse 
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II su estudio al dictar sentencia, sin que los pronunciamientos que se hubieren realizado 

a través del ejercicio del control difuso por la jurisdicción ordinaria limiten o condi-
cionen las facultades de control concentrado.

Registro: 2006186 | Décima Época, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 984, jurisprudencia, común, 
administrativa. 

2a./J. 16/2014 (10a.)
Control diFuso. su eJerCiCio en el JuiCio ContenCioso administrativo.
Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1º y 133 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para 
hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los 
tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, pueden inaplicar 
leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y con-
vencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder 
Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucio-
nales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control 
(concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los 
órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente 
el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia 
consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente 
es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obliga-
ción de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en 
el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no 
integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por 
razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar 
la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, 
por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin 
embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal admi-
nistrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coin-
cidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste 
puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su de-
cisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con 
que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se 
estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el 
dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica 
exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de 
que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio 
respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia 
genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de 
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a amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio 
de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los con-
ceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable 
fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo 
fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de 
la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad 
de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, ade-
más, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucio-
nalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los 
conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de 
violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto 
en el sistema concentrado.

Registro: 2005449 | Décima Época, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, p. 640, aislada, constitucional. 

1a. XV/2014 (10a.)
Convenios internaCionales. su CelebraCión es FaCultad de los órganos de la 

FederaCión, aun Cuando involuCren materias de la CompetenCia de los estados.
De los artículos 40, 41, 117, fracción I, y 133 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, deriva que el Estado mexicano está conformado por un 
pacto federal, compuesto por estados libres y soberanos sólo en lo concerniente a su 
régimen interior. Esto es, los estados tienen autonomía o libertad para autodeterminar 
las reglas que les serán aplicables al interior, sin embargo, hacia el exterior están so-
metidos al Pacto Federal, por virtud del cual renuncian a parte de su potestad y del 
ejercicio de su autoridad, la cual transfieren a la Federación. Así, frente al exterior, 
el Estado mexicano es un todo unitario. En la cúspide del Estado federal está la Cons-
titución General de la República, que viene a ser la Norma Fundamental de toda la 
Unión, ya que regula de forma general a todos los Estados miembros de la Federación, 
así como a los órganos federales y al Distrito Federal, sede de los Poderes de la Unión. 
Esta norma superior delimita los ámbitos de validez de los órdenes normativos internos 
—local y federal—; sin embargo, esa delimitación sólo es aplicable al régimen interior 
del Estado mexicano, mas no a la representación del Estado mexicano hacia el exterior, 
donde actúa a través de los órganos federales en representación de toda la Unión, ya 
que a las entidades federativas les está prohibido expresamente por el artículo 117, 
fracción I, de la Constitución federal, realizar alianzas, tratados o coaliciones con Estados 
extranjeros, esto es, los Estados miembros de la Federación no tienen una representa-
ción externa, sino sólo interna. Por tanto, la facultad de celebrar convenios internacio-
nales debe ejercerse a través de los órganos de la Federación, aun cuando involucren 
una materia que es competencia de los Estados, pues de no considerarlo así, conlle-
varía a reconocer un vacío de autoridad frente a los Estados extranjeros y crearía 
una serie de problemas en el tráfico internacional y en las relaciones con los Estados 
extranjeros.
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II Registro: 2005680 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo III, p. 2353, 
aislada, común. 

I.2o.C.3 K (10a.)
dereCHos Humanos. el eJerCiCio de la FaCultad de Control de ConstituCionalidad 

y ConvenCionalidad ex officio a Cargo de las autoridades JudiCiales del país, no 
signiFiCa que éstas deban realizar la interpretaCión ConForme o la desapliCaCión 
de la ley seCundaria, si la resoluCión del asunto se Constriñe a diluCidar Cuestio-
nes de mera legalidad.

De los artículos 1º y 133, última parte, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como de su interpretación realizada por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, se colige que los jueces del país están obligados a 
ejercer de oficio el control de constitucionalidad y convencionalidad en materia de 
derechos humanos. La facultad referida, no significa que la autoridad judicial deba 
concluir con la interpretación conforme o la desaplicación de la ley, si del análisis del 
asunto se advierte que en realidad no existe un problema de constitucionalidad o con-
vencionalidad, esto es, que la disposición inferior aplicable no pugna con las normas 
de derechos humanos establecidas en la Constitución federal o en los instrumentos 
internacionales, sino que sólo deben dilucidarse cuestiones de mera legalidad, como 
en el caso, en que una de las partes en un juicio afirme que le asiste un derecho de 
conformidad con la ley secundaria y éste se le haya negado por la propia autoridad 
responsable con fundamento en la mencionada norma inferior, pues en ese supuesto, 
la resolución del asunto se reduce a determinar la disposición específicamente aplica-
ble y/o a fijar su interpretación legal, sin que sea materia de conflicto la posible con-
tradicción con algún derecho humano previsto en la Constitución o en un instrumento 
internacional, ni esa contraposición se desprenda del estudio correspondiente.

Registro: 2005056 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo II, p. 933, 
jurisprudencia, común. 

IV.2o.A. J/7 (10a.)
Control de ConvenCionalidad. es una obligaCión ineludible de la autoridad 

JurisdiCCional eJerCerlo, aun de oFiCio, Cuyo inCumplimiento vulnera el mandato 
ConstituCional de proteger y garantizar los dereCHos Humanos y Compromete la 
responsabilidad internaCional del estado meXiCano en su ConJunto.

Los artículos 1º y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establecen el deber de toda autoridad de proteger y garantizar los derechos humanos re-
conocidos en la Norma Suprema y en los tratados internacionales de los que el país 
es parte y, en cuanto a los jueces, el deber de arreglarse a la Constitución a pesar de 
leyes o disposiciones en contrario, a partir de lo cual, se reconoce que a cargo de las 
autoridades jurisdiccionales obra la obligación de ejercer de oficio o a petición de parte, 
un control de convencionalidad en materia de derechos humanos, el cual deberá ade-
cuarse al modelo de control de constitucionalidad existente en el ordenamiento interno, 
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a conforme a los parámetros delineados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en las tesis P. LXVII/2011 (9a.), P. LXVIII/2011 (9a.) y P. LXIX/2011 (9a.). Por su parte, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido, en relación con el deber 
de los Estados firmantes de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de 
respetar bienes jurídicos y libertades reconocidos en ella; que la acción u omisión 
de cualquier autoridad pública, independientemente de su jerarquía, que implique un 
incumplimiento de ese deber, constituye un hecho imputable al Estado en su conjunto, 
que compromete su responsabilidad en los términos previstos por la propia convención 
(caso Tribunal Constitucional vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 
de enero de 2001. Serie C, No. 71, y caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Fondo. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C, No. 70). Asimismo, que la responsa-
bilidad estatal puede surgir cuando un órgano o funcionario del Estado o de una insti-
tución de carácter público afecte indebidamente, por acción u omisión, algunos de los 
bienes jurídicos protegidos por dicho instrumento internacional (caso Albán Cornejo y 
otros vs. Ecuador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2007. 
Serie C, No. 171), y que cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como 
el mencionado, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos 
a él, lo que les obliga a velar por que los efectos de sus disposiciones no se vean mer-
madas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, las cuales, desde un inicio, 
carecen de efectos jurídicos [caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie 
C, No. 154, y caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre 
de 2006. Serie C, No. 158]. Partiendo de lo anterior, como el Estado mexicano firmó la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, aprobada por el Senado de la Repú-
blica el 18 de diciembre de 1980, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
7 de mayo de 1981, y por virtud de su artículo 1, numeral 1, en términos de los men-
cionados artículos 1º y 133 constitucionales, obra a cargo de toda autoridad jurisdiccio-
nal nacional, con independencia de su fuero o jerarquía, la obligación de respetar los 
derechos y libertades reconocidos en el referido pacto, así como el deber de garantizar 
su libre y pleno ejercicio a favor de toda persona sin distinción por motivo de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional 
o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, mientras 
que conforme a su artículo 33, los actos de esas autoridades, como partes del Estado 
mexicano, están sometidos a la competencia tanto de la Comisión como de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en lo relativo al cumplimiento de dicha obli-
gación. De ahí que el deber de ejercer, aun de oficio, el control de constitucionalidad 
y convencionalidad de los actos de que una autoridad tenga conocimiento en el ámbito 
de sus competencias y facultades, debe asumirse con puntualidad, responsabilidad y 
eficacia, y no evadirse, menos aún en casos en que expresamente un gobernado solicita 
su ejercicio, pues soslayarlo refleja gravemente el incumplimiento de la primera obliga-
ción impuesta por el orden constitucional interno a todas las autoridades, que a su vez 
supone el respeto de todos los derechos reconocidos a las personas en la Constitución 
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II y en la Convención y dicho incumplimiento compromete la responsabilidad interna-

cional del Estado mexicano en su conjunto, acorde con el principio básico relativo, 
recogido en el derecho internacional de los derechos humanos, en el sentido de que 
todo Estado es internacionalmente responsable por actos u omisiones de cualquiera de 
sus poderes u órganos en violación de los derechos internacionalmente consagrados.

Registro: 2004879 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXVI, noviembre de 2013, Tomo 2, 
p. 1301, aislada, común. 

XXVI.5o. (V Región) 13 K (10a.)
Control de ConvenCionalidad ex officio. si en el JuiCio de amparo se ConCluye 

que determinado artíCulo es inConvenCional pero se advierte que su inapliCaCión 
no resuelve Favorablemente los intereses del queJoso, el eJerCiCio de aquél es 
intrasCendente, por lo que en aras de la eConomía proCesal, debe negarse la pro-
teCCión ConstituCional.

En la función jurisdiccional, como lo indica la última parte del artículo 133, en 
relación con el artículo 1º, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el control de convencionalidad ex officio implica que los Jueces están 
obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tra-
tados internacionales, a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en 
cualquier norma inferior, lo que supone —incluso— que deben inaplicar aquellas que 
se contrapongan a los referidos derechos. Sin embargo, no en todos los casos en que el 
juzgador advierta la posible inconvencionalidad de una disposición legal, debe efectuar 
el control ex officio respectivo, ya que existen supuestos en los que su ejercicio resulta 
intrascendente por no ser apto ni eficaz para variar el sentido del fallo que se reclama. 
Luego, si en el juicio de amparo se concluye que determinado artículo es inconvencio-
nal, por no cumplir con los estándares internacionales; pero se advierte que por diversas 
razones que ven al fondo del asunto, la inaplicación de la norma no resuelve favora-
blemente los intereses del quejoso, dicho control de convencionalidad es intrascendente 
y, por tanto, en aras de la economía procesal, debe negarse la protección federal, en 
vez de concederse para el efecto de que la responsable inaplique la norma declarada 
inconvencional, toda vez que este proceder a nada práctico conduciría, pues inaplicado 
dicho precepto, la responsable tendría que resolver el negocio desfavorablemente a los 
intereses del quejoso.

Registro: 2004085 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XXII, julio de 2013, Tomo 1, p. 55, aislada, constitucional, admi-
nistrativa.

P. XXXV/2013 (10a.)
renta. el artíCulo 109, FraCCión iii, de la ley del impuesto relativo, al otorgar 

una eXenCión distinta a pensionados y Jubilados residentes en méXiCo, respeCto de 
la que reCiben los pensionados y Jubilados residentes en Canadá, no viola los prin-
Cipios de equidad tributaria y supremaCía ConstituCional (legislaCión vigente Hasta 
el 25 de mayo de 2012).
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a El citado precepto establece una exención en el pago del tributo por la obtención 
de ingresos provenientes de jubilaciones, pensiones u otras formas de retiro hasta por 
un monto diario equivalente a nueve veces el salario mínimo general del área geográfica 
del contribuyente, y grava por el excedente en términos del título IV de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta. Por su parte, el artículo 182 de ésta establece que por los 
ingresos provenientes de jubilaciones, pensiones u otras formas de retiro cuya fuente 
de riqueza se ubique en territorio nacional, se estará exento por los primeros $125,900.00, 
obtenidos en el año calendario correspondiente, y se aplicará la tasa del 15 por ciento 
sobre los ingresos percibidos en el año respectivo excedentes del monto señalado, y 
que no sean superiores a $1’000,000.00., en tanto que se aplicará la tasa del 30 por 
ciento si los ingresos anuales referidos rebasan el monto exento y superan $1’000,000.00. 
Finalmente, el artículo 17, punto 2, del Convenio entre el Gobierno de los Estados Unidos 
Mexicanos y el Gobierno de Canadá para evitar la doble imposición y prevenir la eva-
sión fiscal en materia de impuestos sobre la renta, firmado en la Ciudad de México el 
12 de septiembre de 2006, señala que las pensiones procedentes de un Estado Con-
tratante y pagadas a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a impo-
sición en aquél, y conforme a su legislación; sin embargo, en el caso de pagos periódicos 
de pensiones, el impuesto así exigido no excederá —en uno de los supuestos— del 15 
por ciento del monto bruto del pago. En ese sentido, mientras los pensionados y jubila-
dos residentes en México, una vez rebasado el monto exento previsto en el artículo 109, 
fracción III, aludido, deberán pagar el tributo por el excedente a una tasa que puede 
llegar al 30 por ciento, los residentes en el extranjero deberán seguir las reglas del 
artículo 182 referido y, particularmente, los residentes en Canadá deberán pagar el 
impuesto por el excedente respectivo a una tasa del 15 por ciento, por lo cual, en prin-
cipio, gozarán de un beneficio mayor al pagar el tributo a una tasa menor. Ahora bien, tal 
situación no provoca un trato diferenciado violatorio del principio de equidad tributaria 
ni, por ende, del diverso de supremacía constitucional, contenidos en los artículos 31, 
fracción IV y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respec-
tivamente, porque entre los residentes en México y los residentes en el extranjero, espe-
cíficamente en Canadá, para quienes se establece un procedimiento más sencillo en 
uso de la libertad de configuración legislativa y una tasa menor en términos del citado 
convenio, existen diferencias sustantivas que los ubican en planos distintos, pues para 
éstos se aplica el gravamen sobre el monto bruto de la pensión o jubilación, aunado a 
que existe dificultad para llevar a cabo la recaudación y establecer los controles res-
pectivos, sin desdeñar que el residente en el extranjero puede ser sujeto del impuesto 
por los mismos ingresos y sometido a doble tributación, lo que se busca evitar mediante 
convenios internacionales como el señalado, todo lo cual entraña razones objetivas para 
justificar el trato diverso entre unos y otros.

Registro: 2003847 | Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Fe
deración y su Gaceta, Libro XXI, junio de 2013, Tomo 1, p. 602, aislada, constitu-
cional, común. 

1a. CXCVI/2013 (10a.)
dereCHos Humanos. los tratados internaCionales vinCulados Con éstos son de 

observanCia obligatoria para todas las autoridades del país, previamente a la 
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II reForma ConstituCional publiCada en el diario oFiCial de la FederaCión el 10 de 

Junio de 2011.
En el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos los Estados, 

históricamente, son los principales responsables de velar por que los derechos huma-
nos de los ciudadanos sujetos a su soberanía sean respetados cabalmente en su espacio 
territorial, de donde se infiere la fórmula tradicional de que el ámbito internacional 
de protección tiene solamente una función “complementaria”. Esto es, la efectividad de 
un convenio internacional radica en que los propios Estados Parte actúen de buena fe 
y que, voluntariamente, acepten cumplir los compromisos adquiridos frente a la comu-
nidad internacional, en el caso concreto, los relativos a la protección y/o defensa de los 
derechos humanos de sus gobernados. Esta afirmación se conoce con el aforismo pacta 
sunt servanda —locución latina que se traduce como “lo pactado obliga”—, que expresa 
que toda convención debe cumplirse fielmente por las partes de acuerdo con lo estipu-
lado y en términos del artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados. Ahora bien, de la interpretación sistemática del artículo 133 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el numeral 4º de la Ley 
sobre la Celebración de Tratados, se advierte que tanto la Constitución como los refe-
ridos tratados internacionales son normas de la unidad del Estado federal cuya obser-
vancia es obligatoria para todas las autoridades, por lo que resulta lógico y jurídico que 
dichos instrumentos internacionales, suscritos y ratificados por nuestro país, con énfasis 
prioritario para aquellos vinculados con derechos humanos, como lo es la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), sean de obser-
vancia obligatoria para todas las autoridades del país, previamente a la reforma cons-
titucional de 10 de junio de 2011. Sobre el particular, destaca que la razón por la cual 
se modificó nuestro marco constitucional en junio de 2011, no fue para tornar “exigi-
bles” a cargo de nuestras autoridades estatales la observancia de los derechos humanos 
previstos en los tratados internacionales, toda vez que, se reitera, dicha obligación ya 
se encontraba expresamente prevista tanto a nivel constitucional (artículo 133 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos), como a nivel jurisprudencial; 
así, como esta Primera Sala ha sustentado en diversos precedentes, dicha reforma, 
entre otros objetivos, tuvo la inherente finalidad de fortalecer el compromiso del Estado 
mexicano respecto a la observancia, respeto, promoción y prevención en materia de 
derechos humanos, así como de ampliar y facilitar su justiciabilidad en cada caso 
concreto, a través del denominado sistema de control convencional.

Registro: 2003523 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 3, p. 1762, 
aislada, común. 

I.4o.A.18 K (10a.)
Control diFuso. rasgos distintivos de su eJerCiCio.
El “sistema difuso” es aquel en el cual el examen de compatibilidad de los actos 

frente a la Constitución corresponde a todos los órganos jurisdiccionales y lo ejercitan, 
incidentalmente, en ocasión de la decisión de las causas de su competencia. La lógica 
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a de dicho sistema reside en que, a cada caso, debe recaer una resolución conocida como 
“norma individualizada”, la cual se infiere o deduce a partir de la norma general, pero 
adecuándola o relacionándola con los hechos o circunstancias del caso concreto, por 
lo que la decisión se compone de un silogismo judicial que se integra por una premisa 
fáctica determinada por hechos o circunstancias conforme a las cuales, deberá cons-
truirse una premisa normativa que otorgue la mejor solución al conflicto, esto es, cuando 
se ejerce el control difuso se actúa en el problema contingente y propio que impone 
una comprobación constitucional en el caso debatido; de ahí el efecto de la cosa juzgada 
—inter partes—. De manera que en este sistema, el juzgador tiene el deber de realizar 
una interpretación para llegar a un juicio respecto a la constitucionalidad de la decisión 
que pronuncia en casos concretos. Por tanto, en el supuesto de estimar que la aplicación 
de cierta disposición, bajo determinadas circunstancias, resulta inconstitucional, sólo 
puede, en casos extremos, desaplicar tal disposición en el evento concreto, resolviendo 
como si ésta no existiera. Así, la duda sobre su constitucionalidad siempre debe plan-
tearse en razón de su aplicación en circunstancias particulares, aspecto que marca la 
diferencia respecto al control concentrado, puesto que, en este último, se cuestiona 
la inconstitucionalidad de una ley en abstracto; esto es, la propia norma general, pero 
sin apreciar los hechos concretos del caso ni la regla que rige a casos específicos, sino 
la ley per se, con generalidad en el pronunciamiento. Finalmente, cabe considerar que 
el control difuso, entendido como uno de los medios para consolidar la supremacía 
constitucional, tiende a buscar y conciliar el sentido o interpretación de las normas 
que conforman la premisa normativa, a fin de conseguir la: a) interpretación conforme 
en sentido amplio, de acuerdo al bloque de constitucionalidad; b) interpretación con-
forme en sentido estricto, si hay varios sentidos, debe elegirse el más acorde al bloque 
de constitucionalidad, esto es, el previsto o pretendido por la Constitución, y sólo cuando 
esto resulte imposible se deberá; c) inaplicar, en el caso concreto, la disposición que 
oriente el sentido de la premisa normativa, cuando sea indefectible un determinado 
sentido, en oposición al pretendido constitucionalmente, siempre en el contexto de los 
efectos inter partes que apareja este sistema.

Registro: 2003005 | Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, p. 363, aislada, común. 

P. V/2013 (10a.)
Control diFuso de ConvenCionalidad. la inapliCaCión de la norma Cuya inCon-

venCionalidad se deClara sólo trasCiende a una inConstituCionalidad indireCta del 
aCto reClamado al no eXistir la deClaratoria relativa.

En materia de derechos humanos puede analizarse la contradicción entre una norma 
general interna y un tratado internacional a través del juicio de amparo, pues si bien 
es cierto que los juzgadores federales cuentan con facultades constitucionales para 
realizar el control concentrado en términos de los artículos 103, 105 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, también lo es que las tienen para 
efectuar el control de convencionalidad con motivo de lo previsto en los artículos 1º 
y 133, última parte, de la propia Constitución, así como de lo resuelto por la Corte 
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II Interamericana de Derechos Humanos en el caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos 

Mexicanos, y por el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
el asunto varios 912/2010, del que derivó la tesis P. LXVII/2011 (9a.), de rubro: “con-
trol de convencionalidad ex officio en un modelo de control difuso de constitucionali-
dad”. Lo anterior significa que una vez que el juzgador realice el control de conven-
cionalidad y determine que una norma interna es contraria a determinado derecho 
humano contenido en un tratado internacional e, incluso, a la interpretación efectuada 
al respecto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, debe analizar el acto re-
clamado prescindiendo del precepto de derecho interno y aplicando el instrumento 
internacional en materia de derechos humanos. En ese sentido, es innecesario reflejar 
la inconvencionalidad de una norma de derecho interno en los puntos resolutivos de la 
sentencia en la que se hace dicho pronunciamiento, pues éste sólo trasciende al acto 
de aplicación, en tanto que el control de convencionalidad no puede llegar más allá de 
la inaplicación de la norma interna en el caso específico; esto es, la inaplicación de la 
norma cuya inconvencionalidad se declara sólo trasciende a una inconstitucionalidad 
indirecta del acto reclamado, por lo que es innecesario llamar a juicio a las autoridades 
emisoras de la norma cuya inconvencionalidad se demanda, pues no habrá una de-
claratoria de inconstitucionalidad de ésta, sino sólo su inaplicación respecto del acto 
reclamado.

Registro: 2002801 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 2, p. 1367, 
aislada, constitucional, laboral.

III.3o.T.11 L (10a.)
inCapaCidad por maternidad. el artíCulo 143, FraCCión ii, del reglamento de 

prestaCiones médiCas del instituto meXiCano del seguro soCial, al regular la Forma 
en que debe otorgarse el desCanso obligatorio de 12 semanas a las madres traba-
Jadoras Cuando el parto oCurre antes o después de la FeCHa probable FiJada por el 
médiCo, y el subsidio Correspondiente, viola los prinCipios de reserva de ley y su-
premaCía ConstituCional, Contenidos en los artíCulos 89, FraCCión i, y 133 de la 
ConstituCión Federal.

El artículo 123, apartado A, fracción V, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establece que las mujeres durante el embarazo gozarán forzosamente 
de un descanso de seis semanas anteriores a la fecha fijada aproximadamente para 
el parto y seis semanas posteriores a éste, y percibirán su salario íntegro. Por su parte, el 
artículo 143, fracción II, del Reglamento de Prestaciones Médicas del Instituto Mexi-
cano del Seguro Social dispone que en los casos de incapacidad por maternidad, el lapso 
que se acredite se determinará en días naturales; respecto del certificado de incapaci-
dad prenatal comprenderá los 42 días anteriores a la fecha que se señale como proba-
ble del parto; asimismo, que en los supuestos en que el parto ocurra durante el periodo 
de incapacidad prenatal, el subsidio corresponderá únicamente a los días transcurridos; 
los días posteriores amparados por este certificado pagados y no disfrutados serán ajus-
tados respecto del certificado de incapacidad posparto. Luego, constituye una materia 
reservada a la ley (artículo 89 de la Constitución federal), la regulación de la forma en 
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a que debe otorgarse el descanso obligatorio de 12 semanas a las madres trabajadoras, 
cuando el parto se presenta antes o después de la fecha probable fijada por el médico. 
Así, la citada norma reglamentaria viola dicho principio, en tanto que aborda temas 
relativos a la forma en que debe otorgarse el certificado de incapacidad tanto en el 
periodo prenatal como en el posparto, es decir, que el subsidio abarcará únicamente 
los días transcurridos. Además, en la aludida fracción V, se prevé que las mujeres 
durante el embarazo gozarán forzosamente de un descanso de 6 semanas anteriores a 
la fecha fijada aproximadamente para el parto y 6 posteriores a éste, gozando de su 
salario íntegro, por lo que la disposición reglamentaria viola el principio de supremacía 
constitucional previsto en el artículo 133 constitucional, en virtud de que va más allá 
de lo que establece el referido artículo 123, apartado A, fracción V, de la Constitución 
federal.

Registro: 2002502 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3, p. 2035, 
aislada, constitucional, común.

I.7o.C.5 K (10a.)
dereCHos a la inFormaCión y a la libertad de eXpresión. es ilegal eXigir al 

inFormador revelar sus Fuentes.
En atención a que de los artículos 6º y 7º de nuestra Carta Magna, y de la Ley de 

Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la 
Propia Imagen en el Distrito Federal, no deriva regulación alguna en relación al trato 
legal en tratándose de las fuentes de información de quienes ejercen los derechos 
humanos a la información y a la libertad de expresión; es necesario tomar en conside-
ración lo que previene el precepto 13 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, y su interpretación consignada en la Declaración de Principios sobre Liber-
tad de Expresión elaborada por la Relatoría Especial constituida dentro de la Organi-
zación de Estados Americanos (aprobada por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en octubre de 2000), aplicando el control de convencionalidad a que refieren 
los dispositivos legales 1º y 133 constitucionales. Ello para concluir que en términos 
del principio octavo de la mencionada declaración, los periodistas y las demás personas 
que obtienen información de fuentes confidenciales con miras a difundirla en pro del 
interés público en una sociedad democrática; tienen derecho a no revelar la identidad 
de aquéllas al haberla recibido en confianza o como parte de su labor de investigación. 
Lo anterior, porque se trata de dar garantías jurídicas que aseguren su anonimato y 
evitar las posibles represalias que puedan derivar en lo subsecuente.

Registro: 2002503 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3, p. 2036, 
aislada, constitucional, común.

I.7o.C.3 K (10a.)
dereCHos a la inFormaCión y a la libertad de eXpresión. su proteCCión involu-

Cra lo revelado respeCto de servidores públiCos a partir de responsabilidades 
posteriores al desempeño de su Cargo.
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el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, no regula el lapso durante el cual 
es posible difundir información sobre un servidor público; por lo cual en ejercicio del 
control de convencionalidad previsto en los artículos 1º y 133 del Pacto Federal, 
se debe atender a lo dispuesto en el precepto 13 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, y a su interpretación consignada en la Declaración de Principios 
sobre Libertad de Expresión elaborada por la Relatoría Especial constituida dentro de 
la Organización de Estados Americanos (aprobada por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos en octubre de 2000). De ahí que conforme a los principios quinto 
y décimo primero de dicha declaración, la circunstancia de que se hubiera escrito, 
editado, impreso y distribuido información relativa al desempeño de un representante 
estatal de elección popular, a través de la venta de un libro publicado con posterioridad 
al término de su encargo; no implica que sólo por este último hecho, el nivel de pro-
tección a su honor se torne equivalente al de una persona privada. Por el contrario, como 
el ejercicio de los derechos de información y libertad de expresión no puede estar 
sujeto a previa censura, pues ello significaría aplicar normas sancionadoras a las ma-
nifestaciones molestas dirigidas a los funcionarios públicos (o “leyes de desacato”), 
incompatibles con la Convención Americana sobre Derechos Humanos; es a partir de 
responsabilidades posteriores fijadas por la ley que se hace posible cuestionar su desem-
peño. En tal sentido, para el caso en comento, continúa limitado el derecho al honor 
del servidor público aun después de concluido su encargo, siendo conducentes los 
artículos 28 a 34 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a 
la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal.

Registro: 2002561 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3, p. 2089, 
aislada, común. 

III.4o.(III Región) 11 K (10a.)
JurisprudenCia de la suprema Corte de JustiCia de la naCión. la obligatoriedad 

de la emitida antes de las reFormas a los artíCulos 1º y 103, de 16 de Junio de 2011, 
en relaCión Con el 133, todos de la ConstituCión Federal, se suJeta a que aquélla 
sea aCorde Con la proteCCión de los dereCHos Humanos reConoCidos por la Carta 
magna y los tratados internaCionales de los que el estado meXiCano sea parte 
(inapliCabilidad de la tesis 2a./J. 108/2010).

Conforme al artículo 192 de la Ley de Amparo, la jurisprudencia que establezca 
la Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno o en salas, es obligatoria para 
éstas en tratándose de la que decrete el Pleno, y además para los Tribunales Unitarios 
y Colegiados de Circuito, los Juzgados de Distrito, los tribunales militares y judiciales 
del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos 
y del trabajo, locales o federales. Ahora bien, el mecanismo para el control de conven-
cionalidad ex officio en materia de derechos humanos debe ser acorde con el modelo 
general de control de constitucionalidad que deriva del análisis sistemático de la re-
forma que sufrieron los artículos 1º y 103, en relación con el 133 de la Constitución 
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a Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que significa que la observancia de la 
jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es obligatoria siempre que 
se ajuste a esas reformas constitucionales, es decir, que sea acorde con la protección 
de los derechos humanos, reconocidos tanto por la Carta Magna como por los tratados 
internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. De tal suerte que, la no apli-
cación de criterios jurisprudenciales emitidos con anterioridad a la reforma constitu-
cional aludida, porque el tratado internacional contempla un derecho humano de mayor 
beneficio al justiciable, lo que se conoce en la doctrina como principio pro persona, no 
implica desacato a lo dispuesto por el citado artículo 192, pues la obligatoriedad de la 
jurisprudencia se encuentra sujeta a que ésta interprete un sistema jurídico vigente 
aplicable al caso concreto de que se trate. Esta premisa generó que este tribunal ejer-
ciera oficiosamente el control difuso de convencionalidad e inaplicara la jurisprudencia 
2a./J. 108/2010, de rubro: “emplazamiento al terCero perJudiCado por ediCtos. el 
inCumplimiento del queJoso de reCogerlos y pagar su publiCaCión no ConduCe neCe-
sariamente al sobreseimiento en el JuiCio de amparo”, que en esencia, considera que 
a efecto de que no se sobresea en el juicio de garantías por incumplimiento de recoger 
los edictos, el quejoso debe comparecer a manifestar su imposibilidad para cubrir el 
gasto de su publicación y tanto de su afirmación como de los elementos que consten en 
autos deben existir indicios suficientes que demuestren que no tiene la capacidad 
económica para sufragar un pago semejante, sólo entonces el juzgador podrá determi-
nar que el Consejo de la Judicatura Federal, a su costa, los publique para emplazar al 
tercero perjudicado. Ello es así, porque mediante el principio de interpretación con-
forme en sentido amplio, respecto de los numerales 1, 24 y 25 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, se advierte que el Estado mexicano, en su orden, 
adquirió la obligación de respetar los derechos y libertades reconocidos en él, a efecto 
de garantizar el libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, 
sin discriminación alguna, entre otros motivos, por la posición económica, así como 
que todas las personas son iguales ante la ley; además, el Estado deberá contar o im-
plementar los mecanismos legales idóneos, necesarios o suficientes para permitir a toda 
persona en el ejercicio de su derecho de defensa contra actos que estime transgresores 
de su esfera jurídica, lo cual está referido a toda materia de derecho. De ese modo, si 
la citada jurisprudencia condiciona la procedencia del juicio de garantías a que el par-
ticular comparezca a manifestar y evidenciar su imposibilidad para cubrir el gasto de 
los edictos, entonces esa circunstancia se estima contraria a los derechos humanos 
de gratuidad de la administración de justicia, que consagra el artículo 17 constitucio-
nal, de igualdad ante la ley y no discriminación por posición económica, en virtud de 
que se condiciona el derecho de gratuidad de la administración de justicia a que se 
colmen los requisitos que no establece la ley de la materia, los que giran en torno a 
motivos de índole económica, lo que significa que el citado derecho se reserva sólo para 
las personas que no tengan la capacidad económica para sufragar el pago de la publi-
cación de los edictos, que se traduce en clara violación a los derechos humanos refe-
ridos, pues la garantía de igualdad y la no discriminación prohíben la diferencia de 
tratamiento entre seres que no se correspondan con su única e idéntica naturaleza.
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II Registro: 2002634 | Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3, p. 2184, 
aislada, constitucional, común.

I.7o.C.6 K (10a.)
“reporte Fiel” en tratándose de los dereCHos a la inFormaCión y a la libertad 

de eXpresión.
La fiel reproducción de información no da lugar a responsabilidad para el comu-

nicador, ni para los demás sujetos que la difunden en pro del interés público, aun en 
los casos en que no sea correcta y pueda dañar el honor de algún servidor público e, 
incluso, el de una persona privada. Esto, pues en una sociedad democrática el debate 
debe ser fluido y amplio y, por ende, la publicidad de la información proveída por ter-
ceros no debe verse restringida por la amenaza de responsabilidad al informador sim-
plemente por transcribir lo manifestado por otro, al implicar una limitación innecesaria 
que impide el derecho de las personas a estar informadas. Lo anterior, deriva del 
principio décimo de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión elaborada 
por la Relatoría Especial constituida dentro de la Organización de Estados Americanos 
(aprobada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000), 
mediante la cual se interpretó el precepto 13 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, que se aplica en ejercicio del control de convencionalidad a que 
refieren los dispositivos legales 1º y 133 constitucionales, en atención a que en los 
artículos 6º y 7º de nuestra Carta Magna, y en la Ley de Responsabilidad Civil para la 
Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito 
Federal, no existe disposición legal sobre ese tema.
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Acceso a la justicia

Cantos vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 28 de noviembre de 2002. Serie C, 
núm. 97, párrafo 55.
55. Este Tribunal estima que para satisfacer el de-
recho de acceso a la justicia no basta que en el res-
pectivo proceso se produzca una decisión judicial 
definitiva. También se requiere que quienes parti-
cipan en el proceso puedan hacerlo sin el temor de 
verse obligados a pagar sumas desproporcionadas 
o excesivas a causa de haber recurrido a los tribu-
nales. Esta última situación se agrava en la medida 
en que para forzar el pago procedan las autoridades 
a embargar los bienes del deudor o a quitarle la 
posibilidad de ejercer el comercio.

Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Competencia. Sen-
tencia de 28 de noviembre de 2003. Serie C, 
núm. 104, párrafo 74.
74. El cumplimiento de las sentencias está fuer-
temente ligado al derecho de acceso a la justicia, 
el cual se encuentra consagrado en los artículos 8 
(Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de 
la Convención Americana.

Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. Colombia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 15 de septiem-
bre de 2005. Serie C, núm. 134, párrafo 216.
216. Este Tribunal ha señalado que el derecho 
de acceso a la justicia no se agota con el trámite de 
procesos internos, sino éste debe además asegurar, 
en tiempo razonable, el derecho de las presuntas 

Sumario

Acceso a la justicia   .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 337
Adopción de legislación   .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 341
Amparo   .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 344
Apátridas   .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 345
Asistencia consular  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 346
Asistencia médica  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 347
Capacidad  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 348
Centros de detención   .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 349
Ciudadanía  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 350
Cláusula federal .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 351
Conocimiento de la acusación  .  .  .  .  .  .  .  .  . 353
Control de convencionalidad  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 354
Convención Americana de 

Derechos Humanos  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 360
Convivencia (reos)  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 362
Corpus iuris de protección  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 363
Cumplimiento de resoluciones internas  .  . 364
Deber de investigar (Derecho a la vida)   .  . 364
Deber de juzgar (Derecho a la vida)  .  .  .  .  . 365
Deber de reparación  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 365
Deber de reparar (Derecho a la vida)  .  .  .  . 370
Deber de sancionar (Derecho a la vida)   .  . 371
Defensa adecuada  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 371
Defensores de Derechos Humanos  .  .  .  .  .  . 372
Derecho a la nacionalidad  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 373
Derecho a la verdad   .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 377
Derecho de circulación y residencia  .  .  .  .  . 377
Derecho de petición   .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 378
Derecho de propiedad  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 381
Derecho de recurrir  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 381
Derecho de reunión .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 384
Derechos de las niñas y de los niños   .  .  .  . 385
Derechos de las personas privadas 

de la libertad  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 387
Derechos económicos, sociales  

y culturales   .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  .  . 389
Desaparición forzada de personas  .  .  .  .  .  . 392
Desarrollo legislativo de medidas de 

protección y garantías convencionales  . 394

Jurisprudencia interamericana



338 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II víctimas o sus familiares a que se haga todo lo 

necesario para conocer la verdad de lo sucedido 
y para que se sancione a los eventuales respon-
sables.

Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 11 de mayo 
de 2007. Serie C, núm. 163, párrafo 193.
193. Para que el Estado satisfaga el deber de garan-
tizar adecuadamente diversos derechos protegidos 
en la Convención, entre ellos el derecho de acceso 
a la justicia y el conocimiento y acceso a la verdad, 
es necesario que cumpla su deber de investigar, 
juzgar y, en su caso, sancionar y reparar las graves 
violaciones a los derechos humanos. Para alcanzar 
ese fin el Estado debe observar el debido proceso y 
garantizar, entre otros, el principio de plazo razona-
ble, el principio del contradictorio, el principio de 
proporcionalidad de la pena, los recursos efectivos 
y el cumplimiento de la sentencia.

Ximenes Lopes vs. Brasil. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C, núm. 149, 
párrafo 171.
171. El Tribunal debe determinar si los procedi-
mientos han sido desarrollados con respeto a las 
garantías judiciales, en un plazo razonable, y si 
han ofrecido un recurso efectivo para asegurar 
los derechos de acceso a la justicia, el conoci-
miento de la verdad de los hechos y la reparación 
a los familiares.

Cantoral Huamaní y García Santa Cruz vs. Perú. Excep-
ción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 10 de julio de 2007. Serie C, núm. 167, 
párrafo 132.
132. Asimismo, esta Corte ha señalado que la facul-
tad de acceso a la justicia debe asegurar, en tiempo 
razonable, el derecho de las presuntas víctimas o 
sus familiares a que se haga todo lo necesario para 
conocer la verdad de lo sucedido y se sancione a 
los eventuales responsables. 
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reparaciones y costas. Sentencia de 22 de septiem-
bre de 2009. Serie C, núm. 202, párrafo 124.
124. El derecho de acceso a la justicia requiere que 
se haga efectiva la determinación de los hechos 
que se investigan y, en su caso, de las correspon-
dientes responsabilidades penales en tiempo razo-
nable, por lo que, en atención a la necesidad de 
garantizar los derechos de las personas perjudica-
das, una demora prolongada puede llegar a consti-
tuir, por sí misma, una violación de las garantías ju-
diciales. Además, por tratarse de una desaparición 
forzada, el derecho de acceso a la justicia incluye 
que se procure determinar la suerte o paradero de 
la víctima.

González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Ex-
cepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C, 
núm. 205, párrafo 374.
374. Sobre la relación de las acciones disciplinarias 
con el derecho de acceso a la justicia, el Tribunal ha 
señalado que en los procesos disciplinarios se debe 
determinar las circunstancias en que se cometió la 
infracción al deber funcional que condujo al me-
noscabo del derecho internacional de los derechos 
humanos.

Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos. Excep-
ciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C, 
núm. 209, párrafos 191, 233 y 256.
191. El derecho de acceso a la justicia requiere que 
se haga efectiva la determinación de los hechos 
que se investigan y, en su caso, de las correspon-
dientes responsabilidades penales en tiempo razo-
nable, por lo que, en atención a la necesidad de 
garantizar los derechos de las personas perjudica-
das, una demora prolongada puede llegar a consti-
tuir, por sí misma, una violación de las garantías ju-
diciales. Además, por tratarse de una desaparición 
forzada, el derecho de acceso a la justicia incluye 
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determinar la suerte o paradero de la víctima.
233. Para que una investigación penal constituya 
un recurso efectivo para asegurar el derecho de 
acceso a la justicia de las presuntas víctimas, así 
como para garantizar los derechos que se han visto 
afectados en el presente caso, debe cumplirse con 
seriedad y no como una simple formalidad conde-
nada de antemano a ser infructuosa, y debe tener 
un sentido y ser asumida por los Estados como un 
deber jurídico propio y no como una simple ges-

tión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima 
o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios.
256. La Corte considera que, en casos como el presente, la negativa de expedir 
copias del expediente de la investigación a las víctimas constituye una carga des-
proporcionada en su perjuicio, incompatible con el derecho a su participación en 
la averiguación previa. En el caso que nos ocupa, esto se tradujo en una violación 
del derecho de la señora Tita Radilla Martínez a participar plenamente en la in-
vestigación. Al respecto, los Estados deben contar con mecanismos menos lesivos 
al derecho de acceso a la justicia para proteger la difusión del contenido de las 
investigaciones en curso y la integridad de los expedientes.

Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 211, párrafo 235.
235. La Corte considera que para efectos del presente caso, para hacer efectivo 
el acceso a la justicia de las víctimas, los jueces como rectores del proceso tienen 
que dirigir y encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la jus-
ticia y el debido proceso legal en pro del formalismo y de la impunidad, así como 
tramitar los recursos judiciales de modo a que se restrinja el uso desproporcionado 
de acciones que pueden tener efectos dilatorios o entorpecedores.

Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C, núm. 213, párrafo 130.
130. Para garantizar el derecho de acceso a la justicia, en un caso de ejecución 
extrajudicial en que la vía penal tiene un rol principal, otros mecanismos, proce-
dimientos o modalidades utilizadas en el derecho interno, pueden resultar útiles 
o eficaces como complemento para establecer la verdad, determinar los alcances y 
dimensiones de la responsabilidad estatal y reparar integralmente las violaciones. 
Así, se procura evitar que se generen condiciones de impunidad, que puede produ-
cirse de múltiples formas, por lo cual el Estado debe remover todos los obstáculos, 
de facto y de jure, que la propicien o mantengan.
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y costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C, núm. 79, párrafo 131.
131. En el marco del examen de los recursos sencillos, rápidos y efectivos que 
contempla la disposición en estudio, esta Corte ha sostenido que la institución 
procesal del amparo reúne las características necesarias para la tutela efectiva 
de los derechos fundamentales, esto es, la de ser sencilla y breve. En el contexto 
nicaragüense, de conformidad con el procedimiento establecido para los recursos 
de amparo en la Ley No. 49 publicada en la Gaceta No. 241 de 1988, llamada 
“Ley de Amparo”, éste debe ser resuelto dentro de 45 días. 

Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 211, párrafos 107 
y 121.
107. Este Tribunal ha establecido que el recurso de amparo por su naturaleza es 
“el procedimiento judicial sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de todos 
los derechos reconocidos por las constituciones y leyes de los Estados Partes y por 
la Convención”. Asimismo, ha considerado que tal recurso entra en el ámbito del 
artículo 25 de la Convención Americana, por lo cual tiene que cumplir con varias 
exigencias, entre las cuales se encuentra la idoneidad y la efectividad. Es preciso 
analizar el recurso de amparo como recurso adecuado y efectivo, así como por la 
práctica dilatoria que se le ha dado a éste en el presente caso. 
121. En razón de lo anterior, el Tribunal estima que el recurso de amparo es ade-
cuado para tutelar los derechos humanos de los individuos, siendo éste idóneo para 
proteger la situación jurídica infringida, por ser aplicable a los actos de autoridad 
que implican una amenaza, restricción o violación a los derechos protegidos. Sin 
embargo, en el presente caso la estructura actual del recurso de amparo en Guate-
mala y su uso indebido ha impedido su verdadera efectividad, al no haber permitido 
que produzca el resultado para el cual fue concebido.

Mohamed vs. Argentina. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 23 noviembre de 2012. Serie C, núm. 255, párrafo 83.
83. Los Estados tienen la responsabilidad de consagrar normativamente y de asegu-
rar la debida aplicación de los recursos efectivos y las garantías del debido proceso 
legal ante las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su 
jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven 
a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas.

Adopción de legislación

Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago. Fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C, núm. 94, párrafo 113.
113. Si los Estados tienen, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención Americana, 
la obligación positiva de adoptar las medidas legislativas que fueren necesarias para 
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razón están en la obligación de no expedir leyes que desconozcan esos derechos u 
obstaculicen su ejercicio, y la de suprimir o modificar las que tengan estos últimos 
alcances. De lo contrario, incurren en violación del artículo 2 de la Convención.

Fermín Ramírez vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 20 de junio 
de 2005. Serie C, núm. 126, párrafo 97.
97. El artículo 2 de la Convención señala el deber que tienen los Estados Parte en 
la Convención de adecuar su legislación interna a las obligaciones derivadas de la 
Convención. En este sentido, la Corte ha señalado que:
[S]i los Estados tienen, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención Americana, la 
obligación positiva de adoptar las medidas legislativas que fueren necesarias para 
garantizar el ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención, con mayor 
razón están en la obligación de no expedir leyes que desconozcan esos derechos u 
obstaculicen su ejercicio, y la de suprimir o modificar las que tengan estos últimos 
alcances. De lo contrario, incurren en violación del artículo 2 de la Convención.

Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C, núm. 150, párrafo 54.
54. Finalmente, la Corte admite el reconocimiento de responsabilidad realizado 
por el Estado por el incumplimiento de la obligación impuesta por el artículo 2 
de la Convención Americana, por no suprimir de su legislación las disposiciones 
que atribuyen a los tribunales militares competencia para investigar violaciones a 
derechos humanos cometidas por la Guardia Nacional, y por no haber desarrollado 
políticas tendientes a reformar el sistema penitenciario para profesionalizarlo, con 
el fin de garantizar la seguridad en dichos establecimientos.

Zambrano Vélez y otros vs. Ecuador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de 
julio de 2007. Serie C, núm. 166, párrafo 57.
57. Ciertamente el artículo 2 de la Convención no define cuáles son las medidas 
pertinentes para la adecuación del derecho interno a la misma, obviamente por 
depender ello del carácter de la norma que las requiera y las circunstancias de la 
situación concreta. Por ello, la Corte ha interpretado que tal adecuación implica 
la adopción de medidas en dos vertientes, a saber: i) la supresión de las normas y 
prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas 
en la Convención o que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen 
su ejercicio, y ii) la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes 
a la efectiva observancia de dichas garantías. El Tribunal ha entendido que la obli-
gación de la primera vertiente se incumple mientras la norma o práctica violatoria 
de la Convención se mantenga en el ordenamiento jurídico y, por ende, se satisface 
con la modificación, la derogación, o de algún modo anulación, o la reforma de las 
normas o prácticas que tengan esos alcances, según corresponda.
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de 2008. Serie C, núm. 179, párrafo 122.
122. La Corte ha interpretado que la adecuación de la normativa interna a los 
parámetros establecidos en la Convención, implica la adopción de medidas en 
dos vertientes, a saber: i) la supresión de las normas y prácticas de cualquier 
naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención o 
que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio; y ii) 
la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva 
observancia de dichas garantías. La primera vertiente se satisface con la reforma, 
la derogación, o la anulación, de las normas o prácticas que tengan esos alcances, 
según corresponda. La segunda, obliga al Estado a prevenir la recurrencia de 
violaciones a los derechos humanos y, por eso, debe adoptar todas las medidas 
legales, administrativas y de otra índole que sean necesarias para evitar que hechos 
similares vuelvan a ocurrir en el futuro.

Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, núm. 184, 
párrafo 1320.
132. La Corte ha sostenido, en reiteradas ocasiones, que todo Estado Parte de la Con-
vención “ha de adoptar todas las medidas para que lo establecido en la Convención 
sea efectivamente cumplido en su ordenamiento jurídico interno, tal como o requiere 
el artículo 2 de la Convención”. También ha afirmado que los Estados “deben adoptar 
medidas positivas, evitar tomar iniciativas que limiten o conculquen un derecho fun-
damental, y suprimir las medidas y prácticas que restrinjan o vulneren un derecho 
fundamental”. La obligación contenida en el artículo 2 de la Convención reconoce una 
norma consuetudinaria que prescribe que, cuando un Estado ha celebrado un convenio 
internacional, debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para 
asegurar la ejecución de las obligaciones internacionales asumidas.

Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) vs. Brasil. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C, 
núm. 219, párrafo 173.
173. La Corte estima necesario enfatizar que, a la luz de las obligaciones genera-
les consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, los Estados 
Parte tienen el deber de adoptar las providencias de toda índole para que nadie 
sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso 
sencillo y eficaz, en los términos de los artículos 8 y 25 de la Convención. En un 
caso como el presente, una vez ratificada la Convención Americana corresponde al 
Estado, de conformidad con el artículo 2 de la misma, adoptar todas las medidas 
para dejar sin efecto las disposiciones legales que pudieran contravenirla, como 
son las que impiden la investigación de graves violaciones a derechos humanos 
puesto que conducen a la indefensión de las víctimas y a la perpetuación de la 
impunidad, además que impiden a las víctimas y a sus familiares conocer la verdad 
de los hechos.
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fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012. Serie C, 
núm. 240, párrafo 244.
244. Por consiguiente, en cumplimiento del referido artículo 2 el Estado debe garan-
tizar que la aplicación de las normas existentes en el ordenamiento interno permita 
realizar una investigación adecuada de la desaparición forzada y, en caso de que 
éstas sean insuficientes, adoptar las medidas legislativas, administrativas, judicia-
les u otras que sean eficaces para garantizar la protección contra dicha violación. 
Corresponde al Estado adecuar el funcionamiento de sus instituciones en aras de 
garantizar una investigación de la desaparición forzada en toda su dimensión con 
debida diligencia, sin realizar un análisis fragmentado de los elementos que la 
componen. En la investigación de una desaparición forzada los Estados Parte en 
la Convención deben tener en cuenta la caracterización de esta violación sostenida 
por este Tribunal desde 1988 en su jurisprudencia constante.

Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 noviembre de 2012. Serie C, 
núm. 257, párrafo 335.
335. En particular, y conforme al artículo 2 de la Convención, el Estado tiene 
el deber de adoptar las medidas necesarias para hacer efectivo el ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidos en la Convención. Es decir, los Estados no sólo 
tienen la obligación positiva de adoptar las medidas legislativas necesarias para 
garantizar el ejercicio de los derechos en ella consagrados, sino que también deben 
evitar promulgar aquellas leyes que impidan el libre ejercicio de estos derechos, 
y evitar que se supriman o modifiquen las leyes que los protegen.

Hermanos Landaeta Mejías y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C, núm. 281, 
párrafo 127.
127. En relación con lo anterior, a la luz del artículo 2 de la Convención, la Corte 
ha señalado que “[e]l deber general [derivado de este artículo] implica la adop-
ción de medidas en dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y 
prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas 
en la Convención. Por la otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas 
conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías”.

Amparo

Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua. Fondo, reparacio-
nes y costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C, núm. 79, párrafo 131.
131. En el marco del examen de los recursos sencillos, rápidos y efectivos que 
contempla la disposición en estudio, esta Corte ha sostenido que la institución 
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de los derechos fundamentales, esto es, la de ser sencilla y breve. En el contexto 
nicaragüense, de conformidad con el procedimiento establecido para los recursos 
de amparo en la Ley No. 49 publicada en la Gaceta No. 241 de 1988, llamada 
“Ley de Amparo”, éste debe ser resuelto dentro de 45 días. 

Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 211, párrafos 107 
y 121.
107. Este Tribunal ha establecido que el recurso de amparo por su naturaleza es 
“el procedimiento judicial sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de todos 
los derechos reconocidos por las constituciones y leyes de los Estados Partes y por 
la Convención”. Asimismo, ha considerado que tal recurso entra en el ámbito del 
artículo 25 de la Convención Americana, por lo cual tiene que cumplir con varias 
exigencias, entre las cuales se encuentra la idoneidad y la efectividad. Es preciso 
analizar el recurso de amparo como recurso adecuado y efectivo, así como por la 
práctica dilatoria que se le ha dado a éste en el presente caso. 
121. En razón de lo anterior, el Tribunal estima que el recurso de amparo es ade-
cuado para tutelar los derechos humanos de los individuos, siendo éste idóneo para 
proteger la situación jurídica infringida, por ser aplicable a los actos de autoridad 
que implican una amenaza, restricción o violación a los derechos protegidos. Sin 
embargo, en el presente caso la estructura actual del recurso de amparo en Guate-
mala y su uso indebido ha impedido su verdadera efectividad, al no haber permitido 
que produzca el resultado para el cual fue concebido.

Mohamed vs. Argentina. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 23 noviembre de 2012. Serie C, núm. 255, párrafo 83.
83. Los Estados tienen la responsabilidad de consagrar normativamente y de asegu-
rar la debida aplicación de los recursos efectivos y las garantías del debido proceso 
legal ante las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su 
jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven 
a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas.

Apátridas

Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C, núm. 
130, párrafo 178.
178. Una persona apátrida, ex definitione, no tiene personalidad jurídica recono-
cida, ya que no ha establecido un vínculo jurídico-político con ningún Estado, por 
lo que la nacionalidad es un prerrequisito del reconocimiento de la personalidad 
jurídica. 
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ciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de agosto de 
2014. Serie C, núm. 282, párrafo 257.
257. En cuanto a su deber de prevenir, evitar y reducir la apatridia, los Estados 
tienen la obligación de no adoptar prácticas o legislación, respecto al otorgamiento 
de la nacionalidad, cuya aplicación favorezca el incremento del número de per-
sonas apátridas. La apatridia tiene como consecuencia imposibilitar el goce de los 
derechos civiles y políticos de una persona, y ocasionarle una condición de extrema 
vulnerabilidad.

Asistencia consular

Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 170, párrafo 164.
164. La Corte reitera su jurisprudencia constante según la cual el extranjero de-
tenido, al momento de ser privado de su libertad y antes de que rinda su primera 
declaración ante la autoridad, debe ser notificado de su derecho a establecer con-
tacto con un funcionario consular e informarle que se halla bajo custodia del Estado. 
La Corte ha señalado que el cónsul podría asistir al detenido en diversos actos 
de defensa, como el otorgamiento o contratación de patrocinio letrado, la obten-
ción de pruebas en el país de origen, la verificación de las condiciones en que se 
ejerce la asistencia legal y la observación de la situación que guarda el procesado 
mientras se halla en prisión. En este sentido, la Corte también ha señalado que el 
derecho individual de solicitar asistencia consular a su país de nacionalidad debe 
ser reconocido y considerado en el marco de las garantías mínimas para brindar 
a los extranjeros la oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y contar 
con un juicio justo.

Vélez Loor vs. Panamá. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 218, párrafos 154, 157 y 158.
154. Para prevenir detenciones arbitrarias, la Corte reitera la importancia de que 
la persona detenida sea notificada de su derecho de establecer contacto con una 
tercera persona, tal como el funcionario consular, para informarle que se halla bajo 
custodia del Estado, lo cual debe realizarse en conjunto con sus obligaciones bajo el 
artículo 7.4 de la Convención. Cuando la persona detenida no es nacional del Estado 
bajo el cual se haya en custodia, la notificación de su derecho a contar con la asis-
tencia consular se erige también en una garantía fundamental de acceso a la justicia 
y permite el ejercicio efectivo del derecho de defensa, pues el cónsul puede asistir 
al detenido en diversos actos de defensa, como el otorgamiento o contratación de 
patrocinio letrado, la obtención de pruebas en el país de origen, la verificación 
de las condiciones en que se ejerce la asistencia legal y la observación de la situa-
ción de privación de libertad.
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ayuda del consulado de su país ha sido considerado como un componente de las 
“garantías mínimas para brindar a los extranjeros la oportunidad de preparar ade-
cuadamente su defensa”. Es así que la Corte ha destacado varios actos relacionados 
con la defensa en los que el cónsul puede asistir al detenido y su importancia para 
garantizar el cumplimiento del derecho a “ser asistido por un defensor” bajo el 
artículo 8.2.d) de la Convención. De modo tal que “[l]a inobservancia u obstruc-
ción de[l] derecho [del detenido] a la información afecta las garantías judiciales”, 
y puede resultar en una violación de las mismas.
158. En cuanto al acceso efectivo a la comunicación consular, la Convención de 
Viena dispone que al detenido se le debe permitir: 1) comunicarse libremente con 
los funcionarios consulares; y 2) recibir visitas de ellos. Según este instrumento, 
“los funcionarios consulares tendrán derecho a visitar al nacional del Estado [y] a 
organizar su defensa ante los tribunales”. Es decir, el Estado receptor no debe 
obstruir la actuación del funcionario consular de brindar servicios legales al dete-
nido. Asimismo, el detenido tiene el derecho a la asistencia misma, lo cual impone 
al Estado del cual el detenido es nacional el deber de proteger los derechos de sus 
nacionales en el extranjero brindando protección consular. Las visitas de los fun-
cionarios consulares deberían ser con miras a proveer la “protección de los inte-
reses” del detenido nacional, particularmente los asociados con “su defensa ante 
los tribunales”. De esta manera, el derecho a la visita consular presenta un poten-
cial para garantizar y dar efectividad a los derechos a la libertad personal, la inte-
gridad personal y la defensa. 

Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 24 de octubre de 2012. Serie C, núm. 251, párrafo 166.
166. En este sentido, para garantizar los derechos del debido proceso de la persona 
extranjera detenida, la Corte ha indicado que deben asegurarse al menos tres ele-
mentos de la misma garantía: i) el derecho a ser notificado de sus derechos bajo la 
Convención de Viena, lo cual debe realizarse en conjunto con sus obligaciones bajo 
el artículo 7.4 de la Convención; ii) el derecho de acceso efectivo a la comunicación 
con el funcionario consular, y iii) el derecho a la asistencia misma.

Asistencia médica

Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C, núm. 150, párrafo 102.
102. Este Tribunal ha señalado que la falta de atención médica adecuada no sa-
tisface los requisitos materiales mínimos de un tratamiento digno conforme a la 
condición de ser humano en el sentido del artículo 5 de la Convención Americana. 
El Estado tiene el deber de proporcionar a los detenidos revisión médica regular 
y atención y tratamiento adecuados cuando así se requiera. A su vez, el Estado 
debe permitir y facilitar que los detenidos sean atendidos por un facultativo elegido 
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esto signifique que existe una obligación de cumplir con todos los deseos y pre-
ferencias de la persona privada de libertad en cuanto a atención médica, sino con 
aquellas verdaderamente necesarias conforme a su situación real. La atención por 
parte de un médico que no tenga vínculos con las autoridades penitenciarias o de 
detención es una importante salvaguardia en contra de la tortura y malos tratos, 
físicos o mentales, de los prisioneros.

Vera Vera y otra vs. Ecuador. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 19 de mayo de 2011. Serie C, núm. 224, párrafo 77.
77. Así, la Corte Europea ha tomado en cuenta factores tales como la falta de asis-
tencia médica de emergencia y especializada pertinente, deterioro excesivo de la 
salud física y mental de la persona privada de la libertad y exposición a dolor severo 
o prolongado a consecuencia de la falta de atención médica oportuna y diligente, 
las condiciones excesivas de seguridad a las que se ha sometido a la persona a 
pesar de su evidente estado de salud grave y sin existir fundamentos o evidencias 
que las hicieran necesarias, entre otros, para valorar si se ha dado un tratamiento 
inhumano o degradante a la persona privada de la libertad.

Espinoza Gonzáles vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 289, párrafo 206.
206. La Corte también ha señalado como deber del Estado el de salvaguardar la 
salud y el bienestar de los reclusos, brindándoles, entre otras cosas, la asistencia 
médica requerida, y de garantizar que la manera y el método de privación de li-
bertad no excedan el nivel inevitable de sufrimiento inherente a la detención. Así, 
el Estado tiene el deber de proporcionar a los detenidos revisión médica regular y 
atención y tratamiento adecuados cuando así se requiera. En este sentido, la falta 
de atención médica adecuada a una persona que se encuentra privada de la li-
bertad y bajo custodia del Estado podría considerarse violatoria del artículo 5.1 y 
5.2 de la Convención dependiendo de las circunstancias concretas de la persona 
en particular, tales como su estado de salud o el tipo de dolencia que padece, el 
lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos y mentales acumulativos y, en 
algunos casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros.

Capacidad

Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C, núm. 
130, párrafo 177.
177. Respecto del ejercicio de la titularidad de los derechos humanos, la Corte 
ha señalado que
[L]a mayoría de edad conlleva la posibilidad de ejercicio pleno de los derechos, 
también conocida como capacidad de actuar. Esto significa que la persona puede 
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plenamente obligaciones jurídicas y realizar otros actos de naturaleza personal o 
patrimonial. No todos poseen esta capacidad: carecen de ésta, en gran medida, 
los niños. Los incapaces se hallan sujetos a la autoridad parental, o en su defecto, 
a la tutela o representación. Pero todos son sujetos de derechos, titulares de 
derechos inalienables e inherentes a la persona humana. (Condición Jurídica y 
Derechos Humanos del Niño, párr. 41.)

Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 
de septiembre de 2010. Serie C, núm. 217, párrafo 100.
100. Más aún, dicha consecuencia queda evidenciada cuando del modus operandi 
de esta práctica se desprende la intención deliberada, no sólo de dejar al individuo 
fuera del ejercicio de los recursos legales y las garantías procesales pertinentes, sino 
también de otros derechos, ya sean éstos civiles o políticos, así como la extracción de 
su comunidad y grupo familiar, como se configura en el presente caso.

Centros de detención

Pacheco Teruel y otros vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de 
abril de 2012. Serie C, núm. 241, párrafo 64.
64. Ante esta relación e interacción especial de sujeción entre el interno y el Estado, 
este último debe asumir una serie de responsabilidades particulares y tomar diver-
sas iniciativas especiales para garantizar a los reclusos las condiciones necesarias 
para desarrollar una vida digna y contribuir al goce efectivo de aquellos derechos 
que bajo ninguna circunstancia pueden restringirse o de aquellos cuya restricción 
no deriva necesariamente de la privación de libertad.

Mendoza y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, y reparaciones. Sen-
tencia de 14 de mayo de 2013. Serie C, núm. 260, párrafo 202.
202. Por otro lado, la Corte ha señalado que el Estado es responsable, en su 
condición de garante de los derechos consagrados en la Convención, de la obser-
vancia del derecho a la integridad personal de todo individuo que se halla bajo su 
custodia. Así, este Tribunal reitera que, como responsable de los establecimientos 
de detención y reclusión, el Estado tiene el deber de salvaguardar la salud y el 
bienestar de las personas privadas de libertad, y de garantizar que la manera y 
el método de privación de libertad no excedan el nivel inevitable de sufrimiento 
inherente a la detención.

Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. 
Serie C, núm. 287, párrafo 465.
465. El Estado se encuentra especialmente obligado a garantizar los derechos de 
las personas en circunstancias de privación de libertad. En este sentido, la Corte 
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privación de libertad, pueden requerir la adopción de medidas especiales para 
superar cualquier situación de riesgo a su vida e integridad física, psíquica o moral, 
de modo que se garantice plenamente su seguridad al interior del centro peniten-
ciario en que se encuentre o al que pueda ser trasladado, o inclusive mediante su 
ubicación en otro centro de detención donde sus derechos estén mejor protegidos.

Ciudadanía

Yatama vs. Nicaragua. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 23 de junio de 2005. Serie C, núm. 127, párrafo 198.
198. Los ciudadanos tienen el derecho de participar en la dirección de los asuntos 
públicos por medio de representantes libremente elegidos. El derecho al voto es 
uno de los elementos esenciales para la existencia de la democracia y una de las 
formas en que los ciudadanos ejercen el derecho a la participación política. Este 
derecho implica que los ciudadanos puedan elegir libremente y en condiciones de 
igualdad a quienes los representarán.

Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, núm. 184, 
párrafos 144, 145, 147 y 154.
144. El artículo 23.1 de la Convención establece que todos los ciudadanos deben 
gozar de los siguientes derechos y oportunidades, los cuales deben ser garantizados 
por el Estado en condiciones de igualdad: i) a la participación en la dirección de 
los asuntos públicos, directamente o por representantes libremente elegidos; ii) a 
votar y a ser elegido en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio 
universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de los electores; 
y iii) a acceder a las funciones públicas de su país.
145. El artículo 23 contiene diversas normas que se refieren a los derechos de la 
persona como ciudadano, esto es, como titular del proceso de toma de decisiones 
en los asuntos públicos, como elector a través del voto o como servidor público, 
es decir, a ser elegido popularmente o mediante designación o nombramiento para 
ocupar un cargo público. Además de poseer la particularidad de tratarse de dere-
chos reconocidos a los ciudadanos, a diferencia de casi todos los demás derechos 
previstos en la Convención que se reconocen a toda persona, el artículo 23 de la 
Convención no sólo establece que sus titulares deben gozar de derechos, sino que 
agrega el término “oportunidades”. Esto último implica la obligación de garantizar 
con medidas positivas que toda persona que formalmente sea titular de derechos 
políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos. Como ya lo señalara este Tri-
bunal anteriormente, es indispensable que el Estado genere las condiciones y 
mecanismos óptimos para que los derechos políticos puedan ser ejercidos de forma 
efectiva, respetando el principio de igualdad y no discriminación.
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de los asuntos públicos directamente mediante referendos, plesbicitos o consultas 
o bien, por medio de representantes libremente elegidos. El derecho al voto es 
uno de los elementos esenciales para la existencia de la democracia y una de las 
formas en que los ciudadanos expresan libremente su voluntad y ejercen el dere-
cho a la participación política. Este derecho implica que los ciudadanos pueden 
decidir directamente y elegir libremente y en condiciones de igualdad a quienes 
los representarán en la toma de decisiones de los asuntos públicos. 
154. Como ya se ha señalado, el artículo 23 de la Convención Americana se refiere 
a los derechos de los ciudadanos y reconoce derechos que se ejercen por cada indi-
viduo en particular. El párrafo 1 de dicho artículo reconoce a todos los ciudadanos 
los derechos: a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente 
o por medio de representantes libremente elegidos; b) de votar y ser elegidos en 
elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto 
secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores; y c) de tener 
acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.

López Mendoza vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 de septiembre 
de 2011. Serie C, núm. 233, párrafo 108.
108. La Corte estima pertinente reiterar que “el ejercicio efectivo de los derechos 
políticos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que las 
sociedades democráticas tienen para garantizar los demás derechos humanos pre-
vistos en la Convención y que sus titulares, es decir, los ciudadanos, no sólo deben 
gozar de derechos, sino también de ‘oportunidades’”. Este último término implica la 
obligación de garantizar con medidas positivas que toda persona que formalmente 
sea titular de derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos. En el 
presente caso, si bien el señor López Mendoza ha podido ejercer otros derechos 
políticos, está plenamente probado que se le ha privado del sufragio pasivo, es 
decir, del derecho a ser elegido.

Cláusula federal

Garrido y Baigorria vs. Argentina. Reparaciones y costas. Sentencia de 27 de agosto 
de 1998. Serie C, núm. 39, párrafo 46.
46. El artículo 28 de la Convención prevé la hipótesis de que un Estado federal, en 
el cual la competencia en materia de derechos humanos corresponde a los Estados 
miembros, quiera ser parte en ella. Al respecto, dado que desde el momento de la 
aprobación y de la ratificación de la Convención la Argentina se comportó como 
si dicha competencia en materia de derechos humanos correspondiera al Estado 
federal, no puede ahora alegar lo contrario pues ello implicaría violar la regla del 
estoppel. En cuanto a las “dificultades” invocadas por el Estado en la audiencia 
de 20 de enero de 1998, la Corte estima conveniente recordar que, según una 
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alegar su estructura federal para dejar de cumplir una obligación internacional…

Escher y otros vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 6 de julio de 2009. Serie C, núm. 200, párrafos 219 y 220.
219. En lo que respecta a la denominada cláusula federal establecida en el artículo 28 
de la Convención Americana, en ocasiones anteriores la Corte ha tenido oportu-
nidad de referirse al alcance de las obligaciones internacionales de derechos hu-
manos de los Estados federales. En su competencia contenciosa el Tribunal ha 
establecido claramente que según una jurisprudencia centenaria y que no ha va-
riado hasta ahora, un Estado no puede alegar su estructura federal para dejar de 
cumplir una obligación internacional. Esta cuestión también fue abordada en 
su competencia consultiva, estableciendo que las disposiciones internacionales 
que conciernen a la protección de los derechos humanos en los Estados americanos, 
deben ser respetadas por los Estados americanos Partes en las respectivas conven-
ciones, independientemente de su estructura federal o unitaria. De tal manera, la 
Corte considera que los Estados partes deben asegurar el respeto y la garantía de 
todos los derechos reconocidos en la Convención Americana a todas las personas 
que estén bajo su jurisdicción, sin limitación ni excepción alguna con base en 
dicha organización interna. El sistema normativo y las prácticas de las entidades 
que forman un estado federal parte de la Convención deben conformarse a la Con-
vención Americana. 
220. La Corte estima que el alegato sobre la eventual inobservancia de las obliga-
ciones emanadas del artículo 28 de la Convención debe referirse a un hecho con 
entidad suficiente para ser considerado como un verdadero incumplimiento. En 
el presente caso, la manifestación del Estado en una reunión de trabajo, que ni 
siquiera estaría programada con antelación, y en un escrito sobre las dificultades 
en la comunicación con una entidad componente del estado federal, no significa 
ni acarrea por sí misma un incumplimiento a dicha norma. La Corte advierte que 
durante el trámite ante ella el Estado no opuso su estructura federal como excusa 
para incumplir una obligación internacional. Según lo afirmado por el Estado, y 
que fue no desvirtuado por la Comisión ni por los representantes, esas expresio-
nes constituyeron una explicación sobre la marcha de la implementación de las 
recomendaciones del Informe de Fondo de la Comisión. Ese es el sentido que se 
desprende, incluso, de las transcripciones que los representantes realizaron de 
las manifestaciones del Estado. Con base en lo anterior, el Tribunal no encuentra 
que el Estado haya incumplido las obligaciones emergentes del artículo 28 de la 
Convención Americana, en relación con los artículos 1 y 2 del mismo tratado.

Garibaldi vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 23 de septiembre de 2009. Serie C, núm. 203, párrafo 145.
145. Como ya se ha señalado (supra párr. 40), la Corte Interamericana tiene competen-
cia para interpretar y aplicar todas las disposiciones de la Convención Americana, no 
sólo aquellas que reconocen derechos específicos, sino también las que establecen 
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tratado, habitualmente interpretadas y aplicadas por el Tribunal, así como otras 
disposiciones, entre las que figuran las normas de interpretación previstas en el 
artículo 29 de dicho instrumento.

Conocimiento de la acusación

Fermín Ramírez vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 20 de junio 
de 2005. Serie C, núm. 126, párrafos 67 y 68.
67. Al determinar el alcance de las garantías contenidas en el artículo 8.2 de la 
Convención, la Corte debe considerar el papel de la “acusación” en el debido pro-
ceso penal vis-à-vis el derecho de defensa. La descripción material de la conducta 
imputada contiene los datos fácticos recogidos en la acusación, que constituyen la 
referencia indispensable para el ejercicio de la defensa del imputado y la conse-
cuente consideración del juzgador en la sentencia. De ahí que el imputado tenga 
derecho a conocer, a través de una descripción clara, detallada y precisa, los hechos 
que se le imputan. La calificación jurídica de éstos puede ser modificada durante 
el proceso por el órgano acusador o por el juzgador, sin que ello atente contra el 
derecho de defensa, cuando se mantengan sin variación los hechos mismos y se 
observen las garantías procesales previstas en la ley para llevar a cabo la nueva 
calificación. El llamado “principio de coherencia o de correlación entre acusación 
y sentencia” implica que la sentencia puede versar únicamente sobre hechos o 
circunstancias contemplados en la acusación.
68. Por constituir el principio de coherencia o correlación un corolario indispensa-
ble del derecho de defensa, la Corte considera que aquél constituye una garantía 
fundamental del debido proceso en materia penal, que los Estados deben observar 
en cumplimiento de las obligaciones previstas en los incisos b) y c) del artículo 
8.2 de la Convención.

Acosta Calderón vs. Ecuador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de junio 
de 2005. Serie C, núm. 129, párrafo 118.
118. El artículo 8.2.b de la Convención Americana ordena a las autoridades judi-
ciales competentes notificar al inculpado la acusación formulada en su contra, sus 
razones y los delitos o faltas por los cuales se le pretende atribuir responsabilidad, 
en forma previa a la realización del proceso. Para que este derecho opere en ple-
nitud y satisfaga los fines que le son inherentes, es necesario que esa notificación 
ocurra antes de que el inculpado rinda su primera declaración. Sin esta garantía, 
se vería conculcado el derecho de aquél a preparar debidamente su defensa.

Barreto Leiva vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2009. Serie C, núm. 206, párrafos 28 y 30.
28. Para satisfacer el artículo 8.2.b convencional el Estado debe informar al inte-
resado no solamente de la causa de la acusación, esto es, las acciones u omisiones 
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imputación, los fundamentos probatorios de ésta y la caracterización legal que se 
da a esos hechos. Toda esta información debe ser expresa, clara, integral y suficien-
temente detallada para permitir al acusado que ejerza plenamente su derecho a la 
defensa y muestre al juez su versión de los hechos. La Corte ha considerado que 
la puntual observancia del artículo 8.2.b es esencial para el ejercicio efectivo del 
derecho a la defensa.
30. Por todo ello, el artículo 8.2.b convencional rige incluso antes de que se formule 
una “acusación” en sentido estricto. Para que el mencionado artículo satisfaga los 
fines que le son inherentes, es necesario que la notificación ocurra previamente a 
que el inculpado rinda su primera declaración ante cualquier autoridad pública.

Control de convencionalidad

Almonacid Arellano y otros vs. Chile. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C, núm. 154, párrafo 123.
123. La descrita obligación legislativa del artículo 2 de la Convención tiene también 
la finalidad de facilitar la función del Poder Judicial de tal forma que el aplicador 
de la ley tenga una opción clara de cómo resolver un caso particular. Sin embargo, 
cuando el Legislativo falla en su tarea de suprimir y/o no adoptar leyes contrarias 
a la Convención Americana, el Judicial permanece vinculado al deber de garantía 
establecido en el artículo 1.1 de la misma y, consecuentemente, debe abstenerse 
de aplicar cualquier normativa contraria a ella. El cumplimiento por parte de 
agentes o funcionarios del Estado de una ley violatoria de la Convención produce 
responsabilidad internacional del Estado, y es un principio básico del derecho de 
la responsabilidad internacional del Estado, recogido en el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos, en el sentido de que todo Estado es internacionalmente 
responsable por actos u omisiones de cualesquiera de sus poderes u órganos en 
violación de los derechos internacionalmente consagrados, según el artículo 1.1 
de la Convención Americana.

Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú. Excepciones pre-
liminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2006. 
Serie C, núm. 158, párrafo 128.
128. Cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención 
Americana, sus jueces también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar 
porque el efecto útil de la Convención no se vea mermado o anulado por la apli-
cación de leyes contrarias a sus disposiciones, objeto y fin. En otras palabras, los 
órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo un control de constitucionalidad, 
sino también “de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la Con-
vención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias 
y de las regulaciones procesales correspondientes. Esta función no debe quedar 
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caso concreto, aunque tampoco implica que ese control deba ejercerse siempre, sin 
considerar otros presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia 
de ese tipo de acciones.

Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones preliminares, fondo, re-
paraciones y costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 209, 
párrafo 339.
339. En relación con las prácticas judiciales, este Tribunal ha establecido en su 
jurisprudencia que es consciente de que los jueces y tribunales internos están 
sujetos al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones 
vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tra-
tado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del 
aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque 
los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la 
aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, que desde un inicio carecen de 
efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer un “control 
de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la Convención Ameri-
cana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regula-
ciones procesales correspondientes. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener 
en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo 
ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana.

Rosendo Cantú y otra vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C, núm. 216, párrafo 219.
219. Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente que 
las autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, están obliga-
das a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando 
un Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención Americana, 
todos sus órganos, incluidos sus jueces, también están sometidos a aquel, lo cual 
les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se 
vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. El Poder 
Judicial debe ejercer un “control de convencionalidad” ex officio entre las normas 
internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respecti-
vas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, 
el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última 
de la Convención Americana.

Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 219, 
párrafos 176 y 177.
176. Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente que 
las autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, están 
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cuando un Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención Ame-
ricana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, también están sometidos a aquel, 
lo cual les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención 
no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin y que 
desde un inicio carecen de efectos jurídicos. El Poder Judicial, en tal sentido, está 
internacionalmente obligado a ejercer un “control de convencionalidad” ex officio 
entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco 
de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondien-
tes. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, 
sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, 
intérprete última de la Convención Americana.
177. En el presente caso, el Tribunal observa que no fue ejercido el control de con-
vencionalidad por las autoridades jurisdiccionales del Estado y que, por el contrario, 
la decisión del Supremo Tribunal Federal confirmó la validez de la interpretación 
de la Ley de Amnistía sin considerar las obligaciones internacionales de Brasil 
derivadas del derecho internacional, particularmente aquellas establecidas en los 
artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 
2 de la misma. El Tribunal estima oportuno recordar que la obligación de cumplir 
con las obligaciones internacionales voluntariamente contraídas corresponde a un 
principio básico del derecho sobre la responsabilidad internacional de los Estados, 
respaldado por la jurisprudencia internacional y nacional, según el cual aquellos 
deben acatar sus obligaciones convencionales internacionales de buena fe (pacta 
sunt servanda). Como ya ha señalado esta Corte y lo dispone el artículo 27 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, los Estados no 
pueden, por razones de orden interno, incumplir obligaciones internacionales. Las 
obligaciones convencionales de los Estados Parte vinculan a todos sus poderes y 
órganos, los cuales deben garantizar el cumplimiento de las disposiciones con-
vencionales y sus efectos propios (effet utile) en el plano de su derecho interno.

Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 220, párrafos 21, 
225 y 233.
21. De otra parte, la conclusión anterior no se modifica por el hecho de que el 
Estado alegue que los tribunales nacionales hayan ejercido ex officio un “control 
de convencionalidad” entre las normas internas y la Convención Americana. En 
efecto, será en la etapa de fondo en la que se determinará si el presunto control 
de convencionalidad que alegó el Estado involucró un respeto de las obligaciones 
internacionales del Estado, a la luz de la jurisprudencia de este Tribunal y del 
derecho internacional aplicable.
225. Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente de que 
las autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, están obliga-
das a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando 
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todos sus órganos, incluidos sus jueces, también están sometidos a aquél, lo cual 
les obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la Convención no se 
vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. Los jueces 
y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la 
obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas 
internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los 
jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta 
no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la 
Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana.
233. De tal manera, como se indicó en los Casos Radilla Pacheco, Fernández Ortega 
y Rosendo Cantú, es necesario que las interpretaciones constitucionales y legisla-
tivas referidas a los criterios de competencia material y personal de la jurisdicción 
militar en México, se adecuen a los principios establecidos en la jurisprudencia de 
este Tribunal que han sido reiterados en el presente caso y que aplican para toda 
violación de derechos humanos que se alegue hayan cometido miembros de las 
fuerzas armadas. Ello implica que, independientemente de las reformas legales que 
el Estado deba adoptar, en el presente caso corresponde a las autoridades judiciales, 
con base en el control de convencionalidad, disponer inmediatamente y de oficio 
el conocimiento de los hechos por el juez natural, es decir el fuero penal ordinario.

Gelman vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Serie 
C, núm. 221, párrafos 193 y 239.
193. Cuando un Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención 
Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, están sometidos a aquél, lo 
cual les obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la Convención 
no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin, por 
lo que los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los 
niveles están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” 
entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco 
de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes 
y en esta tarea, deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última 
de la Convención Americana.
239. La sola existencia de un régimen democrático no garantiza, per se, el perma-
nente respeto del Derecho Internacional, incluyendo al Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos, lo cual ha sido así considerado incluso por la propia Carta 
Democrática Interamericana. La legitimación democrática de determinados hechos 
o actos en una sociedad está limitada por las normas y obligaciones internacionales 
de protección de los derechos humanos reconocidos en tratados como la Convención 
Americana, de modo que la existencia de un verdadero régimen democrático está 
determinada por sus características tanto formales como sustanciales, por lo que, 
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cional de los Derechos, la protección de los derechos humanos constituye un límite 
infranqueable a la regla de mayorías, es decir, a la esfera de lo “susceptible de 
ser decidido” por parte de las mayorías en instancias democráticas, en las cuales 
también debe primar un “control de convencionalidad”, que es función y tarea 
de cualquier autoridad pública y no sólo del Poder Judicial. En este sentido, la 
Suprema Corte de Justicia ha ejercido, en el Caso Nibia Sabalsagaray Curutchet, 
un adecuado control de convencionalidad respecto de la Ley de Caducidad, al 
establecer, inter alia, que “el límite de la decisión de la mayoría reside, esencial-
mente, en dos cosas: la tutela de los derechos fundamentales (los primeros, entre 
todos, son el derecho a la vida y a la libertad personal, y no hay voluntad de la 
mayoría, ni interés general ni bien común o público en aras de los cuales puedan 
ser sacrificados) y la sujeción de los poderes públicos a la ley”. Otros tribunales 
nacionales se han referido también a los límites de la democracia en relación con 
la protección de derechos fundamentales.

Chocrón Chocrón vs. Venezuela. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C, núm. 227, párrafo 172.
172. En conclusión, independientemente de las reformas legales que el Estado deba 
adoptar, es necesario que las interpretaciones judiciales referidas a las garantías 
judiciales y demás derechos de los jueces provisorios y temporales se realicen a la 
luz de la independencia judicial, adecuándose a los principios establecidos en 
la jurisprudencia de este Tribunal que han sido reiterados en el presente caso. Con 
base en el control de convencionalidad, se debe disponer el conocimiento de los 
hechos que supongan dejar sin efecto nombramientos, remover o destituir jueces 
temporales o provisorios a la autoridad competente, en el marco de un proceso en 
el que la persona involucrada pueda ejercer su derecho defensa, se cumpla con la 
obligación de motivar la decisión y pueda acceder a un recurso efectivo, garanti-
zando la permanencia debida en el cargo.

López Mendoza vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 de septiembre 
de 2011. Serie C, núm. 233, párrafo 228.
228. En conclusión, independientemente de las reformas legales que el Estado 
deba adoptar, con base en el control de convencionalidad, es necesario que las 
interpretaciones judiciales y administrativas y las garantías judiciales se apliquen, 
adecuándose a los principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal 
que han sido reiterados en el presente caso.

Furlan y Familiares vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C, núm. 246, párrafo 305.
305. En conclusión, con base en el control de convencionalidad, es necesario 
que las interpretaciones judiciales y administrativas y las garantías judiciales se 
apliquen adecuándose a los principios establecidos en la jurisprudencia de este 
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señalado en el presente caso respecto a la necesidad de tener en cuenta las situa-
ciones de vulnerabilidad que pueda afrontar una persona, especialmente cuando 
se trate de menores de edad o personas con discapacidad, con el fin de que se les 
garantice un trato preferencial respecto a la duración de los procesos judiciales 
y en el marco de los procesos en que se disponga el pago de indemnizaciones 
ordenadas judicialmente.

Gudiel Álvarez (Diario Militar) vs. Guatemala. Fondo reparaciones y costas. Sentencia 
de 20 noviembre de 2012. Serie C, núm. 253, párrafo 330.
330. Asimismo, este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que, cuando un 
Estado es parte de tratados internacionales como la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, 
la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Conven-
ción Belém do Pará, dichos tratados obligan a todos sus órganos, incluido el poder 
judicial, cuyos miembros deben velar por que los efectos de las disposiciones de 
dichos tratados no se vean mermados por la aplicación de normas o interpretaciones 
contrarias a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de 
justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex officio un “control 
de convencionalidad” entre las normas internas y los tratados de derechos huma-
nos de los cuales es Parte el Estado, evidentemente en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, 
los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia, como el ministerio 
público, deben tener en cuenta no solamente la Convención Americana y demás 
instrumentos interamericanos, sino también la interpretación que de estos ha hecho 
la Corte Interamericana.

Masacre de Santo Domingo vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, y repara-
ciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012 Serie C, núm. 259, párrafo 142.
142. La responsabilidad estatal bajo la Convención sólo puede ser exigida a nivel 
internacional después de que el Estado haya tenido la oportunidad de declarar la 
violación y reparar el daño ocasionado por sus propios medios. Esto se asienta en 
el principio de complementariedad (subsidiariedad), que informa transversal-
mente el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el cual es, tal como lo 
expresa el Preámbulo de la misma Convención Americana, “coadyuvante o com-
plementario de la [protección] que ofrece el derecho interno de los Estados ame-
ricanos”. De tal manera, el Estado “es el principal garante de los derechos huma-
nos de la personas, de manera que, si se produce un acto violatorio de dichos 
derechos, es el propio Estado quien tiene el deber de resolver el asunto a nivel 
interno y, [en su caso,] reparar, antes de tener que responder ante instancias inter-
nacionales como el Sistema Interamericano, lo cual deriva del carácter subsidia-
rio que reviste el proceso internacional frente a los sistemas nacionales de garan-
tías de los derechos humanos”. Esas ideas también han adquirido forma en la 
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de un Estado Parte en la Convención tienen la obligación de ejercer un “control de 
convencionalidad”.

Liakat Ali Alibux vs. Suriname. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C, núm. 276, párrafos 124 y 151.
124. Finalmente, en relación con los argumentos del representante y de la Comi-
sión sobre la vulneración del derecho a la protección judicial con motivo de la 
ausencia de un Tribunal Constitucional, si bien la Corte reconoce la importancia 
de estos órganos como protectores de los mandatos constitucionales y los derechos 
fundamentales, la Convención Americana no impone un modelo específico para 
realizar un control de constitucionalidad y convencionalidad. En este sentido, la 
Corte recuerda que la obligación de ejercer un control de convencionalidad entre 
las normas internas y la Convención Americana le compete a todos los órganos del 
Estado, incluidos sus jueces y demás órganos vinculados a la administración 
de justicia en todos los niveles.
151. Además, la Corte no ha establecido la responsabilidad internacional del Estado 
por la violación del derecho a la protección judicial, consagrado en el artículo 25 
de la Convención Americana por el hecho de que a la fecha, la Corte Constitucional 
no se encuentra operativa. En virtud de ello, el Tribunal no ordenará ninguna me-
dida de reparación en este sentido. No obstante, la Corte considera pertinente 
resaltar, así como lo reconoció el propio Estado, la importancia de la operatividad 
de dicha institución, cuya creación se encuentra establecida en el artículo 144 de 
la Constitución. Dicha importancia descansa en la función de protección que una 
corte de esa naturaleza otorga a los derechos constitucionales de los ciudadanos 
sujetos a su jurisdicción. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte reitera la obligación 
de ejercer ex officio un “control de convencionalidad”, entre la normativa interna 
y la Convención Americana. Dicha obligación se encuentra a cargo de todos los 
órganos del Estado, incluidos sus jueces y demás órganos vinculados a la admi-
nistración de justicia en todos los niveles. 

Convención Americana de Derechos Humanos

Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala. Fondo. Sen-
tencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C, núm. 63, párrafo 193.
193. El Tribunal ha señalado anteriormente que esta orientación tiene particular 
importancia para el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el que ha 
avanzado sustancialmente mediante la interpretación evolutiva de los instrumentos 
internacionales de protección. Sobre el particular, esta Corte ha entendido que
[T]al interpretación evolutiva es consecuente con las reglas generales de interpre-
tación de los tratados consagradas en la Convención de Viena de 1969. Tanto esta 
Corte […] como la Corte Europea […] han señalado que los tratados de derechos 
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nahumanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acompañar la evo-
lución de los tiempos y las condiciones de vida actuales.

Hilaire vs. Trinidad y Tobago. Excepciones preliminares. Sentencia de 1 de septiembre 
de 2001. Serie C, núm. 80, párrafo 94.
94. La Convención Americana, así como los demás tratados de derechos huma-
nos, se inspira en valores comunes superiores (centrados en la protección del ser 
humano), está dotada de mecanismos específicos de supervisión, se aplica de 
conformidad con la noción de garantía colectiva, consagra obligaciones de carác-
ter esencialmente objetivo y tiene una naturaleza especial, que la diferencia de 
los demás tratados, los cuales reglamentan intereses recíprocos entre los Estados 
partes y son aplicados por éstos, con todas las consecuencias jurídicas que de ahí 
derivan en los ordenamientos jurídicos internacional e interno.

Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua. Fondo, reparacio-
nes y costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C, núm. 79, párrafo 146.
146. Los términos de un tratado internacional de derechos humanos tienen sentido 
autónomo, por lo que no pueden ser equiparados al sentido que se les atribuye en 
el derecho interno. Además, dichos tratados de derechos humanos son instrumentos 
vivos cuya interpretación tiene que adecuarse a la evolución de los tiempos y, en 
particular, a las condiciones de vida actuales.

Las Palmeras vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C, 
núm. 90, párrafo 33.
33. La Convención Americana es un tratado multilateral mediante el cual los Es-
tados Partes se obligan a garantizar y a hacer efectivos los derechos y libertades 
previstos en ella y a cumplir con las reparaciones que se dispongan. La Conven-
ción es la piedra fundamental del sistema de garantía de los derechos humanos en 
América. Este sistema consta de un nivel nacional que consiste en la obligación 
de cada Estado de garantizar los derechos y libertades previstos en la Convención 
y de sancionar las infracciones que se cometieren. Ahora bien, si un caso concreto 
no es solucionado en la etapa interna o nacional, la Convención prevé un nivel 
internacional en la que los órganos principales son la Comisión y esta Corte. Pero, 
como lo expresa el Preámbulo de la misma Convención Americana, la protección 
internacional es “coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho in-
terno de los Estados americanos”. En consecuencia, cuando una cuestión ha sido 
resuelta definitivamente en el orden interno según las cláusulas de la Convención, 
no es necesario traerla a esta Corte para su “aprobación” o “confirmación”.

Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C, núm. 134, párrafo 187.
187. En este sentido, el Tribunal ha señalado que los términos de un tratado inter-
nacional de derechos humanos tienen sentido autónomo, por lo que no pueden ser 
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tratados de derechos humanos son instrumentos vivos cuya interpretación tiene 
que adecuarse a la evolución de los tiempos y, en particular, a las condiciones de 
vida actuales.

Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 24 de febrero 
de 2012. Serie C, núm. 239, párrafo 83.
83. La Corte ha establecido, al igual que el Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos, que los tratados de derechos humanos son instrumentos vivos, cuya inter-
pretación tiene que acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de 
vida actuales. Tal interpretación evolutiva es consecuente con las reglas generales 
de interpretación consagradas en el artículo 29 de la Convención Americana, así 
como las establecidas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.

Convivencia (reos)

Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) 
vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C, 
núm. 279, párrafos 405, 407 y 408.
405. Tratándose de personas privadas de libertad, las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos de las Naciones Unidas, reconocen en la regla 37 
la importancia del contacto de las personas privadas de libertad con el mundo 
exterior al establecer que “[l]os reclusos estarán autorizados para comunicarse 
periódicamente, bajo la debida vigilancia, con su familiar y con amigos de buena 
reputación, tanto por correspondencia como mediante visitas”. Asimismo, en la 
regla 79 reconoce que se debe “velar […] particularmente por el mantenimiento y 
el mejoramiento de las relaciones entre el recluso y su familia”. En similar sentido, 
los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas 
de Libertad en las Américas reconocen en el principio XVIII el derecho de estas 
personas “a mantener contacto personal y directo, mediante visitas periódicas, 
con sus familiares […] especialmente con sus padres, hijos e hijas, y con sus 
respectivas parejas”.
407. Las visitas a las personas privadas de libertad por parte de sus familiares 
constituyen un elemento fundamental del derecho a la protección de la familia 
tanto de la persona privada de libertad como de sus familiares, no solo por repre-
sentar una oportunidad de contacto con el mundo exterior, sino porque el apoyo 
de los familiares hacia las personas privadas de libertad durante la ejecución de 
su condena es fundamental en muchos aspectos, que van desde lo afectivo y emo-
cional hasta el apoyo económico. Por lo tanto, sobre la base de lo dispuesto en los 
artículos 17.1 y 1.1 de la Convención Americana, los Estados, como garantes de 
los derechos de las personas sujetas a su custodia, tienen la obligación de adoptar 
las medidas más convenientes para facilitar y hacer efectivo el contacto entre las 
personas privadas de libertad y sus familiares.
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na408. La Corte resalta que una de las dificultades en el mantenimiento de las rela-
ciones entre las personas privadas de libertad y sus familiares puede ser la reclusión 
de personas en centros penitenciarios extremadamente distantes de sus domicilios 
o de difícil acceso por las condiciones geográficas y de las vías de comunicación, 
resultando muy costoso y complicado para los familiares el realizar visitas pe-
riódicas, lo cual eventualmente podría llegar a constituir una violación tanto del 
derecho a la protección a la familia como de otros derechos, como el derecho a 
la integridad personal, dependiendo de las particularidades de cada caso. Por lo 
tanto, los Estados deben, en la medida de lo posible, facilitar el traslado de los 
reclusos a centros penitenciarios más cercanos a la localidad donde residan sus 
familiares. En el caso de las personas indígenas privadas de libertad la adopción 
de esta medida es especialmente importante dada la importancia del vínculo que 
tienen estas personas con su lugar de origen o sus comunidades. 

Corpus iuris de protección

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafo 165.
165. La Corte ha afirmado reiteradamente que tanto la Convención Americana 
como la Convención sobre los Derechos del Niño forman parte del corpus juris 
internacional de protección de los niños y en estos casos contenciosos ha precisado 
el sentido y alcance de las obligaciones estatales que derivan del artículo 19 de 
la Convención Americana a la luz de las disposiciones de la Convención sobre los 
Derechos del Niño.

Forneron e hija vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de abril 
de 2012. Serie C, núm. 242, párrafo 137.
137. Como lo ha señalado este Tribunal, tanto la Convención Americana como la 
Convención sobre los Derechos del Niño forman parte de un muy comprensivo 
corpus juris internacional de protección de los niños que debe servir a esta Corte 
para fijar el contenido y los alcances de la disposición general definida en el artículo 
19 de la Convención Americana.

Mendoza y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, y reparaciones. Sen-
tencia de 14 de mayo de 2013. Serie C, núm. 260, párrafo 147.
147. Por otro lado, la regla 5.1 de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas 
para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing) establece 
que “[e]l sistema de justicia de menores hará hincapié en el bienestar de éstos 
y garantizará que cualquier respuesta a los menores delincuentes será en todo 
momento proporcionada a las circunstancias del delincuente y del delito”. Como 
ya se señaló, una consecuencia evidente de la pertinencia de atender en forma 
diferenciada, especializada y proporcional las cuestiones referentes a los niños, 
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de órganos jurisdiccionales especializados para el conocimiento de conductas pe-
nalmente típicas atribuidas a aquéllos. Sobre esta importante materia se proyecta 
lo que antes se dijo a propósito de la edad requerida para que una persona sea 
considerada como niño conforme al criterio predominante en el plano internacio-
nal. Consecuentemente, los menores de 18 años a quienes se atribuya la comisión 
de conductas previstas como delictuosas por la ley penal, en caso de que no sea 
posible evitar la intervención judicial, deberán quedar sujetos, para los fines del 
conocimiento respectivo y la adopción de las medidas pertinentes, sólo a órganos 
jurisdiccionales específicos distintos de los correspondientes a los mayores de edad.

Cumplimiento de resoluciones internas

“Cinco Pensionistas” vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de febrero 
de 2003. Serie C, núm. 98, párrafo 167.
167. La Corte observa que el Estado, al haberse abstenido de adoptar por un largo 
periodo de tiempo el conjunto de medidas necesarias para dar pleno cumplimiento 
a las sentencias de sus órganos judiciales y consecuentemente hacer efectivos los 
derechos consagrados en la Convención Americana (artículos 21 y 25), incumplió 
la obligación estipulada en el artículo 2 de dicho tratado.

Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 11 de mayo de 2007. Serie C, núm. 163, párrafo 194.
194. Los Estados tienen el deber de iniciar ex officio, sin dilación y con debida 
diligencia, una investigación seria, imparcial y efectiva, tendiente a establecer 
plenamente las responsabilidades por las violaciones. Para asegurar este fin es 
necesario, inter alia, que exista un sistema eficaz de protección de operadores de 
justicia, testigos, víctimas y sus familiares. Además, es preciso que se esclarezca, 
en su caso, la existencia de estructuras criminales complejas y sus conexiones que 
hicieron posible las violaciones. En tal sentido, son inadmisibles las disposicio-
nes que impidan la investigación y eventual sanción de los responsables de estas 
graves violaciones. 

Deber de investigar (Derecho a la vida)

Loayza Tamayo vs. Perú. Reparaciones y costas. Sentencia de 27 de noviembre de 1998. 
Serie C, núm. 42, párrafo 171.
171. El Estado tiene la obligación de investigar los hechos del presente caso, 
identificar a sus responsables y sancionarlos y adoptar las disposiciones de derecho 
interno que sean necesarias para asegurar el cumplimiento de esta obligación 
(artículo 2 de la Convención Americana).
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naGarcía Prieto y otros vs. El Salvador. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 168, párrafo 100.
100. Es pertinente destacar que el deber de investigar es una obligación de medios, 
y no de resultado. Sin embargo, debe ser asumida por el Estado como un deber 
jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser 
infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la 
iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada 
de elementos probatorios.

Deber de juzgar (Derecho a la vida)

Myrna Mack Chang vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2003. Serie C, núm. 101, párrafo 275.
275. A la luz de lo anterior, para reparar totalmente este aspecto de las violacio-
nes cometidas, el Estado debe investigar efectivamente los hechos del presente 
caso, con el fin de identificar, juzgar y sancionar a todos los autores materiales e 
intelectuales, y demás responsables de la ejecución extrajudicial de Myrna Mack 
Chang, y del encubrimiento de la ejecución extrajudicial y de los otros hechos del 
presente caso, independientemente de la persona que ya se encuentra sancionada 
por estos hechos. El resultado del proceso deberá ser públicamente divulgado, para 
que la sociedad guatemalteca conozca la verdad.

Ticona Estrada y otros vs. Bolivia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2008. Serie C, núm. 191, párrafo 94.
94. La Corte ha establecido que a la luz de la obligación de garantizar emanada 
del artículo 1.1 de la Convención, una vez que las autoridades estatales tengan 
conocimiento de un hecho probablemente violatorio de derechos humanos, deben 
iniciar ex oficio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva. Espe-
cíficamente en casos graves contra la integridad personal como la tortura, el Estado 
tiene el deber de iniciar de oficio e inmediatamente una investigación efectiva que 
permita identificar, juzgar y eventualmente sancionar a los responsables, cuando 
existe denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura.

Deber de reparación

Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Reparaciones y costas. Sentencia de 21 de julio de 
1989. Serie C, núm. 7, párrafos 25 y 96.
25. Es un principio de Derecho internacional, que la jurisprudencia ha considerado 
“incluso una concepción general de derecho”, que toda violación a una obligación 
internacional que haya producido un daño comporta el deber de repararlo adecua-
damente. La indemnización, por su parte, constituye la forma más usual de hacerlo 
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pág. 21 y Factory at Chorzów, Merits, Judgment No. 13, 1928, P.C.I.J., Series A,  
No. 17, pág. 29; Reparation for Injuries Suffered in the Service of the United Na-
tions, Advisory Opinion, I.C.J. Reports 1949, pág. 184).
96. En específico, la Corte estima que para mantener el efecto útil de las decisio-
nes, los tribunales internos al dictar sus fallos en favor de los derechos de las 
personas y ordenar reparaciones, deben establecer de manera clara y precisa de 
acuerdo con sus ámbitos de competencia el alcance de las reparaciones y las formas 
de ejecución de las mismas. De acuerdo con los estándares de este Tribunal y del 
derecho internacional de los derechos humanos, el alcance de estas medidas debe 
ser de carácter integral, y de ser posible, con el fin de devolver a la persona al 
momento previo en el que se produjo la violación (restitutio in integrum). Dentro 
de estas medidas se encuentran, según el caso, la restitución de bienes o derechos, 
la rehabilitación, la satisfacción, la compensación y las garantías de no repetición, 
inter alia.

Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Reparaciones y costas. Sentencia de 22 de febrero 
de 2002. Serie C, núm. 91, párrafos 76 y 77.
76. El derecho que toda persona tiene a la verdad, ha sido desarrollado por el 
derecho internacional de los derechos humanos, y, como sostuvo esta Corte en 
anteriores oportunidades, la posibilidad de los familiares de la víctima de conocer 
lo sucedido a ésta, y, en su caso, dónde se encuentran sus restos, constituye un 
medio de reparación y, por tanto, una expectativa que el Estado debe satisfacer a 
los familiares de la víctima y a la sociedad como un todo.
77. Finalmente, es obligación del Estado, según el deber general establecido en el 
artículo 1.1 de la Convención, asegurar que estas graves violaciones no se vuelvan 
a repetir. En consecuencia, debe hacer todas las gestiones necesarias para lograr 
este fin. Las medidas preventivas y de no repetición empiezan con la revelación y 
reconocimiento de las atrocidades del pasado, como lo ordenara esta Corte en la 
sentencia de fondo. La sociedad tiene el derecho a conocer la verdad en cuanto 
a tales crímenes con el propósito de que tenga la capacidad de prevenirlos en el 
futuro. 

Las Palmeras vs. Colombia. Reparaciones y costas. Sentencia de 26 de noviembre de 
2002. Serie C, núm. 96, párrafo 54.
54. Los familiares de las víctimas pueden haber sufrido daños indicados en alguna 
de las dos categorías señaladas o en ambas a la vez. Todos estos daños deben 
ser debidamente reparados. Pero la Corte debe precisar que las indemnizaciones 
otorgadas son para reparar un perjuicio causado. Por lo tanto, quien reclama una 
reparación debe probar, en general, el perjuicio sufrido. Si se trata de daños cau-
sados por la situación de impunidad, se debe acreditar que el vínculo que une al 
solicitante con alguna de las víctimas y que la falta de sanción le ha provocado 
un perjuicio. Igualmente, quien ha sufrido insultos o vejaciones, o ha perdido el 
trabajo debido a su vinculación con alguna víctima, debe probar también el daño 
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nasufrido para que se le otorgue la reparación. No basta, en general, la prueba del 
parentesco. En algunos casos, ella es suficiente pues un vínculo estrecho de familia 
presupone la existencia de un dolor compartido.

Bulacio vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 18 de septiembre de 
2003. Serie C, núm. 100, párrafo 96.
96. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia 
constituye per se una forma de reparación. No obstante, por las graves circunstancias 
del presente caso, la intensidad de los sufrimientos que los hechos causaron a la 
víctima y a sus familiares, el cambio en las condiciones de existencia de la familia y 
las demás consecuencias de orden no material o no pecuniario que sufrieron éstos, 
la Corte estima pertinente el pago de una compensación por concepto de daños 
inmateriales conforme a equidad. En casos anteriores, este Tribunal ha señalado 
que cuando existe un reconocimiento de responsabilidad internacional por parte 
del Estado no se requieren pruebas para demostrar el daño ocasionado.

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafos 260 y 261.
260. Es preciso tomar en consideración que en muchos casos de violaciones a 
derechos humanos, como el presente, no es posible la restitutio in integrum, por lo 
que, teniendo en cuenta la naturaleza del bien afectado, la reparación se realiza, 
inter alia, según la jurisprudencia internacional, mediante una justa indemnización 
o compensación pecuniaria. Es necesario añadir que el Estado debe adoptar las 
medidas de carácter positivo necesarias para asegurar que no se repitan hechos 
lesivos como los ocurridos en el presente caso.
261. Las reparaciones, como el término lo indica, consisten en las medidas que 
tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. Su natura-
leza y su monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como 
inmaterial. Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobre-
cimiento para la víctima o sus sucesores. En este sentido, las reparaciones que se 
establezcan deben guardar relación con las violaciones declaradas anteriormente. 

Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala. Reparaciones y costas. Sentencia de 19 de 
noviembre de 2004. Serie C, núm. 116, párrafo 86.
86. Dado que las víctimas en este caso son parte del pueblo maya, este Tribunal 
considera que la reparación individual tiene como un componente importante las 
reparaciones que esta Corte otorga más adelante a los miembros de las comunidades 
en su conjunto.

Lori Berenson Mejía vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de noviem-
bre de 2004. Serie C, núm. 119, párrafo 231.
231. La obligación de reparar, que se regula en todos los aspectos (alcance, natura-
leza, modalidades y determinación de los beneficiarios) por el derecho internacional, 
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ciones de su derecho interno.

Huilca Tecse vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 3 de marzo de 2005. 
Serie C, núm. 121, párrafo 87.
87. Como lo ha señalado la Corte, el artículo 63.1 de la Convención Americana 
recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios funda-
mentales del derecho internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de 
los Estados. De esta manera, al producirse un hecho ilícito imputable a un Estado, 
surge de inmediato la responsabilidad internacional de éste por la violación de una 
norma internacional, con el consecuente deber de reparación y de hacer cesar las 
consecuencias de la violación.

Caesar vs. Trinidad y Tobago. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 11 de marzo 
de 2005. Serie C, núm. 123, párrafos 122 y 123.
122. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación inter-
nacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio in integrum), 
la cual consiste en el restablecimiento de la situación anterior a la violación. De 
no ser esto posible, como en el presente caso, cabe al tribunal internacional deter-
minar una serie de medidas para que, además de garantizar el respeto de los de-
rechos conculcados, se reparen las consecuencias que produjeron las infracciones 
y se establezca el pago de una indemnización como compensación por los daños 
ocasionados. La obligación de reparar, que se regula en todos los aspectos (alcance, 
naturaleza, modalidades y determinación de los beneficiarios) por el Derecho In-
ternacional, no puede ser modificada o incumplida por el Estado obligado, invo-
cando disposiciones de su derecho interno.
123. Las reparaciones, como el término lo indica, consisten en las medidas que 
tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. Su naturaleza 
y su monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como inma-
terial. Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento 
para la víctima o sus sucesores. 

Fermín Ramírez vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 20 de junio 
de 2005. Serie C, núm. 126, párrafo 124.
124. El carácter y el monto de las reparaciones dependen de la naturaleza de las 
violaciones cometidas y del daño ocasionado, material e inmaterial. Deben guardar 
relación con las violaciones declaradas. No pueden implicar enriquecimiento o 
empobrecimiento para la víctima o sus sucesores.

Acosta Calderón vs. Ecuador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de junio 
de 2005. Serie C, núm. 129, párrafos 145, 146, 147 y 148.
145. Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es un principio de 
Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que 
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nahaya producido un daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. A tales 
efectos, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana (…).
146. Tal como ha indicado la Corte, el artículo 63.1 de la Convención Americana 
refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamen-
tales del Derecho Internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de los Es-
tados. De esta manera, al producirse un hecho ilícito imputable a un Estado surge 
de inmediato la responsabilidad internacional de éste por la violación de la norma 
internacional de que se trata, con el consecuente deber de reparación y de hacer 
cesar las consecuencias de la violación.
147. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación in-
ternacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio in 
integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no 
ser esto posible, como en el presente caso, cabe al tribunal internacional determi-
nar una serie de medidas para, además de garantizar los derechos conculcados, 
reparar las consecuencias que las infracciones produjeron, así como establecer 
el pago de una indemnización como compensación por los daños ocasionados. Es 
necesario añadir las medidas de carácter positivo que el Estado debe adoptar para 
asegurar que no se repitan hechos lesivos como los ocurridos en el presente caso. 
La obligación de reparar que se regula, en todos los aspectos (alcance, naturaleza, 
modalidades y determinación de los beneficiarios) por el Derecho Internacional, 
no puede ser modificada o incumplida por el Estado obligado invocando para ello 
disposiciones de su derecho interno.
148. Las reparaciones, como el término lo indica, consisten en las medidas que 
tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. Su natura-
leza y su monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como 
inmaterial. Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobre-
cimiento para la víctima o sus sucesores. En este sentido, las reparaciones que se 
establezcan deben guardar relación con las violaciones declaradas anteriormente.

Gutiérrez Soler vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005. Serie C, núm. 132, 
párrafo 64.
64. Las reparaciones son medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las 
violaciones cometidas. Su naturaleza y su monto dependen de las características de 
la violación y del daño ocasionado en los planos material e inmaterial. No pueden 
implicar enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus sucesores, y 
deben guardar relación con las violaciones declaradas en la Sentencia.

Baldeón García vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. 
Serie C, núm. 147, párrafo 188.
188. El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones 
causados a la víctima directa y a sus allegados, el menoscabo de valores muy sig-
nificativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, 
en las condiciones de existencia de la víctima o su familia. Dado que no es posible 
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de compensación, para los fines de la reparación integral a la víctima, mediante 
el pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables 
en dinero, que el Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio judicial 
y en términos de equidad, así como mediante la realización de actos u obras de 
alcance o repercusión públicos, que tengan como efecto el reconocimiento de la 
dignidad de la víctima y evitar que vuelvan a ocurrir violaciones a los derechos 
humanos. El primer aspecto de la reparación del daño inmaterial se analizará en 
esta sección y el segundo en la sección D) de este capítulo.

González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Excepción preliminar, fondo, repa-
raciones y costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 205, 
párrafo 450.
450. La Corte recuerda que el concepto de “reparación integral” (restitutio in 
integrum) implica el reestablecimiento de la situación anterior y la eliminación 
de los efectos que la violación produjo, así como una indemnización como com-
pensación por los daños causados. Sin embargo, teniendo en cuenta la situación 
de discriminación estructural en la que se enmarcan los hechos ocurridos en el 
presente caso y que fue reconocida por el Estado, las reparaciones deben tener una 
vocación transformadora de dicha situación, de tal forma que las mismas tengan un 
efecto no sólo restitutivo sino también correctivo. En este sentido, no es admisible 
una restitución a la misma situación estructural de violencia y discriminación. Del 
mismo modo, la Corte recuerda que la naturaleza y monto de la reparación orde-
nada dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como inmaterial. 
Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para 
la víctima o sus familiares, y deben guardar relación directa con las violaciones 
declaradas. Una o más medidas pueden reparar un daño específico sin que éstas 
se consideren una doble reparación.

Deber de reparar (Derecho a la vida)

Aloeboetoe y otros vs. Surinam. Reparaciones y costas. Sentencia de 10 de septiembre 
de 1993. Serie C, núm. 15, párrafo 71.
71. La Corte ha efectuado anteriormente una distinción entre la reparación corres-
pondiente a los sucesores y la debida a los reclamantes o dependientes. A los 
primeros, la Corte otorgará la reparación solicitada porque existe una presunción 
de que la muerte de las víctimas les ha causado perjuicio, quedando a cargo de la 
contraparte la prueba en contrario. Pero, respecto de los otros reclamantes o depen-
dientes, el onus probandi corresponde a la Comisión. Y ésta, a criterio de la Corte, 
no ha aportado las pruebas necesarias que permitan demostrar el cumplimiento 
de las condiciones indicadas.
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naComunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 29 de marzo de 2006. Serie C, núm. 146, párrafo 153.
153. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas necesarias para 
crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a 
la vida; establecer un sistema de justicia efectivo capaz de investigar, castigar y 
reparar toda privación de la vida por parte de agentes estatales o particulares; y sal-
vaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las condiciones que garanticen 
una vida digna, lo que incluye la adopción de medidas positivas para prevenir la 
violación de este derecho.

Deber de sancionar (Derecho a la vida)

19 Comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 5 de julio 
de 2004. Serie C, núm. 109, párrafo 153.
153. La Corte ha establecido que el derecho a la vida juega un papel fundamental 
en la Convención Americana por ser el corolario esencial para la realización de 
los demás derechos. Al no ser respetado el derecho a la vida, todos los derechos 
carecen de sentido. Los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de 
las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese 
derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten 
contra él. El cumplimiento del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la 
Convención Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de 
su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los 
Estados tomen todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho 
a la vida (obligación positiva), bajo su deber de garantizar el pleno y libre ejercicio 
de los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción. Esta protección activa 
del derecho a la vida por parte del Estado no sólo involucra a sus legisladores, sino 
a toda institución estatal y a quienes deben resguardar la seguridad, sean éstas sus 
fuerzas de policía o sus fuerzas armadas. En razón de lo anterior, los Estados deben 
tomar las medidas necesarias, no sólo para prevenir y castigar la privación de la 
vida como consecuencia de actos criminales, sino también prevenir las ejecuciones 
arbitrarias por parte de sus propias fuerzas de seguridad.

Defensa adecuada

Castillo Petruzzi y otros vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de mayo 
de 1999. Serie C, núm. 52, párrafo 147.
147. La disposición que niega la posibilidad de que un mismo defensor asista a 
más de un inculpado, limita las alternativas en cuanto a la elección del defensor, 
pero no significa, per se, una violación del artículo 8.2.d de la Convención.
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de 2009. Serie C, núm. 206, párrafo 62.
62. Si el derecho a la defensa surge desde el momento en que se ordena investigar a 
una persona, el investigado debe tener acceso a la defensa técnica desde ese mismo 
momento, sobre todo en la diligencia en la que se recibe su declaración. Impedir 
a éste contar con la asistencia de su abogado defensor es limitar severamente el 
derecho a la defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y deja al individuo 
sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo.

Vélez Loor vs. Panamá. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 218, párrafo 145.
145. Además, la Corte ha sostenido que el derecho a la defensa obliga al Estado a 
tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso, en el 
más amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objeto del mismo. Los 
literales d) y e) del artículo 8.2 establecen el derecho del inculpado de defenderse 
personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y que, si no lo hiciere, 
tiene el derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 
Estado, remunerado o no según la legislación interna. A este respecto, y en relación 
con procedimientos que no se refieren a la materia penal, el Tribunal ha señalado pre-
viamente que “las circunstancias de un procedimiento particular, su significación, su 
carácter y su contexto en un sistema legal particular, son factores que fundamentan la 
determinación de si la representación legal es o no necesaria para el debido proceso”.

Argüelles y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 288, párrafo 175.
175. Esta Corte ha establecido que el derecho a la defensa debe poder ejercerse 
desde que se señala a una persona como posible autor o partícipe de un hecho 
punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso. Sostener lo opuesto implica 
supeditar las garantías convencionales que protegen el derecho a la defensa, en-
tre ellas el artículo 8.2.b), a que el investigado se encuentre en determinada fase 
procesal, dejando abierta la posibilidad de que con anterioridad se afecte un ám-
bito de sus derechos a través de actos de autoridad que desconoce o a los que no 
puede controlar u oponerse con eficacia, lo cual es evidentemente contrario a la 
Convención. El derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo 
momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este 
concepto, y no simplemente como objeto del mismo.

Defensores de Derechos Humanos

Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2008. Serie C, núm. 192, párrafos 81 y 90.
81. El Tribunal considera que dicho riesgo generado por el Estado agravó la si-
tuación de vulnerabilidad de las defensoras y defensores de derechos humanos 
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naque, como Jesús María Valle Jaramillo, denunciaban las violaciones cometidas por 
paramilitares y la fuerza pública. 
La Corte comparte el criterio señalado por la Comisión Interamericana en su Informe 
sobre la situación de las defensoras y los defensores de derechos humanos en las Amé-
ricas, en el sentido de que “toda persona que de cualquier forma promueva o procure 
la realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales reconoci-
dos a nivel nacional o internacional, debe ser considerada como defensora de dere chos 
de humanos”. Por lo tanto, el Tribunal considera que el concepto de defensor de dere-
chos humanos aplica también a las funcionarias y funcionarios de entidades tales 
como defensorías del pueblo y del ciudadano, personerías, procuradurías, fiscalías 
especializadas en derechos humanos, entre otras. Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos, Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los derechos 
humanos en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.124, Doc. 5 rev. 1, 7 de marzo de 2006.
90. Consecuentemente, la Corte considera que un Estado tiene la obligación de adop-
tar todas las medidas necesarias y razonables para garantizar el derecho a la vida, li-
bertad personal e integridad personal de aquellos defensores y defensoras que denun-
cien violaciones de derechos humanos y que se encuentren en una situación de especial 
vulnerabilidad como lo es el conflicto armado interno colombiano, siempre y cuando 
el Estado tenga conocimiento de un riesgo real e inmediato en contra de éstos y toda 
vez que existan posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo.

Castillo González y otros vs. Venezuela. Fondo. Sentencia de 27 de noviembre de 2012. 
Serie C, núm. 256, párrafo 124.
124. Por otra parte la Corte ha establecido que, en determinados contextos, la labor 
que realizan los defensores de derechos humanos puede colocarlos en una situación 
especial de vulnerabilidad, frente a lo cual el Estado debe adoptar todas las me-
didas necesarias y razonables para garantizar su derecho a la vida, libertad perso-
nal e integridad personal. En este sentido, ha enfatizado que los Estados tienen el 
deber de crear las condiciones necesarias para el efectivo goce y disfrute de los de-
rechos establecidos en la Convención, siendo que el cumplimiento de dicho deber 
está intrínsecamente ligado a la protección y al reconocimiento de la importancia 
del papel que cumplen las defensoras y defensores de derechos humanos, cuya 
labor es fundamental para el fortalecimiento de la democracia y el Estado de De-
recho. Asimismo, ha señalado que este compromiso con la protección de los defen-
sores de derechos humanos ha sido reconocido por la Organización de los Estados 
Americanos, así como en diversos instrumentos internacionales.

Derecho a la nacionalidad

Castillo Petruzzi y otros vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de mayo 
de 1999. Serie C, núm. 52, párrafos 99, 100 y 101.
99. Este Tribunal ha definido el concepto de nacionalidad como “el vínculo jurídico 
político que liga a una persona con un Estado determinado por medio del cual se 
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diplomática”. La adquisición de este vínculo por parte de un extranjero, supone 
que éste cumpla las condiciones que el Estado ha establecido con el propósito de 
asegurarse de que el aspirante esté efectivamente vinculado con el sistema de va-
lores e intereses de la sociedad a la que pretende pertenecer; lo dicho supone que 
las “condiciones y procedimientos para esa adquisición [son] predominantemente 
del derecho interno”.
100. Esta Corte ha indicado que el derecho a la nacionalidad contemplado en el 
artículo 20 recoge un doble aspecto: por una parte “significa dotar al individuo 
de un mínimo de amparo jurídico en las relaciones internacionales, al establecer 
a través de su nacionalidad su vinculación con un Estado determinado; [por otra, 
implica] protegerlo contra la privación de su nacionalidad en forma arbitraria, 
porque de ese modo se le estaría privando de la totalidad de sus derechos políticos 
y de aquellos derechos civiles que se sustentan en la nacionalidad del individuo”.
101. La Corte ha manifestado “que el derecho internacional impone ciertos límites 
a la discrecionalidad de los Estados y que, en su estado actual, en la reglamen-
tación de la nacionalidad no sólo concurren competencias de los Estados sino 
también las exigencias de la protección integral de los derechos humanos”, pues 
la nacionalidad “reviste el carácter de un derecho de la persona humana”, sentido 
que no sólo ha quedado plasmado a nivel regional, sino también en el artículo 15 
de la Declaración Universal.

Ivcher Bronstein vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 6 de febrero de 
2001. Serie C, núm. 74, párrafo 88.
88. No obstante que tradicionalmente se ha aceptado que la determinación y re-
gulación de la nacionalidad son competencia de cada Estado, como lo ha señalado 
este Tribunal, la evolución registrada en esta materia demuestra que el derecho 
internacional impone ciertos límites a la discrecionalidad de éstos y que en la re-
glamentación de la nacionalidad no sólo concurre la competencia de los Estados, 
sino también las exigencias de la protección integral de los derechos humanos.

Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C, núm. 
130, párrafos 136, y 137, 140, 141, y 142.
136. Respecto al derecho consagrado en el artículo 20 de la Convención, la Corte 
entiende que la nacionalidad es la expresión jurídica de un hecho social de co-
nexión de un individuo con un Estado. La nacionalidad es un derecho fundamental 
de la persona humana que está consagrado en la Convención Americana, así como 
en otros instrumentos internacionales, y es inderogable de conformidad con el 
artículo 27 de la Convención.
137. La importancia de la nacionalidad reside en que ella, como vínculo jurídico 
político que liga una persona a un Estado determinado, permite que el individuo 
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comunidad política. Como tal, la nacionalidad es un prerrequisito para el ejercicio 
de determinados derechos.
140. La determinación de quienes son nacionales sigue siendo competencia interna 
de los Estados. Sin embargo, su discrecionalidad en esa materia sufre un constante 
proceso de restricción conforme a la evolución del derecho internacional, con vis-
tas a una mayor protección de la persona frente a la arbitrariedad de los Estados. 
Así que en la actual etapa de desarrollo del derecho internacional de los derechos 
humanos, dicha facultad de los Estados está limitada, por un lado, por su deber 
de brindar a los individuos una protección igualitaria y efectiva de la ley y sin dis-
criminación y, por otro lado, por su deber de prevenir, evitar y reducir la apatridia.
141. La Corte considera que el principio de derecho imperativo de protección 
igualitaria y efectiva de la ley y no discriminación determina que los Estados, al 
regular los mecanismos de otorgamiento de la nacionalidad, deben abstenerse de 
producir regulaciones discriminatorias o que tengan efectos discriminatorios en los 
diferentes grupos de una población al momento de ejercer sus derechos. Además, 
los Estados deben combatir las prácticas discriminatorias en todos sus niveles, en 
especial en los órganos públicos, y finalmente debe adoptar las medidas afirmativas 
necesarias para asegurar una efectiva igualdad ante la ley de todas las personas.
142. Los Estados tienen la obligación de no adoptar prácticas o legislación, respecto 
al otorgamiento de la nacionalidad, cuya aplicación favorezca el incremento del 
número de personas apátridas, condición que es derivada de la falta de naciona-
lidad, cuando un individuo no califica bajo las leyes de un Estado para recibirla, 
como consecuencia de su privación arbitraria, o bien por el otorgamiento de una 
nacionalidad que no es efectiva en la práctica. La apatridia tiene como conse-
cuencia imposibilitar el goce de los derechos civiles y políticos de una persona, y 
ocasionarle una condición de extrema vulnerabilidad.

Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A, núm. 4, párrafos 32, 
34, 35, 36 y 38.
32. La nacionalidad, conforme se acepta mayoritariamente, debe ser considerada 
como un estado natural del ser humano. Tal estado es no sólo el fundamento mismo 
de su capacidad política sino también de parte de su capacidad civil. De allí que, 
no obstante que tradicionalmente se ha aceptado que la determinación y regulación 
de la nacionalidad son competencia de cada Estado, la evolución cumplida en esta 
materia nos demuestra que el derecho internacional impone ciertos límites a la 
discrecionalidad de los Estados y que, en su estado actual, en la reglamentación 
de la nacionalidad no sólo concurren competencias de los Estados sino también 
las exigencias de la protección integral de los derechos humanos.
34. El derecho a la nacionalidad del ser humano está reconocido como tal por el 
derecho internacional. Así lo recoge la Convención en su artículo 20, en un doble 
aspecto: el derecho a tener una nacionalidad significa dotar al individuo de un 
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de su nacionalidad su vinculación con un Estado determinado; y el de protegerlo 
contra la privación de su nacionalidad en forma arbitraria, porque de ese modo se 
le estaría privando de la totalidad de sus derechos políticos y de aquellos derechos 
civiles que se sustentan en la nacionalidad del individuo. 
35. La nacionalidad puede ser considerada como el vínculo jurídico político que 
liga a una persona con un Estado determinado por medio del cual se obliga con él 
con relaciones de lealtad y fidelidad y se hace acreedor a su protección diplomática. 
Con distintas modalidades, la mayoría de los Estados han establecido la posibilidad 
de que personas que no tenían originalmente su nacionalidad puedan adquirirla 
posteriormente, en general, mediante una declaración de voluntad manifestada 
previo cumplimiento de ciertas condiciones. La nacionalidad, en estos casos, no 
depende ya del hecho fortuito de haber nacido en un territorio determinado o de 
nacer de unos progenitores que la tenían, sino de un hecho voluntario que persigue 
vincular a quien lo exprese con una determinada sociedad política, su cultura, su 
manera de vivir y su sistema de valores. 
36. Siendo el Estado el que establece la posibilidad de adquirir la nacionalidad 
a quien originariamente era extranjero, es natural que las condiciones y procedi-
mientos para esa adquisición sean materia que dependa predominantemente del 
derecho interno. Siempre que en tales regulaciones no se vulneren otros principios 
superiores, es el Estado que otorga la nacionalidad, el que ha de apreciar en qué 
medida existen y cómo se deben valorar las condiciones que garanticen que el 
aspirante a obtener la nacionalidad esté efectivamente vinculado con el sistema 
de valores e intereses de la sociedad a la que pretende pertenecer plenamente. Es 
igualmente lógico que sean las conveniencias del Estado, dentro de los mismos 
límites, las que determinen la mayor o menor facilidad para obtener la nacio-
nalidad; y como esas conveniencias son generalmente contingentes, es también 
normal que las mismas varíen, sea para ampliarlas, sea para restringirlas, según 
las circunstancias. De ahí que no sea sorprendente que en un momento dado, se 
exijan nuevas condiciones, enderezadas a evitar que el cambio de nacionalidad sea 
utilizado como medio para solucionar problemas transitorios sin que se establezcan 
vínculos efectivos reales y perdurables que justifiquen el acto grave y trascendente 
del cambio de nacionalidad. 
38. De lo expuesto anteriormente se desprende que para una adecuada interpre-
tación del derecho a la nacionalidad, materia del artículo 20 de la Convención, 
es necesario conjugar armoniosamente, por un lado, la consideración de que la 
determinación y regulaciones de la nacionalidad son competencia de cada Estado, 
esto es, materia de derecho interno y, por el otro, que las disposiciones de derecho 
internacional limitan, en alguna forma, esta facultad de los Estados en razón de 
exigencias de la protección internacional de los derechos humanos. 
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19 Comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 5 de julio 
de 2004. Serie C, núm. 109, párrafo 261.
261. La Corte considera que las víctimas de graves violaciones de derechos huma-
nos y sus familiares, en su caso, tienen el derecho a conocer la verdad. En conse-
cuencia, los familiares de las víctimas deben ser informados de todo lo sucedido 
en relación con dichas violaciones. Este derecho a la verdad ha venido siendo 
desarrollado por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos; al ser reco-
nocido y ejercido en una situación concreta, ello constituye un medio importante 
de reparación. Por lo tanto, en este caso da lugar a una expectativa que el Estado 
debe satisfacer a los familiares de las víctimas.

Contreras y otros vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2011. Serie C, núm. 232, párrafo 170.
170. El Tribunal estima que el derecho a conocer la verdad tiene como efecto 
necesario que en una sociedad democrática se conozca la verdad sobre los hechos 
de graves violaciones de derechos humanos. Esta es una justa expectativa que el 
Estado debe satisfacer, por un lado, mediante la obligación de investigar las vio-
laciones de derechos humanos y, por el otro, con la divulgación pública de los 
resultados de los procesos penales e investigativos. Resulta esencial para garantizar 
el derecho a la información y a conocer la verdad que los poderes públicos actúen 
de buena fe y realicen diligentemente las acciones necesarias para asegurar la 
efectividad de ese derecho, especialmente cuando se trata de conocer la verdad 
de lo ocurrido en casos de violaciones graves de derechos humanos como las des-
apariciones forzadas del presente caso.

Derecho de circulación y residencia

Ricardo Canese vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2004. Serie C, núm. 111, párrafos 114, 115, y 116.
114. El artículo 22 de la Convención protege el derecho de circulación y de resi-
dencia, el cual contempla el derecho a salir libremente de cualquier país, inclu-
sive del propio, habiéndose alegado que este último aspecto ha sido violado en el 
presente caso.
115. La Corte coincide con lo indicado por el Comité de Derechos Humanos en 
su Comentario General No. 27, en el sentido de que el derecho de circulación se 
trata del derecho de toda persona a trasladarse libremente de un lugar a otro y a 
establecerse libremente en el lugar de su elección. El disfrute de este derecho no 
debe depender de ningún objetivo o motivo en particular de la persona que desea 
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el libre desarrollo de la persona.
116. Además, el Comité de Derechos Humanos se ha referido al derecho a salir 
libremente de cualquier país, respecto del cual señaló que:
La libertad de salir del territorio de un Estado no puede hacerse depender de nin-
gún fin concreto o del plazo que el individuo decida permanecer fuera del país. En 
consecuencia, dicha libertad incluye el viaje temporal al extranjero y la partida en 
caso de emigración permanente. Igualmente, el derecho de la persona a determinar 
el Estado de destino es parte de la garantía jurídica.

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafo 139.
139. El artículo 22.1 de la Convención reconoce el derecho de circulación y de 
residencia. En este sentido, la Corte ha establecido en otros casos que este artículo 
también protege el derecho a no ser desplazado forzadamente dentro de un Estado 
Parte.

Familia Barrios vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de no-
viembre de 2011. Serie C, núm. 237, párrafo 162.
162. La Corte ha establecido en anteriores oportunidades que el derecho de circu-
lación y de residencia es una condición indispensable para el libre desarrollo de la 
persona, y contempla, inter alia, el derecho de quienes se encuentren legalmente 
dentro de un Estado a circular libremente en él así como escoger su lugar de 
residencia. El disfrute de este derecho no depende de ningún objetivo o motivo 
en particular de quien desea circular o permanecer en un lugar. Este Tribunal ha 
señalado que el derecho de circulación y de residencia puede ser vulnerado por 
restricciones de facto si el Estado no ha establecido las condiciones ni provisto 
los medios que permiten ejercerlo. Un ejemplo de lo anterior ocurre cuando una 
persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee las ga-
rantías necesarias para que pueda transitar y residir libremente en el territorio de 
que se trate, incluso cuando las amenazas y hostigamientos provienen de actores 
no estatales.

Derecho de petición

Opinión Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Serie A, núm. 6, párrafos 20, 21, 
22, 23, 24, 25, 26, 27 y 28.
20. El artículo 14 dispone lo siguiente: 1. Toda persona afectada por informaciones 
inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través de medios de difusión 
legalmente reglamentados y que se dirijan al público en general, tiene derecho a 
efectuar por el mismo órgano de difusión su rectificación o respuesta en las con-
diciones que establezca la ley. 2. En ningún caso la rectificación o la respuesta 
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Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o empresa 
periodística, cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona responsable 
que no esté protegida por inmunidades ni disponga de fuero especial. El artículo 
1.1 establece: Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar 
los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejerci-
cio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social. 
21. Estas normas deben ser interpretadas utilizando los criterios de interpreta-
ción consagrados en la Convención de Viena, que pueden considerarse reglas de 
derecho internacional general sobre el tema (Restricciones a la pena de muerte 
[arts. 4.2 y 4.4 Convención Americana sobre Derechos Humanos], Opinión Con-
sultiva OC-3/83 del 8 de setiembre de 1983. Serie A, núm. 3, párrafo 48). Esos 
criterios son los consagrados en la Convención de Viena sobre el Derecho de 
los Tratados de 1969, en cuyo artículo 31.1 se lee: Un tratado deberá interpretarse 
de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del 
tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin. De acuerdo con 
el artículo 32 de la misma Convención de Viena, solamente cuando la interpre-
tación dada de conformidad con el artículo 31 “a) ambiguo u oscuro el sentido; o  
b) conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable”, puede acudirse 
a otros medios de interpretación.
22. En el caso presente, la expresión “toda persona… tiene derecho”, que utiliza el 
artículo 14.1, debe interpretarse de buena fe en su sentido corriente. La Convención 
consagra “un derecho” de rectificación o respuesta, lo que explica que los incisos 
2 y 3 del mismo artículo 14 sean tan terminantes respecto de “las responsabili-
dades legales” de quienes den tales informaciones inexactas o agraviantes y de la 
obligación de que alguien responda por ellas. Esta interpretación no tiene sentido 
ambiguo u oscuro ni conduce a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable.
23. La tesis de que la frase “en las condiciones que establezca la ley” utilizada en 
el artículo 14.1 solamente facultaría a los Estados Partes a crear por ley el derecho 
de rectificación o respuesta, sin obligarlos a garantizarlo mientras su ordenamiento 
jurídico interno no lo regule, no se compadece ni con el “sentido corriente” de los 
términos empleados ni con el “contexto” de la Convención. En efecto, la rectifi-
cación o respuesta por informaciones inexactas o agraviantes dirigidas al público 
en general, se corresponde con el artículo 13.2.a sobre libertad de pensamiento 
o expresión, que sujeta esta libertad al “respeto a los derechos o a la reputación 
de los demás”; con el artículo 11.1 y 11.3 según el cual y con el artículo 32.2 de 
acuerdo con el cual los derechos de cada persona están limitados por los derechos 
de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, 
en una sociedad democrática. 
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las obligaciones de los Estados Partes consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la 
Convención. Y no podría ser de otra manera, ya que el sistema mismo de la Conven-
ción, está dirigido a reconocer derechos y libertades a las personas y no a facultar 
a los Estados para hacerlo (Convención Americana, Preámbulo; El efecto de las 
reservas sobre la entrada en vigencia de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos [arts. 74 y 75], Opinión Consultiva OC-2/82 del 24 de setiembre de 1982. 
Serie A, núm. 2, párrafo 33).
25. La ubicación del derecho de rectificación o respuesta (art. 14) inmediata-
mente después de la libertad de pensamiento y expresión (art. 13), confirma esta 
interpretación. La necesaria relación entre el contenido de estos artículos se des-
prende de la naturaleza de los derechos que reconocen, ya que, al regular la apli-
cación del derecho de rectificación o respuesta, los Estados Partes deben respetar 
el derecho de libertad de expresión que garantiza el artículo 13 y este último no 
puede interpretarse de manera tan amplia que haga nugatorio el derecho procla-
mado por el artículo 14.1. Recuérdese que la Resolución (74) 26 del Comité de 
Ministros del Consejo de Europa fundamentó el derecho de respuesta en el artículo 
10 de la Convención Europea, sobre libertad de expresión. 
26. Habiendo llegado a la conclusión de que la Convención establece un derecho 
de rectificación o respuesta, la Corte debe ahora desarrollar las consecuencias del 
criterio precedentemente afirmado. 
27. E1 artículo 14.1 no indica si los afectados tienen derecho a responder en es-
pacio igual o mayor, cuándo debe publicarse la respuesta una vez recibida, en qué 
lapso puede ejercerse el derecho, qué terminología es admisible, etc. De acuerdo 
con el artículo 14.1, estas condiciones serán las “que establezca la ley”, frase que 
implica un lenguaje que, a diferencia del utilizado en otros artículos de la Con-
vención (“estará protegido por la ley”, “conforme a la ley”, “expresamente fijadas 
por ley”, etc.), requiere el establecimiento de las condiciones para el ejercicio del 
derecho de rectificación o respuesta por medio de la “ley”, cuyo contenido podrá 
variar de un Estado a otro, dentro de ciertos límites razonables y en el marco de los 
conceptos afirmados por la Corte. No es el momento de resolver aquí qué significa 
la palabra “ley”. 
28. El hecho de que los Estados Partes puedan fijar las condiciones del ejercicio del 
derecho de rectificación o respuesta, no impide la exigibilidad conforme al derecho 
internacional de las obligaciones que aquéllos han contraído según el artículo 1.1, 
que establece el compromiso de los propios Estados Partes de “respetar los de-
rechos y libertades” reconocidos en la Convención y de “garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción…” En consecuencia, si 
por cualquier circunstancia, el derecho de rectificación o respuesta no pudiera 
ser ejercido por “toda persona” sujeta a la jurisdicción de un Estado Parte, ello 
constituiría una violación de la Convención, susceptible de ser denunciada ante 
los órganos de protección por ella previstos.
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Tibi vs. Ecuador. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 
7 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 114, párrafo 218.
218. Es generalizada la admisión de que la posesión establece por si sola una pre-
sunción de propiedad a favor del poseedor y, tratándose de bienes muebles, vale por 
título. Esta Corte considera que el artículo 21 de la Convención protege el derecho a la 
propiedad en un sentido que comprende, entre otras cosas, la posesión de los bienes.

Salvador Chiriboga vs. Ecuador. Excepción preliminar y fondo. Sentencia de 6 de mayo 
de 2008. Serie C, núm. 179, párrafo 60.
60. El derecho a la propiedad privada debe ser entendido dentro del contexto de una 
sociedad democrática donde para la prevalencia del bien común y los derechos colecti-
vos deben existir medidas proporcionales que garanticen los derechos individuales. La 
función social de la propiedad es un elemento fundamental para el funcionamiento de 
la misma, y es por ello que el Estado, a fin de garantizar otros derechos fundamentales 
de vital relevancia para una sociedad específica, puede limitar o restringir el derecho 
a la propiedad privada, respetando siempre los supuestos contenidos en la norma del 
artículo 21 de la Convención, y los principios generales del derecho internacional.

Derecho de recurrir

Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C, núm. 107, párrafos 159, 164 y 165.
159. La Corte ha indicado que el derecho de recurrir del fallo, consagrado por la 
Convención, no se satisface con la mera existencia de un órgano de grado superior 
al que juzgó y condenó al inculpado, ante el que éste tenga o pueda tener acceso. 
Para que haya una verdadera revisión de la sentencia, en el sentido requerido por 
la Convención, es preciso que el tribunal superior reúna las características jurisdic-
cionales que lo legitiman para conocer del caso concreto. Conviene subrayar que el 
proceso penal es uno solo a través de sus diversas etapas, incluyendo la tramitación 
de los recursos ordinarios que se interpongan contra la sentencia. 
164. La posibilidad de “recurrir del fallo” debe ser accesible, sin requerir mayores 
complejidades que tornen ilusorio este derecho.
165. Independientemente de la denominación que se le de al recurso existente 
para recurrir un fallo, lo importante es que dicho recurso garantice una examen 
integral de la decisión recurrida. 

Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 5 de agosto de 
2008. Serie C, núm. 182, párrafo 84.
84. Al respecto, la Corte resalta que el derecho internacional ha formulado pautas 
sobre las razones válidas para proceder a la suspensión o remoción de un juez, 
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jueces no pueden ser destituidos únicamente debido a que su decisión fue revocada 
mediante una apelación o revisión de un órgano judicial superior. Ello preserva la 
independencia interna de los jueces, quienes no deben verse compelidos a evitar 
disentir con el órgano revisor de sus decisiones, el cual, en definitiva, sólo ejerce 
una función judicial diferenciada y limitada a atender los puntos recursivos de las 
partes disconformes con el fallo originario.

Barreto Leiva vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2009. Serie C, núm. 206, párrafos 88, 89 y 90.
88. La jurisprudencia de esta Corte ha sido enfática al señalar que el derecho de 
impugnar el fallo busca proteger el derecho de defensa, en la medida en que otorga 
la posibilidad de interponer un recurso para evitar que quede firme una decisión 
adoptada en un procedimiento viciado y que contiene errores que ocasionarán un 
perjuicio indebido a los intereses del justiciable.
89. La doble conformidad judicial, expresada mediante la íntegra revisión del 
fallo condenatorio, confirma el fundamento y otorga mayor credibilidad al acto 
jurisdiccional del Estado, y al mismo tiempo brinda mayor seguridad y tutela a los 
derechos del condenado.
90. Si bien los Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio 
de ese recurso, no pueden establecer restricciones o requisitos que infrinjan la esen-
cia misma del derecho de recurrir del fallo. El Estado puede establecer fueros 
especiales para el enjuiciamiento de altos funcionarios públicos, y esos fueros son 
compatibles, en principio, con la Convención Americana. Sin embargo, aun en 
estos supuestos el Estado debe permitir que el justiciable cuente con la posibilidad 
de recurrir del fallo condenatorio. Así sucedería, por ejemplo, si se dispusiera que 
el juzgamiento en primera instancia estará a cargo del presidente o de una sala del 
órgano colegiado superior y el conocimiento de la impugnación corresponderá al 
pleno de dicho órgano, con exclusión de quienes ya se pronunciaron sobre el caso.

Mohamed vs. Argentina. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 23 noviembre de 2012. Serie C, núm. 255, párrafo 92.
92. Teniendo en cuenta que las garantías judiciales buscan que quien esté incurso 
en un proceso no sea sometido a decisiones arbitrarias, la Corte interpreta que el 
derecho a recurrir el fallo no podría ser efectivo si no se garantiza respecto de todo 
aquel que es condenado, ya que la condena es la manifestación del ejercicio del 
poder punitivo del Estado. Resulta contrario al propósito de ese derecho especí-
fico que no sea garantizado frente a quien es condenado mediante una sentencia 
que revoca una decisión absolutoria. Interpretar lo contrario, implicaría dejar al 
condenado desprovisto de un recurso contra la condena. Se trata de una garantía 
del individuo frente al Estado y no solamente una guía que orienta el diseño de 
los sistemas de impugnación en los ordenamientos jurídicos de los Estados Partes 
de la Convención.
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tencia de 14 de mayo de 2013. Serie C, núm. 260, párrafo 244.
244. La Corte ha sostenido que el artículo 8.2.h de la Convención se refiere a un 
recurso ordinario accesible y eficaz. Ello supone que debe ser garantizado antes 
de que la sentencia adquiera la calidad de cosa juzgada. La eficacia del recurso 
implica que debe procurar resultados o respuestas al fin para el cual fue concebido. 
Asimismo, el recurso debe ser accesible, esto es, que no debe requerir mayores 
complejidades que tornen ilusorio este derecho. En ese sentido, la Corte estima que 
las formalidades requeridas para que el recurso sea admitido deben ser mínimas y 
no deben constituir un obstáculo para que el recurso cumpla con su fin de examinar 
y resolver los agravios sustentados por el recurrente.

Liakat Ali Alibux vs. Surinam. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C, núm. 276, párrafo 85.
85. La Corte ha considerado el derecho a recurrir el fallo como una de las garantías 
mínimas que tiene toda persona que es sometida a una investigación y proceso 
penal. En razón de lo anterior, la Corte ha sido enfática al señalar que el derecho 
a impugnar el fallo tiene como objetivo principal proteger el derecho de defensa, 
puesto que otorga la oportunidad de interponer un recurso para evitar que quede 
firme una decisión judicial en el evento que haya sido adoptada en un procedi-
miento viciado y que contenga errores o malas interpretaciones que ocasionarían 
un perjuicio indebido a los intereses del justiciable, lo que supone que el recurso 
deba ser garantizado antes de que la sentencia adquiera calidad de cosa juzgada. 
Este derecho permite corregir errores o injusticias que puedan haberse cometido 
en las decisiones de primera instancia, por lo que genera una doble conformidad 
judicial, otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado y brinda mayor 
seguridad y tutela a los derechos del condenado. En concordancia con lo anterior, 
a efectos que exista una doble conformidad judicial, la Corte ha indicado que lo 
importante es que el recurso garantice la posibilidad de un examen integral de la 
sentencia recurrida.

Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) 
vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie 
C, núm. 279, párrafo 298.
298. No obstante, esta Corte insiste en que la interpretación que los tribunales 
internos realicen de la referida causal debe asegurar que se garanticen el contenido 
y criterios desarrollados por este Tribunal respecto del derecho a recurrir el fallo. 
El Tribunal reitera que las causales de procedencia del recurso asegurado por el 
artículo 8.2.h) de la Convención deben posibilitar que se impugnen cuestiones 
con incidencia en el aspecto fáctico del fallo condenatorio ya que el recurso debe 
permitir un control amplio de los aspectos impugnados, lo que requiere que se 
pueda analizar cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en las que está fundada 
la sentencia condenatoria.
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Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones preliminares, fondo, repa-
raciones y costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, núm. 184, párrafo 140.
140. Los derechos políticos son derechos humanos de importancia fundamental 
dentro del sistema interamericano que se relacionan estrechamente con otros de-
rechos consagrados en la Convención Americana como la libertad de expresión, la 
libertad de reunión y la libertad de asociación y que, en conjunto, hacen posible 
el juego democrático. La Corte destaca la importancia que tienen los derechos 
políticos y recuerda que la Convención Americana, en su artículo 27, prohíbe su 
suspensión y la de las garantías judiciales indispensables para la protección de 
éstos.

Escher y otros vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 6 de julio de 2009. Serie C, núm. 200, párrafos 169 y 173.
169. El artículo 15 de la Convención Americana consagra el derecho de reunión 
pacífica y sin armas. A su vez, la libertad de asociación, prevista en el artículo 16 
del mismo tratado presupone el derecho de reunión y se caracteriza por habilitar 
a las personas para crear o participar en entidades u organizaciones con el objeto 
de actuar colectivamente para la consecución de los más diversos fines, siempre y 
cuando éstos sean legítimos. A diferencia de la libertad de asociación, el derecho 
de reunión no implica necesariamente la creación o participación en una entidad u 
organización, sino que puede manifestarse en una unión esporádica o congregación 
para perseguir los más diversos fines mientras éstos sean pacíficos y conformes con 
la Convención. Ante lo anterior, y considerando que los argumentos de las partes 
en este caso versan principalmente sobre posibles restricciones injustificadas del 
Estado a la libertad de asociación de los miembros de Coana y adeCon, la Corte 
procederá a analizar exclusivamente si el Estado violó en perjuicio de las víctimas 
el derecho consagrado en el artículo 16 de la Convención.
173. La Corte destaca que la Convención Americana reconoce el derecho de aso-
ciarse libremente, y al mismo tiempo establece que el ejercicio de tal derecho puede 
estar sujeto a restricciones previstas por ley, que persigan un fin legítimo y que, 
en definitiva, resulten necesarias en una sociedad democrática. En ese sentido, el 
sistema establecido por la Convención resulta equilibrado e idóneo para armonizar 
el ejercicio del derecho de asociación con la necesidad de prevenir e investigar 
eventuales conductas que el derecho interno califica como delictivas.

Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C, núm. 213, párrafo 173.
173. En este sentido, es de resaltar que las voces de oposición resultan impres-
cindibles para una sociedad democrática, sin las cuales no es posible el logro de 
acuerdos que atiendan a las diferentes visiones que prevalecen en una sociedad. 
Por ello, la participación efectiva de personas, grupos y organizaciones y partidos 
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Estados, mediante normativas y prácticas adecuadas que posibiliten su acceso real 
y efectivo a los diferentes espacios deliberativos en términos igualitarios, pero tam-
bién mediante la adopción de medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio, 
atendiendo la situación de vulnerabilidad en que se encuentran los integrantes de 
ciertos sectores o grupos sociales.

Derechos de las niñas y de los niños

Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala. Fondo. Sen-
tencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C, núm. 63, párrafo 191.
191. A la luz del artículo 19 de la Convención Americana la Corte debe constatar 
la especial gravedad que reviste el que pueda atribuirse a un Estado Parte en dicha 
Convención el cargo de haber aplicado o tolerado en su territorio una práctica siste-
mática de violencia contra niños en situación de riesgo. Cuando los Estados violan, 
en esos términos, los derechos de los niños en situación de riesgo, como los “niños 
de la calle”, los hacen víctimas de una doble agresión. En primer lugar, los Estados no 
evitan que sean lanzados a la miseria, privándolos así de unas mínimas condicio-
nes de vida digna e impidiéndoles el “pleno y armonioso desarrollo de su perso-
nalidad”, a pesar de que todo niño tiene derecho a alentar un proyecto de vida que 
debe ser cuidado y fomentado por los poderes públicos para que se desarrolle en 
su beneficio y en el de la sociedad a la que pertenece. En segundo lugar, atentan 
contra su integridad física, psíquica y moral, y hasta contra su propia vida.

Opinión Consultiva OC-17/02 del 28 de agosto de 2002. Serie A, núm. 17, párrafos 
38, 39, 40, 41 y 42. 
38. El artículo 19 de la Convención Americana, que ordena adoptar medidas es-
peciales de protección a favor de los niños, no define este concepto. El artículo 
1 de la Convención sobre los Derechos del Niño indica que “niño [es] todo ser 
humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le 
sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad”. 
39. En las Reglas de Beijing, en las Reglas de Tokio y en las Directrices de Riad 
se utilizan los términos “niño” y “menor” para designar a los sujetos destinatarios 
de sus disposiciones. De acuerdo con las Reglas de Beijing “menor es todo niño 
o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, puede ser castigado por 
cometer un delito en forma diferente a un adulto”. En las Reglas de Tokio no se 
establece salvedad alguna al límite de dieciocho años de edad. 
40. La Corte no entrará a considerar en este momento las implicaciones de las 
diversas expresiones con que se designa a los integrantes de la población menor 
de 18 años. En algunos de los planteamientos formulados por los participantes en 
el procedimiento correspondiente a esta Opinión, se hizo notar la diferencia que 
existe entre el niño y el menor de edad, desde ciertas perspectivas. Para los fines 
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entre mayores y menores de 18 años.
41. La mayoría de edad conlleva la posibilidad de ejercicio pleno de los derechos, 
también conocida como capacidad de actuar. Esto significa que la persona puede 
ejercitar en forma personal y directa sus derechos subjetivos, así como asumir 
plenamente obligaciones jurídicas y realizar otros actos de naturaleza personal o 
patrimonial. No todos poseen esta capacidad: carecen de ésta, en gran medida, los 
niños. Los incapaces se hallan sujetos a la autoridad parental, o en su defecto, a la 
tutela o representación. Pero todos son sujetos de derechos, titulares de derechos 
inalienables e inherentes a la persona humana.
42. En definitiva, tomando en cuenta la normativa internacional y el criterio sus-
tentado por la Corte en otros casos, se entiende por “niño” a toda persona que no 
ha cumplido 18 años de edad.

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafo 164.
164. El artículo 19 de la Convención Americana establece que “[t]odo niño tiene 
derecho a las medidas de protección que su condición de menor requiere por parte 
de su familia, de la sociedad y del Estado”. A criterio de la Corte, “esta disposición 
debe entenderse como un derecho adicional, complementario, que el tratado esta-
blece para seres que por su desarrollo físico y emocional necesitan de protección 
especial”. Debe entonces el Estado asumir una posición especial de garante con 
mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas especiales orientadas 
en el principio del interés superior del niño. Este principio se fundamenta “en 
la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los niños y 
en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento 
de sus potencialidades”. En tal sentido, el Estado debe prestar especial atención 
a las necesidades y a los derechos de los niños, en consideración a su condición 
particular de vulnerabilidad. 

Mendoza y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, y reparaciones. Sen-
tencia de 14 de mayo de 2013. Serie C, núm. 260, párrafo 142.
142. Por otra parte, toda decisión estatal, social o familiar que involucre alguna 
limitación al ejercicio de cualquier derecho de un niño o una niña, debe tomar en 
cuenta el principio del interés superior del niño y ajustarse rigurosamente a las 
disposiciones que rigen esta materia. Respecto del interés superior del niño, la 
Corte reitera que este principio regulador de la normativa de los derechos del niño 
se funda en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de las 
niñas y los niños, y en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno 
aprovechamiento de sus potencialidades, así como en la naturaleza y alcances de la 
Convención sobre los Derechos del Niño. Así, este principio se reitera y desarrolla 
en el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que dispone:
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públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades adminis-
trativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá 
será el interés superior del niño”.
143. La Convención sobre los Derechos del Niño alude al interés superior de éste 
(artículos 3, 9, 18, 20, 21, 37 y 40) como punto de referencia para asegurar la 
efectiva realización de todos los derechos contemplados en ese instrumento, cuya 
observancia permitirá al sujeto el más amplio desenvolvimiento de sus potencia-
lidades. A este criterio han de ceñirse las acciones del Estado y de la sociedad 
en lo que respecta a la protección de los niños y a la promoción y preservación 
de sus derechos. Al respecto, a partir de la consideración del interés superior del 
niño como principio interpretativo dirigido a garantizar la máxima satisfacción 
de los derechos del niño, en contra partida, también debe servir para asegurar la 
mínima restricción de tales derechos. Además, la Corte reitera que los niños y las 
niñas ejercen sus derechos de manera progresiva a medida que desarrollan un 
mayor nivel de autonomía personal. En consecuencia, el aplicador del derecho, 
sea en el ámbito administrativo o en el judicial, deberá tomar en consideración las 
condiciones específicas del menor de edad y su interés superior para acordar la 
participación de éste, según corresponda, en la determinación de sus derechos. En 
esta ponderación se procurará el mayor acceso del menor de edad, en la medida 
de lo posible, al examen de su propio caso. Por lo tanto, los principios del interés 
superior del niño, de autonomía progresiva y de participación tienen una relevancia 
particular en el diseño y operación de un sistema de responsabilidad penal juvenil.

Derechos de las personas privadas de la libertad

Bulacio vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 18 de septiembre de 
2003. Serie C, núm. 100, párrafos 126 y 138.
126. Quien sea detenido “tiene derecho a vivir en condiciones de detención com-
patibles con su dignidad personal y el Estado debe garantizarle el derecho a la 
vida y a la integridad personal”. La Corte ha establecido que el Estado, como 
responsable de los establecimientos de detención, es el garante de estos derechos 
de los detenidos, lo cual implica, entre otras cosas, que le corresponde explicar 
lo que suceda a las personas que se encuentran bajo su custodia. Las autoridades 
estatales ejercen un control total sobre la persona que se encuentra sujeta a su 
custodia. La forma en que se trata a un detenido debe estar sujeta al escrutinio más 
estricto, tomando en cuenta la especial vulnerabilidad de aquél, función estatal de  
garantía que reviste de particular importancia cuando el detenido es un menor  
de edad. Esta circunstancia obliga al Estado a ejercer su función de garante adap-
tando todos los cuidados que reclama la debilidad, el desconocimiento y la indefen-
sión que presentan naturalmente, en tales circunstancias, los menores de edad.
138. El Estado debe respetar el derecho a la vida de toda persona bajo su juris-
dicción, consagrado en el artículo 4 de la Convención Americana. Esta obligación 
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cuenta como se desprende de las normas sobre protección a los niños estableci-
dos en la Convención Americana y en la Convención de Derechos del Niño. La 
condición de garante del Estado con respecto a este derecho, le obliga a prevenir 
situaciones que pudieran conducir, por acción u omisión, a la afectación de aquél. 
Como lo señalara este Tribunal anteriormente y para efectos del caso concreto, 
si Walter David Bulacio fue detenido en buen estado de salud y posteriormente, 
murió, recae en el Estado la obligación de proveer una explicación satisfactoria y 
convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, 
mediante elementos probatorios válidos. Efectivamente, en su condición de garante 
el Estado tiene tanto la responsabilidad de garantizar los derechos del individuo 
bajo su custodia como la de proveer la información y las pruebas relacionadas con 
lo que suceda al detenido.

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafos 59 y 152.
59. Una de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su 
posición de garante, con el objetivo de proteger y garantizar el derecho a la vida y 
a la integridad personal de las personas privadas de libertad, es la de procurarle a 
éstas las condiciones mínimas compatibles con su dignidad mientras permanecen 
en los centros de detención, como ya lo ha indicado la Corte. En igual sentido, 
la Corte Europea de Derechos Humanos ha indicado que: “según [el artículo 3 
de la Convención], el Estado debe asegurar que una persona esté detenida en 
condiciones que sean compatibles con el respeto a su dignidad humana, que la 
manera y el método de ejercer la medida no le someta a angustia o dificultad que 
exceda el nivel inevitable de sufrimiento intrínseco a la detención, y que, dadas las 
exigencias prácticas del encarcelamiento, su salud y bienestar estén asegurados 
adecuadamente, brindándole, entre otras cosas, la asistencia médica requerida”.
152. Frente a las personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en una 
posición especial de garante, toda vez que las autoridades penitenciarias ejercen 
un fuerte control o dominio sobre las personas que se encuentran sujetas a su cus-
todia. De este modo, se produce una relación e interacción especial de sujeción 
entre la persona privada de libertad y el Estado, caracterizada por la particular 
intensidad con que el Estado puede regular sus derechos y obligaciones y por las 
circunstancias propias del encierro, en donde al recluso se le impide satisfacer 
por cuenta propia una serie de necesidades básicas que son esenciales para el 
desarrollo de una vida digna.

De La Cruz Flores vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 18 de noviembre 
de 2004. Serie C, núm. 115, párrafo 132.
132. La Corte Interamericana entiende que, conforme al artículo 5 de la Convención 
Americana, el Estado tiene el deber de proporcionar a los detenidos revisión médica 
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Estado debe permitir y facilitar que los detenidos sean atendidos por un facultativo 
elegido por ellos mismos o por quienes ejercen su representación o custodia legal.

Lori Berenson Mejía vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de noviem-
bre de 2004. Serie C, núm. 119, párrafo 101.
101. Las sanciones penales son una expresión de la potestad punitiva del Estado 
e “implican menoscabo, privación o alteración de los derechos de las personas, como 
consecuencia de una conducta ilícita”. Sin embargo, las lesiones, sufrimientos, daños 
a la salud o perjuicios sufridos por una persona mientras se encuentra privada de 
libertad pueden llegar a constituir una forma de pena cruel cuando, debido a las 
condiciones de encierro, exista un deterioro de la integridad física, psíquica y 
moral, que está estrictamente prohibido por el inciso 2 del artículo 5 de la Con-
vención. Las situaciones descritas son contrarias a la “finalidad esencial” de las 
penas privativas de la libertad, como establece el inciso 6 del citado artículo, es decir, 
“la reforma y la readaptación social de los condenados”. Las autoridades judicia-
les deben tomar en consideración estas circunstancias al momento de aplicar o 
evaluar las penas establecidas.

Fleury y otros vs. Haití. Fondo y reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 2011. 
Serie C, núm. 236, párrafo 84.
84. Esta Corte ha indicado que como responsable de los establecimientos de deten-
ción, el Estado se encuentra en una posición especial de garante de los derechos de 
toda persona que se halle bajo su custodia. En ese mismo sentido, ante esta relación 
e interacción especial de sujeción, el Estado debe asumir una serie de responsa-
bilidades particulares y tomar diversas iniciativas especiales para garantizar a las 
personas detenidas o retenidas las condiciones necesarias para contribuir al goce 
efectivo de aquellos derechos que bajo ninguna circunstancia pueden restringirse 
o de aquellos cuya restricción no deriva necesariamente de la privación de libertad 
y que, por tanto, no es permisible, incluyendo el derecho a la vida, a la integridad 
personal y el debido proceso. Su falta de cumplimento puede resultar en una vio-
lación de la prohibición absoluta de aplicar tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.

Derechos económicos, sociales y culturales

“Cinco Pensionistas” vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de febrero 
de 2003. Serie C, núm. 98, párrafo 147.
147. Los derechos económicos, sociales y culturales tienen una dimensión tanto 
individual como colectiva. Su desarrollo progresivo, sobre el cual ya se ha pronun-
ciado el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones 
Unidas, se debe medir, en el criterio de este Tribunal, en función de la creciente 
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recho a la seguridad social y a la pensión en particular, sobre el conjunto de la 
población, teniendo presentes los imperativos de la equidad social, y no en función 
de las circunstancias de un muy limitado grupo de pensionistas no necesariamente 
representativos de la situación general prevaleciente.

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafo 174.
174. Está también probado que el Estado no brindó a los niños internos la educa-
ción que éstos requerían y a la cual aquél estaba obligado, tanto en razón de la pro-
tección del derecho a la vida entendido en el sentido señalado anteriormente, como 
por la disposición del artículo 13 del Protocolo Adicional a la Convención Ameri-
cana en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. El programa 
educativo que se ofrecía en el Instituto era deficiente, ya que carecía de maestros 
y recursos adecuados. Este incumplimiento del Estado causa consecuencias 
todavía más serias cuando los niños privados de libertad provienen de sectores 
marginales de la sociedad, como ocurre en el presente caso, pues ello les limita 
sus posibilidades de reinserción efectiva en la sociedad y el desarrollo de sus 
proyectos de vida.

Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú. Excepciones pre-
liminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2006. 
Serie C, núm. 158, párrafo 136.
136. En el presente caso los intervinientes comunes alegaron que el Estado es 
responsable por la violación del artículo 26 de la Convención, basándose en que 
el supuesto carácter arbitrario del cese de las víctimas y su no reposición trajeron 
como consecuencias, entre otras, la privación injusta de su empleo y derecho a 
una remuneración y demás beneficios laborales; la interrupción del acceso de las 
presuntas víctimas y sus dependientes a la seguridad social; el cese de acumulación 
de sus años de servicio, lo que impidió a muchos que accedieran a su jubilación; 
así como efectos graves en su salud. Sin embargo, el objeto de la presente Sentencia 
no ha sido determinar ese supuesto carácter arbitrario de los ceses de las presuntas 
víctimas ni tampoco su no reposición, que son las bases de la argumentación de 
los intervinientes comunes. Lo declarado por la Corte fue que el Estado violó los 
artículos 8.1 y 25 de la Convención, relativos a las garantías judiciales y protección 
judicial, respecto de las presuntas víctimas, en razón de la falta de certeza acerca 
de la vía a la que debían o podían acudir para reclamar los derechos que conside-
raran vulnerados y de la existencia de impedimentos normativos y prácticos para un 
efectivo acceso a la justicia. La Corte es consciente de que las violaciones a dichas 
garantías necesariamente tuvieron consecuencias perjudiciales para las presuntas 
víctimas, en tanto que cualquier cese tiene consecuencias en el ejercicio y goce 
de otros derechos propios de una relación laboral. Tales consecuencias pueden ser 
consideradas, de ser pertinente, en el próximo capítulo de Reparaciones.
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preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 de julio de 2009. Serie C, 
núm. 198, párrafos 101, 102 y 105.
101. En este sentido, la Corte considera pertinente recordar la interdependencia 
existente entre los derechos civiles y políticos y los económicos, sociales y cultura-
les, ya que deben ser entendidos integralmente como derechos humanos, sin jerar-
quía entre sí y exigibles en todos los casos ante aquellas autoridades que resulten 
competentes para ello. Al respecto, resulta oportuno citar la jurisprudencia de la 
Corte Europea de Derechos Humanos que, en el caso Airey señaló que:
El Tribunal no ignora que la progresiva realización de los derechos sociales y eco-
nómicos depende de la situación de cada Estado, y sobre todo de su situación 
económica. Por otro lado, el Convenio Europeo debe interpretarse a la luz de las 
condiciones del presente […] y ha sido diseñado para salvaguardar al individuo 
de manera real y efectiva respecto de los derechos protegidos por este Convenio 
[…]. Si bien el Convenio recoge derechos esencialmente civiles y políticos, gran 
parte de ellos tienen implicaciones de naturaleza económica y social. Por eso el 
Tribunal estima, como lo hace la Comisión, que el hecho de que una interpretación 
del Convenio pueda extenderse a la esfera de los derechos sociales y económicos 
no es factor decisivo en contra de dicha interpretación, ya que no existe una sepa-
ración tajante entre esa esfera y el campo cubierto por el Convenio.
102. El Tribunal observa que el desarrollo progresivo de los derechos económi-
cos, sociales y culturales ha sido materia de pronunciamiento por parte del Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, en el 
sentido de que la plena efectividad de aquéllos “no podrá lograrse en un breve 
periodo de tiempo” y que, en esa medida, “requiere un dispositivo de flexibilidad 
necesaria que refleje las realidades del mundo […] y las dificultades que implica 
para cada país el asegurar [dicha] efectividad”. En el marco de dicha flexibilidad 
en cuanto a plazo y modalidades, el Estado tendrá esencialmente, aunque no exclu-
sivamente, una obligación de hacer, es decir, de adoptar providencias y brindar los 
medios y elementos necesarios para responder a las exigencias de efectividad de 
los derechos involucrados, siempre en la medida de los recursos económicos y fi-
nancieros de que disponga para el cumplimiento del respectivo compromiso inter-
nacional adquirido. Así, la implementación progresiva de dichas medidas podrá 
ser objeto de rendición de cuentas y, de ser el caso, el cumplimiento del respectivo 
compromiso adquirido por el Estado podrá ser exigido ante las instancias llamadas 
a resolver eventuales violaciones a los derechos humanos.
105. El incumplimiento de las referidas sentencias judiciales y el consecuente 
efecto patrimonial que éste ha tenido sobre las víctimas son situaciones que afectan 
los derechos a la protección judicial y a la propiedad, reconocidos en los artículos 
25 y 21 de la Convención Americana, respectivamente. En cambio, el compromiso 
exigido al Estado por el artículo 26 de la Convención consiste en la adopción de 
providencias, especialmente económicas y técnicas —en la medida de los recur-
sos disponibles, sea por vía legislativa u otros medios apropiados— para lograr 
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culturales. En este sentido, la obligación estatal que se desprende del artículo 26 
de la Convención es de naturaleza diferente, si bien complementaria, a aquella 
relacionada con los artículos 21 y 25 de dicho instrumento.

Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 
27 de junio de 2012. Serie C, núm. 245, párrafo 230.
230. En cuanto a lo planteado por la Comisión Interamericana y los representantes 
sobre la alegada violación de los artículos 13, 23 y 26 de la Convención, la Corte 
coincide con la Comisión en cuanto a que, en asuntos como el presente, el acceso 
a la información es vital para un adecuado ejercicio del control democrático de la 
gestión estatal respecto de las actividades de exploración y explotación de los recursos 
naturales en el territorio de las comunidades indígenas, un asunto de evidente interés 
público. Sin embargo, la Corte considera que en el presente caso los hechos han sido 
suficientemente analizados, y las violaciones conceptualizadas, bajo los derechos a la 
propiedad comunal, a la consulta y a la identidad cultural del Pueblo Sarayaku, en 
los términos del artículo 21 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de 
la misma, por lo que no se pronuncia sobre la alegada violación de aquellas normas.

Desaparición forzada de personas

Godínez Cruz vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C, núm. 5, 
párrafos 157, 158, 166, y 167.
157. En la historia de la violación de los derechos humanos, las desapariciones 
no son una novedad. Pero su carácter sistemático y reiterado, su utilización como 
una técnica destinada a producir no sólo la desaparición misma, momentánea o 
permanente, de determinadas personas, sino también un estado generalizado de 
angustia, inseguridad y temor, ha sido relativamente reciente. Aunque esta práctica 
posee carácter más o menos universal, en América Latina ha presentado en los 
últimos años una excepcional intensidad.
158. El fenómeno de las desapariciones constituye una forma compleja de violación 
de los derechos humanos que debe ser comprendida y encarada de una manera 
integral.
166. La práctica de desapariciones, a más de violar directamente numerosas dis-
posiciones de la Convención, como las señaladas, significa una ruptura radical de 
este tratado, en cuanto implica el craso abandono de los valores que emanan de la 
dignidad humana y de los principios que más profundamente fundamentan el 
sistema interamericano y la misma Convención. La existencia de esa práctica, 
además, supone el desconocimiento del deber de organizar el aparato del Estado 
de modo que se garanticen los derechos reconocidos en la Convención, como se 
expone a continuación.
167. Además, la práctica de desapariciones por sí sola crea un clima incompa-
tible con la garantía debida a los derechos humanos por los Estados partes en la 
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los cuerpos de seguridad a los que asegura impunidad para violar esos derechos.

Fairén Garbi y Solís Corrales vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 15 de marzo de 1989. 
Serie C, núm. 6, párrafos 147, 148, 150 y 151. 
147. El fenómeno de las desapariciones involuntarias constituye una forma compleja 
de violación de los derechos humanos que debe ser comprendida y encarada de una 
manera integral. Es una violación múltiple y continuada de numerosos derechos 
reconocidos en la Convención, que los Estados Partes están obligados a respetar y 
garantizar.
148. La desaparición forzada de una persona es un caso de privación arbitraria de 
libertad que conculca, además, el derecho de toda persona a ser llevada sin demora 
ante un juez y a interponer los recursos adecuados para constatar la legalidad de lo 
actuado. En este sentido constituye una violación del artículo 7 de la Convención.
150. La práctica de las desapariciones forzadas ha implicado con frecuencia la 
ejecución, en secreto y sin juicio, de los detenidos y el ocultamiento de los cadá-
veres. Esa violación del derecho a la vida infringe el artículo 4 de la Convención.
151. Esta práctica significa una ruptura radical del Pacto de San José, en cuanto 
implica el craso abandono de los valores que emanan de la dignidad humana y 
de los principios esenciales en que se fundamentan el sistema interamericano y la 
propia Convención.

Blake vs. Guatemala. Excepciones preliminares. Sentencia de 2 de julio de 1996. Serie 
C, núm. 27, párrafos 39 y 66.
39. Lo anterior significa que, de acuerdo con los mencionados principios de derecho 
internacional, recogidos también por la legislación guatemalteca, la desaparición 
forzada implica la violación de varios derechos reconocidos en los tratados inter-
nacionales de derechos humanos, entre ellos la Convención Americana, y que los 
efectos de estas infracciones, aún cuando algunas, como en este caso, se hubiesen 
consumado, pueden prolongarse de manera continua o permanente hasta el mo-
mento en que se establezca el destino o paradero de la víctima.
66. La desaparición forzada o involuntaria constituye una de las más graves y 
crueles violaciones de los derechos humanos, pues no sólo produce una privación 
arbitraria de la libertad sino que pone en peligro la integridad personal, la segu-
ridad y la propia vida del detenido. Además, le coloca en un estado de completa 
indefensión, acarreando otros delitos conexos. De ahí la importancia de que el 
Estado tome todas las medidas necesarias para evitar dichos hechos, los investigue 
y sancione a los responsables y además informe a los familiares el paradero del 
desaparecido y los indemnice en su caso.

19 Comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 5 de julio 
de 2004. Serie C, núm. 109, párrafo 142.
142. La Corte ha dicho en otros casos de desaparición forzada de personas que ésta 
constituye un hecho ilícito que genera una violación múltiple y continuada de varios 
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Además, la desaparición forzada supone el desconocimiento del deber de organizar 
el aparato del Estado para garantizar los derechos reconocidos en la Convención.

Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 22 de septiembre de 2009. Serie C, núm. 202, párrafo 92.
92. Varios instrumentos internacionales reconocen la posible violación de ese 
derecho en este tipo de casos, al relacionarlo con la consecuente sustracción de la 
protección de la ley que sufre el individuo, a raíz de su secuestro o privación de 
la libertad y posterior negativa o falta de información por parte de autoridades 
estatales. En efecto, esta relación surge de la evolución del corpus iuris internacio-
nal específico relativo a la prohibición de las desapariciones forzadas.

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafo 102.
102. En consecuencia, la Corte reitera que en los casos de desaparición forzada 
de personas se deja a la víctima en una situación de indeterminación jurídica que 
imposibilita, obstaculiza o anula la posibilidad de la persona de ser titular o ejercer 
en forma efectiva sus derechos en general, lo cual constituye una de las más graves 
formas de incumplimiento de las obligaciones estatales de respetar y garantizar los 
derechos humanos. Esto se tradujo en una violación del derecho al reconocimiento de 
la personalidad jurídica de Florencio Chitay.

Contreras y otros vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2011. Serie C, núm. 232, párrafo 88.
88. De modo tal que la desaparición forzada también conlleva a la vulneración del 
derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica establecido en el artículo 3 
de la Convención Americana, dado que su desaparición busca no sólo una de las 
más graves formas de sustracción de una persona de todo ámbito del ordenamiento 
jurídico, sino también negar su existencia y dejarla en una suerte de limbo o situa-
ción de indeterminación jurídica ante la sociedad y el Estado, aún más cuando la 
identidad ha sido alterada ilegalmente.

Desarrollo legislativo de medidas de protección  
y garantías convencionales

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafos 206, 213 y 214.
206. Asimismo, la Corte ha señalado que el deber general del Estado, establecido 
en el artículo 2 de la Convención, incluye la adopción de medidas para suprimir 
las normas y prácticas de cualquier naturaleza que impliquen una violación a 
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nalas garantías previstas en la Convención, así como la expedición de normas y el 
desarrollo de prácticas conducentes a la observancia efectiva de dichas garantías.
213. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado, al no establecer un 
órgano jurisdiccional especializado para niños en conflicto con la ley hasta el 2001, 
ni un procedimiento diferente al de los adultos que tuviera en consideración de 
manera adecuada su situación especial, violó los artículos 2 y 8.1 de la Conven-
ción, ambos en relación con los artículos 19 y 1.1 de la misma, respecto de los 
niños que estuvieron internos en el Instituto entre el 14 de agosto de 1996 y el 25 
de julio de 2001. 
214. Por otro lado, la Corte valora y destaca la labor que ha realizado el Estado a 
través de sus recientes reformas legislativas, administrativas y de otro carácter, ya 
que éstas adquieren particular importancia en el contexto de la protección de los 
niños infractores. Al respecto, no corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre 
la compatibilidad de la actual legislación con la Convención Americana. 

Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. Fondo reparaciones y costas. Sentencia 
17 de junio de 2005. Serie C, núm. 125, párrafos 102 y 225.
102. De conformidad con el artículo 2 de la Convención deberán instituirse pro-
cedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para procesar 
las reivindicaciones de tierras de los pueblos indígenas interesados. Los Estados 
deberán establecer dichos procedimientos a fin de resolver los reclamos de modo 
que estos pueblos tengan una posibilidad real de devolución de sus tierras. Para 
ello, la obligación general de garantía establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado 
impone a los Estados el deber de asegurar que los trámites de esos procedimientos 
sean accesibles y simples y que los órganos a su cargo cuenten con las condiciones 
técnicas y materiales necesarias para dar oportuna respuesta a las solicitudes que 
se les hagan en el marco de dichos procedimientos.
225. La Corte considera que es necesario que el Estado garantice el goce efec-
tivo los derechos reconocidos en su Constitución Política y en su legislación, de 
conformidad con la Convención Americana. En consecuencia, el Estado, en un 
plazo razonable, deberá adoptar en su derecho interno, según lo dispuesto en el 
artículo 2 de la Convención Americana, las medidas legislativas, administrativas 
y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un mecanismo eficaz 
de reclamación de tierras ancestrales de los pueblos indígenas que haga cierto su 
derecho de propiedad y que tenga en cuenta su derecho consuetudinario, valores, 
usos y costumbres.

Claude Reyes y otros vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de sep-
tiembre de 2006. Serie C, núm. 151, párrafo 161.
161. La Corte también estima importante recordar al Estado que, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención, si el ejercicio de los derechos 
y libertades protegidos por dicho tratado no estuviere ya garantizado, tiene la obli-
gación de adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias 
para hacer efectivos tales derechos y libertades.
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reparaciones y costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, núm. 184, párra-
fos 79 y 159.
79. A su vez, el deber general del Estado de adecuar su derecho interno a las dispo-
siciones de dicha Convención para garantizar los derechos en ella consagrados, 
establecido en el artículo 2, incluye la expedición de normas y el desarrollo de 
prácticas conducentes a la observancia efectiva de los derechos y libertades con-
sagrados en la misma, así como la adopción de medidas para suprimir las normas 
y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación a las garantías 
previstas en la Convención.
159. En el ámbito de los derechos políticos la obligación de garantizar resulta 
especialmente relevante y se concreta, entre otros, en el establecimiento de los 
aspectos organizativos o institucionales de los procesos electorales, a través de la 
expedición de normas y la adopción de medidas de diverso carácter para imple-
mentar los derechos y oportunidades reconocidos en el artículo 23 de la Conven-
ción. Sin esa acción del Estado los derechos a votar y a ser votado, simplemente, 
no podrían ser ejercidos. Los derechos políticos y también otros previstos en la 
Convención como el derecho a la protección judicial, son derechos que “no pueden 
tener eficacia simplemente en virtud de las normas que los consagran, porque son 
por su misma naturaleza inoperantes sin toda una detallada regulación normativa 
e, incluso, sin un complejo aparato institucional, económico y humano que les dé 
la eficacia que reclaman, como derechos de la propia Convención […], si no hay 
códigos o leyes electorales, registros de electores, partidos políticos, medios de 
propaganda y movilización, centros de votación, juntas electorales, fechas y plazos 
para el ejercicio del sufragio, éste sencillamente no se puede ejercer, por su misma 
naturaleza; de igual manera que no puede ejercerse el derecho a la protección 
judicial sin que existan los tribunales que la otorguen y las normas procesales que 
la disciplinen y hagan posible”.

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafo 213.
213. Es preciso mencionar que el deber general del Estado de adecuar su dere-
cho interno a las disposiciones de la Convención Americana para garantizar los 
derechos en ella consagrados, establecido en el artículo 2, implica la adopción de 
medidas en dos vertientes. Por una parte la supresión de las normas y prácticas 
de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Con-
vención. Por otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes 
a la efectiva observancia de dichas garantías. 

Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 
de noviembre de 2011. Serie C, núm. 238, párrafo 85.
85. La Corte ha interpretado que la adecuación de la normativa interna a los pa-
rámetros establecidos en la Convención implica la adopción de medidas en dos 
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que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención o que desconoz-
can los derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio, y b) la expedición de 
normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas 
garantías. La primera vertiente se satisface con la reforma, la derogación, o la 
anulación de las normas o prácticas que tengan esos alcances, según corresponda. 
La segunda, obliga al Estado a prevenir la recurrencia de violaciones a los dere-
chos humanos y, por eso, debe adoptar todas las medidas legales, administrativas 
y de otra índole que sean necesarias para evitar que hechos similares vuelvan a 
ocurrir en el futuro.

Pacheco Teruel y otros vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de 
abril de 2012. Serie C, núm. 241, párrafo 104.
104. Al respecto, es preciso mencionar que el deber general del Estado de adecuar 
su derecho interno a las disposiciones de la Convención Americana para garan tizar 
los derechos en ella consagrados, según en el artículo 2, implica la adopción de 
medidas en dos vertientes, a saber: a) la supresión de las normas y prácticas de cual-
quier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención 
o que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio, y b) 
la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva ob-
servancia de dichas garantías. La primera vertiente se satisface con la reforma, la 
derogación o la anulación de las normas o prácticas que tengan esos alcances, según 
corresponda. La segunda obliga al Estado a prevenir la recurrencia de violaciones 
a los derechos humanos y, por eso, debe adoptar todas las medidas legales, admi-
nistrativas y de otra índole que sean necesarias para evitar que hechos similares 
vuelvan a ocurrir en el futuro.

Desplazamientos

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafos 140 y 141.
140. Al respecto, el Tribunal ha considerado que los Principios Rectores de los 
Desplazamientos Internos de las Naciones Unidas resultan particularmente rele-
vantes para determinar el contenido y alcance del artículo 22 de la Convención 
Americana, los cuales definen que “se entiende por desplazados internos las perso-
nas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de 
su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como resultado o para 
evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, 
de violaciones de los derechos humanos […], y que no han cruzado una frontera 
estatal internacionalmente reconocida”. 
141. Este Tribunal ha establecido que en razón de la complejidad del fenómeno 
del desplazamiento interno y de la amplia gama de derechos humanos que afecta 



398 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II o se ponen en riesgo, y en atención a las circunstancias de especial vulnerabilidad 

e indefensión en que generalmente se encuentran los desplazados, su situación 
puede ser entendida como una condición de facto de desprotección. Esta situación, 
conforme a la Convención Americana, obliga a los Estados a adoptar medidas de 
carácter positivo para revertir los efectos de su referida condición de debilidad, 
vulnerabilidad e indefensión, incluso vis-à-vis las actuaciones y prácticas de ter-
ceros particulares.

Detención ilegal

Gangaram Panday vs. Surinam. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 21 de enero 
de 1994. Serie C, núm. 16, párrafo 47.
47. Esta disposición contiene como garantías específicas, descritas en sus incisos 
2 y 3, la prohibición de detenciones o arrestos ilegales o arbitrarios, respectiva-
mente. Según el primero de tales supuestos normativos, nadie puede verse privado 
de la libertad personal sino por las causas, casos o circunstancias expresamente 
tipificadas en la ley (aspecto material), pero, además, con estricta sujeción a los 
procedimientos objetivamente definidos por la misma (aspecto formal). En el se-
gundo supuesto, se está en presencia de una condición según la cual nadie puede 
ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que —aún ca-
lificados de legales— puedan reputarse como incompatibles con el respeto a los 
derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, 
imprevisibles, o faltos de proporcionalidad.

Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 170, párrafos 57 y 69.
57. La reserva de ley debe forzosamente ir acompañada del principio de tipicidad, 
que obliga a los Estados a establecer, tan concretamente como sea posible y “de 
antemano”, las “causas” y “condiciones” de la privación de la libertad física. 
De este modo, el artículo 7.2 de la Convención remite automáticamente a la nor-
mativa interna. Por ello, cualquier requisito establecido en la ley nacional que no 
sea cumplido al privar a una persona de su libertad, generará que tal privación sea 
ilegal y contraria a la Convención Americana. El análisis respecto de la compa-
tibilidad de la legislación interna con la Convención se desarrollará al tratar el 
numeral 3 del artículo 7.
69. Como se desprende del párrafo 59 supra, el derecho interno exige que “[t]oda 
persona se[a] informada inmediatamente de la causa de su detención”. Adicional-
mente, la Convención Americana consagra en el artículo 7.4 que “[t]toda persona 
detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención”. Lo anterior 
lleva a la Corte a analizar los hechos de este caso bajo esos dos parámetros norma-
tivos: el interno y el convencional. Si se establece que el Estado no informó a las 
víctimas de las “causas” o “razones” de su detención, la detención será ilegal y, 
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napor ende, contraria al artículo 7.2 de la Convención, pero además constituirá una 
violación del derecho consagrado en el artículo 7.4 de la misma.

Fleury y otros vs. Haití. Fondo y reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 2011. 
Serie C, núm. 236, párrafo 54.
54. Para los efectos del artículo 7.2 de la Convención, una detención, sea por un 
periodo breve, o una “demora”, así sea con meros fines de identificación, consti-
tuyen formas de privación a la libertad física de la persona y, por ende, en tanto 
limitación a la misma debe ajustarse estrictamente a lo que la Convención Ame-
ricana y la legislación interna establezcan al efecto, siempre y cuando ésta sea 
compatible con la Convención. Es decir, el artículo 7.2 de la Convención remite 
automáticamente a las disposiciones legales y constitucionales a nivel interno, 
por lo que cualquier requisito establecido en éstas que no sea cumplido, haría 
que la privación de libertad sea ilegal y contraria a la Convención Americana. 
Corresponde, por consiguiente, verificar si la detención del señor Fleury se realizó 
conforme a la legislación haitiana.

González Medina y familiares vs. República Dominicana. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012. Serie C, núm. 240, 
párrafo 176.
176. Respecto del artículo 7 de la Convención Americana, la Corte ha reiterado que 
cualquier restricción al derecho a la libertad personal debe darse únicamente por 
las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas 
o por las leyes dictadas conforme a ellas (aspecto material), y además, con estricta 
sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en la misma (aspecto formal).

Detención ilegal (garantías)

Bulacio vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 18 de septiembre de 
2003. Serie C, núm. 100, párrafo 128.
128. Asimismo, el detenido y quienes ejercen representación o custodia legal tienen 
derecho a ser informados de los motivos y razones de su detención cuando ésta 
se produce, lo cual “constituye un mecanismo para evitar detenciones ilegales o 
arbitrarias desde el momento mismo de la privación de libertad y, a su vez, garantiza 
el derecho de defensa del individuo” y además contribuye, en el caso de un menor 
a mitigar el impacto de la detención en la medida de lo posible.

Servellón García y otros vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 21 
de septiembre de 2006. Serie C, núm. 152, párrafo 86.
86. La Convención ha consagrado como principal garantía de la libertad y la seguri-
dad individual la prohibición de la detención o encarcelamiento ilegal o arbitrario. 
La Corte ha manifestado que el Estado, en relación con la detención ilegal, “si bien 
[…] tiene el derecho y la obligación de garantizar su seguridad y mantener el orden 
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procedimientos conformes a Derecho y respetuosos de los derechos fundamentales, 
a todo individuo que se encuentre bajo su jurisdicción”.

Escué Zapata vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de julio de 
2007. Serie C, núm. 165, párrafo 87.
87. La Corte observa que en todo caso que se alega la existencia de una detención 
ilegal o arbitraria surge para el Estado el deber de investigar la misma, de confor-
midad con el deber de garantía establecido en el artículo 1.1 de la Convención, en 
consonancia con el artículo 7 de la misma. La evaluación acerca de la obligación 
de garantizar este derecho por la vía de una investigación seria, completa y efectiva de 
lo ocurrido, se hará en el Capítulo X de esta Sentencia. Basta decir para los efec-
tos de la determinación de la violación del derecho a la libertad personal, que en 
este caso el Estado no lo ha garantizado efectivamente.

Bayarri vs. Argentina. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 30 de octubre de 2008. Serie C, núm. 187, párrafo 67.
67. Para que constituya un verdadero mecanismo de control frente a detenciones 
ilegales o arbitrarias, la revisión judicial debe realizarse sin demora y en forma 
tal que garantice el cumplimiento de la ley y el goce efectivo de los derechos del 
detenido, tomando en cuenta la especial vulnerabilidad de aquél. Como ya se dijo, 
el juez es garante de los derechos de toda persona bajo custodia del Estado, por 
lo que le corresponde la tarea de prevenir o hacer cesar las detenciones ilegales o 
arbitrarias y garantizar un trato conforme el principio de presunción de inocencia. 
En el caso sub judice, el acto mediante el cual el juez de la causa recibió perso-
nalmente por primera vez a Juan Carlos Bayarri, quien rindió en ese momento 
declaración indagatoria inculpándose de la comisión de varios hechos delictivos, no 
abarcó oportunamente aquellos aspectos que pudieran sustentar o no la legalidad 
de su detención para poder ejercer el control de la misma. Tampoco se dispuso 
un examen médico para determinar las causas del estado de salud de la presunta 
víctima, no obstante que presentaba signos de traumatismo severo. Asimismo, el 
Tribunal observa que luego de tomar su declaración indagatoria, el juez ordenó  
el traslado de Juan Carlos Bayarri a un centro penitenciario, sin decretar su prisión 
preventiva como lo establece el Código de Procedimientos en Material Penal. No 
fue sino tres meses después, el 20 de febrero de 1992, que ésta fue ordenada de 
forma definitiva. Todo lo anterior evidencia que la intervención judicial no resultó 
un medio efectivo para controlar la legalidad de las actuaciones llevadas a cabo por 
los funcionarios policiales encargados de la detención y custodia de Juan Carlos 
Bayarri y reestablecer sus derechos.

Torres Millacura y otros vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 26 
de agosto de 2011. Serie C, núm. 229, párrafo 69.
69. La Convención ha consagrado como principal garantía de la libertad y la seguri-
dad individual la prohibición de la detención o encarcelamiento ilegal o arbitrario. 
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naLa Corte ha manifestado que el Estado, en relación con la detención ilegal, “si bien 
[…] tiene el derecho y la obligación de garantizar su seguridad y mantener el orden 
público, su poder no es ilimitado, pues tiene el deber, en todo momento, de aplicar 
procedimientos conformes a Derecho y respetuosos de los derechos fundamentales, 
a todo individuo que se encuentre bajo su jurisdicción”.

Familia Barrios vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de no-
viembre de 2011. Serie C, núm. 237, párrafo 80.
80. Por otra parte, la Corte reitera que la vulnerabilidad del detenido se agrava 
cuando la detención es ilegal o arbitraria y que la persona se encuentra en completa 
indefensión, de la cual surge un riesgo cierto de que se transgredan otros derechos, 
como son los correspondientes a la integridad física y al trato digno. En este caso, 
el Tribunal observa que tanto la denuncia interpuesta por Rigoberto Barrios como 
la declaración de Jorge Antonio Barrios Ortuño ante el Cuerpo de Investigaciones 
Científicas, fueron consistentes en que el 3 de marzo de 2004 ambos fueron llevados 
separadamente por policías encapuchados a las inmediaciones del río Guárico, 
donde fueron interrogados, agredidos en diferentes partes del cuerpo y amenazados 
de muerte. La amenaza recibida por los niños se refería a que serían privados de 
la vida si denunciaban lo que les había ocurrido. Asimismo, el examen forense 
realizado a Rigoberto Barrios concluyó la existencia de contusiones en el hombro 
y el flanco izquierdos, además de lesiones leves.

Diversidad de integración

Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 24 de febrero 
de 2012. Serie C, núm. 239, párrafos 173 y 174.
173. En el Caso X, Y y Z vs. Reino Unido, el Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos, siguiendo el concepto amplio de la familia, reconoció que un transexual, 
su pareja mujer y un niño pueden configurar una familia, al señalar que:
Al decidir si una relación puede considerarse como ‘vida familiar’, una serie de 
factores pueden ser relevantes, incluyendo si la pareja vive junta, la duración de su 
relación y si se ha demostrado el compromiso mutuo al tener hijos conjuntamente 
o por otros medios.
174. En primer lugar, y respecto a la protección convencional de parejas del mismo 
sexo, en el Caso Schalk y Kopf vs. Austria, el Tribunal Europeo revisó su jurispru-
dencia vigente hasta ese momento, en la cual solamente había aceptado que la re-
lación emocional y sexual de una pareja del mismo sexo constituye “vida privada”, 
pero no había considerado que constituyera “vida familiar”, aun al tratarse de una 
relación a largo plazo en situación de convivencia. Al aplicar un criterio amplio de 
familia, el Tribunal Europeo estableció que “la noción de ‘vida familiar’ abarca a 
una pareja del mismo sexo que convive en una relación estable de facto, tal como 
abarcaría a una pareja de diferente sexo en la misma situación”, pues consideró 
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heterosexual, una pareja del mismo sexo no puede disfrutar de la ‘vida familiar’ 
en los términos del artículo 8” del Convenio Europeo.

Forneron e hija vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de abril 
de 2012 Serie C, núm. 242, párrafo 98.
98. Este Tribunal ha dicho anteriormente que en la Convención Americana no se 
encuentra determinado un concepto cerrado de familia, ni mucho menos se protege 
sólo un modelo de la misma. Adicionalmente la Corte Interamericana ha establecido 
que el término “familiares” debe entenderse en sentido amplio, abarcando a todas 
las personas vinculadas por un parentesco cercano. Por otra parte, no hay nada 
que indique que las familias monoparentales no puedan brindar cuidado, sustento 
y cariño a los niños. La realidad demuestra cotidianamente que no en toda familia 
existe una figura materna o una paterna, sin que ello obste a que ésta pueda brindar 
el bienestar necesario para el desarrollo de niños y niñas.

Efecto útil

Garrido y Baigorria vs. Argentina. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto 
de 1998. Serie C, núm. 39, párrafo 69.
69. Esta obligación del Estado Parte implica que las medidas de derecho interno 
han de ser efectivas. Esto significa que el Estado ha de adoptar todas las medidas 
para que lo establecido en la Convención sea realmente cumplido en su orden 
jurídico interno. Y esas medidas son efectivas cuando la comunidad, en general, 
adapta su conducta a la normativa de la Convención y, en el caso de que así no sea, 
cuando se aplican efectivamente las sanciones previstas en ella.

“Cinco Pensionistas” vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de febrero 
de 2003. Serie C, núm. 98, párrafo 164.
164. En el derecho de gentes, una norma consuetudinaria prescribe que un Estado 
que ha ratificado un tratado de derechos humanos debe introducir en su derecho 
interno las modificaciones necesarias para asegurar el fiel cumplimiento de las obli-
gaciones asumidas. Esta norma es universalmente aceptada, con respaldo jurispru-
dencial. La Convención Americana establece la obligación general de cada Estado 
Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de dicha Convención, para 
garantizar los derechos en ella consagrados. Este deber general del Estado Parte 
implica que las medidas de derecho interno han de ser efectivas (principio del 
effet utile). Esto significa que el Estado ha de adoptar todas las medidas para que 
lo establecido en la Convención sea efectivamente cumplido en su ordenamiento 
jurídico interno, tal como lo requiere el artículo 2 de la Convención. Dichas me-
didas sólo son efectivas cuando el Estado adapta su actuación a la normativa de 
protección de la Convención.
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naBulacio vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 18 de septiembre de 
2003. Serie C, núm. 100, párrafo 117.
117. De acuerdo con las obligaciones convencionales asumidas por los Estados, 
ninguna disposición o instituto de derecho interno, entre ellos la prescripción, 
podría oponerse al cumplimiento de las decisiones de la Corte en cuanto a la 
investigación y sanción de los responsables de las violaciones de los derechos 
humanos. Si así no fuera, los derechos consagrados en la Convención Americana 
estarían desprovistos de una protección efectiva. Este entendimiento de la Corte 
está conforme a la letra y al espíritu de la Convención, así como a los principios 
generales del derecho; uno de estos principios es el de pacta sunt servanda, el cual 
requiere que a las disposiciones de un tratado le sea asegurado el efecto útil en el 
plano del derecho interno de los Estados Partes.

Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Competencia. Sentencia de 28 de noviembre de 
2003. Serie C, núm. 104, párrafo 66.
66. Los Estados Partes en la Convención deben garantizar el cumplimiento de las 
disposiciones convencionales y sus efectos propios (effet utile) en el plano de 
sus respectivos derechos internos. Este principio se aplica no sólo en relación con 
las normas sustantivas de los tratados de derechos humanos (es decir, las que 
contienen disposiciones sobre los derechos protegidos), sino también en relación 
con las normas procesales, tales como las que se refieren al cumplimiento de las 
decisiones de la Corte (artículos 67 y 68.1 de la Convención). Las disposiciones 
contenidas en los mencionados artículos deben ser interpretadas y aplicadas de 
manera que la garantía protegida sea verdaderamente práctica y eficaz, teniendo 
presentes el carácter especial de los tratados de derechos humanos y su implemen-
tación colectiva.

Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 29 de marzo de 2006. Serie C, núm. 146, párrafos 101 y 151.
101. La Corte ha señalado en otras oportunidades que esta norma impone a los Es-
tados Partes la obligación general de adecuar su derecho interno a las normas de 
la propia Convención, para garantizar así los derechos consagrados en ésta. Las 
disposiciones de derecho interno que sirvan a este fin han de ser efectivas (prin-
cipio del effet utile), lo que significa que el Estado debe adoptar todas las medidas 
necesarias para que lo establecido en la Convención sea realmente cumplido.
151. En virtud de este papel fundamental que se le asigna en la Convención, los 
Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se 
requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable.

Baldeón García vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. 
Serie C, núm. 147, párrafo 83.
83. En virtud de este papel fundamental que se le asigna en la Convención, los 
Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones necesarias 
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de impedir que sus agentes, o particulares, atenten contra el mismo. El objeto y 
propósito de la Convención, como instrumento para la protección del ser humano, 
requiere que el derecho a la vida sea interpretado y aplicado de manera que sus 
salvaguardas sean prácticas y efectivas (effet utile).

Barreto Leiva vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2009. Serie C, núm. 206, párrafo 106.
106. En relación con la obligación general de adecuar la normativa interna a la 
Convención, la Corte ha afirmado en varias oportunidades que “[e]n el derecho de 
gentes, una norma consuetudinaria prescribe que un Estado que ha celebrado un 
convenio internacional, debe introducir en su derecho interno las modificaciones 
necesarias para asegurar la ejecución de las obligaciones asumidas”. Este principio 
aparece en el artículo 2 de la Convención, que establece la obligación general de 
cada Estado Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la propia 
Convención, para garantizar los derechos reconocidos en ella, lo cual implica la 
necesidad de adoptar efectivas medidas de derecho interno en su sentido útil 
(principio de effet utile).

Fernández Ortega y otros vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C, núm. 215, párrafo 179.
179. En el caso Radilla Pacheco el Tribunal consideró que la disposición contenida 
en el mencionado artículo 57 opera como una regla y no como una excepción, carac-
terística indispensable de la jurisdicción militar para ser conforme a los estándares 
establecidos por esta Corte. El Tribunal recuerda que el artículo 2 de la Convención 
Americana establece la obligación general de todo Estado Parte de adecuar su 
derecho interno a las disposiciones de la misma para garantizar los derechos en 
ella reconocidos, lo cual implica que las medidas de derecho interno han de ser 
efectivas (principio de effet utile). En consecuencia, la Corte estima que el Estado 
incumplió la obligación contenida en el artículo 2 de la Convención Americana, 
en conexión con los artículos 8 y 25 de la misma, al extender la competencia del 
fuero castrense a delitos que no tienen estricta conexión con la disciplina militar 
o con bienes jurídicos propios del ámbito castrense.

Ejecución extrajudicial

Boyce y otros vs. Barbados. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Senten-
cia de 20 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 169, párrafo 57.
57. Aunque la Corte concuerde con que las ejecuciones extrajudiciales son, por 
definición, arbitrarias y contrarias al artículo 4.1 de la Convención, el Estado in-
correctamente asume que una pena de muerte legalmente impuesta no podría ser 
también arbitraria. Una pena de muerte obligatoria legalmente impuesta puede 
ser arbitraria cuando la ley no distingue entre los distintos grados de culpabili-
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nadad del acusado ni toma en consideración las circunstancias particulares de cada 
delito. La Ley de Delitos contra la Persona de Barbados prevé la pena de muerte 
como la única forma posible de castigo para el delito de homicidio y no permite la 
aplicación de una pena menor teniendo en cuenta las características específicas 
del delito y la participación y culpabilidad del acusado.

Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 22 de septiembre de 2009. Serie C, núm. 202, párrafo 91.
91. De este modo, la Corte tiene presente que una de las características de la de-
saparición forzada, a diferencia de la ejecución extrajudicial, es que conlleva la 
negativa del Estado de reconocer que la víctima está bajo su control y de propor-
cionar información al respecto, con el propósito de generar incertidumbre acerca 
de su paradero, vida o muerte, de provocar intimidación y supresión de derechos.

Elementos de un recurso efectivo

Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C, núm. 107, párrafos 161 y 165.
161. De acuerdo al objeto y fin de la Convención Americana, cual es la eficaz pro-
tección de los derechos humanos, se debe entender que el recurso que contempla 
el artículo 8.2.h. de dicho tratado debe ser un recurso ordinario eficaz mediante el 
cual un juez o tribunal superior procure la corrección de decisiones jurisdiccionales 
contrarias al derecho. Si bien los Estados tienen un margen de apreciación para 
regular el ejercicio de ese recurso, no pueden establecer restricciones o requisitos 
que infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del fallo. Al respecto, la 
Corte ha establecido que “no basta con la existencia formal de los recursos sino 
que éstos deben ser eficaces”, es decir, deben dar resultados o respuestas al fin 
para el cual fueron concebidos.
165. Independientemente de la denominación que se le de al recurso existente 
para recurrir un fallo, lo importante, es que dicho recurso garantice una examen 
integral de la decisión recurrida.

Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. Fondo reparaciones y costas. Sentencia 
de 17 de junio de 2005. Serie C, núm. 125, párrafo 63.
63. En lo que respecta a pueblos indígenas, es indispensable que los Estados 
otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, 
sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulne-
rabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres.

Ximenes Lopes vs. Brasil. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de julio de 2006. 
Serie C, núm. 149, párrafo 148.
148. Dado lo anterior el Estado tiene el deber de iniciar ex officio y sin dilación, 
una investigación seria, imparcial y efectiva, que no se emprenda como una simple 
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realizada por todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación 
de la verdad y a la investigación, enjuiciamiento y castigo de todos los responsa-
bles de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados agen-
tes estatales.

Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, núm. 184, 
párrafo 103.
103. Para esta Corte la controversia entre las partes en este caso se restringe a dos 
de las mencionadas características relacionadas con la efectividad del recurso: 
a) si la presunta víctima tenía acceso a un recurso; y b) si el tribunal competente 
tenía las facultades necesarias para restituir a la presunta víctima en el goce de 
sus derechos, si se considerara que éstos habían sido violados. A la primera ca-
racterística la Corte se referirá como “accesibilidad del recurso” y a la segunda 
como “efectividad del recurso”.

Familia Barrios vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de no-
viembre de 2011. Serie C, núm. 237, párrafo 176.
176. A la luz de ese deber, una vez que las autoridades estatales tengan conoci-
miento del hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, 
imparcial y efectiva por todos los medios legales disponibles y orientada a la 
determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual 
castigo de todos los autores de los hechos, especialmente cuando están o puedan 
estar involucrados agentes estatales.

Esclavitud

Masacres de Río Negro vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y cos-
tas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012 Serie C, núm. 250, párrafos 141 y 225
141. De confomidad con el artículo 6 de la Convención, “[n]adie puede ser some-
tido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata de esclavos y la trata 
de mujeres están prohibidas en todas sus formas”. En su conocido biter dictum de 
la sentencia dictada en el caso de la Barcelona Traction, Light and Power Company, 
Limited, la Corte Internacional de Justicia precisó que en el derecho internacio-
nal contemporáneo la protección contra la esclavitud, y contra la discriminación 
racial, es una obligación internacional erga omnes, derivada “de los principios y 
reglas relativos a los derechos básicos de la persona humana” y, por lo tanto, atañe 
a todos los Estados.
225. Además, en virtud de que la protección contra la esclavitud y servidumbre 
es una obligación internacional erga omnes, derivada “de los principios y reglas 
relativos a los derechos básicos de la persona humana”, cuando los Estados tengan 
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naconocimiento de un acto constitutivo de esclavitud o servidumbre, en los términos 
de lo dispuesto por el artículo 6 de la Convención Americana, deben iniciar ex 
officio la investigación pertinente a efecto de establecer las responsabilidades 
individuales que correspondan.

Estados de emergencia

Opinión Consultiva OC-8/87 del 30 de enero de 1987. Serie A, núm. párrafos 18, 19, 
20, 21, 22, 23 y 24.
18. E1 artículo 27 contiene determinadas locuciones que merecen ser destacadas 
a los fines de la presente consulta. Así, el título es “Suspensión de Garantías”; 
el párrafo primero habla de “ suspender las obligaciones contraídas”; el párrafo 
segundo de “suspensión de los derechos”; y el párrafo tercero de “derecho de 
suspensión”. Cuando la palabra “garantías” se utiliza en el párrafo segundo, es 
precisamente para prohibir la suspensión de las “ garantías judiciales indispensa-
bles”. Del análisis de los términos de la Convención en el contexto de éstos, resulta 
que no se trata de una “suspensión de garantías” en sentido absoluto, ni de la 
“suspensión de los derechos” ya que siendo éstos consustanciales con la persona 
lo único que podría suspenderse o impedirse sería su pleno y efectivo ejercicio. La 
Corte estima útil tener presente esas diferencias terminológicas a fin de esclarecer 
los fundamentos conceptuales sobre los cuales responde la presente consulta, sin 
perjuicio de las cuales la Corte utilizará la expresión empleada por la Convención 
de “suspensión de garantía”. 
19. El análisis jurídico del citado artículo 27 y de la función que cumple debe 
partir de la consideración de que es un precepto concebido sólo para situaciones 
excepcionales. Se aplica únicamente “en caso de guerra, de peligro público o de 
otra emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado Parte”. 
Aun entonces, autoriza solamente la suspensión de ciertos derechos y libertades, 
y ello “en la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de 
la situación”. Las disposiciones que se adopten, además, no deben violar otras 
obligaciones internacionales del Estado Parte, ni deben entrañar “discriminación 
alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social”. 
20. La suspensión de las garantías puede ser, en algunas hipótesis, el único medio 
para atender a situaciones de emergencia pública y preservar los valores superio-
res de la sociedad democrática. Pero no puede la Corte hacer abstracción de los 
abusos a que puede dar lugar, y a los que de hecho ha dado en nuestro hemisferio, 
la aplicación de medidas de excepción cuando no están objetivamente justificadas 
a la luz de los criterios que orientan el artículo 27 y de los principios que, sobre 
la materia, se deducen de otros instrumentos interamericanos. Por ello, la Corte 
debe subrayar que, dentro de los principios que informan el sistema interameri-
cano, la suspensión de garantías no puede desvincularse del “ejercicio efectivo 
de la democracia representativa” a que alude el artículo 3 de la Carta de la oea. 
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Preámbulo reafirma el propósito de “consolidar en este Continente, dentro del 
cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de 
justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre”. La 
suspensión de garantías carece de toda legitimidad cuando se utiliza para atentar 
contra el sistema democrático, que dispone límites infranqueables en cuanto a la 
vigencia constante de ciertos derechos esenciales de la persona. 
21. Resulta claro que ningún derecho reconocido por la Convención puede ser 
suspendido a menos que se cumplan las condiciones estrictas señaladas en el ar-
tículo 27.1. Además, aun cuando estas condiciones sean satisfechas, el artículo 
27.2 dispone que cierta categoría de derechos no se puede suspender en ningún 
caso. Por consiguiente, lejos de adoptar un criterio favorable a la suspensión de los 
derechos, la Convención establece el principio contrario, es decir, que todos los de-
rechos deben ser respetados y garantizados a menos que circunstancias muy espe-
ciales justifiquen la suspensión de algunos, en tanto que otros nunca pueden ser 
suspendidos por grave que sea la emergencia. 
22. Habida cuenta de que el artículo 27.1 contempla distintas situaciones y dado, 
además, que las medidas que se adopten en cualquiera de estas emergencias deben 
ser ajustadas a “las exigencias de la situación”, resulta claro que lo permisible 
en unas de ellas podría no serlo en otras. La juridicidad de las medidas que se 
adopten para enfrentar cada una de las situaciones especiales a que se refiere el 
artículo 27.1 dependerá, entonces, del carácter, intensidad, profundidad y par-
ticular contexto de la emergencia, así como de la proporcionalidad y razonabilidad 
que guarden las medidas adoptadas respecto de ella. 
23. El artículo 27.2 dispone, como se ha dicho, límites al poder del Estado Parte 
para suspender derechos y libertades, al establecer que hay algunos cuya sus-
pensión no está permitida bajo ninguna circunstancia y al incluir “las garantías 
judiciales indispensables para la protección de tales derechos”. Algunos de estos 
derechos se refieren a la integridad de la persona, como son el derecho al reconoci-
miento de la personalidad jurídica (art. 3); el derecho a la vida (art. 4); el derecho 
a la integridad personal (art. 5); la prohibición de la esclavitud y servidumbre (art. 6) 
y el principio de legalidad y de retroactividad (art. 9). Está, además, prohibida la 
suspensión de la libertad de conciencia y de religión (art. 12); de la protección a 
la familia (art. 17); del derecho al nombre (art. 18); de los derechos del niño (art. 19); 
del derecho a la nacionalidad (art. 20) y de los derechos políticos (art. 23).
24. La suspensión de garantías constituye también una situación excepcional, 
según la cual resulta lícito para el gobierno aplicar determinadas medidas restric-
tivas a los derechos y libertades que, en condiciones normales, están prohibidas o 
sometidas a requisitos más rigurosos. Esto no significa, sin embargo, que la sus-
pensión de garantías comporte la suspensión temporal del Estado de Derecho o 
que autorice a los gobernantes a apartar su conducta de la legalidad a la que en 
todo momento deben ceñirse. Estando suspendidas las garantías, algunos de los 
límites legales de la actuación del poder público pueden ser distintos de los vigen-
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consecuencia, entender que el gobierno esté investido de poderes absolutos más 
allá de las condiciones en que tal legalidad excepcional está autorizada. Como ya 
lo ha señalado la Corte en otra oportunidad, el principio de legalidad, las institu-
ciones democráticas y el Estado de Derecho son inseparables (cfr. La expresión 
“leyes” en el artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
Opinión Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Serie A No. 6, párr. 32). 

Durand y Ugarte vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C, núm. 68, 
párrafo 99.
99. En lo relativo a la suspensión de garantías o declaración de estados de emer-
gencia en los casos de guerra, peligro público u otra emergencia, es preciso remi-
tirse al artículo 27 de la Convención Americana. La Corte ha señalado que si se 
ha decretado debidamente la suspensión de garantías, ésta no debe exceder la 
medida de lo estrictamente necesario, y que resulta “ilegal toda actuación de los 
poderes públicos que desborde aquellos límites que deben estar precisamente 
señalados en las disposiciones que decretan el estado de excepción”. Las limita-
ciones que se imponen a la actuación del Estado responden a “la necesidad gené-
rica de que en todo estado de excepción subsistan medios idóneos para el control 
de las disposiciones que se dicten, a fin de que ellos se adecuen razonablemente 
a las necesidades de la situación y no excedan de los límites estrictos impuestos 
por la Convención o derivados de ella”.

Zambrano Vélez y otros vs. Ecuador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de 
julio de 2007. Serie C, núm. 166, párrafos 46, 47 y 70.
46. En el mismo sentido, la Corte Europea de Derechos Humanos ha manifestado 
que para que se justifique un estado de excepción es necesario: a) que exista una 
situación excepcional de crisis o emergencia; b) que ésta afecte a toda la población, 
y c) que constituya una amenaza a la vida organizada de la sociedad.
47. Es obligación del Estado determinar las razones y motivos que llevan a las au-
toridades internas a declarar un estado de emergencia y corresponde a éstas ejercer 
el adecuado y efectivo control de esa situación y que la suspensión declarada se 
encuentre, conforme a la Convención, “en la medida y por el tiempo estrictamente 
limitados a las exigencias de la situación”. Los Estados no gozan de una discrecio-
nalidad ilimitada y corresponderá a los órganos del sistema interamericano, en el 
marco de sus respectivas competencias, ejercer ese control en forma subsidiaria y 
complementaria. En este caso, la Corte analiza la conformidad de los actos estatales 
en el marco de las obligaciones consagradas en el artículo 27 de la Convención, en 
relación con las otras disposiciones de la Convención objeto de la controversia.
70. La Corte considera que la obligación internacional que tienen los Estados 
Parte en la Convención Americana bajo el artículo 27.3 constituye un mecanismo 
enmarcado en la noción de garantía colectiva subyacente a este tratado, cuyo ob-
jeto y fin es la protección del ser humano. Asimismo, constituye una salvaguardia 
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y permite a los otros Estados Parte apreciar que los alcances de esa suspensión 
sean acordes con las disposiciones de la Convención. Por ende, la falta de este 
deber de información implica el incumplimiento de la obligación contenida en el 
artículo 27.3. Aun en este último supuesto, el Estado no queda eximido de justi-
ficar la existencia de la situación de emergencia y la conformidad de las medidas 
dispuestas al respecto, en los términos señalados anteriormente.

J. vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2013. Serie C, núm. 275, párrafo 138.
138. La Convención permite la suspensión de garantías únicamente en caso de 
guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia 
o seguridad del Estado Parte. Al respecto, la Corte entiende que los hechos del 
presente caso se enmarcaron en el contexto de un conflicto entre grupos armados 
y agentes de las fuerzas policiales y militares. Asimismo, la representante y la Co-
misión no argumentaron que al momento los hechos del presente caso no existiera 
en el Perú una situación que requiriera la suspensión de los derechos señalados.
139. Por otro lado, habida cuenta de que el artículo 27.1 contempla distintas si-
tuaciones y que las medidas que se adopten en cualquiera de estas emergencias 
deben ser ajustadas a “las exigencias de la situación”, resulta claro que lo per-
misible en unas de ellas podría no serlo en otras. La juridicidad de las medidas 
que se adopten para enfrentar cada una de las situaciones especiales a las que se 
refiere el artículo 27.1 dependerá, entonces, del carácter, intensidad, profundidad 
y particular contexto de la emergencia, así como de la proporcionalidad y razonabi-
lidad que guarden las medidas adoptadas respecto de ella. La Convención autoriza 
solamente la suspensión de ciertos derechos y libertades, y ello “en la medida y por 
el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación”. Las disposicio-
nes que se adopten no deben violar otras obligaciones internacionales del Estado 
Parte, ni deben entrañar discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión u origen social. La Corte ha señalado que la suspensión de 
garantías no debe exceder la medida de lo estrictamente necesario y que resulta 
ilegal toda actuación de los poderes públicos que desborde aquellos límites que 
deben estar precisamente señalados en las disposiciones que decretan el estado 
de excepción. En este sentido, las limitaciones que se imponen a la actuación del 
Estado responden a la necesidad genérica de que en todo estado de excepción 
subsistan medios idóneos para el control de las disposiciones que se dicten, a fin 
de que ellas se adecuen razonablemente a las necesidades de la situación y no 
excedan de los límites estrictos impuestos por la Convención o derivados de ella.

Espinoza Gonzáles vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 289, párrafos 117 y 120.
117. El artículo 27.1 de la Convención contempla distintas situaciones. Las me-
didas que se adopten en cualquiera de estas emergencias deben ser ajustadas a 
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ellas podría no serlo en otras. La juridicidad de las medidas que se adopten para 
enfrentar cada una de las situaciones especiales a las que se refiere el artículo 27.1 
dependerá entonces, del carácter, intensidad, profundidad y particular contexto de 
la emergencia, así como de la proporcionalidad y razonabilidad que guarden las 
medidas adoptadas respecto de ella. En esta línea, si bien la Corte ha señalado 
que el Estado tiene el derecho y la obligación de garantizar su seguridad y mantener 
el orden público, su poder no es ilimitado, pues tiene el deber, en todo momento, 
de aplicar procedimientos conformes a derecho y respetuosos de los derechos 
fundamentales a todo individuo que se encuentre bajo su jurisdicción. Por ello, 
el artículo 27.1 de la Convención permite la suspensión de las obligaciones que 
establece, “en la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias 
de la situación” de que se trate. Las disposiciones que se adopten no deben violar 
otras obligaciones internacionales del Estado Parte, ni deben entrañar discrimi-
nación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen 
social. Ello implica entonces, que tal prerrogativa debe ser ejercida e interpretada, 
al tenor además, de lo previsto en el artículo 29.a) de la Convención, como ex-
cepcional y en términos restrictivos. Adicionalmente, el artículo 27.3 establece el 
deber de los Estados de “informar inmediatamente a los demás Estados partes en 
la presente Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de 
los Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, 
de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado 
por terminada tal suspensión”.
120. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte ha señalado que la suspensión de garantías 
no debe exceder la medida de lo estrictamente necesario y que resulta ilegal toda 
actuación de los poderes públicos que desborde aquellos límites que deben estar 
precisamente señalados en las disposiciones que decretan el estado de excepción. 
En este sentido, las limitaciones que se imponen a la actuación del Estado respon-
den a la necesidad genérica de que en todo estado de excepción subsistan medios 
idóneos para el control de las disposiciones que se dicten, a fin de que ellas se ade-
cuen razonablemente a las necesidades de la situación y no excedan de los límites 
estrictos impuestos por la Convención o derivados de ella. En efecto, la suspensión 
de garantías constituye una situación excepcional, según la cual resulta lícito para 
el gobierno aplicar determinadas medidas restrictivas a los derechos y libertades 
que, en condiciones normales, están prohibidas o sometidas a requisitos más ri-
gurosos. Esto no significa, sin embargo, que la suspensión de garantías comporte 
la suspensión temporal del Estado de Derecho o que autorice a los gobernantes 
a apartar su conducta de la legalidad a la que en todo momento deben ceñirse. 
Estando suspendidas las garantías, algunos de los límites legales de la actuación 
del poder público pueden ser distintos de los vigentes en condiciones normales, 
pero no deben considerarse inexistentes ni cabe, en consecuencia, entender que 
el gobierno esté investido de poderes absolutos más allá de las condiciones en 
que tal legalidad excepcional está autorizada.
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Vélez Loor vs. Panamá. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 218, párrafo 146, 152 y 158.
146. La Corte ha considerado que, en procedimientos administrativos o judicia-
les en los cuales se pueda adoptar una decisión que implique la deportación, 
expulsión o privación de libertad, la prestación de un servicio público gratuito de 
defensa legal a favor de éstas es necesaria para evitar la vulneración del derecho 
a las garantías del debido proceso. En efecto, en casos como el presente en que la 
consecuencia del procedimiento migratorio podía ser una privación de la libertad 
de carácter punitivo, la asistencia jurídica gratuita se vuelve un imperativo del 
interés de la justicia.
152. La Corte observa que los extranjeros detenidos en un medio social y jurídico 
diferente de los suyos, y muchas veces con un idioma que desconocen, experimen-
tan una condición de particular vulnerabilidad, que el derecho a la información 
sobre la asistencia consular, enmarcado en el universo conceptual de los derechos 
humanos, busca remediar de modo tal de asegurar que la persona extranjera dete-
nida disfrute de un verdadero acceso a la justicia, se beneficie de un debido proceso 
legal en condiciones de igualdad con quienes no afrontan esas desventajas, y goce 
de condiciones de detención compatibles con el respeto debido a la dignidad de 
las personas. Para alcanzar sus objetivos, el proceso debe reconocer y resolver los 
factores de desigualdad real de quienes son llevados ante la justicia. Es así como 
se atiende el principio de igualdad ante la ley y los tribunales y a la correlativa 
prohibición de discriminación. La presencia de condiciones de desigualdad real 
obliga a adoptar medidas de compensación que contribuyan a reducir o eliminar 
los obstáculos y deficiencias que impidan o reduzcan la defensa eficaz de los 
propios intereses.
158. En cuanto al acceso efectivo a la comunicación consular, la Convención de 
Viena dispone que al detenido se le debe permitir: 1) comunicarse libremente con 
los funcionarios consulares; y 2) recibir visitas de ellos. Según este instrumento, 
“los funcionarios consulares tendrán derecho a visitar al nacional del Estado [y] 
a organizar su defensa ante los tribunales”. Es decir, el Estado receptor no debe 
obstruir la actuación del funcionario consular de brindar servicios legales al dete-
nido. Asimismo, el detenido tiene el derecho a la asistencia misma, lo cual impone 
al Estado del cual el detenido es nacional el deber de proteger los derechos de sus 
nacionales en el extranjero brindando protección consular. Las visitas de los fun-
cionarios consulares deberían ser con miras a proveer la “protección de los intere-
ses” del detenido nacional, particularmente los asociados con “su defensa ante los 
tribunales”. De esta manera, el derecho a la visita consular presenta un potencial 
para garantizar y dar efectividad a los derechos a la libertad personal, la integridad 
personal y la defensa.

Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 24 de octubre de 2012. Serie C, núm. 251, párrafos 155, 160, 163 y 171.
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migratoria, debe tenerse plena observancia de la prohibición de expulsión colec-
tiva de extranjeros contenida en el artículo 22.9 de la Convención Americana, y 
de las consecuentes garantías intrínsecas a procesos de expulsión o deportación de 
extranjeros, en especial aquellas derivadas de los derechos al debido proceso y la 
protección judicial.
160. En este sentido, los órganos internacionales de protección de los derechos 
humanos coinciden en establecer las características de los procesos llevados a cabo 
por los Estados con el objetivo de expulsar o deportar a extranjeros de su territorio.
163. En el mismo sentido, la Comisión de Derecho Internacional ha expresado 
que los extranjeros en situaciones como las del presente caso deben recibir las 
siguientes garantías procesales: i) condiciones mínimas de detención durante el 
procedimiento; ii) presentar razones en contra de las expulsiones; iii) asistencia 
consular; iv) derecho a estar representado ante autoridad competente; v) derecho 
a contar con asistencia gratuita de un intérprete, y vi) derecho a ser notificado de 
la decisión de expulsión y recurrirla.
171. En el marco del sistema interamericano de protección de derechos humanos, la 
Corte considera que el carácter “colectivo” de una expulsión implica una decisión 
que no desarrolla un análisis objetivo de las circunstancias individuales de cada 
extranjero, y por ende recae en arbitrariedad. En el mismo sentido, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos ha determinado que una expulsión colectiva de 
extranjeros es:
Cualquier [decisión] tomada por autoridad competente que obligue a los extranje-
ros como grupo a abandonar el país, excepto cuando tal medida sea tomada luego 
de o en base a un examen razonable y objetivo de los casos particulares de cada 
extranjero del grupo.

Falta de voluntad

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, repara-
ciones y costas. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C, núm. 148, párrafo 164.
164. La “falta de voluntad para realizar el trabajo o servicio” consiste en la ausencia 
de consentimiento o de libre elección en el momento del comienzo o continuación de 
la situación de trabajo forzoso. Esta puede darse por distintas causas, tales como la 
privación ilegal de libertad, el engaño o la coacción psicológica.

Familia

Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 211, párrafo 188.
188. Además, este Tribunal ha señalado que “el niño tiene derecho a vivir con su 
familia, llamada a satisfacer sus necesidades materiales, afectivas y psicológicas. 
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ilegales en su familia, forma parte, implícitamente, del derecho a la protección de la 
familia y del niño, y además está expresamente reconocido por los artículos 12.1 de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, V de la Declaración Americana 
de Derechos y Deberes del Hombre, 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, 11.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 8 de la 
Convención Europea de Derechos Humanos. Estas disposiciones poseen especial 
relevancia cuando se analiza la separación del niño de su familia”.

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafos 156.
156. El artículo 17 de la Convención Americana reconoce que la familia es el ele-
mento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la 
sociedad y el Estado. La protección de la familia y de sus miemos se garantiza tam-
bién en el artículo 2 de la Convención, que consagra la prohibición de injerencias 
arbitrarias o abusivas en la familia, así como por el artículo 19, que determina la 
protección de los derechos del niño por parte de la familia, la sociedad y el Estado.

Gelman vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Serie C, 
núm. 221, párrafo 125.
125. Por otro lado, el derecho a que se proteja la familia y a vivir en ella, reconocido 
en el artículo 17 de la Convención, conlleva que el Estado está obligado no sólo a 
disponer y ejecutar directamente medidas de protección de los niños, sino también 
a favorecer, de la manera más amplia, el desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar. 
Por ende, la separación de niños de su familia constituye, bajo ciertas condiciones, 
una violación del citado derecho, pues inclusive las separaciones legales del niño 
de su familia sólo pueden proceder si están debidamente justificadas en el interés 
superior del niño, son excepcionales y, en lo posible, temporales.

Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, 
fondo, Reparaciones y costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie C, 
núm. 257, párrafo 145.
145. En primer lugar, el Tribunal resalta que, a diferencia de lo dispuesto en el 
Convenio Europeo de Derechos Humanos, en el cual sólo se protege el derecho 
a la vida familiar bajo el artículo 8 de dicho Convenio, la Convención Americana 
cuenta con dos artículos que protegen la vida familiar de manera complementaria. 
Al respecto, la Corte reitera que el artículo 11.2 de la Convención Americana está 
estrechamente relacionado con el derecho reconocido en el artículo 17 de la misma. 
El artículo 17 de la Convención Americana reconoce el papel central de la familia 
y la vida familiar en la existencia de una persona y en la sociedad en general. La 
Corte ya ha indicado que el derecho de protección a la familia conlleva, entre otras 
obligaciones, a favorecer, de la manera más amplia, el desarrollo y la fortaleza del 
núcleo familiar. Es un derecho tan básico de la Convención Americana que no se 
puede derogar aunque las circunstancias sean extremas. El artículo 17.2 de la 
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mente consagrado en diversos instrumentos internacionales de derechos humanos. 
Por su parte, el Comité de Derechos Humanos ha señalado que la posibilidad de 
procrear es parte del derecho a fundar una familia.

Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas vs. República Dominicana. Excep-
ciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. 
Serie C, núm. 282, párrafo 414.
414. En cuanto a las obligaciones relacionadas con el derecho a la protección a la 
familia, la Corte ha destacado que este derecho implica no sólo disponer y ejecutar 
directamente medidas de protección de las niñas y los niños, sino también favore-
cer, de la manera más amplia, el desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar, toda 
vez que el disfrute mutuo de la convivencia entre padres e hijos constituye un 
elemento fundamental en la vida de familia. Aunado a lo anterior, ha indicado que 
la separación de las niñas o los niños de su familia constituye, bajo ciertas condi-
ciones, una violación del derecho en cuestión. Lo anterior se debe a que “[e]l niño 
tiene derecho a vivir con su familia, llamada a satisfacer sus necesidades materia-
les, afectivas y psicológicas”.

Familia (niños y niñas)

Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 211, párrafo 187.
187. En relación con el derecho a la familia la Corte ya ha establecido en su 
jurisprudencia que la separación de niños de su familia constituye, bajo ciertas 
condiciones, una violación de su derecho a la familia reconocido en el artículo 17 
de la Convención Americana.

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafo 157.
157. Dada la importancia del derecho a la protección a la familia, la Corte ha esta-
blecido que el Estado se encuentra obligado a favorecer el desarrollo y la fortaleza 
del núcleo familiar y que la separación de niños de su familia constituye, bajo 
ciertas condiciones, una violación de su derecho a la familia. Así, “[e]l niño tiene 
derecho a vivir con su familia, llamada a satisfacer sus necesidades materiales, 
afectivas y psicológicas. El derecho de toda persona a recibir protección contra 
injerencias arbitrarias o ilegales en su familia, forma parte, implícitamente, del 
derecho a la protección de la familia y del niño”.

Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de febrero 
de 2012. Serie C, núm. 239, párrafos 169, 171 y 177.
169. Al respecto, la Corte reitera que el artículo 11.2 de la Convención Americana 
está estrechamente relacionado con el derecho a que se proteja la familia y a vivir 
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está obligado no sólo a disponer y ejecutar directamente medidas de protección 
de los niños, sino también a favorecer, de la manera más amplia, el desarrollo y 
la fortaleza del núcleo familiar. El Tribunal ha establecido que la separación de 
niños de su familia constituye, bajo ciertas condiciones, una violación del citado 
derecho, pues inclusive las separaciones legales del niño de su familia sólo pueden 
proceder si están debidamente justificadas.
171. Según la jurisprudencia del Tribunal Europeo, el disfrute mutuo de la con-
vivencia entre padres e hijos constituye un elemento fundamental de la vida de 
familia, y el artículo 8 del Convenio Europeo tiene como objetivo preservar al in-
dividuo contra las injerencias arbitrarias de las autoridades públicas y establecer 
obligaciones positivas a cargo del Estado a favor del respeto efectivo de la vida 
familiar.
177. Por tanto, es visible que se había constituido un núcleo familiar que, al serlo, 
estaba protegido por los artículos 11.2 y 17.1 de la Convención Americana, pues 
existía una convivencia, un contacto frecuente, y una cercanía personal y afectiva 
entre la señora Atala, su pareja, su hijo mayor y las tres niñas. Lo anterior, sin 
perjuicio de que las niñas compartían otro entorno familiar con su padre. 

Rochac Hernández y otros vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 
14 de octubre de 2014. Serie C, núm. 285, párrafo 107.
107. Así, puede notarse que, de las normas contenidas en la Convención sobre los 
Derechos del Niño, las cuales integran el corpus iuris de los derechos de la niñez, 
se desprende que el Estado no sólo debe abstenerse de interferir indebidamente 
en las relaciones privadas o familiares de la niña y del niño, sino también que, 
según las circunstancias, debe adoptar providencias positivas para asegurar el 
ejercicio y disfrute pleno de sus derechos. Esto exige que el Estado, como respon-
sable del bien común, resguarde el rol preponderante de la familia en la protección 
del niño; y preste asistencia del poder público a la familia, mediante la adopción de 
medidas que promuevan la unidad familiar.

Familia (noción)

Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie C, 
núm. 257, párrafos 144, 150, 272 y 274.
144. La Corte considera que el presente caso trata de una combinación particular de 
diferentes aspectos de la vida privada, que se relacionan con el derecho a fundar una 
familia, el derecho a la integridad física y mental, y específicamente los derechos 
reproductivos de las personas.
150. Finalmente, el derecho a la vida privada y la libertad reproductiva guarda 
relación con el derecho de acceder a la tecnología médica necesaria para ejercer 
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reconocido internacionalmente y, en el ámbito interamericano, se encuentra con-
templado en el artículo XIII de la Declaración Americana y en el artículo 14.1 b) del 
Protocolo de San Salvador. Cabe mencionar que la Asamblea General de Naciones 
Unidas, en su Declaración sobre este derecho, señaló la relación entre éste y la 
satisfacción de las necesidades materiales y espirituales de todos los sectores de 
la población. Por tanto, y conforme al artículo 29 b) de la Convención Americana, 
el alcance de los derechos a la vida privada, autonomía reproductiva y a fundar 
una familia, derivado de los artículos 11.2 y 17.2 de la Convención Americana, 
se extiende al derecho de toda persona a beneficiarse del progreso científico y de sus 
aplicaciones. Del derecho de acceso al más alto y efectivo progreso científico para 
el ejercicio de la autonomía reproductiva y la posibilidad de formar una familia se 
deriva el derecho a acceder a los mejores servicios de salud en técnicas de asis-
tencia reproductiva, y, en consecuencia, la prohibición de restricciones despropor-
cionadas e innecesarias de iure o de facto para ejercer las decisiones reproductivas 
que correspondan en cada persona.
272. La Corte ha señalado que la decisión de tener hijos biológicos a través del 
acceso a técnicas de reproducción asistida forma parte del ámbito de los derechos 
a la integridad personal, libertad personal y a la vida privada y familiar. Además, la 
forma como se construye dicha decisión es parte de la autonomía y de la identidad 
de una persona tanto en su dimensión individual como de pareja. A continuación 
se analizará la presunta justificación de la interferencia que ha efectuado el Estado 
en relación con el ejercicio de estos derechos.
274. Para esto, la restricción tendría que lograr una importante satisfacción de la 
protección de la vida prenatal, sin hacer nugatorio los derechos a la vida privada 
y a fundar una familia. Para efectuar esta ponderación se debe analizar: i) el grado 
de afectación de uno de los bienes en juego, determinando si la intensidad de dicha 
afectación fue grave, intermedia o moderada; ii) la importancia de la satisfacción 
del bien contrario, y iii) si la satisfacción de éste justifica la restricción del otro.

Familias integrantes de comunidades indígenas

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafo 159.
159. En el presente caso, la Corte además reconoce el significado especial que tiene 
la convivencia familiar en el contexto de la familia indígena, la cual no se limita 
al núcleo familiar sino que incluye a las distintas generaciones que la componen 
e incluso a la comunidad de la cual forma parte… Al respecto, la perito Rosalina 
Tuyuc indicó las graves afectaciones que sufrieron las familias mayas como conse-
cuencia de las desapariciones forzadas y el desplazamiento, y manifestó que: 
[e]l conflicto armado lamentablemente quitó el derecho a muchas familias a estar 
ahí en familia […], para nosotros el significado de tener familia significa estar con 
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tías[, esto] fue uno de los impactos muy grandes porque entonces muchos de los 
hijos e hijas tuvieron que separarse, algunos por completo y otros tal vez aunque 
con situaciones de pobreza, de miseria, de desplazamiento, […] se quedaron dos 
o tres hijos junto a mamá. Sin embargo, [en muchos casos] esto no fue posible y 
por ello es que el impacto fue la pérdida de convivencia familiar [y] de estar bajo 
el núcleo de la tierra que los vio nacer.

Función consultiva

Opinión Consultiva OC-1/82 del 24 de septiembre de 1982. Serie A Núm. 1, párra-
fos 14, 15, 17, 18, 25, 27, 31, 33, 37, 38, 39, 41 y 52. 
14. El artículo 64 de la Convención confiere a esta Corte la más amplia función 
consultiva que se haya confiado a tribunal internacional alguno hasta el presente. 
Están legitimados para solicitar opiniones consultivas la totalidad de los órganos 
de la Organización de los Estados Americanos que enumera el Capítulo X de 
la Carta, e igualmente todo Estado Miembro de la misma, sea o no parte de la 
Convención. El objeto de la consulta no está limitado a la Convención, sino que 
alcanza a otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en 
los Estados americanos, sin que ninguna parte o aspecto de dichos instrumentos 
esté, en principio, excluido del ámbito de esa función asesora. Por último, se con-
cede a todos los miembros de la oea la posibilidad de solicitar opiniones acerca 
de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los mencionados 
instrumentos internacionales.
15. La amplitud de los términos del artículo 64 de la Convención contrasta con lo 
dispuesto para otros tribunales internacionales. Así, el artículo 96 de la Carta de 
las Naciones Unidas, confiere competencia a la Corte Internacional de Justicia para 
emitir opiniones consultivas, sobre cualquier cuestión jurídica, pero restringe la 
posibilidad de solicitarlas, a la Asamblea General y al Consejo de Seguridad, o, en 
ciertas condiciones, a otros órganos y organismos especializados de la Organización; 
en cambio, no autoriza para ello a los Estados Miembros. 
17. Los trabajos preparatorios de la Convención confirman el propósito de ésta, 
en el sentido de definir del modo más amplio la función consultiva de la Corte. La 
primera proposición sobre la materia se incluyó en el anteproyecto preparado por 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su periodo extraordinario de 
sesiones de julio de 1968, que fue adoptado por el Consejo de la oea en octubre 
del mismo año (OEA/Ser.G/V/C-d-1631). El artículo 53 de este texto rezaba:
La Asamblea General, el Consejo Permanente y la Comisión podrán consultar a la 
Corte acerca de la interpretación de esta Convención o de otro tratado concerniente 
a la protección de los Derechos Humanos en los Estados Americanos; y los Estados 
Partes, acerca de la compatibilidad entre alguna de sus leyes internas y dichos 
instrumentos internacionales.
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derecho internacional, fue modificado por el artículo 64 de la vigente Convención, 
para extender aún más la función consultiva de la Corte. En lo que se refiere a la 
facultad de consulta, se le confirió, además, a los órganos de la oea enumerados 
en el Capítulo X de la Carta y a los Estados Miembros de la Organización, aunque 
no fueran partes de la Convención. Y por lo que toca a la materia consultable, se 
sustituyó el singular del artículo 53 del anteproyecto de Convención (“otro tratado 
concerniente”) por el plural (“otros tratados concernientes”) lo que demuestra, en 
su conjunto, una marcada tendencia extensiva. 
18. La amplitud de los términos del artículo 64 de la Convención no puede, sin 
embargo, confundirse con la ausencia de límites a la función consultiva de la 
Corte. En lo que se refiere a las materias que pueden ser objeto de consultas y, en 
particular, de los tratados que pueden ser interpretados, existen límites de carácter 
general que se derivan de los términos del artículo 64, dentro de su contexto, así 
como del objeto y fin del tratado. 
25. La función consultiva de la Corte no puede desvincularse de los propósitos de 
la Convención. Dicha función tiene por finalidad coadyuvar al cumplimiento de las 
obligaciones internacionales de los Estados americanos en lo que concierne a la pro-
tección de los derechos humanos, así como al cumplimiento de las funciones que 
en este ámbito tienen atribuidas los distintos órganos de la oea. Es obvio que toda 
solicitud de opinión consultiva que se aparte de ese fin debilitaría el sistema de la 
Convención y desnaturalizaría la competencia consultiva de la Corte. 
27. En la concepción del artículo 64 del Pacto de San José, en cambio, no se 
considera excluida expresamente ninguna materia concerniente a la protección 
de los derechos humanos en los Estados americanos, de manera que esos límites 
generales están llamados a adquirir su dimensión precisa en cada caso concreto 
que la Corte haya de considerar. Es este el sistema reconocido por la jurisprudencia 
internacional y por el derecho internacional general. 
31. De las anteriores consideraciones puede concluirse, por una parte, que un primer 
grupo de limitaciones a la competencia consultiva de la Corte viene dado, por la 
circunstancia de que sólo puede conocer, dentro de esta función, sobre la interpre-
tación de tratados en que esté directamente implicada la protección de los derechos 
humanos en un Estado Miembro del sistema interamericano. Por otra parte, que un 
segundo grupo de limitaciones se desprende de la inadmisibilidad de toda solicitud 
de consulta que conduzca a desvirtuar la jurisdicción contenciosa de la Corte, o en 
general, a debilitar o alterar el sistema previsto por la Convención, de manera que 
puedan verse menoscabados los derechos de las víctimas de eventuales violaciones 
de los derechos humanos. Por último, la Corte ha de considerar las circunstancias de 
cada caso, y si por razones determinantes concluye que no sería posible emitir la 
opinión solicitada sin violentar esos límites y desnaturalizar su función consultiva, 
se abstendrá de responderla por decisión motiva. 
33. Para la interpretación del artículo 64 de la Convención la Corte utilizará los mé-
todos tradicionales del derecho internacional, tanto en lo que se refiere a las reglas 
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en los términos en que los mismos han sido recogidos por los artículos 31 y 32 de 
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 
37. La interpretación textual del artículo 64 de la Convención no conduce a deducir 
que ese propósito restrictivo esté presente en dicho tratado. En los párrafos 14 a 17 
se ha destacado la amplitud con que ha sido concebida la competencia consultiva 
de la Corte. Dentro de ese contexto, el sentido corriente de los términos del artículo 
64 no permite considerar que se haya buscado la exclusión de su ámbito a ciertos 
tratados internacionales, por el solo hecho de que Estados ajenos al sistema inte-
ramericano sean o puedan ser partes de los mismos. En efecto, la sola limitación 
que nace de esa disposición es que se trate de acuerdos internacionales concer-
nientes a la protección de los derechos humanos en los Estados americanos. No se 
exige que sean tratados entre Estados americanos, o que sean tratados regionales 
o que hayan sido concebidos dentro del marco del sistema interamericano. Ese 
propósito restrictivo no puede presumirse, desde el momento en que no se expresó 
de ninguna manera. 
38. La distinción implícita en el artículo 64 de la Convención alude más bien a una 
cuestión de carácter geográfico-político. Dicho más exactamente, lo que interesa es 
establecer a cargo de qué Estado están las obligaciones cuya naturaleza o alcance 
se trata de interpretar y no la fuente de las mismas. Si el fin principal de la con-
sulta se refiere al cumplimiento o alcance de obligaciones contraídas por un Estado 
Miembro del sistema interamericano, la Corte es competente para emitirla, aun 
cuando fuera inevitable interpretar el tratado en su conjunto. En cambio, no sería 
competente si el propósito principal de la consulta es el alcance o el cumplimiento 
de los compromisos internacionales asumidos por Estados ajenos a dicho sistema. 
Esta distinción destaca nuevamente la necesidad de resolver en cada caso según 
las circunstancias concretas.
39. La conclusión anterior se pone especialmente de relieve al examinar lo dis-
puesto por el artículo 64.2 de la Convención, que autoriza a los Estados Miem-
bros de la oea para solicitar una opinión consultiva sobre la compatibilidad entre 
cualquiera de sus leyes internas y tratados concernientes a la protección de los 
derechos humanos en los Estados americanos. Se trata, en este caso, de un servicio 
que la Corte está en capacidad de prestar a todos los integrantes del sistema inte-
ramericano, con el propósito de coadyuvar al cumplimiento de sus compromisos 
internacionales referentes a dicha materia. En esa perspectiva, habida cuenta 
de que un Estado americano no está menos obligado a cumplir con un tratado 
internacional por el hecho de que sean o puedan ser partes del mismo Estados no 
americanos, no se ve ninguna razón para que no pueda solicitar consultas sobre la 
compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y tratados concernientes a 
la protección de los derechos humanos, que hayan sido adoptados fuera del marco 
del sistema interamericano. Existe, además, un interés práctico en que esa función 
interpretativa se cumpla dentro del sistema interamericano, aun cuando se trate de 
acuerdos internacionales adoptados fuera de su marco, ya que, como se ha desta-
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tarea y al mismo tiempo podríamos decir que son más tolerables para los Estados de 
este hemisferio…” (Sepúlveda, César, “Panorama de los Derechos Humanos”, en 
Boletín del Instituto de Investigaciones Jurídicas (México), septiembre-diciembre 
1982, pág. 1054).
41. En la Convención se advierte una tendencia a integrar el sistema regional y 
el sistema universal de protección de los derechos humanos. En el Preámbulo se 
reconoce que los principios que sirven de base a ese tratado han sido también con-
sagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y que “han sido 
reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito 
universal como regional”. Igualmente, varias disposiciones de la Convención hacen 
referencia a otras convenciones internacionales o al derecho internacional, sin 
restringirlas al ámbito regional (artículos 22, 26, 27 y 29, por ejemplo). Dentro de 
ellas, cabe destacar muy especialmente lo dispuesto por el artículo 29, que contiene 
las normas de interpretación de la Convención y que se opone, en términos bastante 
claros, a restringir el régimen de protección de los derechos humanos atendiendo a 
la fuente de las obligaciones que el Estado haya asumido en esa materia…
52. Por consiguiente, en respuesta a la consulta del Gobierno del Perú sobre el 
significado de la frase “o de otros tratados concernientes a la protección de los 
derechos humanos en los Estados Americanos” contenida en el artículo 64 de la 
Convención.

Garantías de los Derechos Humanos

Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C, 
núm. 4, párrafos 166, 167 y 175.
166. La segunda obligación de los Estados Partes es la de “garantizar” el libre 
y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a toda persona 
sujeta a su jurisdicción. Esta obligación implica el deber de los Estados Partes de 
organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través 
de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean 
capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos huma-
nos. Como consecuencia de esta obligación los Estados deben prevenir, investigar y 
sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, 
además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, 
la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos.
167. La obligación de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos 
no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible el 
cumplimiento de esta obligación, sino que comparta la necesidad de una conducta 
gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del 
libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.
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político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos 
humanos y que aseguren que las eventuales violaciones a los mismos sean efec-
tivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, como tal, es sus-
ceptible de acarrear sanciones para quien las cometa, así como la obligación de 
indemnizar a las víctimas por sus consecuencias perjudiciales. No es posible hacer 
una enumeración detallada de esas medidas, que varían según el derecho de que 
se trate y según las condiciones propias de cada Estado Parte. Es claro, a su vez, 
que la obligación de prevenir es de medio o comportamiento y no se demuestra 
su incumplimiento por el mero hecho de que un derecho haya sido violado. Pero 
sí es obvio, en cambio, que el sometimiento de detenidos a cuerpos represivos 
oficiales que impunemente practiquen la tortura y el asesinato representa, por sí 
mismo, una infracción al deber de prevención de violaciones a los derechos a la 
integridad física y a la vida, aun en el supuesto de que una persona dada no haya 
sufrido torturas o no haya sido ultimada, o si esos hechos no pueden demostrarse 
en el caso concreto.

Opinión Consultiva OC-11/90 de 10 de agosto de 1990. Serie A, núm. 11, párrafo 34.
34. El artículo 1 de la Convención obliga a los Estados Partes no solamente a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella, sino a garantizar su libre y 
pleno ejercicio a toda persona sujeta a su jurisdicción. La Corte ya ha expresado 
que esta disposición contiene un deber positivo para los Estados. Debe precisarse, 
también, que garantizar implica la obligación del Estado de tomar todas las medidas 
necesarias para remover los obstáculos que puedan existir para que los individuos 
puedan disfrutar de los derechos que la Convención reconoce. Por consiguiente, la 
tolerancia del Estado a circunstancias o condiciones que impidan a los individuos 
acceder a los recursos internos adecuados para proteger sus derechos, constituye 
una violación del artículo 1.1 de la Convención. Como lo ha afirmado esta Corte. 

Godínez Cruz vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C, núm. 5, 
párrafo 175.
175. La segunda obligación de los Estados Partes es la de “garantizar” el libre y 
pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a toda persona sujeta 
a su jurisdicción. Esta obligación implica el deber de los Estados Partes de orga-
nizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de 
las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean 
capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos hu-
manos. Como consecuencia de esta obligación los Estados deben prevenir, inves-
tigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y 
procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en 
su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos 
humanos.
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na19 Comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 5 de julio 
de 2004. Serie C, núm. 109, párrafo 153.
153. La Corte ha establecido que el derecho a la vida juega un papel fundamental 
en la Convención Americana por ser el corolario esencial para la realización de 
los demás derechos. Al no ser respetado el derecho a la vida, todos los derechos 
carecen de sentido. Los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de 
las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese 
derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten 
contra él. El cumplimiento del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la 
Convención Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de 
su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los 
Estados tomen todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho 
a la vida (obligación positiva), bajo su deber de garantizar el pleno y libre ejercicio 
de los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción. Esta protección activa 
del derecho a la vida por parte del Estado no sólo involucra a sus legisladores, sino 
a toda institución estatal y a quienes deben resguardar la seguridad, sean éstas sus 
fuerzas de policía o sus fuerzas armadas. En razón de lo anterior, los Estados deben 
tomar las medidas necesarias, no sólo para prevenir y castigar la privación de la 
vida como consecuencia de actos criminales, sino también prevenir las ejecuciones 
arbitrarias por parte de sus propias fuerzas de seguridad.

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafo 158.
158. El derecho a la vida y el derecho a la integridad personal no sólo implican 
que el Estado debe respetarlos (obligación negativa), sino que, además, requiere que 
el Estado adopte todas las medidas apropiadas para garantizarlos (obligación po-
sitiva), en cumplimiento de su deber general establecido en el artículo 1.1 de la 
Convención Americana.

Baldeón García vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. 
Serie C, núm. 147, párrafo 84.
84. La Corte ha señalado en su jurisprudencia constante que el cumplimiento de 
las obligaciones impuestas por el artículo 4 de la Convención Americana, relacio-
nado con el artículo 1.1 de la misma, no sólo presupone que ninguna persona sea 
privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere, 
a la luz de su obligación de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos 
humanos, que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y 
preservar el derecho a la vida (obligación positiva) de quienes se encuentren bajo 
su jurisdicción. 
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Serie C, núm. 140, párrafo 142.
142. La obligación de garantizar los derechos humanos consagrados en la Conven-
ción no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible el 
cumplimiento de esta obligación, sino que comporta la necesidad de una conducta 
gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del 
libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. De tal manera, de esa obligación 
general de garantía deriva la obligación de investigar los casos de violaciones de 
esos derechos; es decir, del artículo 1.1 de la Convención en conjunto con el de-
recho sustantivo que debe ser amparado, protegido o garantizado.

Garantías judiciales

Maldonado Ordóñez vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C, núm. 311, párrafos 71, 72, 73, 75 y 80.
71. En lo que respecta a la aplicación de las garantías contenidas en el artículo 
8 de la Convención Americana para procesos que no sean de naturaleza penal, la 
Corte recuerda que si bien esta disposición se titula “Garantías Judiciales”, su 
aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, sino al conjunto 
de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efectos de que 
las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante 
cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir, cualquier actua-
ción u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea administrativo 
sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal. 
72. Además, la Corte ha establecido que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 
8.1 de la Convención, en la determinación de los derechos y obligaciones de las 
personas, de orden penal, civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, se 
deben observar “las debidas garantías” que aseguren, según el procedimiento de 
que se trate, el derecho al debido proceso; y que el incumplimiento de una de esas 
garantías conlleva una violación de dicha disposición convencional. 
73. La Corte ha señalado que el artículo 8.1 de la Convención consagra los linea-
mientos del llamado “debido proceso legal”, que consiste en el derecho de toda 
persona a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un 
juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad 
por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada en su contra 
o para la determinación de sus derechos. Mientras que el artículo 8.2 de la Conven-
ción establece, adicionalmente, las garantías mínimas que deben ser aseguradas 
por los Estados en función del debido proceso legal. Es un derecho humano el 
obtener todas las garantías que permitan alcanzar decisiones justas. Las garantías 
mínimas deben respetarse en el procedimiento administrativo y en cualquier otro 
procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos de las personas.
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mento, se entiende que ésta ha considerado que las garantías del artículo 8.2 de la 
Convención no son exclusivas de los procesos penales, sino que además pueden ser 
aplicables a procesos de carácter sancionatorio. Ahora bien, lo que corresponde en 
cada caso es determinar las garantías mínimas que conciernen a un determinado 
proceso sancionatorio no penal, según su naturaleza y alcance. 
80. El derecho a contar con comunicación previa y detallada de la acusación en 
materia penal contempla que debe realizarse una descripción material de la con-
ducta imputada que contenga los datos fácticos recogidos en la acusación, que 
constituyen la referencia indispensable para el ejercicio de la defensa del imputado 
y la consecuente consideración del juzgador en la sentencia. De ahí que el impu-
tado tenga derecho a conocer, a través de una descripción clara, detallada y precisa, 
los hechos que se le imputan. Como parte de las garantías mínimas establecidas 
en el artículo 8.2 de la Convención, el derecho a contar con comunicación previa 
y detallada de la acusación se aplica tanto en materia penal como en los otros ór-
denes señalados en el artículo 8.1 de la Convención, a pesar de que la exigencia 
en los otros órdenes puede ser de otra intensidad o naturaleza. Ahora bien, cuando 
se trata de un proceso disciplinario sancionatorio el alcance de esta garantía puede ser 
entendido de manera diversa, pero en todo caso implica que se ponga en conoci-
miento del sujeto disciplinable cuáles son las conductas infractoras del régimen 
disciplinario que se le imputan.

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafo 209.
209. Esta Corte ha señalado que las garantías consagradas en el artículo 8 de la 
Convención se reconocen a todas las personas por igual, y deben correlacionarse 
con los derechos específicos que estatuye, además, el artículo 19 de dicho tratado, 
de tal forma que se reflejen en cualesquiera procesos administrativos o judiciales 
en los que se discuta algún derecho de un niño. Si bien los derechos procesales y 
sus correlativas garantías son aplicables a todas las personas, en el caso de los 
niños el ejercicio de aquéllos supone, por las condiciones especiales en las que se 
encuentran los niños, la adopción de ciertas medidas específicas con el propósito 
de que gocen efectivamente de dichos derechos y garantías.

Furlan y Familiares vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C, núm. 246, párrafo 268.
268. En el presente caso la Corte resalta que los menores de edad y las personas 
con discapacidad deben disfrutar de un verdadero acceso a la justicia y ser bene-
ficiarios de un debido proceso legal en condiciones de igualdad con quienes no 
afrontan esas desventajas. Para alcanzar sus objetivos, el proceso debe reconocer 
y resolver los factores de desigualdad real de quiénes son llevados ante la justicia. 
La presencia de condiciones de desigualdad real obliga a adoptar medidas de 
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que impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios intereses.

Mendoza y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, y reparaciones. Sen-
tencia de 14 de mayo de 2013. Serie C, núm. 260, párrafos 144, 146, 148 y 149.
144. Tratándose del debido proceso y garantías, esta Corte ha señalado que los 
Estados tienen la obligación de reconocer y respetar los derechos y libertades de 
la persona humana, así como proteger y asegurar su ejercicio a través de las res-
pectivas garantías (art. 1.1), medios idóneos para que aquéllos sean efectivos en 
toda circunstancia, tanto el corpus iuris de derechos y libertades como las garantías 
de éstos, son conceptos inseparables del sistema de valores y principios caracte-
rístico de la sociedad democrática. Entre estos valores fundamentales figura la 
salvaguarda de los niños, tanto por su condición de seres humanos y la dignidad 
inherente a éstos, como por la situación especial en que se encuentran. En razón 
de su nivel de desarrollo y vulnerabilidad, requieren protección que garantice el 
ejercicio de sus derechos dentro de la familia, de la sociedad y con respecto al 
Estado. Estas consideraciones se deben proyectar sobre la regulación de los proce-
sos, judiciales o administrativos, en los que se resuelva acerca de derechos de los 
niños y, en su caso, de las personas bajo cuya potestad o tutela se hallan aquéllos.
146. En definitiva, si bien los derechos procesales y sus correlativas garantías son 
aplicables a todas las personas, en el caso de los niños el ejercicio de aquéllos 
supone, por las condiciones especiales en las que se encuentran los niños, la adop-
ción de ciertas medidas específicas con el propósito de que gocen efectivamente 
de dichos derechos y garantías. En tal sentido, el artículo 5.5. de la Convención 
Americana señala que, “[c]uando los menores puedan ser procesados, deben ser 
separados de los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor 
celeridad posible, para su tratamiento”. Por lo tanto, conforme al principio de espe-
cialización, se requiere el establecimiento de un sistema de justicia especializado 
en todas las fases del proceso y durante la ejecución de las medidas o sanciones 
que, eventualmente, se apliquen a los menores de edad que hayan cometido delitos 
y que, conforme a la legislación interna, sean imputables. Ello involucra tanto a la 
legislación o marco jurídico como a las instituciones y actores estatales especiali-
zados en justicia penal juvenil. Sin embargo, también implica la aplicación de los 
derechos y principios jurídicos especiales que protegen los derechos de los niños 
imputados de un delito o ya condenados por el mismo. 
148. Las garantías consagradas en los artículos 8 y 25 de la Convención se re-
conocen a todas las personas por igual, y deben correlacionarse con los derechos 
específicos que estatuye, además, el artículo 19, en forma que se reflejen en cua-
lesquiera procesos administrativos o judiciales en los que se discuta algún derecho 
de un niño. Los principios y actos del debido proceso legal constituyen un conjunto 
irreductible y estricto que puede ampliarse a la luz de nuevos avances en el Derecho 
de los derechos humanos. 
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Convención Americana sobre Derechos Humanos. Sin embargo, como ya ha soste-
nido anteriormente esta Corte, otros instrumentos internacionales son relevantes al 
propósito de salvaguardar los derechos de los niños sometidos a diferentes actua-
ciones por parte del Estado, la sociedad o la familia, por ejemplo, la Convención 
sobre los Derechos del Niño, las Reglas de Beijing, las Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio) y 
las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil 
(Directrices de Riad). El debido proceso y las garantías judiciales deben respetarse 
no sólo en los procesos judiciales, sino en cualesquiera otros procesos que siga el 
Estado, o bien, que estén bajo la supervisión del mismo. A nivel internacional, es 
importante destacar que los Estados Partes en la Convención sobre los Derechos del 
Niño han asumido la obligación de adoptar una serie de medidas que resguarden 
el debido proceso legal y la protección judicial, bajo parámetros parecidos a los 
establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Estas normas 
se encuentran en los artículos 37 y 40 de aquel tratado. 
150. Asimismo, la Corte resalta que, de conformidad con los artículos 19, 17, 1.1 
y 2 de la Convención, el Estado está obligado a garantizar, a través de la adopción 
de las medidas legislativas o de otro carácter que sean necesarias, la protección del 
niño por parte de la familia, de la sociedad y del mismo Estado. Al respecto, este 
Tribunal ha reconocido el papel fundamental de la familia para el desarrollo del 
niño y el ejercicio de sus derechos. De este modo, la Corte considera que, a fin de 
cumplir con dichas obligaciones, en materia de justicia penal juvenil, los Estados 
deben contar con un marco legal y políticas públicas adecuados que se ajusten 
a los estándares internacionales señalados anteriormente, y que implementen un 
conjunto de medidas destinadas a la prevención de la delincuencia juvenil a tra-
vés de programas y servicios que favorezcan el desarrollo integral de los niños, 
niñas y adolescentes. En este sentido, los Estados deberán, entre otros, difundir 
los estándares internacionales sobre los derechos del niño y brindar apoyo a los 
niños, niñas y adolescentes en situación de vulnerabilidad, así como a sus familias.

Garantías procesales de la libertad personal

Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 22 de septiembre de 2009. Serie C, núm. 202, párrafo 64.
64. Luego, puesto que uno de los objetivos de dicha práctica es precisamente 
impedir el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinen-
tes, una vez que una persona ha sido sometida a secuestro, retención o cualquier 
forma de privación de la libertad con el objetivo de su desaparición forzada, si la 
víctima misma no puede acceder a los recursos disponibles, resulta fundamental 
que los familiares u otras personas allegadas puedan tener acceso a procedimientos 
o recursos judiciales rápidos y eficaces como medio para determinar su paradero 
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de libertad o la hizo efectiva.

González y otros (“Campo Algodonero”) vs. México. Excepción preliminar, fondo, re-
paraciones y costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 205, 
párrafo 247.
247. En lo que se refiere al artículo 7.1 de la Convención, esta Corte ha sostenido 
que éste consagra en términos generales el derecho a la libertad y seguridad y que 
los demás numerales del artículo 7 reconocen diversas garantías que deben darse 
a la hora de privar a alguien de su libertad. De ahí se explica que la forma en que 
la legislación interna afecta al derecho a la libertad es característicamente negativa, 
cuando permite que se prive o restrinja la libertad. Siendo, por ello, la libertad 
siempre la regla y la limitación o restricción siempre la excepción. Consecuente-
mente, el Estado debe prevenir que la libertad de los individuos se vea menosca-
bada por la actuación de agentes estatales y terceros particulares, así como inves-
tigar y sancionar los actos violatorios de este derecho.

Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C, núm. 252, párrafo 149.
149. En lo que se refiere al artículo 7 de la Convención, esta Corte ha sostenido que 
consagra garantías que representan límites al ejercicio de la autoridad por parte de 
agentes del Estado. Esos límites se aplican a los instrumentos de control estatales, 
uno de los cuales es la detención. Dicha medida debe estar en concordancia con 
las garantías reconocidas en la Convención, siempre y cuando su aplicación tenga 
un carácter excepcional y respete el principio a la presunción de inocencia y los 
principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad, indispensables en una so-
ciedad democrática. La jurisprudencia constante de esta Corte reconoce que las 
personas sometidas a privación de libertad que se encuentren bajo la custodia de 
cuerpos represivos oficiales, agentes estatales o particulares que actúen con su 
aquiescencia o tolerancia, que impunemente practiquen la tortura y el asesinato 
representa, por sí mismo, una infracción al deber de prevención de violaciones al 
derecho a la integridad personal.

Gastos y costas

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafos 328 y 329.
328. Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y 
gastos están comprendidos dentro del concepto de reparación consagrado en el 
artículo 63.1 de la Convención Americana, puesto que la actividad desplegada por 
los familiares de las víctimas con el fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional 
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responsabilidad internacional del Estado es declarada mediante una sentencia 
condenatoria. En cuanto a su reembolso, corresponde al Tribunal apreciar pruden-
temente su alcance, que comprende los gastos generados ante las autoridades de la 
jurisdicción interna, así como los generados en el curso del proceso ante el sistema 
interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto y la natura-
leza de la jurisdicción internacional de la protección de los derechos humanos. Esta 
apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad y tomando en 
cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que su quantum sea razonable.
329. En relación con el reconocimiento de las costas y gastos, la asistencia legal a 
las víctimas no se inicia apenas en la etapa de reparaciones, sino que comienza ante 
los órganos judiciales nacionales y continúa en las sucesivas instancias del sistema 
interamericano de tutela de los derechos humanos, es decir, en los procedimientos 
que se siguen ante la Comisión y ante la Corte. Por ende, en el concepto de costas, 
para los fines que ahora se examinan, quedan comprendidas tanto las que corres-
ponden a la etapa de acceso a la justicia a nivel nacional, como las que se refieren 
a la justicia a nivel internacional ante dos instancias: la Comisión y la Corte. 

Grupos vulnerables

Ximenes Lopes vs. Brasil. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de julio de 2006. 
Serie C, núm. 149, párrafo 103.
103. La Corte Interamericana considera que toda persona que se encuentre en 
una situación de vulnerabilidad es titular de una protección especial, en razón de 
los deberes especiales cuyo cumplimiento por parte del Estado es necesario para 
satisfacer las obligaciones generales de respeto y garantía de los derechos hu-
manos. La Corte reitera que no basta que los Estados se abstengan de violar los 
derechos, sino que es imperativa la adopción de medidas positivas, determinables 
en función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya 
sea por su condición personal o por la situación específica en que se encuentre, 
como la discapacidad.

Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie C, 
núm. 257, párrafo 292.
292. Toda persona que se encuentre en una situación de vulnerabilidad es titular de 
una protección especial, en razón de los deberes especiales cuyo cumplimiento por 
parte del Estado es necesario para satisfacer las obligaciones generales de respeto 
y garantía de los derechos humanos. El Tribunal recuerda que no basta con que los 
Estados se abstengan de violar los derechos, sino que es imperativa la adopción 
de medidas positivas, determinables en función de las particulares necesidades de 
protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación 
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de los Estados propender por la inclusión de las personas con discapacidad por 
medio de la igualdad de condiciones, oportunidades y participación en todas las 
esferas de la sociedad, con el fin de garantizar que las limitaciones anteriormente 
descritas sean desmanteladas. Por tanto, es necesario que los Estados promuevan 
prácticas de inclusión social y adopten medidas de diferenciación positiva para 
remover dichas barreras.

Habeas corpus

Castillo Páez vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C, núm. 
34, párrafo 83.
83. El artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la obligación general del 
artículo 1.1 de la Convención Americana, al atribuir funciones de protección al 
derecho interno de los Estados Partes. El habeas corpus tiene como finalidad, no 
solamente garantizar la libertad y la integridad personales, sino también prevenir 
la desaparición o indeterminación del lugar de detención y, en última instancia, 
asegurar el derecho a la vida.

Castillo Petruzzi y otros vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de mayo 
de 1999. Serie C, núm. 52, párrafo 187.
187. Dentro de las garantías judiciales indispensables que deben respetarse, el 
habeas corpus representa el medio idóneo “para controlar el respeto a la vida e 
integridad de la persona, para impedir su desaparición o la indeterminación de su 
lugar de detención, así como para protegerla contra la tortura u otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes”.

Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie 
C, núm. 70, párrafo 192.
192. El habeas corpus representa, dentro de las garantías judiciales indispensables, 
el medio idóneo tanto para garantizar la libertad, controlar el respeto a la vida e 
integridad de la persona, e impedir su desaparición o la indeterminación de su 
lugar de detención, así como para proteger al individuo contra la tortura u otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Maritza Urrutia vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de no-
viembre de 2003. Serie C, núm. 103, párrafo 111.
111. En lo que se refiere al habeas corpus, esta Corte ha señalado en reiteradas 
oportunidades que ese recurso representa, dentro de las garantías judiciales in-
dispensables, el medio idóneo para garantizar la libertad, controlar el respeto a la 
vida e integridad de la persona, e impedir su desaparición o la indeterminación de 
su lugar de detención, y para proteger al individuo contra la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes.
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Serie C, núm. 180, párrafo 115.
115. En situaciones de privación de la libertad como las del presente caso, el habeas 
corpus representaría, dentro de las garantías judiciales indispensables, el medio 
idóneo tanto para garantizar la libertad de la persona como para controlar el respeto 
a la vida y proteger la integridad personal del individuo. Ciertamente el nombre, 
procedimiento, regulación y alcances de los recursos internos que permitan revisar 
la legalidad de una privación de libertad pueden variar de un Estado a otro. Corres-
ponde en un caso sometido a este Tribunal, por tanto, examinar si los recursos 
previstos en la legislación e interpuestos por las presuntas víctimas cumplen con 
lo dispuesto en el artículo 7.6 de la Convención.

Higiene y reposo

Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C, núm. 150, párrafos 90 y 97.
90. La Corte toma nota de que según el Comité Europeo para la Prevención de la 
Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes (en adelante “el Cpt”), 
una prisión sobre poblada se caracteriza por un alojamiento antihigiénico y res-
tringido, con falta de privacidad aun para realizar actividades básicas tales como 
el uso de las facilidades sanitarias; reducidas actividades fuera de la celda debido 
al número de internos que sobrepasan los servicios disponibles; servicios de salud 
sobrecargados; aumento de la tensión en el ambiente y por consiguiente más vio-
lencia entre los prisioneros y el personal penitenciario. Este listado es meramente 
enunciativo. Asimismo, el Cpt estableció que 7 m2 por cada prisionero es un guía 
aproximada y deseable para una celda de detención. Por otro lado, la Corte Europea 
de Derechos Humanos consideró que un espacio de cerca de 2 m2 para un interno 
es un nivel de hacinamiento que en sí mismo era cuestionable a la luz del artículo 3 
del Convenio Europeo de Derechos Humanos y no podía considerarse como un 
estándar aceptable, y que una celda de 7 m2 para dos internos era un aspecto 
relevante para determinar una violación de mismo artículo. En el mismo sentido, 
la Corte Europea consideró que en una celda de 16.65 m2 en donde habitaban 10 
reclusos constituía una extrema falta de espacio.
97. Este Tribunal considera que las malas condiciones físicas y sanitarias de los 
lugares de detención, así como la falta de luz y ventilación adecuadas, pueden ser 
en sí mismas violatorias del artículo 5 de la Convención Americana, dependiendo 
de la intensidad de las mismas, su duración y las características personales de 
quien las sufre, pues pueden causar sufrimientos de una intensidad que exceda 
el límite inevitable de sufrimiento que acarrea la detención, y porque conllevan 
sentimientos de humillación e inferioridad.
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cia de 20 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 169, párrafo 94.
94. La Corte considera que la suma de las condiciones de detención, particu-
larmente el uso del balde de recolección, la falta de luz y ventilación adecuada 
y el hecho de que las presuntas víctimas tenían que estar en su celda 23 horas 
al día por más de cuatro años, así como el hacinamiento, en su conjunto cons-
tituyen trato contrario a la dignidad del ser humano y por lo tanto, entran en 
violación del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1 de dicho instrumento, en perjuicio de los señores Boyce, Joseph, 
Atkins y Huggins.

Honra y vida privada

Cesti Hurtado vs. Perú. Fondo. Sentencia de 29 de septiembre de 1999. Serie C, núm. 
56, párrafo 177.
177. La Corte considera que un proceso judicial no constituye, por sí mismo, una 
afectación ilegítima del honor o de la dignidad de la persona. El proceso sirve al 
objetivo de resolver una controversia, aunque ello pudiera acarrear, indirectamente, 
molestias para quienes se hallan sujetos al enjuiciamiento con los demás, o prácti-
camente inevitable que así sea de sostenerse otra cosa, quedaría excluida de plano 
la solución de los litigios por la vía contenciosa. Por otra parte, la sanción aplicada 
al cabo de este proceso tampoco se dirige a menoscabar esos valores de la persona, 
en otros términos, no entraña o pretende el descrédito del reo, como ocurrió en el 
caso de una pena infamante, que suspende precisamente a esa intención. Por ello, la 
Corte considera que, en el presente caso, no se comprobó que hubo una violación, 
per se, del artículo 11 por parte del Estado peruano.

Escué Zapata vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de julio de 
2007. Serie C, núm. 165, párrafos 91 y 95.
91. La Corte nota que si bien el artículo 11 de la Convención se llama “Protección 
de la Honra y de la Dignidad”, éste tiene un contenido más amplio que incluye 
la protección del domicilio, de la vida privada, de la vida familiar y de la corres-
pondencia.
95. La protección de la vida privada, la vida familiar y el domicilio de injerencias 
arbitrarias o abusivas implica el reconocimiento de que existe un ámbito personal 
que debe estar exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias 
por parte de terceros o de la autoridad pública. En este sentido, el domicilio y la 
vida privada y la familiar se encuentran intrínsecamente ligados, ya que el domi-
cilio se convierte en un espacio en el cual se puede desarrollar libremente la vida 
privada y la vida familiar. La propia Constitución colombiana vigente en la época 
de los hechos establecía en su artículo 23.
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Serie C, núm. 177, párrafos 55 y 56.
55. Por su parte, el artículo 11 de la Convención establece que toda persona tiene 
derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. Esto implica 
límites a las injerencias de los particulares y del Estado. Por ello, es legítimo que 
quien se considere afectado en su honor recurra a los medios judiciales que el 
Estado disponga para su protección.
56. La necesidad de proteger los derechos a la honra y a la reputación, así como 
otros derechos que pudieran verse afectados por un ejercicio abusivo de la libertad 
de expresión, requiere la debida observancia de los límites fijados a este respecto 
por la propia Convención. Estos deben responder a un criterio de estricta propor-
cionalidad.

Tristán Donoso vs. Panamá. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 27 de enero de 2009. Serie C, núm. 193, párrafo 57.
57. Por último, el artículo 11 de la Convención reconoce que toda persona tiene 
derecho al respeto de su honra, prohíbe todo ataque ilegal contra la honra o repu-
tación e impone a los Estados el deber de brindar la protección de la ley contra 
tales ataques. En términos generales, el derecho a la honra se relaciona con la 
estima y valía propia, mientras que la reputación se refiere a la opinión que otros 
tienen de una persona.

Escher y otros vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 6 de julio de 2009. Serie C, núm. 200, párrafo 117.
117. Por último, el artículo 11 de la Convención reconoce que toda persona tiene 
derecho al respeto a su honor, prohíbe todo ataque ilegal contra la honra y repu-
tación e impone a los Estados el deber de brindar la protección de la ley contra tales 
ataques. En términos generales, el derecho a la honra se relaciona con la estima 
y valía propia, mientras que la reputación se refiere a la opinión que otros tienen 
de una persona.

González y otros (“Campo Algodonero”) vs. México. Excepción preliminar, fondo, re-
paraciones y costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 205, 
párrafo 444.
444. El artículo 11 de la Convención reconoce que toda persona tiene derecho al 
respeto a su honor, prohíbe todo ataque ilegal contra la honra y reputación e impone 
a los Estados el deber de brindar la protección de la ley contra tales ataques. En 
términos generales, el derecho a la honra se relaciona con la estima y valía propia, 
mientras que la reputación se refiere a la opinión que otros tienen de una persona.

Usón Ramírez vs. Venezuela. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 207, párrafo 46.
46. El derecho a la protección de la honra y de la dignidad, reconocido en el artículo 
11 de la Convención, implica límites a las injerencias de los particulares y del 
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a los medios judiciales que el Estado disponga para su protección.

Fernández Ortega y otros vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C, núm. 215, párrafo 159.
159. Con base en lo anterior, la Corte considera que el ingreso de efectivos mi-
litares en la casa de la señora Fernández Ortega sin autorización legal ni el 
consentimiento de sus habitantes, constituyó una injerencia arbitraria y abusiva 
en su domicilio familiar. Por tanto, la Corte concluye que se violó el derecho 
consagrado en el artículo 11.2 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la señora Fernández Ortega, del señor 
Prisciliano Sierra, y de Noemí, Ana Luz, Colosio y Nélida, todos ellos de apelli-
dos Prisciliano Fernández.

Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 24 de febrero 
de 2012. Serie C, núm. 239, párrafos 161, 162, 171 y 174.
161. El artículo 11 de la Convención prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva 
en la vida privada de las personas, enunciando diversos ámbitos de la misma como 
la vida privada de sus familias. En ese sentido, la Corte ha sostenido que el ám-
bito de la privacidad se caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones o 
agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad pública.
162. Además, el Tribunal ha precisado, respecto al artículo 11 de la Convención 
Americana, que, si bien esa norma se titula “Protección de la Honra y de la Dig-
nidad”, su contenido incluye, entre otros, la protección de la vida privada. La vida 
privada es un concepto amplio que no es susceptible de definiciones exhaustivas y 
comprende, entre otros ámbitos protegidos, la vida sexual y el derecho a establecer 
y desarrollar relaciones con otros seres humanos. Es decir, la vida privada incluye 
la forma en que el individuo se ve a sí mismo y cómo y cuándo decide proyectar 
a los demás.
171. Según la jurisprudencia del Tribunal Europeo, el disfrute mutuo de la con-
vivencia entre padres e hijos constituye un elemento fundamental de la vida de 
familia, y el artículo 8 del Convenio Europeo tiene como objetivo preservar al in-
dividuo contra las injerencias arbitrarias de las autoridades públicas y establecer 
obligaciones positivas a cargo del Estado a favor del respeto efectivo de la vida 
familiar.
174. En primer lugar, y respecto a la protección convencional de parejas del mismo 
sexo, en el Caso Schalk y Kopf vs. Austria, el Tribunal Europeo revisó su jurispru-
dencia vigente hasta ese momento, en la cual solamente había aceptado que la re-
lación emocional y sexual de una pareja del mismo sexo constituye “vida privada”, 
pero no había considerado que constituyera “vida familiar”, aun al tratarse de una 
relación a largo plazo en situación de convivencia. Al aplicar un criterio amplio de 
familia, el Tribunal Europeo estableció que “la noción de ‘vida familiar’ abarca a 
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abarcaría a una pareja de diferente sexo en la misma situación”, pues consideró 
“artificial mantener una posición que sostenga que, a diferencia de una pareja 
heterosexual, una pareja del mismo sexo no puede disfrutar de la ‘vida familiar’ 
en los términos del artículo 8” del Convenio Europeo.

Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie C, 
núm. 257, párrafo 142.
142. El artículo 11 de la Convención Americana requiere la protección estatal de 
los individuos frente a las acciones arbitrarias de las instituciones estatales que 
afectan la vida privada y familiar. Prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en 
la vida privada de las personas, enunciando diversos ámbitos de la misma como la 
vida privada de sus familias. En ese sentido, la Corte ha sostenido que el ámbito 
de la privacidad se caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones o 
agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad pública. 
Además, esta Corte ha interpretado en forma amplia el artículo 7 de la Convención 
Americana al señalar que éste incluye un concepto de libertad en un sentido extenso 
como la capacidad de hacer y no hacer todo lo que esté lícitamente permitido. En 
otras palabras, constituye el derecho de toda persona de organizar, con arreglo a la ley, 
su vida individual y social conforme a sus propias opciones y convicciones. La liber-
tad, definida así, es un derecho humano básico, propio de los atributos de la persona, 
que se proyecta en toda la Convención Americana. Asimismo, la Corte ha resaltado 
el concepto de libertad y la posibilidad de todo ser humano de autodeterminarse 
y escoger libremente las opciones y circunstancias que le dan sentido a su exis-
tencia, conforme a sus propias opciones y convicciones.

Espinoza Gonzáles vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 289, párrafo 197.
197. Asimismo, la Corte ha precisado que si bien el artículo 11 de la Convención 
Americana se titula “Protección de la Honra y de la Dignidad”, su contenido in-
cluye, entre otros, la protección de la vida privada. El concepto de vida privada 
comprende, entre otros ámbitos protegidos, la vida sexual. La Corte estima que 
la violación y otras formas de violencia sexual perpetradas en contra de Gladys 
Espinoza vulneraron valores y aspectos esenciales de su vida privada, supusieron 
una intromisión en su vida sexual y anularon su derecho a tomar libremente las 
decisiones respecto con quien tener relaciones sexuales, perdiendo de forma com-
pleta el control sobre sus decisiones más personales e íntimas, y sobre las funciones 
corporales básicas. Por tanto, en vista de la violencia y violación sexual que sufrió 
la señora Gladys Espinoza, la Corte determina que el Estado también violó los 
artículos 11.1 y 11.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 
de la misma, en perjuicio de aquélla.
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Escher y otros vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 6 de julio de 2009. Serie C, núm. 200, párrafo 117.
117. Por último, el artículo 11 de la Convención reconoce que toda persona tiene 
derecho al respeto a su honor, prohíbe todo ataque ilegal contra la honra y repu-
tación e impone a los Estados el deber de brindar la protección de la ley contra tales 
ataques. En términos generales, el derecho a la honra se relaciona con la estima y 
valía propia, mientras que la reputación se refiere a la opinión que otros tienen de 
una persona.

Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 24 de febrero 
de 2012. Serie C, núm. 239, párrafo 170.
170. En lo concerniente a los artículos 11.2 y 17.1. de la Convención Americana, 
el derecho de toda persona a recibir protección contra injerencias arbitrarias o 
ilegales en su familia, forma parte, implícitamente, del derecho a la protección 
de la familia, y además está expresamente reconocido por los artículos 12.1 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, V de la Declaración Americana 
de Derechos y Deberes del Hombre, 17 del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos, y 8 del Convenio Europeo. Estas disposiciones poseen especial 
relevancia cuando se analiza la separación del niño de su familia.

Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie C, 
núm. 257, párrafo 142.
142. El artículo 11 de la Convención Americana requiere la protección estatal de 
los individuos frente a las acciones arbitrarias de las instituciones estatales que 
afectan la vida privada y familiar. Prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en 
la vida privada de las personas, enunciando diversos ámbitos de la misma como la 
vida privada de sus familias. En ese sentido, la Corte ha sostenido que el ámbito 
de la privacidad se caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones o 
agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad pública. 
Además, esta Corte ha interpretado en forma amplia el artículo 7 de la Convención 
Americana al señalar que éste incluye un concepto de libertad en un sentido extenso 
como la capacidad de hacer y no hacer todo lo que esté lícitamente permitido. En 
otras palabras, constituye el derecho de toda persona de organizar, con arreglo a 
la ley, su vida individual y social conforme a sus propias opciones y conviccio-
nes. La libertad, definida así, es un derecho humano básico, propio de los atribu-
tos de la persona, que se proyecta en toda la Convención Americana. Asimismo, 
la Corte ha resaltado el concepto de libertad y la posibilidad de todo ser humano 
de autodeterminarse y escoger libremente las opciones y circunstancias que le dan 
sentido a su existencia, conforme a sus propias opciones y convicciones.
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Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C, 
núm. 130, párrafos 182, 183 y 184.
182. Ahora bien, el derecho al nombre, consagrado en el artículo 18 de la Conven-
ción Americana, constituye un elemento básico e indispensable de la identidad 
de cada persona, sin el cual no puede ser reconocida por la sociedad ni registrada 
ante el Estado. Dicho derecho se establece también en diversos instrumentos 
internacionales.
183. Los Estados, dentro del marco del artículo 18 de la Convención, tienen la 
obligación no sólo de proteger el derecho al nombre, sino también de brindar las 
medidas necesarias para facilitar el registro de la persona, inmediatamente después 
de su nacimiento. 
184. Igualmente, los Estados deben garantizar que la persona sea registrada con 
el nombre elegido por ella o por sus padres, según sea el momento del registro, 
sin ningún tipo de restricción al derecho ni interferencia en la decisión de escoger 
el nombre. Una vez registrada la persona, se debe garantizar la posibilidad de 
preservar y reestablecer su nombre y su apellido. El nombre y los apellidos son 
esenciales para establecer formalmente el vínculo existente entre los diferentes 
miembros de la familia con la sociedad y con el Estado, lo que no fue garantizado 
a las niñas Yean y Bosico por la República Dominicana. 

Contreras y otros vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2011. Serie C, núm. 232, párrafos 110 y 112.
110. En cuanto al derecho al nombre, la Corte ha establecido que “constituye un 
elemento básico e indispensable de la identidad de cada persona”. En este sentido, 
el Tribunal ha señalado que “los Estados deben garantizar que la persona sea re-
gistrada con el nombre elegido por ella o por sus padres, según sea el momento del 
registro, sin ningún tipo de restricción al derecho ni interferencia en la decisión de 
escoger el nombre. Una vez registrada la persona, se debe garantizar la posibilidad 
de preservar y restablecer su nombre y su apellido. El nombre y los apellidos son 
esenciales para establecer formalmente el vínculo existente entre los diferentes 
miembros de la familia”.
112. Ahora bien, el Tribunal ha reconocido que el derecho a la identidad no se 
encuentra expresamente contemplado en la Convención Americana. No obstante, 
el artículo 29.c de este instrumento establece que “[n]inguna disposición de la 
presente Convención puede ser interpretada en el sentido de […] excluir otros 
derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma 
democrática representativa de gobierno”. Al respecto, la Corte ha utilizado las “Nor-
mas de Interpretación” de este artículo para precisar el contenido de ciertas dispo-
siciones de la Convención, por lo que indudablemente una fuente de referencia 
importante, en atención al artículo 29.c) de la Convención Americana y al corpus 



438 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II juris del Derecho Internacional de los Derechos Humanos lo constituye la Conven-

ción sobre los Derechos del Niño, instrumento internacional que reconoció el de-
recho a la identidad de manera expresa. En su artículo 8.1 señala que “[l]os Es-
tados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su 
identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de 
conformidad con la ley sin injerencias ilícitas”. De la regulación de la norma con-
tenida en la Convención sobre Derechos del Niño se colige que la identidad es un 
derecho que comprende varios elementos, entre ellos, se encuentra compuesto por 
la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares, incluidos en dicho articulado 
a modo descriptivo mas no limitativo. De igual forma, el Comité Jurídico Intera-
mericano ha resaltado que el “derecho a la identidad es consustancial a los atri-
butos y a la dignidad humana” y es un derecho con carácter autónomo, el cual 
posee “un núcleo central de elementos claramente identificables que incluyen el 
derecho al nombre, el derecho a la nacionalidad y el derecho a las relaciones fa-
miliares”. En efecto, es “un derecho humano fundamental oponible erga omnes 
como expresión de un interés colectivo de la [c]omunidad [i]nternacional en su [c]
onjunto[,] que no admite derogación ni suspensión en los casos previstos por la 
Convención Americana”. En consecuencia, en las circunstancias del presente caso 
y en atención al contexto de los términos de la Convención Americana, interpreta-
dos a la luz del artículo 31 de la Convención de Viena, el Tribunal estima que el 
conjunto de las violaciones a los derechos establecidos en la Convención Americana 
que fueron analizados constituyen una afectación al derecho a la identidad, el cual 
es inherente al ser humano, y se encuentra estipulado expresamente en la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño.

Gelman vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Serie C, 
núm. 221, párrafos 122, 123 y 127.
122. Así, la referida situación afectó lo que se ha denominado el derecho a la iden-
tidad, que si bien no se encuentra expresamente contemplado en la Convención, 
en las circunstancias del presente caso es posible determinarlo sobre la base de 
lo dispuesto por el artículo 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que 
establece que tal derecho comprende, entre otros, el derecho a la nacionalidad, al 
nombre y a las relaciones de familia. Asimismo, el derecho a la identidad puede 
ser conceptualizado, en general, como el conjunto de atributos y características 
que permiten la individualización de la persona en sociedad y, en tal sentido, 
comprende varios otros derechos según el sujeto de derechos de que se trate y las 
circunstancias del caso.
123. Al respecto, la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (en 
adelante la “oea”) señaló “que el reconocimiento de la identidad de las personas 
es uno de los medios a través del cual se facilita el ejercicio de los derechos a la 
personalidad jurídica, al nombre, a la nacionalidad, a la inscripción en el registro 
civil, a las relaciones familiares, entre otros derechos reconocidos en instrumentos 
internacionales como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
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nocimiento de la identidad puede implicar que la persona no cuente con constan-
cia legal de su existencia, dificultando el pleno ejercicio de sus derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales”. En ese mismo sentido, el Comité 
Jurídico Interamericano expresó que el “derecho a la identidad es consustancial 
a los atributos y a la dignidad humana” y que, en consecuencia, “es un derecho 
humano fundamental oponible erga omnes como expresión de un interés colectivo 
de la [c]omunidad [i]nternacional en su conjunto[,] que no admite derogación ni 
suspensión en los casos previstos por la Convención Americana”.
127. En cuanto al derecho al nombre, reconocido en el artículo 18 de la Convención 
y también en diversos instrumentos internacionales, la Corte ha establecido que 
constituye un elemento básico e indispensable de la identidad de cada persona, 
sin el cual no puede ser reconocida por la sociedad ni registrada ante el Estado. 
Además, el nombre y el apellido son “esenciales para establecer formalmente el 
vínculo existente entre los diferentes miembros de la familia”. Este derecho implica, 
por ende, que los Estados deben garantizar que la persona sea registrada con el 
nombre elegido por ella o por sus padres, según sea el momento del registro, sin 
ningún tipo de restricción ni interferencia en la decisión de escoger el nombre y, 
una vez registrada la persona, que sea posible preservar y restablecer su nombre 
y su apellido. En el contexto de este caso, María Macarena Gelman vivió con otro 
nombre e identidad durante más de 23 años. Su cambio de nombre, como me-
dio para suprimir su identidad y ocultar la desaparición forzada de su madre, se 
mantuvo hasta el año 2005, cuando las autoridades uruguayas le reconocieron su 
filiación y aceptaron el cambio de nombre.

Rochac Hernández y otros vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 
14 de octubre de 2014. Serie C, núm. 285, párrafo 117.
117. Por ende, en las circunstancias del presente caso y en atención al contexto 
de los términos de la Convención Americana, interpretados a la luz del artículo 
31 de la Convención de Viena, la Corte estima que las violaciones a los derechos 
establecidos en la Convención Americana que fueron analizadas previamente cons-
tituyen una afectación al derecho a la identidad, el cual es inherente al ser humano 
en los términos del artículo 29.c) de la Convención Americana, y se encuentra 
estipulado expresamente en la Convención sobre los Derechos del Niño.

Igualdad y no discriminación

Yatama vs. Nicaragua. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 23 de junio de 2005. Serie C, núm. 127, párrafos 186 y 200.
186. El artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación de 
derecho o de hecho, no sólo en cuanto a los derechos consagrados en dicho tratado, 
sino en lo que respecta a todas las leyes que apruebe el Estado y a su aplicación. 
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pecto de la obligación de los Estados de respetar y garantizar, sin discriminación, 
los derechos reconocidos en dicho tratado, sino consagra un derecho que también 
acarrea obligaciones al Estado de respetar y garantizar el principio de igualdad 
y no discriminación en la salvaguardia de otros derechos y en toda la legislación 
interna que apruebe.
200. El derecho a tener acceso a las funciones públicas en condiciones generales 
de igualdad protege el acceso a una forma directa de participación en el diseño, 
implementación, desarrollo y ejecución de las directrices políticas estatales a través 
de funciones públicas. Se entiende que estas condiciones generales de igualdad 
están referidas tanto al acceso a la función pública por elección popular como por 
nombramiento o designación.

Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C, 
núm. 130, párrafos 141 y 155.
141. La Corte considera que el principio de derecho imperativo de protección 
igualitaria y efectiva de la ley y no discriminación determina que los Estados, al 
regular los mecanismos de otorgamiento de la nacionalidad, deben abstenerse de 
producir regulaciones discriminatorias o que tengan efectos discriminatorios en los 
diferentes grupos de una población al momento de ejercer sus derechos. Además, 
los Estados deben combatir las prácticas discriminatorias en todos sus niveles, en 
especial en los órganos públicos, y finalmente debe adoptar las medidas afirmativas 
necesarias para asegurar una efectiva igualdad ante la ley de todas las personas.
155. La Corte considera necesario señalar que el deber de respetar y garantizar 
el principio de la igualdad ante la ley y no discriminación es independiente del 
estatus migratorio de una persona en un Estado. Es decir, los Estados tienen la 
obligación de garantizar este principio fundamental a sus ciudadanos y a toda per-
sona extranjera que se encuentre en su territorio, sin discriminación alguna por su 
estancia regular o irregular, su nacionalidad, raza, género o cualquier otra causa.

López Álvarez vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 de febrero de 
2006. Serie C, núm. 141, párrafos 170 y 171.
170. Este Tribunal ha reiterado que el principio de derecho imperativo de protec-
ción igualitaria y efectiva de la ley y no discriminación determina que los Estados 
deben abstenerse de producir regulaciones discriminatorias o que tengan efec-
tos discriminatorios en los diferentes grupos de una población al momento de 
ejercer sus derechos. Además, los Estados deben combatir prácticas discrimina-
torias y adoptar las medidas necesarias para asegurar una efectiva igualdad de 
todas las personas ante la ley.
171. Los Estados deben tomar en consideración los datos que diferencian a los 
miembros de pueblos indígenas de la población en general, y que conforman la 
identidad cultural de aquéllos. La lengua es uno de los más importantes elementos 
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nade identidad de un pueblo, precisamente porque garantiza la expresión, difusión 
y transmisión de su cultura.

Servellón García y otros vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 21 
de septiembre de 2006. Serie C, núm. 152, párrafo 94.
94. Este Tribunal considera que el principio de igualdad ante la ley y no discrimi-
nación pertenece al jus cogens el cual, revestido de carácter imperativo, acarrea 
obligaciones erga omnes de protección que vinculan a todos los Estados y generan 
efectos con respecto a terceros, inclusive particulares.

Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, núm. 184, 
párrafo 210.
210. El artículo 24 de la Convención prevé que todas las personas son iguales ante 
la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección 
de la ley.
211. La Corte ha sostenido que no toda distinción de trato puede considerarse 
ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana. Asimismo, esta Corte ha distin-
guido entre distinciones y discriminaciones, de forma que las primeras constituyen 
diferencias compatibles con la Convención Americana por ser razonables, propor-
cionales y objetivas, mientras que las segundas constituyen diferencias arbitrarias 
que redundan en detrimento de los derechos humanos.

Perozo y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 28 de enero de 2009. Serie C, núm. 195, párrafo 380.
380. Es posible que una persona resulte discriminada con motivo de la percepción 
que otras tengan acerca de su relación con un grupo o sector social, indepen-
dientemente de que ello corresponda con la realidad o con la autoidentificación 
de la víctima. Teniendo en cuenta lo señalado en el capítulo anterior, es posible 
que las personas vinculadas a Globovisión pudieran quedar comprendidas en la 
categoría de “opiniones políticas” contenida en el artículo 1.1 de la Convención 
y ser discriminadas en determinadas situaciones. En consecuencia, corresponde 
analizar las supuestas discriminaciones de hecho bajo la obligación general de no 
discriminación contenida en el artículo 1.1 de la Convención, en relación con el 
artículo 13.1 de la misma.

Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 24 de agosto de 2010. Serie C, núm. 214, párrafo 269.
269. El principio de la protección igualitaria y efectiva de la ley y de la no discri-
minación constituye un dato sobresaliente en el sistema tutelar de los derechos 
humanos consagrado en varios instrumentos internacionales y desarrollado por la 
doctrina y jurisprudencia. En la actual etapa de la evolución del derecho interna-
cional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el 
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nacional e internacional y permean todo el ordenamiento jurídico. Algunos de estos 
instrumentos internacionales son: Carta de la oea (artículo 3.l); Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos (artículos 1 y 24); Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre (artículo II); Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, “Protocolo de San Salvador” (artículo 3); Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (artículos 4.f, 
6 y 8.b); Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra las Personas con Discapacidad (artículos I.2.a, II, III, IV 
y V); Carta de las Naciones Unidas (artículo 1.3); Declaración Universal de De-
rechos Humanos (artículos 2 y 7); Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (artículos 2.2 y 3); Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos (artículos 2.1 y 26); Convención Internacional sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación Racial (artículo 2); Convención sobre los 
Derechos del Niño (artículo 2); Declaración de los Derechos del Niño (Principio 
1); Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Tra-
bajadores Migratorios y de sus Familiares (artículos 1.1, 7, 18.1, 25, 27, 28, 43.1, 
43.2, 45.1, 48, 55 y 70); Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer (artículos 2, 3, 5, 7 a 16); Declaración sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Intolerancia y Discriminación Fundadas en 
la Religión o las Convicciones (artículos 2 y 4); Declaración de la Organización 
Internacional del Trabajo (oit) relativa a los Principios y Derechos Fundamentales 
en el Trabajo y su Seguimiento (2.d); Convenio No. 97 de la Organización Inter-
nacional del Trabajo (oit) sobre los Trabajadores Migrantes (revisado) (artículo 6); 
Convenio No. 111 de la Organización Internacional del Trabajo (oit) relativo a la 
Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación (artículos 1 a 3); Convenio 
No. 143 de la Organización Internacional del Trabajo (oit) sobre los Trabajadores 
Migrantes (disposiciones complementarias) (artículos 8 y 10); Convenio No. 168 
de la Organización Internacional del Trabajo (oit) sobre el Fomento del Empleo y la 
Protección contra el Desempleo (artículo 6); Proclamación de Teherán, Conferencia 
Internacional de Derechos Humanos de Teherán, 13 de mayo de 1968 (párrs. 1, 
2, 5, 8 y 11); Declaración y Programa de Acción de Viena, Conferencia Mundial 
de Derechos Humanos, 14 a 25 de junio de 1993 (I.15; I.19; I.27; I.30; II.B.1, 
artículos 19 a 24; II.B.2, artículos 25 a 27); Declaración sobre los Derechos de las 
Personas Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas 
(artículos 2, 3, 4.1 y 5); Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación 
Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, Declaración y Programa 
de Acción (párrafos de la Declaración: 1, 2, 7, 9, 10, 16, 25, 38, 47, 48, 51, 66 y 
104); Convención Relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de 
la Enseñanza (artículos 1, 3 y 4); Declaración sobre la Raza y los Prejuicios Racia-
les (artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9); Declaración sobre los Derechos Humanos 
de los Individuos que no son Nacionales de País en que Viven (artículo 5.1.b y 
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na5.1.c); Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (artículos 20 y  
21); Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Li-
bertades Fundamentales (artículo 14); Carta Social Europea (artículo 19.4, 19.5 y 
19.7); Protocolo No.12 al Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Huma nos y de las Libertades Fundamentales (artículo 1); Carta Africana de los 
Derechos Humanos y de los Pueblos “Carta de Banjul” (artículos 2 y 3); Carta 
Árabe sobre Derechos Humanos (artículo 2), y Declaración de El Cairo sobre 
Derechos Humanos en el Islam (artículo 1).

Fernández Ortega y otros vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C, núm. 215, párrafo 199.
199. Respecto de lo alegado por los representantes y la Comisión en cuanto a la 
discriminación en el acceso a la justicia en perjuicio de la señora Fernández Ortega, 
la Corte observa que los representantes consideraron que se violaron sus derechos 
a la igualdad y a la no discriminación en el acceso a la justicia, establecidos en los 
artículos 8 y 25, 24 y 1.1 de la Convención Americana, mientras que la Comisión 
sólo alegó el incumplimiento de este último precepto con las respectivas normas 
sustantivas. Al respecto, la Corte recuerda que la obligación general del artículo 
1.1 se refiere al deber del Estado de respetar y garantizar “sin discriminación” 
los derechos contenidos en la Convención Americana, mientras que el artículo 24 
protege el derecho a “igual protección de la ley”. En otras palabras, si se alega 
que un Estado discrimina en el respeto o garantía de un derecho convencional, el 
hecho debe ser analizado bajo el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en cuestión. 
Si por el contrario la alegada discriminación se refiere a una protección desigual 
de la ley interna, el hecho debe examinarse bajo el artículo 24 de la misma. Por 
ello, la alegada discriminación en el acceso a la justicia derivada de los artículos 
8 y 25, debe ser analizada bajo el deber genérico de respetar y garantizar los de-
rechos convencionales sin discriminación, reconocidos por el artículo 1.1 de la 
Convención Americana.

Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 24 de febrero 
de 2012. Serie C, núm. 239, párrafo 79.
79. Sobre el principio de igualdad ante la ley y la no discriminación, la Corte ha 
señalado que la noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de 
naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la per-
sona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior 
a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por 
considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del 
goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal 
situación. La jurisprudencia de la Corte también ha indicado que en la actual etapa 
de la evolución del derecho internacional, el principio fundamental de igualdad 
y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens. Sobre él descansa 
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ordenamiento jurídico.
80. Además, el Tribunal ha establecido que los Estados deben abstenerse de reali-
zar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a 
crear situaciones de discriminación de jure o de facto. Los Estados están obligados 
a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias 
existentes en sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas. Esto 
implica el deber especial de protección que el Estado debe ejercer con respecto a 
actuaciones y prácticas de terceros que, bajo su tolerancia o aquiescencia, creen, 
mantengan o favorezcan las situaciones discriminatorias.

Veliz Franco y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C, núm. 277, párrafo 205.
205. El principio de la protección igualitaria y efectiva de la ley y de la no discri-
minación constituye un dato sobresaliente en el sistema tutelar de los derechos 
humanos consagrado en numerosos instrumentos internacionales y desarrollado 
por la doctrina y jurisprudencia. En la actual etapa de la evolución del derecho 
internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha in-
gresado en el dominio del jus cogens. Sobre él descansa el andamiaje jurídico del 
orden público nacional e internacional y permean todo el ordenamiento jurídico.

Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) 
vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C, 
núm. 279, párrafos 198, 206, 226 y 228.
198. En cuanto al concepto de discriminación, cabe tomar como base las definiciones 
contenidas en el artículo 1.1 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación Racial y el Artículo 1.1 de la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer para concluir 
que discriminación es toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada 
en los motivos prohibidos que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar 
el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos hu-
manos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural 
o en cualquier otra esfera.
206. El artículo 1.1. de la Convención Americana proscribe la discriminación, en 
general, e incluye categorías prohibidas de discriminación. Tomando en cuenta los 
criterios desarrollados anteriormente, esta Corte deja establecido que el origen étnico 
de las personas es una categoría protegida por la Convención. Por ello, está proscrita 
por la Convención Americana cualquier norma, acto o práctica discriminatoria basada 
en la etnia de la persona. En consecuencia, ninguna norma, decisión o práctica de 
derecho interno, sea por parte de autoridades estatales o por particulares, pueden 
disminuir o restringir, de modo alguno, los derechos de una persona a partir de su 
origen étnico. Ello es igualmente aplicable a que, de acuerdo al artículo 24 de dicho 
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natratado, se proscribe una desigualdad basada en el origen étnico proveniente de la 
ley interna o de su aplicación.
226. Para establecer si una diferencia de trato se fundamentó en una categoría 
sospechosa y determinar si constituyó discriminación, es necesario analizar los 
argumentos expuestos por las autoridades judiciales nacionales, sus conductas, 
el lenguaje utilizado y el contexto en que se produjeron las decisiones judiciales.
228. La Corte considera que la sola utilización de esos razonamientos que denotan 
estereotipos y prejuicios en la fundamentación de las sentencias configuraron una 
violación del principio de igualdad y no discriminación y el derecho a la igual 
protección de la ley, consagrados en el artículo 24 de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.

Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas vs. República Dominicana. Ex-
cepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de agosto 
de 2014. Serie C, núm. 282, párrafo 402.
401. En cuanto a la discriminación racial, la Corte ha reconocido “la dificultad 
de demostrar casos de perjuicio racial por parte de quienes son objeto de discri-
minación” y coincide con el Tribunal Europeo en el sentido que en ciertos casos 
de violaciones a derechos humanos motivados por discriminación la carga de la 
prueba recae en el Estado, quien tiene el control de los medios para aclarar hechos 
ocurridos dentro de su territorio.
402. Por otra parte, en relación con los derechos de los migrantes, la Corte ha es-
tablecido que es permisible que el Estado otorgue un trato distinto a los migrantes 
documentados en relación con los migrantes indocumentados, o bien entre migran-
tes y nacionales, “siempre que ese trato sea razonable, objetivo y proporcional y 
no lesione derechos humanos”. No obstante, “el deber de respetar y garantizar 
el principio de la igualdad ante la ley y no discriminación es independiente del 
estatus migratorio de una persona en un Estado”. Es decir, los Estados tienen la 
obligación de garantizar este principio fundamental a sus ciudadanos y a toda per-
sona extranjera que se encuentre en su territorio, sin discriminación alguna por su 
estancia regular o irregular, su nacionalidad, raza, género o cualquier otra causa.

Espinoza Gonzáles vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 289, párrafos 219 y 223.
219. En este sentido, la Corte ha determinado que una diferencia de trato es 
discriminatoria cuando la misma no tiene una justificación objetiva y razonable, 
es decir, cuando no persigue un fin legítimo y no existe una relación razonable de 
proporcionalidad entre los medios utilizados y el fin perseguido.
223. Finalmente, la Corte ha establecido que las mujeres detenidas o arrestadas “no 
deben sufrir discriminación, y deben ser protegidas de todas las formas de violencia 
o explotación”. Dicha discriminación incluye “la violencia dirigida contra la mujer 
porque es mujer o que la afecta en forma desproporcionada”, y abarca “actos que 
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esos actos, coacción y otras formas de privación de la libertad”.

Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A, núm. 4, párrafos 55, 
56, 57 y 58.
55. La noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza 
del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente 
a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un deter-
minado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por conside-
rarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce 
de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situa-
ción de inferioridad. No es admisible crear diferencias de tratamiento entre seres 
humanos que no se correspondan con su única e idéntica naturaleza. 
56. Sin embargo, por lo mismo que la igualdad y la no discriminación se desprenden 
de la idea de unidad de dignidad y naturaleza de la persona es preciso concluir que 
no todo tratamiento jurídico diferente es propiamente discriminatorio, porque no 
toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad 
humana. Ya la Corte Europea de Derechos Humanos basándose “en los principios 
que pueden deducirse de la práctica jurídica de un gran número de Estados demo-
cráticos” definió que sólo es discriminatoria una distinción cuando “carece de jus-
tificación objetiva y razonable” [Eur. Court H.R., Case “relating to certain aspects 
of the laws on the use of languages in education in Belgium” (merits), judgment of 
23rd July 1968, pág. 34]. Existen, en efecto, ciertas desigualdades de hecho que 
legítimamente pueden traducirse en desigualdades de tratamiento jurídico, sin 
que tales situaciones contraríen la justicia. Por el contrario, pueden ser un vehículo 
para realizarla o para proteger a quienes aparezcan como jurídicamente débiles. 
Mal podría, por ejemplo, verse una discriminación por razón de edad o condición 
social en los casos en que la ley limita el ejercicio de la capacidad civil a quienes, 
por ser menores o no gozar de salud mental, no están en condiciones de ejercerla 
sin riesgo de su propio patrimonio. 
57. No habrá, pues, discriminación si una distinción de tratamiento está orientada 
legítimamente, es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la justicia, a la razón 
o a la naturaleza de las cosas. De ahí que no pueda afirmarse que exista discrimi-
nación en toda diferencia de tratamiento del Estado frente al individuo, siempre 
que esa distinción parta de supuestos de hecho sustancialmente diferentes y que 
expresen de modo proporcionado una fundamentada conexión entre esas diferencias 
y los objetivos de la norma, los cuales no pueden apartarse de la justicia o de la 
razón, vale decir, no pueden perseguir fines arbitrarios, caprichosos, despóticos o 
que de alguna manera repugnen a la esencial unidad y dignidad de la naturaleza 
humana. 
58. Si bien no puede desconocerse que las circunstancias de hecho pueden hacer 
más o menos difícil apreciar si se está o no en presencia de una situación como 
la descrita en el párrafo anterior, es también cierto que, partiendo de la base de la 



Jurisprudencia interamericana | 447

Ju
ris

pr
ud

en
cia

 in
te

ra
m

er
ica

naesencial unidad de la dignidad del ser humano, es posible apreciar circunstancias 
en que los imperativos del bien común puedan justificar un mayor o menor grado 
de distinciones que no se aparten de las consideraciones precedentes. Se trata de 
valores que adquieren dimensiones concretas a la luz de la realidad en que están 
llamados a materializarse y que dejan un cierto margen de apreciación para la 
expresión que deben asumir en cada caso. 

Igualdad y no discriminación (niñas y niños)

Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala. Fondo. Sen-
tencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C, núm. 63, párrafo 196.
196. Las normas transcritas permiten precisar, en variadas direcciones, los alcances 
de las “medidas de protección” a que alude el artículo 19 de la Convención Ame-
ricana. Entre ellas merecen ser destacadas las referentes a la no discriminación, 
a la asistencia especial a los niños privados de su medio familiar, a la garantía de 
la supervivencia y el desarrollo del niño, al derecho a un nivel de vida adecuado 
y a la reinserción social de todo niño víctima de abandono o explotación. Es claro 
para esta Corte que los actos perpetrados contra las víctimas en el presente caso, en 
los que se vieron involucrados agentes del Estado, contravienen estas previsiones.

Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 24 de febrero 
de 2012. Serie C, núm. 239, párrafo 151.
151. Al respecto, la Corte resalta que las niñas y los niños no pueden ser discri-
minados en razón de sus propias condiciones y dicha prohibición se extiende, 
además, a las condiciones de sus padres o familiares, como en el presente caso a 
la orientación sexual de la madre. En este sentido, el Comité de los Derechos del 
Niño ha aclarado en su Observación General No. 7 que los niños y las niñas pueden 
sufrir las consecuencias de la discriminación de la cual son objeto sus padres, por 
ejemplo si han nacido fuera del matrimonio o en otras circunstancias que no se 
ajustan a los valores tradicionales.

Incomunicación

Godínez Cruz vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C, núm. 5, 
párrafo 164.
164. Además, el aislamiento prolongado y la incomunicación coactiva a los que 
se ve sometida la víctima representan, por sí mismos, formas de tratamiento cruel 
e inhumano, lesivas de la libertad psíquica y moral de la persona y del derecho 
de todo detenido al respeto debido a la dignidad inherente al ser humano, lo que 
constituye, por su lado, la violación de las disposiciones del artículo 5 de la Con-
vención que reconocen el derecho a la integridad personal.
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párrafo 82.
82. En el Derecho Internacional de los Derechos Humanos se ha establecido que 
la incomunicación debe ser excepcional y que su uso durante la detención puede 
constituir un acto contrario a la dignidad humana.

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafo 167.
167. Asimismo, en el Instituto se utilizaba como método de castigo el aislamiento, 
los maltratos y las incomunicaciones, con el propósito de imponer disciplina sobre 
la población de internos, método disciplinario prohibido por la Convención Ame-
ricana. Si bien no ha quedado demostrado que todos los internos del Instituto lo 
sufrieron, esta Corte ha sostenido que la mera amenaza de una conducta prohibida 
por el artículo 5 de la Convención Americana, cuando sea suficientemente real e 
inminente, puede en sí misma estar en conflicto con la norma de que se trata. En 
otras palabras, crear una situación amenazadora o amenazar a un individuo con 
torturarlo puede constituir, al menos en algunas circunstancias, un tratamiento in-
humano. En el caso sub judice, la amenaza de dichos castigos era real e inminente, 
creando un clima de permanente tensión y violencia que afectó el derecho a una 
vida digna de los internos.

Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 170, párrafo 171.
171. Asimismo, la Corte ha establecido que el “aislamiento prolongado y la inco-
municación coactiva son, por sí mismos, tratamientos crueles e inhumanos, lesivos 
de la integridad psíquica y moral de la persona y del derecho al respeto de la dig-
nidad inherente al ser humano”. La incomunicación sólo puede utilizarse de una 
manera excepcional, tomando en cuenta los graves efectos que genera, pues “el 
aislamiento del mundo exterior produce en cualquier persona sufrimientos morales 
y perturbaciones psíquicas, la coloca en una situación de particular vulnerabilidad y 
acrecienta el riesgo de agresión y arbitrariedad en las cárceles”.

Espinoza Gonzáles vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 289, párrafo 187.
187. La Corte considera que el plazo de aproximadamente tres semanas sin que la 
señora Espinoza tuviera acceso a su familia constituyó un periodo prolongado de 
incomunicación. Por otro lado, la Corte ya estableció que la detención de la señora 
Espinoza Gonzáles fue ilegal. Al respecto, la Corte ha señalado que basta con que 
una detención ilegal haya durado breve tiempo para que se configure, dentro de los 
estándares del derecho internacional de los derechos humanos, una conculcación 
a la integridad psíquica y moral, y que cuando se presentan dichas circunstancias 
es posible inferir, aun cuando no mediaran otras evidencias al respecto, que el trato 
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tanto, dicho periodo de incomunicación constituyó una violación de los artículos 
5.2 y 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 
en perjuicio de Gladys Espinoza.

Incumplimiento de los Estados parte

Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C, 
núm. 4, párrafo 134.
134. En efecto, la protección internacional de los derechos humanos no debe con-
fundirse con la justicia penal. Los Estados no comparecen ante la Corte como sujetos 
de acción penal. El Derecho internacional de los derechos humanos no tiene por 
objeto imponer penas a las personas culpables de sus violaciones, sino amparar a 
las víctimas y disponer la reparación de los daños que les hayan sido causados 
por los Estados responsables de tales acciones.

Godínez Cruz vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C, núm. 5, 
párrafo 187.
187. El Estado está, por otra parte, obligado a investigar toda situación en la que 
se hayan violado los derechos humanos protegidos por la Convención. Si el aparato 
del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se restablezca, en 
cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede afirmarse 
que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas 
sujetas a su jurisdicción. Lo mismo es válido cuando se tolere que los particulares 
o grupos de ellos actúen libre o impunemente en menoscabo de los derechos hu-
manos reconocidos en la Convención.

Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) vs. Guatemala. Fondo. Sentencia 
de 8 de marzo de 1998. Serie C, núm. 37, párrafo 91.
91. Para establecer que se ha producido una violación de los derechos consagrados 
en la Convención, no se requiere determinar, como ocurre en el derecho penal 
interno, la culpabilidad de sus autores o su intencionalidad y tampoco es preciso 
identificar individualmente a los agentes a los cuales se atribuye los hechos viola-
torios. Es suficiente la demostración de que ha habido apoyo o tolerancia del poder 
público en la infracción de los derechos reconocidos en la Convención. Además, 
también se compromete la responsabilidad internacional del Estado cuando éste 
no realice las actividades necesarias, de acuerdo con su derecho interno, para 
identificar y, en su caso, sancionar a los autores de las propias violaciones.

Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C, núm. 99, párrafos 30 y 134.
30. Asimismo, la Corte ha señalado anteriormente, en cuanto a la recepción y la 
valoración de la prueba, que los procedimientos que se siguen ante ella no están 
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la incorporación de determinados elementos al acervo probatorio debe ser efec-
tuada prestando particular atención a las circunstancias del caso concreto, y te-
niendo presentes los límites trazados por el respeto a la seguridad jurídica y al equili-
brio procesal de las partes. Además, la Corte ha tenido en cuenta que la jurisprudencia 
internacional, al considerar que los tribunales internacionales tienen la potestad 
de apreciar y valorar las pruebas según las reglas de la sana crítica, ha evitado 
siempre adoptar una rígida determinación del quantum de la prueba necesaria para 
fundar un fallo. Este criterio es especialmente válido en relación con los tribunales 
internacionales de derechos humanos, los cuales disponen, para efectos de la 
determinación de la responsabilidad internacional de un Estado por violación de 
derechos de la persona, de una amplia flexibilidad en la valoración de la prueba 
rendida ante ellos sobre los hechos pertinentes, de acuerdo con las reglas de la 
lógica y con base en la experiencia.
134. Este fenómeno de la ejecución extrajudicial supone, además, “el desconoci-
miento del deber de organizar el aparato del Estado para garantizar los derechos 
reconocidos en la Convención”, al llevar a cabo o tolerar acciones dirigidas a rea-
lizar ejecuciones extrajudiciales, al no investigarlas de manera adecuada y al no 
sancionar, en su caso, a los responsables, el Estado viola el deber de respetar los 
derechos reconocidos por la Convención y de garantizar su libre y pleno ejercicio, 
tanto de la presunta víctima como de sus familiares, y a la sociedad para conocer 
lo ocurrido.

Hermanas Serrano Cruz vs. El Salvador. Excepciones preliminares. Sentencia de 23 de 
noviembre de 2004. Serie C, núm. 118, párrafo 118.
118. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte observa que el Estado 
no puede cuestionar la plena vigencia de los derechos humanos consagrados en la 
Convención Americana, con fundamento en la existencia de un conflicto armado de 
carácter no internacional. La Corte estima necesario reiterar que la existencia de un 
conflicto armado de carácter no internacional no exonera al Estado de observar sus 
obligaciones de respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención 
Americana a todas las personas bajo su jurisdicción, así como tampoco suspende 
su vigencia.

Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C, núm. 134, párrafo 113.
113. La responsabilidad estatal bajo la Convención Americana sólo puede ser 
exigida a nivel internacional después de que el Estado haya tenido la oportunidad 
de repararlo por sus propios medios, y la atribución de la misma a un Estado por 
actos de agentes estatales o de particulares deberá determinarse atendiendo a las 
particularidades y circunstancias de cada caso.
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Serie C, núm. 147, párrafos 140 y 208. 
140. La Corte considera pertinente recordar que es un principio básico del derecho 
de la responsabilidad internacional del Estado, recogido en el Derecho Internacio-
nal de los Derechos Humanos, que todo Estado es internacionalmente responsable 
por actos u omisiones de cualesquiera de sus poderes u órganos en violación de 
los derechos internacionalmente consagrados. El artículo 1.1 de la Convención 
Americana reviste importancia fundamental en ese sentido.
(…)
208. Si bien la Corte carece de competencia para declarar que un Estado es inter-
nacionalmente responsable por la violación de tratados internacionales que no le 
atribuyen dicha competencia, se puede observar que ciertos actos u omisiones que 
violan los derechos humanos de acuerdo con los tratados que le compete aplicar 
infringen también otros instrumentos internacionales de protección de la persona 
humana, como los Convenios de Ginebra de 1949 y, en particular, el artículo 3 
común.

Almonacid Arellano y otros vs. Chile. Excepciones preliminares, fondo, reparacio-
nes y costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C, núm. 154, 
párrafo 123.
123. La descrita obligación legislativa del artículo 2 de la Convención tiene también 
la finalidad de facilitar la función del Poder Judicial de tal forma que el aplicador 
de la ley tenga una opción clara de cómo resolver un caso particular. Sin embargo, 
cuando el Legislativo falla en su tarea de suprimir y/o no adoptar leyes contrarias 
a la Convención Americana, el Judicial permanece vinculado al deber de garantía 
establecido en el artículo 1.1 de la misma y, consecuentemente, debe abstenerse 
de aplicar cualquier normativa contraria a ella. El cumplimiento por parte de 
agentes o funcionarios del Estado de una ley violatoria de la Convención produce 
responsabilidad internacional del Estado, y es un principio básico del derecho de 
la responsabilidad internacional del Estado, recogido en el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos, en el sentido de que todo Estado es internacionalmente 
responsable por actos u omisiones de cualesquiera de sus poderes u órganos en 
violación de los derechos internacionalmente consagrados, según el artículo 1.1 
de la Convención Americana.

Indemnización

Caesar vs. Trinidad y Tobago. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 11 de marzo 
de 2005. Serie C, núm. 123, párrafo 137.
137. El pago de la indemnización establecida a favor de la víctima será hecha 
directamente a él. Si la víctima hubiere fallecido o fallezca antes del pago de la 
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nacional aplicable.

Cantoral Huamaní y García Santa Cruz vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 10 de julio de 2007. Serie C, núm. 167, 
párrafo 162.
162. En el caso de los familiares de las víctimas, acreedores de las indemni-
zaciones que se establecen en la presente sentencia, que hubieren fallecido o 
que fallecieren antes de que les fuera entregada la indemnización respectiva, 
ésta deberá ser consignada a sus derechohabientes, conforme al derecho in-
terno aplicable.

Indulto

Boyce y otros vs. Barbados. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Senten-
cia de 20 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 169, párrafos 60 y 61.
60. El Estado alegó que el poder ejecutivo toma en cuenta aquellas circunstancias 
únicas del individuo y el delito, las cuales, a través de la recomendación del Con-
sejo Privado de Barbados, pueden ayudar a decidir sobre la conmutación de la pena 
de muerte. Al respecto, la Corte considera que se debería realizar una distinción 
entre el derecho que tiene toda persona condenada, conforme al artículo 4.6 de la 
Convención, a solicitar amnistía, el indulto o la conmutación de la pena y el derecho 
reconocido en el artículo 4.2 de solicitar a un tribunal competente que determine 
si la pena de muerte es el castigo apropiado en cada caso, de conformidad con 
la legislación interna y la Convención Americana. Es decir, la imposición de una 
pena es una función judicial. El poder ejecutivo puede otorgar indulto o conmutar 
una pena ya impuesta por un tribunal competente, pero no se puede privar al po-
der judicial de la responsabilidad de aplicar la pena más adecuada para un delito 
en particular. En el presente caso, el poder judicial no tuvo otra opción más que 
imponer la pena de muerte a las cuatro presuntas víctimas cuando las encontraron 
culpables de homicidio y no se permitió una revisión judicial de la imposición de 
dicho castigo, ya que éste debe ser impuesto de manera obligatoria por ley.
61. En resumen, independientemente de las defensas disponibles para la determi-
nación de una condena por homicidio y sin perjuicio de la posibilidad de solicitar 
al poder ejecutivo la conmutación de la pena de muerte, la Corte considera que en 
lo que toca a la determinación de la sanción, [la Ley de Delitos contra la Persona] 
impone de manera mecánica y genérica la aplicación de la pena de muerte para 
todo culpable de homicidio. Esto constituye una contravención de la prohibición de 
privar del derecho a la vida en forma arbitraria, reconocido en el artículo 4.1 de la 
Convención, ya que no permite la individualización de la pena de conformidad con 
las características del delito, así como la participación y culpabilidad del acusado.



Jurisprudencia interamericana | 453

Ju
ris

pr
ud

en
cia

 in
te

ra
m

er
ica

naIntegrantes de comunidades indígenas y tribales

Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
17 de junio de 2005. Serie C, núm. 125, párrafos 63, 135, 147 y 154.
63. En lo que respecta a pueblos indígenas, es indispensable que los Estados 
otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, 
sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulne-
rabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres.
135. La cultura de los miembros de las comunidades indígenas corresponde a 
una forma de vida particular de ser, ver y actuar en el mundo, constituido a partir 
de su estrecha relación con sus territorios tradicionales y los recursos que allí se 
encuentran, no sólo por ser éstos su principal medio de subsistencia, sino además 
porque constituyen un elemento integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por 
ende, de su identidad cultural.
147. Al desconocerse el derecho ancestral de los miembros de las comunidades 
indígenas sobre sus territorios, se podría estar afectando otros derechos básicos, 
como el derecho a la identidad cultural y la supervivencia misma de las comuni-
dades indígenas y sus miembros.
154. La garantía del derecho a la propiedad comunitaria de los pueblos indígenas 
debe tomar en cuenta que la tierra está estrechamente relacionada con sus tra-
diciones y expresiones orales, sus costumbres y lenguas, sus artes y rituales, sus 
conocimientos y usos relacionados con la naturaleza, sus artes culinarias, el derecho 
consuetudinario, su vestimenta, filosofía y valores. En función de su entorno, su 
integración con la naturaleza y su historia, los miembros de las comunidades indí-
genas transmiten de generación en generación este patrimonio cultural inmaterial, 
que es recreado constantemente por los miembros de las comunidades y grupos 
indígenas.

Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 29 de marzo de 2006. Serie C, núm. 146, párrafos 83 y 118.
83. Asimismo, conforme a la jurisprudencia del Tribunal, es indispensable que los 
Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades 
propias de los pueblos indígenas, sus características económicas y sociales, así 
como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, 
usos y costumbres.
118. Haciendo uso de los criterios señalados, este Tribunal ha considerado que la 
estrecha vinculación de los integrantes de los pueblos indígenas con sus tierras 
tradicionales y los recursos naturales ligados a su cultura que ahí se encuentren, 
así como los elementos incorporales que se desprendan de ellos, deben ser salva-
guardados por el artículo 21 de la Convención Americana. La cultura de los miem-
bros de las comunidades indígenas corresponde a una forma de vida particular de 
ser, ver y actuar en el mundo, constituido a partir de su estrecha relación con sus 
tierras tradicionales y recursos naturales, no sólo por ser éstos su principal medio 



454 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II de subsistencia, sino además porque constituyen un elemento integrante de su 

cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad cultural.

Caso del Pueblo Saramaka vs. Suriname. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 172, párrafos 86 
y 168.
86. La Corte no encuentra una razón para apartarse de esta jurisprudencia en el 
presente caso. Por ello, este Tribunal declara que se debe considerar a los miembros 
del pueblo Saramaka como una comunidad tribal y que la jurisprudencia de la Corte 
respecto del derecho de propiedad de los pueblos indígenas también es aplicable a 
los pueblos tribales dado que comparten características sociales, culturales y eco-
nómicas distintivas, incluyendo la relación especial con sus territorios ancestrales, 
que requiere medidas especiales conforme al derecho internacional de los derechos 
humanos a fin de garantizar la supervivencia física y cultural de dicho pueblo.
168. La Corte nota que es necesario el reconocimiento de la personalidad jurídica 
de los miembros individuales de la comunidad para el goce de otros derechos, como 
el derecho a la vida y a la integridad personal. Sin embargo, dicho reconocimiento 
individual no toma en cuenta el modo en que los miembros de los pueblos indíge-
nas y tribales en general, y el Saramaka en particular, gozan y ejercen un derecho 
en especial; es decir, el derecho a usar y gozar colectivamente de la propiedad de 
conformidad con sus tradiciones ancestrales.

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafo 147.
147. En consecuencia, conforme a su jurisprudencia constante en materia indígena, 
mediante la cual ha reconocido que la relación de los indígenas con el territorio 
es esencial para mantener sus estructuras culturales y su supervivencia étnica y 
material, el Tribunal considera que el desplazamiento forzado de los pueblos indí-
genas fuera de su comunidad o bien de sus integrantes, les puede colocar en una 
situación de especial vulnerabilidad, que “[P]or sus secuelas destructivas sobre el 
tejido étnico y cultural […], genera un claro riesgo de extinción, cultural o físico, 
de los pueblos indígenas”, por lo cual es indispensable que los Estados adopten 
medidas específicas de protección considerando las particularidades propias de los 
pueblos indígenas, así como su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbre 
para prevenir y revertir los efectos de dicha situación.

Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 24 de agosto de 2010. Serie C, núm. 214, párrafos 109, 113, 250 y 263.
109. El Tribunal recuerda su jurisprudencia respecto a la propiedad comunitaria 
de las tierras indígenas, según la cual: 1) la posesión tradicional de los indígenas 
sobre sus tierras tiene efectos equivalentes al título de pleno dominio que otorga el 
Estado[126]; 2) la posesión tradicional otorga a los indígenas el derecho a exigir 
el reconocimiento oficial de propiedad y su registro; 3) el Estado debe delimitar, 
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indígenas; 4) los miembros de los pueblos indígenas que por causas ajenas a su 
voluntad han salido o perdido la posesión de sus tierras tradicionales mantienen el 
derecho de propiedad sobre las mismas, aún a falta de título legal, salvo cuando las 
tierras hayan sido legítimamente trasladadas a terceros de buena fe, y 5) los miem-
bros de los pueblos indígenas que involuntariamente han perdido la posesión de 
sus tierras, y éstas han sido trasladadas legítimamente a terceros inocentes, tienen 
el derecho de recuperarlas o a obtener otras tierras de igual extensión y calidad.
113. Para determinar la existencia de la relación de los indígenas con sus tierras 
tradicionales, la Corte ha establecido que: i) ella puede expresarse de distintas ma-
neras según el pueblo indígena del que se trate y las circunstancias concretas en 
que se encuentre, y ii) la relación con las tierras debe ser posible. Algunas formas 
de expresión de esta relación podrían incluir el uso o presencia tradicional, a 
través de lazos espirituales o ceremoniales; asentamientos o cultivos esporádicos; 
caza, pesca o recolección estacional o nómada; uso de recursos naturales ligados 
a sus costumbres, y cualquier otro elemento característico de su cultura. El segundo 
elemento implica que los miembros de la Comunidad no se vean impedidos, por 
causas ajenas a su voluntad, a realizar aquellas actividades que revelan la persis-
tencia de la relación con sus tierras tradicionales.
250. Sin embargo, en aplicación del principio de efecto útil y de las necesidades 
de protección en casos de personas y grupos en situación de vulnerabilidad, este 
Tribunal ha observado el contenido jurídico más amplio de este derecho, al esti-
mar que el Estado se encuentra especialmente “obligado a garantizar a aquellas 
personas en situación de vulnerabilidad, marginalización y discriminación, las 
condiciones jurídicas y administrativas que les aseguren el ejercicio de este dere-
cho, en atención al principio de igualdad ante la ley”. Por ejemplo, en el caso de 
la Comunidad Indígena Sawhoyamaxa la Corte consideró que sus miembros habían 
“permanecido en un limbo legal en que, si bien nacieron y murieron en el Paraguay, 
su existencia misma e identidad nunca estuvo jurídicamente reconocida, es decir, 
no tenían personalidad jurídica”.
263. En ese sentido, la Corte considera que la pérdida de prácticas tradicionales, 
como los ritos de iniciación femenina o masculina y las lenguas de la Comunidad, 
y los perjuicios derivados de la falta de territorio, afectan en forma particular el 
desarrollo e identidad cultural de los niños y niñas de la Comunidad, quienes no 
podrán siquiera desarrollar esa especial relación con su territorio tradicional y esa 
particular forma de vida propia de su cultura si no se implementan las medidas 
necesarias para garantizar el disfrute de estos derechos.

Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 
27 de junio de 2012. Serie C, núm. 245, párrafo 160.
160. Es por todo lo anterior que una de las garantías fundamentales para garan-
tizar la participación de los pueblos y comunidades indígenas en las decisiones 
relativas a medidas que afecten sus derechos, y en particular su derecho a la 
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el cual está reconocido en el Convenio Nº 169 de la oit, entre otros instrumentos 
internacionales complementarios.

Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miem-
bros vs. Panamá. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 14 de octubre de 2014. Serie C, núm. 284, párrafo 144.
144. Del mismo modo la Corte reitera su jurisprudencia en la cual se establece que 
no puede decidir si el derecho a la propiedad tradicional de los miembros de una 
Comunidad indígena se encuentra por encima del derecho a la propiedad privada 
de terceros o viceversa, por cuanto la Corte no es un tribunal de derecho interno que 
dirime las controversias entre particulares. Esa tarea corresponde exclusivamente 
al Estado. No obstante, al Tribunal le compete analizar si el Estado garantizó o no 
los derechos humanos de la Comunidad indígena.

Integridad personal

Pacheco Teruel y otros vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de 
abril de 2012. Serie C, núm. 241, párrafo 67.
67. Este Tribunal ha incorporado en su jurisprudencia los principales estándares 
sobre condiciones carcelarias y deber de prevención que el Estado debe garantizar 
en favor de las personas privadas de libertad. En particular, como ha sido estable-
cido por esta Corte:

 a) El hacinamiento constituye en sí mismo una violación a la integridad personal; 
asimismo, obstaculiza el normal desempeño de las funciones esenciales en los 
centros penitenciarios;

 b) La separación por categorías deberá realizarse entre procesados y condenados y 
entre los menores de edad de los adultos, con el objetivo de que los privados de 
libertad reciban el tratamiento adecuado a su condición;

 c) Todo privado de libertad tendrá acceso al agua potable para su consumo y al agua 
para su aseo personal; la ausencia de suministro de agua potable constituye una 
falta grave del Estado a sus deberes de garantía hacia las personas que se encuen-
tran bajo su custodia;

 d) La alimentación que se brinde, en los centros penitenciarios, debe ser de buena 
calidad y debe aportar un valor nutritivo suficiente;

 e) La atención médica debe ser proporcionada regularmente, brindando el tratamiento 
adecuado que sea necesario y a cargo del personal médico calificado cuando éste 
sea necesario;

 f) La educación, el trabajo y la recreación son funciones esenciales de los centros 
penitenciarios, las cuales deben ser brindadas a todas las personas privadas de 
libertad con el fin de promover la rehabilitación y readaptación social de los 
internos;
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un régimen de visitas restringido puede ser contraria a la integridad personal en 
determinadas circunstancias;

 h) Todas las celdas deben contar con suficiente luz natural o artificial, ventilación y 
adecuadas condiciones de higiene;

 i) Los servicios sanitarios deben contar con condiciones de higiene y privacidad;
 j) Los Estados no pueden alegar dificultades económicas para justificar condiciones 

de detención que no cumplan con los estándares mínimos internacionales en la 
materia y que no respeten la dignidad inherente del ser humano, y

 k) Las medidas disciplinarias que constituyan un trato cruel, inhumano o degradante, 
incluidos los castigos corporales, la reclusión en aislamiento prolongado, así como 
cualquier otra medida que pueda poner en grave peligro la salud física o mental 
del recluso están estrictamente prohibidas.

Mendoza y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, y reparaciones. Sen-
tencia de 14 de mayo de 2013. Serie C, núm. 260, párrafos 188 y 202.
188. Así, la Corte recuerda que, frente a personas privadas de libertad, el Estado se 
encuentra en una posición especial de garante, toda vez que las autoridades peni-
tenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre las personas que se encuentran 
sujetas a su custodia, más aún si se trata de niños. De este modo, se produce una 
relación e interacción especial de sujeción entre la persona privada de libertad y 
el Estado, caracterizada por la particular intensidad con que el Estado puede re-
gular sus derechos y obligaciones y por las circunstancias propias del encierro, en 
donde al recluso se le impide satisfacer por cuenta propia una serie de necesidades 
básicas que son esenciales para el desarrollo de una vida digna.
202. Por otro lado, la Corte ha señalado que el Estado es responsable, en su 
condición de garante de los derechos consagrados en la Convención, de la obser-
vancia del derecho a la integridad personal de todo individuo que se halla bajo su 
custodia. Así, este Tribunal reitera que, como responsable de los establecimientos 
de detención y reclusión, el Estado tiene el deber de salvaguardar la salud y el 
bienestar de las personas privadas de libertad, y de garantizar que la manera y 
el método de privación de libertad no excedan el nivel inevitable de sufrimiento 
inherente a la detención.

Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) 
vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C, 
núm. 279, párrafo 390.
390. La Corte también ha determinado en su jurisprudencia que la privación de 
libertad trae a menudo, como consecuencia ineludible, la afectación del goce 
de otros derechos humanos además del derecho a la libertad personal, tales como 
los derechos a la privacidad y a la intimidad familiar. Esta restricción de derechos, 
consecuencia de la privación de libertad o efecto colateral de la misma, sin em-
bargo, debe limitarse de manera rigurosa, puesto que toda restricción a un derecho 



458 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II humano sólo es justificable ante el Derecho Internacional cuando es necesaria en 

una sociedad democrática. Si bien la Corte también ha dicho que la restricción del 
derecho a la integridad personal, entre otros, no tiene justificación fundada en la 
privación de libertad y está prohibida por el derecho internacional, el examen de 
las sentencias de los casos conocidos por el Tribunal en esta materia revela que se 
trataba de casos en que las condiciones de privación de libertad eran crueles, 
inhumanas o degradantes, e incluso provocaron la muerte o lesiones, muchas veces 
graves, a una cantidad considerable de reclusos.

Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. 
Serie C, núm. 287, párrafo 465.
465. El Estado se encuentra especialmente obligado a garantizar los derechos de 
las personas en circunstancias de privación de libertad. En este sentido, la Corte 
ha indicado que, las funciones ejercidas por un detenido, con anterioridad a su 
privación de libertad, pueden requerir la adopción de medidas especiales para 
superar cualquier situación de riesgo a su vida e integridad física, psíquica o moral, 
de modo que se garantice plenamente su seguridad al interior del centro peniten-
ciario en que se encuentre o al que pueda ser trasladado, o inclusive mediante su 
ubicación en otro centro de detención donde sus derechos estén mejor protegidos.

Espinoza Gonzáles vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 289, párrafo 140.
140. El artículo 5.1 de la Convención consagra en términos generales el derecho a 
la integridad personal, tanto física y psíquica como moral. Por su parte, el artículo 
5.2 establece, de manera más específica, la prohibición absoluta de someter a al-
guien a torturas o a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, así como el 
derecho de toda persona privada de libertad a ser tratada con el respeto debido a 
la dignidad inherente al ser humano. La Corte entiende que cualquier violación del 
artículo 5.2 de la Convención Americana acarreará necesariamente la violación 
del artículo 5.1 de la misma.

Interés público

Myrna Mack Chang vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2003. Serie C, núm. 101, párrafo 180.
180. La Corte considera que en caso de violaciones de derechos humanos, las 
autoridades estatales no se pueden amparar en mecanismos como el secreto de 
Estado o la confidencialidad de la información, o en razones de interés público 
o seguridad nacional, para dejar de aportar la información requerida por las au-
toridades judiciales o administrativas encargadas de la investigación o proceso 
pendientes.
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Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C, núm. 107, párrafo 127.
127. El control democrático, por parte de la sociedad a través de la opinión pública, 
fomenta la transparencia de las actividades estatales y promueve la responsabi-
lidad de los funcionarios sobre su gestión pública, razón por la cual debe existir 
un margen reducido a cualquier restricción del debate político o del debate sobre 
cuestiones de interés público.

Claude Reyes y otros vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de sep-
tiembre de 2006. Serie C, núm. 151, párrafo 87.
87. El control democrático, por parte de la sociedad a través de la opinión pública, 
fomenta la transparencia de las actividades estatales y promueve la responsabili-
dad de los funcionarios sobre su gestión pública. Por ello, para que las personas 
puedan ejercer el control democrático es esencial que el Estado garantice el acceso 
a la información de interés público bajo su control. Al permitir el ejercicio de ese 
control democrático se fomenta una mayor participación de las personas en los 
intereses de la sociedad.

Kimel vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008. 
Serie C, núm. 177, párrafo 88.
88. En la arena del debate sobre temas de alto interés público, no sólo se protege 
la emisión de expresiones inofensivas o bien recibidas por la opinión pública, sino 
también la de aquellas que chocan, irritan o inquietan a los funcionarios públicos 
o a un sector cualquiera de la población. En una sociedad democrática, la prensa 
debe informar ampliamente sobre cuestiones de interés público, que afectan bienes 
sociales, y los funcionarios rendir cuentas de su actuación en el ejercicio de sus 
tareas públicas.

Perozo y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 28 de enero de 2009. Serie C, núm. 195, párrafo 151.
151. En una sociedad democrática no sólo es legítimo, sino que en ocasiones 
constituye un deber, que las autoridades estatales se pronuncien sobre cuestiones 
de interés público. Sin embargo, al hacerlo están sometidos a ciertas limitacio-
nes en cuanto deben constatar en forma razonable, aunque no necesariamente 
exhaustiva, los hechos en los que fundamentan sus opiniones, y deberían hacerlo 
con una diligencia aún mayor a la debida por los particulares, en razón de su alta 
investidura, del amplio alcance y eventuales efectos que sus expresiones pueden 
llegar a tener en determinados sectores de la población, así como para evitar que 
los ciudadanos y otras personas interesadas reciban una versión manipulada de 
determinados hechos. Además, deben tener en cuenta que en tanto funcionarios 
públicos tienen una posición de garante de los derechos fundamentales de las per-
sonas y, por tanto, sus declaraciones no pueden desconocer éstos ni constituirse en 
formas de injerencia directa o indirecta o presión lesiva en los derechos de quienes 
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su pensamiento. Este deber de especial cuidado se ve particularmente acentuado 
en situaciones de mayor conflictividad social, alteraciones del orden público o 
polarización social o política, precisamente por el conjunto de riesgos que pueden 
implicar para determinadas personas o grupos en un momento dado.

Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 219, 
párrafo 197.
197. El Tribunal también ha establecido que el artículo 13 de la Convención, al 
estipular expresamente los derechos a buscar y a recibir informaciones, protege 
el derecho que tiene toda persona a solicitar el acceso a la información bajo el 
control del Estado, con las salvedades permitidas bajo el régimen de restricciones 
de la Convención. Consecuentemente, dicho artículo ampara el derecho de las 
personas a recibir dicha información y la obligación positiva del Estado de sumi-
nistrarla, de forma tal que la persona pueda tener acceso y conocer esa información 
o reciba una respuesta fundamentada cuando, por algún motivo permitido por la 
Convención, el Estado pueda limitar el acceso a la misma para el caso concreto. 
Dicha información debe ser entregada sin necesidad de acreditar un interés directo 
para su obtención o una afectación personal, salvo en los casos en que se aplique 
una legítima restricción. Su entrega a una persona puede permitir a su vez que la 
información circule en la sociedad de manera que pueda conocerla, acceder a ella 
y valorarla. De esta forma, el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión 
contempla la protección del derecho de acceso a la información bajo el control del 
Estado, el cual también contiene de manera clara las dos dimensiones, individual 
y social, del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, las cuales deben 
ser garantizadas por el Estado de forma simultánea.

Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 
de noviembre de 2011. Serie C, núm. 238, párrafos 47, 59 y 61.
47. Asimismo, el Tribunal recuerda que las expresiones concernientes a la idonei-
dad de una persona para el desempeño de un cargo público o a los actos realizados 
por funcionarios públicos en el desempeño de sus labores, entre otras, gozan de 
mayor protección, de manera tal que se propicie el debate democrático. La Corte 
ha señalado que en una sociedad democrática los funcionarios públicos están 
más expuestos al escrutinio y a la crítica del público. Este diferente umbral de 
protección se explica porque se han expuesto voluntariamente a un escrutinio más 
exigente. Sus actividades salen del dominio de la esfera privada para insertarse 
en la esfera del debate público. Este umbral no solo se asienta en la calidad del 
sujeto, sino en el interés público de las actividades que realiza.
59. El Tribunal considera que los estándares que ha utilizado respecto a la protec-
ción de la libertad de expresión en los casos de los derechos a la honra y a la repu-
tación son aplicables, en lo pertinente, a casos como el presente. Ambos derechos 
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pios similares vinculados con el funcionamiento de una sociedad democrática. De 
tal modo, dos criterios relevantes, tratándose de la difusión de información sobre 
eventuales aspectos de la vida privada, son: a) el diferente umbral de protección 
de los funcionarios públicos, más aún de aquellos que son elegidos popularmente, 
respecto de las figuras públicas y de los particulares, y b) el interés público de las 
acciones que aquéllos realizan.
61. En cuanto al carácter de interés público, en su jurisprudencia la Corte ha 
reafirmado la protección a la libertad de expresión respecto de las opiniones o 
informaciones sobre asuntos en los cuales la sociedad tiene un legítimo interés 
de mantenerse informada, de conocer lo que incide sobre el funcionamiento del 
Estado, o afecta derechos o intereses generales o le acarrea consecuencias impor-
tantes. En el presente caso, tanto la Comisión como los representantes señalaron 
que, por diversos motivos, la información era de interés público y ello justificaba 
su difusión.

Interés superior de la infancia

Opinión Consultiva OC-17/02 del 28 de agosto de 2002. Serie A, núm. 17, párrafos 56, 
57, 58, 59, 60 y 61.
56. Este principio regulador de la normativa de los derechos del niño se funda en 
la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los niños, y 
en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de 
sus potencialidades así como en la naturaleza y alcances de la Convención sobre 
los Derechos del Niño.
57. A este respecto, el principio 2 de la Declaración de los Derechos del Niño 
(1959) establece:
El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, 
dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse 
física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así como 
en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este fin, la consideración 
fundamental a que se atenderá será el interés superior del niño. (Las cursivas no 
son del texto original)
58. El principio anterior se reitera y desarrolla en el artículo 3 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, que dispone:
1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones pú-
blicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas 
o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el 
interés superior del niño. (Las cursivas no son del texto original)
[…]
59. Este asunto se vincula con los examinados en párrafos precedentes, si se toma 
en cuenta que la Convención sobre Derechos del Niño alude al interés superior de 
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efectiva realización de todos los derechos contemplados en ese instrumento, cuya 
observancia permitirá al sujeto el más amplio desenvolvimiento de sus potencia-
lidades. A este criterio han de ceñirse las acciones del Estado y de la sociedad 
en lo que respecta a la protección de los niños y a la promoción y preservación de 
sus derechos.
60. En el mismo sentido, conviene observar que para asegurar, en la mayor medida 
posible, la prevalencia del interés superior del niño, el preámbulo de la Convención 
sobre los Derechos del Niño establece que éste requiere “cuidados especiales”, y 
el artículo 19 de la Convención Americana señala que debe recibir “medidas es-
peciales de protección”. En ambos casos, la necesidad de adoptar esas medidas o 
cuidados proviene de la situación específica en la que se encuentran los niños, 
tomando en cuenta su debilidad, inmadurez o inexperiencia. 
61. En conclusión, es preciso ponderar no sólo el requerimiento de medidas es-
peciales, sino también las características particulares de la situación en la que se 
hallan el niño.

Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de febrero 
de 2012. Serie C, núm. 239, párrafos 109, 110, 111, 121, 140, 154 y 199.
109. Igualmente, la Corte constata que la determinación del interés superior del 
niño, en casos de cuidado y custodia de menores de edad se debe hacer a partir de 
la evaluación de los comportamientos parentales específicos y su impacto negativo 
en el bienestar y desarrollo del niño según el caso, los daños o riesgos reales y 
probados, y no especulativos o imaginarios. Por tanto, no pueden ser admisibles 
las especulaciones, presunciones, estereotipos o consideraciones generalizadas 
sobre características personales de los padres o preferencias culturales respecto a 
ciertos conceptos tradicionales de la familia.
110. En conclusión, la Corte Interamericana observa que al ser, en abstracto, el 
interés superior del niño un fin legítimo, la sola referencia al mismo sin probar, en 
concreto, los riesgos o daños que podrían conllevar la orientación sexual de la 
madre para las niñas, no puede servir de medida idónea para la restricción de un 
derecho protegido como el de poder ejercer todos los derechos humanos sin dis-
criminación alguna por la orientación sexual de la persona. El interés superior del 
niño no puede ser utilizado para amparar la discriminación en contra de la madre 
o el padre por la orientación sexual de cualquiera de ellos. De este modo, el juz-
gador no puede tomar en consideración esta condición social como elemento para 
decidir sobre una tuición o custodia.
111. Una determinación a partir de presunciones infundadas y estereotipadas sobre 
la capacidad e idoneidad parental de poder garantizar y promover el bienestar y de-
sarrollo del niño no es adecuada para garantizar el fin legítimo de proteger el interés 
superior del niño126. La Corte considera que no son admisibles las consideraciones 
basadas en estereotipos por la orientación sexual, es decir, pre-concepciones de los 
atributos, conductas o características poseídas por las personas homosexuales o el 
impacto que estos presuntamente puedan tener en las niñas y los niños.
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del niño puede verse afectado por el riesgo de un rechazo por la sociedad, la Corte 
considera que un posible estigma social debido a la orientación sexual de la madre 
o el padre no puede considerarse un “daño” válido a los efectos de la determinación 
del interés superior del niño. Si los jueces que analizan casos como el presente 
constatan la existencia de discriminación social es totalmente inadmisible legitimar 
esa discriminación con el argumento de proteger el interés superior del menor de 
edad. En el presente caso, el Tribunal resalta que, además, la señora Atala no tenía 
porque sufrir las consecuencias de que en su comunidad presuntamente las niñas 
podrían haber sido discriminadas debido a su orientación sexual. 
140. En consecuencia, la Corte considera que exigirle a la madre que condicionara 
sus opciones de vida implica utilizar una concepción tradicional sobre el rol 
social de las mujeres como madres, según la cual se espera socialmente que las 
mujeres lleven la responsabilidad principal en la crianza de sus hijos e hijas y que 
en pos de esto hubiera debido privilegiar la crianza de los niños y niñas renunciando 
a un aspecto esencial de su identidad. Por tanto, la Corte considera que bajo esta 
motivación del supuesto privilegio de los intereses personales de la señora Atala 
tampoco se cumplía con el objetivo de proteger el interés superior de las tres niñas. 
154. Al haber tomado como fundamento para su decisión la orientación sexual de 
la madre, la decisión de la Corte Suprema discriminó, a su vez, a las tres niñas, 
puesto que tomó en cuenta consideraciones que no habría utilizado si el proceso 
de tuición hubiera sido entre dos padres heterosexuales. En particular, la Corte 
reitera que el interés superior del niño es un criterio rector para la elaboración de 
normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la vida del niño. 
199. Por otra parte, la Corte reitera que los niños y las niñas ejercen sus derechos de 
manera progresiva a medida que desarrollan un mayor nivel de autonomía personal. 
En consecuencia, el aplicador del derecho, sea en el ámbito administrativo o en el 
judicial, deberá tomar en consideración las condiciones específicas del menor de 
edad y su interés superior para acordar la participación de éste, según corresponda, 
en la determinación de sus derechos. En esta ponderación se procurará el mayor 
acceso del menor de edad, en la medida de lo posible, al examen de su propio caso. 
Asimismo, la Corte considera que las niñas y los niños deben ser informados de 
su derecho a ser escuchados directamente o por medio de un representante, si así 
lo desean. Al respecto, en casos en que se presenten conflictos de intereses entre 
la madre y el padre, es necesario que el Estado garantice, en lo posible, que los 
intereses del menor de edad sean representados por alguien ajeno a dicho conflicto. 

Interpretación de tratados internacionales

19 Comerciantes vs. Colombia. Excepción preliminar. Sentencia de 12 de junio de 2002. 
Serie C, núm. 93, párrafo 28.
28. De acuerdo con el contexto de aplicación de la Convención y el objeto y fin 
de la misma, las normas relativas al procedimiento se deben aplicar con base en 
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entre las partes y se comprometería la realización de la justicia. Tal como lo ha 
indicado la Corte, en la jurisdicción internacional lo esencial es que se preserven 
las condiciones necesarias para que los derechos procesales de las partes no sean 
disminuidos o desequilibrados, y para que se alcancen los fines para los cuales 
han sido diseñados los distintos procedimientos.

Yatama vs. Nicaragua. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 23 de junio de 2005. Serie C, núm. 127, párrafo 206.
206. La previsión y aplicación de requisitos para ejercitar los derechos políticos no 
constituyen, per se, una restricción indebida a los derechos políticos. Esos derechos 
no son absolutos y pueden estar sujetos a limitaciones. Su reglamentación debe 
observar los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad en una sociedad 
democrática. La observancia del principio de legalidad exige que el Estado defina 
de manera precisa, mediante una ley, los requisitos para que los ciudadanos puedan 
participar en la contienda electoral, y que estipule claramente el procedimiento 
electoral que antecede a las elecciones. De acuerdo al artículo 23.2 de la Conven-
ción se puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a las que 
se refiere el inciso 1 de dicho artículo, exclusivamente por las razones establecidas 
en ese inciso. La restricción debe encontrase prevista en una ley, no ser discrimi-
natoria, basarse en criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que 
la torne necesaria para satisfacer un interés público imperativo, y ser proporcional 
a ese objetivo. Cuando hay varias opciones para alcanzar ese fin, debe escogerse 
la que restrinja menos el derecho protegido y guarde mayor proporcionalidad con 
el propósito que se persigue.

Boyce y otros vs. Barbados. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Senten-
cia de 20 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 169, párrafo 15.
15. La Corte ha sentado criterio anteriormente en cuanto a la interpretación de 
reservas a la Convención. Primero, al interpretar las reservas la Corte debe, ante 
todo, aplicar un análisis estrictamente textual. Segundo, se debe considerar debi-
damente el objeto y propósito del tratado correspondiente que, en el caso de la 
Convención Americana, implica la protección de los derechos fundamentales de 
los seres humanos. Además, se debe interpretar la reserva de conformidad con el 
artículo 29 de la Convención, según el cual no se debe interpretar una reserva a 
fin de limitar el goce y el ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la 
Convención a un mayor alcance que aquél dispuesto en la reserva misma.

Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 220, párrafo 233.
233. De tal manera, como se indicó en los Casos Radilla Pacheco, Fernández Ortega 
y Rosendo Cantú, es necesario que las interpretaciones constitucionales y legisla-
tivas referidas a los criterios de competencia material y personal de la jurisdicción 
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namilitar en México, se adecuen a los principios establecidos en la jurisprudencia de 
este Tribunal que han sido reiterados en el presente caso y que aplican para toda 
violación de derechos humanos que se alegue hayan cometido miembros de las 
fuerzas armadas. Ello implica que, independientemente de las reformas legales que 
el Estado deba adoptar, en el presente caso corresponde a las autoridades judiciales, 
con base en el control de convencionalidad, disponer inmediatamente y de oficio 
el conocimiento de los hechos por el juez natural, es decir el fuero penal ordinario.

Gelman vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Serie 
C, núm. 221, párrafo 223.
223. Asimismo, la Corte Suprema de Justicia de Colombia señaló que “las normas 
relativas a los [d]erechos [h]umanos hacen parte del gran grupo de disposicio-
nes de Derecho Internacional General, las cuales son reconocidas como normas 
de [j]us cogens, razón por la cual, aquellas son inderogables, imperativas […] e 
indisponibles”. La Corte Suprema de Colombia recordó que la jurisprudencia y 
las recomendaciones de los organismos internacionales sobre derechos humanos 
deben servir de criterio preferente de interpretación tanto en la justicia constitu-
cional como en la ordinaria y citó la jurisprudencia de este Tribunal respecto a la 
inaceptabilidad de las disposiciones de amnistía para casos de violaciones graves 
a derechos humanos.

Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de febrero 
de 2012. Serie C, núm. 239, párrafo 91.
91. Teniendo en cuenta las obligaciones generales de respeto y garantía estableci-
das en el artículo 1.1 de la Convención Americana, los criterios de interpretación 
fijados en el artículo 29 de dicha Convención, lo estipulado en la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados, las Resoluciones de la Asamblea General 
de la oea, los estándares establecidos por el Tribunal Europeo y los organismos de 
Naciones Unidas, la Corte Interamericana deja establecido que la orientación sexual 
y la identidad de género de las personas son categorías protegidas por la Conven-
ción. Por ello está proscrita por la Convención cualquier norma, acto o práctica 
discriminatoria basada en la orientación sexual de la persona. En consecuencia, 
ninguna norma, decisión o práctica de derecho interno, sea por parte de autorida-
des estatales o por particulares, pueden disminuir o restringir, de modo alguno, 
los derechos de una persona a partir de su orientación sexual.

Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) 
vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C, 
núm. 279, párrafo 155.
155. La Corte destaca que en este caso contra Chile no se ha sometido a su con-
sideración ninguna alegada violación del derecho a la propiedad comunal en re-
lación con el artículo 21 de la Convención Americana. No obstante, este Tribunal 
recuerda la importancia de los criterios jurisprudenciales que ha desarrollado en 
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con el contenido y alcance del derecho a la propiedad comunal, tomando en cuenta 
la estrecha relación de los pueblos indígenas con sus territorios. El Tribunal se 
ha pronunciado sobre las obligaciones estatales para garantizar dicho derecho, 
tales como el reconocimiento oficial de la propiedad a través de su delimitación, 
demarcación y titulación, la devolución de los territorios indígenas y la regulación 
de un recurso efectivo para resolver los reclamos correspondientes. Asimismo, la 
Corte ha establecido que “la obligación de consulta [a las comunidades y pueblos 
indígenas y tribales], además de constituir una norma convencional, es también 
un principio general del Derecho Internacional” y ha enfatizado la importancia 
del reconocimiento de ese derecho como “una de las garantías fundamentales para 
garantizar la participación de los pueblos y comunidades indígenas en las deci-
siones relativas a medidas que afecten sus derechos, y en particular su derecho 
a la propiedad comunal”. Se trata de criterios que los Estados deben observar al 
respetar y garantizar los derechos de los pueblos indígenas y sus miembros en el 
ámbito interno.

Interpretación evolutiva

Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua. Fondo, reparacio-
nes y costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C, núm. 79, párrafo 146.
146. Los términos de un tratado internacional de derechos humanos tienen sentido 
autónomo, por lo que no pueden ser equiparados al sentido que se les atribuye en 
el derecho interno. Además, dichos tratados de derechos humanos son instrumentos 
vivos cuya interpretación tiene que adecuarse a la evolución de los tiempos y, en 
particular, a las condiciones de vida actuales.

Tibi vs. Ecuador. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 
7 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 114, párrafo 144.
144. Esta Corte ha dicho que “al dar interpretación a un tratado no sólo se toman 
en cuenta los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con éste (inciso 
segundo del artículo 31 de la Convención de Viena), sino también el sistema den-
tro del cual se inscribe (inciso tercero del artículo 31)”. Esta orientación tiene 
particular importancia para el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
que ha avanzado sustancialmente mediante la interpretación evolutiva de los ins-
trumentos internacionales de protección.

Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 5 de agosto de 
2008. Serie C, núm. 182, párrafo 218.
218. En segundo lugar, el artículo 29 ha sido utilizado para fijar criterios de in-
terpretación, tales como el principio de “interpretación evolutiva” de los tratados 
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tación consagradas” en dicho artículo. Asimismo, se ha desarrollado el principio 
de “aplicación de la norma más favorable a la tutela de los derechos humanos” 
como derivado del artículo 29.b) y la prohibición de privar a los derechos de 
su contenido esencial como derivado del artículo 29.a).

Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie C, 
núm. 257, párrafo 245.
245. Este Tribunal ha señalado en otras oportunidades que los tratados de dere-
chos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acompañar 
la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales. Tal interpretación 
evolutiva es consecuente con las reglas generales de interpretación establecidas en 
el artículo 29 de la Convención Americana, así como en la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados. Al efectuar una interpretación evolutiva la Corte 
le ha otorgado especial relevancia al derecho comparado, razón por la cual ha 
utilizado normativa nacional o jurisprudencia de tribunales internos a la hora de 
analizar controversias específicas en los casos contenciosos. Por su parte, la Corte 
Europea ha utilizado el derecho comparado como un mecanismo para identificar 
la práctica posterior de los Estados, es decir para especificar el contexto de un 
determinado tratado. Además, el parágrafo tercero del artículo 31 de la Convención 
de Viena autoriza la utilización para la interpretación de medios tales como los 
acuerdos o la práctica o reglas relevantes del derecho internacional que los Estados 
hayan manifestado sobre la materia del tratado, lo cual se relaciona con una visión 
evolutiva de la interpretación del tratado.

Interrogatorio

Castillo Petruzzi y otros vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de mayo 
de 1999. Serie C, núm. 52, párrafos 154 y 155.
154. Tal como lo ha señalado la Corte Europea, dentro de las prerrogativas que 
deben concederse a quienes hayan sido acusados está la de examinar los testigos 
en su contra y a su favor, bajo las mismas condiciones, con el objeto de ejercer su 
defensa.
155. La Corte entiende que la imposición de restricciones a los abogados defensores 
de las víctimas vulnera el derecho, reconocido por la Convención, de la defensa de 
interrogar testigos y hacer comparecer a personas que puedan arrojar luz sobre los 
hechos. 

Palamara Iribarne vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 22 de noviembre 
de 2005. Serie C, núm. 135, párrafo 178.
178. Además, íntimamente ligado con lo anterior, la Corte Interamericana ha seña-
lado que el inculpado tiene derecho a examinar a los testigos que declaran en su 
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En el mismo sentido se ha pronunciado la Corte Europea. Este Tribunal ha esta-
blecido que en todo proceso deben concurrir los elementos necesarios para que 
exista el mayor equilibrio entre las partes, para la debida defensa de sus intereses 
y derechos. Esto implica, entre otras cosas, que rija el principio de contradictorio.

Irretroactividad

Ricardo Canese vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2004. Serie C, núm. 111, párrafo 178.
178. Por su parte, el principio de la retroactividad de la ley penal más favorable se 
encuentra contemplado en el artículo 9 in fine de la Convención, al indicar que si 
con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena 
más leve, el condenado se beneficiará de ello. Dicha norma debe interpretarse de 
buena fe, conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del 
tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta el objeto y fin de la Convención 
Americana, cuál es la eficaz protección de la persona humana, así como mediante 
una interpretación evolutiva de los instrumentos internacionales de protección de 
derechos humanos.

De La Cruz Flores vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 18 de noviembre 
de 2004. Serie C, núm. 115, párrafo 105.
105. De conformidad con el principio de irretroactividad de la ley penal desfavora-
ble, el Estado no debe ejercer su poder punitivo aplicando de modo retroactivo leyes 
penales que aumenten las penas, establezcan circunstancias agravantes o creen 
figuras agravadas del delito. Asimismo, este principio implica que una persona no 
pueda ser penada por un hecho que no era delito o no era punible o perseguible 
cuando fue cometido.

Liakat Ali Alibux vs. Surinam. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C, núm. 276, párrafos 60 y 61.
60. En este sentido, la jurisprudencia constante de la Corte al respecto ha sostenido 
que la calificación de un hecho como ilícito y la fijación de sus efectos jurídicos 
deben ser preexistentes a la conducta del sujeto al que se considera infractor. De 
lo contrario, las personas no podrían orientar su comportamiento conforme a un 
orden jurídico vigente y cierto, en el que se expresan el reproche social y las con-
secuencias de éste. Asimismo, el principio de retroactividad de la ley penal más 
favorable, indica que si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la 
imposición de una pena más leve, el condenado se beneficiará de ello. El Tribunal 
también ha indicado que el principio de irretroactividad tiene el sentido de impedir 
que una persona sea penada por un hecho que cuando fue cometido no era delito 
o no era punible o perseguible.



Jurisprudencia interamericana | 469

Ju
ris

pr
ud

en
cia

 in
te

ra
m

er
ica

na61. La Corte ha enfatizado que corresponde al juez, en el momento de la aplicación 
de la ley penal, atenerse estrictamente a lo dispuesto por ésta y observar la mayor 
rigurosidad en el adecuamiento de la conducta de la persona incriminada al tipo, de 
forma tal que no incurra en la penalización de actos no punibles en el ordenamiento 
jurídico. La elaboración de tipos penales supone una clara definición de la conducta 
incriminada, que fije sus elementos y permita deslindarla de comportamientos no 
punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no penales. Asimismo, este 
Tribunal subraya que la tipificación de conductas reprochadas penalmente implica 
que el ámbito de aplicación de cada uno de los tipos esté delimitado de la manera 
más clara que sea posible; es decir, de manera expresa, precisa, taxativa y previa.

Argüelles y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 288, párrafo 207.
207. En este sentido, la jurisprudencia constante de la Corte al respecto ha soste-
nido que la calificación de un hecho como ilícito y la fijación de sus efectos jurídicos 
deben ser preexistentes a la conducta del sujeto al que se considera infractor. De lo 
contrario, las personas no podrían orientar su comportamiento conforme a un orden 
jurídico vigente y cierto, en el que se expresan el reproche social y las consecuen-
cias de éste. El Tribunal también ha indicado que el principio de irretroactividad 
tiene el sentido de impedir que una persona sea penada por un hecho que cuando 
fue cometido no era delito o no era punible o perseguible. Asimismo, el principio 
de retroactividad de la ley penal más favorable indica que si con posterioridad a 
la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el con-
denado se beneficiará de ello.

Legalidad

Maldonado Ordóñez vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C, núm. 311, párrafos 87 y 89. 
87. Con relación al deber de motivación, la Corte reitera que es la justificación 
razonada que permite llegar a una conclusión. El deber de motivar las resoluciones 
es una garantía vinculada con la correcta administración de justicia, que protege el 
derecho de los ciudadanos a ser juzgados por las razones que el Derecho suminis-
tra, y otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco de una sociedad 
democrática. Por ello, las decisiones que adopten los órganos internos deben estar 
debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. 
En este sentido, la argumentación de un fallo y de ciertos actos administrativos 
deben permitir conocer cuáles fueron los hechos, motivos y normas en que se basó 
la autoridad para tomar su decisión, a fin de descartar cualquier indicio de arbi-
trariedad. El deber de motivación es una de las debidas garantías incluidas en el 
artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso.
89. Con relación al principio de legalidad, la Corte ha señalado anteriormente que el 
artículo 9 de la Convención es aplicable a la materia sancionatoria administrativa, 
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sanciones administrativas son una expresión del poder punitivo del Estado y que 
tienen, en ocasiones, naturaleza similar a las sanciones penales (supra párr. 74). 
Unas y otras implican menoscabo, privación o alteración de los derechos de las 
personas, como consecuencia de una conducta ilícita. Por lo tanto, en un sistema 
democrático es preciso extremar las precauciones para que dichas medidas se 
adopten con estricto respeto a los derechos básicos de las personas y previa una 
cuidadosa verificación de la efectiva existencia de la conducta ilícita. Asimismo, 
en aras de la seguridad jurídica es indispensable que la norma sancionatoria exista 
y resulte conocida, o pueda serlo, antes de que ocurran la acción o la omisión que 
la contravienen y que se pretende sancionar. En concordancia con lo anterior, la 
Corte considera que el principio de legalidad también tiene vigencia en materia 
disciplinaria, no obstante su alcance depende considerablemente de la materia re-
gulada. La precisión de una norma sancionatoria de naturaleza disciplinaria puede 
ser diferente a la requerida por el principio de legalidad en materia penal, por la 
naturaleza de los conflictos que cada una está destinada a resolver.

Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 2 de 
febrero de 2001. Serie C, núm. 72, párrafo 106.
106. En relación con lo anterior, conviene analizar si el artículo 9 de la Convención 
es aplicable a la materia sancionatoria administrativa, además de serlo, eviden-
temente, a la penal. Los términos utilizados en dicho precepto parecen referirse 
exclusivamente a esta última. Sin embargo, es preciso tomar en cuenta que las 
sanciones administrativas son, como las penales, una expresión del poder punitivo 
del Estado y que tienen, en ocasiones, naturaleza similar a la de éstas. Unas y otras 
implican menoscabo, privación o alteración de los derechos de las personas, como 
consecuencia de una conducta ilícita. Por lo tanto, en un sistema democrático es 
preciso extremar las precauciones para que dichas medidas se adopten con estricto 
respeto a los derechos básicos de las personas y previa una cuidadosa verificación 
de la efectiva existencia de la conducta ilícita. Asimismo, en aras de la seguridad 
jurídica es indispensable que la norma punitiva, sea penal o administrativa, exista 
y resulte conocida, o pueda serlo, antes de que ocurran la acción o la omisión que la 
contravienen y que se pretende sancionar. La calificación de un hecho como ilícito 
y la fijación de sus efectos jurídicos deben ser preexistentes a la conducta del sujeto 
al que se considera infractor. De lo contrario, los particulares no podrían orientar su 
comportamiento conforme a un orden jurídico vigente y cierto, en el que se expresan 
el reproche social y las consecuencias de éste. Estos son los fundamentos de los 
principios de legalidad y de irretroactividad desfavorable de una norma punitiva.

De La Cruz Flores vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 18 de noviembre 
de 2004. Serie C, núm. 115, párrafos 80 y 104.
80. En un Estado de Derecho, los principios de legalidad e irretroactividad presi-
den la actuación de todos los órganos del Estado, en sus respectivas competencias, 
particularmente cuando viene al caso el ejercicio de su poder punitivo.
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punitiva exista y resulte conocida, o pueda serlo antes de que ocurra la acción o 
la omisión que la contravienen y que se pretende sancionar. La calificación de un 
hecho como ilícito y la fijación de sus efectos jurídicos deben ser preexistentes a la 
conducta del sujeto al que se considera infractor, ya que antes de que una conducta 
sea tipificada como delito la misma no reviste aún el carácter de ilícita para efectos 
penales. Por otro lado, si esto no fuera así, los particulares no podrían orientar su 
comportamiento a un orden jurídico vigente y cierto, en el que se expresan el re-
proche social y las consecuencias de éste. Estos son los fundamentos del principio 
de irretroactividad desfavorable de una norma punitiva.

Fermín Ramírez vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 20 de junio 
de 2005. Serie C, núm. 126, párrafo 90.
90. El principio de legalidad constituye uno de los elementos centrales de la per-
secución penal en una sociedad democrática. Al establecer que “nadie puede ser 
condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran 
delictivos según el derecho aplicable”, el artículo 9 de la Convención obliga a los 
Estados a definir esas “acciones u omisiones” delictivas en la forma más clara y 
precisa que sea posible…

Mohamed vs. Argentina. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 23 de noviembre de 2012. Serie C, núm. 255, párrafo 132.
132. La Corte ha enfatizado que corresponde al juez penal, en el momento de la 
aplicación de la ley penal, atenerse estrictamente a lo dispuesto por ésta y observar 
la mayor rigurosidad en el adecuamiento de la conducta de la persona incriminada 
al tipo penal, de forma tal que no incurra en la penalización de actos no punibles 
en el ordenamiento jurídico. El Tribunal considera preciso agregar que, tratándose 
de delitos culposos, cuya ilicitud es menor comparada a la de los delitos dolosos 
y cuyos elementos típicos están definidos de forma genérica, se requiere que el juez 
o tribunal observe el principio de legalidad de forma rigurosa al verificar la efectiva 
existencia de la conducta típica y determinar la responsabilidad penal.

J. vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2013. Serie C, núm. 275, párrafo 278.
278. El principio de legalidad constituye uno de los elementos centrales de la 
persecución penal en una sociedad democrática al establecer que “nadie puede 
ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran 
delictivos según el derecho aplicable”. Dicho principio preside la actuación de 
todos los órganos del Estado, en sus respectivas competencias, particularmente 
cuando viene al caso el ejercicio del poder punitivo. En un Estado democrático y 
de derecho es preciso extremar las precauciones para que las sanciones penales 
se adopten con estricto respeto a los derechos básicos de las personas y previa una 
cuidadosa verificación de la efectiva existencia de la conducta ilícita.
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Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C, núm. 276, párrafos 63 y 67.
63. En vista de lo anterior, la Corte ha analizado en su jurisprudencia el principio 
de legalidad respecto de conductas delictivas y penas, así como la favorabilidad en 
la aplicación de la pena. En el presente caso, la Comisión alegó que dicho principio 
puede también ser aplicable a normas que regulan el procedimiento.
67. Respecto de la aplicación de normas que regulan el procedimiento, la Corte nota 
que existe en la región una tendencia a su aplicación inmediata (principio detempus 
regit actum). Es decir que, la norma procesal se aplica al momento de entrada en 
vigencia de la misma, siendo la excepción, en algunos países, la aplicación del 
principio de favorabilidad de la norma procesal más beneficiosa para el procesado.

Legalidad en materia penal

Castillo Petruzzi y otros vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de mayo 
de 1999. Serie C, núm. 52, párrafo 121.
121. La Corte entiende que en la elaboración de los tipos penales es preciso utili-
zar términos estrictos y unívocos, que acoten claramente las conductas punibles, 
dando pleno sentido al principio de legalidad penal. Este implica una clara defi-
nición de la conducta incriminada, que fije sus elementos y permita deslindarla de 
comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no 
penales. La ambigüedad en la formulación de los tipos penales genera dudas y abre 
el campo al arbitrio de la autoridad, particularmente indeseable cuando se trata 
de establecer la responsabilidad penal de los individuos y sancionarla con penas que 
afectan severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad. Normas como 
las aplicadas en el caso que nos ocupa, que no delimitan estrictamente las con-
ductas delictuosas, son violatorias del principio de legalidad establecido en el 
artículo 9 de la Convención Americana.

De La Cruz Flores vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 18 de noviembre 
de 2004. Serie C, núm. 115, párrafo 79.
79. Con respecto al principio de legalidad en el ámbito penal, la Corte ha señalado 
que la elaboración de los tipos penales supone una clara definición de la conducta 
incriminada, que fije sus elementos y permita deslindarla de comportamientos no 
punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no penales.

Liakat Ali Alibux vs. Surinam. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C, núm. 276, párrafo 70.
70. En razón de lo anterior, el principio de legalidad, en el sentido que exista una 
ley previa a la comisión del delito, no se aplica a normas que regulan el proce-
dimiento, a menos que puedan tener un impacto en la tipificación de acciones u 
omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho 
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naaplicable o en la imposición de una pena más grave que la existente al momento de 
la perpetración del ilícito penal. Frente a ello, la Corte verificará si dicho supuesto 
se actualiza para efectos del presente caso.

Libertad de asociación

Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 2 de 
febrero de 2001. Serie C, núm. 72, párrafo 168.
168. La Convención Americana es muy clara al señalar, en el artículo 16, que la 
libertad de asociación sólo puede estar sujeta a restricciones previstas por la ley, 
que sean necesarias en una sociedad democrática, y que se establezcan en interés 
de la seguridad nacional, del orden público, de la salud o de la moral públicas o de 
los derechos o libertades de los demás.

Huilca Tecse vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 3 de marzo de 2005. 
Serie C, núm. 121, párrafos 69 y 77.
69. El artículo 16.1 de la Convención comprende el “derecho a asociarse libremente 
con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, cultu-
rales, deportivos o de cualquier otra índole”. Estos términos establecen literalmente 
que quienes están bajo la protección de la Convención tienen no sólo el derecho y 
la libertad de asociarse libremente con otras personas, sin intervención de las 
autoridades públicas que limiten o entorpezcan el ejercicio del respectivo derecho, 
lo que representa, por lo tanto, un derecho de cada individuo. Además, gozan del 
derecho y la libertad de buscar la realización común de un fin lícito, sin presiones 
o intromisiones que puedan alterar o desnaturalizar su finalidad. Por lo tanto, la 
ejecución de un líder sindical, en un contexto como el del presente caso, no res-
tringe sólo la libertad de asociación de un individuo, sino también el derecho y la 
libertad de determinado grupo a asociarse libremente, sin miedo o temor, de donde 
resulta que el derecho protegido por el artículo 16 tiene un alcance y un carácter 
especial. Se ponen así de manifiesto las dos dimensiones de la libertad de asociación.
77. Este Tribunal considera que el contenido de la libertad sindical, una forma 
de la libertad de asociación, implica la potestad de elección respecto de cómo 
ejercerla. En este sentido, un individuo no goza del pleno ejercicio del derecho a 
la libertad de asociación, si en realidad esta potestad es inexistente o se reduce 
de tal forma que no pueda ponerla en práctica. El Estado debe garantizar que las 
personas puedan ejercer libremente su libertad sindical sin temor de que serán 
sujetos a violencia alguna, de lo contrario, se podría disminuir la capacidad de las 
agrupaciones de organizarse para la protección de sus intereses.

Cantoral Huamaní y García Santa Cruz vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, repara-
ciones y costas. Sentencia de 10 de julio de 2007. Serie C, núm. 167, párrafo 144.
144. El artículo 16.1 de la Convención establece que quienes están bajo la jurisdic-
ción de los Estados Partes tienen el derecho y la libertad de asociarse libremente 
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entorpezcan el ejercicio del referido derecho. Además, gozan del derecho y la li-
bertad de reunirse con la finalidad de buscar la realización común de un fin lícito, 
sin presiones o intromisiones que puedan alterar o desnaturalizar dicha finalidad. 
Al igual que estas obligaciones negativas, de la libertad de asociación también se 
derivan obligaciones positivas de prevenir los atentados contra la misma, proteger a 
quienes la ejercen e investigar las violaciones de dicha libertad. Estas obligaciones 
positivas deben adoptarse, incluso en la esfera de relaciones entre particulares, si el 
caso así lo amerita. Como lo ha determinado anteriormente, la Corte considera que 
el ámbito de protección del artículo 16.1 incluye el ejercicio de la libertad sindical.

Kawas Fernández vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 3 de abril 
de 2009. Serie C, núm. 196, párrafos 143, 144 y 146.
143. El artículo 16.1 de la Convención Americana establece que quienes están bajo 
la jurisdicción de los Estados Partes tienen el derecho y la libertad de asociarse libre-
mente con otras personas, sin intervención de las autoridades públicas que limiten o 
entorpezcan el ejercicio del referido derecho. Se trata, pues, del derecho a agruparse 
con la finalidad de buscar la realización común de un fin lícito, sin presiones o intro-
misiones que puedan alterar o desnaturalizar dicha finalidad.
144. Al igual que las obligaciones negativas referidas, la Corte Interamericana 
ha observado que de la libertad de asociación también “se derivan obligaciones 
positivas de prevenir los atentados contra la misma, proteger a quienes la ejercen 
e investigar las violaciones de dicha libertad”. Estas obligaciones positivas deben 
adoptarse, incluso en la esfera de relaciones entre particulares, si el caso así lo 
amerita.
146. Desde esta perspectiva, el artículo 16 de la Convención Americana comprende 
también el derecho de toda persona a formar y participar libremente en organizacio-
nes, asociaciones o grupos no gubernamentales orientados a la vigilancia, denuncia 
y promoción de los derechos humanos. Dada la importancia del papel que cumplen 
los defensores de derechos humanos en las sociedades democráticas, el libre y 
pleno ejercicio de este derecho impone a los Estados el deber de crear condiciones 
legales y fácticas en las cuales puedan desarrollar libremente su función. 

Escher y otros vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 6 de julio de 2009. Serie C, núm. 200, párrafos 171 y 173.
171. Además de las obligaciones negativas mencionadas, la Corte Interamericana 
ha observado que de la libertad de asociación también se derivan obligaciones 
positivas de prevenir los atentados contra la misma, proteger a quienes la ejercen e 
investigar las violaciones a dicha libertad. Estas obligaciones positivas deben adop-
tarse incluso en la esfera de relaciones entre particulares, si el caso así lo amerita.
173. La Corte destaca que la Convención Americana reconoce el derecho de aso-
ciarse libremente, y al mismo tiempo establece que el ejercicio de tal derecho puede 
estar sujeto a restricciones previstas por ley, que persigan un fin legítimo y que, 
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naen definitiva, resulten necesarias en una sociedad democrática. En ese sentido, el 
sistema establecido por la Convención resulta equilibrado e idóneo para armonizar 
el ejercicio del derecho de asociación con la necesidad de prevenir e investigar 
eventuales conductas que el derecho interno califica como delictivas.

Masacres de Río Negro vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C, núm. 250, párrafo 167.
167. El artículo 16.1 de la Convención Americana establece que quienes están bajo 
la jurisdicción de los Estados Partes tienen el derecho y la libertad de asociarse 
libremente con otras personas, sin intervención de las autoridades públicas que 
limiten o entorpezcan el ejercicio del referido derecho. Se trata, pues, del derecho 
a agruparse con la finalidad de buscar la realización común de un fin lícito, sin 
presiones o intromisiones que puedan alterar o desnaturalizar dicha finalidad. 
Asimismo, el artículo 16.2 de dicho tratado establece que el ejercicio del derecho 
a asociarse libremente “sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la 
ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad 
nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral 
públicas o los derechos y libertades de los demás”.

García y Familiares vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 de 
noviembre de 2012. Serie C, núm. 258, párrafo 117.
117. En el mismo sentido, este Tribunal considera que el contenido de la libertad 
sindical, una forma de la libertad de asociación, implica la potestad de elección 
respecto de cómo ejercerla. En este sentido, un individuo no goza del pleno ejercicio 
del derecho a la libertad de asociación, si en realidad esta potestad es inexistente o 
se reduce de tal forma que no pueda ponerla en práctica. El Estado debe garantizar 
que las personas puedan ejercer libremente su libertad sindical sin temor de que 
serán sujetos a violencia alguna, de lo contrario, se podría disminuir la capacidad 
de las agrupaciones de organizarse para la protección de sus intereses.

Libertad de conciencia

“La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C, núm. 73, párrafo 79.
79. Según el artículo 12 de la Convención, el derecho a la libertad de conciencia 
y de religión permite que las personas conserven, cambien, profesen y divulguen 
su religión o sus creencias. Este derecho es uno de los cimientos de la sociedad 
democrática. En su dimensión religiosa, constituye un elemento trascendental en 
la protección de las convicciones de los creyentes y en su forma de vida. En el pre-
sente caso, sin embargo, no existe prueba alguna que acredite la violación de 
ninguna de las libertades consagradas en el artículo 12 de la Convención. En efecto, 
entiende la Corte que la prohibición de la exhibición de la película “La Última 
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conservar, cambiar, profesar o divulgar, con absoluta libertad, su religión o sus 
creencias.

Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
17 de junio de 2005. Serie C, núm. 125, párrafo 135.
135. La cultura de los miembros de las comunidades indígenas corresponde a 
una forma de vida particular de ser, ver y actuar en el mundo, constituido a partir 
de su estrecha relación con sus territorios tradicionales y los recursos que allí se 
encuentran, no sólo por ser éstos su principal medio de subsistencia, sino además 
porque constituyen un elemento integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por 
ende, de su identidad cultural.

Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 
27 de junio de 2012. Serie C, núm. 245, párrafo 217. 
217. La Corte considera que el derecho a la identidad cultural es un derecho fun-
damental y de naturaleza colectiva de las comunidades indígenas, que debe ser 
respetado en una sociedad multicultural, pluralista y democrática. Esto implica la 
obligación de los Estados de garantizar a los pueblos indígenas que sean debida-
mente consultados sobre asuntos que inciden o pueden incidir en su vida cultural 
y social, de acuerdo con sus valores, usos, costumbres y formas de organización. 
En el mismo sentido, el Convenio Nº 169 de la oit reconoce las aspiraciones de 
los Pueblos indígenas a “asumir el control de sus propias instituciones y formas 
de vida y de su desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades, 
lenguas y religiones, dentro del marco de los Estados en que viven”.

Masacres de Río Negro vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y cos-
tas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C, núm. 250, párrafos 155 y 160.
155. La Convención Americana no contempla explícitamente el derecho de “en-
terrar a los muertos”. La Corte Interamericana ha abordado este tema no como un 
derecho sustantivo, sino en el marco de las reparaciones en casos de desaparicio-
nes forzadas, principalmente, como consecuencia de la vulneración de algún otro 
derecho que sí esté previsto en la Convención. Así, por ejemplo, el Tribunal ha 
ordenado que, de encontrarse los restos de una persona desaparecida, éstos sean 
entregados a sus familiares y que el Estado cubra los gastos funerales o de sepul-
tura. Asimismo, en otros casos, el Tribunal se ha referido a la imposibilidad de 
enterrar a los muertos como un hecho que incrementa el sufrimiento y angustia 
de los familiares, lo cual puede ser considerado en las reparaciones para determinar 
un monto como indemnización inmaterial a favor de ellos.
160. Por lo tanto, por un lado, la Corte observa que actualmente los miembros de 
la comunidad de Río Negro no pueden realizar sus rituales fúnebres por el hecho 
de que el Estado no ha localizado ni identificado a la mayor parte de los restos de 
personas supuestamente ejecutadas durante las masacres, y a que 17 personas se 
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naencuentran desaparecidas forzadamente. Pero, por otro lado, tampoco pueden reali-
zar cualquier otro tipo de rituales pues los sitios sagrados a los cuales solían acudir 
se encuentran inundados a raíz de la construcción de la hidroeléctrica de Chixoy. 
Esta Corte ya ha señalado que la relación especial de los pueblos indígenas con sus 
territorios ancestrales no estriba solamente en que constituyen su principal medio 
de subsistencia, sino un elemento integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por 
ende, de su identidad o integridad cultural, el cual es un derecho fundamental 
y de naturaleza colectiva de las comunidades indígenas, que debe ser respetado 
en una sociedad multicultural, pluralista y democrática, como la de Guatemala.

Libertad de conciencia (restricciones)

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafo 155.
155. La restricción de otros derechos, por el contrario— como la vida, la integridad 
personal, la libertad religiosa y el debido proceso— no sólo no tiene justificación 
fundada en la privación de libertad, sino que también está prohibida por el derecho 
internacional. Dichos derechos deben ser efectivamente respetados y garantizados 
como los de cualquier persona no sometida a privación de libertad.

Libertad de expresión

Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985. Serie A, núm. 5, párrafos 
30, 31, 32, 33, 34, 36, 37, 38, 39, 40, 53 y 54.
30. El artículo 13 señala que la libertad de pensamiento y expresión “comprende 
la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole…” 
Esos términos establecen literalmente que quienes están bajo la protección de 
la Convención tienen no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio pen-
samiento, sino también el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir in-
formaciones e ideas de toda índole. Por tanto, cuando se restringe ilegalmente la 
libertad de expresión de un individuo, no sólo es el derecho de ese individuo el 
que está siendo violado, sino también el derecho de todos a “recibir” informacio-
nes e ideas, de donde resulta que el derecho protegido por el artículo 13 tiene un 
alcance y un carácter especiales. Se ponen así de manifiesto las dos dimensiones 
de la libertad de expresión. En efecto, ésta requiere, por un lado, que nadie sea 
arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y 
representa, por tanto, un derecho de cada individuo; pero implica también, por otro 
lado, un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión 
del pensamiento ajeno.
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nocimiento teórico del derecho a hablar o escribir, sino que comprende además, 
inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier medio apropiado para difun-
dir el pensamiento y hacerlo llegar al mayor número de destinatarios. Cuando la 
Convención proclama que la libertad de pensamiento y expresión comprende el 
derecho de difundir informaciones e ideas “por cualquier… procedimiento”, está 
subrayando que la expresión y la difusión del pensamiento y de la información 
son indivisibles, de modo que una restricción de las posibilidades de divulgación 
representa directamente, y en la misma medida, un límite al derecho de expresarse 
libremente. De allí la importancia del régimen legal aplicable a la prensa y al status 
de quienes se dediquen profesionalmente a ella.
32. En su dimensión social la libertad de expresión es un medio para el intercambio 
de ideas e informaciones y para la comunicación masiva entre los seres humanos. 
Así como comprende el derecho de cada uno a tratar de comunicar a los otros sus 
propios puntos de vista implica también el derecho de todos a conocer opiniones 
y noticias. Para el ciudadano común tiene tanta importancia el conocimiento de 
la opinión ajena o de la información de que disponen otros como el derecho a 
difundir la propia.
33. Las dos dimensiones mencionadas de la libertad de expresión deben ser ga-
rantizadas simultáneamente. No sería lícito invocar el derecho de la sociedad a 
estar informada verazmente para fundamentar un régimen de censura previa su-
puestamente destinado a eliminar las informaciones que serían falsas a criterio del 
censor. Como tampoco sería admisible que, sobre la base del derecho a difundir 
informaciones e ideas, se constituyeran monopolios públicos o privados sobre los 
medios de comunicación para intentar moldear la opinión pública según un solo 
punto de vista.
34. Así, si en principio la libertad de expresión requiere que los medios de co-
municación social estén virtualmente abiertos a todos sin discriminación, o, más 
exactamente, que no haya individuos o grupos que, a priori, estén excluidos del 
acceso a tales medios, exige igualmente ciertas condiciones respecto de éstos, de 
manera que, en la práctica, sean verdaderos instrumentos de esa libertad y no 
vehículos para restringirla. Son los medios de comunicación social los que sirven 
para materializar el ejercicio de la libertad de expresión, de tal modo que sus con-
diciones de funcionamiento deben adecuarse a los requerimientos de esa libertad. 
Para ello es indispensable, inter alia, la pluralidad de medios, la prohibición de 
todo monopolio respecto de ellos, cualquiera sea la forma que pretenda adoptar, y 
la garantía de protección a la libertad e independencia de los periodistas.
36. Así pues, como la Convención lo reconoce, la libertad de pensamiento y expre-
sión admite ciertas restricciones propias, que serán legítimas en la medida en que 
se inserten dentro de los requerimientos del artículo 13.2. Por lo tanto, como la 
expresión y la difusión del pensamiento son indivisibles, debe destacarse que las 
restricciones a los medios de difusión lo son también, a la libertad de expresión, 
de tal modo que, en cada caso, es preciso considerar si se han respetado o no los 
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natérminos del artículo 13.2 para determinar su legitimidad y establecer, en conse-
cuencia, si ha habido o no una violación de la Convención.
37. La disposición citada señala dentro de qué condiciones son compatibles res-
tricciones a la libertad de expresión con la Convención. Esas restricciones deben 
establecerse con arreglo a ciertos requisitos de forma que atañen a los medios a 
través de los cuales se manifiestan y condiciones de fondo, representadas por la 
legitimidad de los fines que, con tales restricciones, pretenden alcanzarse.
38. El artículo 13.2 de la Convención define a través de qué medios pueden esta-
blecerse legítimamente restricciones a la libertad de expresión. Estipula, en primer 
lugar, la prohibición de la censura previa la cual es siempre incompatible con la 
plena vigencia de los derechos enumerados por el artículo 13, salvo las excepcio-
nes contempladas en el inciso 4 referentes a espectáculos públicos, incluso si se 
trata supuestamente de prevenir por ese medio un abuso eventual de la libertad 
de expresión. En esta materia toda medida preventiva significa, inevitablemente, 
el menoscabo de la libertad garantizada por la Convención.
39. El abuso de la libertad de expresión no puede ser objeto de medidas de control 
preventivo sino fundamento de responsabilidad para quien lo haya cometido. Aun 
en este caso, para que tal responsabilidad pueda establecerse válidamente, según 
la Convención, es preciso que se reúnan varios requisitos, a saber: 
a) La existencia de causales de responsabilidad previamente establecidas, 
b) La definición expresa y taxativa de esas causales por la ley, 
c) La legitimidad de los fines perseguidos al establecerlas, y 
d) Que esas causales de responsabilidad sean “necesarias para asegurar” los men-
cionados fines.
Todos estos requisitos deben ser atendidos para que se dé cumplimiento cabal al 
artículo 13.2. 
40. Esta norma precisa que es la ley la que debe establecer las restricciones a la 
libertad de información y solamente para lograr fines que la propia Convención 
señala. Por tratarse de restricciones en el sentido en que quedó establecido la 
definición legal debe ser necesariamente expresa y taxativa.
53. Las infracciones al artículo 13 pueden presentarse bajo diferentes hipótesis, 
según conduzcan a la supresión de la libertad de expresión o sólo impliquen res-
tringirla más allá de lo legítimamente permitido.
54. En verdad no toda transgresión al artículo 13 de la Convención implica la 
supresión radical de la libertad de expresión, que tiene lugar cuando, por el poder 
público se establecen medios para impedir la libre circulación de información, 
ideas, opiniones o noticias. Ejemplos son la censura previa, el secuestro o la pro-
hibición de publicaciones y, en general, todos aquellos procedimientos que condi-
cionan la expresión o la difusión de información al control gubernamental. En tal 
hipótesis, hay una violación radical tanto del derecho de cada persona a expresarse 
como del derecho de todos a estar bien informados, de modo que se afecta una de 
las condiciones básicas de una sociedad democrática. La Corte considera que la 
colegiación obligatoria de los periodistas, en los términos en que ha sido planteada 
para esta consulta, no configura un supuesto de esta especie.
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raciones y costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C, núm. 73, párrafos 
64, 65, 67 y 68.
64. En cuanto al contenido del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, 
quienes están bajo la protección de la Convención tienen no sólo el derecho y la 
libertad de expresar su propio pensamiento, sino también el derecho y la libertad 
de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. Es por ello que 
la libertad de expresión tiene una dimensión individual y una dimensión social, 
a saber:
ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido 
de manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada 
individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir 
cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno.
65. Sobre la primera dimensión del derecho consagrado en el artículo mencionado, 
la individual, la libertad de expresión no se agota en el reconocimiento teórico 
del derecho a hablar o escribir, sino que comprende además, inseparablemente, 
el derecho a utilizar cualquier medio apropiado para difundir el pensamiento y 
hacerlo llegar al mayor número de destinatarios. En este sentido, la expresión y la 
difusión del pensamiento y de la información son indivisibles, de modo que una 
restricción de las posibilidades de divulgación representa directamente, y en la 
misma medida, un límite al derecho de expresarse libremente.
67. La Corte considera que ambas dimensiones poseen igual importancia y deben 
ser garantizadas en forma simultánea para dar efectividad total al derecho a la 
libertad de pensamiento y de expresión en los términos previstos por el artículo 
13 de la Convención.
68. La libertad de expresión, como piedra angular de una sociedad democrática, 
es una condición esencial para que ésta esté suficientemente informada.

Ivcher Bronstein vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 6 de febrero de 
2001. Serie C, núm. 74, párrafo 152.
152. La Corte Europea también ha reconocido este criterio, al sostener que la li-
bertad de expresión constituye uno de los pilares esenciales de una sociedad demo-
crática y una condición fundamental para su progreso y para el desarrollo personal 
de cada individuo. Dicha libertad no sólo debe garantizarse en lo que respecta a la 
difusión de información o ideas que son recibidas favorablemente o consideradas 
como inofensivas o indiferentes, sino también en lo que toca a las que ofenden, 
resultan ingratas o perturban al Estado o a cualquier sector de la población.

Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C, núm. 107, párrafos 110, 111 y 116.
110. Con respecto a la segunda dimensión del derecho a la libertad de expresión esto 
es, la social, es menester señalar que la libertad de expresión es un medio para el 
intercambio de ideas e informaciones entre las personas; comprende su derecho a 
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natratar de comunicar a otras sus puntos de vista, pero implica también el derecho 
de todos a conocer opiniones, relatos y noticias vertidas por terceros. Para el ciu-
dadano común tiene tanta importancia el conocimiento de la opinión ajena o de la 
información de que disponen otros como el derecho a difundir la propia.
111. Este Tribunal ha afirmado que ambas dimensiones poseen igual importancia 
y deben ser garantizadas plenamente en forma simultánea para dar efectividad 
total al derecho a la libertad de expresión en los términos previstos por el artículo 
13 de la Convención.
116. Existe entonces una coincidencia en los diferentes sistemas regionales de 
protección a los derechos humanos y en el universal, en cuanto al papel esencial 
que juega la libertad de expresión en la consolidación y dinámica de una socie-
dad democrática. Sin una efectiva libertad de expresión, materializada en todos 
sus términos, la democracia se desvanece, el pluralismo y la tolerancia empiezan 
a quebrantarse, los mecanismos de control y denuncia ciudadana se empiezan a 
tornar inoperantes y, en definitiva, se empieza a crear el campo fértil para que 
sistemas autoritarios se arraiguen en la sociedad. 

Ricardo Canese vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2004. Serie C, núm. 111, párrafos 88 y 90.
88. La Corte considera importante resaltar que, en el marco de una campaña elec-
toral, la libertad de pensamiento y de expresión en sus dos dimensiones constituye 
un bastión fundamental para el debate durante el proceso electoral, debido a que 
se transforma en una herramienta esencial para la formación de la opinión pública 
de los electores, fortalece la contienda política entre los distintos candidatos y par-
tidos que participan en los comicios y se transforma en un auténtico instrumento 
de análisis de las plataformas políticas planteadas por los distintos candidatos, lo 
cual permite una mayor transparencia y fiscalización de las futuras autoridades y 
de su gestión.
90. El Tribunal considera indispensable que se proteja y garantice el ejercicio 
de la libertad de expresión en el debate político que precede a las elecciones de 
las autoridades estatales que gobernarán un Estado. La formación de la voluntad 
colectiva mediante el ejercicio del sufragio individual se nutre de las diferentes 
opciones que presentan los partidos políticos a través de los candidatos que los 
representan. El debate democrático implica que se permita la circulación libre de 
ideas e información respecto de los candidatos y sus partidos políticos por parte 
de los medios de comunicación, de los propios candidatos y de cualquier persona 
que desee expresar su opinión o brindar información. Es preciso que todos puedan 
cuestionar e indagar sobre la capacidad e idoneidad de los candidatos, así como 
disentir y confrontar sus propuestas, ideas y opiniones de manera que los electores 
puedan formar su criterio para votar. En este sentido, el ejercicio de los derechos 
políticos y la libertad de pensamiento y de expresión se encuentran íntimamente 
ligados y se fortalecen entre sí.
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2006. Serie C, núm. 141, párrafo 171.
171. Los Estados deben tomar en consideración los datos que diferencian a los 
miembros de pueblos indígenas de la población en general, y que conforman la 
identidad cultural de aquéllos. La lengua es uno de los más importantes elementos 
de identidad de un pueblo, precisamente porque garantiza la expresión, difusión 
y transmisión de su cultura.

Claude Reyes y otros vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de sep-
tiembre de 2006. Serie C, núm. 151, párrafos 76, 84 y 92.
76. En este sentido la Corte ha establecido que, de acuerdo a la protección que 
otorga la Convención Americana, el derecho a la libertad de pensamiento y de 
expresión comprende “no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio pen-
samiento, sino también el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir infor-
maciones e ideas de toda índole”. Al igual que la Convención Americana, otros 
instrumentos internacionales de derechos humanos, tales como la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, establecen un derecho positivo a buscar y a recibir información.
84. Este Tribunal ha expresado que “[l]a democracia representativa es determinante 
en todo el sistema del que la Convención forma parte”, y constituye “un ‘principio’ 
reafirmado por los Estados americanos en la Carta de la oea, instrumento funda-
mental del Sistema Interamericano”. La Asamblea General de la oea en diversas 
resoluciones consideró que el acceso a la información pública es un requisito indis-
pensable para el funcionamiento mismo de la democracia, una mayor transparencia 
y una buena gestión pública, y que en un sistema democrático representativo y 
participativo, la ciudadanía ejerce sus derechos constitucionales, a través de una 
amplia libertad de expresión y de un libre acceso a la información.
92. La Corte observa que en una sociedad democrática es indispensable que las 
autoridades estatales se rijan por el principio de máxima divulgación, el cual es-
tablece la presunción de que toda información es accesible, sujeto a un sistema 
restringido de excepciones.

Perozo y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 28 de enero de 2009. Serie C, núm. 195, párrafo 118.
118. El ejercicio efectivo de la libertad de expresión implica la existencia de 
condiciones y prácticas sociales que lo favorezcan. Es posible que esa libertad se 
vea ilegítimamente restringida por actos normativos o administrativos del Estado 
o por condiciones de facto que coloquen, directa o indirectamente, en situación de 
riesgo o mayor vulnerabilidad a quienes la ejerzan o intenten ejercerla, por actos 
u omisiones de agentes estatales o de particulares. En el marco de sus obligacio-
nes de garantía de los derechos reconocidos en la Convención, el Estado debe 
abstenerse de actuar de manera tal que propicie, estimule, favorezca o profundice 
esa vulnerabilidad y ha de adoptar, cuando sea pertinente, medidas necesarias y 
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narazonables para prevenir o proteger los derechos de quienes se encuentren en tal 
situación, así como, en su caso, investigar hechos que los perjudiquen.

Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 219, 
párrafos 197 y 211.
197. El Tribunal también ha establecido que el artículo 13 de la Convención, al es-
tipular expresamente los derechos a buscar y a recibir informaciones, protege el 
derecho que tiene toda persona a solicitar el acceso a la información bajo el control 
del Estado, con las salvedades permitidas bajo el régimen de restricciones de la 
Convención. Consecuentemente, dicho artículo ampara el derecho de las personas 
a recibir dicha información y la obligación positiva del Estado de suministrarla, 
de forma tal que la persona pueda tener acceso y conocer esa información o reciba 
una respuesta fundamentada cuando, por algún motivo permitido por la Conven-
ción, el Estado pueda limitar el acceso a la misma para el caso concreto. Dicha 
información debe ser entregada sin necesidad de acreditar un interés directo para 
su obtención o una afectación personal, salvo en los casos en que se aplique una 
legítima restricción. Su entrega a una persona puede permitir a su vez que la in-
formación circule en la sociedad de manera que pueda conocerla, acceder a ella 
y valorarla. De esta forma, el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión 
contempla la protección del derecho de acceso a la información bajo el control del 
Estado, el cual también contiene de manera clara las dos dimensiones, individual 
y social, del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, las cuales deben 
ser garantizadas por el Estado de forma simultánea.
211. A criterio de este Tribunal, el Estado no puede ampararse en la falta de prueba 
de la existencia de los documentos solicitados sino que, por el contrario, debe 
fundamentar la negativa a proveerlos, demostrando que ha adoptado todas las 
medidas a su alcance para comprobar que, efectivamente, la información solicitada 
no existía. Resulta esencial que, para garantizar el derecho a la información, los 
poderes públicos actúen de buena fe y realicen diligentemente las acciones nece-
sarias para asegurar la efectividad de ese derecho, especialmente cuando se trata 
de conocer la verdad de lo ocurrido en casos de violaciones graves de derechos 
humanos como las desapariciones forzadas y la ejecución extrajudicial del presente 
caso. Alegar ante un requerimiento judicial, como el aquí analizado, la falta de prueba 
sobre la existencia de cierta información, sin haber indicado, al menos, cuáles 
fueron las diligencias que realizó para confirmar o no su existencia, posibilita la 
actuación discrecional y arbitraria del Estado de facilitar o no determinada infor-
mación, generando con ello inseguridad jurídica respecto al ejercicio de ese dere-
cho. Cabe destacar que el Primer Juzgado Federal ordenó a la Unión el 30 de junio 
de 2003 la entrega de los documentos en un plazo de 120 días, pese a lo cual 
pasaron seis años, en los que la Unión interpuso varios recursos, hasta que la misma 
se hizo efectiva lo que resultó en la indefensión de los familiares de las víctimas y 
afectó su derecho de recibir información, así como su derecho a conocer la verdad 
de lo ocurrido.
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de noviembre de 2011. Serie C, núm. 238, párrafo 46.
46. La Corte Interamericana recuerda que en la primera oportunidad que se refirió 
al derecho a la libre expresión destacó que “la profesión de periodista […] implica 
precisamente el buscar, recibir y difundir información. El ejercicio del periodismo 
por tanto, requiere que una persona se involucre en actividades que están definidas 
o encerradas en la libertad de expresión garantizada en la Convención”. A diferen-
cia de otras profesiones, el ejercicio profesional del periodismo es una actividad 
específicamente garantizada por la Convención y “no puede ser diferenciado de la 
libertad de expresión, por el contrario, ambas cosas están evidentemente imbrica-
das, pues el periodista profesional no es, ni puede ser, otra cosa que una persona 
que ha decidido ejercer la libertad de expresión de modo continuo, estable y remu-
nerado”. El presente caso trata de dos periodistas quienes reclaman la protección 
del artículo 13 de la Convención.

Libertad de expresión (restricciones)

López Álvarez vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 de febrero de 
2006. Serie C, núm. 141, párrafo 165.
165. La “necesidad” y, por ende, la legalidad de las restricciones a la libertad de 
expresión fundadas en el artículo 13.2 de la Convención Americana, dependerá 
de que estén orientadas a satisfacer un interés público imperativo, que prepondere 
claramente sobre la necesidad social del pleno goce del derecho que el artículo 13 
garantiza. Entre varias opciones para alcanzar ese objetivo, debe escogerse aquella 
que restrinja en menor escala el derecho protegido. Lo anterior se aplica a la leyes, 
así como a las decisiones y actos administrativos y de cualquier otra índole, es 
decir, a toda manifestación del poder estatal.

Claude Reyes y otros vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de sep-
tiembre de 2006. Serie C, núm. 151, párrafos 89, 90 y 91.
89. En cuanto a los requisitos que debe cumplir una restricción en esta materia, en 
primer término deben estar previamente fijadas por ley como medio para asegurar 
que no queden al arbitrio del poder público. Dichas leyes deben dictarse “por 
razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas”. 
Al respecto la Corte ha enfatizado que
En tal perspectiva no es posible interpretar la expresión leyes, utilizada en el 
ar tículo 30, como sinónimo de cualquier norma jurídica, pues ello equivaldría a 
admitir que los derechos fundamentales pueden ser restringidos por la sola deter-
minación del poder público, sin otra limitación formal que la de consagrar tales 
restricciones en disposiciones de carácter general.
[…]
El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés 
general significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” 
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na(art. 32.2), concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden 
público del Estado democrático […].
90. En segundo lugar, la restricción establecida por ley debe responder a un objetivo 
permitido por la Convención Americana. Al respecto, el artículo 13.2 de la Con-
vención permite que se realicen restricciones necesarias para asegurar “el respeto 
a los derechos o a la reputación de los demás” o “la protección de la seguridad 
nacional, el orden público o la salud o la moral públicas”.
91. Finalmente, las restricciones que se impongan deben ser necesarias en una 
sociedad democrática, lo que depende de que estén orientadas a satisfacer un 
interés público imperativo. Entre varias opciones para alcanzar ese objetivo, debe 
escogerse aquélla que restrinja en menor escala el derecho protegido. Es decir, la 
restricción debe ser proporcional al interés que la justifica y debe ser conducente 
para alcanzar el logro de ese legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida 
posible en el efectivo ejercicio del derecho. 

Kimel vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008. 
Serie C, núm. 177, párrafo 54.
54. Sin embargo, la libertad de expresión no es un derecho absoluto. El artículo 
13.2 de la Convención, que prohíbe la censura previa, también prevé la posibilidad 
de exigir responsabilidades ulteriores por el ejercicio abusivo de este derecho. 
Estas restricciones tienen carácter excepcional y no deben limitar, más allá de lo 
estrictamente necesario, el pleno ejercicio de la libertad de expresión y convertirse 
en un mecanismo directo o indirecto de censura previa.

Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 5 de agosto de 
2008. Serie C, núm. 182, párrafo 131.
131. La Corte ha reiterado numerosas veces la importancia que posee la libertad de 
expresión en una sociedad democrática, especialmente aquella referida a asuntos 
de interés público. Con todo, la libertad de expresión no es un derecho absoluto y 
puede estar sujeta a restricciones, en particular cuando interfiere con otros dere-
chos garantizados por la Convención. Por lo anterior, no sólo es legítimo sino que 
en ciertas ocasiones es un deber de las autoridades estatales pronunciarse sobre 
cuestiones de interés público. Sin embargo, al hacerlo están sometidos a ciertas 
limitaciones en cuanto a constatar en forma razonable, aunque no necesariamente 
exhaustiva, los hechos en los que fundamentan sus opiniones, y deberían hacerlo 
con una diligencia aún mayor a la empleada por los particulares, en atención al 
alto grado de credibilidad de la que gozan y en aras a evitar que los ciudadanos 
reciban una versión manipulada de los hechos. Además, deben tener en cuenta 
que en tanto funcionarios públicos tienen una posición de garante de los derechos 
fundamentales de las personas y, por tanto, sus declaraciones no pueden llegar a 
desconocer dichos derechos. Del mismo modo, los funcionarios públicos, en espe-
cial las más altas autoridades de Gobierno, deben ser particularmente cuidadosos 
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o presión lesiva de la independencia judicial o puedan inducir o sugerir acciones 
por parte de otras autoridades que vulneren la independencia o afecten la libertad 
del juzgador.

Perozo y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 28 de enero de 2009. Serie C, núm. 195, párrafo 116.
116. La libertad de expresión, particularmente en asuntos de interés público, “es 
una piedra angular en la existencia misma de una sociedad democrática”[60]. No 
sólo debe garantizarse en lo que respecta a la difusión de información o ideas que 
son recibidas favorablemente o consideradas como inofensivas o indiferentes, sino 
también en lo que toca a las que resultan ingratas para el Estado o cualquier sector 
de la población. Tales son las demandas del pluralismo, que implica tolerancia y 
espíritu de apertura, sin los cuales no existe una sociedad democrática. Cualquier 
condición, restricción o sanción en esta materia deben ser proporcionadas al fin 
legítimo que se persigue. Sin una efectiva garantía de la libertad de expresión, se 
debilita el sistema democrático y sufren quebranto el pluralismo y la tolerancia; 
los mecanismos de control y denuncia ciudadana pueden volverse inoperantes 
y, en definitiva, se crea un campo fértil para que arraiguen sistemas autoritarios.

Ríos y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 28 de enero de 2009. Serie C, núm. 194, párrafos 107 y 346.
107. El ejercicio efectivo de la libertad de expresión implica la existencia de 
condiciones y prácticas sociales que lo favorezcan. Es posible que esa libertad se 
vea ilegítimamente restringida por actos normativos o administrativos del Estado 
o por condiciones de facto que coloquen, directa o indirectamente, en situación de 
riesgo o mayor vulnerabilidad a quienes la ejerzan o intenten ejercerla, por actos 
u omisiones de agentes estatales o de particulares. En el marco de sus obligacio-
nes de garantía de los derechos reconocidos en la Convención, el Estado debe 
abstenerse de actuar de manera tal que propicie, estimule, favorezca o profundice 
esa vulnerabilidad y ha de adoptar, cuando sea pertinente, medidas necesarias y 
razonables para prevenir o proteger los derechos de quienes se encuentren en tal 
situación, así como, en su caso, investigar hechos que los perjudiquen.
346. A fin de evitar la arbitrariedad en el ejercicio del poder público, las restriccio-
nes en esta materia deben hallarse previamente establecidas en leyes subordinadas 
al interés general, y aplicarse con el propósito para el cual han sido establecidas. 
Con respecto a las acreditaciones o autorizaciones a los medios de prensa para la 
participación en eventos oficiales, que implican una posible restricción al ejerci-
cio de la libertad de buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole, 
debe demostrarse que su aplicación es legal, persigue un objetivo legítimo y es 
necesaria y proporcional en relación con el objetivo que pretende en una socie-
dad democrática. Los requisitos de acreditación deben ser concretos, objetivos y 
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cumplido con los anteriores requisitos al establecer restricciones al acceso a la 
información bajo su control.

Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) vs. Brasil. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C, 
núm. 219, párrafo 229.
229. Con todo, el derecho de acceder a la información pública en poder del Estado 
no es un derecho absoluto, pudiendo estar sujeto a restricciones. Sin embargo, éstas 
deben, en primer término, estar previamente fijadas por ley —en sentido formal 
y material— como medio para asegurar que no queden al arbitrio del poder pú-
blico. En segundo lugar, las restricciones establecidas por ley deben responder 
a un objetivo permitido por el artículo 13.2 de la Convención Americana, es decir, 
deben ser necesarias para asegurar “el respeto a los derechos o a la reputación de 
los demás” o “la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud 
o la moral públicas”. Las limitaciones que se impongan deben ser necesarias en 
una sociedad democrática y orientadas a satisfacer un interés público imperativo. 
Ello implica que de todas las alternativas deben escogerse aquellas medidas que 
restrinjan o interfieran en la menor medida posible el efectivo ejercicio del derecho 
de buscar y recibir la información.

Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 
de noviembre de 2011. Serie C, núm. 238, párrafos 45 y 50.
45. Dada la importancia de la libertad de expresión en una sociedad democrática 
y la elevada responsabilidad que ello entraña para quienes ejercen profesional-
mente labores de comunicación social, el Estado no sólo debe minimizar las res-
tricciones a la circulación de la información sino también equilibrar, en la mayor 
medida de lo posible, la participación de las distintas informaciones en el debate 
público, impulsando el pluralismo informativo. En consecuencia, la equidad debe 
regir el flujo informativo. En estos términos puede explicarse la protección de los 
derechos humanos de quien enfrenta el poder de los medios y el intento por ase-
gurar condiciones estructurales que permitan la expresión equitativa de las ideas.
50. En este contexto, la Corte debe encontrar un equilibrio entre la vida privada y 
la libertad de expresión que, sin ser absolutos, son dos derechos fundamentales ga-
rantizados en la Convención Americana y de la mayor importancia en una sociedad 
democrática. El Tribunal recuerda que el ejercicio de cada derecho fundamental 
tiene que hacerse con respeto y salvaguarda de los demás derechos fundamentales. 
En ese proceso de armonización le cabe un papel medular al Estado buscando 
establecer las responsabilidades y sanciones que fueren necesarias para obtener 
tal propósito. La necesidad de proteger los derechos que pudieran verse afectados 
por un ejercicio abusivo de la libertad de expresión, requiere la debida observancia 
de los límites fijados a este respecto por la propia Convención.
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2012. Serie C, núm. 249, párrafo 190.
190. Con respecto a lo anterior, la Corte ha establecido que es posible que la 
libertad de expresión se vea ilegítimamente restringida por condiciones de facto 
que coloquen, directa o indirectamente, en situación de riesgo o mayor vulnerabi-
lidad a quienes la ejercen. Es por ello que el Estado debe abstenerse de actuar de 
manera tal que propicie, estimule, favorezca o profundice esa vulnerabilidad y ha 
de adoptar, cuando sea pertinente, medidas necesarias y razonables para prevenir 
violaciones o proteger los derechos de quienes se encuentren en tal situación.

Libertad personal

Castillo Petruzzi y otros vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de mayo 
de 1999. Serie C, núm. 52, párrafo 204.
204. Tal como lo ha señalado este Tribunal, está más allá de toda duda que el Es-
tado tiene el derecho y el deber de garantizar su propia seguridad. Tampoco puede 
discutirse que toda la sociedad padece por las infracciones a su orden jurídico. Pero 
por graves que puedan ser ciertas acciones y por culpables que puedan resultar 
los reos de determinados delitos, no cabe admitir que el poder pueda ejercerse 
sin límite alguno o que el Estado pueda valerse de cualquier procedimiento para 
alcanzar sus objetivos, sin sujeción al derecho o a la moral. Existe un amplio 
reconocimiento de la primacía de los derechos humanos, que el Estado no puede 
desconocer sin violentar.

Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C, núm. 99, párrafo 77.
77. Este Tribunal ha señalado que con la protección de la libertad se pueden sal-
vaguardar “tanto la libertad física de los individuos como la seguridad personal, 
en un contexto en el que la ausencia de garantías puede resultar en la subversión 
de la regla de derecho y en la privación a los detenidos de las formas mínimas de 
protección legal”.

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafo 223.
223. El contenido esencial del artículo 7 de la Convención es la protección de 
la libertad del individuo contra la interferencia arbitraria o ilegal del Estado y, a 
su vez, la garantía del derecho de defensa del individuo detenido. Este Tribunal 
ha señalado que con la protección de la libertad se pueden salvaguardar tanto la 
libertad física de los individuos como la seguridad personal, en un contexto en el 
que la ausencia de garantías puede resultar en la subversión de la regla de derecho 
y en la privación a los detenidos de las formas mínimas de protección legal.
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y costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 170, párrafos 52, 
53 y 54.
52. En sentido amplio la libertad sería la capacidad de hacer y no hacer todo lo que 
esté lícitamente permitido. En otras palabras, constituye el derecho de toda persona 
de organizar, con arreglo a la ley, su vida individual y social conforme a sus propias 
opciones y convicciones. La seguridad, por su parte, sería la ausencia de pertur-
baciones que restrinjan o limiten la libertad más allá de lo razonable. La libertad, 
definida así, es un derecho humano básico, propio de los atributos de la persona, 
que se proyecta en toda la Convención Americana. En efecto, del Preámbulo se 
desprende el propósito de los Estados Americanos de consolidar “un régimen de 
libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esen-
ciales del hombre”, y el reconocimiento de que “sólo puede realizarse el ideal del 
ser humano libre, exento de temor y de la miseria, si se crean condiciones que 
permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, 
tanto como de sus derechos civiles y políticos”. De esta forma, cada uno de los 
derechos humanos protege un aspecto de la libertad del individuo.
53. En lo que al artículo 7 de la Convención respecta, éste protege exclusivamente 
el derecho a la libertad física y cubre los comportamientos corporales que presupo-
nen la presencia física del titular del derecho y que se expresan normalmente en el 
movimiento físico. La seguridad también debe entenderse como la protección contra 
toda interferencia ilegal o arbitraria de la libertad física. Ahora bien, este derecho 
puede ejercerse de múltiples formas, y lo que la Convención Americana regula son 
los límites o restricciones que el Estado puede realizar. Es así como se explica que 
el artículo 7.1 consagre en términos generales el derecho a la libertad y seguridad 
y los demás numerales se encarguen de las diversas garantías que deben darse a 
la hora de privar a alguien de su libertad. De ahí también se explica que la forma 
en que la legislación interna afecta al derecho a la libertad es característicamente 
negativa, cuando permite que se prive o restrinja la libertad. Siendo, por ello, la 
libertad siempre la regla y la limitación o restricción siempre la excepción.
54. Finalmente, la Corte resalta que cualquier violación de los numerales 2 al 7 
del artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 
7.1 de la misma, puesto que la falta de respeto a las garantías de la persona privada 
de la libertad desemboca, en suma, en la falta de protección del propio derecho a 
la libertad de esa persona.

Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 220, párrafo 80.
80. De otra parte, el Tribunal ha señalado que la seguridad también debe enten-
derse como la protección contra toda interferencia ilegal o arbitraria de la libertad 
física. Asimismo, con la protección de la libertad se pueden salvaguardar tanto 
la libertad física de los individuos como la seguridad personal, en un contexto en 
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derecho y en la privación a los detenidos de las formas mínimas de protección 
legal. Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha declarado que la 
seguridad personal implica la protección respecto a la libertad física. A su vez, el 
Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha señalado que el derecho 
a la seguridad no puede interpretarse en forma restringida, lo cual implica que no 
pueden ignorarse las amenazas a la seguridad de personas no detenidas o presas.

Gudiel Álvarez (Diario Militar) vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 20 de noviembre de 2012. Serie C, núm. 253, párrafos 200 y 277.
200. Adicionalmente, la Corte ha reconocido, en relación con el derecho a la 
libertad personal y las personas privadas de libertad, que el Estado se encuen-
tra en una posición especial de garante de los derechos de los detenidos, por lo 
cual la privación de libertad en centros legalmente reconocidos y la existencia 
de registros de detenidos, constituyen salvaguardas fundamentales, inter alia, 
contra la desaparición forzada. A contrario sensu la puesta en funcionamiento y el 
mantenimiento de centros clandestinos de detención configura per se una falta a la 
obligación de garantía, por atentar directamente contra los derechos a la libertad 
personal, integridad personal, vida y personalidad jurídica. Este principio reiterado 
de forma constante por la Corte está codificado en el artículo XI de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada.
277. En lo que se refiere al artículo 7.1 de la Convención, esta Corte ha sostenido 
que el Estado debe prevenir que la libertad de los individuos se vea menoscabada 
por la actuación de agentes estatales y terceros particulares, así como investigar y 
sancionar los actos violatorios de este derecho.

Argüelles y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 288, párrafo 114.
114. La Corte ha señalado que el contenido esencial del artículo 7 de la Convención 
Americana es la protección de la libertad del individuo contra toda interferencia 
arbitraria o ilegal del Estado. Este Tribunal recuerda que el artículo 7 de la Con-
vención Americana tiene dos tipos de regulaciones bien diferenciadas entre sí, una 
general y otra específica. La general se encuentra en el primer numeral: “[t]oda 
persona tiene el derecho a la libertad y a la seguridad personales”. Mientras que 
la específica está compuesta por una serie de garantías que protegen el derecho a 
no ser privado de la libertad ilegalmente (artículo 7.2) o arbitrariamente (artículo 
7.3), a conocer las razones de la detención y los cargos formulados en contra del 
detenido (artículo 7.4), al control judicial de la privación de la libertad (artículo 
7.5) y a impugnar la legalidad de la detención (artículo 7.6). Cualquier violación 
de los numerales 2 al 7 del artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente 
la violación del artículo 7.1 de la misma.
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Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 2 de 
febrero de 2001. Serie C, núm. 72, párrafos 156, 158 y 159.
156. Al considerar si se configuró o no en el caso en cuestión la violación de la 
libertad de asociación, ésta debe ser analizada en relación con la libertad sindical. 
La libertad de asociación, en materia sindical, consiste básicamente en la facultad 
de constituir organizaciones sindicales y poner en marcha su estructura interna, 
actividades y programa de acción, sin intervención de las autoridades públicas 
que limite o entorpezca el ejercicio del respectivo derecho. Por otra parte, esta 
libertad supone que cada persona pueda determinar sin coacción alguna si desea 
o no formar parte de la asociación. Se trata, pues, del derecho fundamental de 
agruparse para la realización común de un fin lícito sin presiones o intromisiones 
que puedan alterar o desnaturalizar su finalidad.
158. Esta Corte considera que la libertad de asociación, en materia sindical, reviste 
la mayor importancia para la defensa de los intereses legítimos de los trabajadores 
y se enmarca en el corpus juris de los derechos humanos.
159. La libertad de asociación, en materia laboral, en los términos del artículo 16 
de la Convención Americana, comprende un derecho y una libertad, a saber: el 
derecho a formar asociaciones sin restricciones distintas a las permitidas en los 
incisos 2 y 3 de aquel precepto convencional y la libertad de toda persona de no ser 
compelida u obligada a asociarse. El Protocolo de San Salvador de 17 de noviembre 
de 1988, en su artículo 8.3, recoge la misma idea y precisa que, en materia sindical, 
“[n]adie podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato”.

Cantoral Huamaní y García Santa Cruz vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, repa-
raciones y costas. Sentencia de 10 de julio de 2007. Serie C, núm. 167, párrafos 
145 y 146.
145. Por su parte, el Comité de Libertad Sindical de la oit ha señalado que los 
derechos sindicales no pueden ser ejercidos en un contexto de impunidad 
frente a situaciones de violencia sindical caracterizadas, inter alia, por ejecuciones 
extrajudiciales.
146. El Estado debe garantizar que las personas puedan ejercer libremente su liber-
tad sindical sin temor de que serán sujetos a violencia alguna. De lo contrario, se 
podría disminuir la capacidad de las agrupaciones de organizarse para la protección 
de sus intereses. Cabe resaltar que al analizar una queja contra Perú, en la que se 
incluía la denuncia de la ejecución de Saúl Cantoral Huamaní y Consuelo García 
Santa Cruz, el Comité de Libertad Sindical de la oit consideró que un ambiente 
de violencia constituye un obstáculo grave para el ejercicio de los derechos sindi-
cales. La libertad sindical sólo puede ejercerse en una situación en que se respete 
y garanticen plenamente los derechos humanos fundamentales, en particular los 
relativos a la vida y a la seguridad de la persona. Esta Corte resalta la obligación 
a cargo del Estado de investigar con debida diligencia y en forma efectiva los crí-
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dichos hechos tiene un efecto amedrentador que impide el ejercicio libre de los 
derechos sindicales. Dicha debida diligencia se acentúa en contextos de violencia 
contra el sector sindical.

García y familiares vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 de 
noviembre de 2012. Serie C, núm. 258, párrafo 117.
117. En el mismo sentido, este Tribunal considera que el contenido de la libertad 
sindical, una forma de la libertad de asociación, implica la potestad de elección 
respecto de cómo ejercerla. En este sentido, un individuo no goza del pleno ejercicio 
del derecho a la libertad de asociación, si en realidad esta potestad es inexistente o 
se reduce de tal forma que no pueda ponerla en práctica. El Estado debe garantizar 
que las personas puedan ejercer libremente su libertad sindical sin temor de que 
serán sujetos a violencia alguna, de lo contrario, se podría disminuir la capacidad 
de las agrupaciones de organizarse para la protección de sus intereses.

Límites al Estado de emergencia

Loayza Tamayo vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie C, 
núm. 33, párrafo 50.
50. El artículo 27 de la Convención Americana regula la suspensión de garantías 
en los casos de guerra, peligro público u otra emergencia que amenace la inde-
pendencia o seguridad de un Estado Parte, para lo cual éste deberá informar a 
los demás Estados Partes por conducto del Secretario General de la oea, “de las 
disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado 
la suspensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal suspensión”. Si 
bien es cierto que la libertad personal no está incluida expresamente entre aquellos 
derechos cuya suspensión no se autoriza en ningún caso, también lo es que esta 
Corte ha expresado que
[l]os procedimientos de hábeas corpus y de amparo son de aquellas garantías judi-
ciales indispensables para la protección de varios derechos cuya suspensión está 
vedada por el Artículo 27.2 y sirven, además, para preservar la legalidad en una 
sociedad democrática [y que] aquellos ordenamientos constitucionales y legales de 
los Estados Partes que autoricen, explícita o implícitamente, la suspensión de los 
procedimientos de hábeas corpus o de amparo en situaciones de emergencia, deben 
considerarse incompatibles con las obligaciones internacionales que a esos Estados 
impone la Convención (El hábeas corpus bajo suspensión de garantías (arts. 27.2, 
25.1 y 7.6 Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva 
OC-8/87 del 30 de enero de 1987. Serie A No. 8, párrs. 42 y 43).
… las garantías judiciales indispensables para la protección de los derechos hu-
manos no susceptibles de suspensión, según lo dispuesto en el artículo 27.2 de la 
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7.6 y 25.1, consideradas dentro del marco y según los principios del artículo 8, 
y también las inherentes a la preservación del Estado de Derecho, aun bajo la 
legalidad excepcional que resulta de la suspensión de garantías (Garantías judi-
ciales en estados de emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie 
A No. 9, párr. 38).

Durand y Ugarte vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C, núm. 68, 
párrafo 107.
107. En la opinión consultiva OC-9, este Tribunal ha sostenido que
[las] garantías judiciales indispensables para la protección de los derechos hu-
manos no susceptibles de suspensión, según lo dispuesto en el artículo 27.2 de la 
Convención, son aquéllas a las que ésta se refiere expresamente en los artículos 
7.6 y 25.1, consideradas dentro del marco y según los principios del artículo 8, 
y también las inherentes a la preservación del Estado de Derecho, aun bajo la 
legalidad excepcional que resulta de la suspensión de garantías.

Zambrano Vélez y otros vs. Ecuador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de 
julio de 2007. Serie C, núm. 166, párrafo 125.
125. Además de lo anterior, en los dos capítulos precedentes fue determinada la 
existencia de normas que impedían realizar un adecuado control del estado de 
emergencia y de la legitimidad del uso de la fuerza y del operativo en cuestión por 
la vía de una investigación independiente e imparcial. Es razonable suponer que la 
legislación que dio base para la suspensión de garantías y para la realización del 
operativo en cuestión, fuera una de las razones —aunque no justificación— por 
las cuales no fue abierta una investigación en la jurisdicción penal ordinaria. De 
tal manera, esas garantías judiciales resultaron, en efecto, suspendidas.
96. La Corte observa que la amenaza “delincuencial”, “subversiva” o “terrorista” 
invocada por el Estado como justificación de las acciones desarrolladas puede 
ciertamente constituir una razón legítima para que un Estado despliegue sus fuerzas 
de seguridad en casos concretos. Sin embargo, la lucha de los Estados contra el 
crimen debe desarrollarse dentro de los límites y conforme a los procedimientos 
que permitan preservar tanto la seguridad pública como el pleno respeto a los 
derechos humanos de quienes se hallen sometidos a su jurisdicción. Las condi-
ciones del país, sin importar qué tan difíciles sean, no liberan a un Estado Parte 
en la Convención Americana de sus obligaciones establecidas en ese tratado, que 
subsisten particularmente en casos como el presente. Es necesario insistir que, 
sin importar las condiciones de cada Estado, existe una prohibición absoluta de la 
tortura, de las desapariciones forzadas de personas y de las ejecuciones sumarias 
y extrajudiciales, prohibición que constituye una norma inderogable de Derecho 
Internacional.
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noviembre de 2013. Serie C, núm. 275, párrafo 124.
124. Adicionalmente, esta Corte ya ha señalado que, si bien el Estado tiene el 
derecho y la obligación de garantizar su seguridad y mantener el orden público, su 
poder no es ilimitado, pues tiene el deber, en todo momento, de aplicar procedi-
mientos conformes a Derecho y respetuosos de los derechos fundamentales a todo 
individuo que se encuentre bajo su jurisdicción. Por ello, el artículo 27.1 de la 
Convención permite la suspensión de las obligaciones que establece “en la medida 
y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación” de que se 
trate y siempre que ello “no se[a] incompatibl[e] con las demás obligaciones que 
[…] impone el derecho internacional y no entrañ[e] discriminación alguna”. Ello 
implica entonces, a juicio de la Corte, que tal prerrogativa debe ser ejercida e 
interpretada, al tenor además, de lo previsto en el artículo 29.a) de la Convención, 
como excepcional y en términos restrictivos. Adicionalmente, el artículo 27.3 es-
tablece el deber de los Estados de “informar inmediatamente a los demás Estados 
partes en la presente Convención, por conducto del Secretario General de la Or-
ganización de los Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya 
suspendido, de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que 
haya dado por terminada tal suspensión”. En el presente caso no consta que el 
Estado haya cumplido con dicho deber.

Espinoza Gonzáles vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 289, párrafo 120.
120. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte ha señalado que la suspensión de garantías 
no debe exceder la medida de lo estrictamente necesario y que resulta ilegal toda 
actuación de los poderes públicos que desborde aquellos límites que deben estar 
precisamente señalados en las disposiciones que decretan el estado de excepción. 
En este sentido, las limitaciones que se imponen a la actuación del Estado respon-
den a la necesidad genérica de que en todo estado de excepción subsistan medios 
idóneos para el control de las disposiciones que se dicten, a fin de que ellas se ade-
cuen razonablemente a las necesidades de la situación y no excedan de los límites 
estrictos impuestos por la Convención o derivados de ella. En efecto, la suspensión 
de garantías constituye una situación excepcional, según la cual resulta lícito para 
el gobierno aplicar determinadas medidas restrictivas a los derechos y libertades 
que, en condiciones normales, están prohibidas o sometidas a requisitos más ri-
gurosos. Esto no significa, sin embargo, que la suspensión de garantías comporte 
la suspensión temporal del Estado de Derecho o que autorice a los gobernantes 
a apartar su conducta de la legalidad a la que en todo momento deben ceñirse. 
Estando suspendidas las garantías, algunos de los límites legales de la actuación 
del poder público pueden ser distintos de los vigentes en condiciones normales, 
pero no deben considerarse inexistentes ni cabe, en consecuencia, entender que 
el gobierno esté investido de poderes absolutos más allá de las condiciones en 
que tal legalidad excepcional está autorizada.
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Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C, núm. 134, párrafo 162.
162. La obligación del Estado de respetar el derecho a la vida de toda persona 
bajo su jurisdicción presenta modalidades especiales en el caso de los niños y 
niñas, y se transforma en una obligación de “prevenir situaciones que pudieran 
conducir, por acción u omisión, a la afectación de aquél”. En el caso sub judice, la 
masacre y sus consecuencias crearon un clima de permanente tensión y violencia 
que afectó el derecho a una vida digna de los niños y las niñas de Mapiripán. En 
consecuencia, la Corte considera que el Estado no creó las condiciones ni tomó 
las medidas necesarias para que los niños y las niñas del presente caso tuvieran 
y desarrollaran una vida digna, sino más bien se les ha expuesto a un clima de 
violencia e inseguridad.

Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 211, párrafo 206.
206. En su jurisprudencia más reciente en casos de masacres, el Tribunal ha rei-
terado que los familiares de las víctimas de ciertas graves violaciones de derechos 
humanos, como las masacres, pueden, a su vez, resultar víctimas de violaciones 
de su integridad personal. El Tribunal estableció en el Caso de las Masacres de 
Ituango, por ejemplo, que “en un caso como [tal], la Corte considera que no se 
necesita prueba para demostrar las graves afectaciones a la integridad psíquica 
de los familiares de las víctimas ejecutadas”. En este tipo de casos la Corte ha 
considerado violado el derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares 
de las víctimas con motivo del sufrimiento y angustia adicionales que éstos han 
padecido a causa de las actuaciones u omisiones posteriores de las autoridades 
estatales con respecto a esos hechos y debido a la ausencia de recursos efectivos. 
La Corte ha considerado que “la realización de una investigación efectiva es un 
elemento fundamental y condicionante para la protección de ciertos derechos que 
se ven afectados o anulados por esas situaciones”, como lo es en el presente caso 
el derecho a la integridad personal. 

Medidas administrativas

Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Excepción Preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 170, párrafo 270.
270. La Corte considera que el Estado debe adoptar inmediatamente todas las 
medidas administrativas o de otro carácter que sean necesarias para eliminar de 
oficio los antecedentes penales de las personas absueltas o sobreseídas definitiva-
mente, teniendo en cuenta que el proceso no puede suponer un perjuicio ni carga 
adicional para una persona inocente. Asimismo, en un plazo razonable deberá 
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sean pertinentes para este fin.

Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 24 de octubre de 2012. Serie C, núm. 251, párrafo 81.
81. A su vez, el Estado debe realizar capacitaciones a sus agentes con la finalidad 
de que conozcan las disposiciones legales que permiten el uso de las armas de 
fuego y que tengan el entrenamiento adecuado para que en el evento en que deban 
decidir acerca de su uso posean los elementos de juicio para hacerlo. Más aún, 
frente a infracciones administrativas, como las migratorias, el Estado debe asegurar 
una capacitación acorde para enfrentar la calidad de la infracción y la situación 
de vulnerabilidad de las personas migrantes.

Medios de comunicación

Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C, núm. 107, párrafo 117.
117. Los medios de comunicación social juegan un rol esencial como vehículos 
para el ejercicio de la dimensión social de la libertad de expresión en una socie-
dad democrática, razón por la cual es indispensable que recojan las más diversas 
informaciones y opiniones. Los referidos medios, como instrumentos esenciales de 
la libertad de pensamiento y de expresión, deben ejercer con responsabilidad la 
función social que desarrollan.

Kimel vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008. 
Serie C, núm. 177, párrafo 57.
57. Dada la importancia de la libertad de expresión en una sociedad democrática 
y la elevada responsabilidad que ello entraña para quienes ejercen profesional-
mente labores de comunicación social, el Estado no sólo debe minimizar las res-
tricciones a la circulación de la información sino también equilibrar, en la mayor 
medida de lo posible, la participación de las distintas informaciones en el debate 
público, impulsando el pluralismo informativo. En consecuencia, la equidad debe 
regir el flujo informativo. En estos términos puede explicarse la protección de los 
derechos humanos de quien enfrenta el poder de los medios y el intento por ase-
gurar condiciones estructurales que permitan la expresión equitativa de las ideas.

Ríos y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 28 de enero de 2009. Serie C, núm. 194, párrafo 143.
143. Además de lo anterior, si bien es cierto que existe un riesgo intrínseco a 
la actividad periodística, las personas que trabajan para determinado medio de 
comunicación social pueden ver exacerbadas las situaciones de riesgo a las que 
normalmente se verían enfrentados, si ese medio es objeto de discursos oficiales 
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o por sectores de la sociedad como instrucciones, instigaciones, o de cualquier 
forma autorizaciones o apoyos, para la comisión de actos que pongan en riesgo 
o vulneren la vida, seguridad personal u otros derechos de personas que ejercen 
labores periodísticas o de quienes ejercen esa libertad de expresión.

Migrantes

Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 24 de octubre de 2012. Serie C, núm. 251, párrafos 108 y 235.
108. La Corte advierte que la atención médica en casos de emergencias debe ser 
brindada en todo momento para los migrantes en situación irregular, por lo que los 
Estados deben proporcionar una atención sanitaria integral tomando en cuenta 
las necesidades de grupos vulnerables. En este sentido, el Estado debe garantizar 
que los bienes y servicios de salud sean accesibles a todos, en especial a los sec-
tores más vulnerables y marginados de la población, sin discriminación por las 
condiciones prohibidas en el artículo 1.1 de la Convención.
235. La Corte estima que una violación del derecho a la igualdad y no discrimi-
nación se produce también ante situaciones y casos de discriminación indirecta 
reflejada en el impacto desproporcionado de normas, acciones, políticas o en otras 
medidas que, aun cuando sean o parezcan ser neutrales en su formulación, o tengan 
un alcance general y no diferenciado, produzcan efectos negativos para ciertos 
grupos vulnerables. Tal concepto de discriminación indirecta también ha sido 
reconocido, entre otros órganos, por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
el cual ha establecido que cuando una política general o medida tiene un efecto 
desproporcionado perjudicial en un grupo particular puede ser considerada dis-
criminatoria aun si no fue dirigida específicamente a ese grupo. 

Motivación suficiente en las sentencias

Claude Reyes y otros vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de sep-
tiembre de 2006. Serie C, núm. 151, párrafo 120.
120. La Corte ha establecido que las decisiones que adopten los órganos internos 
que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, 
pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias.

Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 5 de agosto de 
2008. Serie C, núm. 182, párrafos 77 y 78.
77. La Corte ha señalado que la motivación “es la exteriorización de la justifi-
cación razonada que permite llegar a una conclusión”. El deber de motivar las 
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que protege el derecho de los ciudadanos a ser juzgados por las razones que el 
Derecho suministra, y otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco 
de una sociedad democrática.
78. El Tribunal ha resaltado que las decisiones que adopten los órganos internos 
que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, 
pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. En este sentido, la argumenta-
ción de un fallo debe mostrar que han sido debidamente tomados en cuenta los 
alegatos de las partes y que el conjunto de pruebas ha sido analizado. Asimismo, 
la motivación demuestra a las partes que éstas han sido oídas y, en aquellos casos 
en que las decisiones son recurribles, les proporciona la posibilidad de criticar la 
resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión ante las instancias superiores. 
Por todo ello, el deber de motivación es una de las “debidas garantías” incluidas 
en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso.

Tristán Donoso vs. Panamá. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 27 de enero de 2009. Serie C, núm. 193, párrafo 154.
154. La Corte ha precisado que el deber de motivar no exige una respuesta de-
tallada a todo argumento de las partes, sino que puede variar según la naturaleza 
de la decisión, y que corresponde analizar en cada caso si dicha garantía ha sido 
satisfecha.

Chocrón Chocrón vs. Venezuela. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C, núm. 227, párrafo 118.
118. Sobre este deber de motivar las decisiones que afectan la estabilidad de 
los jueces en su cargo, la Corte reitera su jurisprudencia en el sentido que la mo-
tivación es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una 
conclusión. El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada con 
la correcta administración de justicia, que protege el derecho de los ciudadanos a 
ser juzgados por las razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad a las 
decisiones jurídicas en el marco de una sociedad democrática. Por tanto, las deci-
siones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos 
deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones 
arbitrarias. En este sentido, la argumentación de un fallo y de ciertos actos admi-
nistrativos deben permitir conocer cuáles fueron los hechos, motivos y normas en 
que se basó la autoridad para tomar su decisión, a fin de descartar cualquier indi-
cio de arbitrariedad. Asimismo, la motivación demuestra a las partes que éstas han 
sido oídas y, en aquellos casos en que las decisiones son recurribles, les proporciona 
la posibilidad de criticar la resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión 
ante las instancias superiores. Por todo ello, el deber de motivación es una de 
las debidas garantías incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a 
un debido proceso.
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Veliz Franco y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C, núm. 277, párrafo 134.
134. De lo anterior se colige que, conforme el marco normativo expuesto, en 
relación con la violencia contra la mujer, el deber de garantía adquiere especial 
intensidad en relación con niñas. Esto es así debido a que la vulnerabilidad 
consustancial a la niñez puede verse enmarcada y potenciada debido a la condi-
ción de ser mujer. En ese sentido, debe advertirse que las niñas son, como se ha 
aseverado, “particularmente vulnerables a la violencia”. La especial intensidad 
mencionada se traduce en el deber estatal de actuar con la mayor y más estricta 
diligencia para proteger y asegurar el ejercicio y goce de los derechos de las 
niñas frente al hecho o mera posibilidad de su vulneración por actos que, en 
forma actual o potencial implicaren violencia por razones de género o pudieren 
derivar en tal violencia.

Ne bis in idem

Almonacid Arellano y otros vs. Chile. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C, núm. 154, párrafo 154.
154. En lo que toca al principio ne bis in idem, aún cuando es un derecho humano 
reconocido en el artículo 8.4 de la Convención Americana, no es un derecho ab-
soluto y, por tanto, no resulta aplicable cuando: i) la actuación del tribunal que 
conoció el caso y decidió sobreseer o absolver al responsable de una violación a 
los derechos humanos o al derecho internacional obedeció al propósito de sustraer 
al acusado de su responsabilidad penal; ii) el procedimiento no fue instruido in-
dependiente o imparcialmente de conformidad con las debidas garantías proce-
sales, o iii) no hubo la intención real de someter al responsable a la acción de la 
justicia. Una sentencia pronunciada en las circunstancias indicadas produce una 
cosa juzgada “aparente” o “fraudulenta”. Por otro lado, esta Corte considera que 
si aparecen nuevos hechos o pruebas que puedan permitir la determinación de los 
responsables de violaciones a los derechos humanos, y más aún, de los responsa-
bles de crímenes de lesa humanidad, pueden ser reabiertas las investigaciones, 
incluso si existe una sentencia absolutoria en calidad de cosa juzgada, puesto que 
las exigencias de la justicia, los derechos de las víctimas y la letra y espíritu de la 
Convención Americana desplaza la protección del ne bis in idem.

La Cantuta vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 de noviembre de 
2006. Serie C, núm. 162, párrafo 153.
153. Específicamente en relación con la figura de la cosa juzgada, recientemente 
la Corte precisó que el principio non bis in idem no resulta aplicable cuando el 
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del responsable de una violación a los derechos humanos, constitutiva de una 
infracción al derecho internacional, ha sustraído al acusado de su responsabilidad 
penal, o cuando el procedimiento no fue instruido independiente o imparcial-
mente de conformidad con las debidas garantías procesales. Una sentencia pro-
nunciada en las circunstancias indicadas produce una cosa juzgada “aparente” 
o “fraudulenta”.

Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 24 de octubre de 2012. Serie C, núm. 251, párrafo 196.
196. Asimismo, la Corte considera que se presenta el fenómeno de cosa juzgada 
“aparente” cuando del análisis fáctico es evidente que la investigación, el proce-
dimiento y las decisiones judiciales no pretendían realmente esclarecer los hechos 
sino obtener la absolución de los imputados y también que los funcionarios judi-
ciales carecían de los requisitos de independencia e imparcialidad.

Mohamed vs. Argentina. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 23 noviembre de 2012. Serie C, núm. 255, párrafos 121 y 122.
121. Dicho principio busca proteger los derechos de los individuos que han sido 
procesados por determinados hechos para que no vuelvan a ser enjuiciados por 
los mismos hechos. A diferencia de la fórmula utilizada por otros instrumentos 
internacionales de protección de derechos humanos (por ejemplo, el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, artículo 14.7, 
que se refiere al mismo “delito”), la Convención Americana utiliza la expresión 
“los mismos hechos”, que es un término más amplio en beneficio del inculpado 
o procesado.
122. La Corte ha sostenido de manera reiterada que entre los elementos que con-
forman la situación regulada por el artículo 8.4 de la Convención, se encuentra 
la realización de un primer juicio que culmina en una sentencia firme de carácter 
absolutorio. El Tribunal también ha señalado que el proceso penal es uno solo a 
través de sus diversas etapas, incluyendo los recursos ordinarios que se interpongan 
contra la sentencia.

Gutiérrez y Familia vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2013. Serie C, núm. 271, párrafo 130.
130. Suponer que lo dispuesto en el artículo 8.4 de la Convención se aplicaría en 
toda circunstancia implicaría que lo resuelto por un juez nacional tendría preemi-
nencia frente a lo que pueda decidir esta Corte de conformidad a la Convención. 
También implicaría, consecuentemente, que la aplicación, en toda circunstancia, 
del referido artículo 8.4 de dicho tratado, podría conducir, en definitiva, a la im-
punidad e inaplicabilidad de las correspondientes normas internacionales, lo que 
no se condeciría con el objeto y fin de la Convención.
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Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C, 
núm. 130, párrafos 134, 166 y 244.
134. Este Tribunal ha señalado que revisten especial gravedad los casos en que 
las víctimas de violaciones a los derechos humanos son niños. La prevalencia del 
interés superior del niño debe ser entendida como la necesidad de satisfacción 
de todos los derechos de los menores, que obliga al Estado e irradia efectos en la 
interpretación de todos los demás derechos de la Convención cuando el caso se 
refiera a menores de edad. Asimismo, el Estado debe prestar especial atención a 
las necesidades y los derechos de las presuntas víctimas en consideración a su 
condición de niñas, como mujeres que pertenecen a un grupo en una situación 
vulnerable.
166. La Corte considera que al haber aplicado a las niñas, para obtener la nacio-
nalidad, otros requisitos distintos a los exigidos para los menores de 13 años de 
edad, el Estado actuó de forma arbitraria, sin criterios razonables u objetivos, y 
de forma contraria al interés superior del niño, lo que constituyó un tratamiento 
discriminatorio en perjuicio de las niñas Dilcia Yean y Violeta Bosico. Esa condi-
ción determinó que ellas estuviesen al margen del ordenamiento jurídico del Estado 
y fuesen mantenidas como apátridas, lo que las colocó en una situación de extrema 
vulnerabilidad, en cuanto al ejercicio y goce de sus derechos. 
244. El Estado debe cumplir su obligación de garantizar el acceso a la educación 
primaria y gratuita de todos los niños, independientemente de su ascendencia u 
origen, que se deriva de la especial protección que se debe brindar a los niños.

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafos 162, 174 y 230.
162. En íntima relación con la calidad de vida, están las obligaciones del Estado 
en materia de integridad personal de niños privados de libertad. La calificación 
de penas o tratos como crueles, inhumanos o degradantes debe considerar nece-
sariamente la calidad de niños de los afectados por ellos.
174. Está también probado que el Estado no brindó a los niños internos la edu-
cación que éstos requerían y a la cual aquél estaba obligado, tanto en razón de la 
protección del derecho a la vida entendido en el sentido señalado anteriormente, 
como por la disposición del artículo 13 del Protocolo Adicional a la Convención 
Americana en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. El pro-
grama educativo que se ofrecía en el Instituto era deficiente, ya que carecía de 
maestros y recursos adecuados. Este incumplimiento del Estado causa conse-
cuencias todavía más serias cuando los niños privados de libertad provienen de 
sectores marginales de la sociedad, como ocurre en el presente caso, pues ello 



502 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II les limita sus posibilidades de reinserción efectiva en la sociedad y el desarrollo 

de sus proyectos de vida. 
230. En el caso de privación de libertad de niños, la regla de la prisión preventiva 
se debe aplicar con mayor rigurosidad, ya que la norma debe ser la aplicación de 
medidas sustitutorias de la prisión preventiva. Dichas medidas pueden ser, inter 
alia, la supervisión estricta, la custodia permanente, la asignación a una familia, 
el traslado a un hogar o a una institución educativa, así como el cuidado, las ór-
denes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, los 
programas de enseñanza y formación profesional, y otras posibilidades alternativas 
a la internación en instituciones. La aplicación de estas medidas sustitutorias 
tiene la finalidad de asegurar que los niños sean tratados de manera adecuada y 
proporcional a sus circunstancias y a la infracción. Este precepto está regulado en 
esos instrumentos y reglas internacionales.

Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 29 de marzo de 2006. Serie C, núm. 146, párrafo 177.
177. En materia de derecho a la vida de los niños, el Estado tiene, además de las 
obligaciones señaladas para toda persona, la obligación adicional de promover 
las medidas de protección a las que se refiere el artículo 19 de la Convención Ame-
ricana, el cual dispone que: “[T]odo niño tiene derecho a las medidas de protección 
que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del 
Estado”. Así, por una parte, el Estado debe asumir su posición especial de garante 
con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas especiales orientadas 
en el principio del interés superior del niño. Lo anterior no puede desligarse de la 
situación igualmente vulnerable de las mujeres embarazadas de la Comunidad. Los 
Estados deben prestar especial atención y cuidado a la protección de este grupo 
y adoptar medidas especiales que garanticen a las madres, en especial durante la 
gestación, el parto y el periodo de lactancia, el acceso a servicios adecuados de 
atención médica.

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, repara-
ciones y costas. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C, núm. 148, párrafo 246.
246. Para la determinación de la responsabilidad agravada, se debe tomar en cuenta 
que las presuntas víctimas de este caso señaladas en el párrafo anterior eran niños. 
Al respecto, la Corte considera necesario llamar la atención sobre las consecuencias 
que tuvo la brutalidad con que fueron cometidos los hechos del presente caso en 
los niños y las niñas de La Granja y El Aro, quienes experimentaron semejante 
violencia en una situación de conflicto armado, han quedado parcialmente huérfa-
nos, han sido desplazados y han visto violentada su integridad física y psicológica. 
La especial vulnerabilidad por su condición de niños y niñas se hace aún más 
evidente en una situación de conflicto armado interno, como en el presente caso, 
pues los niños y niñas son los menos preparados para adaptarse o responder a dicha 
situación y son quienes padecen sus excesos de forma desmesurada.
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paraciones y costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 205, 
párrafos 408, 409 y 410.
408. Esta Corte ha establecido que los niños y niñas tienen derechos especiales a 
los que corresponden deberes específicos por parte de la familia, la sociedad y el 
Estado. Además, su condición exige una protección especial que debe ser enten-
dida como un derecho adicional y complementario a los demás derechos que la 
Convención reconoce a toda persona. La prevalencia del interés superior del niño 
debe ser entendida como la necesidad de satisfacción de todos los derechos de la 
infancia y la adolescencia, que obliga al Estado e irradia efectos en la interpretación 
de todos los demás derechos de la Convención cuando el caso se refiera a menores de 
edad. Asimismo, el Estado debe prestar especial atención a las necesidades y los 
derechos de las presuntas víctimas en consideración a su condición de niñas, como 
mujeres que pertenecen a un grupo en una situación vulnerable.
409. En el presente caso, la Corte considera que el Estado tenía la obligación 
de adoptar todas las medidas positivas que fueran necesarias para garantizar 
los derechos de las niñas desaparecidas. En concreto, el Estado tenía el deber 
de asegurar que fueran encontradas a la mayor brevedad, una vez los familia-
res reportaron su ausencia, especialmente debido a que el Estado tenía cono-
cimiento de la existencia de un contexto específico en el que niñas estaban 
siendo des aparecidas.
410. A pesar de la existencia de legislación para la protección de la niñez, así como 
de determinadas políticas estatales, la Corte resalta que de la prueba aportada por 
el Estado no consta que, en el caso concreto, esas medidas se hayan traducido en 
medidas efectivas para iniciar una pronta búsqueda, activar todos los recursos 
para movilizar a las diferentes instituciones y desplegar mecanismos internos para 
obtener información que permitiera localizar a las niñas con rapidez y, una vez 
encontrados los cuerpos, realizar las investigaciones, procesar y sancionar a los 
responsables de forma eficaz y expedita. En definitiva, el Estado no demostró tener 
mecanismos de reacción o políticas públicas que dotaran a las instituciones invo-
lucradas de los mecanismos necesarios para garantizar los derechos de las niñas.

Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 24 de agosto de 2010. Serie C, núm. 214, párrafo 258.
258. Esta Corte ha establecido que la educación y el cuidado de la salud de los 
niños suponen diversas medidas de protección y constituyen los pilares fundamen-
tales para garantizar el disfrute de una vida digna por parte de los niños, que en 
virtud de su condición se hallan a menudo desprovistos de los medios adecuados 
para la defensa eficaz de sus derechos.

Gelman vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. 
Serie C, núm. 221, párrafo 120.
120. Lo anterior revela que la sustracción de niños y/o niñas efectuada por agentes 
estatales para ser entregados ilegítimamente en crianza a otra familia, modificando 
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ocurrió en el presente caso, constituye un hecho complejo que implica una suce-
sión de acciones ilegales y violaciones de derechos para encubrirlo e impedir el 
restablecimiento del vínculo entre los menores de edad sustraídos y sus familiares.

Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 24 de febrero 
de 2012. Serie C, núm. 239, párrafo 151.
151. Al respecto, la Corte resalta que las niñas y los niños no pueden ser discri-
minados en razón de sus propias condiciones y dicha prohibición se extiende, 
además, a las condiciones de sus padres o familiares, como en el presente caso a 
la orientación sexual de la madre. En este sentido, el Comité de los Derechos del 
Niño ha aclarado en su Observación General No. 7 que los niños y las niñas pueden 
sufrir las consecuencias de la discriminación de la cual son objeto sus padres, por 
ejemplo si han nacido fuera del matrimonio o en otras circunstancias que no se 
ajustan a los valores tradicionales.

Masacres de Río Negro vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C, núm. 250, párrafo 144.
144. En casos anteriores, esta Corte ha sostenido que el desarrollo del niño es un 
concepto holístico que abarca el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, psico-
lógico y social. Para el desarrollo pleno y armonioso de su personalidad, los niños 
indígenas, de acuerdo con su cosmovisión, preferiblemente requieren formarse y 
crecer dentro de su entorno natural y cultural, ya que poseen una identidad dis-
tintiva que los vincula con su tierra, cultura, religión, e idioma.

Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C, núm. 252, párrafo 155.
155. En suma, correspondía al Estado la protección de la población civil en el 
conflicto armado y especialmente de los niños y niñas, quienes se encuentran en 
una situación de mayor vulnerabilidad y riesgo de ver afectados sus derechos. Por 
el contrario, en el presente caso los agentes estatales actuaron de forma delibe-
rada, al planear y ejecutar a través de las estructuras e instalaciones del Estado, 
la perpetración de siete masacres sucesivas de adultos mayores, hombres, muje-
res, niños y niñas indefensos, en el marco de un plan sistemático de represión a 
que fueron sometidos determinados sectores de la población considerados como 
apoyo, colaboración o pertenencia a la guerrilla, o de alguna manera contrarios u 
opositores al gobierno.

Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas vs. República Dominicana. Excep-
ciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. 
Serie C, núm. 282, párrafo 416.
416. En cuanto a la posible separación familiar por razones migratorias, la Corte 
recuerda que los Estados tienen la facultad de elaborar y ejecutar sus propias 
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napolíticas de inmigración, incluyendo el control del ingreso, residencia y expulsión 
de extranjeros. Sin embargo, cuando un Estado adopta una decisión que involucra 
alguna limitación al ejercicio de cualquier derecho de una niña o niño, debe tomar 
en cuenta su interés superior y ajustarse rigurosamente a las disposiciones que 
rigen esta materia. Al respecto, cabe resaltar que una medida de expulsión o de-
portación puede tener efectos perjudiciales sobre la vida, bienestar y el desarrollo 
del niñ[o] o la niñ[a], por lo que el interés superior debe ser una consideración 
primordial. De este modo, “[c]ualquier decisión relativa a la separación del niño 
de su familia debe estar justificada por el interés del niño”. Específicamente, la 
Corte ha mantenido que “el niño debe permanecer en su núcleo familiar, salvo que 
existan razones determinantes, en función del interés superior de aquél, para optar 
por separarlo de su familia”. Por consiguiente, las separaciones legales de la niña 
o el niño de su familia solo pueden proceder si están debidamente justificadas en 
el interés superior del niño, son excepcionales y, en lo posible, temporales.

Rochac Hernández y otros vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 
14 de octubre de 2014. Serie C, núm. 285, párrafo 139.
139. La Corte ha establecido que el derecho de acceso a la justicia requiere que 
se haga efectiva la determinación de los hechos que se investigan y, en su caso, de 
las correspondientes responsabilidades penales en tiempo razonable, por lo que, 
en atención a la necesidad de garantizar los derechos de las personas perjudicadas, 
una demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de 
las garantías judiciales. Asimismo, la Corte ha señalado que los órganos estatales 
encargados de la investigación relacionada con la desaparición forzada de personas, 
cuyos objetivos son la determinación de su paradero y el esclarecimiento de lo su-
cedido, la identificación de los responsables y su posible sanción, deben llevar a 
cabo su tarea de manera diligente y exhaustiva. Es oportuno recordar que en casos 
de desaparición forzada, es imprescindible la actuación pronta e inmediata de las 
autoridades fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas y necesarias diri-
gidas a la determinación del paradero de la víctima o el lugar donde pueda encon-
trarse privada de libertad. En el presente caso tal obligación se ve reforzada por el 
hecho que las víctimas eran niños y niñas al momento de los hechos, una de ellas 
en su primera infancia, por lo que el Estado tenía el deber de asegurar que fueran 
encontradas a la mayor brevedad. Los bienes jurídicos sobre los que recae la in-
vestigación obligan a redoblar esfuerzos en las medidas que deban practicarse para 
cumplir su objetivo, pues el paso del tiempo guarda una relación directamente pro-
porcional con la limitación —y en algunos casos, la imposibilidad— para obtener 
las pruebas y/o testimonios, dificultando y aún tornando nugatoria o ineficaz, la 
práctica de diligencias probatorias a fin de esclarecer los hechos materia de inves-
tigación, identificar a los posibles autores y partícipes, y determinar las eventuales 
responsabilidades penales. Sin perjuicio de ello, las autoridades nacionales no están 
eximidas de realizar todos los esfuerzos necesarios en cumplimiento de su obliga-
ción de investigar. El actuar omiso o negligente de los órganos estatales no resulta 
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yor razón si están en juego bienes esenciales de las personas. Así pues, los Estados 
deben dotar a las autoridades correspondientes de los recursos logísticos y cientí-
ficos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, en particular, de las facul-
tades para acceder a la documentación e información pertinente para investigar 
los hechos denunciados y obtener indicios o evidencias de la ubicación de las 
víctimas.

Noción de ley

Opinión Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Serie A, núm. 6, párrafos 13, 16, 
17, 18, 19, 21, 22 y 27.
13. La interpretación de esta norma ha de hacerse de buena fe, conforme al sentido 
corriente que ha de atribuirse a los términos empleados por el tratado en su contexto 
y teniendo en cuenta su objeto y fin (art. 31 de la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados). Los términos empleados limitan las restricciones posibles 
a los derechos y libertades reconocidos por la Convención a los casos en que ellas 
deriven de leyes que cumplan con las exigencias impuestas por el propio artículo. 
16. La pregunta se limita a indagar sobre el sentido de la palabra leyes en el artículo 30 
de la Convención. No se trata, en consecuencia, de dar una respuesta aplicable a 
todos los casos en que la Convención utiliza expresiones como “leyes”, “ley”, 
“disposiciones legislativas”, “disposiciones legales”, “medidas legislativas”, “res-
tricciones legales” o “leyes internas”. En cada ocasión en que tales expresiones 
son usadas, su sentido ha de ser determinado específicamente.
17. No obstante lo anterior, los criterios del artículo 30 sí resultan aplicables a todos 
aquellos casos en que la expresión ley o locuciones equivalentes son emplea-
das por la Convención a propósito de las restricciones que ella misma autoriza 
respecto de cada uno de los derechos protegidos. En efecto, la Convención no 
se limita a proclamar el conjunto de derechos y libertades cuya inviolabilidad se 
garantiza a todo ser humano, sino que también hace referencia a las condicio-
nes particulares en las cuales es posible restringir el goce o ejercicio de tales 
derechos o libertades sin violarlos. E1 artículo 30 no puede ser interpretado como 
una suerte de autorización general para establecer nuevas restricciones a los de-
rechos protegidos por la Convención, que se agregaría a las limitaciones permitidas 
en la regulación particular de cada uno de ellos. Por el contrario, lo que el artículo 
pretende es imponer una condición adicional para que las restricciones, singular-
mente autorizadas, sean legítimas. 
18. Al leer el artículo 30 en concordancia con otros en que la Convención autoriza 
la imposición de limitaciones o restricciones a determinados derechos y liberta-
des, se observa que exige para establecerlas el cumplimiento concurrente de las 
siguientes condiciones: 
a. Que se trate de una restricción expresamente autorizada por la Convención y en 
las condiciones particulares en que la misma ha sido permitida; 
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nab. Que los fines para los cuales se establece la restricción sean legítimos, es decir, 
que obedezcan a “razones de interés general” y no se aparten del “propósito para 
el cual han sido establecidas”. Este criterio teleológico, cuyo análisis no ha sido 
requerido en la presente consulta, establece un control por desviación de poder; y 
c. Que tales restricciones estén dispuestas por las leyes y se apliquen de confor-
midad con ellas. 
19. El significado del vocablo leyes ha de buscarse como término incluido en un 
tratado internacional. No se trata, en consecuencia, de determinar la acepción del 
sustantivo leyes en el derecho interno de un Estado Parte. 
21. El sentido de la palabra leyes dentro del contexto de un régimen de protección 
a los derechos humanos no puede desvincularse de la naturaleza y del origen de tal 
régimen. En efecto, la protección a los derechos humanos, en especial los derechos 
civiles y políticos recogidos en la Convención, parte de la afirmación de la exis-
tencia de ciertos atributos inviolables de la persona humana que no pueden ser 
legítimamente menoscabados por el ejercicio del poder público. Se trata de esferas 
individuales que el Estado no puede vulnerar o en las que sólo puede penetrar 
limitadamente. Así, en la protección a los derechos humanos, está necesariamente 
comprendida la noción de la restricción al ejercicio del poder estatal. 
22. Por ello, la protección de los derechos humanos requiere que los actos estatales 
que los afecten de manera fundamental no queden al arbitrio del poder público, 
sino que estén rodeados de un conjunto de garantías enderezadas a asegurar que 
no se vulneren los atributos inviolables de la persona, dentro de las cuales, acaso la 
más relevante tenga que ser que las limitaciones se establezcan por una ley adop-
tada por el Poder Legislativo, de acuerdo con lo establecido por la Constitución. A 
través de este procedimiento no sólo se inviste a tales actos del asentimiento de la 
representación popular, sino que se permite a las minorías expresar su inconformi-
dad, proponer iniciativas distintas, participar en la formación de la voluntad política 
o influir sobre la opinión pública para evitar que la mayoría actúe arbitrariamente. 
En verdad, este procedimiento no impide en todos los casos que una ley aprobada 
por el Parlamento llegue a ser violatoria de los derechos humanos, posibilidad que 
reclama la necesidad de algún régimen de control posterior, pero sí es, sin duda, 
un obstáculo importante para el ejercicio arbitrario del poder. 
27. La expresión leyes, en el marco de la protección a los derechos humanos, ca-
recería de sentido si con ella no se aludiera a la idea de que la sola determinación 
del poder público no basta para restringir tales derechos. Lo contrario equivaldría 
a reconocer una virtualidad absoluta a los poderes de los gobernantes frente a los 
gobernados. En cambio, el vocablo leyes cobra todo su sentido lógico e histórico si 
se le considera como una exigencia de la necesaria limitación a la interferencia del 
poder público en la esfera de los derechos y libertades de la persona humana. La 
Corte concluye que la expresión leyes, utilizada por el artículo 30, no puede tener 
otro sentido que el de ley formal, es decir, norma jurídica adoptada por el órgano 
legislativo y promulgada por el Poder Ejecutivo, según el procedimiento requerido 
por el derecho interno de cada Estado. 
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a Derechos Humanos

Veliz Franco y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C, núm. 277, párrafos 180 y  
183.
180. En cuanto a los alegados impedimentos para realizar determinadas diligencias 
adecuadamente al momento de los hechos, la Corte recuerda que es un principio 
básico del Derecho Internacional, respaldado por la jurisprudencia internacional, 
que los Estados deben acatar sus obligaciones convencionales de buena fe (pacta 
sunt servanda) y, como ya ha señalado este Tribunal y lo dispone el artículo 27 de 
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, aquéllos no 
pueden por razones de orden interno dejar de cumplirla. Por lo que el Estado no puede 
excusar el incumplimiento de su obligación de investigar con la debida diligencia 
porque al momento de los hechos no existía normativa, procedimientos o medidas 
para realizar las diligencias investigativas iniciales adecuadamente de acuerdo a 
los estándares de derecho internacional que se desprenden de tratados aplicables 
y en vigor al momento de los hechos, y que este Tribunal ha precisado en su juris-
prudencia. Sin perjuicio de esto, la Corte ha constado que en Guatemala ha habido 
avances de conformidad con la legislación vigente y creado varios organismos, 
como la inaCiF que han permitido la realización de las diligencias de manera técnica 
y científica.
183. La Corte reitera que la obligación de investigar violaciones de derechos hu-
manos se encuentra dentro de las medidas positivas que deben adoptar los Estados 
para garantizar los derechos reconocidos en la Convención. El deber de investigar 
es una obligación de medios y no de resultado. Sin embargo, debe ser asumida por el 
Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada 
de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, 
que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la 
aportación privada de elementos probatorios. A la luz de ese deber, una vez que 
las autoridades estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar ex officio 
y sin dilación una investigación seria, imparcial y efectiva. Esta investigación 
debe ser realizada por todos los medios legales disponibles, y ser orientada a la 
determinación de la verdad. La obligación del Estado de investigar debe cumplirse 
diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de hechos vuelvan a repe-
tirse. En este sentido, la Corte recuerda que la impunidad fomenta la repetición de 
las violaciones de derechos humanos. De otra parte, este Tribunal ha advertido que 
esta obligación se mantiene “cualquiera sea el agente al cual pueda eventualmente 
atribuirse la violación, aún los particulares, pues, si sus hechos no son investigados 
con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que 
comprometería la responsabilidad internacional del Estado”.
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naHermanos Landaeta Mejías y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C, núm. 281, 
párrafo 214.
214. La Corte ha establecido en su constante jurisprudencia que dentro de las 
medidas positivas que un Estado debe adoptar para garantizar los derechos re-
conocidos en la Convención se encuentra la obligación de investigar violaciones 
de derechos humanos. El cumplimiento de esta obligación consiste no sólo en 
prevenir sino también investigar las violaciones de derechos reconocidos en ese 
instrumento, así como procurar el restablecimiento, si es posible, del derecho 
conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por las violaciones 
a los derechos humanos.

Obligación de omitir la adopción de leyes contrarias  
a los Derechos Humanos

Suárez Rosero vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C, 
núm. 35, párrafo 97.
97. Como la Corte ha sostenido, los Estados Partes en la Convención no pueden 
dictar medidas que violen los derechos y libertades reconocidos en ella (Res-
ponsabilidad internacional por expedición y aplicación de leyes violatorias de 
la Convención (arts. 1 y 2 Convención Americana sobre Derechos Humanos), 
Opinión Consultiva OC-14/94 de 9 de diciembre de 1994. Serie A No. 14, párr. 
36). Aunque las dos primeras disposiciones del artículo 114 bis del Código Penal 
ecuatoriano asignan a las personas detenidas el derecho de ser liberadas cuando 
existan las condiciones indicadas, el último párrafo del mismo artículo contiene 
una excepción a dicho derecho.

Cantoral Benavides vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C, núm. 69, 
párrafo 176.
176. Como lo ha sostenido la Corte, los Estados Partes en la Convención no 
pueden dictar medidas que violen los derechos y libertades reconocidos en ella. 
Incluso este Tribunal ha afirmado que “una norma puede violar per se el artículo 
2 de la Convención, independientemente de que haya sido aplicada en [un] caso 
concreto”.

Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 2 de 
febrero de 2001. Serie C, núm. 72, párrafo 182.
182. Como esta Corte ha señalado, los Estados Partes en la Convención Americana 
no pueden dictar medidas legislativas o de cualquier otra naturaleza que violen los 
derechos y libertades en ella reconocidos porque ello contraviene además de 
las normas convencionales que consagran los respectivos derechos, el artículo 
2 de la Convención.
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párrafos 18, 41 y 44.
18. La promulgación de una ley manifiestamente contraria a las obligaciones asu-
midas por un Estado parte en la Convención constituye per se una violación de 
ésta y genera responsabilidad internacional del Estado. En consecuencia, la Corte 
considera que, dada la naturaleza de la violación constituida por las leyes de am-
nistía Nos. 26479 y 26492, lo resuelto en la sentencia de fondo en el caso Barrios 
Altos tiene efectos generales, y en esos términos debe ser resuelto el interrogante 
formulado en la demanda de interpretación presentada por la Comisión. 
41. Esta Corte considera que son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las 
disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabi-
lidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las 
violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones 
sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas pro-
hibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Inter-
nacional de los Derechos Humanos.
44. Como consecuencia de la manifiesta incompatibilidad entre las leyes de au-
toamnistía y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, las mencionadas 
leyes carecen de efectos jurídicos y no pueden seguir representando un obstáculo 
para la investigación de los hechos que constituyen este caso ni para la identifi-
cación y el castigo de los responsables, ni puedan tener igual o similar impacto 
respecto de otros casos de violación de los derechos consagrados en la Convención 
Americana acontecidos en el Perú.

Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 11 de mayo de 2007. Serie C, núm. 163, párrafo 194.
194. Los Estados tienen el deber de iniciar ex officio, sin dilación y con debida 
diligencia, una investigación seria, imparcial y efectiva, tendiente a establecer 
plenamente las responsabilidades por las violaciones. Para asegurar este fin es 
necesario, inter alia, que exista un sistema eficaz de protección de operadores de 
justicia, testigos, víctimas y sus familiares. Además, es preciso que se esclarezca, 
en su caso, la existencia de estructuras criminales complejas y sus conexiones que 
hicieron posible las violaciones. En tal sentido, son inadmisibles las disposicio-
nes que impidan la investigación y eventual sanción de los responsables de estas 
graves violaciones. 

Albán Cornejo y otros. vs. Ecuador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 22 de 
noviembre de 2007. Serie C, núm. 171, párrafo 111.
111. La prescripción en materia penal determina la extinción de la pretensión 
punitiva por el transcurso del tiempo, y generalmente, limita el poder punitivo del 
Estado para perseguir la conducta ilícita y sancionar a sus autores. Esta es una 
garantía que debe ser observada debidamente por el juzgador para todo imputado 
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nade un delito. Sin perjuicio de lo anterior, la prescripción de la acción penal es 
inadmisible e inaplicable cuando se trata de muy graves violaciones a los derechos 
humanos en los términos del Derecho Internacional. La jurisprudencia constante 
y uniforme de la Corte así lo ha señalado. En el presente caso no opera la exclu-
sión de prescripción, porque no se satisfacen los supuestos de imprescriptibilidad 
reconocidos en instrumentos internacionales.

Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 22 de septiembre de 2009. Serie C, núm. 202, párrafo 163.
163. Sin perjuicio de lo anterior, es oportuno recordar que, en el contexto en que 
ocurrieron los hechos, esa normativa constituía un obstáculo general a las inves-
tigaciones de graves violaciones de derechos humanos en el Perú. De tal manera, 
este Tribunal ya declaró en el caso La Cantuta vs. Perú que, durante el periodo en 
que las leyes de amnistía fueron aplicadas, el Estado incumplió su obligación 
de adecuar su derecho interno a la Convención, contenida en el artículo 2 de la 
misma, por lo que, por ser ab initio y en general incompatibles con la Convención, 
dichas leyes no han podido generar efectos, no los tienen en el presente ni podrán 
generarlos en el futuro.

Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 219, 
párrafos 170 y 171.
170. Como se desprende de lo contenido en los párrafos precedentes, todos los ór-
ganos internacionales de protección de derechos humanos y diversas altas cortes 
nacionales de la región que han tenido la oportunidad de pronunciarse respecto 
del alcance de las leyes de amnistía sobre graves violaciones de derechos humanos 
y su incompatibilidad con las obligaciones internacionales de los Estados que las 
emiten, han concluido que las mismas violan el deber internacional del Estado de 
investigar y sancionar dichas violaciones.
171. Este Tribunal ya se ha pronunciado anteriormente sobre el tema y no encuen-
tra fundamentos jurídicos para apartarse de su jurisprudencia constante, la cual, 
además, concuerda con lo establecido unánimemente por el derecho internacional 
y por los precedentes de los órganos de los sistemas universales y regionales de 
protección de los derechos humanos. De tal modo, a efectos del presente caso, el 
Tribunal reitera que “son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposi-
ciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que 
pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones 
graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, 
extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por 
contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos”.
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Serie C, núm. 221, párrafos 229 y 232.
229. La incompatibilidad respecto de la Convención incluye a las amnistías de 
graves violaciones de derechos humanos y no se restringe sólo a las denominadas 
“autoamnistías” y ello en atención, más que al proceso de adopción y a la autoridad 
que emitió la ley de amnistía, a su ratio legis: dejar impunes graves violaciones 
al derecho internacional cometidas. La incompatibilidad de las leyes de amnistía 
con la Convención Americana en casos de graves violaciones de derechos humanos 
no deriva de una cuestión formal, como su origen, sino del aspecto material en 
cuanto violan los derechos consagrados en los artículos 8 y 25, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de la Convención.
232. Dada su manifiesta incompatibilidad con la Convención Americana, las dispo-
siciones de la Ley de Caducidad que impiden la investigación y sanción de graves 
violaciones de derechos humanos carecen de efectos jurídicos y, en consecuencia, 
no pueden seguir representando un obstáculo para la investigación de los hechos 
del presente caso y la identificación y el castigo de los responsables, ni pueden 
tener igual o similar impacto respecto de otros casos de graves violaciones de 
derechos humanos consagrados en la Convención Americana que puedan haber 
ocurrido en el Uruguay.

Furlan y Familiares vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C, núm. 246, párrafo 300.
300. La Corte recuerda que el artículo 2 de la Convención obliga a los Estados Parte 
a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones 
de la Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesa-
rias para hacer efectivos los derechos y libertades protegidos por la Convención. 
Es decir, los Estados no sólo tienen la obligación positiva de adoptar las medidas 
legislativas necesarias para garantizar el ejercicio de los derechos en ella consa-
grados, sino que también deben evitar promulgar aquellas leyes que impidan el 
libre ejercicio de estos derechos, y evitar que se supriman o modifiquen las leyes 
que los protegen. Por tanto, la Corte recuerda que en el marco de las obligaciones 
derivadas de los artículos 1.1 y 2 de la Convención, y según los estándares desarro-
llados en la presente Sentencia, los Estados deben adoptar medidas para reducir las 
limitaciones o barreras y para dar el trato preferente apropiado a las personas con 
discapacidad, a fin de conseguir los objetivos de la plena participación e igualdad 
dentro de la sociedad para todas ellas.

Obligación de respeto

Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C, 
núm. 4, párrafos 126, 164 y 165. 
126. La Corte ha sostenido que la primera obligación asumida por los Estados 
Partes, en los términos del citado artículo, es la de “respetar los derechos y liber-
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natades” reconocidos en la Convención. Así, en la protección de los derechos huma-
nos, está necesariamente comprendida la noción de la restricción al ejercicio del 
poder estatal. La obligación de garantizar se deriva del deber general de garantía 
señalado en el artículo 1.1 de la Convención, en conjunto con el derecho sustantivo 
protegido en el mismo tratado que debe ser amparado o garantizado, e implica la 
obligación positiva de adopción, por parte del Estado, de una serie de conductas, 
dependiendo del derecho sustantivo específico que se tenga que garantizar y de 
la situación particular del caso. Esta obligación implica el deber de los Estados 
de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a 
través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que 
sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos 
humanos.
164. El artículo 1.1 es fundamental para determinar si una violación de los derechos 
humanos reconocidos por la Convención puede ser atribuida a un Estado Parte. En 
efecto, dicho artículo pone a cargo de los Estados Partes los deberes fundamentales 
de respeto y de garantía, de tal modo que todo menoscabo a los derechos humanos 
reconocidos en la Convención que pueda ser atribuido, según las reglas del Derecho 
Internacional, a la acción u omisión de cualquier autoridad pública, constituye un 
hecho imputable al Estado que compromete su responsabilidad en los términos 
previstos por la misma Convención.
165. La primera obligación asumida por los Estados Partes, en los términos del citado 
artículo, es la de “respetar los derechos y libertades” reconocidos en la Convención. 
El ejercicio de la función pública tiene unos límites que derivan de que los derechos 
humanos son atributos inherentes a la dignidad humana y, en consecuencia, superio-
res al poder del Estado. Como ya lo ha dicho la Corte en otra ocasión,
… la protección a los derechos humanos, en especial a los derechos civiles y 
políticos recogidos en la Convención, parte de la afirmación de la existencia de 
ciertos atributos inviolables de la persona humana que no pueden ser legítimamente 
menoscabados por el ejercicio del poder público. Se trata de esferas individuales 
que el Estado no puede vulnerar o en los que sólo puede penetrar limitadamente. 
Así, en la protección de los derechos humanos, está necesariamente comprendida 
la noción de la restricción al ejercicio del poder estatal (La expresión “leyes” en el 
artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Con-
sultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Serie A No. 6, párr. 21).

“La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C, núm. 73, párrafo 72.
72. Esta Corte entiende que la responsabilidad internacional del Estado puede 
generarse por actos u omisiones de cualquier poder u órgano de éste, independien-
temente de su jerarquía, que violen la Convención Americana. Es decir, todo acto u 
omisión, imputable al Estado, en violación de las normas del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos, compromete la responsabilidad internacional del Es-
tado. En el presente caso ésta se generó en virtud de que el artículo 19 número 12 
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por lo tanto, determina los actos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

Familia Barrios vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de no-
viembre de 2011. Serie C, núm. 237, párrafo 46.
46. En cuanto al deber de respeto, la Corte ha sostenido que la primera obliga-
ción asumida por los Estados Partes, en los términos del citado artículo, es la de 
“respetar los derechos y libertades” reconocidos en la Convención. Así, en la 
protección de los derechos humanos, está necesariamente comprendida la noción 
de la restricción al ejercicio del poder estatal.

Opiniones consultivas

Opinión Consultiva OC-15/97 del 14 de noviembre de 1997. Serie A, núm. 15, párra-
fos 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57 y 58.
42. La Corte procede ahora a examinar el fondo de la presente solicitud de opinión 
consultiva.
43. La primera cuestión sometida a la Corte se refiere a la pregunta de si la Comi-
sión está autorizada o no, en los términos de los artículos 50 y 51 de la Convención, 
a modificar sustancialmente el informe mencionado en el artículo 51 y emitir un 
tercer informe. Estos artículos, tal como lo ha afirmado esta Corte, “plantean ciertas 
dificultades de interpretación” (Ciertas atribuciones de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos (arts. 41, 42, 44, 46, 47, 50 y 51 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-13/93 del 16 de julio de 1993. 
Serie A No. 13, párr. 45).
44. La Corte debe, en primer lugar, analizar las expresiones utilizadas por el Estado 
en su solicitud de opinión consultiva. En efecto, el Estado, al referirse a los dos 
informes mencionados en los artículos 50 y 51, ha utilizado el término “definitivo” 
para calificar al segundo informe, al que se refiere el artículo 51. Este término fue 
utilizado también por este Tribunal en el texto de su opinión consultiva OC-13/93 
(Ciertas atribuciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, supra 43, 
párr. 53). En éste, la Corte sostuvo, en relación con los informes mencionados en 
los artículos 50 y 51, que
[s]e trata, entonces, de dos documentos que, de acuerdo con la conducta asumida 
en el ínterin por el Estado al cual se dirigen, pueden o no coincidir en sus con-
clusiones y recomendaciones y a los cuales la Convención ha dado el nombre de 
“informes” y que tienen carácter, uno preliminar y el otro definitivo.
45. Como se desprende de una lectura integral del contexto de la opinión antes 
mencionada, las expresiones “preliminar” y “definitivo” son términos puramente 
descriptivos que no establecen categorías jurídicas de informes, las cuales no están 
previstas en la Convención.
46. Como se ha dicho, la Convención establece dos etapas diversas en el proceso 
a través del cual la Comisión puede tomar una decisión respecto de la publicación 
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nadel informe al cual se refiere el artículo 51. Cabe describir estas etapas de modo 
sumario en los términos siguientes:
Primera etapa: si el asunto no ha sido solucionado o sometido a la decisión de la 
Corte, la Convención otorga a la Comisión un poder discrecional para “emitir […] 
su opinión y conclusiones” y, “recomendaciones pertinentes” y fijar el plazo para 
que éstas sean cumplidas.
Segunda etapa: si la Comisión decide ejercitar este poder discrecional, la Conven-
ción requiere que, al final del “plazo fijado”, la Comisión decida
(a) si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas; y
(b) si publica o no su informe, es decir, su “opinión y conclusiones” y sus “reco-
mendaciones”.
47. Esta Corte se ha referido al justo equilibrio que debe existir en el procedi-
miento del sistema interamericano de protección de los derechos humanos aunque 
en dicha sentencia se hace referencia al periodo de preclusión establecido en el 
artículo 51.1, en el cual la Comisión o el Estado puede someter un caso a la Corte, 
consideraciones de la misma o similar naturaleza serían aplicables en relación 
con el periodo posterior, cuando ya no existe posibilidad para que la Comisión o 
el Estado involucrado sometan el caso a la decisión de la Corte. En esa etapa, la 
Comisión continúa conociendo, como único órgano convencional que puede hacerlo. 
En estas circunstancias, los actos de la Comisión deben responder a los siguientes 
criterios legales básicos:
(a) El principio general de que sus actos deben ser equitativos e imparciales res-
pecto de las partes interesadas;
(b) El mandato de que “la Comisión tiene la función principal de promover la 
observancia y la defensa de los derechos humanos”, establecido en el artículo 41 
de la Convención;
(c) Sus atribuciones de “formular recomendaciones, cuando lo estime conve-
niente, a los gobiernos de los Estados miembros para que adopten medidas 
progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes 
internas y sus preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas 
para fomentar el debido respeto a esos derechos”, establecidas en el artículo 41.b 
de la Convención.
48. En consecuencia, la Corte debe referirse a la cuestión de si la Convención prevé 
o permite, ya sea en forma explícita o implícita, o si, por el contrario, prohíbe cate-
góricamente cambios a este informe. Al realizar esta tarea, la Corte debe examinar 
el propósito y alcance de este informe, y los efectos de las modificaciones que la 
Comisión pueda realizar en él, en términos de certeza jurídica, equidad procesal 
y congruencia con los propósitos y fines de la Convención.
49. El propósito y alcance del artículo 51 están establecidos en el texto mismo de 
este artículo. Como se ha dicho, en el momento en que es transmitido al Estado, el 
informe puede incluir la opinión, conclusiones y recomendaciones de la Comisión, 
respecto de los asuntos sometidos a su consideración. Asimismo, puede incluir una 
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necesarias para “remediar la situación examinada” (art. 51.2).
50. Todas estas etapas representan la conclusión del procedimiento ante la Comisión, 
por medio del cual ésta toma una determinación tras haber examinado la evidencia 
sobre si el Estado cumplió o no con sus obligaciones convencionales y con las medidas 
que han sido consideradas necesarias para remediar la situación examinada.
51. Aún cuando la Convención no prevé la posibilidad de que la Comisión modifi-
que el segundo informe al que hace referencia el artículo 51, tampoco lo prohíbe. 
Más aún, la Corte ya se ha referido a la naturaleza y límites de la inherente dis-
crecionalidad de la cual goza la Comisión en el periodo de tres meses que sigue 
a la transmisión del informe al cual se refiere el artículo 51.1 de la Convención, 
al establecer que
[e]l artículo 51.1 estipula que la Comisión, dentro de los tres meses siguientes 
a la remisión del informe, debe optar por enviar el caso a la Corte o por emitir 
posteriormente su opinión o conclusiones, en ambas hipótesis si el asunto no ha 
sido solucionado. En el curso del plazo, sin embargo, pueden presentarse diversas 
circunstancias que lo interrumpan o, incluso, que hagan necesaria la elaboración 
de un nuevo informe… (Caso Cayara. Excepciones Preliminares. supra 39, párr. 39). 
(Énfasis agregado).
52. Como argumento adicional que justifica su solicitud de opinión consultiva, 
el Estado aduce la necesidad de certeza jurídica para quienes participan en los 
procedimientos ante la Comisión.
53. Esta Corte considera que una interpretación que otorgue a la Comisión el de recho 
de modificar su informe por cualquier causa y en cualquier momento dejaría al 
Estado interesado en una situación de inseguridad respecto a las recomendaciones 
y conclusiones contenidas en el informe emitido por la Comisión en cumplimiento 
del artículo 51 de la Convención.
54. Por otra parte, la Corte no puede desconocer que hay supuestos excepcionales 
que harían admisible que la Comisión procediera a hacer una modificación del 
citado informe. Uno de ellos sería el cumplimiento parcial o total de las recomen-
daciones y conclusiones contenidas en ese informe. Otro sería la existencia en el 
informe de errores materiales sobre los hechos del caso. Finalmente, otra hipótesis 
sería el descubrimiento de hechos que no fueron conocidos en el momento de emi-
tirse el informe y que tuvieran una influencia decisiva en el contenido del mismo. 
Eso implica que no se puede reabrir el debate sobre los mismos hechos anteriores 
ni sobre las consideraciones de derecho. 
55. En cualquiera de los supuestos, la modificación sólo podrá ser solicitada por 
los peticionarios o el Estado. Esta solicitud de modificación sólo podrá promoverse 
antes de la publicación del propio informe, dentro de un plazo razonable contado a 
partir de su notificación. A dichas partes se les otorgará la oportunidad de debatir 
sobre los hechos o errores que motivaron su petición, de acuerdo con el principio 
de equidad procesal.
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Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
17 de junio de 2005. Serie C, núm. 125, párrafo 82.
82. La Corte considera que el otorgamiento de personería jurídica sirve para hacer 
operativos los derechos ya existentes de las comunidades indígenas, que los vienen 
ejerciendo históricamente y no a partir de su nacimiento como personas jurídicas. 
Sus sistemas de organización política, social, económica, cultural y religiosa, y los 
derechos que ello apareja, como la designación de sus propios líderes y el derecho 
a reclamar sus tierras tradicionales, son reconocidos no a la persona jurídica que 
debe inscribirse para cumplir con un formalismo legal, sino a la comunidad en sí 
misma que la propia Constitución paraguaya reconoce como preexistente al Estado.

Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C, 
núm. 130, párrafo 179.
179. La Corte estima que la falta del reconocimiento de la personalidad jurídica 
lesiona la dignidad humana, ya que niega de forma absoluta su condición de su-
jeto de derechos y hace al individuo vulnerable frente a la no observancia de sus 
derechos por el Estado o por particulares.

Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 29 de marzo de 2006. Serie C, núm. 146, párrafos 188 y 189.
188. El derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica representa un pará-
metro para determinar si una persona es titular o no de los derechos de que se trate, 
y si los puede ejercer. La violación de aquel reconocimiento supone desconocer en 
términos absolutos la posibilidad de ser titular de esos derechos y contraer obli-
gaciones, y hace al individuo vulnerable frente a la no observancia de los mismos 
por parte del Estado o de particulares.
189. Es deber del Estado procurar los medios y condiciones jurídicas en general, 
para que el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica pueda ser ejer-
cido por sus titulares. En especial, el Estado se encuentra obligado a garantizar a 
aquellas personas en situación de vulnerabilidad, marginalización y discriminación, 
las condiciones jurídicas y administrativas que les aseguren el ejercicio de este 
derecho, en atención al principio de igualdad ante la ley.

Caso del Pueblo Saramaka vs. Suriname. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 172, párrafos 168, 
171, 172 y 173.
168. La Corte nota que es necesario el reconocimiento de la personalidad jurídica 
de los miembros individuales de la comunidad para el goce de otros derechos, como 
el derecho a la vida y a la integridad personal. Sin embargo, dicho reconocimiento 
individual no toma en cuenta el modo en que los miembros de los pueblos indígenas 
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especial; es decir, el derecho a usar y gozar colectivamente de la propiedad de 
conformidad con sus tradiciones ancestrales.
171. El reconocimiento de su personalidad jurídica es un modo, aunque no sea el 
único, de asegurar que la comunidad, en su conjunto, podrá gozar y ejercer ple-
namente el derecho a la propiedad, de conformidad con su sistema de propiedad 
comunal, así como el derecho a igual protección judicial contra toda violación de 
dicho derecho.
172. La Corte considera que el derecho a que el Estado reconozca su personalidad 
jurídica es una de las medidas especiales que se debe proporcionar a los grupos 
indígenas y tribales a fin de garantizar que éstos puedan gozar de sus territorios según 
sus tradiciones. Ésta es la consecuencia natural del reconocimiento del derecho que 
tienen los miembros de los grupos indígenas y tribales a gozar de ciertos derechos 
de forma comunitaria.
173. En este caso, el Estado no reconoce que el pueblo Saramaka pueda gozar y 
ejercer los derechos de propiedad como una comunidad. Asimismo, la Corte observa 
que se le ha negado a otras comunidades en Surinam el derecho de solicitar protec-
ción judicial contra presuntas violaciones de su derecho a la propiedad colectiva, 
precisamente porque un juez consideró que esa comunidad no tenía la capacidad 
legal necesaria para solicitar dicha protección. Esto sitúa al pueblo Saramaka en 
una situación vulnerable donde los derechos a la propiedad individual pueden 
triunfar sobre los derechos a la propiedad comunal, y donde el pueblo Saramaka no 
pueda solicitar, como personalidad jurídica, protección judicial en contra de las vio-
laciones a sus derechos de propiedad reconocidos en el artículo 21 de la Convención.

Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 22 de septiembre de 2009. Serie C, núm. 202, párrafos 87, 88, 90 y 101.
87. En cuanto a la alegada violación del artículo 3 de la Convención, la Corte ha 
considerado que el contenido propio del derecho al reconocimiento de la persona-
lidad jurídica es que se reconozca a la persona en cualquier parte como sujeto de 
derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles fundamentales[, lo cual] 
implica la capacidad de ser titular de derechos (capacidad y goce) y de deberes; 
la violación de aquel reconocimiento supone desconocer en términos absolutos la 
posibilidad de ser titular de [los] derechos y deberes [civiles y fundamentales].
88. Este derecho representa un parámetro para determinar si una persona es titular 
o no de los derechos de que se trate, y si los puede ejercer, por lo que desconocer 
aquel reconocimiento hace al individuo vulnerable frente al Estado o particula-
res. De este modo, el contenido del derecho al reconocimiento de la personalidad 
jurídica refiere al correlativo deber general del Estado de procurar los medios y 
condiciones jurídicas para que ese derecho pueda ser ejercido libre y plenamente 
por sus titulares.
90. Ciertamente el contenido jurídico de ese derecho ha sido desarrollado en la 
jurisprudencia en casos que involucran violaciones de derechos humanos de enti-
dad diferente a la desaparición forzada de personas, puesto que en la mayoría de 
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naeste tipo de casos el Tribunal ha estimado que no correspondía analizar la violación 
del artículo 3 de la Convención, por no haber hechos que así lo ameritaran. No 
obstante, dado el carácter múltiple y complejo de esta grave violación de derechos 
humanos, el Tribunal reconsidera su posición anterior y estima posible que, en 
casos de esta naturaleza, la desaparición forzada puede conllevar una violación 
específica del referido derecho: más allá de que la persona desaparecida no pueda 
continuar gozando y ejerciendo otros, y eventualmente todos, los derechos de los 
cuales también es titular, su desaparición busca no sólo una de las más graves for-
mas de sustracción de una persona de todo ámbito del ordenamiento jurídico, sino 
también negar su existencia misma y dejarla en una suerte de limbo o situación 
de indeterminación jurídica ante la sociedad, el Estado e inclusive la comunidad 
internacional.
101. En consideración de lo anterior, la Corte estima que en casos de desapari-
ción forzada de personas se deja a la víctima en una situación de indeterminación 
jurídica que imposibilita, obstaculiza o anula la posibilidad de la persona de ser 
titular o ejercer en forma efectiva sus derechos en general, en una de las más graves 
formas de incumplimiento de las obligaciones estatales de respetar y garantizar los 
derechos humanos. Esto se tradujo en una violación del derecho al reconocimiento 
de la personalidad jurídica del señor Anzualdo Castro.

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafo 101.
101. Por tanto, el Estado debe respetar y procurar los medios y condiciones ju-
rídicas para que el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica pueda 
ser ejercido libre y plenamente por sus titulares. Dicho reconocimiento determina 
su existencia efectiva ante la sociedad y el Estado, lo que le permite ser titular de 
derechos y obligaciones, ejercerlos y tener capacidad de actuar, lo cual constituye 
un derecho inherente al ser humano, que no puede ser en ningún momento derogado 
por el Estado de conformidad con la Convención Americana. 

Gelman vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Serie C, 
núm. 221, párrafo 131.
131. La situación de una menor de edad cuya identidad familiar ha sido alterada 
ilegalmente y causada por la desaparición forzada de uno de sus padres, como es 
el caso relativo a María Macarena Gelman, solo cesa cuando la verdad sobre su 
identidad es revelada por cualquier medio y se garantizan a la víctima las posibili-
dades jurídicas y fácticas de recuperar su verdadera identidad y, en su caso, vínculo 
familiar, con las consecuencias jurídicas pertinentes. Así, el Estado no garantizó su 
derecho a la personalidad jurídica, en violación del artículo 3 de la Convención.

Osorio Rivera y Familiares vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C, núm. 274, párrafo 170.
170. Respecto a la alegada violación del artículo 3 de la Convención, la Corte 
advierte que de acuerdo con su jurisprudencia más reciente, dado el carácter 
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forzada puede conllevar una violación específica del referido derecho, debido a 
que la consecuencia de la negativa a reconocer la privación de libertad o paradero 
de la persona es, en conjunto con los otros elementos de la desaparición, la “sus-
tracción de la protección de la ley” o bien la vulneración de la seguridad personal 
y jurídica del individuo que impide directamente el reconocimiento de la perso-
nalidad jurídica. Más allá de que la persona desaparecida no pueda continuar 
gozando y ejerciendo otros, y eventualmente todos, los derechos de los cuales 
también es titular, su desaparición busca no sólo una de las más graves formas de 
sustracción de una persona de todo ámbito del ordenamiento jurídico, sino también 
negar su existencia misma y dejarla en una suerte de limbo o situación de indeter-
minación jurídica ante la sociedad y el Estado. En el presente caso, el Tribunal 
considera que el señor Jeremías Osorio Rivera fue puesto en una situación de in-
determinación jurídica, que impidió su posibilidad de ser titular o ejercer en forma 
efectiva sus derechos en general, por lo cual conllevó una violación de su derecho 
al reconocimiento de la personalidad jurídica.

Personas con discapacidad

Furlan y Familiares vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C, núm. 246, párrafo 201.
201. Con base en lo anteriormente expuesto, la Corte considera relevante recor-
dar que el presente proceso civil por daños y perjuicios involucraba un menor de 
edad, y posteriormente un adulto, en condición de discapacidad, lo cual implicaba 
una obligación reforzada de respeto y garantía de sus derechos. Particularmente, 
respecto a las autoridades judiciales que tuvieron a cargo dicho proceso civil era 
imprescindible que éstas tuvieran en cuenta las particularidades relacionadas 
con la condición de vulnerabilidad en la que se encontraba la presunta víctima, 
pues, además de ser un menor de edad y posteriormente un adulto con discapaci-
dad, contaba con pocos recursos económicos para llevar a cabo una rehabilitación 
apropiada. Al respecto, la Corte recuerda que “es directo y significativo el vínculo 
existente entre la discapacidad, por un lado, y la pobreza y la exclusión social, 
por otro”.

Personas en condición de pobreza

Uzcátegui y otros vs. Venezuela. Fondo y reparaciones. Sentencia de 3 de septiembre 
de 2012 Serie C, núm. 249, párrafo 204.
204. La Corte estima, igualmente, que por las circunstancias en que tuvieron lugar 
y, muy especialmente, por la condición socioeconómica y de vulnerabilidad de la 
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nafamilia Uzcátegui, los daños ocasionados a su propiedad con motivo de su allana-
miento, tuvieron para aquélla un efecto y magnitud mayores que los que hubiesen 
tenido para grupos familiares de otras condiciones. En este sentido, la Corte estima 
que los Estados deben tomar en cuenta que los grupos de personas que viven en 
circunstancias adversas y con menos recursos, tales como las personas que viven 
en condiciones de pobreza, enfrentan un incremento en el grado de afectación a 
sus derechos precisamente por su situación de mayor vulnerabilidad.

Masacre de Santo Domingo vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo y repara-
ciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012. Serie C, núm. 259, párrafo 273.
273. Además, la Corte ha estimado que por las circunstancias en que tuvieron lugar 
los hechos y en especial por la condición socioeconómica y de vulnerabilidad de la 
presuntas víctimas, los daños ocasionados a su propiedad pueden tener un efecto 
y magnitud mayores que los que hubiesen tenido para otras personas o grupos en 
otras condiciones. En este sentido, la Corte estima que los Estados deben tomar 
en cuenta que los grupos de personas que viven en circunstancias adversas y con 
menos recursos, tales como las personas que viven en condiciones de pobreza, 
enfrentan un incremento en el grado de afectación a sus derechos precisamente 
por su situación de mayor vulnerabilidad.

Personas físicas

Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C, núm. 99, párrafo 111.
111. Asimismo, y en tercer lugar, el Estado es responsable de la observancia del 
derecho a la vida de toda persona bajo su custodia en su condición de garante de 
los derechos consagrados en la Convención Americana. Como lo ha señalado este 
Tribunal “si bien el Estado tiene el derecho y la obligación de garantizar su segu-
ridad y mantener el orden público, su poder no es ilimitado, pues tiene el deber, 
en todo momento, de aplicar procedimientos conformes a Derecho y respetuosos 
de los derechos fundamentales, a todo individuo que se encuentre bajo su juris-
dicción”. El Estado como garante de este derecho le impone la prevención en 
aquellas situaciones —como ahora en el sub judice— que pudieran conducir, in-
cluso por acción u omisión, a la supresión de la inviolabilidad del derecho a la 
vida. En este sentido, si una persona fuera detenida en buen estado de salud y 
posteriormente, muriera, recae en el Estado la obligación de proveer una explica-
ción satisfactoria y convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre 
su responsabilidad, mediante elementos probatorios válidos, ya que en su condición 
de garante el Estado tiene tanto la responsabilidad de garantizar los derechos del 
individuo bajo su custodia como la de proveer la información y las pruebas rela-
cionadas con el destino que ha tenido la persona detenida.
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tencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 207, párrafo 45.
45. Antes de analizar el contenido y alcance del derecho a la libertad de expresión 
y el derecho a la protección de la honra, resulta necesario aclarar que el artículo 1.2 
de la Convención establece que los derechos reconocidos en dicho instrumento corres-
ponden a personas, es decir, a seres humanos y no a instituciones como las Fuerzas 
Armadas. Por lo tanto, al entrar en el análisis del supuesto conflicto de de rechos 
en el presente caso el Tribunal no pretende determinar el alcance de derechos que 
pudiera o no tener la institución de las Fuerzas Armadas, puesto que esto quedaría 
fuera del alcance de su competencia. Sin embargo, al Tribunal le corresponde 
determinar si los derechos del individuo Usón Ramírez han sido vulnerados. Dado que 
la justificación que dio el Estado para restringir el derecho a la libertad de expresión 
del señor Usón Ramírez fue la supuesta necesidad de proteger el honor y repu tación de 
las Fuerzas Armadas, resulta necesario realizar un examen del conflicto entre el derecho 
individual del señor Usón Ramírez a la libertad de expresión, por un lado, y el su-
puesto derecho al honor que la normativa interna reconoce a la institución de las 
Fuerzas Armadas, por otro.

Preparación de la defensa

Palamara Iribarne vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 22 de noviembre 
de 2005. Serie C, núm. 135, párrafo 178.
178. Además, íntimamente ligado con lo anterior, la Corte Interamericana ha seña-
lado que el inculpado tiene derecho a examinar a los testigos que declaran en su 
contra y a su favor, en las mismas condiciones, con el objeto de ejercer su defensa. 
En el mismo sentido se ha pronunciado la Corte Europea. Este Tribunal ha esta-
blecido que en todo proceso deben concurrir los elementos necesarios para que 
exista el mayor equilibrio entre las partes, para la debida defensa de sus intereses 
y derechos. Esto implica, entre otras cosas, que rija el principio de contradictorio.

Barreto Leiva vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2009. Serie C, núm. 206, párrafo 54.
54. Uno de esos derechos fundamentales es el derecho a contar con el tiempo y 
los medios adecuados para preparar la defensa, previsto en el artículo 8.2.c de la 
Convención, que obliga al Estado a permitir el acceso del inculpado al conocimiento 
del expediente llevado en su contra. Asimismo, se debe respetar el principio del 
contradictorio, que garantiza la intervención de aquél en el análisis de la prueba.

Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 220, párrafo 156.
156. Por otra parte, este Tribunal considera que una de las garantías inherentes al 
derecho de defensa es contar con el tiempo y los medios adecuados para preparar 
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nala defensa, lo cual obliga al Estado a permitir el acceso del inculpado al cono-
cimiento del expediente llevado en su contra.

Prescripción de la acción penal

Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 8 de julio de 2004. Serie C, núm. 110, párrafos 150 y 151.
150. En cuanto a la posible prescripción en la causa pendiente a nivel de derecho 
interno, la Corte recuerda lo que señaló en el caso Bulacio vs. Argentina, en el 
sentido de que son inadmisibles las disposiciones de prescripción o cualquier 
obstáculo de derecho interno mediante el cual se pretenda impedir la investigación 
y sanción de los responsables de las violaciones de derechos humanos. La Corte 
considera que las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la 
Convención Americana requieren de los Estados Partes la pronta adopción de 
providencias de toda índole para que nadie sea sustraído del derecho a la protección 
judicial, consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana.
151. De acuerdo con las obligaciones convencionales asumidas por los Estados, 
ninguna disposición o instituto de derecho interno, entre ellos la prescripción, 
podría oponerse al cumplimiento de las decisiones de la Corte en cuanto a la inves-
tigación y sanción de los responsables de las violaciones de los derechos humanos. 
Si así no fuera, los derechos consagrados en la Convención Americana estarían 
desprovistos de una protección efectiva. Este entendimiento de la Corte está conforme 
a la letra y al espíritu de la Convención, así como a los principios generales del 
derecho internacional; uno de estos principios es el de pacta sunt servanda, el cual 
requiere que a las disposiciones de un tratado les sea asegurado un efecto útil en 
el plano del derecho interno de los Estados Partes.

Presunción de inocencia y prisión preventiva

Maldonado Ordoñez vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C, núm. 311, párrafo 85.
85. En primer lugar, la Corte reitera que el principio de presunción de inocencia 
constituye un fundamento de las garantías judiciales, y que dichas garantías deben 
observarse en los procedimientos en que se determinen o se afecten derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. La Corte 
ha establecido que el alcance de las garantías contenidas en el artículo 8.2 de la 
Convención debe respetarse tanto en materia penal como en todas en donde se 
vean afectados los derechos de las personas (supra párr. 73). Lo anterior incluye 
el principio de presunción de inocencia, por lo que es posible analizar el respeto 
a dicho principio en procedimientos sancionatorios administrativos.
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7 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 114, párrafo 106.
106. La Corte considera indispensable destacar que la prisión preventiva es la 
medida más severa que se le puede aplicar al imputado de un delito, motivo por el 
cual su aplicación debe tener un carácter excepcional, en virtud de que se encuen-
tra limitada por los principios de legalidad, presunción de inocencia, necesidad y 
proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrática.

Palamara Iribarne vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 22 de noviembre 
de 2005. Serie C, núm. 135, párrafo 198.
198. En ocasiones excepcionales, el Estado puede ordenar la prisión preventiva 
cuando se cumpla con los requisitos necesarios para restringir el derecho a la liber-
tad personal, existan indicios suficientes que permitan suponer razonablemente la 
culpabilidad de la persona sometida a un proceso y que sea estrictamente necesaria 
para asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo eficiente de las investi-
gaciones ni eludirá la acción de la justicia. De esta forma, para que se respete la 
presunción de inocencia al ordenarse medidas restrictivas de la libertad es preciso 
que el Estado fundamente y acredite la existencia, en el caso concreto, de los re-
feridos requisitos exigidos por la Convención. 

López Álvarez vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 de febrero de 
2006. Serie C, núm. 141, párrafos 67 y 142.
67. La prisión preventiva está limitada por los principios de legalidad, presunción 
de inocencia, necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad demo-
crática. Constituye la medida más severa que se puede imponer al imputado, y por 
ello debe aplicarse excepcionalmente. La regla debe ser la libertad del procesado 
mientras se resuelve acerca de su responsabilidad penal.
142. En su legislación interna y en la aplicación de la misma por las autoridades 
competentes, los Estados deben observar el carácter excepcional de la prisión 
preventiva y respetar el principio de presunción de inocencia a todo lo largo del 
procedimiento.

Bayarri vs. Argentina. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 30 de octubre de 2008. Serie C, núm. 187, párrafo 110.
110. Este Tribunal ha establecido que, al ser la prisión preventiva una medida 
cautelar y no punitiva, existe una “[o]bligación estatal de no restringir la libertad 
del detenido más allá de los límites estrictamente necesarios para asegurar que 
aquél no impedirá el desarrollo del procedimiento ni eludirá la acción de la jus-
ticia”. Proceder de otro modo equivaldría a anticipar la pena, lo cual contraviene 
principios generales del derecho ampliamente reconocidos, entre ellos, el principio 
de presunción de inocencia. Efectivamente, en ocasiones anteriores, el Tribunal ha 
estimado que al privar de la libertad, en forma innecesaria o desproporcionada, a 
personas cuya responsabilidad criminal no ha sido establecida, el Estado incurre en 
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nauna violación del derecho de toda persona a que se le presuma inocente, reconocido 
en el artículo 8.2 de la Convención Americana. A igual conclusión se debe llegar 
si el Estado mantiene a una persona privada de su libertad preventivamente más 
allá de los límites temporales que impone el derecho consagrado en el artículo 7.5 
de la Convención Americana.

Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas vs. República Dominicana. Excep-
ciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. 
Serie C, núm. 282, párrafo 348.
348. Además, la Corte ha indicado que las razias y las detenciones programadas 
y colectivas, que no se encuentran fundadas en la individualización de conductas 
punibles y que carecen del control judicial, son incompatibles con el respeto a los 
derechos fundamentales, entre otros, son contrarias a la presunción de inocencia, 
coartan indebidamente la libertad personal y transforman la detención preventiva 
en un mecanismo discriminatorio, por lo que el Estado no puede realizarlas, en 
circunstancia alguna.

Prevención de violaciones a Derechos Humanos

González y otras (“campo algodonero”) vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparacio-
nes y costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 205, párrafo 258.
258. De todo lo anterior, se desprende que los Estados deben adoptar medidas 
integrales para cumplir con la debida diligencia en casos de violencia contra las mu-
jeres. En particular, deben contar con un adecuado marco jurídico de protección, 
con una aplicación efectiva del mismo y con políticas de prevención y prácticas 
que permitan actuar de una manera eficaz ante las denuncias. La estrategia de 
prevención debe ser integral, es decir, debe prevenir los factores de riesgo y a la 
vez fortalecer las instituciones para que puedan proporcionar una respuesta efec-
tiva a los casos de violencia contra la mujer. Asimismo, los Estados deben adoptar 
medidas preventivas en casos específicos en los que es evidente que determina-
das mujeres y niñas pueden ser víctimas de violencia. Todo esto debe tomar en 
cuenta que en casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de 
las obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana, una obligación 
reforzada a partir de la Convención Belém do Pará. La Corte pasará ahora a analizar 
las medidas adoptadas por el Estado hasta la fecha de los hechos del presente caso 
para cumplir con su deber de prevención.

Liakat Ali Alibux vs. Suriname. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C, núm. 276, párrafo 133.
133. Además, la Corte ha considerado que “la protección de los derechos huma-
nos requiere que los actos estatales que los afecten de manera fundamental no 
queden al arbitrio del poder público, sino que estén rodeados de un conjunto de 
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persona, acaso la más relevante tenga que ser que las limitaciones se establezcan 
por una ley adoptada por el Poder Legislativo, de acuerdo con lo establecido por 
la Constitución”.

Principio pro persona

Ricardo Canese vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2004. Serie C, núm. 111, párrafos 180 y 181.
180. De conformidad con el artículo 29.b) de la Convención, si alguna ley del 
Estado Parte u otro tratado internacional del cual sea Parte dicho Estado otorga 
una mayor protección o regula con mayor amplitud el goce y ejercicio de algún 
derecho o libertad, éste deberá aplicar la norma más favorable para la tutela de 
los derechos humanos.
181. Es preciso recordar que la Corte en diversas ocasiones ha aplicado el principio 
de la norma más favorable para interpretar la Convención Americana, de manera 
que siempre se elija la alternativa más favorable para la tutela de los derechos pro-
tegidos por dicho tratado. Según lo ha establecido este Tribunal, si a una situación 
son aplicables dos normas distintas, “debe prevalecer la norma más favorable a 
la persona humana”.

Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C, núm. 134, párrafo 106.
106. Asimismo, la Corte ha señalado, al igual que la Corte Europea de Derechos 
Humanos, que los tratados de derechos humanos son instrumentos vivos, cuya in-
terpretación tiene que acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de 
vida actuales. Tal interpretación evolutiva es consecuente con las reglas generales 
de interpretación consagradas en el artículo 29 de la Convención Americana, así 
como las establecidas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 
En este sentido, al interpretar la Convención debe siempre elegirse la alternativa 
más favorable para la tutela de los derechos protegidos por dicho tratado, según el 
principio de la norma más favorable al ser humano.

Vélez Loor vs. Panamá. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 218, párrafo 34.
34. Sobre este punto, es necesario recalcar que el sistema de protección internacio-
nal debe ser entendido como una integralidad, principio recogido en el artículo 29 
de la Convención Americana, el cual impone un marco de protección que siempre 
da preferencia a la interpretación o a la norma que más favorezca los derechos de 
la persona humana, objetivo angular de protección de todo el Sistema Interameri-
cano. En este sentido, la adopción de una interpretación restrictiva en cuanto al 
alcance de la competencia de este Tribunal no sólo iría contra el objeto y fin de 
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nala Convención, sino que además afectaría el efecto útil del tratado mismo y de la 
garantía de protección que establece, con consecuencias negativas para la presunta 
víctima en el ejercicio de su derecho de acceso a la justicia.

Furlan y Familiares vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C, núm. 246, párrafo 123.
123. Al respecto, la Corte Interamericana ha establecido que, en términos gene-
rales, se entiende por “niño” a toda persona que no ha cumplido 18 años de edad. 
No obstante lo anterior, el Tribunal tiene en cuenta que al momento de la ocurrencia 
de los hechos se encontraba vigente el artículo 126 del Código Civil de Argentina 
que establecía que eran “menores [de edad] las personas que no hubieren cumplido 
la edad de veintiún años”, razón por la cual en aplicación del principio pro persona 
(artículo 29.b de la Convención) se entenderá que Sebastián Furlan adquirió la 
mayoría de edad sólo al cumplir los 21 años de edad, es decir, el 6 de junio de 
1995.

Prisión preventiva

Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Excepción preliminar, fondo, reparacio-
nes y costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 170, párra-
fos 101 y 107.
101. La Corte ha establecido que para restringir el derecho a la libertad personal 
a través de medidas como la prisión preventiva deben existir indicios suficientes 
que permitan suponer razonablemente que la persona sometida a proceso haya 
participado en el ilícito que se investiga.
107. El Tribunal recalca que son las autoridades nacionales las encargadas de va-
lorar la pertinencia o no del mantenimiento de las medidas cautelares que emiten 
conforme a su propio ordenamiento. Al realizar esta tarea, las autoridades nacio-
nales deben ofrecer la fundamentación suficiente que permita a los interesados 
conocer los motivos por los cuales se mantiene la restricción de la libertad. Para 
determinar lo anterior, es necesario analizar si las actuaciones judiciales garantiza-
ron no solamente la posibilidad formal de interponer alegatos sino la forma en que, 
sustantivamente, el derecho de defensa se manifestó como verdadera salvaguarda 
de los derechos del procesado, de tal suerte que implicara una respuesta motivada 
y oportuna por parte de las autoridades en relación con los descargos. Al respecto, 
el Tribunal ha resaltado que las decisiones que adopten los órganos internos que 
puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues 
de lo contrario serían decisiones arbitrarias. La motivación es la exteriorización de 
la justificación razonada que permite llegar a una conclusión. En este entendido, la 
Corte reseña los argumentos ofrecidos por las víctimas para conseguir su libertad 
y la respuesta que obtuvieron de las autoridades competentes.
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de 2009. Serie C, núm. 206, párrafo 111.
111. La Corte ha establecido que para restringir el derecho a la libertad personal 
a través de medidas como la prisión preventiva deben existir indicios suficientes 
que permitan suponer razonablemente que la persona sometida a proceso ha parti-
cipado en el ilícito que se investiga. Sin embargo, “aún verificado este extremo, la 
privación de libertad del imputado no puede residir en fines preventivo-generales 
o preventivo-especiales atribuibles a la pena, sino que sólo se puede fundamentar 
[…] en un fin legítimo, a saber: asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo 
del procedimiento ni eludirá la acción de la justicia”.

J. vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2013. Serie C, núm. 275, párrafos 157 y 158.
157. Es jurisprudencia reiterada de este Tribunal que la regla general debe ser la 
libertad del procesado mientras se resuelve acerca de su responsabilidad penal, ya 
que éste goza de un estado jurídico de inocencia que impone que reciba del Estado 
un trato acorde con su condición de persona no condenada. En casos excepcionales, 
el Estado podrá recurrir a una medida de privación preventiva de la libertad a fin 
de evitar situaciones que pongan en peligro la consecución de los fines del proceso, 
esto es, para asegurar que el procesado no impedirá el desarrollo eficiente de las 
investigaciones ni eludirá la acción de la justicia. En este sentido, se podrá ordenar 
la prisión preventiva de un procesado sólo de manera excepcional y cuando, por 
ejemplo, no existan otras garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.
158. En esta línea, la Corte Interamericana ha señalado reiteradamente que para 
que una medida privativa de libertad se encuentre en concordancia con las ga-
rantías consagradas en la Convención, su aplicación debe conllevar un carácter 
excepcional y respetar el principio de presunción de inocencia y los principios de 
legalidad, necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrá-
tica. Cualquier restricción a la libertad que no contenga una motivación suficiente 
que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas será arbitraria y, por 
tanto, violará el artículo 7.3 de la Convención.

Brewer Carías vs. Venezuela. Excepciones preliminares. Sentencia de 26 de mayo de 
2014. Serie C, núm. 278, párrafo 134.
134. La Corte considera que en muchos sistemas procesales la presencia del acu-
sado es un requisito esencial para el desarrollo legal y regular del proceso. La 
propia Convención acoge la exigencia. Al respecto, el artículo 7.5 de la Convención 
establece que la “libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su 
comparecencia ante el juicio”, de manera que los Estados se encuentran facultados 
a establecer leyes internas para garantizar la comparecencia del acusado. Como 
se observa, la misma prisión preventiva, que sólo puede ser admitida excepcio-
nalmente, tiene entre uno de sus fines más importantes asegurar la comparecencia 
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nadel imputado en juicio, de forma a garantizar la jurisdicción penal y contribuye a 
combatir la impunidad. Asimismo, constituye una garantía para la ejecución del 
proceso. Además, Venezuela establece convencionalmente la prohibición de juicio 
en ausencia.

Argüelles y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 288, párrafo 121.
121. Cabe señalar ahora que una detención o prisión preventiva debe estar some-
tida a revisión periódica, de tal forma que no se prolongue cuando no subsistan las 
razones que motivaron su adopción. En este orden de ideas, el juez no tiene que 
esperar hasta el momento de dictar sentencia absolutoria para que una persona 
detenida recupere su libertad, sino que debe valorar periódicamente si las cau-
sas, necesidad y proporcionalidad de la medida se mantienen, y si el plazo de la 
detención ha sobrepasado los límites que imponen la ley y la razón. En cualquier 
momento en que aparezca que la prisión preventiva no satisface estas condiciones, 
deberá decretarse la libertad, sin perjuicio de que el proceso respectivo continúe.

Prisión preventiva a niños y niñas

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafos 230 y 231.
230. En el caso de privación de libertad de niños, la regla de la prisión preventiva 
se debe aplicar con mayor rigurosidad, ya que la norma debe ser la aplicación de 
medidas sustitutorias de la prisión preventiva. Dichas medidas pueden ser, inter 
alia, la supervisión estricta, la custodia permanente, la asignación a una familia, el 
traslado a un hogar o a una institución educativa, así como el cuidado, las órdenes 
de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, los programas de 
enseñanza y formación profesional, y otras posibilidades alternativas a la interna-
ción en instituciones. La aplicación de estas medidas sustitutorias tiene la finalidad 
de asegurar que los niños sean tratados de manera adecuada y proporcional a sus 
circunstancias y a la infracción. Este precepto está regulado en esos instrumentos 
y reglas internacionales.
231. Además, cuando se estime que la prisión preventiva es procedente en el caso 
de niños, ésta debe aplicarse siempre durante el plazo más breve posible, tal como 
lo establece el artículo 37.b) de la Convención sobre los Derechos del Niño que 
dispone que los Estados Partes velarán porque:
Ningún niño será privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el 
encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la 
ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el periodo más 
breve que proceda […]. 
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ciones y costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C, núm. 281, párrafo 157.
157. Por su parte, la Corte reitera que los niños y niñas al ser titulares de todos 
los derechos reconocidos en la Convención Americana, cuentan además con las 
medidas especiales contempladas en el artículo 19 del mismo instrumento, por lo 
que cualquier caso que involucre un menor de edad debe ser analizado de forma 
transversal. En este sentido, la Corte afirma que desde los primeros momentos de 
la detención se debió brindar a Eduardo Landaeta, el trato y los derechos que le 
correspondían como adolescente menor de edad.

Privación de los bienes

Ivcher Bronstein vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 6 de febrero de 
2001. Serie C, núm. 74, párrafo 128.
128. Corresponde ahora al Tribunal determinar si la mencionada privación fue 
conforme a la Convención Americana. Para que la privación de los bienes de una 
persona sea compatible con el derecho a la propiedad consagrado en la Convención, 
debe fundarse en razones de utilidad pública o de interés social, sujetarse al pago 
de una justa indemnización, limitarse a los casos y practicarse según las formas 
establecidas por la ley.

Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 170, párrafo 174.
174. La jurisprudencia del Tribunal ha desarrollado un concepto amplio de pro-
piedad que abarca, entre otros, el uso y goce de los bienes, definidos como cosas 
materiales apropiables, así como todo derecho que pueda formar parte del patrimo-
nio de una persona. Dicho concepto comprende todos los muebles e inmuebles, los 
elementos corporales e incorporales y cualquier otro objeto inmaterial susceptible 
de valor. Asimismo, la Corte ha protegido a través del artículo 21 convencional 
los derechos adquiridos, entendidos como derechos que se han incorporado al pa-
trimonio de las personas. La Corte observa, sin embargo, que el derecho a la pro-
piedad no es un derecho absoluto, pues en el artículo 21.2 de la Convención se 
establece que para que la privación de los bienes de una persona sea compatible 
con el derecho a la propiedad debe fundarse en razones de utilidad pública o de 
interés social, sujetarse al pago de una justa indemnización, limitarse a los casos, 
practicarse según las formas establecidas por la ley y efectuarse de conformidad 
con la Convención.

Salvador Chiriboga vs. Ecuador. Excepción preliminar y fondo. Sentencia de 6 de mayo 
de 2008. Serie C, núm. 179, párrafos 55, 60, 61, 63, 77 y 95.
55. El primer párrafo del artículo 21 de la Convención Americana consagra el 
derecho a la propiedad privada, y señala como atributos de la propiedad el uso y 
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nagoce del bien. Incluye a su vez una limitación a dichos atributos de la propiedad 
en razón del interés social. Este Tribunal ha desarrollado en su jurisprudencia un 
concepto amplio de propiedad que abarca, entre otros, el uso y goce de los bienes, 
definidos como cosas materiales apropiables, así como todo derecho que pueda 
formar parte del patrimonio de una persona. Dicho concepto comprende todos los 
muebles e inmuebles, los elementos corporales e incorporales y cualquier otro 
objeto inmaterial susceptible de valor. Asimismo, la Corte ha protegido a través 
del artículo 21 convencional los derechos adquiridos, entendidos como derechos 
que se han incorporado al patrimonio de las personas.
60. El derecho a la propiedad privada debe ser entendido dentro del contexto de 
una sociedad democrática donde para la prevalencia del bien común y los de rechos 
colectivos deben existir medidas proporcionales que garanticen los derechos indi-
viduales. La función social de la propiedad es un elemento fundamental para el 
funcionamiento de la misma, y es por ello que el Estado, a fin de garantizar otros 
derechos fundamentales de vital relevancia para una sociedad específica, puede 
limitar o restringir el derecho a la propiedad privada, respetando siempre los su-
puestos contenidos en la norma del artículo 21 de la Convención, y los principios 
generales del derecho internacional.
61. El derecho a la propiedad no es un derecho absoluto, pues en el artículo 21.2 
de la Convención se establece que para que la privación de los bienes de una per-
sona sea compatible con el derecho a la propiedad debe fundarse en razones de 
utilidad pública o de interés social, sujetarse al pago de una justa indemnización, 
practicarse según los casos y las formas establecidas por la ley y efectuarse de 
conformidad con la Convención.
63. La Corte considera que a fin de que el Estado pueda satisfacer legítimamente 
un interés social y encontrar un justo equilibrio con el interés del particular, debe 
utilizar los medios proporcionales a fin de vulnerar en la menor medida el derecho 
a la propiedad de la persona objeto de la restricción. En este sentido, el Tribunal 
considera que en el marco de una privación al derecho a la propiedad privada, 
en específico en el caso de una expropiación, dicha restricción demanda el cum-
plimiento y fiel ejercicio de requerimientos o exigencias que ya se encuentran 
consagradas en el artículo 21.2 de la Convención.
77. Al respecto, el Tribunal recuerda que en su Sentencia de fondo indicó que 
la privación del derecho de propiedad por parte del Estado se fundó en razones de 
utilidad pública y de interés social, y destacó que “un interés legítimo o general 
basado en la protección del medio ambiente, como se observa en el presente caso, 
representa una causa de utilidad pública legítima”. Sin embargo, el Estado “no 
respetó los requerimientos necesarios para restringir el derecho a la propiedad 
acogidos en los principios generales del derecho internacional y explícitamente 
señalados en la Convención Americana”. Asimismo, “el Estado incumplió con las 
formas establecidas en la ley al vulnerar la protección y garantías judiciales, ya que 
los recursos interpuestos han excedido para su resolución el plazo razonable y han 
carecido de efectividad. Lo anterior ha privado indefinidamente a la víctima de 
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incertidumbre tanto jurídica como fáctica, la cual ha derivado en cargas excesivas 
impuestas a la misma, convirtiendo a dicha expropiación en arbitraria”. En conse-
cuencia, la Corte declaró responsable al Estado de la violación de los artículos 21.2 
de la Convención, en relación con los derechos establecidos en los artículos 8.1 
y 25.1 de ese tratado, en perjuicio de la víctima.
95. El artículo 21.2 de la Convención Americana expresamente señala como re-
quisito para poder llevar a cabo una privación de la propiedad el pago de una justa 
indemnización.

Procedimientos internos

Opinión consultiva, asunto de Viviana Gallardo y otras. Serie A, núm. 101, párrafos 14, 
15, 16, 17, 20 y 22.
14. La disposición del artículo 61.2 de la Convención tiene claridad suficiente como 
para no tramitar ningún asunto ante la Corte si no se ha agotado el procedimiento 
ante la Comisión. No obstante, desde el momento en que el Gobierno manifestó 
su voluntad de renunciar a este requisito para facilitar la rápida intervención del 
órgano judicial internacional, la Corte estimó procedente evaluar esa renuncia y 
considerar su alcance, para determinar de qué modo se concilia con el interés de 
las víctimas y con la integridad del sistema consagrado en la Convención. De ahí 
que la Corte decidiera abrir una incidencia para conocer los argumentos que asisten 
al Gobierno para fundamentar la renunciabilidad del procedimiento señalado y 
para conocer la opinión de la Comisión, llamada expresamente por el artículo 57 de 
la Convención a comparecer en todos los casos que se ventilen ante este tribunal.
15. La protección internacional de los derechos humanos persigue garantizar la 
dignidad esencial del ser humano por medio del sistema establecido en la Conven-
ción. Por ello, tanto la Corte como la Comisión, deben preservar para las víctimas 
de violaciones de derechos humanos la totalidad de los recursos que la Convención 
otorga para su protección. A este respecto cabe hacer notar que ni los parientes de 
Viviana Gallardo, ni las otras víctimas en el presente asunto, ni los demás particu-
lares legitimados por el artículo 44 para presentar querellas ante la Comisión, 
pueden plantearlas directamente ante la Corte, ya que los particulares no están 
facultados, según la Convención, para presentar casos ante ella, factor éste que se 
agrega a los problemas que de por sí están involucrados.
16. La Convención tiene un fin que es la protección internacional de los derechos 
esenciales del hombre, y organiza, además, para la obtención de ese fin, un sistema, 
que representa los límites y condiciones dentro de los cuales los Estados Partes han 
consentido en responsabilizarse internacionalmente de las violaciones de que se les 
acuse. Corresponde, por lo tanto, a esta Corte garantizar la protección internacional 
que establece la Convención, dentro de la integridad del sistema pactado por los 
Estados. En consecuencia, el equilibrio de la interpretación se obtiene orientándola 
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naen el sentido más favorable al destinatario de la protección internacional, siempre 
que ello no implique una alteración del sistema.
17. En la demanda introducida ante esta Corte por el Gobierno están implicados, 
prima facie, dos aspectos del sistema de la Convención. En primer lugar, la disposi-
ción del artículo 61.2, según la cual, para que la Corte pueda conocer de cualquier 
caso, es necesario que sean agotados los procedimientos ante la Comisión. En 
segundo lugar, el artículo 46.1.a) que establece, como requisito de admisibilidad 
ante la Comisión de una petición o comunicación, la previa interposición y ago-
tamiento de los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios del 
Derecho Internacional generalmente reconocidos. Ninguno de los dos extremos se 
ha cumplido en el presente asunto.
20. La Corte hace notar la absoluta claridad del texto del artículo 61.2, cuando dis-
pone que “Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean 
agotados los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50”. Naturalmente, según 
los principios de Derechos Internacional aplicables a la interpretación de los tratados, 
la disposición citada debe ser entendida según el “sentido corriente que haya de 
atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su 
objeto y fin” (Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, artículo 31.1).
22. La Convención, en efecto, además de otorgar a la Comisión la legitimación 
activa para presentar casos ante la Corte, así como para someterle consultas y 
de atribuirle en el proceso una clara función auxiliar de la justicia, a manera de 
ministerio público del Sistema Interamericano, llamado a comparecer en todos los 
casos ante el Tribunal (artículo 57 de la Convención), le confiere otras atribuciones 
vinculadas con las funciones que corresponden a esta Corte, y que por su naturaleza 
se cumplen antes de que ella comience a conocer de un asunto determinado. Así, 
entre otras, la Comisión tiene una función investigadora de los hechos denunciados 
como violación de los derechos humanos consagrados en la Convención, que es 
necesario cumplir en todas las hipótesis, a menos que se trate de un caso de mero 
derecho. En efecto, aunque la Corte, como todo órgano judicial, no carece de 
facultades para llevar a cabo investigaciones, probanzas y actuaciones que sean 
pertinentes para la mejor ilustración de sus miembros a fin de lograr la exhaustiva 
formación de su criterio, aparece claro del sistema de la Convención que se ha que-
rido reservar a la Comisión la fase inicial de investigación de los hechos denuncia-
dos. Tiene igualmente la Comisión una función conciliatoria, pues le corresponde 
procurar soluciones amistosas así como formular recomendaciones pertinentes para 
remediar la situación examinada. Es también el órgano ante el cual el Estado afec-
tado suministra inicialmente las informaciones y alegatos que estime pertinentes. 
Pero es, además, y esto constituye un aspecto fundamental de su papel dentro del 
sistema, el órgano competente para recibir denuncias individuales, es decir, ante 
el cual pueden concurrir directamente para presentar sus quejas y denuncias, las 
víctimas de violaciones de derechos humanos y las otras personas señaladas en el 
artículo 44 de la Convención. La Convención se distingue entre los instrumentos 
internacionales de derechos humanos cuando hace posible la facultad de petición 
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sin que se requiera para tal efecto declaración especial alguna, la que en cambio 
sí se exige para el caso de las denuncias entre Estados.

Prohibición de limitar el ejercicio de los derechos

Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
17 de junio de 2005. Serie C, núm. 125, párrafo 129.
129. Debe tenerse en cuenta, además, que en virtud del artículo 29.b) de la Con-
vención ninguna disposición de ésta puede ser interpretada en el sentido de “limitar 
el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 
acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados partes o de acuerdo con otra 
convención en que sea parte uno de dichos Estados”.

Prohibición de obtener una confesión por medio de coerción

Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 220, párrafos 165, 
166, 167 y 173.
165. Al respecto, la Corte observa que la regla de exclusión de pruebas obtenidas 
mediante la tortura o tratos crueles e inhumanos (en adelante “regla de exclusión”) 
ha sido reconocida por diversos tratados y órganos internacionales de protección 
de derechos humanos que han establecido que dicha regla es intrínseca a la pro-
hibición de tales actos. Al respecto, la Corte considera que esta regla ostenta un 
carácter absoluto e inderogable.
166. En este sentido, la Corte ha sostenido que la anulación de los actos procesales 
derivados de la tortura o tratos crueles constituye una medida efectiva para hacer 
cesar las consecuencias de una violación a las garantías judiciales. Además, el 
Tribunal considera necesario recalcar que la regla de exclusión no se aplica sólo 
a casos en los cuales se haya cometido tortura o tratos crueles. Al respecto, el ar-
tículo 8.3 de la Convención es claro al señalar que “[l]a confesión del inculpado 
solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza”, es decir que 
no se limita el supuesto de hecho a que se haya perpetrado un acto de tortura o 
trato cruel, sino que se extiende a cualquier tipo de coacción. En efecto, al com-
probarse cualquier tipo de coacción capaz de quebrantar la expresión espontánea 
de la voluntad de la persona, ello implica necesariamente la obligación de excluir 
la evidencia respectiva del proceso judicial. Esta anulación es un medio necesario 
para desincentivar el uso de cualquier modalidad de coacción.
167. Por otra parte, este Tribunal considera que las declaraciones obtenidas mediante 
coacción no suelen ser veraces, ya que la persona intenta aseverar lo necesario 
para lograr que los tratos crueles o la tortura cesen. Por lo anterior, para el Tribunal, 
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naaceptar o dar valor probatorio a declaraciones o confesiones obtenidas mediante 
coacción, que afecten a la persona o a un tercero, constituye a su vez una infracción 
a un juicio justo. Asimismo, el carácter absoluto de la regla de exclusión se ve re-
flejado en la prohibición de otorgarle valor probatorio no sólo a la prueba obtenida 
directamente mediante coacción, sino también a la evidencia que se desprende 
de dicha acción. En consecuencia, la Corte considera que excluir la prueba que 
haya sido encontrada o derivada de la información obtenida mediante coacción, 
garantiza de manera adecuada la regla de exclusión.
173. Para analizar la relación entre las tres declaraciones, la Corte observa que 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso Harutyunyan vs. Armenia, 
indicó que en caso de existir evidencia razonable de que una persona ha sido tortu-
rada o tratada de manera cruel e inhumana, el hecho de que ratifique la confesión 
ante una autoridad distinta a la que realizó la acción, no conlleva automáticamente 
que dicha confesión sea válida. Lo anterior, debido a que la confesión posterior 
puede ser la consecuencia del maltrato que padeció la persona y específicamente, 
del miedo que subsiste después de este tipo de hechos.

Propiedad indígena

Caso de la Comunidad Moiwana vs. Surinam. Excepciones preliminares, fondo, repara-
ciones y costas. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C, núm. 124, párrafo 133.
133. En este sentido, los miembros de la comunidad, un pueblo tribal N’djuka, 
poseen una “relación omnicomprensiva” con sus tierras tradicionales, y su concepto 
de propiedad en relación con ese territorio no se centra en el individuo, sino en la 
comunidad como un todo. En virtud de lo anterior, la jurisprudencia de esta Corte en 
relación con las comunidades indígenas y sus derechos comunales a la propiedad, 
de conformidad con el artículo 21 de la Convención, debe también aplicarse a los 
miembros de la comunidad tribal que residía en Moiwana: su ocupación tradicional 
de la aldea de Moiwana y las tierras circundantes —lo cual ha sido reconocido y 
respetado durante años por los clanes N’djuka y por las comunidades indígenas 
vecinas—, debe bastar para obtener reconocimiento estatal de su propiedad. Los 
límites exactos de ese territorio, sin embargo, sólo pueden determinarse previa 
consulta con dichas comunidades vecinas.

Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
17 de junio de 2005. Serie C, núm. 125, párrafo 137.
137. En consecuencia, la estrecha vinculación de los pueblos indígenas sobre sus 
territorios tradicionales y los recursos naturales ligados a su cultura que ahí se 
encuentren, así como los elementos incorporales que se desprendan de ellos, deben 
ser salvaguardados por el artículo 21 de la Convención Americana. Al respecto, en 
otras oportunidades, este Tribunal ha considerado que el término “bienes” utilizado 
en dicho artículo 21, contempla “aquellas cosas materiales apropiables, así como 
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comprende todos los muebles e inmuebles, los elementos corporales e incorporales 
y cualquier otro objeto inmaterial susceptible de tener un valor”.

Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 29 de marzo de 2006. Serie C, núm. 146, párrafo 117.
117. Al analizar el contenido y alcance del artículo 21 de la Convención, en relación 
con la propiedad comunitaria de los miembros de comunidades indígenas, la Corte 
ha tomado en cuenta el Convenio No. 169 de la oit, a la luz de las reglas generales 
de interpretación establecidas en el artículo 29 de la Convención, para interpretar 
las disposiciones del citado artículo 21 de acuerdo con la evolución del sistema in-
teramericano, habida consideración del desarrollo experimentado en esta materia en 
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. El Estado ratificó e incorporó el 
referido Convenio No. 169 a su derecho interno mediante la Ley No. 234/93.

Caso del Pueblo Saramaka vs. Suriname. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 172, párrafo 127.
127. No obstante, la protección del derecho a la propiedad conforme al artículo 21 
de la Convención no es absoluta y, por lo tanto, no permite una interpretación así de 
estricta. Aunque la Corte reconoce la interconexión entre el derecho de los miem-
bros de los pueblos indígenas y tribales al uso y goce de sus tierras y el derecho a 
esos recursos necesarios para su supervivencia, dichos derechos a la propiedad, como 
muchos otros de los derechos reconocidos en la Convención, están sujetos a ciertos 
límites y restricciones. En este sentido, el artículo 21 de la Convención establece 
que “la ley podrá subordinar [el] uso y goce de [los bienes] a los intereses de la 
sociedad”. Por ello, la Corte ha sostenido en otras ocasiones que, de conformidad 
con el artículo 21 de la Convención, el Estado podrá restringir el uso y goce del 
derecho a la propiedad siempre que las restricciones: a) hayan sido previamente 
establecidas por ley; b) sean necesarias; c) proporcionales y d) que tengan el fin 
de lograr un objetivo legítimo en una sociedad democrática. En consonancia con 
esta disposición, el Estado podrá restringir, bajo ciertas condiciones, los derechos 
de los integrantes del pueblo Saramaka a la propiedad, incluidos sus derechos sobre 
los recursos naturales que se encuentren en el territorio.

Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) vs. Perú. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 de julio de 2009. Serie C, 
núm. 198, párrafo 85.
85. En un caso similar al presente, esta Corte declaró una violación del derecho a 
la propiedad por la afectación patrimonial causada por el incumplimiento de sen-
tencias que pretendían proteger el derecho a una pensión —derecho que había sido 
adquirido por las víctimas en aquel caso, de conformidad con la normativa interna. 
En esa sentencia el Tribunal señaló que, desde el momento en que un pensionista 
paga sus contribuciones a un fondo de pensiones y deja de prestar servicios a la 
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nainstitución concernida para acogerse al régimen de jubilaciones previsto en la ley, 
adquiere el derecho a que su pensión se rija en los términos y condiciones previstas 
en dicha ley. Asimismo, declaró que el derecho a la pensión que adquiere dicha 
persona tiene “efectos patrimoniales”, los cuales están protegidos bajo el artículo 
21 de la Convención. Consecuentemente, en aquel caso el Tribunal declaró que al 
haber cambiado arbitrariamente el monto de las pensiones que venían percibiendo 
las presuntas víctimas y al no haber dado cumplimiento a las sentencias judiciales 
emitidas con ocasión de las acciones de garantía interpuestas por éstos, el Estado 
violó el derecho a la propiedad reconocido en el artículo 21 de la Convención.

Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 
27 de junio de 2012. Serie C, núm. 245, párrafo 171.
171. La debida protección de la propiedad comunal indígena, en los términos del 
artículo 21 de la Convención en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instru-
mento, impone a los Estados la obligación positiva de adoptar medidas especiales 
para garantizar a los pueblos indígenas y tribales el ejercicio pleno e igualitario del 
derecho a los territorios que han usado y ocupado tradicionalmente. De tal manera, 
conforme al artículo 29.b) de la Convención, las disposiciones del artículo 21 de 
este instrumento deben interpretarse en conjunto con otros derechos reconocidos 
por el Estado en sus leyes internas o en otras normas internacionales relevantes. 
Bajo la normativa internacional, no es posible negar a las comunidades y pueblos 
indígenas a gozar de su propia cultura, que consiste en un modo de vida fuertemente 
asociado con el territorio y el uso de sus recursos naturales.

Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miem-
bros vs. Panamá. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 14 de octubre de 2014. Serie C, núm. 284, párrafos 135, 136 y 144.
135. La Corte ha sostenido que no se trata de un privilegio para usar la tierra, el 
cual puede ser despojado por el Estado u opacado por derechos a la propiedad 
de terceros, sino de un derecho de los integrantes de pueblos indígenas y tribales 
para obtener la titulación de su territorio a fin de garantizar el uso y goce perma-
nente de dicha tierra. A fin de obtener dicho título, el territorio debe ser primero 
demarcado y delimitado. Sobre este particular, la Corte ha declarado previamente 
que “el reconocimiento meramente abstracto o jurídico de las tierras, territorios 
o recursos indígenas carece prácticamente de sentido si no se ha establecido y 
delimitado físicamente la propiedad”.
136. Adicionalmente, la Corte ha establecido que la falta de una delimitación y 
demarcación efectiva por el Estado de los límites del territorio sobre los cuales 
existe un derecho de propiedad colectiva de un pueblo indígena puede crear, 
y en este caso efectivamente lo hizo, un clima de incertidumbre permanente 
entre los miembros de los pueblos referidos en cuanto no saben con certeza 
hasta dónde se extiende geográficamente su derecho de propiedad comunal y, 
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de los respectivos bienes.
144. Del mismo modo, la Corte reitera su jurisprudencia en la cual se establece que 
no puede decidir si el derecho a la propiedad tradicional de los miembros de una 
Comunidad indígena se encuentra por encima del derecho a la propiedad privada 
de terceros o viceversa, por cuanto la Corte no es un tribunal de derecho interno que 
dirime las controversias entre particulares. Esa tarea corresponde exclusivamente 
al Estado. No obstante, al Tribunal le compete analizar si el Estado garantizó o no 
los derechos humanos de la Comunidad indígena. 

Proporcionalidad de la prisión preventiva

Zambrano Vélez y otros vs. Ecuador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de 
julio de 2007. Serie C, núm. 166, párrafo 54.
54. La Corte considera que el Estado tiene la obligación de asegurar que las ga-
rantías judiciales indispensables para la protección de los derechos y libertades 
consagrados en la Convención se mantengan vigentes en toda circunstancia, in-
clusive durante los estados de excepción. Este Tribunal ha entendido anteriormente 
que se consideran como garantías indispensables aquellos procedimientos judi-
ciales que ordinariamente son idóneos para garantizar la plenitud del ejercicio de 
los derechos y libertades, las cuales serán distintas según los derechos afectados. 
Tales garantías son aquéllas a las que la Convención se refiere expresamente en 
los artículos 7.6 y 25.1, consideradas dentro del marco y según los principios del 
artículo 8, y también las inherentes a la preservación del Estado de Derecho, aun 
bajo la legalidad excepcional que resulta de la suspensión de garantías. Esas ga-
rantías judiciales indispensables deben subsistir para verificar la necesidad, razo-
nabilidad y proporcionalidad de las medidas específicas adoptadas en ejercicio de 
estas facultades excepcionales.

Barreto Leiva vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2009. Serie C, núm. 206, párrafo 122.
122. La prisión preventiva se halla limitada, asimismo, por el principio de propor-
cionalidad, en virtud del cual una persona considerada inocente no debe recibir 
igual o peor trato que una persona condenada. El Estado debe evitar que la medida 
de coerción procesal sea igual o más gravosa para el imputado que la pena que se 
espera en caso de condena. Esto quiere decir que no se debe autorizar la privación 
cautelar de la libertad, en supuestos en los que no sería posible aplicar la pena 
de prisión, y que aquélla debe cesar cuando se ha excedido la duración razonable 
de dicha medida. El principio de proporcionalidad implica, además, una relación 
racional entre la medida cautelar y el fin perseguido, de tal forma que el sacrificio 
inherente a la restricción del derecho a la libertad no resulte exagerado o desmedido 
frente a las ventajas que se obtienen mediante tal restricción.
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naFamilia Barrios vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre 
de 2011. Serie C, núm. 237, párrafo 53.
53. El artículo 7 de la Convención consagra garantías que representan límites al 
ejercicio de la autoridad por parte de agentes del Estado. Esos límites se aplican 
a los instrumentos de control estatales, uno de los cuales es la detención. Dicha 
medida debe estar en concordancia con las garantías reconocidas en la Conven-
ción, siempre y cuando su aplicación tenga un carácter excepcional y respete el 
principio a la presunción de inocencia y los principios de legalidad, necesidad y 
proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrática.

Proporcionalidad de las penas

Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 11 de mayo de 2007. Serie C, núm. 163, párrafo 196.
196. En cuanto al referido principio de proporcionalidad de la pena, la Corte estima 
oportuno resaltar que la respuesta que el Estado atribuye a la conducta ilícita del 
autor de la transgresión debe ser proporcional al bien jurídico afectado y a la cul-
pabilidad con la que actuó el autor, por lo que se debe establecer en función de la 
diversa naturaleza y gravedad de los hechos. La pena debe ser el resultado de una 
sentencia emitida por autoridad judicial. Al momento de individualizar las sancio-
nes se debe fundamentar los motivos por los cuales se fija la sanción correspon-
diente. En cuanto al principio de favorabilidad de una ley anterior debe procurarse 
su armonización con el principio de proporcionalidad, de manera que no se haga 
ilusoria la justicia penal. Todos los elementos que incidan en la efectividad de la 
pena deben responder a un objetivo claramente verificable y ser compatibles con 
la Convención. 

Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C, núm. 213, párrafos 150 y 153.
150. Aun cuando la Corte no puede, ni pretende, sustituir a las autoridades nacio-
nales en la individualización de las sanciones correspondientes a delitos previstos 
en el derecho interno, el análisis de la efectividad de los procesos penales y del 
acceso a la justicia puede llevar al Tribunal, en casos de graves violaciones a los 
derechos humanos, a analizar la proporcionalidad entre la respuesta que el Estado 
atribuye a la conducta ilícita de un agente estatal y el bien jurídico afectado en la 
violación de derechos humanos. En atención a la regla de proporcionalidad, los 
Estados deben asegurar, en el ejercicio de su deber de persecución de esas graves 
violaciones, que las penas impuestas y su ejecución no se constituyan en factores de 
impunidad, tomando en cuenta varios aspectos como las características del delito y 
la participación y culpabilidad del acusado. En efecto, existe un marco normativo 
internacional que establece que los delitos que tipifican hechos constitutivos de 
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relación con la gravedad de los mismos.
153. Al respecto, el Tribunal estima pertinente reiterar que un procesamiento que 
se desarrolla hasta su conclusión y cumpla su cometido es la señal más clara de 
no tolerancia a las violaciones a los derechos humanos, contribuye a la reparación 
de las víctimas y muestra a la sociedad que se ha hecho justicia. La imposición de 
una pena apropiada en función de la gravedad de los hechos, por la autoridad 
competente y con el debido fundamento, permite verificar que no sea arbitraria y 
controlar así que no se erija en una forma de impunidad de facto. En este sentido, 
la Corte ha destacado que las sanciones administrativas o penales tienen un rol 
importante para crear la clase de competencia y cultura institucional adecuada 
para enfrentar los factores que explican determinados contextos estructurales de 
violencia.

Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. 
Serie C, núm. 287, párrafo 459.
459. El Tribunal resalta que la racionalidad y proporcionalidad deben conducir 
la conducta del Estado en el desempeño de su poder punitivo, evitando así tanto la 
lenidad característica de la impunidad como el exceso y abuso en la determinación 
de penas. A la luz de los artículos 1.1 y 2 de la Convención, los Estados tienen una 
obligación general de garantizar el respeto de los derechos humanos protegidos por 
la Convención y de esta obligación deriva el deber de perseguir conductas ilícitas 
que contravengan derechos reconocidos en la Convención. Dicha persecución debe 
ser consecuente con el deber de garantía al que atiende, por lo cual es necesario 
evitar medidas ilusorias que sólo aparenten satisfacer las exigencias formales de 
justicia. 

Protección de la ley

Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 22 de septiembre de 2009. Serie C, núm. 202, párrafos 92, 95 y 98.
92. Varios instrumentos internacionales reconocen la posible violación de ese de recho 
en este tipo de casos, al relacionarlo con la consecuente sustracción de la protec-
ción de la ley que sufre el individuo, a raíz de su secuestro o privación de la libertad 
y posterior negativa o falta de información por parte de autoridades estatales. En 
efecto, esta relación surge de la evolución del corpus iuris internacional específico 
relativo a la prohibición de las desapariciones forzadas.
95. De igual forma, el artículo 7.2.i) del Estatuto de Roma de 1998 dispone que 
por desaparición forzada de personas se entenderá la aprehensión, la detención o 
el secuestro de personas por un Estado o una organización política, o con su auto-
rización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a informar sobre la privación 
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nade libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la 
intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por un periodo prolongado.
98. El Experto Independiente de Naciones Unidas sobre Desaparición Forzada o 
Involuntaria de personas ha afirmado que la desaparición forzada también puede 
conllevar la violación del reconocimiento de la persona ante la ley, la cual se deriva 
del hecho de que con los actos de desaparición forzada se trata de dejar a la víctima 
fuera del amparo de la ley. Asimismo, de conformidad con el contenido del artículo 
1.2 de la Declaración sobre Desaparición Forzada, el Grupo de Trabajo de Naciones 
Unidas ha sostenido que todo acto de desaparición forzada tiene la consecuencia 
de poner a la persona fuera de la protección de la ley.

Protección de la vida

Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 noviembre de 2012. Serie C, núm. 257, 
párrafos 261, 262 y 264.
261. En el ámbito europeo, por ejemplo, el Tribunal Constitucional de Alemania, 
resaltando el deber general del Estado de proteger al no nacido, ha establecido que 
“[l]a protección de la vida, […] no es en tal grado absoluta que goce sin excepción 
alguna de prevalencia sobre todos los demás bienes jurídicos”, y que “[l]os derechos 
fundamentales de la mujer […] subsisten de cara al derecho a la vida del nasciturus 
y consecuentemente han de ser protegidos”. Asimismo, según el Tribunal Consti-
tucional de España, “[l]a protección que la Constitución dispensa al ‘nasciturus’ 
[…] no significa que dicha protección haya de revestir carácter absoluto”.
262. Por su parte, en la región, la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos 
ha señalado que “[e]s razonable y lógico que un Estado, en un determinado mo-
mento, proteja otros intereses […] como por ejemplo los de la potencial vida hu-
mana”, lo cual debe ser ponderado con la intimidad personal de la mujer —la cual 
no puede entenderse como un derecho absoluto— y “otras circunstancias y valo-
res”. De otra parte, según la Corte Constitucional de Colombia, “[s]i bien corres-
ponde al Congreso adoptar las medidas idóneas para cumplir con el deber de 
protección de la vida […] esto no significa que estén justificadas todas las que 
dicte con dicha finalidad, porque a pesar de su relevancia constitucional la vida 
no tiene el carácter de un valor o de un derecho de carácter absoluto y debe ser 
ponderada con los otros valores, principios y derechos constitucionales”. La Corte 
Suprema de Justicia de la Nación de Argentina ha señalado que ni de la Declara-
ción Americana ni de la Convención Americana se deriva algún mandato por el 
que corresponda interpretar, de modo restrictivo, el alcance de las normas pena-
les que permiten el aborto en ciertas circunstancias, “por cuanto las normas per-
tinentes de estos instrumentos fueron expresamente delimitadas en su formulación 
para que de ellas no se derivara la invalidez de un supuesto de aborto” como el 
previsto en el Código Penal argentino. En similar sentido, la Suprema Corte de 
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condición necesaria de la existencia de otros derechos no se puede válidamente 
concluir que debe considerarse a la vida como más valiosa que cualquiera de esos 
otros derechos.
264. La Corte ha utilizado los diversos métodos de interpretación, los cuales han 
llevado a resultados coincidentes en el sentido de que el embrión no puede ser 
entendido como persona para efectos del artículo 4.1 de la Convención Ameri-
cana. Asimismo, luego de un análisis de las bases científicas disponibles, la Corte 
concluyó que la “concepción” en el sentido del artículo 4.1 tiene lugar desde el 
momento en que el embrión se implanta en el útero, razón por la cual antes de este 
evento no habría lugar a la aplicación del artículo 4 de la Convención. Además, es 
posible concluir de las palabras “en general” que la protección del derecho a la 
vida con arreglo a dicha disposición no es absoluta, sino es gradual e incremental 
según su desarrollo, debido a que no constituye un deber absoluto e incondicional, 
sino que implica entender la procedencia de excepciones a la regla general.

Protección especial (niñas y niños)

Mendoza y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo y reparaciones. Sen-
tencia de 14 de mayo de 2013. Serie C, núm. 260, párrafo 145.
145. Si bien los niños cuentan con los mismos derechos humanos que los adultos 
durante los procesos, la forma en que ejercen tales derechos varía en función 
de su nivel de desarrollo. Por lo tanto, es indispensable reconocer y respetar las 
diferencias de trato que corresponden a diferencias de situación, entre quienes 
participan en un proceso. Lo anterior corresponde al principio de trato diferen-
ciado que, aplicado en el ámbito penal, implica que las diferencias de los niños 
y los adultos, tanto por lo que respecta a “su desarrollo físico y psicológico, como 
por sus necesidades emocionales y educativas”, sean tomadas en cuenta para la 
existencia de un sistema separado de justicia penal juvenil.

Proyecto de vida

Loayza Tamayo vs. Perú. Reparaciones y costas. Sentencia de 27 de noviembre de 1998. 
Serie C, núm. 42, párrafo 147.
147. Por lo que respecta a la reclamación de daño al “proyecto de vida”, conviene 
manifestar que este concepto ha sido materia de análisis por parte de la doctrina y 
la jurisprudencia recientes. Se trata de una noción distinta del “daño emergente” y 
el “lucro cesante”. Ciertamente no corresponde a la afectación patrimonial derivada 
inmediata y directamente de los hechos, como sucede en el “daño emergente”. Por 
lo que hace al “lucro cesante”, corresponde señalar que mientras éste se refiere 
en forma exclusiva a la pérdida de ingresos económicos futuros, que es posible 
cuantificar a partir de ciertos indicadores mensurables y objetivos, el denominado 
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na“proyecto de vida” atiende a la realización integral de la persona afectada, con-
siderando su vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, 
que le permiten fijarse razonablemente determinadas expectativas y acceder a ellas.

Reconocimiento

Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 22 de septiembre de 2009. Serie C, núm. 202, párrafos 89 y 99.
89. Sin embargo, en aplicación del principio de efecto útil y de las necesidades 
de protección en casos de personas y grupos en situación de vulnerabilidad, este 
Tribunal ha observado el contenido jurídico más amplio de este derecho, al estimar 
que el Estado se encuentra especialmente obligado a garantizar a aquellas personas 
en situación de vulnerabilidad, marginalización y discriminación, las condiciones 
jurídicas y administrativas que les aseguren el ejercicio de este derecho, en aten-
ción al principio de igualdad ante la ley. Por ejemplo, en el caso de la Comunidad 
Indígena Sawhoyamaxa la Corte consideró que sus miembros habían permanecido 
en un limbo legal en que, si bien nacieron y murieron en el Paraguay, su existen-
cia misma e identidad nunca estuvo jurídicamente reconocida, es decir, no tenían 
personalidad jurídica.
99. Por su parte, además de lo expresado en sus alegatos en este caso, la Comisión 
Interamericana en diversos precedentes ha considerado reiteradamente que la 
persona detenida y desaparecida fue excluida necesariamente del orden jurídico e 
institucional del Estado, lo que significó una negación de su propia existencia como 
ser humano revestido de personalidad jurídica, y como consecuencia ha declarado 
la violación del artículo 3 de la Convención.

Gelman vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Serie C, 
núm. 221, párrafo 123.
123. Al respecto, la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos 
(en adelante la “oea”) señaló “que el reconocimiento de la identidad de las per-
sonas es uno de los medios a través del cual se facilita el ejercicio de los derechos 
a la personalidad jurídica, al nombre, a la nacionalidad, a la inscripción en el 
registro civil, a las relaciones familiares, entre otros derechos reconocidos en 
instrumentos internacionales como la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre y la Convención Americana”. Asimismo estableció que 
“la falta de reconocimiento de la identidad puede implicar que la persona no 
cuente con constancia legal de su existencia, dificultando el pleno ejercicio de 
sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales”. En ese mismo 
sentido, el Comité Jurídico Interamericano expresó que el “derecho a la identidad 
es consustancial a los atributos y a la dignidad humana” y que, en consecuencia, 
“es un derecho humano fundamental oponible erga omnes como expresión de un 
interés colectivo de la [c]omunidad [i]nternacional en su conjunto, que no admite 
derogación ni suspensión en los casos previstos por la Convención Americana”.
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agosto de 2011. Serie C, núm. 232, párrafo 89.
89. Ha sido comprobado que muchos de los niños y niñas desaparecidos eran 
registrados bajo información falsa o sus datos alterados, como ocurrió en el caso 
de Gregoria Herminia, aspecto que irradia sus efectos en dos sentidos: por un 
lado, para el niño o niña apropiada, a quien se le imposibilita buscar a su familia 
y conocer su identidad biológica y, por el otro, a su familia de origen, a quienes 
se les obstaculiza el ejercicio de los recursos legales para restablecer la identidad 
biológica, el vínculo familiar y hacer cesar la privación de libertad. Al respecto, re-
sulta ilustrativo lo manifestado por Gregoria Herminia, al manifestar: “tan siquiera 
yo supiera mi apellido o mi nombre […] buscaría [a mis padres], pero no tuve esa 
oportunidad y yo pienso que lo que a mí me pasó también le está pasando a mis 
hermanos, a otros niños más, hay muchos que sufren lo mismo”. Esta violación 
sólo cesa cuando la verdad sobre la identidad es revelada por cualquier medio y 
se garantizan a la víctima las posibilidades jurídicas y fácticas de recuperar su 
verdadera identidad y, en su caso, el vínculo familiar, con las consecuencias jurí-
dicas pertinentes.

Recurso eficaz y sencillo

Maldonado Ordoñez vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C, núm. 311, párrafos 108, 109 y 110.
108. En lo que respecta al artículo 25.1 de la Convención, este Tribunal ha indicado 
que el mismo establece, en términos amplios, la obligación a cargo de los Estados 
de ofrecer, a todas las personas sometidas a su jurisdicción, un recurso judicial 
efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. 
109. Además, la Corte ha establecido que para que el Estado cumpla con lo dis-
puesto en el artículo 25 de la Convención no basta con que los recursos existan 
formalmente, sino que es preciso que tengan efectividad en los términos del mismo, 
es decir que den resultados o respuestas a las violaciones de derechos reconoci-
dos, ya sea en la Convención, en la Constitución o en la ley. Lo anterior implica 
que el recurso debe ser idóneo para combatir la violación y que sea efectiva su 
aplicación por la autoridad competente. De igual manera un recurso efectivo im-
plica que el análisis por la autoridad competente de un recurso judicial no puede 
reducirse a una mera formalidad, sino que debe examinar las razones invocadas por 
el demandante y manifestarse expresamente sobre ellas. No pueden considerarse 
efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso 
por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede 
ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, 
porque falten los medios para ejecutar sus decisiones o por cualquiera otra situación 
que configure un cuadro de denegación de justicia. Así, el proceso debe tender a 
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nala materialización de la protección del derecho reconocido en el pronunciamiento 
judicial mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento. 
110. La Corte ha señalado que, en los términos del artículo 25 de la Convención, 
es posible identificar dos obligaciones específicas del Estado. La primera, consa-
grar normativamente y asegurar la debida aplicación de recursos efectivos ante las 
autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción 
contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven la determi-
nación de los derechos y obligaciones de éstas. La segunda, garantizar los medios 
para ejecutar las respectivas decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales 
autoridades competentes, de manera que se protejan efectivamente los derechos 
declarados o reconocidos. El derecho establecido en el artículo 25 se encuentra 
íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la Convención, al 
atribuir funciones de protección al derecho interno de los Estados Partes. A la vista 
de lo anterior, el Estado tiene la responsabilidad no sólo de diseñar y consagrar 
normativamente un recurso eficaz, sino también la de asegurar la debida aplicación 
de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales.

Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Excepciones preliminares. Sentencia de 26 de junio 
de 1987. Serie C, núm. 1, párrafo 91.
91. La regla del previo agotamiento de los recursos internos en la esfera del dere-
cho internacional de los derechos humanos, tiene ciertas implicaciones que están 
presentes en la Convención. En efecto, según ella, los Estados Partes se obligan 
a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violación de los de-
rechos humanos (art. 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad 
con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello dentro de la obligación 
general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de 
los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo 
su jurisdicción (art. 1). Por eso, cuando se invocan ciertas excepciones a la regla 
de no agotamiento de los recursos internos, como son la inefectividad de tales 
recursos o la inexistencia del debido proceso legal, no sólo se está alegando que 
el agraviado no está obligado a interponer tales recursos, sino que indirectamente 
se está imputando al Estado involucrado una nueva violación a las obligaciones 
contraídas por la Convención. En tales circunstancias la cuestión de los recursos 
internos se aproxima sensiblemente a la materia de fondo.

Genie Lacayo vs. Nicaragua. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 29 de enero 
de 1997. Serie C, núm. 30, párrafo 89.
89. El artículo 25 de la Convención regula el recurso sencillo y rápido que ampara 
a los lesionados por las violaciones de sus derechos consagrados por la misma Con-
vención. En el presente caso la Comisión ha señalado la posible violación de los 
derechos procesales del señor Raymond Genie Peñalba protegidos por el artículo 
8.1 de la Convención en el curso de un proceso penal, pero no la inexistencia o 
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considera que el artículo 25 de la Convención no ha sido violado.

Blake vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C, núm. 36, 
párrafo 101.
101. El artículo 25 de la Convención dispone en su párrafo 1 que toda persona tiene 
derecho a un recurso sencillo, rápido y efectivo, ante los jueces o los tribunales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, la ley o la Convención, inclusive cuando tal viola-
ción sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala. Fondo. Sen-
tencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C, núm. 63, párrafo 234.
234. En cuanto a la violación del artículo 1.1, en concordancia con el artículo 25 
de la Convención Americana, este Tribunal ha señalado en diversas ocasiones que 
toda persona tiene el derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier recurso 
efectivo ante los jueces o tribunales competentes que la ampare contra actos que 
violen sus derechos fundamentales, “lo cual constituye uno de los pilares básicos, 
no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una 
sociedad democrática en el sentido de la Convención”.

Ivcher Bronstein vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 6 de febrero de 
2001. Serie C, núm. 74, párrafo 137.
137. Los recursos son ilusorios cuando se demuestra su inutilidad en la práctica, 
el Poder Judicial carece de la independencia necesaria para decidir con imparcia-
lidad o faltan los medios para ejecutar las decisiones que se dictan en ellos. A esto 
puede agregarse la denegación de justicia, el retardo injustificado en la decisión y 
el impedimento del acceso del presunto lesionado al recurso judicial.

Maritza Urrutia vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 27 de no-
viembre de 2003. Serie C, núm. 103, párrafo 117.
117. Además, este Tribunal ha establecido que no basta que los recursos existan 
formalmente, sino que los mismos deben dar resultados o respuestas a las viola-
ciones de derechos humanos, para que éstos puedan ser considerados efectivos. Es 
decir, toda persona debe tener acceso a un recurso sencillo y rápido ante jueces o 
tribunales competentes que amparen sus derechos fundamentales. Dicha garantía 
“constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino 
del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la 
Convención”.

Palamara Iribarne vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 22 de noviembre 
de 2005. Serie C, núm. 135, párrafo 163.
163. La Corte ha sostenido que los Estados Partes en la Convención Americana 
están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de viola-
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naciones de los derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados 
de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello 
dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el 
libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona 
que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1).

Acevedo Jaramillo y otros vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C, núm. 144, párrafo 214.
214. La Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obli-
gación de los Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, 
un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales 
consagrados tanto en la Convención, como en la Constitución y las leyes. El recurso 
o acción de amparo regulado en la normativa peruana constituye un recurso rápido 
y sencillo que tiene por objeto la tutela de los derechos fundamentales.

Claude Reyes y otros vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de sep-
tiembre de 2006. Serie C, núm. 151, párrafo 144.
144. La pretendida violación a los artículos 8 y 25 de la Convención respecto de 
la regulación del procedimiento formal de tramitación del recurso judicial para la 
protección de los derechos fundamentales, no fue alegada por el representante en 
su debida oportunidad procesal. Sin embargo, la Corte estima necesario recordar 
que la regulación de la tramitación del recurso a que se refiere el artículo 25 de la 
Convención debe ser compatible con dicho tratado.

Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones preliminares, fondo, repa-
raciones y costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, núm. 184, párrafo 133.
133. En el presente caso la inexistencia de un recurso efectivo constituyó una 
violación de la Convención por el Estado Parte, y un incumplimiento de su deber 
de adoptar disposiciones de derecho interno para hacer efectivos los derechos 
establecidos en la Convención, en los términos del artículo 25 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho 
tratado.

Rosendo Cantú y otra vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C, núm. 216, párrafo 166.
166. De las mencionadas decisiones, este Tribunal concluye que la señora Rosendo 
Cantú no pudo impugnar efectivamente la competencia de la jurisdicción militar 
para conocer de asuntos que, por su naturaleza, deben corresponder a las autori-
dades del fuero ordinario. Al respecto, la Corte ha señalado que los Estados tienen 
la responsabilidad de consagrar normativamente y de asegurar la debida aplicación 
de los recursos efectivos y de las garantías del debido proceso legal ante las auto-
ridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra 
actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven a la determinación 
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que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el artículo 25 de la Convención, 
no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso que tengan 
efectividad en los términos del mismo, es decir que den resultados o respuestas a 
las violaciones de derechos reconocidos, ya sea en la Convención, en la Constitu-
ción o por ley. La Corte ha reiterado que dicha obligación implica que el recurso 
sea idóneo para combatir la violación y que sea efectiva su aplicación por la auto-
ridad competente.

Mohamed vs. Argentina. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 23 noviembre de 2012. Serie C, núm. 255, párrafo 83.
83. Los Estados tienen la responsabilidad de consagrar normativamente y de asegu-
rar la debida aplicación de los recursos efectivos y las garantías del debido proceso 
legal ante las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su 
jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven 
a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas.

Reparación

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafo 295.
295. La Corte pasa a considerar aquellos efectos lesivos de los hechos del caso que 
no tienen carácter económico o patrimonial. El daño inmaterial puede comprender 
tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas, el menoscabo de 
valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones en las con-
diciones de existencia de la víctima o su familia. No siendo posible asignar al daño 
inmaterial un preciso equivalente monetario, sólo puede ser objeto de compensa-
ción, para los fines de la reparación integral a las víctimas, de dos maneras. En 
primer lugar, mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o 
servicios apreciables en dinero, que el Tribunal determine en aplicación razonable 
del arbitrio judicial y en términos de equidad. Y, en segundo lugar, mediante otros 
medios cuyo objetivo es comprometer al Estado con los esfuerzos tendientes a que 
hechos similares no vuelvan a ocurrir.

Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala. Reparaciones y costas. Sentencia de 19 de 
noviembre de 2004. Serie C, núm. 116, párrafo 80.
80. El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones 
causados a las víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de valores 
muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no 
pecuniario, en las condiciones de existencia de las víctimas. No siendo posible 
asignar al daño inmaterial un preciso equivalente monetario, sólo puede, para los 
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nafines de la reparación integral a las víctimas, ser objeto de compensación, y ello de 
dos maneras. En primer lugar, mediante el pago de una cantidad de dinero que el 
Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de 
equidad. Y, en segundo lugar, mediante la realización de actos u obras de alcance 
o repercusión públicos, tales como la transmisión de un mensaje de reprobación 
oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata y de compromiso 
con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir, que tengan como efecto la 
recuperación de la memoria de las víctimas, el reconocimiento de su dignidad y el 
consuelo de sus deudos. El primer aspecto de la reparación de los daños inmate-
riales se analizará en esta sección y el segundo en la sección D) en este capítulo.

Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 22 de septiembre de 2009. Serie C, núm. 202, párrafo 218.
218. En su jurisprudencia, el Tribunal ha determinado diversas formas en que el 
daño inmaterial puede ser reparado. Ese daño puede comprender tanto los sufri-
mientos y las aflicciones causados a las víctimas, el menoscabo de valores muy sig-
nificativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, 
en las condiciones de existencia de la víctima o su familia. Dado que no es posible 
asignar al daño inmaterial un equivalente pecuniario preciso, sólo puede ser objeto 
de compensación, para los fines de la reparación integral a la víctima, mediante 
el pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables 
en dinero, que el Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio judicial 
y en términos de equidad, así como mediante la realización de actos u obras de 
alcance o repercusión públicos, que tengan como efecto el reconocimiento de la 
dignidad de las víctimas y evitar que vuelvan a ocurrir violaciones a los derechos 
humanos. El primer aspecto de la reparación del daño inmaterial se analiza en esta 
sección y el segundo ya ha sido analizado en la sección anterior de este capítulo.

González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Excepción preliminar, fondo, re-
paraciones y costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 205, 
párrafo 450.
450. La Corte recuerda que el concepto de “reparación integral” (restitutio in in-
tegrum) implica el restablecimiento de la situación anterior y la eliminación de los 
efectos que la violación produjo, así como una indemnización como compensación 
por los daños causados. Sin embargo, teniendo en cuenta la situación de discrimi-
nación estructural en la que se enmarcan los hechos ocurridos en el presente caso 
y que fue reconocida por el Estado, las reparaciones deben tener una vocación 
transformadora de dicha situación, de tal forma que las mismas tengan un efecto 
no sólo restitutivo sino también correctivo. En este sentido, no es admisible una 
restitución a la misma situación estructural de violencia y discriminación. Del 
mismo modo, la Corte recuerda que la naturaleza y monto de la reparación orde-
nada dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como inmaterial. 
Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para 
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declaradas. Una o más medidas pueden reparar un daño específico sin que éstas 
se consideren una doble reparación.

Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. 
Serie C, núm. 287, párrafo 542.
542. Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Ameri-
cana, la Corte ha indicado que toda violación de una obligación internacional que 
haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente, y que esa 
disposición recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios 
fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre responsabilidad 
de un Estado.

Reserva de ley

Boyce y otros vs. Barbados. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Senten-
cia de 20 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 169, párrafo 15.
15. La Corte ha sentado criterio anteriormente en cuanto a la interpretación de 
reservas a la Convención. Primero, al interpretar las reservas la Corte debe, ante todo, 
aplicar un análisis estrictamente textual. Segundo, se debe considerar debidamente 
el objeto y propósito del tratado correspondiente que, en el caso de la Convención 
Americana, implica la protección de los derechos fundamentales de los seres hu-
manos. Además, se debe interpretar la reserva de conformidad con el artículo 29 
de la Convención, según el cual no se debe interpretar una reserva a fin de limitar 
el goce y el ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención a 
un mayor alcance que aquél dispuesto en la reserva misma.

Reserva de ley (límites convencionales)

Claude Reyes y otros vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de sep-
tiembre de 2006. Serie C, núm. 151, párrafo 98.
98. Tal como ha quedado acreditado, la restricción aplicada en el presente caso 
no cumplió con los parámetros convencionales. Al respecto, la Corte entiende que 
el establecimiento de restricciones al derecho de acceso a información bajo el 
control del Estado a través de la práctica de sus autoridades, sin la observancia de 
los límites convencionales, crea un campo fértil para la actuación discrecional y 
arbitraria del Estado en la clasificación de la información como secreta, reservada 
o confidencial, y se genera inseguridad jurídica respecto al ejercicio de dicho 
derecho y las facultades del Estado para restringirlo.



Jurisprudencia interamericana | 551

Ju
ris

pr
ud

en
cia

 in
te

ra
m

er
ica

naReservas

Opinión Consultiva OC-2/82 del 24 de septiembre de 1982. Serie A, núm. 2, párrafos 9, 
32, 33, 34, 35, 37, 38, y 40. 
9. La Comisión señala que la petición suscita la interpretación de los artículos 74 
y 75 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Con-
vención”). En aquélla se deduce que la cuestión sometida a la Corte cae dentro de 
la esfera de la competencia de la Comisión, tal y como se usa esa frase en el artículo 
64 de la Convención. En justificación de esta tesis, la Comisión indica la facultad 
que le ha sido otorgada por los artículos 33, 41 (f) y 44 a 51 de la Convención, 
además por los artículos 1, 19 y 20 del Estatuto de la Comisión. La Comisión sub-
raya que, para el ejercicio de sus funciones, es preciso distinguir entre los Estados 
que son Partes de la Convención y aquellos que no lo son.
32. Debe destacarse, además, que la Convención al contrario de otros tratados in-
ternacionales sobre derechos humanos, inclusive la Convención Europea, confiere 
a los individuos el derecho de presentar una petición contra cualquier Estado tan 
pronto como éste haya ratificado la Convención (artículo 44). En contraste, para 
que un Estado pueda presentar una denuncia contra otro Estado cada uno de ellos 
debe haber aceptado la competencia de la Comisión para tramitar denuncias entre 
Estados (artículo 45). Esto indica la gran importancia que la Convención atribuye 
a las obligaciones de los Estados Partes frente a los individuos, las cuales pueden 
ser exigidas de una vez, sin la mediación de otro Estado.
33. Desde este punto de vista, y considerando que fue diseñada para proteger los 
derechos fundamentales del hombre independientemente de su nacionalidad, frente 
a su propio Estado o a cualquier otro, la Convención no puede ser vista sino como 
lo que ella es en realidad: un instrumento o marco jurídico multilateral que capa-
cita a los Estados para comprometerse, unilateralmente, a no violar los derechos 
humanos de los individuos bajo su jurisdicción.
34. En este contexto sería manifiestamente irrazonable concluir que la referencia 
del artículo 75 a la Convención de Viena, obliga a la aplicación del régimen legal 
establecido por el artículo 20.4 de la última, según el cual la entrada en vigor de 
una ratificación con reserva, depende de su aceptación por otro Estado. Un tratado 
que da tal importancia a la protección del individuo, que abre el derecho de pe-
tición individual desde el momento de la ratificación, difícilmente puede decirse 
que tienda a retrasar la entrada en vigencia del tratado hasta que por lo menos 
otro Estado esté dispuesto a aceptar al Estado reservante como Parte. Dado el 
marco institucional y normativo de la Convención, tal atraso no cumpliría ningún 
propósito útil.
35. Para los fines del presente análisis, la referencia del artículo 75 a la Convención 
de Viena sólo tiene sentido si se entiende como una autorización expresa destinada 
a permitir a los Estados cualesquiera reservas que consideren apropiadas, siempre 
y cuando éstas no sean incompatibles con el objeto y fin del tratado. Como tales, 



552 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

cu
ar

ta
 |

 V
ol

um
en

 X
II se puede decir que ellas se rigen por el artículo 20.1 de la Convención de Viena y, 

consecuentemente, no están sujetas a la aceptación de ningún otro Estado Parte.
37. Habiendo concluido que las reservas expresamente autorizadas por el artículo 75, 
esto es, todas las compatibles con el objeto y fin de la Convención, no requieren 
aceptación de los Estados Partes, la Corte opina que los instrumentos de ratificación 
o adhesión que las contienen entran en vigor, de acuerdo con el artículo 74, desde 
el momento de su depósito.
38. Desde luego, los Estados Partes tienen un legítimo interés en excluir reservas 
incompatibles con el objeto y fin de la Convención, y son libres de afirmar ese su interés 
mediante los mecanismos consultivos y jurisdiccionales establecidos por aquélla; 
pero no tienen interés en retrasar la entrada en vigor de la misma ni, por ende, 
la protección que ésta ofrece a los individuos en relación con los Estados que la 
ratifiquen o se adhieran a ella con reservas.
40. Por las razones expuestas, en interpretación de los artículos 74 y 75 de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, sobre la fecha efectiva de entrada 
en vigencia de ésta respecto de un Estado que la ratifique o se adhiera a ella con 
una o más reservas.

Opinión Consultiva OC-3/83 del 8 de septiembre de 1983. Serie A, núm. 3, párrafos 62, 
63, 64, 65 y 66.
62. Las reservas tienen el efecto de excluir o modificar las disposiciones del tratado 
y quedan integradas a él en cuanto a las relaciones entre el Estado que las formuló y  
aquellos respecto de los cuales son efectivas. Por ello, dejando nuevamente de lado 
la cuestión del valor recíproco de las reservas, que no es plenamente aplicable en el 
ámbito de los derechos humanos, es preciso concluir que la interpretación cabal del 
tratado implica la de las reservas, la que debe someterse tanto a las reglas propias 
del derecho internacional general como a aquéllas específicas que se encuentran 
en la misma Convención.
63. En ese orden de ideas la reserva debe interpretarse de conformidad con lo 
que textualmente expresa, de acuerdo con el sentido corriente que deba atribuirse 
a los términos en que haya sido formulada y dentro del contexto general del tra-
tado, del cual la misma reserva forma parte, a menos que la interpretación deje 
ambiguo u oscuro el sentido o conduzca a un resultado manifiestamente absurdo 
o irrazonable. Lo contrario conduciría a considerar, finalmente, que el Estado es 
el único árbitro del cumplimiento de sus obligaciones internacionales en todas 
las materias vinculadas con la reserva e, incluso, en todas aquellas que el Estado 
posteriormente considerara vinculadas con ésta, por obra de una declaración de 
intención sobrevenida. 
64. Sin embargo, la Convención de Viena excluye claramente la última posibilidad, 
pues dispone que el único momento posible para formular una reserva es el de la 
manifestación del consentimiento, es decir, el de la firma, ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión (artículo 19 de la Convención de Viena). De manera que, 
sin excluir la posibilidad de recurrir en ciertas circunstancias especiales a medios 
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primacía del texto. Cualquier otro enfoque de este asunto impediría a los otros 
Estados contratantes conocer con certeza el contenido de la reserva. 
65. La interpretación de las reservas debe tener en cuenta el objeto y fin del tratado 
que, en el caso de la Convención, es “la protección de los derechos fundamentales 
de los seres humanos, independientemente de su nacionalidad, tanto frente a su 
propio Estado como frente a los otros Estados contratantes” (El efecto de las re-
servas, supra 42, párrafo núm. 29). De hecho el propósito perseguido por la Con-
vención constituye un verdadero límite al efecto de las reservas que se le formulen. 
Si la condición para la admisibilidad de reservas a la Convención es que las 
mismas sean compatibles con el objeto y fin del tratado, es preciso concluir que 
dichas reservas deben interpretarse en el sentido que mejor se adecue a dicho objeto 
y fin.
66. Por último, como consecuencia de la integración de la reserva al conjunto del 
tratado, la Corte considera que para interpretarla debe acudirse igualmente a las 
reglas del artículo 29 de la Convención. De ahí que, en el mismo sentido que orienta 
las consideraciones anteriores, deba concluirse que, en aplicación del párrafo a) de 
dicho artículo, una reserva no puede ser interpretada de tal modo que conduzca a 
limitar el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención 
en mayor medida que la prevista en la reserva misma. 

Responsabilidad de los Estados parte

Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C, 
núm. 4, párrafo 184.
184. Según el principio de Derecho Internacional de la identidad o continuidad del 
Estado, la responsabilidad subsiste con independencia de los cambios de gobierno 
en el transcurso del tiempo y, concretamente, entre el momento en que se comete 
el hecho ilícito que genera la responsabilidad y aquél en que ella es declarada. Lo 
anterior es válido también en el campo de los derechos humanos aunque, desde 
un punto de vista ético o político, la actitud del nuevo gobierno sea mucho más 
respetuosa de esos derechos que la que tenía el gobierno en la época en la que las 
violaciones se produjeron.

Ivcher Bronstein vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 6 de febrero de 
2001. Serie C, núm. 74, párrafo 168.
168. Ya este Tribunal ha establecido, con fundamento en el artículo 1.1 de la Con-
vención Americana, que el Estado está obligado a respetar los derechos y liberta-
des reconocidos en ella y a organizar el poder público para garantizar a las perso-
nas bajo su jurisdicción el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Según 
las normas del derecho de la responsabilidad internacional del Estado aplicables 
en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la acción u omisión de 
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hecho imputable al Estado que compromete su responsabilidad en los términos 
previstos por la misma Convención Americana.

Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua. Fondo, reparacio-
nes y costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C, núm. 79, párrafo 154.
154. Unido a lo anterior, se debe recordar lo ya establecido por este Tribunal, 
con fundamento en el artículo 1.1 de la Convención Americana, en el sentido de 
que el Estado está obligado a respetar los derechos y libertades reconocidos en la 
Convención y a organizar el poder público para garantizar a las personas bajo su 
jurisdicción el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Según las reglas del 
derecho de la responsabilidad internacional del Estado aplicables en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, la acción u omisión de cualquier autori-
dad pública, independientemente de su jerarquía, constituye un hecho imputable 
al Estado que compromete su responsabilidad en los términos previstos por la 
Convención Americana.

Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C, núm. 99, párrafo 120.
120. En casos similares, esta Corte ha establecido que “[e]l esclarecimiento de si 
el Estado ha violado o no sus obligaciones internacionales por virtud de las actua-
ciones de sus órganos judiciales, puede conducir a que el Tribunal deba ocuparse 
de examinar los respectivos procesos internos”. A la luz de lo anterior, se deben 
considerar los procedimientos internos como un todo, incluyendo las decisiones 
de los tribunales de apelación, y que la función del tribunal internacional es de-
terminar si la integralidad de los procedimientos, así como la forma en que fue 
producida la prueba, estuvieron conformes a las disposiciones internacionales.

19 Comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 5 de julio 
de 2004. Serie C, núm. 109, párrafo 140.
140. Es un principio básico del derecho de la responsabilidad internacional del 
Estado, recogido por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que tal 
responsabilidad puede generarse por actos u omisiones de cualquier poder, órgano 
o agente estatal, independientemente de su jerarquía, que violen los derechos inter-
nacionalmente consagrados. Además, la Corte ha considerado que “un hecho ilícito 
violatorio de los derechos humanos que inicialmente no resulte imputable directa-
mente a un Estado, por ejemplo, por ser obra de un particular o por no haberse iden-
tificado al autor de la transgresión, puede acarrear la responsabilidad internacional 
del Estado, no por ese hecho en sí mismo, sino por falta de la debida diligencia para 
prevenir la violación o para tratarla en los términos requeridos por la Convención”.

Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 8 de julio de 2004. Serie C, núm. 110, párrafos 73 y 76.
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tiene por fin proporcionar al individuo medios de protección de los derechos hu-
manos reconocidos internacionalmente frente al Estado. En la jurisdicción inter-
nacional, las partes y la materia de la controversia son, por definición, distintas 
de la jurisdicción interna. Como lo ha señalado en otras ocasiones, en el presente 
caso la Corte tiene atribuciones para establecer la responsabilidad internacional del 
Estado y sus consecuencias jurídicas, no así para investigar y sancionar la conducta 
individual de los agentes del Estado que hubiesen participado en las violaciones.
76. La Corte considera igualmente que, conforme a lo establecido en el capítulo 
de hechos probados, la responsabilidad del Estado se ve agravada por existir en el 
Perú en la época de los hechos una práctica sistemática de violaciones de derechos 
humanos, entre ellas ejecuciones extrajudiciales, de personas sospechosas de per-
tenecer a grupos armados realizadas por agentes estatales siguiendo órdenes de 
jefes militares y policiales. Dichas violaciones graves infringen el jus cogens inter-
nacional. Asimismo, para la determinación de la responsabilidad agravada, se debe 
tomar en cuenta que las presuntas víctimas de este caso eran niños.

Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C, núm. 134, párrafo 211.
211. La Corte recuerda que el Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
tiene por fin proporcionar al individuo medios de protección de los derechos hu-
manos reconocidos internacionalmente frente al Estado (sus órganos, sus agentes, 
y todos aquellos que actúan en su nombre). En la jurisdicción internacional las 
partes y la materia de la controversia son, por definición, distintas de las de la 
jurisdicción interna. Al establecer la responsabilidad internacional del Estado con 
motivo de la violación a los derechos consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la 
Convención Americana, el aspecto sustancial de la controversia ante la Corte no es 
si en el ámbito interno se emitieron sentencias o se llegó a acuerdos conciliatorios 
por responsabilidad administrativa o civil de un órgano estatal, en relación con 
las violaciones cometidas en perjuicio de los familiares de algunas víctimas de los 
hechos de Mapiripán, sino si los procesos internos permitieron que se garantizara 
un verdadero acceso a la justicia conforme a los estándares previstos en la Con-
vención Americana.

Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. 
Serie C, núm. 140, párrafos 113 y 116.
113. La Corte también ha reconocido que puede generarse responsabilidad inter-
nacional del Estado por atribución a éste de actos violatorios de derechos humanos 
cometidos por terceros o particulares, en el marco de las obligaciones del Estado 
de garantizar el respeto de esos derechos entre individuos (…). 
116. Al respecto, la Corte ya ha establecido que la responsabilidad estatal bajo la 
Convención Americana sólo puede ser exigida a nivel internacional después de 
que el Estado haya tenido la oportunidad de reparar el daño ocasionado por sus 
propios medios, y la atribución de la misma a un Estado por actos de agentes es-
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circunstancias de cada caso, así como a los correlativos deberes especiales de 
prevención y protección aplicables al mismo. Si bien esta atribución se realiza con 
base en el Derecho Internacional, las diversas formas y modalidades que pueden 
asumir los hechos en situaciones violatorias de derechos humanos hacen poco 
menos que ilusoria la pretensión de que el Derecho Internacional defina en forma 
taxativa —o cerrada o numerus clausus— todas las hipótesis o situaciones —o es-
tructuras— de atribuibilidad o imputabilidad al Estado de cada una de las posibles 
y eventuales acciones u omisiones de agentes estatales o de particulares.

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C, núm. 148, párrafos 151 y 402.
151. Corresponde a la Corte decidir si tales hechos originan la responsabilidad 
internacional del Estado, lo cual exige un examen detenido respecto de las con-
diciones en las cuales un determinado acto u omisión que lesione uno o más de 
los derechos consagrados por la Convención Americana puede ser atribuido a un 
Estado Parte y, en consecuencia, comprometer su responsabilidad según las reglas 
del derecho internacional.
402. La Corte reitera su jurisprudencia constante en el sentido de que ninguna 
ley ni disposición de derecho interno puede impedir a un Estado cumplir con la 
obligación de investigar y sancionar a los responsables de violaciones de derechos 
humanos. En particular, son inaceptables las disposiciones de amnistía, las reglas 
de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pre-
tendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones 
graves de los derechos humanos, como las del presente caso. El Tribunal reitera 
que la obligación del Estado de investigar de manera adecuada y sancionar, en su 
caso, a los responsables, debe cumplirse diligentemente para evitar la impunidad 
y que este tipo de hechos vuelvan a repetirse.

Ximenes Lopes vs. Brasil. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de julio de 2006. 
Serie C, núm. 149, párrafo 86.
86. Los supuestos de responsabilidad estatal por violación a los derechos consa-
grados en la Convención, pueden ser tanto las acciones u omisiones atribuibles 
a órganos o funcionarios del Estado, como la omisión del Estado en prevenir que 
terceros vulneren los bienes jurídicos que protegen los derechos humanos. No 
obstante, entre esos dos extremos de responsabilidad, se encuentra la conducta 
descrita en la Resolución de la Comisión de Derecho Internacional, de una persona 
o entidad, que si bien no es un órgano estatal, está autorizada por la legislación del 
Estado para ejercer atribuciones de autoridad gubernamental. Dicha conducta, ya 
sea de persona física o jurídica, debe ser considerada un acto del Estado, siempre 
y cuando estuviere actuando en dicha capacidad.

Servellón García y otros vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 21 
de septiembre de 2006. Serie C, núm. 152, párrafo 107.
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genera en forma inmediata con el ilícito internacional atribuido al Estado, y es 
consecuencia de todo menoscabo a los derechos humanos que pueda ser atribuido 
a la acción, y también a la omisión, de cualquier poder u órgano de éste. La res-
ponsabilidad internacional puede configurarse aún en ausencia de intencionalidad, 
y hechos violatorios de la Convención son de responsabilidad del Estado indepen-
dientemente de que éstos sean o no consecuencia de una política estatal deliberada.

Goiburú y otros vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 22 de sep-
tiembre de 2006. Serie C, núm. 153, párrafos 66 y 82.
66. La Corte considera que la preparación y ejecución de la detención y posterior 
tortura y desaparición de las víctimas no habrían podido perpetrarse sin las órdenes 
superiores de las jefaturas de policía, inteligencia y del mismo jefe de Estado de 
ese entonces, o sin la colaboración, aquiescencia y tolerancia, manifestadas en 
diversas acciones realizadas en forma coordinada o concatenada, de miembros 
de las policías, servicios de inteligencia e inclusive diplomáticos de los Estados 
involucrados. Los agentes estatales no sólo faltaron gravemente a sus deberes de 
prevención y protección de los derechos de las presuntas víctimas, consagrados 
en el artículo 1.1 de la Convención Americana, sino que utilizaron la investidura 
oficial y recursos otorgados por el Estado para cometer las violaciones. En tanto 
Estado, sus instituciones, mecanismos y poderes debieron funcionar como garantía 
de protección contra el accionar criminal de sus agentes. No obstante, se verificó 
una instrumentalización del poder estatal como medio y recurso para cometer la 
violación de los derechos que debieron respetar y garantizar, ejecutada mediante 
la colaboración interestatal señalada. Es decir, el Estado se constituyó en factor 
principal de los graves crímenes cometidos, configurándose una clara situación de 
terrorismo de Estado.
82. Al respecto, en su jurisprudencia constante sobre casos de desaparición forzada 
de personas, la Corte ha reiterado que ésta constituye un hecho ilícito que genera 
una violación múltiple y continuada de varios derechos protegidos por la Convención 
Americana y coloca a la víctima en un estado de completa indefensión, acarreando 
otros delitos conexos. La responsabilidad internacional del Estado se ve agravada 
cuando la desaparición forma parte de un patrón sistemático o práctica aplicada o 
tolerada por el Estado. Se trata, en suma, de un delito de lesa humanidad que 
implica un craso abandono de los principios esenciales en que se fundamenta el 
sistema interamericano. Si bien la comunidad internacional adoptó la primera de-
claración y el primer tratado empleando la calificación de desaparición forzada 
de personas recién en 1992 y 1994, respectivamente, ya en la década de los setenta 
el tema era analizado como tal en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y fue desarrollado a partir de la década de los ochenta en el marco del 
sistema de Naciones Unidas. Por su parte, en el sistema regional interamericano se 
había utilizado frecuentemente dicha calificación para referirse a ese conjunto de hechos 
y violaciones como un delito contra la humanidad. Incluso es caracterizado como tal 
por el artículo 7(1) (i) del Estatuto de la Corte Penal Internacional de 1998, 
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los miembros de una población civil. Esta caracterización del delito de referencia 
ha sido reiterada en el texto de los artículos 5 y 8(1) (b) de la Convención Inter-
nacional de Naciones Unidas sobre la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas, aprobada en junio de 2006 por el recién creado Consejo 
de Derechos Humanos de Naciones Unidas.

Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 11 de mayo de 2007. Serie C, núm. 163, párrafos 78 y 102.
78. Este Tribunal recuerda que ya se ha pronunciado sobre la responsabilidad 
internacional de Colombia por haber emitido un marco legal a través del cual se 
propició la creación de grupos de autodefensa que derivaron en paramilitares y por 
la falta de adopción de todas las medidas necesarias para terminar de forma efec-
tiva con la situación de riesgo creada por el propio Estado a través de dichas 
normas. Además, ha declarado la responsabilidad de Colombia por el incumpli-
miento de su deber de garantía por no haber adoptado medidas efectivas de pre-
vención y protección de la población civil que se encontraba en una situación de 
riesgo razonablemente previsible por parte de miembros de las Fuerzas Armadas o 
de seguridad del Estado respecto de grupos paramilitares. Asimismo, en varias opor-
tunidades la Corte ha determinado la responsabilidad de Colombia en casos de 
violaciones cometidas por grupos paramilitares con el apoyo, aquiescencia, parti-
cipación y colaboración de miembros de la Fuerza Pública.
102. La Corte observa que en el presente caso el Estado permitió la colaboración 
y participación de particulares en la realización de ciertas funciones (tales como 
patrullaje militar de zonas de orden público, utilizando armas de uso privativo 
de las fuerzas armadas o en desarrollo de actividades de inteligencia militar), que 
por lo general son de competencia exclusiva del Estado y donde éste adquiere una 
especial función de garante. En consecuencia, el Estado es directamente respon-
sable, tanto por acción como por omisión, de todo lo que hagan estos particulares 
en ejercicio de dichas funciones, más aún si se tiene en cuenta que los particulares 
no están sometidos al escrutinio estricto que pesa sobre un funcionario público 
respecto al ejercicio de sus funciones. Fue de tal magnitud esta situación en la 
que particulares colaboraron en el desarrollo de dichas funciones, que cuando el 
Estado trató de adoptar las medidas para enfrentar el desborde en la actuación de 
los grupos paramilitares, estos mismos grupos, con el apoyo de agentes estatales, 
atentaron contra los funcionarios judiciales.

Zambrano Vélez y otros vs. Ecuador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de 
julio de 2007. Serie C, núm. 166, párrafo 103.
103. A su vez, este Tribunal ha establecido que el artículo 1.1 es fundamental para 
determinar si una violación de los derechos humanos reconocidos por la Conven-
ción puede ser atribuida a un Estado Parte en todo su alcance. De tal modo, todo 
menoscabo a los derechos humanos reconocidos en la Convención que pueda ser 
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naatribuido, según las reglas del Derecho Internacional, a la acción u omisión de 
cualquier autoridad pública, constituye un hecho imputable al Estado que com-
promete su responsabilidad internacional en los términos previstos por la misma 
Convención y según el Derecho Internacional general. Es un principio de Derecho 
Internacional que el Estado responde por los actos y omisiones de sus agentes 
realizados al amparo de su carácter oficial, aun si actúan fuera de los límites de 
su competencia.

Albán Cornejo y otros vs. Ecuador. Fondo, reparaciones, y costas. Sentencia de 22 de 
noviembre de 2007. Serie C, núm. 171, párrafo 119.
119. La responsabilidad estatal puede surgir cuando un órgano o funcionario del 
Estado o de una institución de carácter público afecte indebidamente, por acción u 
omisión, algunos de los bienes jurídicos protegidos por la Convención Americana. 
También puede provenir de actos realizados por particulares, como ocurre cuando 
el Estado omite prevenir o impedir conductas de terceros que vulneren los referidos 
bienes jurídicos. En este orden de consideraciones, cuando se trata de competen-
cias esenciales relacionadas con la supervisión y fiscalización de la prestación de 
servicios de interés público, como la salud, sea por entidades públicas o privadas 
(como es el caso de un hospital privado), la responsabilidad resulta por la omisión 
en el cumplimiento del deber de supervisar la prestación del servicio para proteger 
el bien respectivo.

Perozo y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 28 de enero de 2009. Serie C, núm. 195, párrafos 120, y 121.
120. La Corte ha señalado que la responsabilidad internacional del Estado puede 
generarse por actos violatorios cometidos por terceros, que en principio no le serían 
atribuibles. Esto ocurre si el Estado incumple, por acción u omisión de sus agentes 
que se encuentren en posición de garantes de derechos humanos, las obligaciones 
erga omnes contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención.
121. La Corte también ha señalado que un Estado no es responsable por cualquier 
violación de derechos humanos cometida por particulares. El carácter erga omnes 
de las obligaciones convencionales de garantía no implica una responsabilidad 
ilimitada de los Estados frente a cualquier acto de particulares. Debe atenderse a 
las circunstancias particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones 
de garantía, considerando la previsibilidad de un riesgo real e inmediato.

Kawas Fernández vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 3 de abril 
de 2009. Serie C, núm. 196, párrafo 78.
78. Al respecto, la Corte ha advertido que esta obligación se mantiene “cualquiera 
que sea el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, aún los 
par ticulares, pues, si sus hechos no son investigados con seriedad, resultarían, en 
cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que comprometería la responsabi-
lidad internacional del Estado”.
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nes y costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 205, párrafo 280.
280. Ahora bien, conforme a jurisprudencia de la Corte es claro que un Estado no 
puede ser responsable por cualquier violación de derechos humanos cometida 
entre particulares dentro de su jurisdicción. En efecto, las obligaciones conven-
cionales de garantía a cargo de los Estados no implican una responsabilidad ilimi-
tada de los Estados frente a cualquier acto o hecho de particulares, pues sus de-
beres de adoptar medidas de prevención y protección de los particulares en sus 
relaciones entre sí se encuentran condicionados al conocimiento de una situación 
de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinado y 
a las posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo. Es decir, aunque un 
acto u omisión de un particular tenga como consecuencia jurídica la violación de 
determinados derechos humanos de otro particular, aquél no es automáticamente 
atribuible al Estado, pues debe atenderse a las circunstancias particulares del caso 
y a la concreción de dichas obligaciones de garantía.

Fernández Ortega y otros vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C, núm. 215, párrafo 103.
103. Como punto de partida, la Corte estima conveniente destacar que a efectos 
de la responsabilidad internacional del Estado, el hecho de si fue uno o fueron 
varios los agentes estatales que violaron sexualmente a la señora Fernández Ortega 
no resulta relevante. Este Tribunal recuerda que no le corresponde determinar 
responsabilidades individuales, cuya definición compete a los tribunales penales 
internos, sino conocer los hechos traídos a su conocimiento y calificarlos en el 
ejercicio de su competencia contenciosa, según la prueba presentada por las partes.

Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 
27 de junio de 2012. Serie C, núm. 245, párrafo 245.
245. Es claro que un Estado no puede ser responsable por cualquier situación de 
riesgo al derecho a la vida. Teniendo en cuenta las dificultades que implica la plani-
ficación y adopción de políticas públicas y las elecciones de carácter operativo que 
deben ser tomadas en función de prioridades y recursos, las obligaciones positivas 
del Estado deben interpretarse de forma que no se imponga a las autoridades una 
carga imposible o desproporcionada. Para que surja esta obligación positiva, debe 
establecerse que al momento de los hechos las autoridades sabían o debían saber 
de la existencia de una situación de riesgo real e inmediato para la vida de un in-
dividuo o grupo de individuos determinados, y no tomaron las medidas necesarias 
dentro del ámbito de sus atribuciones que razonablemente podían esperarse para 
prevenir o evitar ese riesgo.

Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C, núm. 252, párrafo 142.
142. El Tribunal ha establecido que, de acuerdo con el artículo 1.1 de la Conven-
ción, los Estados están obligados a respetar y garantizar los derechos humanos 
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nareconocidos en ella. La responsabilidad internacional del Estado se funda en actos 
u omisiones de cualquier poder u órgano de éste, independientemente de su jerar-
quía, que violen la Convención Americana.

Castillo González y otros vs. Venezuela. Fondo. Sentencia de 27 de noviembre de 2012. 
Serie C, núm. 256, párrafo 110.
110. En relación con lo señalado, la Corte ha afirmado, de conformidad con un prin-
cipio básico del derecho de la responsabilidad internacional del Estado, que todo 
Estado es internacionalmente responsable por actos u omisiones que menoscaben 
los derechos humanos reconocidos en la Convención y que puedan ser atribuidos, 
según las reglas del Derecho Internacional a cualesquiera de sus poderes u órganos.

Veliz Franco y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C, núm. 277, párrafos 139 y 195.
139. Sobre el primer momento —antes de la desaparición de la víctima— la 
Corte, de modo análogo a cómo lo ha hecho con anterioridad, considera que 
la eventual falta de prevención de la desaparición no conlleva per se la responsa-
bilidad internacional del Estado porque, a pesar de que éste conocía o debía cono-
cer una situación de incremento de actos violentos que involucraba actos cometidos 
contra mujeres, inclusive niñas, no ha sido establecido que tenía conocimiento de 
un riesgo real e inmediato para la víctima de este caso. Aunque el contexto en este 
caso y las “obligaciones internacionales le imponen al Estado una responsabili-
dad reforzada con respecto a la protección de mujeres”, en especial las niñas, 
que incluye el deber de prevención, no le imponen una responsabilidad ilimitada 
frente a cualquier hecho ilícito en contra de ellas. Además, en relación con este 
primer momento, el Tribunal nota que con anterioridad a diciembre de 2001, se 
efectuaron acciones estatales vinculadas a la problemática de la violencia contra 
mujeres.
195. Además, la jurisprudencia de la Corte ha señalado que un Estado puede ser 
responsable por dejar de “ordenar, practicar o valorar pruebas que hubieran sido 
de mucha importancia para el debido esclarecimiento de los homicidios”.

Restricciones

Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 2 de 
febrero de 2001. Serie C, núm. 72, párrafo 170.
170. Asimismo, la Convención no se limita a exigir la existencia de una ley para 
que sean jurídicamente lícitas las restricciones al goce y ejercicio de los derechos y 
libertades, sino que requiere que las leyes se dicten por razones de interés general 
y con el propósito para el cual han sido establecidas.
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fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 noviembre de 2012. Serie C, núm. 257, 
párrafo 273.
273. Al respecto, este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que un derecho 
puede ser restringido por los Estados siempre que las injerencias no sean abusivas 
o arbitrarias; por ello, deben estar previstas en ley en sentido formal y material, 
perseguir un fin legítimo y cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y pro-
porcionalidad. En el presente caso, la Corte ha resaltado que el “derecho absoluto 
a la vida del embrión” como base para la restricción de los derechos involucrados, 
no tiene sustento en la Convención Americana, razón por la cual no es necesario 
un análisis en detalle de cada uno de dichos requisitos, ni valorar las controversias 
respecto a la declaración de inconstitucionalidad en sentido formal por la presunta 
violación del principio de la reserva de ley. Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal 
estima pertinente exponer la forma en que el sacrificio de los derechos involucrados 
en el presente caso fue desmedido en relación con las ventajas que se aludían con 
la protección del embrión.

Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, núm. 184, 
párrafos 176 y 180.
176. El primer paso para evaluar si una restricción a un derecho establecido en la 
Convención Americana es permitida a la luz de dicho tratado consiste en examinar 
si la medida limitativa cumple con el requisito de legalidad. Ello significa que las 
condiciones y circunstancias generales que autorizan una restricción al ejercicio de 
un derecho humano determinado deben estar claramente establecidas por ley. La 
norma que establece la restricción debe ser una ley en el sentido formal y material.
180. El segundo límite de toda restricción se relaciona con la finalidad de la medida 
restrictiva; esto es, que la causa que se invoque para justificar la restricción sea 
de aquellas permitidas por la Convención Americana, previstas en disposiciones 
específicas que se incluyen en determinados derechos (por ejemplo las finalidades 
de protección del orden o salud públicas, de los artículos 12.3, 13.2.b y 15, entre 
otras), o bien, en las normas que establecen finalidades generales legítimas (por 
ejemplo, “los derechos y libertades de las demás personas”, o “las justas exigencias 
del bien común, en una sociedad democrática”, ambas en el artículo 32). 

Restricciones (Circulación)

Ricardo Canese vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2004. Serie C, núm. 111, párrafos 125, 129 y 133.
125. En primer término, la Corte destaca la importancia de la vigencia del prin-
cipio de legalidad en el establecimiento de una restricción al derecho de salir del 
país en una sociedad democrática, dada la alta incidencia que dicha restricción 
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natiene en el ejercicio de la libertad personal. Por ello, es necesario que el Estado 
defina de manera precisa y clara mediante una ley los supuestos excepcionales en 
los que puede proceder una medida como la restricción de salir del país. La falta 
de regulación legal impide la aplicación de tales restricciones, puesto que no se 
encontrará definido su propósito y los supuestos específicos en los cuales se hace in-
dispensable aplicar la restricción para cumplir con alguno de los fines indicados en 
el artículo 22.3 de la Convención, así como también impide al procesado presentar 
los alegatos que estime pertinentes sobre la imposición de tal medida. No obstante, 
cuando la restricción se encuentre contemplada por ley, su regulación debe carecer 
de ambigüedad de tal forma que no genere dudas en los encargados de aplicar la 
restricción permitiendo que actúen de manera arbitraria y discrecional realizando 
interpretaciones extensivas de la restricción, particularmente indeseable cuando se 
trata de medidas que afectan severamente bienes fundamentales, como la libertad.
129. Después de haber analizado la legalidad de la restricción, la Corte considera 
indispensable destacar que las medidas cautelares que afectan la libertad personal 
y el derecho de circulación del procesado tienen un carácter excepcional, ya que se 
encuentran limitadas por el derecho a la presunción de inocencia y los principios 
de necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrática. 
La jurisprudencia internacional y la normativa penal comparada coinciden en que 
para aplicar tales medidas cautelares en el proceso penal deben existir indicios 
suficientes que permitan suponer razonablemente la culpabilidad del imputado y 
que se presente alguna de las siguientes circunstancias: peligro de fuga del impu-
tado; peligro de que el imputado obstaculice la investigación; y peligro de que 
el imputado cometa un delito, siendo esta última cuestionada en la actualidad. 
Asimismo, dichas medidas cautelares no pueden constituirse en un sustituto de la 
pena privativa de libertad ni cumplir los fines de la misma, lo cual puede suceder 
si se continúa aplicando cuando ha dejado de cumplir con las funciones arriba 
mencionadas. De lo contrario, la aplicación de una medida cautelar que afecte la 
libertad personal y el derecho de circulación del procesado sería lo mismo que 
anticipar una pena a la sentencia, lo cual contradice principios generales del de-
recho universalmente reconocidos.
133. La Corte considera que la restricción al derecho a salir del país que se imponga 
en un proceso penal mediante una medida cautelar debe guardar proporcionalidad 
con el fin legítimo perseguido, de manera que se aplique solamente si no existe otro 
medio menos restrictivo y durante el tiempo estrictamente necesario para cumplir 
con su función, en este caso la de evitar la fuga del señor Canese.

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafo 142.
142. Por otra parte, este Tribunal ha señalado que el derecho de circulación y de 
residencia puede ser vulnerado por restricciones de facto si el Estado no ha esta-
blecido las condiciones ni provisto los medios que permiten ejercerlo, por ejemplo 
cuando una persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee 
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torio de que se trate, incluso cuando las amenazas y hostigamientos provienen de 
actores no estatales.

Liakat Ali Alibux vs. Surinam. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C, núm. 276, párrafo 132.
132. En este sentido, la Corte ha establecido que el derecho de circulación y re-
sidencia, incluido el derecho a salir del país, pueden ser objeto de restricciones, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 22.3 y 30 de la Convención. No 
obstante, para establecer tales restricciones los Estados deben observar los requi-
sitos de legalidad, necesidad y proporcionalidad.

Restricciones (Derechos políticos)

Yatama vs. Nicaragua. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 23 de junio de 2005. Serie C, núm. 127, párrafos 204, 206, 216 y 219.
204. De acuerdo al artículo 29.a) de la Convención no se puede limitar el alcance 
pleno de los derechos políticos de manera que su reglamentación o las decisiones 
que se adopten en aplicación de ésta se conviertan en un impedimento para que las 
personas participen efectivamente en la conducción del Estado o se torne ilusoria 
dicha participación, privando a tales derechos de su contenido esencial.
206. La previsión y aplicación de requisitos para ejercitar los derechos políticos no 
constituyen, per se, una restricción indebida a los derechos políticos. Esos derechos 
no son absolutos y pueden estar sujetos a limitaciones. Su reglamentación debe 
observar los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad en una sociedad 
democrática. La observancia del principio de legalidad exige que el Estado defina 
de manera precisa, mediante una ley, los requisitos para que los ciudadanos puedan 
participar en la contienda electoral, y que estipule claramente el procedimiento 
electoral que antecede a las elecciones. De acuerdo al artículo 23.2 de la Conven-
ción se puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a las que 
se refiere el inciso 1 de dicho artículo, exclusivamente por las razones establecidas 
en ese inciso. La restricción debe encontrarse prevista en una ley, no ser discrimi-
natoria, basarse en criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que 
la torne necesaria para satisfacer un interés público imperativo, y ser proporcional 
a ese objetivo. Cuando hay varias opciones para alcanzar ese fin, debe escogerse 
la que restrinja menos el derecho protegido y guarde mayor proporcionalidad con 
el propósito que se persigue.
216. Los partidos políticos y las organizaciones o grupos que participan en la 
vida del Estado, como es el caso de los procesos electorales en una sociedad de-
mocrática, deben tener propósitos compatibles con el respeto de los derechos y 
libertades consagrados en la Convención Americana. En este sentido, el artículo 
16 de dicho tratado establece que el ejercicio del derecho a asociarse libremente 
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na“sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias 
en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad 
o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y 
libertades de los demás”.
219. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte estima que la limitación 
analizada en los párrafos precedentes constituye una restricción indebida al ejer-
cicio de un derecho político, que implica un límite innecesario al derecho a ser 
elegido, tomando en cuenta las circunstancias del presente caso, a las que no son 
necesariamente asimilables todas las hipótesis de agrupaciones para fines políticos 
que pudieran presentarse en otras sociedades nacionales o sectores de una misma 
sociedad nacional.

Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones preliminares, fondo, repa-
raciones y costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, núm. 184, párrafos 161, 
181 y 185.
161. Como se desprende de lo anterior, la Corte estima que no es posible aplicar 
al sistema electoral que se establezca en un Estado solamente las limitaciones del 
párrafo 2 del artículo 23 de la Convención Americana. Sin embargo, las medidas 
que los Estados adoptan con el fin de garantizar el ejercicio de los derechos con-
vencionales no están excluidas de la competencia de la Corte Interamericana 
cuando se alega una violación de los derechos humanos previstos en la Convención. 
Consecuentemente, la Corte debe examinar si uno de esos aspectos vinculados a 
la organización y reglamentación del proceso electoral y de los derechos políticos, la 
exclusividad de nominación de candidatos a cargos federales por parte de los 
partidos políticos, implica una restricción indebida a los derechos humanos con-
sagrados en la Convención.
181. A diferencia de otros derechos que establecen específicamente en su articu-
lado las finalidades legítimas que podrían justificar las restricciones a un derecho, 
el artículo 23 de la Convención no establece explícitamente las causas legítimas o 
las finalidades permitidas por las cuales la ley puede regular los derechos políticos. 
En efecto, dicho artículo se limita a establecer ciertos aspectos o razones (capaci-
dad civil o mental, edad, entre otros) con base en los cuales los derechos políticos 
pueden ser regulados en relación con los titulares de ellos pero no determina de 
manera explícita las finalidades, ni las restricciones específicas que necesariamente 
habrá que imponer al diseñar un sistema electoral, tales como requisitos de resi-
dencia, distritos electorales y otros. Sin embargo, las finalidades legítimas que las 
restricciones deben perseguir se derivan de las obligaciones que se desprenden 
del artículo 23.1 de la Convención, a las que se ha hecho referencia anteriormente.
185. En el sistema interamericano existe un tercer requisito que debe cumplirse para 
considerar la restricción de un derecho compatible con la Convención Americana. 
La Corte Interamericana ha sostenido que para que una restricción sea permitida 
a la luz de la Convención debe ser necesaria para una sociedad democrática. Este 
requisito, que la Convención Americana establece de manera explícita en ciertos 
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tículo 22), ha sido incorporado como pauta de interpretación por el Tribunal y como 
requisito que califica a todas las restricciones a los derechos de la Convención, 
incluidos los derechos políticos. 

López Mendoza vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 de septiembre 
de 2011. Serie C, núm. 233, párrafo 107.
107. El artículo 23.2 de la Convención determina cuáles son las causales que 
permiten restringir los derechos reconocidos en el artículo 23.1, así como, en su 
caso, los requisitos que deben cumplirse para que proceda tal restricción. En el 
presente caso, que se refiere a una restricción impuesta por vía de sanción, debe-
ría tratarse de una “condena, por juez competente, en proceso penal”. Ninguno 
de esos requisitos se ha cumplido, pues el órgano que impuso dichas sanciones 
no era un “juez competente”, no hubo “condena” y las sanciones no se aplicaron 
como resultado de un “proceso penal”, en el que tendrían que haberse respetado 
las garantías judiciales consagradas en el artículo 8 de la Convención Americana.

Argüelles y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 288, párrafo 222.
222. Por su parte, el párrafo 2 del artículo 23 de la Convención establece que la ley 
puede reglamentar el ejercicio y las oportunidades a tales derechos, exclusivamente 
en razón de la “edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o 
mental, o condena, por juez competente, en proceso penal”. La disposición que señala 
las causales por las cuales se puede restringir el uso de los derechos del párrafo 
1 tiene como propósito único —a la luz de la Convención en su conjunto y de sus 
principios esenciales— evitar la posibilidad de discriminación contra individuos 
en el ejercicio de sus derechos políticos. Asimismo, es evidente que estas causales 
se refieren a las condiciones habilitantes que la ley puede imponer para ejercer los 
derechos políticos, y las restricciones basadas en esos criterios son comunes en 
las legislaciones electorales nacionales, que prevén el establecimiento de edades 
mínimas para votar y ser votado, ciertos vínculos con el distrito electoral donde se 
ejerce el derecho, entre otras regulaciones. Siempre que no sean desproporcionados o 
irrazonables, se trata de límites que legítimamente los Estados pueden establecer para 
regular el ejercicio y goce de los derechos políticos y que se refieren a ciertos requi-
sitos que los titulares de los derechos políticos deben cumplir para poder ejercerlos.

Salud

Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) vs. Costa Rica. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 noviembre de 2012. Serie C, núm. 
257, párrafo 148.
148. La Corte ha señalado que los Estados son responsables de regular y fiscalizar 
la prestación de los servicios de salud para lograr una efectiva protección de los 
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naderechos a la vida y a la integridad personal. La salud constituye un estado de 
completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de afeccio-
nes o enfermedades. En relación con el derecho a la integridad personal, cabe 
resaltar que para el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la 
salud genésica significa que “la mujer y el hombre están en libertad para decidir 
si desean reproducirse y en qué momento, y tienen el derecho de estar informados 
y tener acceso a métodos de planificación familiar seguros, eficaces, asequibles y 
aceptables de su elección, así como el derecho de acceso a los pertinentes servicios 
de atención de la salud”. El Programa de Acción de la Conferencia Internacional 
sobre la Población y el Desarrollo, celebrada en El Cairo en 1994, y la Declaración 
y el Programa de Acción de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, cele-
brada en Beijing en 1995, contienen definiciones de la salud reproductiva y de la 
salud de la mujer. De acuerdo a la Conferencia Internacional sobre la Población y 
el Desarrollo, “los derechos reproductivos abarcan ciertos derechos humanos que 
ya están reconocidos en las leyes nacionales, en los documentos internacionales 
sobre derechos humanos y en otros documentos pertinentes de las Naciones Unidas 
aprobados por consenso. Esos derechos se basan en el reconocimiento del derecho 
básico de todas las parejas e individuos a decidir libre y responsablemente el 
número de hijos, el espaciamiento de los nacimientos y el intervalo entre éstos y 
a disponer de la información y de los medios para ello y el derecho a alcanzar el 
nivel más elevado de salud sexual y reproductiva”. Además, adoptando un concepto 
amplio e integral de salud sexual y reproductiva, se señaló que:
La salud reproductiva es un estado general de bienestar físico, mental y social, y no 
de mera ausencia de enfermedades o dolencias, en todos los aspectos relacionados 
con el sistema reproductivo y sus funciones y procesos. En consecuencia, la salud 
reproductiva entraña la capacidad de disfrutar de una vida sexual satisfactoria y 
sin riesgos y de procrear, y la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, cuándo 
y con qué frecuencia. Esta última condición lleva implícito el derecho del hombre y 
la mujer a obtener información y de planificación de la familia de su elección, 
así como a otros métodos para la regulación de la fecundidad que no estén legal-
mente prohibidos, y acceso a métodos seguros, eficaces, asequibles y aceptables, 
el derecho a recibir servicios adecuados de atención de la salud que permitan los 
embarazos y los partos sin riesgos y den a las parejas las máximas posibilidades 
de tener hijos sanos.

Sistema electoral

Yatama vs. Nicaragua. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 23 de junio de 2005. Serie C, núm. 127, párrafos 199 y 207.
199. La participación mediante el ejercicio del derecho a ser elegido supone que 
los ciudadanos puedan postularse como candidatos en condiciones de igualdad 
y que puedan ocupar los cargos públicos sujetos a elección si logran obtener la 
cantidad de votos necesarios para ello.
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pación política, siempre y cuando sean razonables de acuerdo a los principios de 
la democracia representativa. Dichos estándares, deben garantizar, entre otras, la 
celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio uni-
versal, igual y secreto como expresión de la voluntad de los electores que refleje la 
soberanía del pueblo, tomando en cuenta que, según lo dispuesto en el artículo 6 
de la Carta Democrática Interamericana, “[p]romover y fomentar diversas formas 
de participación fortalece la democracia”, para lo cual se pueden diseñar normas 
orientadas a facilitar la participación de sectores específicos de la sociedad, tales 
como los miembros de las comunidades indígenas y étnicas.

Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, núm. 184, 
párrafos 149, 157, 158, 159, 162, 166, 193, 197, 200, 201 y 204.
149. El derecho y la oportunidad de votar y de ser elegido consagrados por el 
artículo 23.1.b de la Convención Americana se ejerce regularmente en elecciones 
periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto 
que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores. Más allá de estas 
características del proceso electoral (elecciones periódicas y auténticas) y de los 
principios del sufragio (universal, igual, secreto, que refleje la libre expresión 
de la voluntad popular), la Convención Americana no establece una modalidad 
específica o un sistema electoral particular mediante el cual los derechos a votar 
y ser elegido deben ser ejercidos. La Convención se limita a establecer determi-
nados estándares dentro de los cuales los Estados legítimamente pueden y deben 
regular los derechos políticos, siempre y cuando dicha reglamentación cumpla con 
los requisitos de legalidad, esté dirigida a cumplir con una finalidad legítima, sea 
necesaria y proporcional; esto es, sea razonable de acuerdo a los principios de la 
democracia representativa.
157. Esta obligación positiva consiste en el diseño de un sistema que permita que 
se elijan representantes para que conduzcan los asuntos públicos. En efecto, para 
que los derechos políticos puedan ser ejercidos, la ley necesariamente tiene que 
establecer regulaciones que van más allá de aquellas que se relacionan con ciertos 
límites del Estado para restringir esos derechos, establecidos en el artículo 23.2 de 
la Convención. Los Estados deben organizar los sistemas electorales y establecer un 
complejo número de condiciones y formalidades para que sea posible el ejercicio 
del derecho a votar y ser votado. 
158. El Estado, en consecuencia, no sólo tiene la obligación general establecida 
en el artículo 1 de la Convención de garantizar el goce de los derechos, sino que 
tiene directrices específicas para el cumplimiento de su obligación. El sistema 
electoral que los Estados establezcan de acuerdo a la Convención Americana debe 
hacer posible la celebración de elecciones periódicas auténticas, realizadas por 
sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
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navoluntad de los electores. Hay aquí, por lo tanto, un mandato específico al Estado 
en relación con la modalidad que debe escoger para cumplir con su obligación 
general de “garantizar” el goce de los derechos establecida en el artículo 1 de la 
Convención, cumplimiento que, como lo dice en forma general el artículo 1.1, no debe 
ser discriminatorio. 
159. En el ámbito de los derechos políticos la obligación de garantizar resulta espe-
cialmente relevante y se concreta, entre otros, en el establecimiento de los aspectos 
organizativos o institucionales de los procesos electorales, a través de la expedición 
de normas y la adopción de medidas de diverso carácter para implementar los 
derechos y oportunidades reconocidos en el artículo 23 de la Convención. Sin esa 
acción del Estado los derechos a votar y a ser votado, simplemente, no podrían ser 
ejercidos. Los derechos políticos y también otros previstos en la Convención como 
el derecho a la protección judicial, son derechos que “no pueden tener eficacia 
simplemente en virtud de las normas que los consagran, porque son por su misma 
naturaleza inoperantes sin toda una detallada regulación normativa e, incluso, sin 
un complejo aparato institucional, económico y humano que les dé la eficacia que 
reclaman, como derechos de la propia Convención […], si no hay códigos o leyes 
electorales, registros de electores, partidos políticos, medios de propaganda y mo-
vilización, centros de votación, juntas electorales, fechas y plazos para el ejercicio 
del sufragio, éste sencillamente no se puede ejercer, por su misma naturaleza; de 
igual manera que no puede ejercerse el derecho a la protección judicial sin que 
existan los tribunales que la otorguen y las normas procesales que la disciplinen 
y hagan posible”.
162. Previo a ello, la Corte considera necesario señalar que, en términos genera-
les, el derecho internacional no impone un sistema electoral determinado ni una 
modalidad determinada de ejercer los derechos a votar y a ser elegido. Ello se 
desprende de las normas que regulan los derechos políticos tanto en el ámbito 
universal como en el regional, y de las interpretaciones autorizadas realizadas por 
sus órganos de aplicación.
166. El sistema interamericano tampoco impone un sistema electoral determinado 
ni una modalidad específica para el ejercicio de los derechos a votar y a ser votado. 
La Convención Americana establece lineamientos generales que determinan un 
contenido mínimo de los derechos políticos y permite a los Estados que dentro de 
los parámetros convencionales regulen esos derechos de acuerdo a sus necesidades 
históricas, políticas, sociales y culturales, las que pueden variar de una sociedad a 
otra, e incluso en una misma sociedad, en distintos momentos históricos. 
193. La Corte considera que el Estado ha fundamentado que el registro de candi-
datos exclusivamente a través de partidos políticos responde a necesidades sociales 
imperiosas basadas en diversas razones históricas, políticas, sociales. La necesidad 
de crear y fortalecer el sistema de partidos como respuesta a una realidad histórica 
y política; la necesidad de organizar de manera eficaz el proceso electoral en una 
sociedad de 75 millones de electores, en las que todos tendrían el mismo derecho 
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público, para asegurar el desarrollo de elecciones auténticas y libres, en igualdad 
de condiciones; y la necesidad de fiscalizar eficientemente los fondos utilizados 
en las elecciones. Todas ellas responden a un interés público imperativo. Por el 
contrario, los representantes no han acercado elementos suficientes que, más allá 
de lo manifestado en cuanto al descrédito respecto de los partidos políticos y la 
necesidad de las candidaturas independientes, desvirtúe los fundamentos opuestos 
por el Estado.
197. Como ha sido señalado, la Convención Americana, al igual que otros tratados 
internacionales de derechos humanos, no establece la obligación de implementar 
un sistema electoral determinado. Tampoco establece un mandato específico sobre 
la modalidad que los Estados Partes deben establecer para regular el ejercicio del 
derecho a ser elegido en elecciones populares.
200. Ninguno de los dos sistemas, el de nominación exclusiva por parte de partidos 
políticos y el que permite candidaturas independientes, resulta en sí mismo más 
o menos restrictivo que el otro en términos de regular el derecho a ser elegido 
consagrado en su artículo 23 de la Convención. La Corte considera que no hay 
una posibilidad de hacer una valoración en abstracto respecto de si el sistema que 
permite las candidaturas independientes es o no una alternativa menos restrictiva 
de regular el derecho a ser votado que otro que no lo permite. Ello dependerá de 
diversas circunstancias, especialmente, de cómo se regulen los aspectos mencio-
nados anteriormente de las candidaturas independientes o de la regulación de las 
candidaturas presentadas por partidos.
201. Las candidaturas independientes pueden regularse de manera que faciliten 
y amplíen el acceso al derecho a ser votado, pero también puede ocurrir que para 
inscribir candidaturas independientes se establezcan requisitos mayores que los 
establecidos para nominar a un candidato por un partido político. El solo hecho 
de permitir candidaturas independientes no significa que se trate del medio menos 
restrictivo para regular el derecho a ser votado. Lo esencial es que cualquiera de los 
dos sistemas que sea elegido haga accesible y garantice el derecho y la oportunidad 
a ser votado previsto en la Convención en condiciones de igualdad.
204. Finalmente, la Corte considera que ambos sistemas, uno construido sobre la 
base exclusivamente de partidos políticos, y otro que admite también candidatu-
ras independientes, pueden ser compatibles con la Convención y, por lo tanto, la 
decisión de cuál sistema escoger está en las manos de la definición política que 
haga el Estado, de acuerdo con sus normas constitucionales. A la Corte no se le 
escapa que en la región existe una profunda crisis en relación con los partidos 
políticos, los poderes legislativos y con quienes dirigen los asuntos públicos, por 
lo que resulta imperioso un profundo y reflexivo debate sobre la participación y la 
representación política, la transparencia y el acercamiento de las instituciones a 
las personas, en definitiva, sobre el fortalecimiento y la profundización de la de-
mocracia. La sociedad civil y el Estado tienen la responsabilidad, fundamental e 
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nainexcusable de llevar a cabo esta reflexión y realizar propuestas para revertir esta 
situación. En este sentido los Estados deben valorar de acuerdo con su desarrollo 
histórico y político las medidas que permitan fortalecer los derechos políticos y la 
democracia, y las candidaturas independientes pueden ser uno de esos mecanismos, 
entre muchos otros. 

Situaciones de riesgo del derecho a la vida

Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 29 de marzo de 2006. Serie C, núm. 146, párrafo 155.
155. Es claro para la Corte que un Estado no puede ser responsable por cualquier 
situación de riesgo al derecho a la vida. Teniendo en cuenta las dificultades que 
implica la planificación y adopción de políticas públicas y las elecciones de carácter 
operativo que deben ser tomadas en función de prioridades y recursos, las obliga-
ciones positivas del Estado deben interpretarse de forma que no se imponga a las 
autoridades una carga imposible o desproporcionada. Para que surja esta obligación 
positiva, debe establecerse que al momento de los hechos las autoridades sabían 
o debían saber de la existencia de una situación de riesgo real e inmediato para la 
vida de un individuo o grupo de individuos determinados, y no tomaron las medidas 
necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones que, juzgadas razonablemente, 
podían esperarse para prevenir o evitar ese riesgo. 

Luna López vs. Honduras. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 10 de octubre de 
2013. Serie C, núm. 269, párrafo 123.
123. Esta Corte recuerda que existe una relación innegable entre la protección del 
medio ambiente y la realización de otros derechos humanos y que el “reconoci-
miento del trabajo realizado por la defensa del medio ambiente y su relación con 
los derechos humanos cobra mayor vigencia en los países de la región, en los que 
se observa un número creciente de denuncias de amenazas, actos de violencia y 
asesinatos de ambientalistas con motivo de su labor”. En este sentido, la Corte 
considera que los Estados tienen la obligación de adoptar todas las medidas nece-
sarias y razonables para garantizar el derecho a la vida de aquellas personas que 
se encuentren en una situación de especial vulnerabilidad, especialmente como 
consecuencia de su labor, siempre y cuando el Estado tenga “conocimiento de 
una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos 
determinado y a las posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo”. A 
su vez, los Estados deben facilitar los medios necesarios para que las personas 
defensoras de derechos humanos o que cumplan una función pública respecto de 
la cual se encuentren amenazados o en situación de riesgo o denuncien violaciones 
a derechos humanos, puedan realizar “libremente sus actividades; protegerlos 
cuando son objeto de amenazas para evitar los atentados a su vida e integridad; 
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estatales o de particulares; abstenerse de imponer obstáculos que dificulten la 
realización de su labor, e investigar seria y eficazmente las violaciones cometidas 
en su contra, combatiendo la impunidad”.

Tortura (Factores endógenos y exógenos)

Ximenes Lopes vs. Brasil. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de julio de 2006. 
Serie C, núm. 149, párrafo 127.
127. La Corte ya ha establecido que “[la] infracción del derecho a la integridad 
física y psíquica de las personas es una clase de violación que tiene diversas con-
notaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o 
tratos crueles, inhumanos o degradantes cuyas secuelas físicas y psíquicas varían 
de intensidad según los factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados 
en cada situación concreta”. Es decir, las características personales de una supuesta 
víctima de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes, deben ser tomadas en 
cuenta al momento de determinar si la integridad personal fue vulnerada, ya que 
tales características pueden cambiar la percepción de la realidad del individuo, 
y por ende, incrementar el sufrimiento y el sentido de humillación cuando son 
sometidas a ciertos tratamientos.

Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 220, párrafo 133.
133. Ahora bien, la Corte ha señalado que la infracción del derecho a la integridad 
física y psíquica de las personas es una clase de violación que tiene diversas con-
notaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o 
tratos crueles, inhumanos o degradantes cuyas secuelas físicas y psíquicas varían 
de intensidad según los factores endógenos y exógenos (duración de los tratos, edad, 
sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser demostrados 
en cada situación concreta. Asimismo, el Tribunal ha indicado que todo uso de 
la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio comportamiento de la 
persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana en violación del 
artículo 5 de la Convención Americana.

Fleury y otros vs. Haití. Fondo y reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 2011. 
Serie C, núm. 236, párrafo 73.
73. Además, la Corte ha señalado que la violación del derecho a la integridad física 
y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones de grado y que abarca desde 
la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según factores endógenos 
y exógenos de la persona (duración de los tratos, edad, sexo, salud, contexto, vul-
nerabilidad, entre otros) que deberán ser analizados en cada situación concreta.
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naMasacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C, núm. 252, párrafo 165.
165. La Corte considera que es inherente a la violación sexual el sufrimiento severo 
de la víctima, y en términos generales, la violación sexual, al igual que la tortura, 
persigue, entre otros, los fines de intimidar, degradar, humillar, castigar o controlar 
a la persona que la sufre. Para calificar una violación sexual como tortura deberá 
atenerse a la intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a la finalidad del 
acto, tomando en consideración las circunstancias específicas de cada caso. En 
este sentido, ha sido reconocido por diversos órganos internacionales que durante 
los conflictos armados las mujeres y niñas enfrentan situaciones específicas de 
afectación a sus derechos humanos, como lo son los actos de violencia sexual, la cual 
en muchas ocasiones es utilizada como un medio simbólico para humillar a la parte 
contraria o como un medio de castigo y represión. La utilización del poder estatal 
para violar los derechos de las mujeres en un conflicto interno, además de afectar-
les a ellas de forma directa, puede tener el objetivo de causar un efecto en la socie-
dad a través de esas violaciones y dar un mensaje o lección. En particular, la vio-
lación sexual constituye una forma paradigmática de violencia contra las mujeres 
cuyas consecuencias, incluso, trascienden a la persona de la víctima.

Tortura (prohibición)

Cantoral Benavides vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C, 
núm. 69, párrafo 99.
99. En todo caso, la Corte Europea ha señalado recientemente que ciertos actos 
que fueron calificados en el pasado como tratos inhumanos o degradantes, no como 
torturas, podrían ser calificados en el futuro de una manera diferente, es decir, 
como torturas, dado que a las crecientes exigencias de protección de los derechos 
y de las libertades fundamentales, debe corresponder una mayor firmeza al enfren-
tar las infracciones a los valores básicos de las sociedades democráticas.

“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, 
párrafo 157.
157. Por otro lado, el derecho a la integridad personal es de tal importancia que 
la Convención Americana lo protege particularmente al establecer, inter alia, la 
prohibición de la tortura, los tratos crueles, inhumanos y degradantes y la imposi-
bilidad de suspenderlo durante estados de emergencia.

Bueno Alves vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 11 de mayo de 
2007. Serie C, núm. 164, párrafo 78.
78. Ahora bien, para definir lo que a la luz del artículo 5.2 de la Convención 
Americana debe entenderse como “tortura”, la Corte debe tomar en cuenta la 
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Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante “Cipst”), así 
como las diversas definiciones contenidas en algunos de los instrumentos citados 
en el párrafo anterior. Esto es particularmente relevante para el Tribunal, puesto 
que conforme a su propia jurisprudencia, “al dar interpretación a un tratado no 
sólo se toman en cuenta los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con 
éste (inciso segundo del artículo 31 de la Convención de Viena), sino también el 
sistema dentro del cual se inscribe (inciso tercero del artículo 31)”. Esta orienta-
ción tiene particular importancia para el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que ha avanzado sustancialmente mediante la interpretación evolutiva 
de los instrumentos internacionales de protección.

Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 220, párrafo 199.
199. Los tratos crueles, inhumanos y degradantes cometidos en contra de una 
persona por parte de personal militar, son actos que no guardan, en ningún caso, 
relación con la disciplina o la misión castrense. Por el contrario, los actos ale-
gados cometidos por personal militar contra los señores Cabrera y Montiel afec-
taron bienes jurídicos tutelados por el derecho penal interno y la Convención 
Americana, como la integridad y la dignidad personal de las víctimas. Es claro 
que tal conducta es abiertamente contraria a los deberes de respeto y protección 
de los derechos humanos y, por lo tanto, está excluida de la competencia de la 
jurisdicción militar. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte concluye 
que la intervención del fuero militar en la averiguación previa de la tortura con-
trarió los parámetros de excepcionalidad y restricción que lo caracterizan e im-
plicó la aplicación de un fuero personal que operó sin tomar en cuenta la natu-
raleza de los actos involucrados.

Familia Barrios vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre 
de 2011. Serie C, núm. 237, párrafos 50 y 51.
50. Por otra parte, la Convención Americana reconoce expresamente el derecho a 
la integridad personal, bien jurídico cuya protección encierra la finalidad principal 
de la prohibición imperativa de la tortura y penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. Este Tribunal ha considerado de forma constante en su jurisprudencia 
que dicha prohibición pertenece hoy día al dominio del ius cogens. El derecho a la 
integridad personal no puede ser suspendido bajo circunstancia alguna.
51. De esta forma, se ha conformado un régimen jurídico internacional de pro-
hibición absoluta de todas las formas de tortura, tanto física como psicológica, 
y respecto a esta última, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de 
someter a una persona a graves lesiones físicas produce, en determinadas cir-
cunstancias, una angustia moral de tal grado que puede ser considerada “tortura 
psicológica”.
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tencia de 14 de mayo de 2013. Serie C, núm. 260, párrafo 174.
174. En el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos, la mayoría 
de los tratados en la materia sólo establecen, mediante fórmulas más o menos si-
milares, que “nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhu-
manos o degradantes”. Sin embargo, el carácter dinámico de la interpretación y 
aplicación de esta rama del Derecho Internacional ha permitido desprender una 
exigencia de proporcionalidad de normas que no hacen ninguna mención expresa 
de dicho elemento. La preocupación inicial en esta materia, centrada en la prohi-
bición de la tortura como forma de persecución y castigo, así como la de otros 
tratos crueles, inhumanos y degradantes, ha ido extendiéndose a otros campos, entre 
ellos, los de las sanciones estatales frente a la comisión de delitos. Los castigos 
corporales, la pena de muerte y la prisión perpetua son las principales sanciones 
que son motivo de preocupación desde el punto de vista del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos. Por lo tanto, este ámbito no sólo atiende a los modos de 
penar, sino también a la proporcionalidad de las penas, como ya se señaló en esta 
Sentencia. Por ello, las penas consideradas radicalmente desproporcionadas, así 
como aquellas que pueden calificarse de atroces en sí mismas, se encuentran bajo 
el ámbito de aplicación de las cláusulas que contienen la prohibición de la tor-
tura y los tratos crueles, inhumanos y degradantes. Al respecto, la Corte observa 
que, en la sentencia de los casos Harkins y Edwards vs. Reino Unido, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos (en adelante, “el Tribunal Europeo”) estableció 
que la imposición de una pena que adolece de grave desproporcionalidad puede 
constituir un trato cruel y, por lo tanto, puede vulnerar el artículo 3 del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos, que corresponde al artículo 5 de la Convención 
Americana.

Espinoza Gonzáles vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C, núm. 289, párrafo 141 y 248.
141. La Corte ha establecido que la tortura y las penas o tratos crueles, inhuma-
nos o degradantes están estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos. La prohibición de la tortura y las penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes es absoluta e inderogable, aún en las circunstancias 
más difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y 
cualesquiera otros delitos, estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto 
interior, suspensión de garantías constitucionales, inestabilidad política interna u 
otras emergencias o calamidades públicas. Esta prohibición pertenece hoy día al 
dominio del jus cogens internacional. Los tratados de alcance universal y regional 
consagran tal prohibición y el derecho inderogable a no ser sometido a ninguna 
forma de tortura. Igualmente, numerosos instrumentos internacionales consagran 
ese derecho y reiteran la misma prohibición, incluso bajo el Derecho Internacional 
humanitario.
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se realicen a una persona que afirma haber sido sometida a actos de tortura:  
i) se debe permitir que ésta pueda exponer lo que considere relevante con liber-
tad, por lo que los funcionarios deben evitar limitarse a formular preguntas;  
ii) no debe exigirse a nadie hablar de ninguna forma de tortura si se siente incómodo 
al hacerlo; iii) se debe documentar durante la entrevista la historia psicosocial 
y previa al arresto de la presunta víctima, el resumen de los hechos narrados por 
ésta relacionados al momento de su detención inicial, las circunstancias, el lugar 
y las condiciones en las que se encontraba durante su permanencia bajo custodia 
estatal, los malos tratos o actos de tortura presuntamente sufridos, así como los 
métodos presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe grabar y hacer trans-
cribir la declaración detallada. En casos de que la alegada tortura incluya actos 
de violencia o violación sexual, dicha grabación deberá ser consentida por la 
presunta víctima.

Trabajos forzados

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, repara-
ciones y costas. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C, núm. 148, párrafos 159, 
160 y 165.
159. El artículo 2.1 del Convenio No. 29 de la oit dispone que:
[l]a expresión “trabajo forzoso” u obligatorio designa todo trabajo o servicio exigido 
a un individuo bajo amenaza de una pena cualquiera y para el cual dicho individuo 
no se ofrece voluntariamente.
160. El Tribunal observa que la definición de trabajo forzoso u obligatorio, con-
forme a dicho Convenio, consta de dos elementos básicos. En primer lugar, el 
trabajo o el servicio se exige “bajo amenaza de una pena”. En segundo lugar, 
éstos se llevan a cabo de forma involuntaria. Además, este Tribunal considera 
que, para constituir una violación del artículo 6.2 de la Convención Americana, 
es necesario que la presunta violación sea atribuible a agentes del Estado, ya 
sea por medio de la participación directa de éstos o por su aquiescencia en los 
hechos. La Corte procederá a analizar los hechos del presente caso a la luz de 
estos tres elementos de juicio.
165. En el presente caso, la Corte considera que ha sido demostrada la ausencia de 
libre elección en cuanto a la posibilidad de realizar el arreo de ganado. Los arrieros 
no se presentaron voluntariamente para realizar el trabajo en cuestión. Al contrario, 
éstos fueron privados de su libertad, llevados a lugares remotos y obligados durante 
por lo menos diecisiete días a ejecutar un trabajo en contra de su voluntad y al 
cual se sometieron para salvaguardar su vida. Los arrieros entendieron que estaban 
obligados a realizar el trabajo que se les imponía, ya que, de no acceder, podrían 
ser asesinados de igual manera que lo fueran varios otros pobladores.
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Fernández Ortega y otros vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C, núm. 215, párrafo 201.
201. La Corte consideró probado que la señora Fernández Ortega no contó con un 
intérprete provisto por el Estado a fin de presentar su denuncia y tampoco recibió 
en su idioma información sobre las actuaciones derivadas de su denuncia. Para 
poder poner en conocimiento de las autoridades el delito que la había afectado y 
acceder a información debió recurrir a una persona conocida que hablaba español. 
Por otra parte, en ocasiones posteriores que convocó a la víctima, el Estado dispuso 
la presencia de un intérprete y además informó que se encontraba implementando 
un programa de formación de intérpretes indígenas en Guerrero. La Corte valora 
positivamente ambas medidas adoptadas por México. Sin embargo, la imposibilidad 
de denunciar y recibir información en su idioma en los momentos iniciales implicó, 
en el presente caso, un trato que no tomó en cuenta la situación de vulnerabilidad 
de la señora Fernández Ortega, basada en su idioma y etnicidad, implicando un 
menoscabo de hecho injustificado en su derecho de acceder a la justicia. Con base 
en lo anterior, la Corte considera que el Estado incumplió su obligación de garan-
tizar, sin discriminación, el derecho de acceso a la justicia en los términos de los 
artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 
del mismo instrumento.

Trato digno

Fleury y otros vs. Haití. Fondo y reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 2011. 
Serie C, núm. 236, párrafo 85.
85. Asimismo, el Tribunal ha considerado que la detención en condiciones de 
hacinamiento, con falta de ventilación y luz natural, sin cama para el reposo ni 
condiciones adecuadas de higiene, en aislamiento e incomunicación o con restric-
ciones indebidas al régimen de visitas, constituyen una violación a la integridad 
personal. En ese mismo sentido, las Reglas Mínimas de Naciones Unidas para el 
tratamiento de los reclusos establecen criterios básicos para interpretar el contenido 
del derecho de las personas privadas de la libertad a un trato digno y humano. Esas 
reglas incluyen, entre otras, la prohibición estricta de las penas corporales, de los 
encierros en celdas oscuras, así como las normas básicas respecto al alojamiento 
e higiene. 

Hermanos Landaeta Mejías y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C, núm. 281, 
párrafo 198.
198. En cuanto al derecho a la integridad personal, la Corte ha señalado que el 
Estado es responsable, en su condición de garante de los derechos consagrados 
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individuo que se halla bajo su custodia. Así, este Tribunal reitera que, como res-
ponsable de los establecimientos de detención y reclusión, el Estado tiene el deber 
de salvaguardar la salud y el bienestar de las personas privadas de libertad, y de 
garantizar que la manera y el método de privación de libertad no excedan el nivel 
inevitable de sufrimiento inherente a la detención. Asimismo, la jurisprudencia 
de este Tribunal ha señalado que siempre que una persona es privada de la liber-
tad en un estado de salud normal y posteriormente aparece con afectaciones a su 
salud, corresponde al Estado proveer una explicación satisfactoria y convincente 
de esa situación y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante 
elementos probatorios adecuados. En circunstancias particulares, “la falta de tal 
explicación [podría llevar] a la presunción de responsabilidad estatal por las lesio-
nes que exhibe una persona que ha estado bajo la custodia de agentes estatales”. 

Tutela judicial efectiva

Bulacio vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 18 de septiembre 
de 2003. Serie C, núm. 100, párrafo 115.
115. El derecho a la tutela judicial efectiva exige entonces a los jueces que di-
rijan el proceso de modo de evitar que dilaciones y entorpecimientos indebidos, 
conduzcan a la impunidad, frustrando así la debida protección judicial de los 
derechos humanos.

Caso del Tribunal Constitucional vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 
31 de enero de 2001. Serie C, núm. 71, párrafo 91.
91. En el marco de los recursos sencillos, rápidos y efectivos que contempla la 
disposición en estudio, esta Corte ha sostenido que la institución procesal del 
amparo reúne las características necesarias para la tutela efectiva de los derechos 
fundamentales, esto es, la de ser sencilla y breve. De conformidad con el proce-
dimiento establecido para los recursos de amparo en la Ley de Hábeas Corpus y 
Amparo No. 23.506 en el Perú, éste debe ser sumario y expedito, pues fija plazos 
perentorios y máximos de 20 días para que los tribunales correspondientes emitan 
las resoluciones en cada una de las dos instancias que conocen de la materia. En 
el presente caso, las tres supuestas víctimas interpusieron sus recursos de amparo 
los días 25 de julio y 1 de agosto de 1997 y ambos fueron denegados en alzada 
por la Sala Corporativa Transitoria Especializada en Derecho Público de la Corte 
Superior de Justicia de Lima el 9 de febrero de 1998, es decir, más de seis meses 
después de su interposición. Por otra parte, según el artículo 41 de la Ley Orgá-
nica del Tribunal Constitucional dispone que existe la posibilidad de interponer 
un recurso extraordinario ante el Tribunal Constitucional contra “las resoluciones 
de la Corte Suprema o de la instancia que la ley establezca, denegatorias de las 
acciones de Hábeas Corpus, Amparo, Hábeas Data y Acción de Cumplimiento” 
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anterior, los magistrados destituidos interpusieron los correspondientes recursos 
extraordinarios, en cuya decisión se confirmó la resolución de las dos instancias 
anteriores el 10 y 16 de julio de 1998, respectivamente.

Barreto Leiva vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2009. Serie C, núm. 206, párrafo 62.
62. Si el derecho a la defensa surge desde el momento en que se ordena investigar a 
una persona, el investigado debe tener acceso a la defensa técnica desde ese mismo 
momento, sobre todo en la diligencia en la que se recibe su declaración. Impedir 
a éste contar con la asistencia de su abogado defensor es limitar severamente el 
derecho a la defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y deja al individuo 
sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo.

Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 211, párrafo 253.
253. Aunado a lo anterior, este Tribunal considera necesario que el Estado organice 
e inicie de manera independiente o en fortalecimiento de los ya existentes, un pro-
grama específico de capacitación y fortalecimiento para el mejoramiento integral 
del Sistema de Justicia en Guatemala, destinado a las autoridades encargadas de la 
dirección de los procesos judiciales de graves violaciones a los derechos humanos, 
el cual incluya una estrategia de investigación de patrones de violaciones masivas 
y sistemáticas de derechos humanos y tutela judicial efectiva, a fin de dirigir y 
encauzar este tipo de procesos en tiempos razonables y considerando la investiga-
ción de todos los hechos y responsables, en garantía del acceso a la justicia de las 
víctimas de este tipo de violaciones, en un plazo de seis meses, contado a partir 
de la notificación de esta Sentencia.

Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C, núm. 220, párrafo 155.
155. En especial, la Corte resalta que la defensa suministrada por el Estado debe 
ser efectiva, para lo cual el Estado debe adoptar todas las medidas adecuadas. Si 
el derecho a la defensa surge desde el momento en que se ordena investigar a una 
persona, el investigado debe tener acceso a la defensa técnica desde ese mismo 
momento, sobre todo en la diligencia en la que se recibe su declaración. Impedir 
a éste contar con la asistencia de su abogado defensor es limitar severamente el 
derecho a la defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y deja al individuo sin 
tutela frente al ejercicio del poder punitivo. Sin embargo, el nombrar un defensor 
de oficio con el sólo objeto de cumplir con una formalidad procesal, equivaldría a 
no contar con defensa técnica, por lo que es imperante que dicho defensor actúe 
de manera diligente con el fin de proteger las garantías procesales del acusado y 
evite así que sus derechos se vean lesionados.
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Sentencia de 5 de julio de 2011. Serie C, núm. 228, párrafo 106.
106. Asimismo, el principio de tutela judicial efectiva requiere que los procedi-
mientos de ejecución sean accesibles para las partes, sin obstáculos o demoras 
indebidas, a fin de que alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e integral. 
Adicionalmente, las disposiciones que rigen la independencia del orden jurisdic-
cional deben estar formuladas de manera idónea para asegurar la puntual ejecución 
de las sentencias sin que exista interferencia por los otros poderes del Estado y 
garantizar el carácter vinculante y obligatorio de las decisiones de última instancia. 
La Corte estima que en un ordenamiento basado sobre el principio del Estado de 
Derecho todas las autoridades públicas, dentro del marco de su competencia, deben 
atender las decisiones judiciales, así como dar impulso y ejecución a las mismas 
sin obstaculizar el sentido y alcance de la decisión ni retrasar indebidamente su 
ejecución.

Furlan y Familiares vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C, núm. 246, párrafos 149 y 210.
149. Respecto a la etapa de ejecución de las providencias judiciales, este Tribunal 
ha reconocido que la falta de ejecución de las sentencias tiene “vinculación di-
recta con la tutela judicial efectiva para la ejecución de los fallos internos”, por lo 
que ha realizado su análisis a la luz del artículo 25 de la Convención Americana. 
Sin embargo, la Corte considera que el análisis de la etapa de ejecución de las 
sentencias también puede abordarse para contabilizar el término de duración de 
un proceso, con el fin de determinar su incidencia en la prolongación del plazo 
razonable de un proceso.
210. Al respecto, la Corte reitera que la ejecución de las sentencias debe ser regida 
por aquellos estándares específicos que permitan hacer efectivos los principios, 
inter alia, de tutela judicial, debido proceso, seguridad jurídica, independencia 
judicial, y Estado de Derecho. La Corte concuerda con el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos al considerar que para lograr plenamente la efectividad de la 
sentencia la ejecución debe ser completa, perfecta, integral y sin demora.

Gutiérrez y Familia vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2013. Serie C, núm. 271, párrafo 99.
99. Por otro lado, esta Corte ha señalado que “el derecho a la tutela judicial efectiva 
exige a los jueces que dirijan el proceso de modo a evitar que dilaciones y entorpe-
cimientos indebidos conduzcan a la impunidad, frustrando así la debida protección 
judicial de los derechos humanos”, y que “los jueces como rectores del proceso 
tienen el deber de dirigir y encauzar el procedimiento judicial con el fin de no sa-
crificar la justicia y el debido proceso legal en pro del formalismo y la impunidad”, 
pues de lo contrario “se conduce a la violación de la obligación internacional del 
Estado de prevenir y proteger los derechos humanos y menoscaba el derecho de la 
víctima y de sus familiares a saber la verdad de lo sucedido, a que se identifique y 
se sancione a todos los responsables y a obtener las consecuentes reparaciones”.
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reparaciones y costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C, núm. 281, 
párrafo 253.
253. Conforme a lo señalado por la jurisprudencia de la Corte y a la luz del deber 
de investigar del Estado, cuando se trata de la muerte de una persona que se encon-
traba bajo su custodia, como en el presente caso, las autoridades correspondientes 
tienen el deber de investigar los hechos, a través de todos los medios legales dispo-
nibles para la determinación de la verdad y para lograr el enjuiciamiento y castigo, 
de considerarse pertinente, de todos los responsables de los hechos, especialmente 
cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales. De igual manera, el 
Tribunal reitera su jurisprudencia en cuanto al deber de tutela judicial, agregando 
que, en el caso de que se trate de un niño, el deber de combatir la impunidad por 
todos los medios legales disponibles se ve acentuada. Asimismo, la Corte ya ha 
señalado que el Estado tiene la obligación de proveer una explicación inmediata, 
satisfactoria y convincente ante la muerte de cualquier individuo bajo su custodia.

Uso de la fuerza

Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C, núm. 150, párrafo 80.
80. En todo caso de uso de fuerza que haya producido la muerte o lesiones a una 
o más personas corresponde al Estado la obligación de proveer una explicación 
satisfactoria y convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su 
responsabilidad, mediante elementos probatorios adecuados.

Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 25 de noviembre de 2006. Serie C, núm. 160, párrafo 384.
384. Por otro lado, la Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que la 
evaluación sobre el uso de la fuerza que haya implicado la utilización de armas 
debe hacerse sobre todas las circunstancias y el contexto de los hechos, incluyendo 
las acciones de planeación y control de los hechos bajo examen.

Zambrano Vélez y otros vs. Ecuador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de 
julio de 2007. Serie C, núm. 166, párrafo 84.
84. En un mayor grado de excepcionalidad se ubica el uso de la fuerza letal y las 
armas de fuego por parte de agentes de seguridad estatales contra las personas, 
el cual debe estar prohibido como regla general. Su uso excepcional deberá estar 
formulado por ley, y ser interpretado restrictivamente de manera que sea minimi-
zado en toda circunstancia, no siendo más que el “absolutamente necesario” en 
relación con la fuerza o amenaza que se pretende repeler. Cuando se usa fuerza 
excesiva toda privación de la vida resultante es arbitraria.
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Sentencia de 28 de enero de 2009. Serie C, núm. 195, párrafo 166.
166. Este Tribunal ya ha señalado que el uso legítimo de la fuerza y otros instrumen-
tos de coerción por parte de miembros de cuerpos de seguridad del Estado debe ser 
excepcional y sólo utilizarse cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los 
demás medios de control, distinguiendo imperativamente, en tales circunstancias, 
entre quienes, por sus acciones, constituyen una amenaza inminente de muerte o 
lesión grave para sí o para terceros y quienes ejercen sus derechos a manifestarse y 
no presentan esa amenaza. Además, la Corte ha enfatizado en el extremo cuidado que 
los Estados deben observar al utilizar las Fuerzas Armadas como elemento de con-
trol de la protesta social, disturbios internos, violencia interna, situaciones excepcio-
nales y criminalidad común. En consonancia con lo anterior, en circunstancias de 
protesta social y manifestaciones públicas los Estados tienen la obligación de adop-
tar medidas razonables y apropiadas para permitir que aquéllas se desarrollen de 
forma pacífica, si bien no pueden garantizar esto en términos absolutos y tienen 
amplia discreción para elegir los medios por utilizar para tales efectos.

Familia Barrios vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de noviembre 
de 2011. Serie C, núm. 237, párrafo 49.
49. En razón de lo anterior, de manera especial los Estados deben vigilar que sus 
cuerpos de seguridad, a quienes les está atribuido el uso legítimo de la fuerza, 
respeten el derecho a la vida de quienes se encuentren bajo su jurisdicción. La 
Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse en otros casos acerca de los criterios 
que determinan el uso legítimo de la fuerza por parte de miembros de cuerpos de 
seguridad del Estado. A la luz de esos criterios son analizados los hechos de este 
caso. Al respecto, el uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad estata-
les: a) debe estar definido por la excepcionalidad, y debe ser planeado y limitado 
proporcionalmente por las autoridades. En este sentido, sólo podrá hacerse uso de 
la fuerza o de instrumentos de coerción cuando se hayan agotado y hayan fracasado 
todos los demás medios de control; b) el uso de la fuerza letal y las armas de fuego 
contra las personas debe estar prohibido como regla general, y su uso excepcional 
deberá estar formulado por ley y ser interpretado restrictivamente, no siendo más 
que el “absolutamente necesario” en relación con la fuerza o amenaza que se 
pretende repeler; c) debe estar limitado por los principios de proporcionalidad, 
necesidad y humanidad. La fuerza excesiva o desproporcionada por parte de los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que da lugar a la pérdida de la vida 
puede por tanto equivaler a la privación arbitraria de la vida, y d) la legislación in-
terna debe establecer pautas lo suficientemente claras para la utilización de fuerza 
letal y armas de fuego por parte de los agentes estatales, así como para asegurar un 
control independiente acerca de la legalidad de la misma. La obligación de iniciar 
una investigación seria, independiente, imparcial y efectiva ante el conocimiento 
de que agentes de seguridad han hecho uso de armas de fuego con consecuencias 
letales, constituye un elemento fundamental y condicionante para la protección 
del derecho a la vida que se ve anulado en esas situaciones.
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naNadege Dorzema y otros vs. República Dominicana. Fondo, reparaciones y costas. Sen-
tencia de 24 de octubre de 2012. Serie C, núm. 251, párrafos 78, 88 y 100.
78. En este sentido, la Corte toma nota de los diversos instrumentos internaciona-
les en la materia, y en particular de los Principios Básicos sobre el empleo de la 
fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
y del Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley (en 
adelante, “Principios sobre el uso de la fuerza” y “Código de conducta”, respecti-
vamente). Sobre esa base, considera que en el análisis del uso de la fuerza por 
parte de agentes del Estado se deben tomar en cuenta tres momentos fundamen-
tales: a) las acciones preventivas; b) las acciones concomitantes a los hechos, y 
c) las acciones posteriores a los hechos.
88. Respecto de los medios empleados, la Corte reitera que los Estados tienen el deber 
de planear adecuadamente la actividad de sus agentes para minimizar el uso de la 
fuerza y las fatalidades que se pudieran presentar. Al respecto, la Corte observa 
que en el presente caso se pudieron emplear medios menos lesivos para obtener 
el control de tránsito que se pretendía y evitar una persecución violenta; por ejemplo, 
mediante la instalación de controles de tránsito, a través de barricadas, reductores 
de velocidad, poncha llantas y/o cámaras que permitieran el registro e identificación 
pacífica de los implicados y el mejor control del flujo vehicular en la zona. Princi-
palmente, medidas acordes al factor cotidiano del tránsito de personas migrantes 
en la zona. Más aún, del acervo probatorio se desprende que el mismo camión 
amarillo que transportaba a las presuntas víctimas había sido detenido el 28 de 
marzo de 2000, meses antes de los hechos, por haber sido sorprendido por [agen-
tes], transportando 50 nacionales haitianos indocumentados, en la sección de Santa 
María jurisdicción Montecristi.
100. La Corte observa que, de conformidad con los Principios sobre el Empleo 
de la Fuerza, en caso de presentarse heridos luego del despliegue de la misma, 
se les debe prestar y facilitar los servicios médicos correspondientes y notificar 
lo sucedido lo antes posible a los parientes o amigos íntimos. Además, se debe 
proceder con la rendición de informes de situación, los cuales deberán tener su-
pervisión administrativa y judicial. De igual forma, debe existir una investigación 
de los hechos que permita determinar el grado y modo de la participación de cada 
uno de los interventores, sean materiales o intelectuales, y con ello, establecer las 
responsabilidades que puedan corresponder.

Víctimas

Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C, 
núm. 70, párrafo 163.
163. Recientemente dicha Corte desarrolló aún más el concepto, resaltando que 
entre los extremos a ser considerados se encuentran también los siguientes: la 
proximidad del vínculo familiar, las circunstancias particulares de la relación con 
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con la desaparición, la forma en que el familiar se involucró respecto a los intento.

Acevedo Jaramillo y otros vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C, núm. 144, párrafo 227.
227. Por otra parte, en cuanto a la determinación de las presuntas víctimas, la 
Corte hace notar que, en el transcurso del proceso, tanto la Comisión como el in-
terviniente común han aceptado que hay personas que efectivamente se encuentran 
comprendidas como beneficiarios de las sentencias de amparo y que por error no 
fueron incluidas en las listas de presuntas víctimas. Al respecto, el Tribunal deja 
establecido que las presuntas víctimas en este caso son todas las personas a cuyo 
favor fueron emitidas las sentencias de amparo, según los nombres indicados en las 
mismas sentencias. Asimismo, en los casos de las sentencias que no indican los nom-
bres de esas personas, sino que se refieren a “los demandantes” o “los accionantes”, 
el Tribunal considera como presuntas víctimas a las personas que presentaron las 
demandas o acciones de amparo, para lo cual tomará sus nombres de las acciones 
de amparo interpuestas por esos demandantes. Además, la Corte considera como 
presuntas víctimas a las personas que, no habiendo sido propiamente demandantes, 
tienen sus derechos amparados por algunas sentencias.

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, repara-
ciones y costas. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C, núm. 148, párrafo 98.
98. Este Tribunal se ha visto en la necesidad de efectuar un laborioso examen de 
la prueba aportada por las partes orientado a reunir los elementos necesarios para la 
identificación precisa de las víctimas teniendo en cuenta que la demanda de la Comi-
sión no contenía información completa al respecto. La Corte observa que la demanda 
de la Comisión contiene referencias generales a las víctimas en relación con algu-
nos grupos de las mismas, tales como “17 arrieros” o “víctimas de desplazamiento”, 
sin proveer los detalles necesarios para la apropiada identificación de presuntas 
víctimas individuales. La Corte considera que, de conformidad con el artículo 33.1 
del Reglamento de la Corte, corresponde a la Comisión, y no a este Tribunal, iden-
tificar con precisión a las presuntas víctimas en un caso ante la Corte.

Goiburú y otros vs. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 22 de sep-
tiembre de 2006. Serie C, núm. 153, párrafo 29.
29. La jurisprudencia de este Tribunal en cuanto a la determinación de presuntas 
víctimas ha sido amplia y ajustada a las circunstancias de cada caso. Las presun-
tas víctimas deben estar señaladas en la demanda y en el informe de la Comisión 
según el artículo 50 de la Convención. Por ende, de conformidad con el artículo 33.1 
del Reglamento de la Corte, corresponde a la Comisión, y no a este Tribunal, iden-
tificar con precisión y en la debida oportunidad procesal a las presuntas víctimas 
en un caso ante la Corte. Sin embargo, en su defecto, en algunas ocasiones la Corte 
ha considerado como víctimas a personas que no fueron alegadas como tales en la 
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nademanda, siempre y cuando se haya respetado el derecho de defensa de las partes 
y las presuntas víctimas guarden relación con los hechos descritos en la demanda y 
con la prueba aportada ante la Corte.

Albán Cornejo y otros vs. Ecuador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 22 de 
noviembre de 2007. Serie C, núm. 171, párrafo 46.
46. En otras oportunidades, el Tribunal ha considerado violado el derecho a la inte-
gridad psíquica y moral de algunos familiares con motivo del sufrimiento que éstos 
han padecido a causa de las actuaciones u omisiones de las autoridades estatales. 
Entre los extremos a considerar en todo caso se encuentran la respuesta ofrecida 
por el Estado a las gestiones realizadas para obtener justicia y a la existencia de 
un estrecho vínculo familiar.

Víctimas de desaparición forzada

Godínez Cruz vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C, núm. 5, 
párrafo 191.
191. El deber de investigar hechos de este género subsiste mientras se mantenga 
la incertidumbre sobre la suerte final de la persona desaparecida. Incluso si en el 
supuesto de que circunstancias legítimas del orden jurídico interno no permitie-
ran aplicar las sanciones correspondientes a los individualmente responsables de 
delitos de esta naturaleza, el derecho de los familiares de la víctima de conocer 
cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus restos, representa 
una justa expectativa que el Estado debe satisfacer con los medios a su alcance.

Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C, 
núm. 70, párrafo 128.
128. La desaparición forzada o involuntaria constituye una violación múltiple y 
continuada de varios derechos de la Convención, pues no sólo produce una priva-
ción arbitraria de la libertad, sino que pone en peligro la integridad personal, la 
seguridad y la propia vida del detenido. Además, coloca a la víctima en un estado 
de completa indefensión, acarreando otros delitos conexos.

Heliodoro Portugal vs. Panamá. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 12 de agosto de 2008. Serie C, núm. 186, párrafo 112.
112. En este sentido, la desaparición forzada consiste en una afectación de di-
ferentes bienes jurídicos que continúa por la propia voluntad de los presuntos 
perpetradores, quienes al negarse a ofrecer información sobre el paradero de la 
víctima mantienen la violación a cada momento. Por tanto, al analizar un supuesto 
de desaparición forzada se debe tener en cuenta que la privación de la libertad 
del individuo sólo debe ser entendida como el inicio de la configuración de una 
violación compleja que se prolonga en el tiempo hasta que se conoce la suerte y el 
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entonces considerar integralmente la desaparición forzada en forma autónoma y 
con carácter continuo o permanente, con sus múltiples elementos complejamente 
interconectados. En consecuencia, el análisis de una posible desaparición forzada 
no debe enfocarse de manera aislada, dividida y fragmentalizada sólo en la deten-
ción, o la posible tortura, o el riesgo de perder la vida, sino más bien el enfoque 
debe ser en el conjunto de los hechos que se presentan en el caso en consideración 
ante la Corte, tomando en cuenta la jurisprudencia del Tribunal al interpretar la 
Convención Americana, así como la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas para los Estados que la hayan ratificado.

Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 22 de septiembre de 2009. Serie C, núm. 202, párrafo 101.
101. En consideración de lo anterior, la Corte estima que en casos de desapari-
ción forzada de personas se deja a la víctima en una situación de indeterminación 
jurídica que imposibilita, obstaculiza o anula la posibilidad de la persona de ser 
titular o ejercer en forma efectiva sus derechos en general, en una de las más graves 
formas de incumplimiento de las obligaciones estatales de respetar y garantizar 
los derechos humanos. Esto se tradujo en una violación del derecho al reconoci-
miento de la personalidad jurídica del señor Anzualdo Castro.

Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones preliminares, fondo, reparacio-
nes y costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 209, párrafo 139.
139. En el derecho internacional la jurisprudencia de este Tribunal ha sido pre-
cursora de la consolidación de una perspectiva comprensiva de la gravedad y 
el carácter continuado o permanente y autónomo de la figura de la desaparición 
forzada de personas. La Corte ha reiterado que ésta constituye una violación múl-
tiple de varios derechos protegidos por la Convención Americana que coloca a la 
víctima en un estado de completa indefensión, acarreando otras vulneraciones 
conexas, siendo particularmente grave cuando forma parte de un patrón sistemá-
tico o práctica aplicada o tolerada por el Estado. La desaparición forzada implica 
un craso abandono de los principios esenciales en que se fundamenta el Sistema 
Interamericano, y su prohibición ha alcanzado carácter de jus cogens.

Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C, núm. 212, párrafo 102.
102. En consecuencia, la Corte reitera que en los casos de desaparición forzada 
de personas se deja a la víctima en una situación de indeterminación jurídica 
que imposibilita, obstaculiza o anula la posibilidad de la persona de ser titular o 
ejercer en forma efectiva sus derechos en general, lo cual constituye una de las 
más graves formas de incumplimiento de las obligaciones estatales de respetar y 
garantizar los derechos humanos. Esto se tradujo en una violación del derecho al 
reconocimiento de la personalidad jurídica de Florencio Chitay.
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septiembre de 2010. Serie C, núm. 217, párrafos 59 y 67.
59. Por otra parte, en el Derecho Internacional la jurisprudencia de este Tribunal 
ha sido precursora de la consolidación de una perspectiva comprensiva de la gra-
vedad y el carácter continuado o permanente y autónomo de la figura de la desa-
parición forzada de personas, en la cual el acto de desaparición y su ejecución se 
inician con la privación de la libertad de la persona y la subsiguiente falta de in-
formación sobre su destino, y permanece hasta tanto no se conozca el paradero de 
la persona desaparecida y se conozca con certeza su identidad. De conformidad 
con todo lo anterior, la Corte ha reiterado que la desaparición forzada constituye 
una violación múltiple de varios derechos protegidos por la Convención Americana 
que coloca a la víctima en un estado de completa indefensión, acarreando otras 
vulneraciones conexas, siendo particularmente grave cuando forma parte de un 
patrón sistemático o práctica aplicada o tolerada por el Estado.
67. De todo lo anterior, puede concluirse que los actos constitutivos de desaparición 
forzada tienen carácter permanente, y que sus consecuencias acarrean una pluri-
ofensividad a los derechos de las personas reconocidos en la Convención Americana 
mientras no se conozca el paradero de la víctima o se hallen sus restos, por lo cual, 
los Estados tienen el deber correlativo de investigarla y, eventualmente, sancionar 
a los responsables, conforme a las obligaciones derivadas de la Convención Ame-
ricana y, en particular, de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas.

Gelman vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Serie C, 
núm. 221, párrafos 73 y 74.
73. En una perspectiva comprensiva de la gravedad y el carácter continuado o 
permanente de la figura de la desaparición forzada de personas, ésta permanece 
mientras no se conozca el paradero de la persona desaparecida y se determine con 
certeza su identidad.
74. La desaparición forzada constituye una violación múltiple de varios derechos 
protegidos por la Convención Americana que coloca a la víctima en un estado de 
completa indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas, siendo particular-
mente grave cuando forma parte de un patrón sistemático o práctica aplicada o 
tolerada por el Estado.

González Medina y familiares vs. República Dominicana. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012 Serie C, núm. 240, 
párrafo 161.
161. El Tribunal recuerda que uno de los elementos característicos de una desa-
parición forzada es precisamente “la negativa de reconocer la detención y de re-
velar la suerte o el paradero de la persona interesada”, por lo cual resulta altamente 
cuestionable descartar la declaración de testigos con base en la negativa de los 
oficiales superiores de la dependencia estatal donde se dice que estuvo detenido 
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una desaparición forzada y supeditar su esclarecimiento a la aceptación o con-
fesión de los posibles responsables o autoridades involucradas, o a la identidad o 
concordancia de sus declaraciones con la de testigos que afirman conocer de la 
presencia de la víctima en dependencias estatales. La Corte advierte que en la in-
vestigación de una presunta desaparición forzada las autoridades estatales deben 
tomar en cuenta los elementos característicos de este tipo de delito.

Gudiel Álvarez (Diario Militar) vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 20 noviembre de 2012. Serie C, núm. 253, párrafo 193.
193. En este sentido se ha señalado como elementos concurrentes y constitutivos de la 
desaparición forzada: a) la privación de la libertad; b) la intervención directa de 
agentes estatales o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la detención 
y de revelar la suerte o el paradero de la persona interesada. Esta Corte realizó dicha 
caracterización de la desaparición forzada incluso con anterioridad a la defi nición 
contenida en el artículo II de la Convención Interamericana sobre Desapari ción For-
zada y es consistente con otras definiciones contenidas en diferentes instrumentos 
internacionales, la jurisprudencia del Sistema Europeo de Derechos Humanos, de-
cisiones del Comité de Derechos Humanos del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, y decisiones de altos tribunales nacionales.

García y Familiares vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 29 no-
viembre de 2012. Serie C, núm. 258, párrafo 96.
96. En el mismo sentido, la Corte ha indicado que esta violación múltiple de va-
rios derechos protegidos por la Convención Americana coloca a la víctima en un 
estado de completa indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas, siendo 
particularmente grave cuando forma parte de un patrón sistemático o práctica 
aplicada o tolerada por el Estado. Asimismo, la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada además reafirma en su preámbulo “que la práctica sistemática 
de la desaparición forzada de personas constituye un crimen de lesa humanidad”. 
En suma, la práctica de desaparición forzada implica un craso abandono de los 
principios esenciales en que se fundamenta el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos y su prohibición ha alcanzado carácter de jus cogens.

Vida digna

Ximenes Lopes vs. Brasil. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 de julio de 2006. 
Serie C, núm. 149, párrafo 125.
125. En virtud de este papel fundamental que se asigna al derecho a la vida en la 
Convención, la Corte ha afirmado en su jurisprudencia constante que los Estados 
tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran 
para que no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable, y en particular, 
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nael deber de impedir que sus agentes atenten contra él. En esencia, el artículo 4 de 
la Convención garantiza no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado 
de la vida arbitrariamente, sino que además, el deber de los Estados de adoptar las 
medidas necesarias para crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier 
amenaza al derecho a la vida; establecer un sistema de justicia efectivo capaz de 
investigar, castigar y reparar toda privación de la vida por parte de agentes esta-
tales o particulares; y salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las 
condiciones que garanticen una vida digna, lo que incluye la adopción de medidas 
positivas para prevenir la violación de este derecho. 

Cruz Sánchez y otros vs. Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C, núm. 292, párrafos 257, 258, 259, 260, 
261, 262 y 263. 
257. La Corte recuerda que el artículo 4.1 de la Convención Americana establece 
que toda persona tiene derecho a que se respete su vida. La Corte ha indicado en 
reiteradas ocasiones que el derecho a la vida ocupa un lugar fundamental en la 
Convención Americana, por ser el presupuesto esencial para el ejercicio de los de-
más derechos. De conformidad con el artículo 27.2 de la Convención, este derecho 
forma parte del núcleo inderogable, pues se encuentra reconocido como uno de los 
derechos que no puede ser suspendido en casos de guerra, peligro público u otras 
amenazas a la independencia o seguridad de los Estados Partes.
258. La observancia del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la Conven-
ción Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida 
arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los Estados 
adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida 
(obligación positiva), conforme al deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de 
los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción.
259. En consecuencia, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación 
de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese 
derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten 
contra el mismo. Esta protección activa del derecho a la vida por parte del Estado 
no sólo involucra a sus legisladores, sino a toda institución estatal y a quienes deben 
resguardar la seguridad, sean éstas sus fuerzas de policía o sus fuerzas armadas.
260. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas necesarias para 
crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la 
vida; establecer un sistema de justicia efectivo capaz de investigar, castigar y dar 
reparación por la privación de la vida por parte de agentes estatales o particulares; 
y salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las condiciones que ga-
ranticen una existencia digna. De manera especial los Estados deben vigilar que 
sus cuerpos de seguridad, a quienes les está atribuido el uso de la fuerza legítima, 
respeten el derecho a la vida de quienes se encuentran bajo su jurisdicción.
261. El artículo 4.1 de la Convención Americana dispone también que nadie puede 
ser privado de la vida arbitrariamente. Es decir, no cualquier privación de la vida 
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producido de manera arbitraria, por ejemplo por ser producto de la utilización de 
la fuerza de forma ilegítima, excesiva o desproporcionada.
262. La Corte ha reconocido que los Estados tienen la obligación de garantizar la 
seguridad y mantener el orden público dentro de su territorio y, por tanto, tienen el 
derecho de emplear legítimamente la fuerza para su restablecimiento de ser nece-
sario. Si bien los agentes estatales pueden recurrir al uso de la fuerza y en algunas 
circunstancias, se podría requerir incluso el uso de la fuerza letal, el poder del 
Estado no es ilimitado para alcanzar sus fines independientemente de la gravedad 
de ciertas acciones y de la culpabilidad de sus autores.
263. Al respecto, la Corte ha sostenido que el uso excepcional de la fuerza letal 
deberá estar formulado por ley, y ser interpretado restrictivamente de manera que 
sea minimizado en toda circunstancia, no siendo más que el “absolutamente ne-
cesario” en relación con la fuerza o amenaza que se pretende repeler.

Visitas

Boyce y otros vs. Barbados. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Senten-
cia de 20 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 169, párrafos 97 y 101.
97. El Tribunal considera que hay tres aspectos de las condiciones de detención 
en esta prisión temporal que son particularmente inquietantes. En primer lugar, 
las presuntas víctimas han residido por más de dos años y medio en celdas que 
parecen jaulas. No hay paredes o techo que puedan proporcionarles al menos 
cierta medida de privacidad. Más bien, los prisioneros y los oficiales pueden fá-
cilmente observar a las presuntas víctimas en todo momento a través de las rejas, 
incluso cuando usan los baldes de recolección. Aún si la privación de la libertad 
implica ciertas limitaciones al goce del derecho de la privacidad personal, la Corte 
considera que mantener a los detenidos en “jaulas” viola el derecho a ser tratado 
humanamente. En segundo lugar, durante este tiempo, las presuntas víctimas no han 
tenido el tiempo adecuado para ejercitarse o abandonar sus celdas. Como mucho, 
se les permite salir al patio una vez a la semana. Deben permanecer en sus celdas 
en todo momento, salvo por los 15 minutos diarios que es cuando usan los baños 
y duchas. En tercer y último lugar, las presuntas víctimas no han tenido contacto 
directo con sus familiares y amigos desde, al menos, marzo de 2005 y se les per-
mite únicamente, en teoría, tener contacto visual limitado con ellos por medio del 
sistema de video conferencia. En reiteradas ocasiones, la Corte ha dicho que las 
restricciones indebidas al régimen de visitas puede constituir violación del derecho 
a un trato humano. Del mismo modo, la Corte Europea de Derechos Humanos ha 
reconocido que [l]a detención, como toda otra medida de privación de la libertad 
de una persona, implica limitaciones inherentes sobre la vida privada y familiar 
[del detenido]. Sin embargo, es una parte esencial del derecho al respeto de la vida 



Ju
ris

pr
ud

en
cia

 in
te

ra
m

er
ica

nafamiliar del detenido que las autoridades le permitan o, si lo necesita, lo ayuden 
a mantener contacto con su familia directa.
101. En este sentido, la Prisión Temporal de Harrison’s Point ya lleva más de 
dos años operando y, durante ese tiempo, no han mejorado las condiciones de la 
prisión ni se ha completado la construcción del nuevo centro de detención. Por 
tales motivos, los señores Boyce, Joseph, Huggins y Atkins han soportado condi-
ciones inhumanas por un lapso irrazonable de tiempo. Aún teniendo en cuenta las 
circunstancias que señala el Estado, la Corte considera que la ausencia total de 
privacidad, junto con el deficiente régimen de ejercicio y una desconsideración 
completa de la necesidad de una interacción real, no virtual, con miembros de sus 
familias y amigos, son condiciones claramente incompatibles con el debido respeto 
a la dignidad del ser humano.





créditos 
institucionales

(coeditores)



H. Cámara de Diputados

Junta de Coordinación Política
Primer año legislativo 

Septiembre 2015 - Agosto 2016

Presidente y coordinador

Dip. César CamaCho
grupo parlamentario del pri

Coordinadores

Dip. marko antonio Cortés mendoza
grupo parlamentario del pan

Dip. FranCisCo martínez neri
grupo parlamentario del prd

Dip. Jesús sesma suárez
grupo parlamentario del pvem

Dip. norma roCío nahle garCía
grupo parlamentario de morena

Dip. Clemente Castañeda hoeFliCh
grupo parlamentario de movimiento Ciudadano

Dip. luis alFredo valles mendoza
grupo parlamentario de nueva alianza

Dip. aleJandro gonzález murillo
grupo parlamentario de enCuentro soCial



Presidente 

Dip. José de Jesús zambrano griJalva
grupo parlamentario del pri

H. Cámara de Diputados

Mesa Directiva
Primer año legislativo 

Septiembre 2015 - Agosto 2016

Vicepresidentes

Dip. Jerónimo aleJandro oJeda anguiano
grupo parlamentario del prd

Dip. edmundo Javier bolaños aguilar
grupo parlamentario del pan

Secretarios

Dip. ramón bañales arambula
grupo parlamentario del pri

Dip. ernestina godoy ramos
grupo parlamentario de morena

Dip. maría bárbara botello santibáñez
grupo parlamentario del pri

Dip. daniela de los santos torres
grupo parlamentario del pvem

Dip. aleJandra noemí reynoso sánChez
grupo parlamentario del pan

Dip. veróniCa delgadillo garCía
grupo parlamentario de movimiento Ciudadano

Dip. isaura ivanova pool peCh
grupo parlamentario del prd

Dip. maría eugenia oCampo bedolla
grupo parlamentario de nueva alianza

Dip. Juan manuel Celis aguirre
grupo parlamentario del pri

Dip. ana guadalupe perea santos
grupo parlamentario de enCuentro Ciudadano



H. Cámara de Diputados

Junta de Coordinación Política
Segundo año legislativo 

Septiembre 2016 - Agosto 2017

Presidente y coordinador

Dip. FranCisCo martínez neri
grupo parlamentario del prd

Coordinadores

Dip. César CamaCho 
grupo parlamentario del pri

Dip. marko antonio Cortés mendoza
grupo parlamentario del pan

Dip. Jesús sesma suárez
grupo parlamentario del pvem

Dip. norma roCío nahle garCía
grupo parlamentario de morena

Dip. Clemente Castañeda hoeFliCh
grupo parlamentario de movimiento Ciudadano

Dip. luis alFredo valles mendoza
grupo parlamentario de nueva alianza

Dip. aleJandro gonzález murillo
grupo parlamentario de enCuentro soCial



Presidente 

Dip. edmundo Javier bolaños aguilar
grupo parlamentario del pan

H. Cámara de Diputados

Mesa Directiva
Segundo año legislativo 

Septiembre 2016 - Agosto 2017

Vicepresidentes

Dip. maría guadalupe murguía gutiérrez
grupo parlamentario del pan

Dip. Jerónimo aleJandro oJeda anguiano
grupo parlamentario del prd

Secretarios

Dip. raúl domínguez rex
grupo parlamentario del pri

Dip. ernestina godoy ramos
grupo parlamentario de morena

Dip. gloria imelda Félix niebla
grupo parlamentario del pri

Dip. sharon maría teresa CuenCa ayala
grupo parlamentario del pvem

Dip. aleJandra noemí reynoso sánChez
grupo parlamentario del pan

Dip. veróniCa delgadillo garCía
grupo parlamentario de movimiento Ciudadano

Dip. isaura ivanova pool peCh
grupo parlamentario del prd

Dip. maría eugenia oCampo bedolla
grupo parlamentario de nueva alianza

Dip. andrés Fernández del valle laisequilla
grupo parlamentario del pvem

Dip. ana guadalupe perea santos
grupo parlamentario de enCuentro Ciudadano



Presidente

Sen. emilio gamboa patron
Coordinador del grupo parlamentario del pri

Integrantes

Sen. Fernando herrera ávila
Coordinador del grupo parlamentario del pan

Sen. miguel barbosa huerta
Coordinador del grupo parlamentario del prd

Sen. Carlos alberto puente salas
Coordinador del grupo parlamentario del pvem

Sen. manuel bartlett díaz
Coordinador del grupo parlamentario del pt

Sen. miguel romo medina
grupo parlamentario del pri

Sen. blanCa maría del soCorro alCalá ruíz
grupo parlamentario del pri

Sen. Fernando yunes márquez
grupo parlamentario del pan

Senado de la República

Junta de Coordinación Política
Primer año legislativo 

Septiembre 2015 - Agosto 2016



Presidente

Sen. roberto gil zuarth
grupo parlamentario del pan

Vicepresidentes

Sen. rosa adriana díaz lizama
grupo parlamentario del pan

Sen. arturo zamora Jiménez
grupo parlamentario del pri

Sen. luis sánChez Jiménez
grupo parlamentario del prd

Secretarias

Sen. hilda esthela Flores esCalera
grupo parlamentario del pri

Sen. César oCtavio pedroza gaitán
grupo parlamentario del pan

Sen. luis humberto Fernández Fuentes 
grupo parlamentario del prd

Sen. maría elena barrera tapia
grupo parlamentario del pvem

Sen. ana gabriela guevara espinoza
grupo parlamentario del pt

Senado de la República

Mesa Directiva
Primer año legislativo 

Septiembre 2015 - Agosto 2016



Presidente

Sen. Fernando herrera ávila
Coordinador del grupo parlamentario del pan

Integrantes

Sen. emilio gamboa patrón
Coordinador del grupo parlamentario del pri

Sen. miguel barbosa huerta
Coordinador del grupo parlamentario del prd

Sen. Carlos alberto puente salas
Coordinador del grupo parlamentario del pvem

Sen. manuel bartlett díaz
Coordinador del grupo parlamentario del pt

Sen. miguel romo medina
grupo parlamentario del pri

Sen. sonia mendoza díaz
grupo parlamentario del pan

Sen. maría luCero saldaña pérez
grupo parlamentario del pri

Senado de la República

Junta de Coordinación Política
Segundo año legislativo 

Septiembre 2016 - Agosto 2017



Presidente

Sen. pablo esCudero morales
grupo parlamentario del pvem

Vicepresidentes

Sen. blanCa alCalá ruiz
grupo parlamentario del pri

Sen. César oCtavio pedroza gaitán
grupo parlamentario del pan

Sen. luis sánChez Jiménez
grupo parlamentario del prd

Secretarios

Sen. itzel sarahí ríos de la mora
grupo parlamentario del pan

Sen. rosa adriana díaz lizama
grupo parlamentario del pan

Sen. luis humberto Fernández Fuentes
grupo parlamentario del prd

Sen. maría elena barrera tapia
grupo parlamentario del pvem

Sen. ana gabriela guevara espinoza
grupo parlamentario del pt

Senado de la República

Mesa Directiva
Segundo año legislativo 

Septiembre 2016 - Agosto 2017





Suprema Corte de Justicia de la Nación

presidenCia

Ministro luis maría aguilar morales 
Presidente

primera sala

Ministra norma luCía piña hernández 
Presidenta

Ministro José ramón Cossío díaz

Ministro alFredo gutiérrez ortiz mena

Ministro Jorge mario pardo rebolledo

Ministro arturo zaldívar lelo de larrea

segunda sala

Ministro alberto pérez dayán 
Presidente

Ministro José Fernando FranCo gonzález salas

Ministro Javier laynez potisek

Ministra margarita beatriz luna ramos

Ministro eduardo tomás medina mora iCaza





Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

sala superior 

Presidente 

Magistrado ConstanCio CarrasCo daza 

Magistrada maría del Carmen alanis Figueroa

Magistrado Flavio galván rivera

Magistrado manuel gonzález oropeza 
Magistrado salvador o. nava gomar 

Magistrado pedro esteban penagos lópez

Comité aCadémiCo y editorial 

Presidente 

Magistrado ConstanCio CarrasCo daza 

Magistrado Flavio galván rivera

Magistrado manuel gonzález oropeza

Magistrado salvador o. nava gomar 

Dr. álvaro arreola ayala 
Dr. eduardo Ferrer maC- gregor poisot

Dr. hugo saúl ramírez garCía 
Dr. pedro salazar ugarte

Dra. elisa speCkman guerra 

Secretarios técnicos

Dr. Carlos báez silva Lic. riCardo barraza gómez  





Comisión Nacional de los Derechos Humanos

Presidente

luis raúl gonzález pérez

Consejo Consultivo

mariClaire aCosta urquidi maría ampudia gonzález

mariano azuela güitrón ninFa delia domínguez leal

móniCa gonzález Contró david kershenobiCh stalnikowitz

Carmen moreno tosCano maría olga noriega sáenz

guillermo i. ortiz mayagoitia

Primer Visitador General 

ismael eslava pérez

Segundo Visitador General 

enrique guadarrama lópez

Tercera Visitadora General 

ruth villanueva CastilleJa

Cuarta Visitadora General 

norma inés aguilar león

Quinto Visitador General 

edgar Corzo sosa

Sexto Visitador General 

Jorge ulises Carmona tinoCo

Secretario Ejecutivo

héCtor daniel dávalos martínez

Secretario Técnico del Consejo Consultivo

Joaquín narro lobo

Oficial Mayor 

manuel martínez beltrán

Directora General del Centro Nacional de Derechos Humanos 

Julieta morales sánChez 





Instituto Nacional Electoral

Consejero Presidente

dr. lorenzo Córdova vianello

Consejeros Electorales

Lic. enrique andrade gonzález

Mtro. marCo antonio baños martínez

Mtra. adriana margarita Favela herrera

Mtra. beatriz eugenia galindo Centeno

Dr. Ciro murayama rendón

Dr. benito naCiF hernández

Dr. José roberto ruiz saldaña

Lic. aleJandra pamela san martín ríos y valles

Mtro. arturo sánChez gutiérrez

Lic. Javier santiago Castillo

Secretario Ejecutivo

Lic. edmundo JaCobo molina

Contralor General

C.P. C. gregorio guerrero pozas

Director Ejecutivo de Capacitación Electoral y Educación Cívica

Mtro. roberto heyCher Cardiel soto





Instituto de Investigaciones Jurídicas

Director

Dr. pedro salazar ugarte

Secretario académico

Dr. FranCisCo alberto ibarra palaFox

Secretario técnico

Lic. raúl márquez romero

Secretaria administrativa

Lic. mariana truJillo sandoval

Jefe de la Estación Noroeste de Investigación y Docencia

Dr. Juan vega gómez

Jefe de Proyectos Académicos Digitales

Dr. pablo de larrañaga monJaraz

Jefa del Departamento de Tecnologías de la Información y Comunicaciones

Lic. doris domínguez zermeño

Jefa del Departamento de Investigación Aplicada y Opinión

Dra. Julia isabel Flores dávila

Jefe del Departamento de Planeación y Relaciones Interinstitucionales

Lic. FranCisCo Javier galiCia Campos

Jefe del Departamento de la Biblioteca “Dr. Jorge Carpizo”

Dr. FederiCo hernández paCheCo

Jefa del Departamento de Documentación de Legislación

Esp. paloma martínez gonzález





Grupo Editorial Miguel Ángel Porrúa

Dirección general

miguel ángel porrúa 

Dirección adjunta

aldonza porrúa bueno

Asesor de la dirección

raFael estrada miChel

Coordinación administrativa

José luis banegas vilChis

Coordinación editorial

gabriela pardo

Coordinación de diseño

veróniCa santos

Coordinación de talleres y producción

sol levin roJo

Administración, enlace y apoyo

 garmin areli roJas | antonia peralta



se terminó en la Ciudad de México 
durante el mes de noviembre del año 2016. 
La edición digital, estuvo al cuidado de la 
oficina litotipográfica de la casa editora.

Derechos
pueblo mexicano

del

México a través de 
sus constituciones
obra digital dividida en cuatro secciones





Derechos
del pueblo mexicano
México a través de sus constituciones

tesis de jurisprudencia 
en materia constitucional

jurisprudencia interamericana

créditos institucionales 
(coeditores)

tesis de jurisprudencia 
en materia constitucional

jurisprudencia interamericana

créditos institucionales 
(COEDITORES)

Xii
sección cuarta

Xii
sección cuarta

Mediante la lectura del 

código qr

podrá acceder a la versión digital de esta obra en 
formato e-pub. Su consulta, contenida en más 

de 30 mil páginas, está dividida
 en cuatro secciones:

sección primera

Presentación | A propósito de la novena edición 
Créditos académicos | Nota técnica | Créditos de la edición 

Nota del editor | Contenido general de la obra | vol. i

Debates legislativos del Congreso Constituyente, 
diciembre 1916-febrero 1917 

Debates legislativos y textos aprobados mediante las 
reformas constitucionales promulgadas durante 

las legislaturas xxix-lxiii 
(1920 - 2016)

•
sección segunda

Historia constitucional | vols. i-ii 
1808-1918

Estudios históricos y doctrinarios | vols. iii-iv

Transversalidad constitucional 
con prospectiva convencional | vol. v

•
sección tercera

Hacia una Constitución reordenada y consolidada 
propuesta iij-unam | vol. vi

Tabla de reformas y modificaciones constitucionales 
1920-2016 | vol. vi

exégesis constitucional | vols. vi-xi

Introducción histórica, comentarios y trayectoria 
del articulado constitucional con el texto vigente

Artículos 1º-136

•
sección cuarta

Tesis de jurisprudencia 
en materia constitucional | vol. xii

Jurisprudencia interamericana | vol. xii

Créditos institucionales | vol. xii

edición digital

Derechos
pueblo mexicano

del

México a través de 
sus constituciones

Jorge González Camarena: Venustiano Carranza y la Constitución de 1917, 
museo nacional de historia-inah. Acrílico, 1967. 4.66 × 5.76 m. 

uso de la imagen fotográfica, autorizada por: Secretaría de Cultura-inah-Méx. 
y Fundación Cultural Jorge González Camarena, A.C.

venustiano carranza y
la constitución de 1917 

En el Castillo de Chapultepec, sede del 

Museo Nacional de Historia, se conserva 

el mural de Jorge González Camarena 

que representa al Primer Jefe del Ejército 

Constitucionalista, don Venustiano Carranza, 

quien erguido y con gran firmeza en su 

mano diestra sostiene la pluma que sirvió 

para rubricar la nueva Constitución. A su 

derecha desfila el Ejército Constituciona-

lista, símbolo de la fuerza de las armas y, 

por encima de éste, sobresale una mano 

que señala hacia el cielo, representando la 

justicia y la razón. A su izquierda, y pro-

tegidos por el águila, emblema nacional, 

se observan los rostros de algunos de los 

Constituyentes de 1917 y, en el extremo in-

ferior izquierdo, se advierten una hacienda 

y una tienda de raya en ruinas, representación 

del fin del Porfiriato.

En conjunto, esta impresionante obra 

sintetiza la concepción de las bases consti-

tucionales que sustentan al México de hoy.
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